PAGE  
5

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 360ª
Sesión 93ª, en miércoles 9 de enero de 2013
Ordinaria

(De 16:21 a 20:11)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES CAMILO ESCALONA MEDINA, PRESIDENTE;
 ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, VICEPRESIDENTE, Y FRANCISCO CHAHUÁN CHAHUÁN, PRESIDENTE ACCIDENTAL
SECRETARIOS, LOS SEÑORES MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE

____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (6190-19) (queda pendiente la discusión particular)........

VI.
INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………..

Visita de alcalde y habitantes de Calama a Congreso Nacional (observaciones del Senador señor Gómez)...........................................................................................
Sistema de emergencia mínimo para pasos terrestres internacionales. Oficios (observaciones del Senador señor Kuschel)...........................................................

Construcción de camino “Chile por Chile”. Oficio (observaciones del Senador señor Kuschel).................................................................................................................

Reapertura de planta de Agrosuper en Freirina. Reiteración de oficio (observaciones del Senador señor Kuschel)....................................................................................

Cierre de paso fronterizo Cardenal Samoré. Oficio (observaciones del Senador Horvath)...................................................................................................................

Daño a patrimonio cultural regional por instalación de torres de alta tensión para minería. Oficios (observaciones del Senador señor Cantero)..................................
Dictamen de Contraloría ante implementación de Sistema de Acreditación Nacional de Ministros de Culto. Comunicación (observaciones del Senador señor Navarro)...............................................................................................................
Situación de consultorios en materia de asignación de horas de atención y de entrega de medicamentos. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)................

Solicitud de información sobre compra por el Estado de Ruta de la Madera. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro).................................
Solicitud de información sobre personales a contrata y a honorarios en Administración Pública. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)................................................................................................................

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 72ª, especial, en 22 de noviembre de 2012.................................................
Sesión 73ª, especial, en 23 de noviembre de 2012..................................................

Sesión 74ª, especial, en 23 de noviembre de 2012...................................................

Sesión 75ª, especial, en 23 de noviembre de 2012.....................................................

Sesión 85ª, especial, en 12 de diciembre de 2012........................................................

Sesión 86ª, ordinaria, en 12 de diciembre de 2012.......................................................

Sesión 87ª, ordinaria, en 18 de diciembre de 2012.......................................................

Sesión 88ª, especial, en 19 de diciembre de 2012.........................................................

Sesión 89ª, ordinaria, en 19 de diciembre de 2012.......................................................

Sesión 90ª, especial, en 2 de enero de 2013.................................................................

Sesión 91ª, ordinaria, en 2 de enero de 2013...............................................................

DOCUMENTOS:
1.- Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (8774-04)..............................................................................................................................
2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley del Deporte (8316-29)....................................................................................................................

3.- Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (8696-04)...............................................................................................
4.- Informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la carretera eléctrica (8566-08)..............................................................................................................................

5.- Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (5917-18 y 7007-18, refundidos).............................................................
6.- Moción de los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Lagos y Walker (don Ignacio), con la que se da inicio a un proyecto de ley que asegura la continuidad de prestación del servicio educativo en el caso de instituciones de educación superior expuestas a la cancelación de su personalidad jurídica y pérdida del reconocimiento oficial (8775-04)..............................................................................
7.- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Peña y Ruiz-Esquide, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República la implementación de un sistema de pensiones que beneficie a los docentes de establecimientos municipalizados (S 1547-12)...............................................................................................................
8.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis (S 1548-05).............................................................
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de esa misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 72ª, especial, en 22 de noviembre; 73ª, 74ª y 75ª, especiales, en 23 de noviembre; 85ª y 86ª, empalmadas, especial y ordinaria, respectivamente, ambas en 12 de diciembre; 87ª, ordinaria, en 18 de diciembre; 88ª y 89ª especial y ordinaria, respectivamente, ambas en 19 de diciembre, todas del año 2012; 90ª, especial, y 91ª, ordinaria, ambas en 2 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y, en su caso, a la de Hacienda.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto que modifica la Ley del Deporte (boletín N° 8.316-29) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y, en su caso, a la de Hacienda.



Con el segundo comunica que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida conforme a lo que dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República sobre la forma y el modo de resolver la discrepancia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que crea la circunscripción senatorial de la Región de Arica y Parinacota (boletín N° 7.260-06).



--Queda para tabla, previo informe de la Comisión de Hacienda, en virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Con el último comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley destinado a evitar la contaminación por algas de las cuencas hidrográficas (boletín N° 7.192-12).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:



Adjunta oficio por el que el señor Secretario Ministerial de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena responde consulta, cursada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre cumplimiento de promesas hechas a vecinos afectados por el aluvión que el 11 de marzo de 2012 se desplazó por la ciudad de Punta Arenas.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (boletín Nº 8.696-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la carretera eléctrica (boletín N° 8.566-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nº 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Zaldívar, Lagos e Ignacio Walker, con la que se da inicio a un proyecto de ley que asegura la continuidad de prestación del servicio educativo en el caso de instituciones de educación superior expuestas a la cancelación de su personalidad jurídica y a la pérdida del reconocimiento oficial (boletín N° 8.775-04) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Peña y Ruiz-Esquide, con el que le piden a Su Excelencia el Presidente de la República la implementación de un sistema de pensiones que beneficie a los docentes de establecimientos municipalizados (boletín N° S 1.547-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de archivo



De la Comisión de Salud, con la que propone al Senado, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 bis del Reglamento, el archivo de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (boletín N° 7.456-11), en razón de que disposiciones similares fueron incorporadas en la iniciativa que modifica la ley N° 19.419 en materia de ambientes libres de humo de tabaco (boletín Nº 7.914-11).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, concerniente a determinación de las farmacias de turno (boletín N° 7.661-11), por tratarse de un asunto considerado en la iniciativa, que se halla en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, modificatoria del Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (boletines N°s 6.523-11, 6.037-11 y 6.331-11, 6.858-11, refundidos).



--Se accede a lo solicitado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para plantear una cuestión de Reglamento, tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería y Energía, solicito una semana más de plazo, hasta el miércoles próximo, para presentar indicaciones al proyecto conocido como “FONDENOR”, pues el propio Ejecutivo se comprometió a mandar dos que recojan las observaciones que hicimos hoy durante la discusión particular. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se extenderá hasta el miércoles 16 de enero, a las 12, el plazo para formular indicaciones al proyecto que individualizó Su Señoría. 



--Así se acuerda.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier para exponer un punto reglamentario. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que se radicó en la Comisión de Constitución una iniciativa sobre quiebras y que se resolvió el estudio conjunto con la de Economía.



Hay por otro lado un proyecto, de origen parlamentario, que regula la insolvencia familiar. 



Como se trata de materias vinculadas, solicito recabar el acuerdo de la Sala para que esa última iniciativa se remita a las Comisiones unidas al objeto de que la tengan a la vista como indicación al momento de debatir la que enmienda la relativa a quiebras.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Sala escuchó la petición del Honorable señor Letelier.



--Se aprueba.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, solicito un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley sobre donaciones culturales, conocida también como “Ley Valdés”: hasta el viernes 11 del mes en curso, a las 12. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala? 



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones solicitó autorización para que, con motivo de la discusión del siguiente proyecto, ingrese a la Sala el Asesor Legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez Ariztía.



--Se accede.

V. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas; informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.


Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, en 8 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor LETELIER.- Pido la palabra. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Primero, señor Senador, escuchemos la introducción que debe hacer el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el orden del boletín comparado, ayer se avanzó hasta la página 4; esto es, hasta el inciso tercero, que pasó a ser inciso cuarto.



De consiguiente, atendido que la normativa es de quórum calificado, corresponde votar el inciso quinto (comienza en la página 4 y termina en la 5), que las Comisiones unidas aprobaron por mayoría de votos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, las Comisiones unidas, a mi juicio erróneamente, determinaron que el artículo 1° de la ley en proyecto (disposición que se halla en debate) es de quórum calificado.



Las normas legales de quórum especial dicen relación con órdenes jerárquicos que nacen de la Constitución y de la naturaleza misma de ellas.



Cuando así lo establece la Carta Fundamental, las atribuciones que se le otorgan a un organismo público -a un ministerio, a un órgano auxiliar del Estado, en fin-, sin duda, deben ser aprobadas con quórum especial.



En esta oportunidad se discute -y lo planteé ayer-, no las atribuciones del Consejo Nacional de Televisión ni si este deberá “velar por”, sino la definición de aquello que es objeto de su atención.



La disposición en debate considera tres aspectos: primero, una definición (fue lo que comenzamos a analizar ayer); segundo, una definición subrogatoria respecto al vocablo “pluralismo”, y tercero, la obligación de entender que el correcto funcionamiento -es la definición matriz- también conlleva la obligación de respeto a la legislación vigente, en especial la vinculada con el ámbito laboral y la concerniente a la propiedad intelectual.



Las Comisiones unidas, equivocadamente, determinaron que el artículo 1° en su conjunto es de quórum calificado.



Señor Presidente, en uso de mis prerrogativas, solicito que la Sala se pronuncie al respecto. 



Las Comisiones no tienen facultades para imponerle al Senado un criterio sobre la materia. Y tampoco las tiene -lo digo con todo el respeto que me merece- el señor Secretario. Es la Sala la que debe resolver si una norma es o no de quórum especial.



La Secretaría de las Comisiones unidas (integré este órgano técnico) se equivocó al señalar que es de quórum calificado la totalidad del artículo 1°.



Por eso, solicito someter esta materia a la consideración de la Sala.



No se puede llegar al extremo de decidir que la definición de “pluralismo” o la de “correcto funcionamiento de los servicios de televisión” deben aprobarse con quórum calificado.



Aceptar tal criterio constituiría un precedente muy, muy peligroso, pues implicaría que la mayoría terminaría renunciando a una facultad esencial: la de definir conceptos.



No resulta admisible que la definición de un concepto se considere del mismo rango que un derecho fundamental consagrado en la Constitución (los derechos personales o personalísimos, por ejemplo).



Por eso, pido que la Sala rectifique la decisión en mi concepto errónea de las Comisiones unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Someto a consideración de la Sala la solicitud que formuló el Senador señor Letelier con respecto al quórum especial.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.-  Señor Presidente, quiero hacer dos planteamientos.



Primero, entiendo que ya está definido que el artículo 1° se vota conforme a lo que plantearon las Comisiones unidas. Y ayer ya empezamos a pronunciarnos sobre los diversos incisos.



Entonces, no sé si aquello puede cambiarse después de que se determinó. Porque tanto el señor Presidente como el señor Secretario dieron cuenta de que se trataba de un precepto de quórum calificado y se comenzó a votar sobre esa base.



En mi concepto, no procede cambiar ahora tal criterio. Y lo que se pudo plantear en su oportunidad corresponde a un derecho que precluyó.



Adicionalmente, estimo que el Senador Letelier está equivocado. 



El inciso sexto del número 12° del artículo 19 es de las pocas normas que la Constitución especifica. No es interpretable.



Esa norma dice: “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación.”. Y agrega: “Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.”.



Es obvio que las atribuciones y funciones dicen relación con las definiciones. Porque la definición de por qué cosas debe velar el Consejo tiene que ver directamente con las atribuciones que a ese mismo órgano le corresponde ejercer. 



O sea, pensar que por la vía de la definición uno puede crear un ámbito de acción y aprobarlo con quórum simple a pesar de que la norma constitucional preceptúa que las funciones y atribuciones han de aprobarse con quórum calificado, sería un contrasentido.



Entonces, no solo las Comisiones unidas hicieron lo correcto, sino que además, luego de la cuenta que dio la Mesa, se empezó a votar como ellas lo plantearon.



En esta sesión, sin duda, no se va a despachar el proyecto. Entonces, de aceptarse el criterio que expuso el colega Letelier, si el día de mañana a otro Senador se le ocurriera que hay que votar de otra manera, estaríamos con cambios permanentes en la forma de aplicar los quórums.



En consecuencia, señor Presidente, pido seguir el debate particular de la iniciativa, porque la cuestión ya está resuelta y, a todo evento, la Constitución es clarísima sobre la materia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, afortunadamente, los Senadores tenemos la posibilidad de discutir en la Sala las decisiones que, en el ejercicio de sus facultades, adoptan tanto las Comisiones como la Presidencia de la Corporación.



Y nuestro derecho no precluye.



Ayer nos abocamos al inciso en que las Comisiones unidas sugirieron sustituir las palabras “la familia” por “las familias”. Y el debate quedó pendiente, por lo que explicaré en seguida.



Nosotros manifestamos oportunamente que lo tocante al quórum debía ser resuelto por la Sala. En ese momento el señor Presidente no lo sometió al pronunciamiento de ella. Y ahora pedimos, conforme a nuestras prerrogativas, que así se haga, solo respecto al tema de fondo.



La Constitución, en el artículo 19, número 12°, inciso sexto, se refiere a dos temas.



Expresa primero: “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación.”.



Y segundo: “Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.”.



Tenemos claridad en cuanto a que todo lo que sea función, a lo que el Consejo debe hacer, ha de estar regulado en una ley de quórum calificado (y así está).



Sin embargo, en lo referente a las definiciones, no podemos confundirnos ni decir que una definición le determina una función al Consejo Nacional de Televisión.



Cuando hablamos de “pluralismo” o de “la familia” o de “las familias” no estamos asignando una función sino señalando un concepto que a nuestro modo de ver debe quedar definido en la ley.



A mayor abundamiento, debo puntualizar que la Cámara de Diputados, al discutir el punto, tomó una decisión distinta: votar en particular con quórum calificado solo las letras a) y c) del numeral 1 del artículo 1°. Y así lo hizo su Presidente, don Patricio Melero. 



Es decir, la decisión adoptada por la Cámara Baja difiere diametralmente de la que se está planteando en el Senado, que implica ir más allá de lo que dispone la propia Constitución.



Por eso, la definición y la precisión de características del correcto funcionamiento se refieren, no a funciones propias del Consejo, sino a aquellas que finalmente tienen que cumplir los que realizan la actividad.



Es preciso no confundir, entonces, cuando se hace referencia a conceptos, a definiciones, a atribuciones y funciones.



Secundo, en consecuencia, la petición de mi Honorable colega Letelier en cuanto a que por lo menos sea la Sala la que se pronuncie acerca de si estos casos particulares corresponden o no a materias de quórum calificado. Porque, si no, va a pasar lo que sucedió ayer. Después de todo un debate en que se han establecido los criterios aplicables, y como se requiere una votación altísima, los conceptos planteados en el análisis interno de la Comisión van a quedar definidos de una manera distinta.



Por eso, pido votar la calificación que procede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el asentimiento unánime para que pueda asistir a la sesión el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lamento que se haya generado más discusión sobre el punto, en circunstancias de que este quedó zanjado el día de ayer, atendida la interpretación de la Comisión y de la Mesa, la cual, por lo demás, como bien lo expuso el Honorable señor Coloma, es bastante evidente.



La explicación de los Senadores señores Gómez y Letelier es abiertamente contraria al tenor casi literal de la Carta. El artículo 19 de la Constitución expresa, en el inciso sexto de su número 12 -ello se ha recordado, pero quiero leerlo y subrayar algo específico-, que “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación”. Pido solo fijarse en que el objetivo del organismo es “velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación”.



Y luego se agrega: “Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo”. Es claro que aquello que dice relación con este último exige una norma legal de ese rango, que es la que regula los aspectos mencionados.



El inciso segundo que se plantea con relación al artículo 1º de la ley, disposición respecto de la cual ahora se quiere pedir que no sea de quórum, expresa que al organismo le corresponderá “velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión” -repite lo que señala la Carta, y “velar” es una función- y que “tendrá su supervigilancia y fiscalización”, especificando también sus atribuciones.



A continuación se determina: “Se entenderá por correcto funcionamiento”, y se contempla una definición.



¿Alguien puede concluir que ese cometido debe especificarse con un quórum distinto del dispuesto por la Constitución? Tendría que ser realmente un analfabeto -perdonen mis Honorables colegas que lo diga así-, porque la respuesta es demasiado evidente.



Y lo hago presente con cariño, ya que los Senadores señores Gómez y Letelier son amigos míos.

El señor GÓMEZ.- Se lo agradezco, Su Señoría... ¡No sea tan cariñoso...!



La ignorancia puede ser hacia el otro lado también.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ruego dirigirse a la Mesa.

El señor LARRAÍN.- Retiro lo dicho, señor Presidente, pues no quiero ofender.



Lo que deseo destacar es que resulta incomprensible pretender que lo explicitado por la Carta no se puede interpretar como algo propio de quórum calificado, en circunstancias de que una cosa se relaciona en forma tan palmaria con la otra. No podría pensarse en separar el concepto de “correcto funcionamiento” y las funciones y atribuciones que el Consejo tiene que cumplir.



Por eso, la norma y todo lo que se relaciona con ella requieren quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Quedan solo tres señores Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Seré muy breve, señor Presidente, para no repetir argumentos.



La disposición hace referencia a lo que se entenderá por correcto funcionamiento y contiene una definición. Obviamente, la mayor o menor amplitud del concepto dice relación con las mayores o menores atribuciones del Consejo. Porque si consignáramos que es solo preocuparse del pluralismo, las estaríamos restringiendo. Si especificáramos que son todas las cosas que se mencionan y diez más, las estaríamos ampliando.



Y, aún más, el inciso siguiente señala: “Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo”, etcétera. ¿Qué significa lo anterior? Que ello es para efectos de las atribuciones del Consejo, porque no se trata de un cuerpo legal misceláneo y lo que es familia, pluralismo y todos los fines que se mencionan se definen solo para los efectos pertinentes, vinculados con las atribuciones del organismo.



Entonces, creo que la pretensión de desconocer el rango de la norma implica realmente extremar la interpretación aplicable.



Por mi parte, voto en contra de la proposición del Senador señor Letelier y formulo reserva de constitucionalidad al respecto, porque estimo que la disposición es de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, considero, al igual que los Senadores señores Hernán Larraín y Novoa, que resulta claro que la normativa que nos ocupa es de quórum calificado por las razones mencionadas.



Por haberse ellos adelantado en los argumentos pertinentes, los doy por repetidos en forma íntegra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, lo relativo a la Constitución -a su artículo 19, número 12- ya ha sido precisamente expuesto por quienes me antecedieron en el uso de la palabra. Son tan evidentes las razones de texto que no es necesario repasarlas. No hay que buscar un sentido oculto.



Se está definiendo el objeto del Consejo Nacional de Televisión. Ese es exactamente el propósito de la norma. Y se encuentra establecido sin lugar a dudas que ello es de quórum calificado.



Ahora, también habría que preguntarse si acaso vamos a votar todo dos veces.



En realidad, me inscribí simplemente porque quería hacer una reserva de constitucionalidad, lo que ya verificó el Senador señor Novoa.



Mas debo anticipar que mi pronunciamiento apuntará a no reabrir la votación, porque ninguna razón de texto avala la medida. Es algo que no se hizo valer en su momento. Votamos según lo que indicó la propia Mesa, por boca del señor Presidente, y ello coincidió con lo razonado por la Comisión.



En consecuencia, ruego no dilatar más la discusión y cerrar el debate, que es, en realidad, ocioso.



No podría acusar a nadie de ignorancia, pero media, evidentemente, un sesgo contrario a la Carta Fundamental.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me parece que la sola controversia contribuye a poner en duda cuál puede ser el sentido de la disposición, porque hay dos posiciones diferentes. Ello, por mucha claridad que pueda tener el Senador señor Larraín en cuanto a que su planteamiento es el correcto.



Para poder efectuar un análisis real, partamos por lo que ha sostenido el Tribunal Constitucional respecto a la interpretación de las normas de la Carta, en orden a que tiene que ser restrictiva, a que debe ir al texto mismo. No puede ser por analogía o por extensión. Lo expresan todos los fallos dictados sobre el particular. Por lo tanto, en este caso hay que aplicar la misma tesis.



Y es preciso leer bien el inciso correspondiente, porque, después de expresarse que “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación”, va un punto y seguido, y se agrega -ahí es donde se requiere determinar el sentido- que “Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo”. O sea, ¿qué es lo que tiene que ver con un cuerpo legal de ese rango? La organización y las funciones y atribuciones.



Por lo tanto, no podemos hacer una interpretación extensiva o por analogía, sino una restrictiva.



En la duda, y ante la discusión registrada -porque existen argumentos en un sentido y en otro-, no cabe aplicar una norma de una manera diferente a la señalada por el Tribunal Constitucional.



Cuando se entra a precisar qué se entiende por “correcto funcionamiento”, no estamos legislando sobre la organización y las funciones y atribuciones, sino contemplando una definición. Respecto de cada norma, entonces, se puede determinar si es o no de quórum calificado. Por supuesto, la exigencia procede en el caso del primer inciso del artículo 1° -nadie puede negarlo-, al igual que en los del segundo y del tercero; pero no en el de la letra d), el cual hace referencia a lo que se entenderá por correcto funcionamiento y en el que no inciden los elementos mencionados, con los cuales tampoco se relaciona el inciso siguiente, que especifica, para los efectos de la ley, lo que se entenderá por pluralismo.



En consecuencia, si me preguntaran, me quedaría, en la duda y no habiendo claridad estricta en cuanto a la interpretación que se tiene que hacer de la disposición constitucional, con la conclusión de que no se requiere el quórum especial cuando se entra a ese tipo de definiciones, las cuales no corresponden ni a organización, ni a funciones, ni a atribuciones.



Si me viera abocado a votar el artículo 1° en su conjunto, ello sería sobre la base del quórum. Pero si es preciso hacerlo por inciso, veré si cada uno de ellos debe cumplir con la exigencia.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, comparto lo expuesto por mi Honorable colega Zaldívar.



A mi juicio, la discusión que se lleva a cabo reviste un carácter político y refleja las distintas visiones existentes, utilizándose los argumentos jurídicos, muchas veces, hacia un lado u otro. Pero lo que hay, en definitiva, es un cierto cuestionamiento a la aplicación del concepto de “correcto funcionamiento” y a que este, en el caso de aquellos a quienes se les entrega, a través de una concesión, un bien perteneciente a todos los chilenos, tenga que traducirse en una reciprocidad para con el país y la sociedad. Lo que se debe entregar a cambio dice relación con aspectos que un determinado sector no tiene plenamente incorporados a su ideario y estructura valórica como elementos fundamentales: el pluralismo, el respeto a la diversidad, el respeto a la identidad de los pueblos indígenas. Es una vergüenza que ni siquiera exista un reconocimiento constitucional de los pueblos originarios.



No son asuntos pendientes por casualidad. Exhiben esa condición justamente porque se registra cierta visión, la cual es legítima, pero que muchos no compartimos. 



Y lo mismo ocurre con cuestiones tales como la orientación sexual y otras en las que ha sido muy complejo avanzar en nuestro medio.



Entonces, si queremos una televisión con una convergencia tecnológica; un mundo más plural, que de verdad promueva la paz y el respeto a la diversidad, que vaya enriqueciendo a la sociedad, cabe tener presente que, de aceptarse la tesis de que se requiere el quórum mencionado, ninguna de estas disposiciones sería viable.



Y, casualmente, eso acomodaría a algunos que han sostenido visiones como la de que aquí no se requieren regulaciones, la de que no se necesita una contraprestación de los canales privados hacia la sociedad y la de que el ganador debe ser el libre mercado, al que le corresponde asignar, de modo que cada cual podrá decidir si prende o apaga la televisión, lo que constituirá el criterio final. Por tanto, en vez de contarse con una estructura sustentada en el bien común, en una visión de colaboración, se le atribuye al mercado, que es un espacio de competencia, de controversia, una función que llevará a que se imponga, evidentemente, la ley del más fuerte. 



Resulta muy importante poner énfasis en lo que de verdad estamos discutiendo y no me parece pertinente que se acuse de ignorancia a otros por sostener posiciones distintas, aunque el calificativo se retire después. Tengo un gran respeto por el Senador señor Hernán Larraín, pero aquí estamos debatiendo sobre visiones acerca de la sociedad, y, ciertamente, cada cual defiende un criterio legítimo, sea en las bancadas de enfrente o en las nuestras.



He dicho.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- No, Su Señoría. Ya se ejerció...

El señor LARRAÍN (don Carlos).- El Honorable señor Zaldívar declaró que no sé leer...

El señor ESCALONA (Presidente).-... el derecho reglamentario de cada Senador a hacer uso de la palabra respecto de un punto específico de la discusión. No hay más inscritos.



La Mesa someterá a la consideración de la Sala la solicitud del Honorable señor Letelier. No se reabrirá ningún debate. Lo obrado, obrado está.



El artículo 177 del Reglamento es muy claro y determinante al expresar:



“Una vez anunciado por el Secretario el resultado de la votación, el Presidente procederá a proclamarla.



“No procederá reclamo alguno después de proclamada la votación.”.



En consecuencia, lo resuelto ya es definitivo. No estamos en ese punto, sino frente a una nueva decisión, en orden a si se ratifica o no el criterio de la Comisión de Transportes de que los incisos aún no aprobados del número 1 del artículo 1° del proyecto deben cumplir con el requisito del quórum calificado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Deseo consignar, en cuanto al asunto que se ha estado analizando, que el Secretario de la Corporación solo opina cuando se lo piden el señor Presidente o los señores Senadores. El quórum se encuentra precisado en el informe de las Comisiones unidas, y mal podría el que habla, entonces, entrar a discutir esa resolución.



Distinto es el hecho de que la Sala, como lo ha expuesto el Senador señor Letelier, cuente con atribuciones para pronunciarse sobre el particular.



¿Su Señoría ha solicitado, entonces, la votación del inciso quinto?

El señor LETELIER.- De todas las normas que siguen.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Y ello dice relación con el quórum calificado en el caso de todos los incisos siguientes del número 1?

El señor LETELIER.- Nosotros decimos que esa exigencia no procede. El informe sostiene lo contrario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los señores Senadores que estén de acuerdo con que no se trata de normas de quórum calificado, como se pidió, tienen que votar que sí, y aquellos que no lo estén han de pronunciarse en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no voy a repetir argumentos. Solo quiero referirme a algo que no estimo correcto.



En las materias que nos ocupan tenemos diferencias de opinión, pero nunca he descalificado a alguien con relación a su postura, menos tratándose de diferencias de carácter constitucional. Porque en el asunto en análisis pueden mediar muchas interpretaciones. No considero justo, entonces, recurrir a términos que no se deben emplear en esta Cámara política con motivo de una discusión sobre un tema que admite diversos puntos de vista.



No me pareció adecuada la expresión del Senador señor Hernán Larraín. Podré discrepar de Su Señoría, pero nunca voy a tratarlo de ignorante. Estoy convencido -por fortuna, al igual que varios más- de que aquí hay una norma que debe ser votada de una manera distinta. Y ello no solo lo sostienen algunos Honorables colegas, sino también integrantes de la Cámara de Diputados, que tomó la misma decisión.



Solo quería dejar establecido lo anterior, señor Presidente. No considero apropiado -reitero- que en un debate de esta naturaleza se registre un calificativo que, a mi juicio, no es pertinente. El Senador que habla, por lo menos, jamás ha recurrido a ese sistema con relación a alguno de sus colegas.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, coincido absolutamente con lo expresado por el Senador Gómez: no hace falta descalificar, este es un debate de ideas y nunca debemos caer en lo personal.



Ahora bien, pienso que los calificativos usados por un Senador que se sienta a este lado del Hemiciclo no tuvieron por finalidad ofender. Y tampoco creo que el Senador Andrés Zaldívar haya querido ofenderme a mí al decir que no sé leer, porque al menos me recibí de abogado y soy capaz de comparar la palabra “función” con el término “funcionamiento”. La raíz de este último es la misma y no hay dónde perderse: es la función en acción; pasamos del acto a lo potencial. 



Ello está clarísimo en la definición contenida en el proyecto de ley.



Por otra parte, si se rebaja el quórum de aprobación de los preceptos en comento se reabrirá la discusión de los demás incisos cuestionables, con lo cual quedará abierta la posibilidad de tener una televisión controlada por organismos administrativos. 



Me parece que ese es el fondo del asunto, no el mal uso de un plural en un sustantivo colectivo, lo cual es incidental. 



Por lo tanto, aunque no siempre entiendo lo que leo, puedo reiterarle al Senador Andrés Zaldívar que sí sé leer y que los términos “función” y “funcionamiento” tienen la misma raíz y están cubiertos por el quórum calificado que exige la Constitución.



En consecuencia, voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo referirme a lo mencionado por el Senador Gómez.



Cuando pronuncié mis palabras, pedí disculpas porque me di cuenta de que había cometido un error. Y, además, así se lo manifesté en privado a mi colega el Senador Gómez.



Lamento que él haya insistido en el tema y que no aceptara mis explicaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar para fundamentar su voto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Discúlpeme, señor Presidente, pero no puedo dejar pasar algo que señaló el Senador Carlos Larraín.

El señor PIZARRO.- ¡Su pariente...!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me gustaría que el señor Secretario leyera la Versión Oficial -no sé si es posible- para saber si en alguna parte yo dije que el colega no sabe leer.



¡Lo conozco desde hace mucho tiempo; sé que pasó la preparatoria y las humanidades y que se recibió de abogado, igual que yo...!



La verdad de las cosas es que no coincido con él -y esa es la discrepancia- en la interpretación que da a los términos “función” y “funcionamiento”, en cuanto a que por tener la misma raíz llegan al mismo significado y que, por tanto, las modificaciones en cuestión requieren quórum especial.



Esa tesis es tan discutible, como se dijo acá, que la Cámara de Diputados sostuvo un criterio diferente y que los Senadores de unas y otras bancadas mantienen posiciones distintas y han manifestado apreciaciones en un sentido u otro con gran fundamento.



¿Qué he señalado yo? Lo mismo que expresó el Tribunal Constitucional: que frente a una norma debe darse una interpretación restrictiva.



Por lo tanto, le devuelvo al señor Senador Carlos Larraín toda su facultad para leer la norma, y estoy seguro de que lo hará muy bien.



Ahora, en cuanto a que sostengamos interpretaciones diferentes, ¡hace bastante tiempo que las tenemos sobre muchos hechos!



Gracias.

La señora RINCÓN.- ¡Por eso nos sentamos a este lado de la Sala...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, a mí me sorprende por momentos esta discusión, porque se entiende que, además de saber leer, todos los presentes en la Sala tuvimos que cumplir ciertos requisitos para ser parlamentarios.



Pero el sentido común, que -como decía un hombre que aprecié mucho en la vida- a veces es el menos común de los sentidos, nos debe llevar a lo siguiente.



La Constitución Política está hecha para que las minorías tengan resguardos en ciertas materias para evitar, quizás, que la vocación de las mayorías pueda pasar a llevar derechos fundamentales o la definición de atribuciones institucionales. Por eso se fijan ciertos quórums. 



Y más allá de mi convicción de que la Constitución restringe que la mayoría mande en nuestro país -sin duda, esa es la razón por la cual no tenemos consenso constitucional en Chile-, sería absurdo concebir que los quórums fueron establecidos para que la minoría en el Senado logre imponer sus definiciones.



Lo que aquí está en discusión no son las atribuciones, la organización ni el funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión, sino -y eso es lo que vamos a votar- si la mayoría de esta Alta Cámara tiene facultad para determinar una definición de “pluralismo”, de “correcto funcionamiento”, y si, dentro de esta última, estamos en condiciones de exigir a quienes obtengan una concesión que cumplan las leyes, entre ellas las normas laborales que defienden a los artistas y la Ley de Propiedad Intelectual.



Hay quienes desean utilizar el subterfugio de confundir las atribuciones del Consejo, que todos valoramos y cuya modificación todos consideramos que requiere quórum especial, con su definición.



Aquí se refleja de cuerpo entero una discusión que no es constitucional sino ideológica, en la que se busca el resquicio o la interpretación forzada de la Constitución.



Yo no soy abogado, pero varios que han alegado sí lo son y saben que en el alegato constitucional se está “estirando el elástico” con la pretensión de que la minoría de la Sala pueda imponerse respecto de la definición de “correcto funcionamiento”, “pluralismo” y “obligaciones laborales”.



No tengo la menor duda de que, tal como lo dijo en la Cámara de Diputados el Presidente de la UDI, Patricio Melero, estas normas son de simple mayoría y no de quórum calificado.



Aquí se trata de distorsionar una votación. Y solo deseo advertir que esa manera de forzar las cosas está a punto de echar al suelo -quiero dejar constancia de ello en actas- cualquier acuerdo sobre esta iniciativa legal. Porque extremar los argumentos para que una definición sea de quórum especial -tal como sugieren algunos colegas de las bancadas de enfrente- solo pretende transformar este proyecto en una ley vacua, vacía, con la finalidad de que quienes reciban concesiones por plazos largos no cumplan ninguna obligación para con la sociedad en orden a respetar ciertos parámetros básicos, a menos que sean los que una minoría determine.



En consecuencia, me parece que la actitud de los colegas de enfrente no solo es constitucionalmente discutible, sino además bastante cuestionable desde el punto de vista político para la sana convivencia frente a una iniciativa de ley en la que se pretendió construir acuerdos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no quiero dejar pasar la aseveración de que nos hallamos ante un tema político. 



Yo no tengo nada contra los temas políticos. Es más: me encantan. Así que no acepto que me digan que estoy tratando de minimizar el asunto.



Sin embargo, estoy convencido de que nos encontramos frente a una cuestión constitucional: Y como creo en la Constitución -algunos parece que no tanto-, siento que tenemos el deber de respetarla para que funcione.



A todos aquellos que piensan que esta es una articulación malévola de algunos Senadores que quieren que este proyecto se transforme en una ley “vacua” -me parece que esa fue la expresión que se utilizó- quiero recordarles que el precepto en comento ni siquiera data de la Constitución de 1980, sino que fue el resultado de una modificación aprobada en el plebiscito de 1989, donde hubo un acuerdo entre varios sectores políticos -si uno observa las reacciones, concluye que hoy día no lo habrían suscrito-, que fue ratificado adicionalmente en la reforma constitucional de la época.



Entonces, no nos perdamos de vista. No se trata de que algunos quieran generar normas que no puedan ser modificadas. Aquí lo que se pretende es que se enmienden conforme a lo que la Constitución señala. Y no sé cuál es el sentido, entonces, de que una norma de la Carta Fundamental, que -insisto- no surgió en 1980, establezca que una ley de quórum calificado determinará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo. ¿Por qué? Porque se entiende que, por naturaleza, los efectos revestirían tal complejidad que se requeriría una mayoría relevante.



A uno puede no gustarle eso. Yo asumo que es posible que alguien diga: “¿Sabe qué más? No quiero que sea por quórum calificado”. Bueno, tendrá que hacer la enmienda pertinente, pero no tratar de buscarle el lado...

El señor LAGOS.- ¡Para eso hay que modificar la Constitución!

El señor COLOMA.- ¡Modifíquela, si quiere, para cambiar este punto!

El señor LAGOS.- ¡Usted se niega a eso!

El señor COLOMA.- Pero -como decía- no se puede afirmar que las definiciones, que al final guardan relación con las atribuciones y las funciones, no tienen nada que ver con la norma de fondo. Porque eso no es posible. Son un solo todo inseparable.



De no ser así, bastaría con denominar de forma distinta una atribución, una función, para decir: “No, esto no es una atribución o una función”.



Señor Presidente, este es un punto relevante, y quiero hacer reserva expresa de constitucionalidad a su respecto, pues, desde mi perspectiva, la norma de la Carta Fundamental es clarísima. Nosotros tenemos el compromiso de respetarla. Si no lo hacemos, esto derivará obviamente en el debilitamiento de la Constitución, lo que yo por lo menos siempre intentaré evitar.



Por tales razones, señor Presidente, voto en contra de este planteamiento, haciendo la reserva de constitucionalidad exigida antes de acudir al Tribunal Constitucional para los efectos pertinentes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré bien breve en esta materia.



La verdad es que la constitucionalidad no es el fondo de la discusión. Como decía el Senador Coloma, esta es política e ideológica. Ahora, si alguien se quiere amparar en el tema constitucional, que lo haga. Pero el debate de fondo es otro. Porque, si estuviéramos todos de acuerdo en cuanto al contenido, no tendríamos esta discusión.



Entonces, debo deducir que hay Senadores -sentados principalmente al frente de mí- que no quieren que en la ley en proyecto se entienda por “pluralismo” la definición que se propone acá. De lo contrario, concurrirían con su voto favorable y no tendríamos esta discrepancia.



En consecuencia, en vez de ir al fondo y decir “No quiero que el concepto de pluralismo se incorpore en esta ley”,...

El señor COLOMA.- Ya lo dijimos.

El señor LAGOS.-... se argumenta sobre si tal o cual norma es o no de quórum especial, para ver si se aprueba o no se aprueba.



Eso es de fondo, Senador Coloma. Es como la discusión -por diversas consideraciones, ayer no tuve la fortuna de participar en ella- sobre los conceptos “la familia” o “las familias”. Esta, por último, se da derechamente, y cada uno defenderá su posición.



Por lo tanto, apliquen el mismo criterio en el debate que nos ocupa y no invoquen que la norma es de quórum especial.



En rigor, se oponen a la definición que figura acá. Ese es el fondo. Y ese sí que es un tema ideológico. Lo otro constituye, efectivamente, algo vacuo...

El señor COLOMA.- ¡Fue la Comisión la que estableció que la norma era de quórum especial!

El señor LAGOS.- Senador Coloma, yo lo escuché a usted atentamente y su argumento es que esto es de quórum especial. ¡Punto! 

El señor COLOMA.- La Comisión lo planteó.

El señor LAGOS.- Yo le quiero decir que está esquivando el asunto de fondo, que es este...

El señor COLOMA.- No, lo planteé ayer.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Evitemos los diálogos, por favor!

El señor LAGOS.- No estuve ayer. Hoy, sí. 



Entonces, concurra con su voto para permitir que tengamos esta definición de “pluralismo” en la ley.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me alegra que parte de este debate respecto de los contenidos y de lo que según entendemos debe ser el rol del Consejo Nacional de Televisión nos permita entrar, aunque de manera indirecta, derechamente en materia. 



¿Por qué estamos discutiendo esto? Por una razón muy sencilla.



Ayer el informe de las Comisiones unidas proponía incorporar el concepto de “las familias” en vez del de “la familia”, entendiendo que lo que había detrás era el reconocimiento a los distintos tipos y a la diversidad de familias existentes en el país. Todos sabemos lo que hay en el trasfondo de ese debate. Ya lo hemos discutido largamente.



Pues bien, se estableció que esa norma era de quórum calificado y, a pesar de que teníamos mayoría para dejar expresamente establecida la necesidad de que en el texto se dijera “las familias”, quedó solamente la frase “la familia”.



¿Cuál fue la discusión? Si una definición del concepto de “correcto funcionamiento” requiere quórum calificado o no.



El artículo 19, número 12°, inciso sexto, de la Constitución señala que “Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación”. Punto. ¿Qué dice después? Aquello a que hacía referencia el Senador Coloma: “Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo”.



Y no es más que eso lo que debiera establecerse con quórum calificado.



En este proyecto de ley, ¿qué tuvimos que votar con quórum calificado? La creación de un Secretario Ejecutivo, porque eso sí se halla claramente dentro de las atribuciones, funciones y organización. Pero no la definición de un concepto que, dentro de la especificación de lo que es el “correcto funcionamiento”, tenga que ver con el pluralismo o con cómo interpreta el Consejo Nacional de Televisión si un canal, un programa o una actividad televisiva violan o no el “correcto funcionamiento”.



Y eso, efectivamente, tiene implicancias posteriores mayores, que dicen relación con los derechos laborales de quienes operan en ese canal de televisión, con los derechos de propiedad intelectual de quienes crean en ese canal o programa.



Este tema es sumamente importante y, por tal razón, a nosotros nos parece fundamental distinguir que, de acuerdo con la Constitución, solamente se exige una ley de quórum calificado para las modificaciones que tengan que ver con la organización, las atribuciones y las funciones del Consejo, mas no con las definiciones respecto de las cuales este último debe imponer un criterio frente a una denuncia o a un problema que se vincule con el contenido y la aplicación de las normas.



Así que me parece, señor Presidente, que debiéramos empezar a despachar derechamente cada uno de los incisos. Porque estamos recién en el artículo 1°. Todavía no iniciamos el debate. En la Comisión nos demoramos más de un año, y espero que en la Sala no nos tome tanto tiempo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tenemos paciencia, señor Senador.



No hay más inscritos. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se acuerda que los incisos no aprobados de la letra d) del número 1 del artículo 1° son de quórum simple (18 votos a favor y 16 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde pasar a la votación de los respectivos incisos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las enmiendas de las Comisiones unidas que hay que votar son las que proponen agregar un inciso quinto; reemplazar una oración en el inciso cuarto, que pasó a ser séptimo, y añadir un inciso séptimo. 



Cabe destacar que esto último solo fue aprobado por mayoría (siete votos a favor y una abstención).

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para hacer una sola votación de los incisos que acaba de señalar el señor Secretario, pertenecientes a la letra d) del artículo 1°? ¿O se solicita pronunciarse sobre ellos por separado?

El señor PIZARRO.- Votémoslos en conjunto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Les parece?



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, hay situaciones distintas. El tema del pluralismo es factible que dé lugar a opiniones diversas en la votación. El inciso siguiente puede no representar un problema para la discusión. Después, viene otro inciso que hace aplicables al correcto funcionamiento las normas contenidas en tres leyes. 



Pedimos analizar el inciso quinto en concordancia con otras disposiciones de la normativa en debate.



En consecuencia, solicito votar por separado inciso por inciso, aunque en alguno haya unanimidad para aprobarlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha requerido votar inciso por inciso.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, ayer se resolvió el punto.

El señor ESCALONA (Presidente).- No fue así, Su Señoría.



El Senador señor Novoa hizo presente una solicitud reglamentaria, en el sentido de votar inciso por inciso y, en seguida, señaló que lo haría presente en cada caso.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no es mi ánimo volver atrás; pero quiero decir en primer lugar al Senador señor Coloma -quien nos instó a hacerlo- que todos nosotros somos estrictos cumplidores de las normas constitucionales. Nadie aquí posee el monopolio para afirmar que cumple la Constitución por tener una interpretación diferente a la nuestra.



Quería hacer esa precisión. 



De otra parte, señalo a Su Señoría que para dar mayor tranquilidad -lo cual me lleva a la absoluta convicción de que estamos actuando en la forma correcta y cumpliendo con la Carta Fundamental- estamos procediendo igual como lo hizo el Presidente de la Cámara de Diputados, don Patricio Melero, quien es también Presidente de su Partido. Él también cumplió con la Constitución.



El diccionario de la Real Academia de la Lengua dice que función es la “tarea que corresponde realizar a una institución o entidad, o a sus órganos o personas”. Eso es función y no funcionamiento. En otra parte, se define este último, el cual tiene un significado totalmente diferente.



Estoy del todo convencido de que la interpretación que hemos dado -la cual se votó y se aprobó anteriormente por la mayoría del Senado- es la correcta y respeta a quienes piensan distinto. 



Aquí no estamos afectando funciones, sino estableciendo definiciones y no funciones. Y estas son tareas. Lo que votamos antes y sobre lo que ahora nos debemos pronunciar no dice relación a tareas, sino a definiciones.



Por eso, votaré a favor del artículo, con el quórum que corresponda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, para que precise cómo se procederá  de acuerdo con la solicitud de votación separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Correspondería pronunciarse sobre el inciso quinto, ya aprobado por mayoría de votos en las Comisiones unidas.



El inciso en cuestión dice relación a lo que se entiende por pluralismo para los efectos de esta ley.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación el inciso quinto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa para fundamentar el voto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, tengo dos problemas en relación con esta norma.



En primer lugar, a mi juicio, la definición de todos los conceptos que consigna el texto en análisis es algo realmente absurdo. El pluralismo es un concepto y no tiene por qué definirse en cada norma.



En seguida está lo que se ha llamado “promoción del pluralismo”. Al respecto, debo precisar que algunos canales de televisión son evangélicos y probablemente basarán su programación en difundir su visión religiosa y no necesariamente todas las que haya.



Entonces, entiendo que aquí no hay intención de restringir la libertad de expresión o la libertad de culto. Pero me parece que una norma que obligue a promover estos contenidos, como se los define, podría ser atentatoria de lo existente en la actualidad. 



Hay canales de televisión que pertenecen a iglesias evangélicas y que promueven su visión de la vida. Yo creo que eso es legítimo hacerlo.



Por esa  razón, voy a votar en contra de la norma.



Creo en la promoción del pluralismo en general. No tengo problemas sobre el particular. Pero sí lo tengo en cuanto a la definición y a la promoción, porque podrían usarse para, de alguna forma, vulnerar las libertades de expresión o de culto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hay un concepto de tolerancia que a veces se usa y que en verdad no es tal. Tolerar no es masticar al del frente y no tragarlo. Tolerar es respetar a quien se tiene al frente y considerarlo como un interlocutor válido, igual que uno. Tolerar no es aguantar al otro. Tolerar es considerar al otro como un igual.



Hago estas precisiones, porque en la Comisión -como le consta a una señora Senadora de las bancas de la Alianza- se debatió esta materia detenidamente. Ella estaba dudosa en cuanto al concepto -figura en actas lo que manifestó luego de la discusión-, pero indicó que concordaba con quien habla respecto a cómo se define este párrafo. Porque lo que se entiende aquí por pluralismo es el respeto a la diversidad de las visiones que pudiera haber (sociales, culturales, étnicas, políticas, religiosas, de género, de orientación sexual, de identidad de género), siendo deber de las concesionarias y permisionarios de los servicios regulados por la ley promover en los contenidos entregados la observancia de este principio, que es el respeto. 



Es decir, nadie sostiene que un evangélico o un canal del mismo credo no podrá promover su idea acerca de una deidad única; nadie lo instará a no promover no solamente la idea de aquella deidad única, sino el concepto de una trinidad,  donde no hay santos ni íconos. Es su visión. Lo que no le va a permitir esta futura ley es que en la promoción de sus visiones o pensamientos no se respeten las otras visiones que tiene la sociedad. 



En concreto, ninguna persona le dirá a la iglesia evangélica que debe manifestar que está a favor del matrimonio de homosexuales o de contratos entre personas de un mismo sexo. Lo que se les pide es que respeten a las personas que piensan distinto.



El concepto de pluralismo que aquí se define no es para restringir la base ideológica ni programática de un canal o de un concesionario. Ese es uno de los temas que hemos planteado: que pueden tener una línea editorial, pero esta debe respetar el pluralismo u otras visiones.



En la cultura anglosajona, esto significa que se restringe el derecho al lenguaje del odio, que descalifica al otro. Y aquí la definición de pluralismo ni en lo más mínimo le impone a un emisor o a un concesionario restringir sus convicciones. Puede promover su línea editorial plenamente, pero no sin respetar la existencia de otro que piense distinto en los diferentes planos.



Por ende, queremos que esta definición -que es un denominador mínimo que tiene que ver con el respeto a la diversidad en nuestra sociedad y con la tolerancia- constituya, sin duda, una garantía de que se va a respetar la diversidad en nuestro país, que es una de sus fortalezas. 



La falta de respeto a la diversidad en Chile es lo que genera conflictos en otras partes del territorio nacional, por ejemplo, con relación a los pueblos originarios, o cuando no reconocemos los derechos de quienes son de provincia como lo hacemos con las personas pertenecientes a un centro de poder en la sociedad. 



Este concepto de pluralismo impone a los concesionarios el respeto a los demás, sin negarles el derecho de promover su propia línea editorial.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, este punto lo discutimos largamente en las Comisiones unidas y, como lo dije allí en su momento -según se planteó por algunos colegas que me han antecedido en el uso de la palabra-, cuando en una ley se define qué se entiende por pluralismo con una lista de conceptos, lo que se está haciendo, en vez de establecerlo como una idea amplia, que lo engloba todo, queda restringido a los conceptos enumerados por la ley.



Por lo tanto, lo que finalmente hacemos en este proyecto, en lugar de ampliar la noción de pluralismo y, por ende, recoger todas las visiones y el respeto de la sociedad por ellas, es limitarla, porque, probablemente, si uno observa la lista de conceptos -algunos se nos están quedando fuera-, verá que sería necesaria una ley muy extensa para incluir cada una de las distintas visiones de la sociedad. 



Por lo mismo, considero sumamente complejo definir un concepto como el pluralismo, pues las visiones dentro de nuestra sociedad son muy diversas y complejas. En una iniciativa como esta,  especialmente cuando se están tratando materias tan sensibles como la libertad de expresión, sería mucho mejor dejarlo establecido de manera amplia, sin recurrir a otros conceptos enumerados en una lista.



El inciso que estamos votando expresa lo siguiente: “Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra estos mismos”.



La norma no busca promover el pluralismo, sino “promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios”. ¿Qué principios? Los que ella misma enumera y que ayudan a definir el concepto.




En consecuencia, comparto la apreciación del Senador señor Novoa -que voy a poner desde otro punto de vista- que se aviene con otra que planteé en las Comisiones. Parto de la base de que vamos a tener señales muy distintas, y de que puede haber un canal de televisión que solamente se dedique a la cultura y no a promover la observancia del pluralismo político, simplemente porque su programación  no está enfocada a esa actividad. Lo que se persigue acá es promover ciertos principios. 



Entonces, pienso que estamos entrando en un terreno sinuoso, en el cual hay que tener mucho cuidado, como es el de la libertad de expresión. En mi opinión, lo que debemos hacer en una ley como esta, especialmente cuando se está introduciendo la televisión digital, que abre un mundo de posibilidades, es tratar de tener medios televisivos con visiones diferentes: canales locales, nacionales, con ciertas orientaciones, ojalá con una diversidad muy grande. Pero no podemos obligarlos a promover ciertas visiones de la sociedad o cierto tipo de pluralismo por sobre otros.



Creo en la diversidad y en el pluralismo completo, comprendido este en forma amplia, donde cada canal tenga libertad para definir su línea editorial, sin tener que promover ciertos conceptos de pluralismo por sobre otros, debido a que la ley los enumera para definir qué se debe entender por tal.



Por lo tanto, señor Presidente, en aras de la libertad de expresión, a mi juicio, debe votarse en contra del inciso, como lo haré yo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, son tantas las barbaridades que se han cometido en aras de la libertad de expresión que, sin duda, resulta singular la interpretación que hoy realizan nuestros colegas de la Derecha: para garantizar el pluralismo, hay que reducir el conceptualismo, de manera que quede lo más chico y estrecho posible.



Todo indica que, si uno quiere garantizar derechos, tiene que ampliar claramente su interpretación. Entonces, si aquí se pretende afirmar que solo basta la mención del pluralismo, porque contendría todos los conceptos que la norma enuncia, sin necesidad de entrar a determinarlos, entonces, ¿para qué se dictó la Ley Antidiscriminación, que tuvo un debate profundo respecto de qué significaban los numerosos actos considerados como discriminación?



Cuando se discute sobre un bien nacional de uso público (el espacio radioeléctrico) -porque aquí no estamos discutiendo sobre los privados-, concesionado por el Estado a particulares, lo mínimo que se debe establecer son condiciones que garanticen el derecho de todos los ciudadanos. ¡De todos sin exclusión!



Por eso, tratándose de la televisión, aquel concepto no puede dejar de estar. ¡Qué más importante en la difusión de las ideas, en la garantía de los derechos y de la libertad de expresión, que la televisión!



En nuestro país y en el resto del mundo los ciudadanos se informan, primero,  a través de ese medio de comunicación y, en segundo lugar, por la radio. Por tanto, no se puede negar, reducir, podar o jibarizar el concepto de pluralismo. 



Todos tenemos muchas esperanzas en que el Canal Nacional -a su respecto se están tramitando una “Ley corta” y una “Ley larga”- funcione efectivamente como estación pública y no entre a competir en completa igualdad con los privados, porque alguien tiene que cautelar lo público dentro del espectro. Y quienes deseen participar en la opción de concesión deberán seguir las reglas del juego.



Comparto la opinión de que nadie será compelido a promover algo de lo cual no está convencido; pero todos estarán obligados a respetar los derechos que se consagran en la ley. La línea editorial de cada emisora no tendrá que promover aquello en lo que no esté fundada su acción, pero tampoco se le puede permitir, como aquí se ha dicho, denostar o no respetar lo establecido por las leyes.



Por eso, estoy a favor de la conceptualización de lo que se entiende por pluralismo, así como por “correcto funcionamiento”. Más adelante se verá una indicación, renovada con diez firmas, que amplía el concepto, de tal modo de generar una buena ley, que no dé cabida a segundas, terceras o cuartas interpretaciones.



Voy a votar que sí.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, me llama un poco la atención el tipo de debate que estamos efectuando, porque recuerdo que en las primeras sesiones de Sala en que se analizó la Ley Antidiscriminación se escucharon los mismos argumentos oblicuos que he oído hoy como pilares para oponerse a dicha normativa. Pensé que, con su aprobación, habíamos dado un paso sustantivo en la profundización de la democracia y en el respeto de los derechos humanos.



Aquí no estamos hablando de un grupo de interés que va al supermercado a comprar un producto -en este caso, un espacio radioeléctrico- para hacer lo que quiera con él. En esta parte, estamos justamente en la esencia misma del proyecto, porque las razones para regular la televisión no son solo, y ni siquiera principalmente, técnicas. El motivo fundamental tiene que ver con el efecto que la televisión produce en la sociedad y en las personas.



Este medio influye en el mercado y en la economía; tiene un valor incalculable; genera opinión. Y vuelvo a señalar que el espacio radioeléctrico es un bien nacional de uso público. Por eso estamos legislando para regularlo y para que sea bien utilizado. Y se habla de “correcto funcionamiento” y de “pluralismo”.




Entonces, sinceramente, no deja de sorprenderme el tipo de argumentación que he escuchado en la Sala.



Aquí se trata, no de que en las distintas señales televisivas se tenga que hacer apología de una mirada de la vida o de otra, sino simplemente de no discriminar, de tolerar.



¿Qué es discriminar? En el fondo, es asumir que un grupo o una persona posee menos derechos en virtud de una característica o una cualidad externa.



Independiente de la línea editorial de los canales, hay que promover principios básicos para el funcionamiento de la democracia, como el respeto a los derechos humanos, la tolerancia, la no discriminación. Y si son pasados a llevar por determinada visión editorial, como podría ser la homofobia, la discriminación a personas por su apariencia física, ello evidentemente no puede ser aceptado.



No se está imponiendo cierto tipo de programación. Este inciso, incluso, yo diría que es casi un apéndice, algo que uno podría colegir de la Ley Antidiscriminación, que emanó de un proyecto que aprobamos con tanto entusiasmo todos juntos en el Congreso, a pesar de que en un primer momento de la tramitación hubo diferencias.



Insisto: me llama poderosamente la atención que alguien pueda votar en contra de esta norma.



Para ello, la argumentación es alambicada -por eso dije “oblicua”-, no va al fondo. 



Sucedió lo mismo que en el debate de ayer, cuando se discutió sobre las expresiones “la familia” y “las familias”. Todos sabíamos que el tema de fondo era que algunos plantean que hay una sola forma de hacer familia y discriminan a las uniones no matrimoniales, que también constituyen familia, tienen los mismos derechos y merecen la misma dignidad. ¡Y nadie puede pasarlas a llevar! ¡Y deben ser respetadas, en particular por quien posee un espectro radioeléctrico, el cual pertenece a todos los chilenos!



Por eso, es necesario regular la materia.



Aquí, en aras de la libertad, algunos creen que un canal puede hacer lo que quiera: discriminar, violar derechos humanos.



¡La verdad es que no logro entender ese razonamiento!



Lean lo que señala la norma con relación al pluralismo -el Senador Gómez buscó la definición en el Diccionario de la Real Academia Española-: simplemente, es respetar las visiones de otras personas con respecto a la vida, a los modelos de sociedad, y no imponer los propios prejuicios o la propia mirada.



Pluralismo es “respeto a la diversidad social”. 



¿Estamos de acuerdo en respetar la diversidad social? Sí.



¿Estamos de acuerdo en respetar la diversidad cultural? ¿Estamos de acuerdo en respetar a los pueblos originarios? ¿Estamos de acuerdo en respetar a las personas que tienen una orientación sexual distinta?



¡Esas son las preguntas que debemos hacernos al momento de votar a favor o en contra de esta disposición! 



Pero que no se busquen argumentos que esconden finalmente -no quiero pensarlo; sería lamentable- el hecho de que algunas personas creen que es posible discriminar.



Por último, si alguien piensa eso, que no lo haga con algo que pertenece a todos los chilenos, como es el espacio radioeléctrico.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, comparto las expresiones señaladas por los Senadores señor Novoa y señora Von Baer, en el siguiente sentido.



Aquí se define qué debe entenderse por “pluralismo”, para efectos de esta ley: “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios,” -y se agrega- “excluyendo aquellos que atenten contra estos mismos.”.



Entonces, yo me pongo en la situación de un canal de televisión evangélico. Todos sabemos que dicho credo no reconoce la orientación sexual distinta como expresión de la vida humana. Por tanto, perfectamente bien el día de mañana se dirá que ese canal no está promoviendo el respeto a la diversidad de orientación sexual y, peor aún, que está atentando contra dicho principio.



Señor Presidente, yo no sé por qué traemos este tipo de discusión a esta clase de proyectos, cuando aquí el concepto de “pluralismo” debiera entenderse, como lo señaló la Senadora Von Baer, en su sentido más amplio, de tal manera que todos tengan derecho a un canal de televisión.



Como ya se indicó, cabe preguntarse: ¿Vamos a sancionar a quienes quieran poner al aire un canal cultural y no se interesen por participar en otras áreas? ¿Les vamos a quitar la concesión? A un canal evangélico, a una señal católica, ¿les vamos a quitar la concesión por promover sus propias creencias, su propia fe?



En mi opinión, con esta norma estamos vulnerando dos garantías fundamentales. 



Hago reserva de constitucionalidad sobre ello.



Por un lado, se transgrede la garantía del número 6° del artículo 19 de la Carta Fundamental, que habla de “La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público”.



También, por supuesto, se vulnera la garantía consagrada en el número 12° del mismo artículo, que se refiere a “La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado”.



Señor Presidente, yo represento a la Región de La Araucanía. Ahí más del 30 por ciento -me atrevería a decir que es el 40 por ciento- de su población es evangélica.



Tengo gran respeto, gran admiración, gran reconocimiento por lo que hacen los evangélicos. Y aprobar un inciso que puede significarles no contar con un canal de televisión para la difusión de su propia fe me parece francamente regresivo y atentatorio contra la libertad.



Por ello, voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a propósito de esta discusión, quiero recordar el extenso trabajo efectuado en las Comisiones unidas. Hubo un debate larguísimo para buscar acuerdos y aproximar posturas comunes en materias tan sensibles como la definición del “correcto funcionamiento de los servicios de televisión” y la forma en que el Consejo Nacional de Televisión, dentro de su labor de control, de fiscalización, de supervisión, debe aplicar dicho concepto frente a la cantidad enorme de denuncias que recibe de violación de la normativa por parte de los operadores de televisión.



La redacción que nos ocupa fue producto de un acuerdo que logramos con el Ejecutivo. Lo digo en presencia del Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton, quien, junto con el señor Ministro del ramo, encabezó todo el proceso de debate de este proyecto de ley.



La norma que nos ocupa la aprobamos nosotros en las Comisiones unidas, pero fue propuesta por el Gobierno.



El Subsecretario -aprovecho de saludarlo, pues hoy está de cumpleaños- seguramente recordará que tuvimos que llegar a redacciones de consenso, fruto de la discusión que se generó al interior de las Comisiones unidas.



Algunos pensamos que era mejor incluir definiciones más precisas, más todavía de lo que se logró. La gente de Gobierno manifestó dudas, como aquí se expresó. Ello probablemente motivó que la propuesta que entregara el Ejecutivo, por encargo de las Comisiones unidas, terminara con una aprobación muy mayoritaria. Solo hubo un voto en contra, el de la Senadora Von Baer, por las razones que ella explicó acá.



A propósito de algunas de las intervenciones que se han efectuado, quiero señalar que en la definición de “pluralismo” nosotros nos preocupamos de incluir el concepto de “identidad de género” -no se hallaba contemplado- justamente para ser coherentes con lo que aquí se ha manifestado respecto de lo establecido en la Ley Antidiscriminación.



Porque eso formó parte del debate. 



No olvidemos que el inciso que ahora nos ocupa define pluralismo como “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género”. Se establece la obligación de los concesionarios de respetar tales principios y hacer cumplir el correcto funcionamiento de los servicios de televisión.



No se está obligando a los canales a promover alguna cosa, al revés de lo que argumentaba el Senador Novoa. El día de mañana a un canal vinculado a una iglesia evangélica no se le obligará a promover algo absolutamente distinto de lo que ese credo es y representa por esencia. ¡No! Se consagra el respeto a la diversidad. Esta podrá ser religiosa, étnica, política o social.



Por tanto, hay un error de concepto, en mi opinión, en los argumentos que se han esgrimido para votar en contra.



Creo que el tono que está teniendo el debate marcará completamente la definición del resto del articulado. 



Además, cabe recordar que uno de los cambios más fundamentales de la presente iniciativa -su texto es distinto del que llegó desde la Cámara de Diputados- estriba en la exigencia de pedir a quienes pretendan ser concesionarios una propuesta programática, un proyecto de televisión que incluya los contenidos, los énfasis. Si se trata de un canal deportivo, se otorgará la concesión en el entendido de que ese será su cometido esencial. Si es religioso, de entretención, cultural o de otra índole, se concesionará con el carácter específico. 



En esa propuesta se debe establecer claramente para qué se quiere la señal, qué se va a expresar, y el Consejo Nacional de Televisión determinará si la aprueba o no.



Junto con ello, el Consejo también ha de cumplir sus normas y colocar los límites necesarios. 



Lógicamente, la iniciativa que nos ocupa definirá el marco dentro del cual va a operar dicha institución.



Por consiguiente, solicito que votemos este inciso y que sigamos con los otros. Porque -insisto- estamos en el inicio de un debate que será largo, rico e interesante. Pero mientras antes aprobemos el proyecto, tanto mejor para los televidentes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha inscrito el señor Ministro. Pero, como estamos en votación, no le puedo dar la palabra, a menos que sea para efectuar alguna rectificación.



Si es así, le ofrezco la palabra.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, solo haré un pequeño comentario respecto a la definición de “pluralismo”.



Nosotros no la propusimos en las Comisiones unidas. Fue fruto de una indicación del Senador Gómez. 



En su minuto hicimos ver que no era buena idea ahondar solo en un concepto y no en todos los otros, porque parecería que le dábamos mayor valor a una idea por encima de las demás.



En nuestra opinión, la redacción del inciso anterior, que habla no solo de los términos concretos sino también de “los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile”, es bastante comprensiva. Por lo tanto, no resulta necesario ahondar en una de las definiciones en particular.



Pese a ello, en las Comisiones unidas se aprobó la norma (6 votos a favor, 1 en contra y una abstención), elaborada a partir de la propuesta del Senador Gómez.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra planteó su sorpresa por el hecho de que algunos buscaban argumentos “oblicuos” para oponerse a la norma que nos ocupa. 



Yo no quiero emplear argumentos que se califiquen de ese modo. Por ende, seré especialmente directo: la modificación propuesta, desde mi humilde perspectiva, es equivocada y confusa, y está supliendo una normativa que ya fue aprobada en el Parlamento y que, más allá de las calificaciones de mérito, corresponde a una legislación vigente en Chile llamada “Ley de No Discriminación”.



¿Por qué señalo que la modificación es equivocada? Porque define algo que ya se halla definido. El pluralismo es, por esencia, aceptar o reconocer la pluralidad de doctrinas o posiciones. 



La disposición busca asignar al concepto “pluralismo” un respeto hacia determinadas realidades y una promoción. No lo digo yo: ¡lo dice la norma! Aquí, en la lógica del pluralismo, se fija la obligación de promover en los contenidos entregados la observancia de los principios que se plantean en la definición.



La aplicación práctica, como muy bien lo han manifestado los Senadores señores Novoa, García y Von Baer, será precisamente distinta de la que el legislador -supongo yo- está buscando. Porque al señalarse que un concesionario debe velar por la diversidad religiosa o política en determinado momento, sumando a dicha obligación la necesidad de promover tales principios, en los hechos se está impidiendo el recto sentido del pluralismo. 



Aunque el ejemplo ya se ha expresado, voy a insistir en él: cuando aparezcan canales católicos o de algún signo evangélico -espero que haya diversidad en la televisión digital-, la ley en proyecto, tal como está, les impondrá promover los principios del pluralismo.



Entonces, al tratar de generar una riqueza de opciones, una amplitud de posiciones cuyo resultado final sea el pluralismo, se está exigiendo que la diversidad se dé en cada concesionario.



Yo creo que ese es un profundo error, porque hará que la televisión no posea ninguna diferenciación, ningún cuerpo, ningún alma. Será simplemente: “Si bien es cierto, no es menos cierto”. A mi juicio, constituye un error incluir en la norma tal concepto.



En segundo término, de la incorporación de dicha definición se deriva la confusión existente.



Y, en tercer lugar -y es lo que más me sorprende-, la finalidad que se pretende alcanzar, según he oído de los Senadores que han argumentado a favor, es evitar cualquier tipo de discriminación, lo cual me parece un muy justo sentido final.



¡Pero para eso dictamos la Ley Antidiscriminación! 



Entonces, no entiendo. Si se promulga una ley específica, ¿por qué en otra iniciativa se consagran normas distintas que abordan la misma materia? Es como generar un subgrupo de antidiscriminación, lo que obviamente debilita la ley misma y genera una confusión y una superposición de preceptos. Ello, desde los puntos de vista jurídico y político, me parece profundamente equivocado.



Señor Presidente, quiero ser directo -y espero que nadie se confunda en esta materia-: considero inadecuado el resultado de la indicación. El pluralismo es la aceptación o el reconocimiento de la diversidad. Nunca ha sido la obligación de promover contenidos determinados. ¡No es eso! ¡Puede ser cualquier cosa, pero no pluralismo! 



Yo siempre entendí que el pluralismo se obtenía al final por el conjunto de diversidades que se respetaban, pero no por hacer de cada concesionario una fuente propia de emparejamiento o estabilidad. Porque no es eso lo que busca la legislación en proyecto.



Por último, no comprendo para qué dictamos la Ley Antidiscriminación. ¡Aquí ya terminó mi entendimiento! Si las disposiciones contra la discriminación se aplicaban a todos los cuerpos legales, ¿por qué en cada iniciativa legal se incorporan normas especiales sobre la materia?



Voto en contra del inciso quinto, nuevo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, considero interesante el presente debate, porque finalmente entramos a los temas de fondo y se expresan las diferencias entre unos y otros. Porque pareciera que no tenemos discrepancias. ¡Pero sí las tenemos! 



Por eso me gusta cuando alguien dice: “Esta es mi posición”. 



Por ejemplo, creo que mantenemos una imposición y una obligación respecto de la Constitución Política, que muchos defienden y señalan que hemos jurado respetar. Sin embargo, no hemos contado con la oportunidad de cambiar la Carta, por cuanto no hemos reunido el quórum suficiente para ello. No ha sido posible llegar al debate de fondo porque las bancadas de enfrente no dan los votos para tal reforma.



Nos rige un Texto Fundamental muy rígido, que posee quórums especiales elevados que impiden, por ejemplo, cambiar el sistema binominal.



Y cuando logramos traspasar esa valla, está el Tribunal Constitucional, el cual, con una conformación política a veces mayoritaria hacia un sector, termina aprobando normas y rigidizando la Carta Fundamental.



Por eso, en mi opinión, lo razonable, lo bueno y lo importante es que entremos a esos debates de fondo para lograr reemplazar el sistema constitucional. Porque así se permitirá, de una u otra forma, realizar los cambios profundos que Chile necesita.



¿Por qué nosotros creemos relevante que se establezcan criterios en la ley en proyecto?



Porque la Ley contra la Discriminación dispone medidas para combatirla. Y fija ciertos criterios y una forma de recurrir cuando existe discriminación.



Pero en estos casos estamos hablando de un elemento central en el conocimiento de la opinión pública. La televisión, como algunos dicen, penetra en la conciencia y en los hogares de Chile. Entonces, resulta indispensable establecer normas y criterios claros acerca de las obligaciones de los canales. Porque yo escucho acá que, en aras de la libertad, uno podría aceptar que un canal equis -es una concesión pública, de todos los chilenos- tuviera cierta mirada discriminatoria sin llegar a incumplir las normas de la Ley Antidiscriminación, simplemente emitiendo programas que terminen por ir en contra del sentido hacia donde hemos tratado que esta sociedad vaya, que es la pluralidad, concepto exactamente opuesto a las visiones restringidas de la sociedad.



Por eso sostenemos que en el caso del pluralismo los canales o los concesionarios han de tener la obligación de leer la ley y entender, por lo menos desde la perspectiva que nosotros hemos querido plantear, que el pluralismo no es una definición etérea, no es algo amplio, sino que se establece claramente que existen temas que es necesario tener presentes en esa pluralidad.



Y cuando aquí se dispone “promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra estos mismos”, no se está obligando a los canales a promoverlos. Lo que se plantea es que si tocan temas como los que acá se indican es indispensable que se promuevan las diversas posturas existentes en Chile.



Por eso para nosotros ayer resultaba tan importante que quedara el concepto “las familias”. Porque está claro que la visión de algunos es que existe un solo tipo de familia. Para nosotros no hay uno solo. Y debe contemplarse la obligación de promover en los chilenos y chilenas y en quien vea la televisión que hay diversidad, diferencias. ¿A qué ayuda eso? A que los niños en los colegios, cuando conozcan a un hijo de una pareja homosexual, no lo traten mal. Porque es necesario mejorar la convivencia, y eso se consigue promoviendo la diversidad.



Por ello, para nosotros este debate y haber logrado finalmente que la mayoría del Senado y de la Cámara de Diputados establecieran estos criterios en la ley en proyecto resulta indispensable. Porque eso promueve realmente las diferencias, la diversidad de la sociedad chilena y evita lo que hemos vivido por muchos años: asilarnos en los quórums especiales de esta Constitución para impedir que se produzcan los cambios que Chile requiere.



Por supuesto, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estos temas son muy apasionantes. Porque finalmente estas discusiones revisten mucha importancia en un proyecto de ley, pues las tecnologías cambian, se va hacia la convergencia.



¿Y por qué se genera tanto revuelo cuando se plantea defender algunos aspectos valóricos?



Porque hay un sector de la ciudadanía que no los comparte, que no cree que estos son valores fundamentales y que piensa que el respeto a ellos no es esencial para la sociedad.



¿Y por qué se tienen que explicitar?



Porque efectivamente son vulnerados.



Un sector del país, si bien no mayoritario cuantitativamente, siente una supremacía valórica frente al resto, que considera que sus valores poseen un rango superior, que lo que es bueno para ellos lo es para los demás. Y lo hemos visto en los debates acerca del divorcio o de la “píldora del día después”. Ellos piensan muy genuinamente que su visión es la única, que debiera ser universal y que todas las demás son visiones equívocas. ¿Y qué hacen en nombre de esa supremacía? Han impedido en el pasado que haya JOCAS, educación sexual. Se han opuesto a los preservativos. Treinta y tantos Diputados recurrieron contra la “píldora del día después” y los dispositivos intrauterinos. ¿Y por qué? Porque estiman -yo no cuestiono que ellos alberguen ese sentimiento profundo- que tienen una dimensión de valores superiores.



Yo creo que en Chile se debe construir igualdad y equidad justamente -por eso se habla de pluralismo- en el hecho de que aquí no hay valores superiores, que los que poseen los distintos sectores de pensamiento tienen el mismo peso, la misma jerarquía. Las brechas no son solo económicas, sino también valóricas. Y pienso que eso ha generado consecuencias muy dramáticas para la sociedad.



Y pongo ejemplos.



Zamudio murió ejecutado por un grupo de jóvenes fanáticos. Pero en la sociedad hubo quienes incitaron al odio, que señalaron que personas como él eran anormales, enfermas, que tenían problemas; recibían cuestionamientos de distinto orden. Entonces, cuando jóvenes fanáticos escuchan de autoridades religiosas o de quien sea (finalmente líderes de opinión) esta incitación al odio, ellos sienten que están llevando adelante casi una cruzada cuando ejecutan a un muchacho inocente.



De lo que estamos hablando acá es de prohibir, de que nunca más se pueda inducir al odio. Una Senadora fue perseguida por su credo. Elaboramos una ley para impedir que se incitara al odio.



¿Qué sostiene esta norma, que tanto se discute? ¡Porque algunos afirman que es aberrante!



Se refiere a algo muy sencillo. Dado que lo que estamos entregando es un bien nacional de uso público, que le pertenece a toda la sociedad, el que lo recibe debe exhibir una reciprocidad. Y miren lo que les molesta: “promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios”. ¿Y cuáles principios? ¿Se los leo? El respeto a la diversidad social, étnica, política. ¡Ah! Y ahora no quieren que se promueva eso. Porque no se obliga a que un determinado canal promueva, por ejemplo, la valoración de la unión civil de homosexuales o a los homosexuales. No. Se dispone que se promueva el respeto hacia esa diferencia. Pero hay un sector del país que no cree en lo anterior, porque considera de verdad que se trata de valores inferiores, porque no acepta la visión de los otros.



Entonces, acá se expresa una diferencia muy profunda entre unos y otros; entre quienes creemos que de verdad se debe promover el respeto. Porque cuando se plantea “promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios”, sin duda,  estos principios son el respeto a la diversidad sexual, política, de género. Eso es lo que se está pidiendo, que se impida el odio sexual, el odio racial...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más, para terminar.

El señor GIRARDI.- Gracias, señor Presidente.



Ese odio en Chile ha derivado en dramáticas consecuencias.



Si no aprobamos esta norma, estaríamos renunciando nosotros mismos a una tarea fundamental: la promoción del respeto hacia los otros, hacia los distintos. Y me parece que eso reviste un valor fundamental en una Cámara como esta. Lamentablemente se están empleando subterfugios de todo tipo para que en Chile impere al final la visión de aquellos que sienten y creen legítimamente que tienen valores superiores. Y en nombre de esa superioridad están planteando los argumentos formulados.



Yo, y muchos de los presentes, estamos por una sociedad plural que justamente se funde en que los valores de los distintos actores tengan el mismo el peso, la misma importancia e igual contribución en la construcción de una sociedad mejor. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, he pedido intervenir a propósito de lo expuesto por el Senador señor Pizarro y de la respuesta que recibió del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones. 



Solicito a los colegas revisar el segundo informe de las Comisiones unidas, que en su página 183 reproduce la indicación Nº 23, del Senador señor Gómez, y a continuación (en la página 184) expresa -leo textual-: 



“El Ejecutivo, recogiendo esta indicación y otras sobre este tema formuló la siguiente proposición, para consultarlo como inciso quinto, nuevo, del artículo 1º:”

                        Los invito a leer el texto, que es exactamente igual a lo que estamos analizando.



Este señala:



“Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo” -esta es la propuesta que hace el Ejecutivo- “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género de la población, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de este principio”.”.


Eso es lo que dice el Ejecutivo, y se encuentra entrecomillado. 



Y, más adelante, se afirma: “En votación este inciso con las modificaciones indicadas votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Letelier, Pizarro (con dos votos) y Quintana. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer y se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán”. 



Se trata de una indicación del Ejecutivo -repito- y se reproduce de manera textual. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, ¿desea hacer alguna rectificación de hecho?

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Sí, señor Presidente. 



Efectivamente, esta iniciativa de ley ha sido muy compleja, se presentaron muchísimas indicaciones, y durante su discusión, de acuerdo a la mecánica con que operaron las Comisiones unidas, se nos solicitó que nosotros, luego de conocer el parecer de sus integrantes, redactáramos el mencionado inciso. 



Lo que quise aclarar fue que -y así se desprende del voto en contra de la Senadora Von Baer y la abstención del Senador Chahuán- la posición del Ejecutivo no necesariamente coincidía con el texto propuesto. Pero como ya había un acuerdo al respecto, nosotros hicimos la labor de redacción de la manera que se había aprobado por las Comisiones unidas. 



En ese sentido, mencioné que nos parecía una mala idea precisar solo uno de los elementos de la definición, y que no por el hecho de haber redactado la proposición coincidíamos con lo que planteaba. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quiero intervenir para tratar de esclarecer algunas de las nociones que se están exponiendo en la Sala. 



Es interesante observar cómo en una iniciativa de ley cuyo objetivo y alcance era eminentemente técnico, ya que si uno la mira a la rápida encuentra referencias a las frecuencias, a la banda UHF, al multicasting -hay gran abundancia de términos anglosajones-, a las obligaciones de los portadores, a la migración de bandas, o sea, toda una serie de conceptos fundamentalmente relacionados con la operación técnica de un sistema de televisión abierta, donde el tema de fondo era su digitalización, ahora se pasa de manera sorpresiva, por la vía de alterar la regla contenida en el artículo 19, Nº 12º, de la Constitución, a extender esta discusión a nociones más generales. 



Al respecto, se suele decir desde las bancas de la Oposición que aquí se está descubriendo la mano, como si hubiera una agenda oculta, un propósito escondido. Y, en especial,  el Senador que me antecedió en el uso de la palabra se refirió a la existencia de una agenda valórica, como si eso fuera un cargo descalificatorio. Yo debo  decir que “sí”, efectivamente acá hay un problema que atañe a los valores. El valor central que subyace en este debate, hasta donde yo alcanzo a entender, porque este último se ha ido desperdigando, es el de la libertad. ¿Cómo se aplica la libertad en una esfera específica de la vida concreta, o sea, en el ejercicio de estas concesiones de televisión y de información? 



Se ha esgrimido que hay argumentos oblicuos. Yo me inclino por decirlo frontalmente: el valor central en esta discusión, así  derivada, indirecta, es precisamente el de la libertad con que pueden actuar los concesionarios del espectro. Se suele decir que por ser concesionarios del espectro estarían condenados a una especie de corsé ideológico. 



Yo discrepo de plano de lo anterior, porque el efecto de la televisión es muy potente -ya lo sabemos, lo hemos visto y padecido-, por su alcance infinito. Por eso, se debe preservar la independencia de ella. 



El pluralismo, que se invoca con mucha persistencia, se asegura cuando hay emisoras de televisión de distintas orientaciones y enfoques, de todas las sacas imaginables. Podrá haber algunas que deseen poner el énfasis en el deporte; otras, en el arte; en la religión; en la búsqueda racional de una vida recta. Algunas tendrán simplemente una mira comercial o de diversión, en fin; también las habrá de enfoque único religioso. ¿Por qué no? Es igualmente un valor a preservar.



De ahí entonces que el pluralismo se garantiza cuando en el proceso hay más intervinientes de distintas inclinaciones, enfoques e inspiraciones. 



El pluralismo tiene que permitir que muchas personas gocen de la libertad de información y de prensa. Esto es lo que mejor lo asegura en la vida social, o, al menos, representa una muy buena ayuda, no la única, desde luego, pero, en fin, significa un apoyo. 



Ahora, el fondo del asunto se halla -reitero- en un valor central: la libertad. Y por el camino propuesto, al crear unos patrones de análisis o de juicio para el Consejo Nacional de Televisión, que aun cuando se quieran leer con muy buena voluntad son muy difusos e imprecisos -en esta misma Sala creo que podemos encontrar veinte opiniones sobre el pluralismo-,... 

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).-... las facultades de dicha entidad se verán enormemente ampliadas. 



El Consejo Nacional de Televisión es un organismo administrativo, recordémoslo, y se puede producir perfectamente una confluencia entre el Ejecutivo y una mayoría accidental en el Senado para designar a sus integrantes, lo que le permitiría un actuar perfectamente arbitrario en su inspiración y operación. 



Aquí, en el lenguaje utilizado hay una censura larvada cuando se habla de promover en los contenidos la observancia de estos principios, por una parte, y luego se dice “excluyendo aquellos” -ese es un sujeto tácito- “que atenten contra estos mismos”, los anteriormente enunciados. Es decir, censura previa, que es la peor de todas, porque cuando es ex post, por último alcanza a circular. Hay un resorte administrativo potenciado. 



Aquí se están pasando a llevar las normas garantizadas en el artículo 19, números 6°, 11° y 12°, de la Carta Fundamental.



Hago expresa reserva de constitucionalidad al respecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia de ello, Su Señoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso quinto que, para el artículo 1° de la ley N° 18.838, las Comisiones unidas propusieron agregar mediante la letra d) del número 1 del artículo 1° del proyecto (22 votos contra 12 y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, como la Mesa fue aludida con relación al cambio del criterio de la Sala respecto a si los incisos anteriores requerían o no quórum calificado, debo señalar que las votaciones son sumamente claras: las normas pertinentes se habrían aprobado de todas maneras, con quórum calificado o sin él.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el inciso cuarto de la letra d), que pasó a ser inciso sexto, las Comisiones unidas sugieren remplazar la oración final “se promuevan los derechos a que hace referencia el inciso anterior” por “se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores”.



Esa proposición se aprobó por unanimidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se ratificará esa aprobación unánime.

El señor PIZARRO.- Conforme.



--Se aprueba la sustitución sugerida por las Comisiones unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la misma letra d), las Comisiones unidas proponen agregar, en el artículo 1° de la ley vigente, el siguiente inciso séptimo:



“De igual manera el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s. 17.336, 19.889 y 20.243.”.



Esa proposición se aprobó por 7 votos a favor y una abstención.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala...



El señor García está pidiendo la palabra.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, aunque no soy Comité -aquí está el titular, Honorable señor Espina-, pido que se suspenda la sesión por 5 minutos.

El señor ESPINA.- Sí, señor Presidente, pues algunos Senadores deseamos cotejar esta norma con uno de los artículos que figuran más adelante. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Les parece bien suspenderla por 10 minutos, Sus Señorías?

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, señor Senador. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo que pasa es que el inciso en cuestión reviste gran importancia. Se halla relacionado con el artículo 15, que tiene que ver con la entrega de las concesiones.



Creo que podríamos discutirlo en conjunto con el artículo 15, cuando corresponda analizar este precepto.



Imagino que eso es lo que desean determinar Sus Señorías.



Si acordáramos tratarlos en conjunto, no habría necesidad de suspender la sesión y podríamos seguir analizando el resto del articulado. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Se sugiere dejar pendiente el inciso séptimo y tratarlo junto con el artículo 15.

El señor PROKURICA.- Y también con el artículo 22.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ahí ya es más compleja la solicitud.



Senador señor García, ¿le parece que de todas maneras suspendamos la sesión?

El señor GARCÍA.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se suspende la sesión por 10 minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 18:24.



--Se reanudó a las 18:41.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis, con urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 8).
El señor ESCALONA (Presidente).- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

)-----------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Se reanuda el debate del proyecto que permite la introducción de la televisión digital terrestre.

El señor COLOMA.- ¿Y tuvo éxito la proposición del colega Pizarro?

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Pizarro, ¿llevaron a una conclusión común sus consultas? ¿O todavía no?

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Yo quiero evitar malentendidos, señor Presidente. Por lo tanto, pido que sigamos la discusión; que analicemos el inciso séptimo en su mérito, y que veamos el punto cuando lleguemos al artículo 15. Y voy a explicar la razón.



Como aquí están involucrados, en buenas cuentas, el cumplimiento de las normas laborales y el respeto al derecho de propiedad intelectual de los artistas -hay sobre el particular una discusión tremenda, porque, como todos sabemos, en el sector de la televisión se violentan los derechos laborales: no se paga lo que establece la ley en materia de propiedad intelectual; existen contratos simulados; se obliga a formar sociedades o se contrata temporalmente, dependiendo del tipo de trabajo, de la teleserie, en fin-, yo prefiero que cada norma se vea en su mérito, pues de lo contrario se sembrará la duda entre la gente que sigue este debate con sumo interés.



A mí me importa que quede muy claro que con la incorporación de estas disposiciones procuramos, por un lado, que los operadores de los canales de televisión cumplan las normas laborales como debe ser -con contrato de trabajo, al igual que en cualquier otra actividad-, y por otro, que exista extraordinaria rigurosidad a los efectos de que el Consejo tenga las facultades para sancionar incluso con la caducidad de las concesiones cuando se vulneren las normas pertinentes.



En consecuencia, señor Presidente, para evitar malentendidos, pido que prosigamos la discusión en la forma habitual.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, continuaremos el debate de esa manera.



Estamos en el inciso séptimo (página 5 del boletín comparado).



Se halla inscrito a continuación el Senador señor Espina.



No va a intervenir.



Honorable señor García, ¿hará uso de la palabra?

El señor GARCÍA.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, argumentaré por qué consideramos necesaria, oportuna y pertinente la incorporación de estas normas en la ley sobre televisión digital.



Nos parece indispensable la protección de las disposiciones atinentes a propiedad intelectual y de los derechos laborales, no solo respecto de quienes laboran en las concesionarias, sino también de aquellos que lo hacen en empresas audiovisuales.



Ha estado en discusión, básicamente, dónde debe quedar la norma que nos ocupa. Sin perjuicio de ello, estimo que nos encontramos ante un avance sustantivo en favor de los derechos de los trabajadores.



Por tanto, en esta materia vamos a votar favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo deseo recoger la proposición del Senador Pizarro (no sé si la retiró o no).



La norma que nos ocupa figura en tres partes de este proyecto de ley. Entonces, deseo recoger el planteamiento que formuló Su Señoría a los efectos de efectuar una discusión conjunta al final, para ver dónde vamos a situarla. Porque hay que determinar si la dejamos en las tres partes o si la ponemos en una sola: por ejemplo, en la concerniente a la renovación de concesiones (porque ello tiene sentido) o en la relativa a la entrega de concesiones.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hubo acuerdo unánime sobre el particular, señora Senadora. De manera que debemos atenernos al Reglamento y seguir el orden correlativo de los artículos o de los incisos.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por intermedio del Jefe de mi Comité, solicité suspender la sesión porque tenemos la información a que aludió recién la Senadora Von Baer, en el sentido de que la misma norma se halla repetida en tres partes de la iniciativa.



Básicamente por una razón de técnica legislativa, pensábamos que era posible unificarla y colocarla en una sola, para no repetirla.



Empero, al no haber acuerdo sobre el particular, queremos reafirmar nuestra férrea voluntad en cuanto a que se respeten las tres leyes señaladas en el inciso séptimo: la de propiedad intelectual; la N° 19.889, que establece las condiciones laborales de los artistas, y la N° 20.243, sobre condiciones laborales de los trabajadores audiovisuales.



En efecto, hemos visto que en más de una ocasión ha habido conflictos con los canales de televisión porque no se pagan a los artistas y a los creadores sus respectivos derechos de propiedad.



Fundamentalmente, ello ocurre cuando se repiten de manera lata, en muchas oportunidades, un programa humorístico, un concierto u otra creación.



Lo que pasa es que en reiteradas ocasiones los canales venden esas producciones, por ejemplo, a estaciones de televisión por cable, pero a los artistas no les pagan sus derechos.



Vemos, por ejemplo, cómo la grabación del Festival de Viña del Mar se retransmite constantemente durante todo el año -en particular, aquellos aspectos que registraron la audiencia más notable, como el humor-; pero los honorarios de quienes se presentaron no se repiten, obviamente, ni son cancelados sus derechos.



Nos parece que ahí, francamente, existe una infracción.



Lo mismo ocurre con disposiciones laborales relacionadas con artistas y trabajadores audiovisuales.



En consecuencia, señor Presidente, respaldamos la norma, porque creemos que, en el caso del derecho de propiedad y del respeto de las condiciones laborales de dichas personas, lo que se está pidiendo, lisa y llanamente, es el estricto cumplimiento de la ley, y los canales de televisión tienen que someterse a ello.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para referirse a un asunto de Reglamento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Varios de Sus Señorías han pedido que se den a conocer los pareos registrados en la Mesa, los cuales son los siguientes: el de los Senadores señora Lily Pérez y señor Ignacio Walker, el de los Senadores señores Espina y Tuma,...

El señor TUMA.- El mío está retirado, señor Presidente. Lo dejamos sin efecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ...el de los Senadores señores Quintana y Coloma,...

El señor PIZARRO.- Hay que agregar otros.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por mi parte, estoy pareado con el Honorable señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Carlos Larraín lo está con el Senador señor Frei.

El señor PIZARRO.- Y el Senador señor Sabag, con el Senador señor Hernán Larraín.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Mejor no sigamos...!

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, es mejor que pregunte quiénes quedamos para votar...

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación le corresponde intervenir a Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, tal como se dijo hace un rato, en el inciso séptimo se incluye también, dentro del concepto de “correcto funcionamiento”, que es el objetivo central del Consejo, la necesidad de que concesionarios y permisionarios de televisión cumplan como corresponde con las normas laborales y de propiedad intelectual. Ese es el propósito al contemplarse la situación, porque, si no lo hacen, el organismo podrá llegar en las sanciones, conforme a sus atribuciones, hasta la caducidad.



Como se ha reiterado, ello obedece a prácticas que se han venido dando por años, en materia contractual, entre operadores de canales y, fundamentalmente, artistas, figuras de televisión, periodistas connotados -“los rostros”, como los llaman-, en muchos casos que escapan totalmente, con relación a sus contratos e ingresos, a la actividad normal del resto de los trabajadores de las estaciones.



¿Y ello en qué se transforma? En un abuso, en la medida en que la persona queda prácticamente cautiva en la relación con el medio y sin ninguna protección, desde el punto de vista laboral, porque no hay contratos vigentes. Lo que existe son figuras simuladas, a través de sociedades, de honorarios, de boletas, las cuales, en definitiva, no constituyen un vínculo por el que el canal tenga que responder después. Las más de las veces, estos trabajadores quedan sin ningún tipo de resguardo -no cuentan con previsión ni reciben indemnización, si son despedidos-, pero se hallan sujetos a las exigencias propias de cualquier otro empleado normal, porque se les pide exclusividad, dedicación completa, cumplimiento de horario. Es decir, laboran bajo la tuición, la dirección y las normas del empleador, pero no cuentan con ninguna de las garantías que debería implicar la relación.



En consecuencia, la inclusión de la idea en la definición de “correcto funcionamiento” contenida en el artículo 1° del proyecto es sumamente importante y constituye una de las demandas, muy legítimas, de los artistas y de quienes se desempeñan en los canales de televisión con un sistema totalmente anómalo.



Debo señalar también que se hace referencia a un caso de excepción y que no todos los trabajadores van a recibir estos beneficios. Ello obedece, claro, a que figuras que en algún instante pueden estar de moda aprovechan sus buenos momentos para obtener ingresos que resultan naturales y que, muchas veces, escapan a la comprensión del ciudadano común y corriente. Son “rostros” muy vendedores y que les reportan entradas a los operadores de televisión.



Pero lo que nos importa en el texto es que, en la definición de “correcto funcionamiento”, en los requisitos para acceder a concesiones y en la aplicación de las normas de propiedad intelectual, quede claramente establecido que los canales no pueden seguir abusando de la situación, ni chantajeando a artistas, a menudo, sobre la base de que si no aceptan exigencias no tienen trabajo, lisa y llanamente.



Esa es la razón por la cual -y para evitar malentendidos- hemos preferido tratar inmediatamente el inciso y no juntarlo con otras normas que de todas maneras vamos a discutir en un rato más o en futuras sesiones.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo indica que el debate de la iniciativa sobre la televisión digital exhibirá características similares a las del proyecto de ley de pesca: estamos discutiendo artículo por artículo y las normas son complejas y de igual manera trascendentes. Se trata, por cierto, del manejo del espectro de uno de los principales medios de comunicación en Chile y el resto del mundo.



El inciso en análisis tiene que ser considerado en especial, porque su esencia dice relación con que en el correcto funcionamiento de estos servicios es necesario ceñirse a algo básico: dispone que es preciso cumplir las leyes. Uno podría concluir que es una tautología, pues todos deben hacerlo. Se hace referencia al “cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s. 17.336, 19.889 y 20.243.”.



¿Y ello por qué se incluye? Porque, actualmente, ningún canal está respetando la normativa legal, en particular el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, introducido por la ley N° 19.889. Es decir, los actores no son reconocidos como trabajadores por los canales y se les obliga a formar empresas, de tal manera de desligarse de los deberes de un empleador. Todo ello, a pesar de un fallo de la Corte Suprema que reconoce la existencia de una relación laboral en el caso de José Soza.



Además, no se respeta cabalmente la propiedad intelectual de los artistas, materia contenida en las leyes N°s. 17.336 y 20.243.



La disposición que nos ocupa solo exige -repito- que se cumpla la ley.



El respeto de los derechos de los artistas se contempla en el artículo 1° del proyecto, pero otras normas relacionadas con el mismo objetivo se hallan en el artículo 15, inciso final, el cual dispone que no se le podrá otorgar una concesión a un solicitante condenado reiteradamente por sentencia ejecutoriada en virtud de la ley N° 20.243 durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la petición.



Las demandas relacionadas con ese cuerpo legal son colectivas, por lo que no pueden existir sentencias reiteradas, y se verán como casos individuales. Es preciso reponer la indicación original en la materia, y así lo hemos hecho, con la firma de diez Senadores.



Es difícil que un canal de televisión sea condenado en virtud de la ley Nº 19.889. ¿Por qué? Porque a un artista que lo demanda no le van a dar trabajo. ¡Se acabó el “rostro”! Por tanto, existe temor de perder la fuente de empleo.



Cabe destacar que ninguna estación contrata bajo un régimen laboral. En consecuencia, se utiliza la figura de hacerlo con una empresa. Pero un artista no lo es: se trata de una persona natural que posee un don, una facultad que le permite trabajar. El procedimiento busca eludir la responsabilidad laboral.



Por último, señor Presidente, en la llamada “retransmisión consentida”, contemplada en el artículo 15 quáter -la Comisión también lo aprobó-, vamos a enfrentar el mismo problema. Es una norma que solo favorece a las estaciones de televisión, como lo expresó el Senador señor Pizarro.



Espero que la rechacemos y que los canales cumplan con las leyes números 17.336 y 20.243 y paguen la tarifa plena que pide ChileActores, esto es, el 2 por ciento de los ingresos de explotación. Hace muchos años cancelan la tarifa publicada a la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, que representa los derechos en el ámbito musical y asciende a un 2,25 por ciento de sus ingresos, de modo que no se entiende por qué no se respeta el primer porcentaje.



Actualmente, el desembolso de esos medios por el concepto de que se trata asciende al uno por ciento de sus ingresos publicitarios, aplicado, en promedio, a solo 25 por ciento de sus entradas. Es decir, únicamente constituye, en total, un 0,25 por ciento, aproximadamente. Actores e intérpretes audiovisuales reciben de estaciones de televisión menos de la quinta parte de lo que se paga por derechos musicales.



Señor Presidente, estamos discutiendo la entrega de la concesión, que es lo más importante para un canal. Y si estos no están cumpliendo con los derechos de los trabajadores, es la oportunidad de corregirlo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán para una cuestión de Reglamento.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero hacer una propuesta en relación con el pronunciamiento que estamos llevando a cabo y plantear la posibilidad de realizar una sola votación sobre todas las normas aprobadas por unanimidad en la Comisión, para los efectos de ir despejando la materia.



Ello, independientemente de que acogeremos el inciso en análisis.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- ¿Me puede saltar, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- El Honorable señor Letelier también se inscribió.

El señor LETELIER.- Las damas primero...

La señora VON BAER.- No, Su Señoría. Si usted usa de la palabra, me hará un favor.

El señor LETELIER.- ...y la juventud también.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si nadie desea hacer uso de la palabra, someteré el punto a votación.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, como lo dije en las Comisiones unidas y lo reitero, tratamos el tema en tres sitios distintos.



Me merece dudas considerarlo en relación con el correcto funcionamiento de los servicios, tal como lo hice presente en dicha instancia, especialmente porque no se ha planteado cómo se hará cumplir el derecho, cómo el Consejo Nacional de Televisión definirá si se están observando o no estas leyes.



Por lo menos, en los artículos 15 y 22 del proyecto se define cómo se estaría materializando el contenido de los cuerpos legales laborales que se mencionan.



De hecho, el inciso final de la primera de esas disposiciones expresa que “tampoco podrá otorgarse la concesión al solicitante que hubiese sido condenado de manera reiterada por sentencia de término que se encuentre ejecutoriada en virtud de la ley 20.243”. En consecuencia, aquí sí se establece un mecanismo a través del cual el Consejo va a conocer una sentencia de aquellos que deben velar por el cumplimiento de los cuerpos legales o podrá saber determinadamente si las normativas se están o no cumpliendo.



A su vez, en el artículo 22 se contempla un sistema específico a través del cual el organismo también podrá imponerse de ese hecho.



En el otorgamiento o la renovación de concesiones se revisan distintos antecedentes, dentro de los cuales es posible incluir el cumplimiento de las leyes laborales.



En el “correcto funcionamiento” se hace referencia a un concepto general y más comprensivo, por lo que me merece dudas, tal como lo dije en la Comisión, contemplar una referencia a ciertos cuerpos legales, sin definir cómo el Consejo sabrá si se están cumpliendo o no.



Me parece mucho mejor tratar el punto en los artículos finales del proyecto, donde se les pide a los concesionarios una observancia precisa de las leyes y antecedentes concretos de la verificación de distintos aspectos.



En consecuencia, señor Presidente, al igual como lo hice en las Comisiones unidas -y quiero ser sumamente clara-, voy a abstenerme en cuanto a mencionar el asunto en la parte del “correcto funcionamiento”, porque me parece que no es el lugar más idóneo para tratarlo y porque no le estamos dando al Consejo Nacional de Televisión las herramientas necesarias para saber si las normas legales se están o no poniendo en práctica.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, probablemente la única razón para que la cuestión se considere en la definición de “correcto funcionamiento” radica en que la industria no respeta los derechos de los creadores. Es una demostración de que aún somos un país subdesarrollado: no consideramos a los artistas, a los actores, a pesar de una ley expresa.



Fue en este Hemiciclo donde muchos de los presentes participamos en la dictación de un cuerpo legal sobre ciertos derechos que garantizaba la legislación internacional.



El mejor reflejo de esa falta de respeto no estriba en que los canales de televisión y ANATEL hayan hecho un lobby persistente en contra de actores y creadores -quienes hemos participado en el debate de la iniciativa sabemos que es así-, sino en cómo aplaudieron en forma entusiasta en el momento del debate de otro artículo, relativo a la retransmisión consentida. Sabían que se estaban echando al bolsillo 40 millones de dólares.



Estamos haciendo referencia, entonces, a recursos que partícipes de la industria no les pagan a los actores. De eso estamos hablando.



La razón de ser de la definición de “correcto funcionamiento” es que entregamos algo que es de todos los chilenos a una industria, a alguien que no paga ni un peso por ello, ya que resulta gratuito. Se ponen condiciones para usar el espectro electromagnético.



Se establecen criterios sobre el respeto a la diversidad y al pluralismo, y acerca de definiciones básicas, diría, de lo que se considera “correcto funcionamiento” -algunas, de carácter valórico, que han sido bastante amplias-; y se exige, entre otras cosas, el respeto a la ley.



Esto último es absurdo, quizás. Y algunos colegas podrían tener razón cuando dicen que, lamentablemente, en nuestro país debemos establecer que uno de los requisitos para el “correcto funcionamiento” -es decir, para poder quitarle la concesión a cierta persona que se gana una concesión gratuita- es el respeto cabal de las leyes N°s 17.336, 19.889 y 20.243. Y en otras normas se señala que quienes no cumplen con tal exigencia pueden ser objeto de acciones para cancelarles la concesión.



Señor Presidente, a mi modo de ver, el que tengamos este debate y el que algunos cuestionen el inciso en análisis implica, en el fondo, reconocer que está bien que la industria no cumpla, que está bien que no sea una exigencia. 



Yo creo que, en verdad, esta disposición es necesaria, útil. Pero, junto con ello, quiero manifestar que este es uno de los elementos básicos del acuerdo respecto a este proyecto de ley.



Entonces, quiero ir más allá de lo sustantivamente válido. Este es uno de los elementos que permitieron construir un acuerdo en torno a esta iniciativa: que en alguna de sus disposiciones se garantizaran los derechos del mundo de los creadores, de los autores, de los actores, de los intérpretes.



Se pudo haber establecido, también, algo distinto en cuanto a la retransmisión consentida. A mí no me gusta cómo se halla consagrada esta. Y eso será materia de otra discusión. Porque a los canales de televisión de libre recepción se les otorga una concesión gratuita bajo la condición de que garanticen la cobertura, no en un territorio, sino en los usuarios, cosa que no cumplen. Y, pese a ello...

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le concedo un minuto más para que pueda concluir su intervención.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que, pese a ello, personas que están aquí, dentro de la Quinta Región, en Algarrobo, o, dentro de la que represento, en Rengo, al encender la televisión solo reciben la señal de un canal o de uno y medio. Y no estamos hablando de sectores altamente aislados. Ello da cuenta de que esta industria no ha cumplido hasta ahora ciertas exigencias básicas.



Si aquí vamos a dar un salto cualitativo, a lo que todos aspiramos por el bien de la sociedad -después entraremos a los debates de contenido-, debemos establecer como denominador mínimo que el “correcto funcionamiento” para que una persona tenga una concesión a fin de usar algo de todos los chilenos es que se respeten la ley y, en particular, los derechos de ciertos integrantes de esta industria, en un sentido amplio, como los creadores, los intérpretes y los actores.



Por eso, vamos a votar a favor de este inciso.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, votaré a favor, por varias razones.



La primera es que, si hay algo que valora nuestro sector político -y creo que la mayoría de los parlamentarios-, es el desarrollo de los talentos, de las capacidades. 



A mí me tocó participar, probablemente con muchos de quienes estamos aquí -recuerdo cuando éramos Diputados-, en el proyecto de ley sobre propiedad intelectual, en el relativo a los trabajadores audiovisuales y en el que se refiere a los actores. Todos fueron muy debatidos, porque había bastante reticencia en los medios a tener que pagar por algo que se creía de propiedad universal: la creación intelectual.



Lo que la norma en discusión establece es algo tan simple y sencillo como el que, si un canal u otro medio de comunicación quiere funcionar en forma correcta, debe respetar la propiedad intelectual de los trabajadores audiovisuales y de los actores.



Y a quien afirma que probablemente se correrá el riesgo de que se cancele o se suspenda una concesión quiero decirle que en la historia de Chile ello no ha ocurrido nunca, según recuerdo. Por lo menos, no se ha suspendido, si no me equivoco. Me gustaría que el Ministro me lo pudiera aclarar.



Quiero agregar que los canales vulneran la Ley de Televisión en muchos de los programas de farándula todos los días del año y son sancionados permanentemente.



Por consiguiente, yo pediría que no fuéramos tan quisquillosos con el deber de respetar la propiedad intelectual. Creo que es legítimo que haya programas de farándula. Lo que pasa es que se llega a tantos excesos en materia de lenguaje, de señales, de mensajes, que hoy día la Ley de Televisión no la cumple nadie. 



¡Enciendan la televisión! ¡Vean esos programas! Se ha llegado a niveles extremos. Y, francamente, no se trata de ser ni conservador ni liberal, sino de desear tener mínimas normas que regulen el funcionamiento de la televisión para que transmita los valores que aquí se establecen. ¡Pienso que muchas veces no trasmite ni uno solo de ellos!



Somos muy quisquillosos en poner esta disposición cuando se trata de proteger los derechos de los trabajadores y de los artistas -fundamentalmente, su derecho intelectual- y demasiado laxos cuando se procura exigir que esos canales, ninguno de los cuales carece de fines de lucro -me parece bien que sea así-, respeten las normativas que nosotros aprobamos para la transmisión de programas.



Señor Presidente, con toda franqueza, voy a votar a favor, porque además se trata de un incumplimiento permanente, reiterado, sistemático, que llega a que el Consejo, por una mayoría muy alta, decida suspender la transmisión de un canal.



Yo pido que a lo menos seamos consecuentes en esto.



Creo que estas normativas las respetan muy poco los canales. Porque si el rating marca, ¡marca no más! Y aun cuando se hagan declaraciones muy bonitas, la respuesta final es: “Mira, yo necesito auspiciadores, tengo que transmitir. Por lo tanto, manda el rating, pues”. Y como eso es así, da lo mismo lo que esos programas excedan.



Por tanto, ¿voy a ser más exigente con los artistas chilenos, con los creadores audiovisuales, con los actores que lo que son los propios canales con numerosos programas que transmiten y en los que no participan creaciones audiovisuales, ni artistas, ni actores?



Señor Presidente, respaldaré este inciso porque me parece que es la forma de que se cumpla adecuadamente el “correcto funcionamiento” de estos servicios, que en otras materias son tan permisivos y que en esto pretenden ser tan estrictos.



Así que, de todas maneras, votaré a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Quisiera pedir el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



¿Les parece? 



Acordado. 



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, creo que el inciso séptimo va a recibir un amplio apoyo. Soy un tipo optimista en esta materia.



Las argumentaciones que se han dado son compartidas por la mayoría. 



Escuchaba al Senador Espina, quien hizo un interesante análisis de por qué votará a favor: no solamente porque le gusta el fondo, sino además porque quiere ser coherente con el resto de las exigencias que se establecen en los cuerpos legales pertinentes, respecto de las cuales en numerosas ocasiones se hace vista gorda o se es laxo.



Sin ánimo de echarle pelos a la sopa, quiero decir que el Senador Espina efectúa un discurso, que yo comparto, sobre el contenido de la televisión chilena, la importancia del rating, pero cuando discutimos la eliminación del rating on line se producen divisiones.



Estoy de acuerdo con él; no es una crítica (no he llegado ahí todavía).



Lo que quiero decir es que, cuando hablamos del pluralismo o de regular, el discurso que yo escucho bastante es: “Eso no podemos hacerlo; hay que dejarlo al mercado; no puede haber un aparato central que lo regule” -creo que eso señaló el Senador Carlos Larraín-, y se aprecia un temor al respecto.



Bueno. Pongámonos de acuerdo: o pronunciamos el discurso de que no nos gusta lo que se transmite por televisión y nos quedamos de brazos cruzados, o simultáneamente nos ponemos a cranear de qué forma podríamos estimular, generar un mejor contenido, dar orientación. Y cuando uno habla de “orientar”, “estimular”, “tener un cambio”, se dice: “No, eso es intervencionismo, estamos censurando la libertad de expresión”.



A eso me enfrento con mi razonamiento.



En lo personal, no tengo tal dificultad, porque todavía creo que uno debe influir de alguna forma en estas materias. No me asusta ese mal llamado “dirigismo” que observan algunos: ese Estado orwelliano que se va a comer todo. Ello no va a ocurrir.



Y respecto al tema laboral es bien curioso lo que pasa acá. Creo que esta es la segunda iniciativa que votamos en un mes en la cual se propone establecer en un texto legal que hay que cumplir la ley. ¡Eso es notable...!

El señor ESPINA.- Tiene toda la razón.

El señor LAGOS.- Yo entendía, de mi paso por la Escuela de Derecho, que la ley hay que obedecerla. ¡Y punto! Pero aquí hemos llegado al extremo de que, para aprobar una iniciativa, se debe asegurar que se respeten los derechos laborales. Y hay que ponerlo por escrito. 



Yo partía de la base de que ello debe hacerse de todas maneras. 



Es más -y no quiero ir más atrás todavía, para no generar problemas-: ¿qué se dijo cuando tratamos el proyecto modificatorio de la Ley de Pesca? Que para entregar las concesiones a plenitud, para siempre, había que cumplir con la legislación, entre otras, laboral.



No sé a cuántos Senadores presentes en la Sala o a cuántos actores a los que les preocupa el tema y que ahora miran el debate les llega algún certificado del Gobierno de turno cuando cumplen con la ley, o el Servicio de Impuestos Internos les hace una rebaja en el pago de sus tributos por respetar la normativa laboral.



Eso habla de la falencia y de la debilidad del sistema. 



Entonces, uno dice: “Bueno, por qué no se respeta la legislación laboral. Vamos viendo en qué sectores ello ocurre”. Y, al final del día, comprobamos que no es solamente una cuestión cultural. Es como el pago de impuestos: a la gente no le gusta pagarlos, pero a veces lo hace con mayores ganas, primero, cuando la fiscalizan, y segundo, cuando cree que pagar los impuestos le reditúa algo que se ve en la sociedad.



A mi juicio, lo que observamos hoy en forma creciente en Chile es que el abuso laboral está llegando a ciertos límites. Y eso, entonces, es lo que persigue remediar esta iniciativa legal. 



Creo que todos aprobaremos el inciso, salvo quienes se van a abstener porque dicen que esta materia, tal vez, no se consigna en el lugar adecuado del texto. Pero eso no es cierto. El tema no es dónde se coloca en el articulado. El punto es si se quiere o no que la legislación laboral se respete y que se exija su cumplimiento, so pena de perder un beneficio o una franquicia, que en este caso se refiere a tener una concesión por determinados años.



Señor Presidente, me alegra que exista consenso en esta materia -en lo grueso, me refiero-, pero no nos hagamos los lesos entre nosotros. Si queremos televisión de mejor calidad, debemos hacer algo y no solamente dejar que el mercado decida, porque así no se va a lograr. Para eso están las autoridades; las personas elegidas por la ciudadanía; la sociedad civil: para empujar hacia el tipo de sociedad a la que aspiramos y hacia el tipo de mensaje que queremos transmitir por la tele. Pero, si ello se deja al libre albedrío, no va a ocurrir como por arte de magia.



En consecuencia, les pido a todos que, cuando más adelante volvamos a ver esta iniciativa, nos acordemos de esta parte de la discusión.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en esta oportunidad, quiero manifestar que votaré a favor de este inciso y reiterar algo que ya se señaló.



Luego de oír al Senador Lagos Weber, cabe decir que es sorprendente que tengamos que asegurarnos -entre comillas-, en el caso de la Ley de Pesca o en otros, de que se cumplan las normativas laborales. Pero no es muy extraño que ello suceda en nuestro país.



El cumplimiento de la normativa laboral, por desgracia, no es algo de lo cual podamos sentirnos muy orgullosos. Y no tenemos que ir muy atrás para saber cuántas veces se ha burlado, por ejemplo, el pago previsional y cuánto tuvimos que hacer nosotros al respecto. Los que integramos la Cámara Baja recordamos al Diputado Bustos, quien presentó un proyecto -luego de transformarse en un cuerpo legal fue conocido como “Ley Bustos”- con el objeto de garantizar que a los trabajadores se les pagara efectivamente su previsión.



Y esta es una materia bien importante, señor Presidente, porque en nuestra sociedad hay alguna confusión.



Creo que la ciudadanía se ha formado cierta imagen respecto de algunos rostros muy conocidos en el sentido de que a estos personajes les va extraordinariamente bien y les pagan sueldos increíbles. Y no existe noción acerca de lo aberrante que puede ser que nunca se haya respetado la normativa laboral y que a los trabajadores de los canales televisivos (actores, actrices, en fin) no se les reconozca su condición de tales.



Es insólito que hasta hoy aceptemos que tal situación siga ocurriendo. Y también lo es que contemos con tres leyes distintas, bastante ligadas entre sí, pero diferentes, con relación al tema que nos ocupa. Aquí se han mencionado la Ley Laboral y la que tiene que ver con la propiedad intelectual o los derechos patrimoniales, en fin, de los artistas audiovisuales. Y uno tiene que recordar las tremendas peleas que se produjeron durante su tramitación.



Hay una persona que nos acompaña en las tribunas, y al verla recuerdo cuánta batalla hubo que librar cuando se discutió el proyecto de Ley de Propiedad Intelectual. En ese momento, Esperanza Silva encabezaba la posición que buscaba hacer entender que en justicia había que pagar derechos que, simplemente, no se reconocían. 



Es triste ver casos -incluso aparecen en los propios medios- de gente que está en declive, que ya no se encuentra en el peak de su popularidad, como el de actores para quienes, pasados los años, poco menos que hay que realizar colectas a fin de pagar sus gastos médicos, de ayudarlos por estar sin jubilación, sin ingresos. 



Francamente, eso es muy inhumano. Pero corresponde a la realidad.



Pienso que es hora -aunque sea a través de este mecanismo, que a algunos de nuestros colegas no les parece adecuado- de hacer lo correcto. Porque estamos hablando precisamente de eso: del correcto funcionamiento de la televisión, de la cual esperamos bastante más que lo que hoy día nos entrega. Hablamos de la necesidad del pluralismo. Pero también queremos mencionar la de entregar no solo información y farándula, sino también cultura; espacios de debate, de reflexión; es decir, de una amplitud de oferta que uno muchas veces echa de menos.



Aquí hay algo concreto. Nosotros entendemos que esto es lo adecuado, que es lo que se requiere para poder garantizar que se respeten los derechos laborales. No queremos que siga habiendo letra muerta, ni que siga ocurriendo lo que hasta el día de hoy se observa, incluso con la ley N° 19.889, que no se cumple, porque los trabajadores a que ella se refiere no son reconocidos como tales.



Señor Presidente, ojalá que todos aprobemos este inciso -o por lo menos una amplísima mayoría, si no se da la unanimidad-, para dar una señal potente. Con ese gesto les estaremos enviando una señal a los canales de televisión en el sentido de que nos interesa que cumplan la normativa vigente y sus obligaciones como empleadores. Ello, a fin de no ver alguna situación como la que describí, que no tiene sentido repetir, pero que resulta dolorosa.



Vamos a aprobar todo lo que vaya en esa dirección, señor Presidente, Y por eso quise intervenir, para reafirmar mi voto positivo.



Eso sí, hay que velar por que esto no se transforme en letra muerta y por que de verdad corresponda a lo que estamos señalando, en el espíritu y en la letra de la ley. Eso entendemos por el “correcto funcionamiento” de la televisión, el cual debe partir por respetar los derechos laborales de nuestros actores y actrices, que hoy día no son reconocidos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.

La señora ALLENDE.- No está marcado mi voto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se agregarán los votos de los Senadores señora Allende y señores Ruiz-Esquide, García-Huidobro, Orpis y Prokurica.



--Se aprueba el inciso séptimo propuesto por las Comisiones unidas (23 votos a favor y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).   



No votaron, por estar pareados, los señores Larraín (don Carlos) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha llegado la hora de término del Orden del Día.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra para una cuestión de Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero pedir que se recabe la autorización de la Sala a fin de agrupar todas las proposiciones unánimes de las Comisiones unidas para efectos de realizar una votación económica del proyecto.



Me gustaría saber si hay voluntad al respecto.

El señor LETELIER.- ¡Sí!

La señora ALLENDE.- La hay.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría General tiene no solo el deber sino también la buena voluntad para proceder a lo solicitado. Sin embargo, debo advertir, primero, que debe votarse  un sinnúmero de normas de quórum calificado; segundo, que hay un conjunto de peticiones de votación separada efectuadas por el Honorable señor Novoa -algunas incluso recaen en disposiciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones-, y tercero, que un grupo de señores Senadores ha renovado con las firmas reglamentarias varias indicaciones.



Por lo tanto, las normas que se podrían aprobar en una sola votación son las menos. Si se pide, la Secretaría puede tener una lista de aquí al próximo martes; pero, en verdad, no será de gran rendimiento. Y además advierto que algunos señores Senadores se oponen.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se hará todo lo posible en la próxima sesión.




En todo caso, quiero decir que no es aliciente para los señores Senadores y para el señor Ministro y el equipo de trabajo que lo acompaña, el hecho de que, después de dos sesiones de trabajo, vayamos en la página 6 de un comparado que tiene 126.



Así que todo indica que el trámite del proyecto será bastante dilatado.



Pasamos a la hora de Incidentes.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



AL señor Ministro de Agricultura, para que informe en  cuanto a MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y REACCIÓN DE LA CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL ANTE EVENTUALIDAD DE INCENDIOS EN PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra del Trabajo, al señor Ministro de Defensa Nacional, al señor Director del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional y al señor Subsecretario de Marina, a fin de que los primeros adopten las medidas necesarias para FISCALIZACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE NORMATIVAS LABORALES EN NAVES MERCANTES y el último informe respecto de TITULACIÓN DE PERSONAL EMBARCADO. Y al señor Director Nacional de Gendarmería, a fin de solicitarle REVISIÓN DE MEDIDA DE DESTITUCIÓN DE FUNCIONARIO DON EDUARDO GIACAMAN PALMA.

)--------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Informo que los Comités Partido Por la Democracia, Partido Socialista e Independientes han cedido sus tiempos al Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el turno del Comité  Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Senador señor Gómez.

VISITA DE ALCALDE Y HABITANTES DE CALAMA A CONGRESO NACIONAL

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo deseo señalar, a través de la emisión de televisión, que hoy ha concurrido hasta el Congreso Nacional el Alcalde de Calama, señor Velásquez, junto con unas cien personas de la comuna, para remanifestar su intención y su decisión de que la ciudad cuente con recursos particulares para su desarrollo.



Calama es un emplazamiento minero con muchas complejidades. Por ello, quiero destacar el esfuerzo, la voluntad y la perseverancia que sus habitantes ponen para obtener más y mejores recursos para la ciudad, así como el hecho de que un grupo haya viajado en bus desde ese lugar hasta el Congreso en Valparaíso. 



Es muy encomiable y quería mencionarlo, señor Presidente. Se realizó una reunión muy importante, con muchas organizaciones que están detrás de esta idea de desarrollo de la comuna de Calama.



Los felicito y les agradezco el esfuerzo que realizan.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En este momento no hay en la Sala Senadores del Comité Partido Unión Demócrata Independiente.



Por lo tanto, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra al Senador señor Kuschel.

SISTEMA DE EMERGENCIA MÍNIMO PARA PASOS TERRESTRES INTERNACIONALES. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero solicitar, por su intermedio, dos cosas.



La primera es que los Ministerios de Obras Públicas y el del Interior, estudien  la posibilidad de tener un sistema de emergencia mínimo en los principales pasos internacionales terrestres del país, pues, debido al incendio del paso Puyehue-Cardenal Samoré, hasta el día de hoy no se reinicia el cruce de vehículos particulares.



Ayer volvió a funcionar el tránsito de buses y, un poco antes, el de camiones. 



Para nosotros eso es  muy importante, especialmente durante este mes. Estamos a 9 de enero y prácticamente hemos perdido diez días de visita de los turistas argentinos que vacacionan en Chile.



Por eso, solicito considerar la posibilidad de contar con equipos de emergencia y de resguardo frente a las dificultades que se presenten. Porque en Puyehue no se cayó un puente ni se rompió el camino: se quemó una estructura, que hasta el momento no ha sido posible reutilizar. 



Para el terremoto del 2010, en el aeropuerto Pudahuel las estructuras dañadas fueron repuestas con mucha prontitud; pero no se ha procedido de la misma forma en mi Región, para no interrumpir el paso de vehículos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

CONSTRUCCIÓN DE CAMINO “CHILE POR CHILE”. OFICIO

El señor KUSCHEL.- En segundo término, señor Presidente, deseo pedir información respecto del estado de avance de la construcción del camino “Chile por Chile”, porque hasta ahora no hemos tenido conocimiento de que se estén realizando los trabajos en terreno.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

REAPERTURA DE PLANTA DE AGROSUPER EN FREIRINA. REITERACIÓN DE OFICIO

El señor KUSCHEL.- Por último, señor Presidente, a propósito de una visita que tuve ayer en la Comisión de Trabajo, deseo reiterar un oficio que ya se solicitó hace como dos o tres semanas en cuanto a la situación de la planta de Agrosuper en Freirina. Algunos trabajadores que se desempeñaban en ella nos han pedido efectuar gestiones para que la empresa vuelva a funcionar ahí. De ello dependen muchos empleos, aunque en este último tiempo se ha avanzado en algunas medidas para evitar los malos olores y mejorar las condiciones higiénicas de la planta.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

CIERRE DE PASO FRONTERIZO CARDENAL SAMORÉ. OFICIO

El señor HORVATH.- Señor Presidente, me sumo al planteamiento recién expuesto a raíz de los problemas generados por el cierre -en un principio, total; ahora, parcial- del paso Cardenal Samoré, debido al incendio que ocurrió en las instalaciones fronterizas en el lado chileno.



En verdad, eso afecta a la Región de Los Lagos, en la provincia de Palena, y a las Regiones de Aysén y de Magallanes, pues, en nuestro caso, los pasos alternativos significan andar hasta 600 kilómetros más para llegar nuevamente a Puerto Montt, y los caminos no están suficientemente dotados ni hay el personal necesario en cada una de las áreas, de modo de que se pueda efectuar el reemplazo mientras se recupera el paso Cardenal Samoré.



Por otro lado, las barcazas no son suficientes como medio alternativo para conectarse hacia el sur. En la ruta bimodal, que hoy exige tres trasbordos, desde Puerto Montt hasta Chaitén, y que tiene un subsidio, fuimos testigos de lo siguiente.



Hice el recorrido el fin de semana en una barcaza. Esta, que normalmente debiera efectuar el trayecto entre Leptepú y Hornopirén en dos o dos horas y media, se demoró cuatro, porque opera totalmente copada. El servicio es bueno; pero, desde luego, tiene que ser mejorado por esa circunstancia adicional. 



Lo mismo ocurre con las barcazas que van de Puerto Montt a Chaitén y las que efectúan el servicio hacia Aysén y Magallanes.



El Ministro de Transportes -quien se hallaba presente en la Sala- dio cuenta formalmente de que una nueva nave reemplazará  a la barcaza “Alejandrina”, la cual ha sufrido deterioro y daño permanente, por lo cual no presta el servicio que corresponde en esta zona austral.



Con respecto a la Ruta 7 o Camino Longitudinal Austral, hay tres estudios asignados para la confección de una senda de prospección geológica, pues permite un paso precario entre el tramo que va de caleta Gonzalo al sector de Hornopirén. Pero, en verdad, no se ha avanzado ni un metro en estos últimos años en obras físicas en el lugar.



Todo se ha realizado con sensores remotos, desde el aire; pero no hay nada nuevo. Desde 1984 a la fecha, se han hecho cuatro estudios de ingeniería completos, cuyos recursos perfectamente podrían haberse invertido en la construcción de la senda, con lo cual tendríamos continuidad territorial en ese sector.



Por eso, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas, a fin de que se aceleren los procesos no solo de confección de dicha senda, de cesión de la faja, de servidumbre de paso o de expropiación, según corresponda. Porque algunos propietarios están a favor de que se construya dicho camino.



Aquí ha habido un error en cuanto a creer que el acuerdo de dejar una franja de 100 metros libres en el Parque Pumalín, declarado como Santuario de la Naturaleza, no significa que deba expropiarse toda ella. Lo que debe hacerse  es que, dentro de esos 100 metros, se  asignen 30 metros en forma exclusiva para el camino, lo que es más que suficiente para el propósito perseguido.



Hay que acelerar los procesos, de manera de aprovechar esta temporada de verano y tener un resultado concreto con una senda de esta especie. Eso sería el inicio de la primera etapa de construcción de una vía sin trasbordo y que, además, es de muy bajo impacto.



Durante la discusión de la Ley de Presupuestos,  en la  Comisión de Obras Públicas del Senado, solicitamos al Ministerio del ramo que estudiara, en forma simultánea con la licitación del puente de Chacao, la construcción de un túnel, que tendría un costo dos tercios más bajo del que se piensa para un puente. 



Con ello se resolverían, adicionalmente, los problemas que afectan a Chiloé y, también, lo relativo a contar con una ruta austral sin trasbordo, pero con soluciones más modernas, como túneles submarinos en el fiordo Reloncaví, en el sector de Comau, específicamente para el fiordo Cahuelmó; y un túnel terrestre normal, para salvar el sector del morro Gonzalo. Así tendríamos una conectividad completa.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Cantero.



Antes de que intervenga Su Señoría, pido la unanimidad de los presentes para que me reemplace en la testera el Honorable señor Chahuán.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Chahuán.

DAÑO A PATRIMONIO CULTURAL REGIONAL POR INSTALACIÓN DE TORRES DE ALTA TENSIÓN PARA MINERÍA. OFICIOS

El señor CANTERO.- Señor Presidente, solicité el uso de la palabra para denunciar un hecho grave y que hoy día recoge la prensa de la Región de Antofagasta.



Me parece francamente inaudito que, a propósito del mandato de una gran empresa minera, se hayan instalado torres de transmisión eléctrica sobre un sitio arqueológico de la más alta importancia.



En efecto, Claudio Castellón Gatica, conservador de monumentos, hombre de larga trayectoria en la Región de Antofagasta, hizo hoy una denuncia publicada en los diarios regionales, según la cual dos geoglifos situados en las cumbres de la cuesta de Montecristo, han sido gravemente dañados.



Se trata de los denominados “geoglifos de Chug-Chug”, que se encuentran adyacentes a una red generada en el valle de Quillagua y que conduce hacia Calama (se conoce como Chunchuri), y que se asocian directamente a un complejo prehispánico que parte en la costa y termina en el salar de Atacama.



¿Qué ocurre, señor Presidente? Dos diseños, que se encuentran en la entrada oeste de la mina de Chuquicamata, fueron dañados. Y ello se debe a que la empresa minera ordenó la instalación de torres de alta tensión. 



Se efectuaron estudios de diseño y de impacto ambiental que, en mi opinión, resultaron del todo ineficientes y dañinos.



A mi modo de ver, los dos geoglifos presentan hoy la condición de irreparables. 



Ellos se sitúan en el límite de la provincia de Tocopilla con  El Loa.



La responsabilidad tiene que ver con el “Proyecto Línea de Transmisión Eléctrica 220 Kv Encuentro-MH”.



Los denunciantes afirman que no se evaluó la existencia de los geoglifos en el informe entregado a los responsables del proyecto en el caso de la mina “Ministro Hales”, de CODELCO.



Lo anterior trajo como consecuencia que se instalaran torres de transmisión eléctrica, la s-163 (133), a un metro de los milenarios diseños, causando daño irreparable a esas estructuras patrimoniales.



Señor Presidente, solicito formalmente que el gobierno regional actúe frente a esta situación.



Me parece  criticable el que una empresa de la importancia de la que mencioné se vea involucrada y asociada a este tipo de atropello.



Entonces, en primer lugar, solicito oficiar a la mina “Ministro Hales”, para que informe sobre todos los detalles relativos a este hecho.



En segundo término, pido que se oficie al señor Intendente Regional, a fin de que señale qué acciones legales emprenderá para proteger el patrimonio cultural de todos los chilenos.



Asimismo, recabo enviar oficio al Consejo de Defensa del Estado, con el propósito de que entregue antecedentes sobre las acciones judiciales que llevará a efecto en defensa de este patrimonio, para delimitar responsabilidades y reparar el daño causado.



En relación con la mencionada mina, me gustaría saber, además, qué responsabilidad le cabe a ella frente a la situación que señalé y qué planes de contingencia o de mitigación tiene previstos al respecto.



Por lo pronto, dada la gravedad de los hechos que estoy denunciando, me parece que esas torres de transmisión eléctrica tienen que ser sacadas del lugar en el más breve plazo y a la vez recuperar íntegramente el patrimonio histórico cultural milenario que se halla en esa zona.



Señor Presidente, pido que se envíen los oficios que señalé.



Expreso mi repudio y molestia por la actitud negligente e irresponsable de empresas de servicios de estudios de impacto ambiental que, sin mayor acuciosidad, permiten este tipo de faenas, y que, en forma criticable, irresponsable y criminal, posibilitan la destrucción de patrimonios que son de difícil recuperación.



Lamento estos hechos. Espero que la empresa estatal reaccione con prontitud; responda con urgencia frente a este llamado, y que las actuaciones de los órganos del Estado se realicen con premura, para recuperar dichos patrimonios en el más breve plazo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Honorables señores Horvath, Navarro y Chahuán.

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- A continuación, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, Senador por la Octava Región del Biobío, del Partido MAS, y que representa a las comunas de Bulnes, Cabrero, Cobquecura, Coelemu, Ñiquén, Portezuelo, Quillón, Quirihue, Ninhue, Ránquil, San Carlos, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Yumbel, Hualpén, Talcahuano, Chiguayante, Concepción, San Pedro de la Paz, Coronel, Florida, Hualqui, Penco, Santa Juana y Tomé.

El señor NAVARRO.- Son comunas de la 12ª Circunscripción Biobío Costa.

DICTAMEN DE CONTRALORÍA ANTE IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE ACREDITACIÓN NACIONAL DE MINISTROS DE CULTO. COMUNICACIÓN

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a mediados del presente año el Poder Ejecutivo, a través de la Oficina Nacional de Asuntos Religiosos (ONAR), dependiente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promovió el Sistema de Acreditación Nacional de Ministros de Culto, que implicó la instrucción en todo el país para que las distintas iglesias, confesiones religiosas y agrupaciones pastorales entregaran antecedentes personales de sus ministros de culto.



La corporación País Excelente, que preside Raúl Romero Espinoza, hizo una presentación ante la Contraloría General de la República.



Este es un tema relevante para el mundo evangélico. 



La información respectiva me llegó a través del pastor Óscar Cáceres, presidente de la Red de Profesionales Evangélicos (ISACAR). 



Señor Presidente, la Ley sobre Libertad de Culto, en su espíritu y en su letra, buscó establecer la igualdad entre las diferentes iglesias. Hay que destacar que ese esfuerzo lo realizamos de manera consensuada y que es deber de todos respetarlo.



Impulsar la igualdad de todas las iglesias no es fácil. En ese camino puede haber elementos que deban ser revisados para concretar el espíritu de la ley. Y el aspecto referido es precisamente uno de ellos.



El 24 de agosto de 2012 ingresó a la Contraloría General de la República la solicitud para que se revisara la legalidad de la resolución en comento.



Resulta muy importante, para información de todos los pastores evangélicos del país, particularmente para los de la Región del Biobío -muchas de sus comunas tienen un porcentaje muy significativo de pueblo evangélico-, dar lectura al dictamen N° 79.410, de 21 de diciembre de 2012, de la Contraloría General de la República, a fin de que los hechos queden aclarados. 



Dice: 



“El Directorio del Consejo de Unidades Pastorales de la Región Metropolitana se refiere a diversas ‘acciones y procedimientos administrativos, que sobrepasan artículos de la legalidad vigente, realizados al interior de las Entidades Religiosas en sus Pastores y Ministros de Culto’, ‘con respecto a la propuesta llevada adelante y emanada desde la Oficina Nacional de Asuntos Religiosos (ONAR), dependiente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, por la convocatoria a crear un Sistema de Acreditación Nacional de Ministros de Culto (SNAM), para desarrollar sus labores que le son propias, de dar asistencia espiritual en hospitales’.



“Expone el recurrente que no existen razones jurídicas y lógicas que autoricen a una entidad estatal para exigir de una manera perentoria la entrega de datos personales e incluso fotografías de todos los ministros religiosos del país, y que la acreditación a nivel nacional pretendida por la ONAR para comprobar la investidura espiritual de los Ministros de Culto, coloca el ejercicio de la actividad religiosa en una posición de necesaria validación por parte de un ente administrativo, lo cual en su opinión no se condice con la separación entre la Iglesia y el Estado, atenta contra la libertad de culto garantizada en el artículo 19, N° 6º, de la Constitución Política y se aparta de lo establecido en la ley N° 19.638”, la Ley sobre Libertad de Culto.



“En razón de lo expresado solicita que esta Contraloría General enmiende esta propuesta que, a su juicio, es absolutamente ilegal, arbitraria e injustificada.



“Sobre esta presentación se pidió informe a los Ministerios Secretaría General de la Presidencia, de Salud, y Secretaría General de Gobierno, quienes los emitieron, respectivamente, a través de los oficios N°s 1.438; 2.576 y 1.448, todos de 2012.



“A su vez, el prosecretario de la Cámara de Diputados, por orden de su Presidente, ha comunicado una petición del diputado señor Alberto Robles Pantoja relativo a la legalidad de los requerimientos que se habrían formulado a los ministros religiosos del país en la convocatoria al referido sistema nacional de acreditación.



“Finalmente, don Raúl Edgardo Romero Espinoza, en nombre de la corporación País Excelente, también pide un pronunciamiento sobre el particular, referido específicamente a la legalidad de lo obrado por el intendente y los gobernadores de la Región del Biobío en orden a solicitar imperativamente a distintas organizaciones pastorales y ministros del culto evangélicos, una serie de datos personales para ingresarlos al mencionado sistema de acreditación nacional.



“Al respecto se solicitó informe al intendente aludido quien lo evacuó por medio del oficio N° 2.042, de 2012. 



“En relación con el asunto planteado cabe, en primer término, señalar que al tenor de la documentación tenida a la vista por este Organismo Fiscalizador, aparece que las secretarías regionales ministeriales de gobierno emitieron un instructivo en el cual se informa que se ha creado un sistema nacional de acreditación de ministros de culto, y que con el fin de llevar a cabo este procedimiento es necesario que todo obispo, sacerdote, pastor o ministro de culto representante de las iglesias de la región respectiva, se registre en las oficinas de dichas entidades regionales donde se completará el formulario electrónico obligatorio.



“Añade este documento que cada ministro de culto deberá entregar dos elementos fundamentales para ingresar al mencionado sistema, cuales son, una carta con timbre de su organización, en donde se formule una solicitud de credencial y se consignen todos los datos que indica, del interesado y de la entidad religiosa, y otra carta firmada por el presidente de esta última que avale el grado eclesiástico, certifique la idoneidad para la función, y señale el número de personalidad jurídica de la entidad, precisando que ambos documentos deben ser enviados en sobre cerrado.



“Por último, el instructivo en referencia puntualiza que ‘las cartas que provengan de entidades de representación tales como Unidades Pastorales, Consejos u otros organismos, no serán recibidas, solo las de corporaciones de derecho público o privado e iglesias acreditadas’.



“Además, la Subsecretaría General de Gobierno, a través del memorándum N° 6.134, de 2012, instruyó, posteriormente, a las secretarías regionales ministeriales de gobierno, en orden a que al difundir el aludido sistema nacional de acreditación deben recalcar su carácter opcional y facultativo para los ministros de culto y que en ningún caso puede entenderse que este registro sea obligatorio.



“Por otra parte, según consta en los documentos adjuntos y de acuerdo con lo expresado en los informes evacuados a petición de esta Entidad Fiscalizadora, la implementación del Sistema Nacional de Acreditación de Ministros de Culto se acordó en un convenio de colaboración suscrito por los Ministerios Secretaría General de la Presidencia, de Salud, y Secretaría General de Gobierno, que fue aprobado mediante el decreto exento N° 315, de 2012, firmado por el Ministro Secretario General de Gobierno, por orden del Presidente de la República.



“En este convenio se expresa que el sistema en comento tiene por objeto facilitar el cumplimiento de la ley N° 19.638 y del Reglamento de Asistencia Religiosa en Recintos Hospitalarios, aprobado por el decreto N° 94, de 2007, del Ministerio de Salud y en él se establecen las funciones que se obliga a cumplir cada una de las Secretarías de Estado que lo suscriben, pudiendo mencionarse, a título ejemplar, que el Ministerio de Salud se compromete a monitorear la implementación del sistema velando por su correcto empleo y a la erradicación de toda forma de discriminación religiosa, y que al Ministerio Secretaría General de la Presidencia le corresponderá resolver en una primera instancia, toda situación que sea indicada como un probable atentado a la libertad religiosa y a principios de igualdad.



“Asimismo se indica el procedimiento que debe seguirse por parte de cada ministro de culto, los datos y documentos que debe incluir la solicitud respectiva, la forma en que se tramitarán las credenciales, las menciones que deben contener, como los efectos de su exhibición, y con el fin de contar con un adecuado mecanismo de seguimiento y coordinación se designa como responsables a los funcionarios que ocupen los cargos que señala.



“Ahora bien, la ley N° 19.638,” -Ley sobre Libertad de Culto: de igualdad entre las diversas iglesias- “que establece normas sobre la constitución jurídica de las iglesias y organizaciones religiosas, y que entre las facultades inherentes a la libertad de culto contempla en su artículo 6°, letra c), la de recibir asistencia religiosa, no prevé la existencia de un sistema nacional de acreditación, ni tampoco se refiere a esta materia la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con las acciones vinculadas a su atención en salud.



“De esta manera,” -señala la Contraloría General de la República- “no se advierte cual sería la fuente legal que habilitaría para establecer una organización a nivel de todo el país, cuyas funciones trascienden a las propias de las entidades que la integran en la medida que importan la anotación o inscripción en un registro general de datos de carácter personal de los integrantes de las entidades religiosas, y que, por otra parte, configuran, en definitiva, un mecanismo de autorización, toda vez que a los ministros de culto que se incorporen al SNAM se les daría una credencial que los identifique como parte del mismo, con lo cual quedarían habilitados para acreditar la calidad que invisten con la sola exhibición de este documento, todo ello con independencia de que la adhesión al sistema pueda ser considerada voluntaria u obligatoria.



“En estas condiciones,” -continúa el dictamen de la Contraloría- “y atendida la naturaleza de las regulaciones que se pretende aplicar a través de este sistema, resulta evidente que en ningún caso el mismo podría establecerse, por la vía de instructivos, intercambio de oficios o acuerdos de colaboración entre órganos públicos, como quiera que en virtud de lo ordenado en los artículos 6° y 7°, y 63, N° 14, en relación con el 65, inciso cuarto, N° 2, todos de la Constitución Política, sólo la ley puede fijar las atribuciones de los órganos públicos y determinar las funciones de las entidades del Estado.



“Por otra parte y sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que el antedicho convenio triministerial, donde se acuerda la implementación del sistema en referencia, contiene además prescripciones operativas que específicamente conciernen a la forma y condiciones del acceso de los ministros de culto, para otorgar asistencia religiosa en los recintos hospitalarios, materia que conforme a lo dispuesto en el mencionado artículo 6º, letra c), de la ley Nº 19.638, únicamente puede ser regulada mediante reglamentos dictados por el Presidente de la República, a través del Ministro de Salud.”.



Y ahora viene lo más importante, señor Presidente: “En mérito de lo expuesto, esta Contraloría General cumple con informar que no se ajusta a derecho el Sistema Nacional de Acreditación de Ministros de Culto que se ha propuesto poner en práctica en los términos señalados, y por ende deben dejarse sin efecto, el decreto exento N° 315, de 2012, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, que aprueba el mencionado acuerdo de colaboración, y todos los instructivos, circulares y demás actos de efectos generales o particulares que se hayan emitido para su aplicación.


“Ramiro Mendoza Zúñiga



“Contralor General de la República”.



Señor Presidente, solicito que esta intervención sea enviada a través del Senado a todas las entidades religiosas con personalidad jurídica, contempladas en la ley Nº 19.638, sobre libertad de culto, porque considero muy relevante que conozcan estos antecedentes.



Todos hicimos esfuerzos muchos años atrás para regular esta situación. Recuerdo que hace más de una década impulsamos medidas desde la Cámara de Diputados. Pero entonces la Ley sobre Libertad de Culto no existía, todavía no era una realidad. En ese escenario, muchas veces pedimos a los Gobiernos de turno que se facilitara a los ministros de fe, a los pastores evangélicos, el acceso a hospitales y cárceles. Porque allí se les discriminaba; se les imponían exigencias; no se les permitía desarrollar su actividad pastoral, en circunstancias de que los sacerdotes católicos sí realizaban la suya. Entonces había un elemento discriminatorio. 



Una vez instaurada la ley Nº 19.638, se consagran derechos de asistencia; entre ellos, los que se señalan en ese dictamen de la Contraloría, que es claro, explícito, y que responde a un requerimiento presentado por el directorio del Consejo de Unidades Pastorales de la Región Metropolitana, asumido con mucha propiedad, tal como lo he referido, por la corporación País Excelente, que preside don Raúl Romero Espinoza.



En mi opinión, esto aclara, mejora y establece una correcta ejecución de la ley. 



Entiendo que el Gobierno ha querido regular, y presumo que lo ha hecho de buena fe. Creo que en esto no ha habido una intención inadecuada. Pero el dictamen de la Contraloría expresa muy claramente que los pastores no necesitan exhibir credencial ni ser incorporados a ningún registro nacional. La ley les otorga derechos al igual que a las otras iglesias, que no son objeto de registros. Estos los llevan las propias corporaciones religiosas.



Señor Presidente, pido que se envíe esta intervención a las entidades que he señalado.

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- Señor Senador, para resolver la solicitud que ha planteado, sería bueno acotar a qué instituciones debe remitirse esa comunicación, pues las organizaciones de carácter religioso con personalidad jurídica pueden ser más de cinco mil o diez mil.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, circunscribiré mi petición a las entidades de la Región del Biobío. Existe una coordinadora en la Octava Región. Y serán las propias iglesias las que podrán difundir estos antecedentes. 



Ahí están acotadas. Haré llegar a la Secretaría los nombres, antecedentes, direcciones pertinentes.



--Se anuncia el envío de la comunicación solicitada, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SITUACIÓN DE CONSULTORIOS EN MATERIA DE ASIGNACIÓN DE HORAS DE ATENCIÓN Y DE ENTREGA DE MEDICAMENTOS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Salud y a los municipios de la Región del Biobío a fin de que se nos informe acerca de la cantidad de horas asignadas para tratamiento médico en los consultorios y, particularmente, sobre el sistema que están utilizando para otorgarlas.



Lamentablemente, aún la gente tiene que llegar a las 5 y media, 6 de la mañana para tomar hora. Y algunos se quedan sin ella. Así lo he podido comprobar en visitas realizadas a diversos consultorios de mi Región. En estos se asignan 15, 17, 20 horas. Pero las filas son de 40 personas. ¡Y, estando algunas gravemente enfermas, deben soportar el frío en la calle!



Solicito al señor Ministro de Salud y a los señores alcaldes -además, pido que esta intervención se haga llegar al Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades- que se busque la manera de que los consultorios abran más temprano en la mañana. Si la gente llega a las 6, que a lo menos el espacio de recepción de pacientes esté abierto. ¡Porque a esa hora las personas hacen la fila a la intemperie!



Se implementó un sistema telefónico de solicitud de horas. 



Al Ministro de Salud y a los alcaldes -a nivel de la Asociación Chilena de Municipalidades y también de cada una de las comunas de la Región del Biobío-, les pido que nos informen sobre el sistema de solicitud de horas de atención médica en los consultorios y los esfuerzos que se están efectuando para minimizar el desgaste, el sacrificio de quienes van a requerir una prestación de salud.



Del mismo modo, les solicito que informen acerca de los tiempos de espera para la entrega de medicamentos. He estado en consultorios magníficos, que son públicos. Sin embargo, el tiempo que deben esperar los pacientes crónicos por sus medicinas es largo.



En particular, requiero los antecedentes respecto a los hospitales de la Región del Biobío, que cuentan con farmacia, cuyos remedios no tienen costo para los usuarios. La idea es saber cómo se puede mejorar la entrega de medicamentos a enfermos crónicos. Si se sabe quiénes son y dónde viven; si hay un diagnóstico preciso de su enfermedad; si está claro qué remedios deben tomar, nada justifica que no les sean entregados en su domicilio. ¿Para qué hacerlos aguardar seis, ocho horas en el consultorio para recibir un medicamento que les servirá de manera anual? 



Debe haber un mecanismo más expedito que el forzar al paciente a trasladarse muchos kilómetros y padecer largas esperas para recibir dichos remedios.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE COMPRA POR EL ESTADO DE RUTA DE LA MADERA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a la Ministra de Obras Públicas para que nos informe acerca de las condiciones en que se está llevando adelante la compra de la Ruta de la Madera.



Se trata de un anhelo cuya concreción hemos impulsado durante mucho tiempo. Había que comprarla. La empresa concesionaria no invertía en ella. 



Es la ruta más cara de Chile y la más peligrosa.



Lo que ha trascendido a través de la prensa es que el Estado comprará la ruta, pero va a fijar una inversión de solo dos mil millones. Con ese monto la ruta seguirá insegura. Y lo que queremos es seguridad. 



Lo principal no era si quien estaba a cargo de esa vía era el Estado o la concesionaria privada. Esta última lo estaba haciendo pésimo, y por ello reclamábamos el apoyo estatal.



Deseamos saber a cuánto ascenderá la inversión que el Estado, a través del Ministerio de Obras Públicas, realizará en la Ruta de la Madera, que es tan importante para comunas como Coronel, Santa Juana, Nacimiento, en la conectividad de la provincia del Biobío con la de Concepción.



--Se anuncia el envío del oficio respectivo, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE PERSONALES A CONTRATA Y A HONORARIOS EN ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a los municipios y a cada uno de los ministerios a fin de que informen acerca de cuánto personal tienen a contrata y a honorarios.



Hace poco realicé una larga intervención sobre el Hospital Traumatológico de Concepción y solicité antecedentes respecto del Hospital Regional.



Ahora quiero la información de cada ministerio: ¿cuántas personas trabajan a contrata y a honorarios en sus reparticiones?



Puede que en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos ya existan datos sobre la materia, conforme a las peticiones de información establecidas en algunas glosas presupuestarias. Pero creo que es importante saber cuántos profesionales y no profesionales se encuentran a contrata y a honorarios en las Secretarías de Estado, por cuanto estos funcionarios, en verdad, tienen disminuidos sus derechos.



En particular, deseo que se oficie al Ministro de Salud y al Director del Hospital Guillermo Grant Benavente (el Hospital Regional de Concepción) para que informen sobre la obligación que se les ha hecho llegar a los funcionarios a honorarios en orden a que a partir del 1º de enero de 2013 coticen sobre el 100 por ciento de su sueldo. La ley estableció comenzar la cotización en un 40 por ciento e ir aumentándola de manera progresiva hasta el año 2015. No hay obligación legal de cotizar de manera inmediata por la totalidad de la remuneración, porque, en efecto, ello significa una reducción de ingresos.



Espero que lo ocurrido en dicho hospital sea informado en detalle. Quiero saber si el Ministerio de Salud contempla medidas para regular la situación. Porque el golpe va a ser brutal. No lo resiste un sueldo del nivel de los ingresos que perciben los funcionarios a honorarios. Se trata de entradas bajas, apenas superiores a los 400 mil, 300 mil pesos, y nunca más allá de los 600 mil. Un recorte de 20 por ciento significa un golpe que ellos no son capaces de resistir, por lo que esto debe ser regulado. 



Ese fue el debate que efectuamos durante la tramitación de la iniciativa de ley pertinente, y los criterios de esa normativa debieran mantenerse.



Por lo tanto, solicito que se remita la información mencionada.



Yo sé que puede parecer abultada. Pero requerimos contar con la información para legislar mejor. 



Solicitamos los datos correspondientes a los municipios del país, a los servicios públicos, a los Ministerios, al Poder Judicial, también al Congreso Nacional. Desconozco la cantidad de funcionarios que tenemos a contrata y a honorarios en el Parlamento y acá, en el Senado. Quiero saber cuántos son, cuánto se les paga y cómo les vamos a hacer efectivo el cobro o el descuento del 20 por ciento. 



Se trata de buscar la mejor forma de que tales antecedentes se hagan llegar a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, para que se pueda contar con ellos, si no están disponibles. 



Asimismo, solicito que esos datos se pongan a disposición de todos los Senadores, no solo del que formula esta petición, porque sobre la base de esa información tendremos mayor claridad de lo que ocurre con esos trabajadores. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- Respecto de los antecedentes sobre el personal a contrata y a honorarios de las distintas reparticiones públicas, sugiero que se oficie también a la Dirección de Presupuestos, que tiene la información concentrada, y que esta sea remitida, tal como señaló el Honorable señor Navarro, al resto de los señores Senadores. 

El señor NAVARRO.- Conforme, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- 
Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 20:11.







Manuel Ocaña Vergara, 







 Jefe de la Redacción. 

A N E X O S
SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 360

A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 72ª ESPECIAL, EN JUEVES 22 DE NOVIEMBRE DE 2012



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona. 



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín. Asisten, también, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado; la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa; el Subdirector de Presupuestos, señor Guillermo Pattillo; el Jefe de Gabinete de la Directora de Presupuestos, señor Francisco López; la abogada, señora Mónica Bravo, y la analista, señora Cerelli Pardo. 



Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que ingresen el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado; la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa; el Subdirector de Presupuestos, señor Guillermo Pattillo; el Jefe de Gabinete de la Directora de Presupuestos, señor Francisco López; la abogada, señora Mónica Bravo, y la analista, señora Cerelli Pardo, y para que hagan uso de la palabra.



Así se acuerda.



Se acuerda, además, autorizar el ingreso de asesores de los Honorables Senadores a las sesiones en que se discuta el proyecto de Ley de Presupuestos.

- - -



Asimismo, se pide el acuerdo de la Sala con el objeto de extender el plazo para formular indicaciones a las Partidas que se estudiarán en el día de mañana, hasta las 22 horas de hoy. 



Así se acuerda. 

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2013 (Boletín N° 8.575-05).

- - -



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado, la que también contempla el texto de las glosas consideradas.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.

El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín N° 8.575-05. 


Añade que la iniciativa cuenta con un informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la que, en mérito de los antecedentes pertinentes y del debate contemplado en su informe, aprobó el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, efectuando, respecto de las diversas Partidas presupuestarias y del articulado de la iniciativa, la siguiente proposición:

PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA


Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01; Programa 01 (Senado).


Agregar el siguiente párrafo final a la glosa 04:


“No obstante y conforme a los principios que rigen la actividad parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos destinados por el Senado a financiar el ejercicio de la función parlamentaria, serán los determinados por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, siempre y cuando esto no supere el monto global presupuestado.”. 
Capítulo 02; Programa 01 (Cámara de Diputados).

- Reemplazar en el Subtítulo 24, Ítem 03, asignaciones 001, 002 y 003 la palabra “Diputados” por la expresión “labor parlamentaria”.

- Agregar el siguiente párrafo final a la Glosa 04:


“No obstante y conforme a los principios que rigen la actividad parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos destinados por la Cámara de Diputados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria, serán los determinados por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de acuerdo con el artículo 66 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, siempre y cuando esto no supere el monto global presupuestado.”. 
PARTIDA 03

PODER JUDICIAL


Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 04

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Contraloría General de la República).


Incorporar la siguiente Glosa 04 asociada al Programa:


“El Presupuesto aprobado por el Congreso Nacional podrá ser incrementado durante 2013, hasta en $2.535.228 miles, con el objeto de financiar Hardware Usuario, por $1.030.869 miles; SICOGEN, por $711.554 miles, Gastos de Operación, por $479.016 miles, y Viáticos Habituales, por $313.789 miles, en la medida que se necesiten para no afectar el buen funcionamiento del órgano fiscalizador.”. 
PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 04; Programa 01 (Oficina Nacional de Emergencia).


Reemplazar el texto de la Glosa 06, por el siguiente:


“Los recursos se transferirán a la Universidad de Chile mediante convenios para la operación, administración, instalación, funcionamiento y mantención de la Red Sismológica Nacional. Dichos convenios deberán establecer hitos relevantes y medibles para el año 2013 y siguientes, sujetos a la disponibilidad presupuestaria del período.


Asimismo, en los convenios se establecerá el mecanismo de transferencia y rendición de los recursos. Copia de dichos convenios se deberán remitir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a la Dirección de Presupuestos, 30 días después de su total tramitación.


Trimestralmente, dentro de los 30 días siguientes al término del periodo respectivo, la ONEMI deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a la Dirección de Presupuestos el estado de avance y nivel operativo de la Red Sismológica Nacional.”. 

Capítulo 05, Programa 01 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo).


Reducir, en las asignaciones 001, 003, 017, 021, 024, 025, 130, 190, 418, 421, 423 y 426, del Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas), Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes y eliminar las glosas 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, asociadas a las referidas asignaciones. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 05, Programa 03 (Programas de Desarrollo Local).


Reducir, en las asignaciones 005, 006, 100 y 110, del Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas), Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 08, Programa 01 (Subsecretaría de Prevención del Delito).


Reducir, en las asignaciones 015, 017 y 041, del Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación Consumo de Drogas y Alcohol).


Agregar en la Glosa 05, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas); Asignación 001 (Programa de Tratamiento y Rehabilitación), el siguiente párrafo final:


“Incluye $529.198 miles para el tratamiento de 221 cupos de adultos infractores de ley, en el marco de la ley N° 18.216.”. 

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría del Interior).


Reducir en la Asignación 002, Plan Frontera Norte, del Ítem 03, Subtítulo 33, a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 10; Programa 03 (Fondo Social).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Glosas comunes para todos los Programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el Programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena.


- Agregar el siguiente párrafo final al numeral 2.1:


“En el caso de las actividades culturales, los instructivos deberán considerar las orientaciones que emanen de la Política Cultural Regional aprobada por cada Consejo Regional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 19 de la ley 19.175.”. 


- Incorporar el siguiente numeral 5.10, antes de “Procedimientos Generales respecto del Subtítulo 33:” pasando los actuales 5.10 y 5.11 a ser 5.11 y 5.12, respectivamente, entendiéndose modificadas también las referencias a estas glosas:


“Transferencias a los Servicios de Vivienda y Urbanismo respectivos para la conservación de pavimentos urbanos, conforme al Plan Regional de Conservación Vial aprobado por el Gobierno Regional. Dicho plan deberá contener, a lo menos, una lista de calles por comuna, indicando los tramos respectivos a conservar y el presupuesto correspondiente.”. 


- Intercalar el siguiente numeral 5.11, antes de “Procedimientos Generales respecto del Subtítulo 33:”, pasando las actuales 5.11 y 5.12 a ser 5.12 y 5.13 respectivamente, entendiéndose modificadas también las referencias a estas glosas:


“Subsidios correspondientes a concesiones aprobadas por el Ministerio de Obras Públicas. El referido financiamiento será establecido mediante convenios de programación regulados en el artículo 81 de la ley       N° 19.175. La transferencia de recursos desde el Gobierno Regional al Ministerio de Obras Públicas se autorizará mediante Decreto del Ministerio de Hacienda y sólo se efectuará una vez que se haya perfeccionado el contrato de concesión correspondiente. El Gobierno Regional, en ningún caso, podrá ser parte de dicho contrato de concesión.”. 

Capítulo 75; Programa 02 (Inversión Regional Región XV).


- Sustituir en el Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Item 01 (Al Sector Privado); Asignación 006 (Corporación Agencia Regional de Desarrollo Productivo de Arica y Parinacota) el guarismo “1.075.305” por “845.838”.


- Incorporar en el Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Item 01 (Al Sector Privado); la asignación 007 Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota con $229.467 miles. 

Todos los Programas de los Capítulos 02, 03, 04, 05, 07, 08, 09, 10, 31, 32, 33, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74 y 75


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General y Servicio Exterior).


Reemplazar el texto de la glosa 02 por el siguiente:


“Incluye gastos por $165.142 miles y US$188 miles para programa de Comunidad de Chilenos en el exterior, y $61.740 miles como aporte a las actividades que financia el Consejo Chileno para las relaciones internacionales.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales).


Agregar el siguiente párrafo final en la glosa 05:


“La Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales deberá evaluar los programas y actividades desarrollados por la Fundación durante el primer semestre de 2013 y hacer entrega a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar al 31 de agosto de 2013, de un informe indicando el impacto de sus acciones y la pertinencia de los recursos invertidos.”. 
PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y TURISMO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 06, Programa 01 (Corporación de Fomento de la Producción).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 16; Programa 01 (Servicio de Cooperación Técnica).


Asociar la glosa 08, adicionalmente, al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Transferencias al Sector Privado); Asignación 142 (Capital Semilla Emprendimiento). 
Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 03, 04, 07, 08, 09, 16, 19, 21, 23 y 24


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General).


Incorporar la siguiente frase final a la Glosa 04, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas); Asignación 250 (Pasantías para Servidores Públicos por Innovaciones), del siguiente tenor:


“Durante el segundo semestre de 2013 el Ministerio de Hacienda deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre los resultados de los concursos realizados en el marco del Plan de Reforma de la Gestión del Estado, especificando las iniciativas y los funcionarios premiados.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 04; Programa 01 (Servicio Nacional de Aduanas).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 05; Programa 01 (Servicio de Tesorerías).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 07, 08, 11, 15, 16, 17 y 30


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACION


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Educación).


- Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes, con excepción de las asignaciones 024 (Convenio Integra) contenidas en el Ítem 01, de los Subtítulos 24 y 33, por 138.089.046 y 6.589.917 Miles de $, respectivamente.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

- Agregar la siguiente Glosa 14, nueva, del siguiente tenor:


“14 El Ministerio deberá informar a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, al 30 de abril del año 2013, la forma en que el Gobierno ha tratado y resuelto la denominada “deuda histórica” de los profesores municipales, por el pago de la asignación contemplada en el decreto ley          N° 3.551.”. 

Capítulo 01; Programa 02 (Programa de Infraestructura Educacional).

Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 01; Programa 03 (Mejoramiento de la Calidad de la Educación).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 01; Programa 11 (Recursos Educativos).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 01; Programa 20 (Subvenciones a los Establecimientos Educacionales).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 01; Programa 21 (Gestión de Subvenciones a Establecimientos Educacionales).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación.
Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior)


- Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 


- Suprimir la letra c) de la Glosa 03, asociada a la Asignación 200 (Becas Educación Superior) del Capítulo 01, Programa 30 (Educación Superior). 

Capítulo 08; Programa 01 (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica)


Agregar en la letra e) de la Glosa 02, asociada al Subtítulo 21 (Gastos en personal), los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“La contratación de personal para la evaluación y seguimiento de proyectos y programas de investigación científica y tecnológica, por honorarios que no superen las 12 U.T.M., se efectuará mediante resolución del Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, sin sujeción a las exigencias del decreto de Hacienda N° 98, de 1991, ni a las del artículo 11 de la ley N° 18.834.


La contratación de expertos extranjeros podrá realizarse en casos calificados por resolución fundada del Presidente de CONICYT, sin sujeción a las exigencias del decreto de Hacienda N° 98, de 1991, ni a las del artículo 11 de la ley N° 18.834, del artículo 48 del decreto ley N° 1.094, de 1975, y del artículo 100 del decreto N° 597 de 1984, del Ministerio del Interior.”.
Capítulo 09; Programa 03 (Becas y Asistencialidad Estudiantil).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
Capítulo 11; Programa 01 (JUNJI).


Incorporar en la Glosa 05, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), Asignación 170 (Convenios con Municipalidades y otras Instituciones), el siguiente párrafo tercero, nuevo:


“Con cargo a estos recursos podrán financiarse todo tipo de gastos, incluidos los de personal, tales como remuneraciones, capacitaciones a los funcionarios, pagos de horas extras, bonos, aguinaldo reajustes u otros beneficios que pacten con sus respectivos empleadores.”. 

Capítulo 13; Programa 01 (Consejo de Rectores).


Eliminar la expresión “US” en la letra c) de la Glosa 01, asociada al Subtítulo 21 (Gastos en personal). 
Capítulo 15; Programa 01 (Consejo Nacional de Educación).


Eliminar la expresión “US” en la letra c) de la Glosa 01, asociada al Subtítulo 21 (Gastos en personal). 
Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 03, 05, 08, 09, 11, 13, 15 y 16


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 04; Programa 01 (Gendarmería de Chile).


Agregar en la glosa 05, asociada a todo el Programa, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:


“Dicho informe se remitirá semestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del semestre respectivo.”. 

Capítulo 04; Programa 02 (Programas de Rehabilitación y Reinserción Social).


Incorporar la siguiente glosa 04, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 03 (A otras Entidades Públicas), del siguiente tenor:


“04 Antes de 31 de marzo de 2013 Gendarmería de Chile enviará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe con los objetivos, metas, características y número potencial de población beneficiaria para cada uno de los programas, así como un cronograma de su implementación para el año 2013. Adicionalmente, trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, informará a la precitada Comisión sobre el grado de cumplimiento y estado de avance de cada uno de los programas, precisando los resultados obtenidos de acuerdo con indicadores de reincidencia y reinserción efectiva.”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Superintendencia de Quiebras).


Agregar a la glosa 04, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Al Sector Privado); Asignación 284 (Plan de Cierre de Quiebras en Regiones) a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:


“Semestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del semestre respectivo, la Superintendencia de Quiebras informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de sobreseimientos definitivos logrados, en función del número total de causas pendientes, desglosados por regiones.”. 

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Ejército de Chile).

En el Subtítulo 09, Aporte Fiscal, Ítem 01, Libre, sustituir “437.773.655” por “433.803.773”.


En el Subtítulo 21, Gastos en Personal, reemplazar “373.347.049” por “369.377.167”.


Como consecuencia de lo anterior, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Glosas comunes de la Partida


Intercalar, en la glosa 07 (Común a los Capítulos 01, 02, 04 y 05 del Ministerio), a continuación de la frase “Para la ejecución”, las palabras “y operación”. 

Capítulo 02; Programa 03 (Dirección de Obras Hidráulicas).

Agregar, en la glosa 06 del Subtítulo 31, el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las superficies forestadas y las hectáreas y obras protegidas.”. 

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad).

- Sustituir, en el párrafo sexto de la glosa 07 del Subtítulo 31, la frase “siempre que éstas se enmarquen dentro de las normas del Reglamento de Contratos de Obras Públicas y, en especial, en los”, por la expresión “con arreglo a”. 

- Agregar, al Subtítulo 31 de este Programa, una glosa 08, nueva, del siguiente tenor:


“08 La Dirección de Vialidad informará trimestralmente de los avances en estudios, franja fiscal, habilitación de senda de penetración y caminos en la Ruta 7 entre Puerto Montt-Ralún hasta Puerto Williams.”. 

- Agregar, en el Subtítulo 31, la siguiente glosa 09, nueva:


“09 La Dirección de Vialidad informará semestralmente acerca de las alternativas de solución a la conectividad de la Isla de Chiloé.”. 

Capítulo 02; Programa 06 (Dirección de Obras Portuarias).


- Reemplazar, en la Glosa 02, la frase final previa al primer punto seguido que dice “mediante licitación pública” por la frase “de conformidad con las reglas generales de los contratos de obras públicas”, y agregar al final del primer párrafo, a continuación de la palabra “directa” la frase “o mediante un trato directo suscrito con la empresa portuaria estatal de la región respectiva.”. 


- Agregar, al Subtítulo 31 de este Programa, una glosa 07, nueva, del siguiente tenor:


“07 Se informará semestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de alternativas de solución que incluyan muelles flotantes y sobre la coordinación para estos efectos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, según el tipo de naves y embarcaciones que los utilicen.”. 
Capítulo 02; Programa 08 (Administración Sistema Concesiones).

Agregar, en el Subtítulo 31, la siguiente Glosa 09, nueva:


“09 Se informará semestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las iniciativas privadas de concesión.”. 

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Agricultura).


- Incorporar la siguiente Glosa 13, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Subtítulo 02 (Al Gobierno Central); Ítem 006 (Corporación de Fomento de la Producción-Seguro Agrícola), del siguiente tenor:


“13 Antes del 31 de marzo de 2013 la Subsecretaría de Agricultura deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se dé cuenta de la evaluación vigente de este Programa y las modificaciones efectuadas o a efectuar en el marco de las recomendaciones realizadas por la Dirección de Presupuestos.”. 


- Agregar la siguiente Glosa 14, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Subtítulo 01 (Al Sector Privado); Asignación 377 (Red Agroclimática Nacional), del siguiente tenor:


“14 Antes del 31 de marzo de 2013 la Subsecretaría de Agricultura deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se dé cuenta de los contenidos de este Programa, sus objetivos, metas y mecanismos de evaluación.”. 


- Incorporar la siguiente Glosa 15, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Al Sector Privado); Asignación 377 (Red Agroclimática Nacional), e Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas); Asignación 357 (Programa de Apoyo a Cluster Alimentario y Forestal), del siguiente tenor:


“15 Antes del 31 de marzo de 2013 la Subsecretaría de Agricultura deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe con la evaluación efectuada a la ejecución de estos Programas en los años 2011 y 2012, así como sus perspectivas para el año 2013.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario).


- Agregar a la Glosa 08, asociada al Subtítulo 24, (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Al Sector Privado); Asignación 389 (Sistema de incentivos Ley N° 20.412), a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase:


“por hasta el 10% del gasto.”. 


- Incorporar la siguiente Glosa 16, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), Ítem 01 (Al Sector Privado) y al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital); Ítem 01 (Al Sector Privado), del siguiente tenor:


“16 Antes del 31 de marzo de 2013 el Instituto de Desarrollo Agropecuario deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se dé cuenta sobre cada uno de los Planes y Programas financiados con cargo a estos recursos, la evaluación que hubiere sobre su desempeño en el año 2012 y los objetivos y metas para el año 2013 en cada uno de ellos.”. 


- Agregar la siguiente Glosa 17, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Al Sector Privado); Asignación 416 (Programa de Desarrollo de Acción Local-PRODESAL) y al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital); Ítem 01 (al Sector Privado); Asignación 006 (Programa de Desarrollo de Acción Local- PRODESAL), del siguiente tenor:


“17 Antes del 31 de agosto de 2013 el Instituto de Desarrollo Agropecuario deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se dé cuenta del estado de implementación de las recomendaciones efectuadas por la Dirección de Presupuestos a este Programa.”. 


- Incorporar la siguiente Glosa 18, nueva, asociada al Subtítulo 26 (Otros Gastos Corrientes), Ítem 02 (Compensación por Daños a Terceros y/o a la Propiedad), del siguiente tenor:


“18 Antes del 31 de marzo de 2013 el Instituto de Desarrollo Agropecuario deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se dé cuenta sobre los objetivos, metas y formas de ejecución de los recursos asignados a este Programa.”. 

Capítulo 04; Programa 08 (Gestión y Conservación de Recursos Naturales Renovables).


Agregar la siguiente glosa 04, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes); Ítem 01 (Al Sector Privado); Asignación 404 (Sistema de Incentivos Ley N° 20.412), del siguiente tenor:


“04 Para la asignación de los recursos considerados en este programa, podrá, de conformidad con el reglamento, considerarse como factor de distribución el carácter de suelo degradado del secano costero.”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Corporación Nacional Forestal).


Agregar la siguiente Glosa 04, nueva, asociada a todo el programa, del siguiente tenor:


“04 Antes del 31 de marzo de 2013 la Corporación Nacional Forestal deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe que dé cuenta del personal, remuneraciones, casetas de vigilancia y equipamiento para combatir y prevenir los incendios forestales a nivel nacional, tomando en cuenta todos los Parques Nacionales y áreas protegidas bajo la tutela de la Corporación.”. 

Capítulo 06; Programa 01 (Comisión Nacional de Riego).


Incorporar la siguiente Glosa 07, nueva:


“07 Con cargo a estos recursos se podrán realizar estudios para determinar las mejores alternativas de obras de riego, para las zonas del secano costero de la zona centro sur del país.”. 

Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 03, 04, 05 y 06

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Bienes Nacionales).


- Intercalar, en la segunda oración de la glosa 10 asociada a nivel de programa, entre la palabra “proyecto” y el punto (“.”) final, la siguiente frase: “, en particular en las regiones del norte del país en que haya sido implementado durante el año 2012”. 


- Asociar la siguiente glosa 14, nueva, a nivel de programa:


“14 Antes del 31 de marzo de 2013, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre la ejecución de la Ley N° 20.385 (Ley Chaitén), su evaluación y las propuestas para resolver las situaciones pendientes.”. 


- Asociar la siguiente glosa 15, nueva, a nivel de  programa:


“15 Antes del 31 de marzo de 2013, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe sobre el proyecto de normalización de la Cartera de Postulantes a Propiedad Fiscal, consolidado sobre la ejecución del año 2012 y que de cuenta, además, de las metas para año 2013 y los recursos asociados a ello.”. 

PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 03, 04, 05, 06, 07, 09, 10, 13 y 14


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Presupuesto por Instituciones


- Sustituir el encabezado de la glosa 07 por el siguiente:


 “El Ministerio de Salud deberá enviar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la información consolidada y por Servicio de Salud, referente a la ejecución de los recursos asociados al Subtítulo 24, Ítem 03 298.”. 


- Intercalar, en el párrafo segundo de la glosa 08, entre “Asignación de Alta Dirección Pública” y “o Asignación de Funciones Críticas”, lo siguiente: “, Asignación de Dirección Superior”. 


- Agregar la siguiente glosa 12, nueva:


“12 Antes del 31 de marzo de 2013, el Ministerio de Salud deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe consolidado y detallado sobre la ejecución del gasto en servicios de publicidad durante el año 2012. En dicho informe se deberán distinguir aquellos recursos destinados a Campañas Sanitarias de otras campañas comunicacionales, indicando de manera precisa cada una de ellas.  Además, se deberá informar sobre la planificación para la ejecución de los recursos con cargo a esta asignación para año 2013.”. 

Capítulo 02; Programa 03 (Programa de Prestaciones Valoradas)


Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 010 (Convenios de Provisión de Prestaciones Médicas):


“05 Antes del 31 de agosto de 2013, el Ministerio de Salud deberá enviar, por vía electrónica, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre el uso y destino de los recursos asignados a Convenios de Provisión de Prestaciones Médicas con prestadores privados, indicando los precios pagados a cada prestador y el porcentaje de participación de cada uno de ellos en el total de compras asociadas a esta asignación durante el año 2012 y el primer semestre de 2013.  En la misma oportunidad se enviará, en formato electrónico, copia de los contratos y actos administrativos correspondientes que permitieron las contrataciones.”. 

Capítulo 02; Programa 04 (Programa de Prestaciones Institucionales)


Agregar la siguiente glosa 02, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignaciones 024 (Servicio de Salud Metropolitano Central) y 028 (Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente):


“Antes del 31 de marzo de 2013, el Ministerio de Salud deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el detalle del Plan de Puesta en Marcha de los Hospitales Concesionados de Maipú y La Florida, así como la ejecución de los recursos asignados a ellos, las metas de reclutamiento de personal, las asignaciones de éste a ambos recintos y la conformación del presupuesto tentativo para el año en curso de ambos establecimientos asistenciales.”. 

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaria de Redes Asistenciales)


Agregar la siguiente glosa 10, nueva, asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 004 (Subsidio Fijo a la Construcción):


“10 Antes del 31 de marzo de 2013, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre la ejecución y distribución de los recursos asignados.”. 

Todos los Programas de los Capítulos 02, 04, 05, 09, 10, 11, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 49, 50, 51, 52 y 53

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERÍA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General).


Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas generales


Agregar la siguiente glosa 04, nueva:


“04 El Ministerio de Vivienda informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de las soluciones que se adopten para los distintos casos de los deudores habitacionales.”. 
Capítulo 01; Programa 04 (Recuperación de Barrios).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación.

Todos los Programas de los Capítulos 01, 02, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34 y 35

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 02 (Empresa de Ferrocarriles del Estado).


Agregar la siguiente glosa 08, nueva, asociada a nivel de Programa:


“08 Antes del 31 de marzo de 2013, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe que de cuenta de los estudios, análisis y proyectos existentes destinados a poner en marcha trenes de cercanías en otras zonas del país distintas del Rancagua Express, incluyendo información sobre la implementación de la integración tarifaria y de medio de pago de éste con el Transantiago para las comunas de Buin y Paine, de acuerdo a los compromisos asumidos en el Protocolo de Transporte Público suscrito en el año 2010 entre el Gobierno y el Congreso Nacional.”. 

Capítulo 01; Programa 06 (Subsidio Nacional al Transporte Público).

- Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 


- Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 512 (Subsidio Nacional al Transporte Público):


“06 Para el Subsidio Nacional Permanente a Regiones de zonas aisladas contemplado en el artículo 5°, letra a), de la ley N° 20.378, los gobiernos regionales de las regiones de Aysén y Magallanes podrán destinar estos recursos al subsidio del transporte de carga desde y hacia dichas regiones al resto del país.”. 

Todos los Programas de los Capítulos 01, 02 y 03

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 02; Programa 01 (Consejo Nacional de Televisión).


Agregar el siguiente párrafo segundo en la glosa 04, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 560 (Fondo de Apoyo a Programas Culturales):


“El Fondo destinará hasta un 25% de los recursos autorizados para concursos en 2013 en forma preferente a programas regionales.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto Nacional de Deportes).


Incorporar la siguiente glosa 15, nueva, asociada a los Subtítulos 31 (Iniciativas de Inversión) y 33 (Transferencias de Capital):


“Sin perjuicio de los recursos invertidos o aportados por el Instituto Nacional de Deportes u otros organismos públicos para los proyectos del componente estadios profesionales del programa Chilestadios, durante el año 2013 el referido Instituto podrá ejecutar los recursos aportados a estos proyectos por los Gobiernos Regionales, como unidad técnica mandataria, en los términos establecidos en el art. 16 de la Ley N° 18.091.”. 

Todos los Programas de los Capítulos 01, 02 y 03

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 21

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL



Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Todos los Programas del Capítulo 01


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación Nacional de Desarrollo Indígena).


- Agregar, en la glosa 11 asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 001 (Junta Nacional de Auxilio escolar y becas), a continuación del punto final (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración: “La información deberá indicar, además, el número total de postulantes, el número de beneficiarios y el número de postulantes que no obtienen el beneficio de becas indígenas.”. 


- Agregar el siguiente párrafo final en la glosa 17, asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 043 (Fondo de Tierras y Aguas Indígenas):


“El uso de los recursos contemplados para el Fondo de Tierras y Aguas Indígenas deberá ser informado a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos dentro de los treinta días siguientes a la realización de cada compra, conforme al siguiente detalle: individualización de las propiedades que serán objeto de compra, valor por hectárea, número de beneficiarios, características prediales, avalúo fiscal y comercial, los propietarios y todos los gastos concernientes al proceso de trasferencia.”. 

Capítulo 08; Programa 01 (Servicio Nacional del Adulto Mayor).


Sustituir la glosa 10, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 721 (Programa Fondo Subsidio ELEAM), por la siguiente:


“10 Con cargo a estos recursos se ejecutará el Fondo Concursable de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores. Los criterios, procedimientos de asignación de recursos, de selección de beneficiarios, mecanismos, condiciones y demás normas necesarias para la ejecución y supervisión de esta asignación se establecerán en un Decreto Supremo, dictado por el Ministerio de Desarrollo Social, que deberá contar con la visación de la Dirección de Presupuestos, y será remitido a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar, el 31 de marzo de 2013. 


Para acceder a este fondo concursable, las instituciones que postulen y cumplan los requisitos deberán acreditar que los adultos mayores residentes o postulantes a él se encuentren en situación de vulnerabilidad.


La transferencia de estos recursos se efectuará mediante convenios que se celebren con organismos del Gobierno Central, los que no se incorporarán en sus respectivos presupuestos, instituciones públicas, incluidas las Municipalidades, Corporaciones Municipales o instituciones privadas sin fines de lucro.


En dichos convenios se estipularán las acciones a desarrollar y los demás procedimientos y modalidades que se consideren necesarias, los que podrán suscribirse una vez publicado el decreto respectivo.


Del total de los recursos del programa, podrá destinarse hasta $45.276 miles, para gastos relacionados con su administración incluido personal, de los cuales 4 contarán con la calidad de agentes públicos.”.

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Evaluación Social).


Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

Todos los Programas de los Capítulos 02, 04, 05, 06, 07 y 08.

Reducir, en el Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación.
PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 1; Programa 01 (Secretaría General de la Presidencia de la República).


Agregar, en la glosa 02 asociada a nivel de Programa, a continuación del punto final (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), lo siguiente: “El informe incluirá, además, los resultados de dichas actividades o acciones, así como las estrategias emprendidas para garantizar adecuados niveles de coordinación con otras instancias gubernamentales abocadas a las mismas temáticas, en especial con el Programa de Mejoramiento de Gestión del Ministerio de Hacienda.”. 

PARTIDA 23

MINISTERIO PÚBLICO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Ministerio Público).


- Agregar, en la glosa 03 asociada a nivel de Programa, el siguiente párrafo final, nuevo:


“Además, y en los mismos términos, deberá remitir  una síntesis sobre las especies y valores incautados en causas criminales donde intervenga el Ministerio Público y que se encuentren a su cargo, con señalamiento de su monto y destino. Toda la información se deberá desglosar por unidades y divisiones de la Fiscalía Nacional, Fiscalías Regionales y Fiscalías Locales.”. 


- Incorporar las siguientes glosas 04 y 05, nuevas, asociadas a nivel de Programa:


“04 Trimestralmente, el Ministerio Público deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia de ambas Cámaras, un informe sobre la cantidad e identidad de fiscales adjuntos ascendidos reglamentariamente con cargo al Subtítulo 21 y en conformidad al artículo 77, inciso segundo, de la ley Nº 19.640, indicando respecto de cada proceso de ascenso la antigüedad del funcionario respectivo en la institución, la antigüedad en el grado y el promedio de notas anuales de todos los postulantes. Asimismo, se enviará una nómina idéntica respecto de los fiscales adjuntos que sean ascendidos por concurso público en conformidad al artículo 70 de la ley Nº 19.640, agregándose la nota del examen escrito y oral de todos los postulantes al grado respectivo. Además, deberá informarse la identidad de los fiscales que lleven más de tres años en un mismo grado y el monto total de las asignaciones destinadas por el Fiscal Nacional para ascensos de fiscales adjuntos. Toda la información señalada será desglosada por unidades y divisiones de la Fiscalía Nacional, Fiscalías Regionales y Fiscalías Locales.”. 

“05 Trimestralmente, el Ministerio Público enviará a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de ambas Cámaras y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la individualización de las metas institucionales fijadas para el año 2013, con la descripción de su contenido,  resultados e índice de cumplimiento.”.

PARTIDA 24

MINISTERIO DE ENERGÍA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas generales


Incorporar la siguiente glosa 02, nueva:


“02 Asociada al Subtítulo 24 “Transferencias Corrientes”.


El Ministerio entregará un informe trimestral a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las siguientes materias, programas y coberturas, en su caso: implementación de proyectos de todas las energías renovables no convencionales (ERNC), que hayan ingresado al sistema de evaluación de impacto ambiental o estén conectados a sistemas mayores; implementación de la ley de net metering; programas de ahorro y eficiencia energética; proyectos de leña y formalización gradual de ésta; estado de desarrollo de proyecto de infraestructura de transmisión eléctrica, y programas de colectores termo-solares.”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía).


Agregar la siguiente glosa 08, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 009 (Empresa Nacional del Petróleo):


“08 Antes del 31 de agosto de 2013, el Ministerio de Energía deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos información sobre la situación financiera de ENAP, indicando sus compromisos de recursos y garantías, su patrimonio propio y los aportes fiscales que recibe.”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables no Convencionales).


En la glosa 03, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 008 (Proyectos Energías Renovables no Convencionales):


- Intercalar, en el párrafo tercero, entre “proyectos” y “a financiar”, las palabras “y programas”.


- Agregar los siguientes párrafos finales, nuevos:


“Con cargo a estos recursos se podrán efectuar transferencias a organismos e instituciones del sector público y privado, previa suscripción de convenios.


Las transferencias de recursos a organismos e instituciones del sector público no se incorporarán a sus presupuestos, sin perjuicio de lo cual deberán rendir cuenta de su utilización a la Contraloría General de la República.


Se podrán financiar programas y proyectos incluidos en concursos efectuados a partir del año 2012.”. 

Capítulo 01; Programa 05 (Plan de Acción de Eficiencia Energética).


Agregar la siguiente glosa 04, nueva, asociada a nivel de Programa:


“Antes del 31 de julio de 2013, la Subsecretaría de Energía deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe donde se dé cuenta de la ejecución de los recursos asignados a este Programa, las metas anuales y de mediano plazo y la forma de evaluarlas.”.
PARTIDA 25

MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE


Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias).

Reducir a $1 miles los gastos no establecidos en leyes permanentes. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre).


Reducir el Subtítulo 27, Ítem 11, Asignación 001 (Ejército de Chile), en $3.969.882 miles. 


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 
ARTICULADO


Aprobarlo, con las siguientes enmiendas:

Artículos 3° y 4°


Suprimirlos. 

Artículos 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10


Pasaron a ser artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7° y  8°, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 11


Suprimirlo. 

Artículos 12, 13 y 14


Pasaron a ser artículos 9, 10 y 11, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 15


Pasó a ser artículo 12, con una enmienda consistente en agregar, en su inciso primero, el siguiente numeral 19, nuevo:


“19. Trimestralmente, informe sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.”. 
Artículo 16


Pasó a ser artículo 13, sin enmiendas.

Artículo 17


Pasó a ser artículo 14, con una enmienda consistente en sustituir, en su inciso primero, la expresión “quinientos” por “trescientos”. 

Artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24


Pasaron a ser artículos 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 21, respectivamente, sin enmiendas.

- - -


Finalmente, debe tenerse presente que el proyecto contiene normas de quórum calificado, que se identificarán oportunamente.
- - -



De conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 211 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el cálculo de ingresos, consignado en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013.

- - -

Partida 01, Presidencia de la República



El señor Secretario General señala que esta Partida fue aprobada sin enmiendas tanto por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos como por la Cámara de Diputados.

En primer término, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 7. 

- - -


Luego, somete a votación el resto de la Partida 01, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 01.

_________

Partida 03, Poder Judicial


El señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados aprobó esta Partida sin enmiendas, al igual que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Primeramente, se pone en discusión la indicación número 8, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, García y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 8.

- - -


Enseguida, pone en discusión la Partida y concede la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Sabag y Navarro, señoras Rincón y Alvear y señores Pérez Varela, Uriarte, Lagos, Chahuán y Espina. Intervienen, también, el señor Ministro de Hacienda y la señora Directora de Presupuestos.


Se aprueba la Partida 03 por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 03.

_________

Partida 04, Contraloría General de la República


Primeramente, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 9.

- - -


Enseguida, otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Se aprueba la Partida 04 por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 04.

_________

Partida 11, Ministerio de Defensa Nacional



El señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó esta Partida en los mismos términos que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 


En primer lugar, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 10.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la Partida y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Pérez Varela, Orpis, Prokurica, Pizarro, Letelier, Chahuán, Sabag, Walker (don Patricio), Gómez, Tuma y Larraín Fernández, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Bianchi. Intervienen, también, el señor Ministro de Hacienda y la señora Directora de Presupuestos.
- - -


Luego, el señor Presidente solicita la unanimidad de la Sala para permitir la presentación de la indicación número 257, nueva. Se accede.


Seguidamente, la declara inadmisible.

- - -


Se aprueba la Partida 11 por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 11.

_________

Partida 22, Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República



El señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó esta Partida en los mismos términos que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 

- - -


Se aprueba la Partida 22 por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 22.

_________

Partida 23, Ministerio Público



El señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó esta Partida en los mismos términos que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 


Primeramente, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 11.

- - -


Se aprueba la Partida 23 por la unanimidad de la Sala, con 26 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la Glosa 04 asociada al Programa 01 del Capítulo 01.
- - -


Queda despachada la Partida 23.

_________

Partida 02, Congreso Nacional



El señor Presidente pone en discusión la Partida y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Chahuán.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la indicación número 82, que es aprobada por la unanimidad de los presentes.

- - -


A continuación, se pone en votación la indicación número 239, que es aprobada por la unanimidad de los presentes.

- - -


Luego, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 30 y 31.
- - -


Puesta en discusión el resto de la Partida, se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Zaldívar, Chahuán, Bianchi, García, Sabag, Gómez, Horvath y Larraín Fernández.


Cerrado el debate, se aprueba la Partida 02 por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 02.

_________



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 73ª, ESPECIAL, EN VIERNES 23 DE NOVIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín. Asisten, también, el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y la Directora y el Subdirector de Presupuestos, señora Rosanna Costa y señor Guillermo Pattillo, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que establece plazo para el otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo (Boletines N°s 7.467-13 y 7.746-13, refundidos).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio

De la Honorable Cámara de Diputados


Comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que reforma el Código Penal, tipificando los delitos de robo o hurto de vehículos motorizados, y crea nuevas figuras delictivas aumentando su penalidad (Boletín N° 7.481-07). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el artículo único de la ley   N° 19.648, sobre incorporación de los profesores contratados en las condiciones que señala en las plantas docentes de los municipios.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que ingresen el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y la Directora y el Subdirector de Presupuestos, señora Rosanna Costa y señor Guillermo Pattillo, respectivamente, y para que hagan uso de la palabra.



Así se acuerda.

- - -


Enseguida, el señor Presidente saluda a la delegación del Colegio Madres Dominicas, de la comuna de Santa Juana, Octava Región; a los alumnos y profesores del Colegio Arturo Prat, de la comuna de Machalí, Sexta Región, invitados por el Honorable Senador señor García-Huidobro; a los alumnos y profesores de la Escuela Cardenal Karol de Cracovia, de la comuna de Pedro Aguirre Cerda, Región Metropolitana, invitados por la Honorable Senadora señora Von Baer; a las alumnas del Colegio Josefina Gana de Johnson, de la comuna de Puente Alto, también en la Región Metropolitana, y a los alumnos de la Escuela E-1104, de la localidad de Charrúa, comuna de Cabrero, Octava Región, que nos acompañan en las tribunas.

- - -


Sobre temas reglamentarios, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bianchi y Frei.

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2013 (Boletín N° 8.575-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado, la que también contempla el texto de las glosas consideradas.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos


El señor Presidente anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 8.575-05.

- - -

Partida 24 Ministerio de Energía


El señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó la Partida en los mismos términos en que lo hizo la Comisión Especial Mixta, y que a su respecto no se presentaron indicaciones. 


El señor Presidente pone en discusión la Partida 24 y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Horvath, Sabag, Bianchi, Gómez y Muñoz Aburto. Intervienen, también, el señor Ministro de Hacienda y la señora Directora de Presupuestos.
- - -


Cerrado el debate, la Partida es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 24.

_________

Partida 25 Ministerio del Medio Ambiente


El señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados introdujo una sola enmienda a lo despachado por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que consiste en agregar una Glosa 11, nueva, asociada al Programa 01, Subsecretaría del Medio Ambiente. 


El señor Presidente pone en discusión la referida enmienda y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señores Tuma, Gómez, Frei, García, García-Huidobro y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Enseguida, la Sala aprueba por unanimidad la modificación que introdujo la Cámara de Diputados.

- - -


Con la misma unanimidad precedente se aprueba el resto de la Partida 25.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 10 Ministerio de Justicia


El señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados aprobó las enmiendas efectuadas por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y añadió otra modificación, referida a un párrafo nuevo para la Glosa 03 asociada al Subtítulo Bienes y Servicios de Consumo, del Programa 01, Capítulo 03. 


Agrega que el Honorable Senador señor Lagos ha pedido votación separada de la referida Glosa 03.

- - -


En primer lugar, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 34.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 62 y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Walker (don Patricio), Tuma y Navarro, señora Alvear y señores Zaldívar, Uriarte, Chahuán, Pérez Varela, Bianchi, Orpis, Gómez, Prokurica, García-Huidobro, García, Larraín Fernández, Muñoz Aburto y Coloma. Intervienen, también, el señor Ministro de Hacienda y la señora Directora de Presupuestos.
- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita que se voten separadamente las letras en que se divide la indicación número 62.


Sobre dicha separación, el señor Ministro de Hacienda, a nombre del Ejecutivo, hace reserva de constitucionalidad.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación la letra a) de la indicación número 62, que es rechazada por 13 votos en contra, 10 a favor, una abstención y 2 pareos. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Frei, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis y Pérez Varela. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Chahuán. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Prokurica y Uriarte.

- - -


Seguidamente, se aprueba la letra b) de la indicación señalada, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, se pone en votación la indicación número 2, que es aprobada por la misma unanimidad anterior.

- - -


La indicación número 255, es retirada por su autor.

- - -


A continuación, se pone en votación la indicación número 3, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


La indicación número 256, es retirada por su autor.

- - -


Enseguida, se pone en discusión el resto de la Partida y se otorga el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón.


Cerrado el debate, se aprueba por unanimidad de los Honorables Senadores presentes la Partida 10. 

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 06 Ministerio de Relaciones Exteriores


El señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados agregó tres modificaciones a esta Partida: una Glosa 12, nueva, asociada al Programa 01, Capítulo 01; un inciso final, nuevo, a la Glosa 05, asociada al Programa 01, Capítulo 02, y, finalmente, agrega un párrafo segundo a la Glosa 07, asociada al Programa 01, Capítulo 04. 


Añade que la Partida no recibió indicaciones. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión la Partida y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Chahuán y Kuschel.

- - -


Enseguida, la Sala aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados.

- - -


Con la misma unanimidad precedente se aprueba el resto de la Partida 06.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 17 Ministerio de Minería


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la indicación número 64, que se aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, se pone en discusión la indicación número 48 y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro. Interviene, también, la señora Directora de Presupuestos.

Cerrado el debate y puesta en votación, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor, 7 en contra, 3 abstenciones y 2 pareos. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis y Pérez Varela. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Navarro y Tuma. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, Ruiz-Esquide y Sabag. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Prokurica. 


Enseguida, el señor Secretario General señala que las abstenciones influyen en el resultado, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento, corresponde repetir la votación. 

- - -


Intervienen a este respecto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide y el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Repetida la votación, es aprobada la indicación número 48, por 12 votos a favor, 9 en contra, una abstención y dos pareos. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis y Pérez Varela. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Navarro, Ruiz-Esquide y Tuma. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio). 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Prokurica. 

- - -


Por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes se aprueba el resto de la Partida 17.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 14 Ministerio de Bienes Nacionales


El señor Secretario General indica que esta Partida se aprobó en la Cámara de Diputados en los mismos términos en que la despachó la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

- - -


A continuación, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 44. 

- - -


Enseguida, la Sala aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes la Partida 14.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 12 Ministerio de Obras Públicas. 


El señor Secretario General indica que la Cámara de Diputados la aprobó en los mismos términos en que la acogió la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, y que a su respecto se han presentado dos indicaciones. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 33. 

- - -


Luego, declara inadmisible la indicación número 4. 

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la Partida y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Gómez y Walker (don Patricio).

- - -


Posteriormente, el señor Presidente anuncia que, por haber llegado a su término el Orden del Día, queda pendiente la discusión de esta Partida.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIONES 74ª y 75ª, ESPECIALES, EN VIERNES 23 DE NOVIEMBRE DE 2012

(Empalmadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento del Senado)


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y la Directora y el Subdirector de Presupuestos, señora Rosanna Costa y señor Guillermo Pattillo, respectivamente.


Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que ingresen el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y la Directora y el Subdirector de Presupuestos, señora Rosanna Costa y señor Guillermo Pattillo, respectivamente, y para que hagan uso de la palabra.



Así se acuerda.

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2013 (Boletín N° 8.575-05).


Asimismo, se incluye un anexo del Acuerdo para el Despacho del Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013.

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado, la que también contempla el texto de las glosas consideradas.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos


El señor Presidente anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 8.575-05.

- - -

Partida 12 Ministerio de Obras Públicas


El señor Presidente señala que corresponde proseguir con la discusión de la Partida, cuya consideración ha quedado pendiente.


Intervienen los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Sabag, García-Huidobro, Tuma, Frei, Bianchi, Larraín Peña y Muñoz Aburto.
- - -


Cerrado el debate, se pone en votación la Partida, que es aprobada por 15 votos a favor, 3 en contra, una abstención y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Frei, Gómez y Navarro. 


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Rincón. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Alvear. 

- - -


Queda despachada la Partida 12.

_________

Partida 13 Ministerio de Agricultura


El señor Presidente declara inadmisible la indicación número 45.


Enseguida, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Lagos pidió votación separada de dos asuntos: del Capítulo 03, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 01, asignación 419, Desarrollo Integral de Pequeños Productores Campesinos del Secano-PADIS y del Capítulo 04, Programa 07, Programa de Controles Fronterizos del SAG.

- - -


Luego, se pone en discusión la Partida y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Letelier, Muñoz Aburto, Espina, Tuma, Frei y Sabag.

- - -


Sobre temas reglamentarios, interviene el Honorable Senador señor García.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la asignación 419 del Capítulo 03, Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario), Subtítulo 24, Ítem 01, que es aprobada por 15 votos a favor, 2 en contra, 2 abstenciones y 3 pareos. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez y Letelier. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín Peña, Muñoz Aburto y Uriarte. 

- - -


Luego, se pone en discusión el Capítulo 04, Programa 07 (Programa de Controles Fronterizos), e intervienen los Honorables Senadores señores Letelier y Chahuán.


Cerrado el debate y puesto en votación el Programa señalado, es aprobado por 17 votos a favor, una abstención y 2 pareos. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Muñoz Aburto. 

- - -


Enseguida, la Sala aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes el resto de la Partida 13.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 20 Ministerio Secretaría General de Gobierno


El señor Presidente declara inadmisible la indicación número 12.

- - -


Enseguida, la Sala aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes la Partida 20.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________

Partida 08 Ministerio de Hacienda


El señor Secretario General señala que la Cámara de Diputados aprobó con enmiendas el texto despachado por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, pues repuso el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo en todos los Programas, y, además, los Gastos no establecidos en leyes permanentes, del Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas y Servicio de Tesorerías. 


Añade que a esta Partida se presentaron las siguientes indicaciones: números 32, 36, 37, 218, 219 y 225.


El señor Presidente declara inadmisibles dichas indicaciones.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Tuma pidió votación separada para el Capítulo 04, Programa 01, del Servicio Nacional de Aduanas, y para el Capítulo 03, Programa 01, del Servicio de Impuestos Internos. 


El señor Presidente pone en votación, en primer término, el Capítulo 04, Programa 01, del Servicio Nacional de Aduanas, que es aprobado por 16 votos a favor, uno en contra y un pareo.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Walker (don Patricio).


Vota en contra, el Honorable Senador señor Frei.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Uriarte.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


Luego, se pone en votación el Capítulo 03, Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos), que es aprobado por 16 votos a favor, 3 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y Navarro.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Uriarte.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el resto de la Partida y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Chahuán, Frei y Lagos. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Se aprueba el resto de la Partida por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada esta Partida 08.

_________


Seguidamente, la Sala acuerda empalmar las sesiones 74ª y 75ª, en virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento.


Asimismo, acuerda tramitar este proyecto en el día de hoy, hasta su total despacho.

- - -


Luego, el señor Presidente suspende y reanuda la sesión en quince ocasiones, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento.

- - -


Reanudada la sesión, el señor Presidente informa que se ha producido un acuerdo para abordar la discusión de las Partidas que están pendientes; a este respecto, ofrece la palabra al señor Ministro de Hacienda.


La Sala accede a abrir un plazo de indicaciones de diez minutos, para presentar las necesarias para cumplir dicho acuerdo.
- - -


El señor Secretario General señala que para dar cumplimiento al acuerdo se han presentado diversas indicaciones del Ejecutivo, que se han designado con los números 264 a 282 y 284, más la número 283 de varios señores Senadores.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión las indicaciones presentadas e intervienen los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro, quienes solicitan votación separada de las recaídas en la Partida 09 Ministerio de Educación.


Cerrado el debate, se ponen en votación las indicaciones números 264, 265, 266, 267, 268, 269, 270, 271, 272, 273, 274, 277, 283 y 284, que son aprobadas por la unanimidad de los presentes.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión las indicaciones recaídas en la Partida 09 Ministerio de Educación y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, García, Navarro, Tuma y Lagos. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Luego, se ponen en votación las indicaciones números 275, 276, 278, 279, 280, 281 y 282, referidas a la Partida Ministerio de Educación, que se aprueban por 23 votos a favor y 3 en contra.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente señala que el Ejecutivo presentó, en su oportunidad, un conjunto de indicaciones para reponer los contenidos rechazados en la Cámara de Diputados y que, producto del acuerdo, recobran su vigencia. Las indicaciones, según la nómina entregada por el Ejecutivo, son las números 47, 53, 52, 51, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 63, 65, 67, 68, 69, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 206, 238 y 239.


Se aprueban por la unanimidad de la Sala.

- - -


A continuación, el señor Presidente señala que se ha pedido votación separada de las indicaciones números 49, 50, 66 y 70. Interviene, a este respecto, la señora Directora de Presupuestos.


Puestas en votación las referidas indicaciones, se rechazan por 17 votos en contra, 6 a favor y 2 pareos. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Frei, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio). 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Peña y Prokurica. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Uriarte y Zaldívar. 

- - -


Enseguida, en lo que respecta a las indicaciones que solicitan información, el señor Presidente propone a la Sala autorizar a la Secretaría del Senado para revisarlas -instancia a la que también tendrían acceso, si lo desean, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos, y un asesor designado por los Senadores de oposición- y dar curso a todas las que no presenten problemas de admisibilidad. 


Agrega que las indicaciones que irroguen gastos o que incursionen en atribuciones propias del Ejecutivo son inadmisibles y, por lo tanto, quedan descartadas, y las que no revistan esa condición se considerarán aprobadas. 


Por la unanimidad de la Sala es aprobada la referida proposición.

_________


A continuación, el señor Presidente somete a votación las Partidas 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública; 07 Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; 09 Ministerio de Educación; 15 Ministerio del Trabajo y Previsión Social; 16 Ministerio de Salud; 18 Ministerio de Vivienda y Urbanismo; 19 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; 21 Ministerio de Desarrollo Social, y 50 Tesoro Público, que son aprobadas, en lo pertinente, por la unanimidad de la Sala.

_________

ARTICULADO


Luego, se pone en votación el articulado del proyecto (incluida la indicación número 46, que repone el artículo 3º), que es aprobado por la unanimidad de los 27 Senadores presentes, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 3° y 16 (que pasa a ser 17).

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“ESTIMACIÓN DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS


Artículo 1°.- Apruébase el Presupuesto de ingresos y gastos del sector público para el año 2013, según el detalle que se indica:

A.-





En Moneda Nacional

En Miles de $

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de
Transferencias
	Total

	INGRESOS
	33.247.038.944
	785.107.583
	32.461.931.361

	IMPUESTOS
	23.251.790.185
	
	23.251.790.185

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	1.933.716.820
	
	1.933.716.820

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	334.496.396
	295.374.628
	39.121.768

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	326.011.245
	22.933.547
	303.077.698

	INGRESOS DE OPERACION
	588.758.833
	
	588.758.833

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	561.221.120
	
	561.221.120

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	31.172.637
	
	31.172.637

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.085.187.921
	
	2.085.187.921

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	312.745.707
	
	312.745.707

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	497.019.956
	466.799.408
	30.220.548

	ENDEUDAMIENTO
	3.004.507.330
	
	3.004.507.330

	SALDO INICIAL DE CAJA
	320.410.794
	
	320.410.794

	GASTOS
	33.247.038.944
	785.107.583
	32.461.931.361

	GASTOS EN PERSONAL
	5.377.849.975
	
	5.377.849.975

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	2.206.833.965
	
	2.206.833.965

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	6.460.111.342
	
	6.460.111.342

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	11.030.546.089
	288.835.280
	10.741.710.809

	INTEGROS AL FISCO
	44.799.042
	29.472.895
	15.326.147

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	1.586.981
	
	1.586.981

	ADQUISICION DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	184.664.855
	
	184.664.855

	ADQUISICION DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.121.141.063
	
	1.121.141.063

	INICIATIVAS DE INVERSION
	2.684.551.301
	
	2.684.551.301

	PRESTAMOS
	311.163.920
	
	311.163.920

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	3.129.327.100
	466.799.408
	2.662.527.692

	SERVICIO DE LA DEUDA
	676.339.283
	
	676.339.283

	SALDO FINAL DE CAJA
	18.124.028
	
	18.124.028


B.-




En Moneda Extranjera Convertida a Dólares

En Miles de US$

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de
Transferencias
	Total

	INGRESOS
	6.444.870
	
	0
	6.444.870

	IMPUESTOS
	2.121.000
	
	
	2.121.000

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	2.159.201
	
	
	2.159.201

	INGRESOS DE OPERACION
	5.259
	
	
	5.259

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	42.563
	
	
	42.563

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.062.681
	
	
	2.062.681

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	3.166
	
	
	3.166

	ENDEUDAMIENTO
	48.000
	
	
	48.000

	SALDO INICIAL DE CAJA
	3.000
	
	
	3.000

	GASTOS
	6.444.870
	
	0
	6.444.870

	GASTOS EN PERSONAL
	149.917
	
	
	149.917

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	245.515
	
	
	245.515

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	171
	
	
	171

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	75.198
	
	
	75.198

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	600
	
	
	600

	ADQUISICION DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	3.227
	
	
	3.227

	ADQUISICION DE ACTIVOS FINANCIEROS
	4.952.894
	
	
	4.952.894

	INICIATIVAS DE INVERSION
	4.128
	
	
	4.128

	PRESTAMOS
	3.166
	
	
	3.166

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	300
	
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA
	1.007.754
	
	
	1.007.754

	SALDO FINAL DE CAJA
	2.000
	
	
	2.000




Artículo 2°.- Apruébanse los ingresos generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera, convertida a dólares, para el año 2013, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $
	Miles de Us$

	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:
	
	

	IMPUESTOS
	23.251.790.185
	2.121.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	7.418.005
	20

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	169.799.368
	2.159.201

	INGRESOS DE OPERACION
	17.354.485
	5.259

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	141.147.039
	30.133

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	119.653
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.631.077.952
	2.038.089

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	
	4.514.364

	ENDEUDAMIENTO
	2.976.000.000
	48.000

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	28.199.706.697
	10.918.066

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	14.824.352
	

	CONGRESO NACIONAL
	99.436.492
	

	PODER JUDICIAL
	361.201.011
	

	CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
	55.499.945
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PUBLICA
	2.058.861.247
	37.897

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	65.448.306
	162.508

	MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y TURISMO
	253.110.736
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	284.634.047
	

	MINISTERIO DE EDUCACION
	6.592.848.110
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	724.661.524
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	927.230.132
	217.095

	MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS
	1.561.852.937
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	337.978.799
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	13.229.915
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL
	5.727.975.621
	

	MINISTERIO DE SALUD
	2.748.069.959
	

	MINISTERIO DE MINERIA
	34.749.525
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	1.498.850.646
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	650.006.853
	

	
	
	

	
	Miles de $
	Miles de Us$

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO
	108.952.068
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	477.682.416
	

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	9.389.396
	

	MINISTERIO PUBLICO
	123.477.591
	

	MINISTERIO DE ENERGIA
	74.086.088
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Programas Especiales del Tesoro Publico:
FONDO DE ESTABILIZACION ECONOMICA Y SOCIAL
	35.439.562
	279.049

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	634.675

	FONDO PARA LA EDUCACION
	
	4.029.327

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	1.876.777.909
	4.549.761

	SERVICIO DE LA DEUDA PUBLICA
	665.783.860
	1.007.754

	SUBSIDIOS
	817.647.650
	

	TOTAL APORTES
	28.199.706.697
	10.918.066




Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 6.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.



Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 300.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.



Para los fines de este artículo, podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.



La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2013 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2013, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.



No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley N° 3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.500.000 miles.



La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N°1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al Fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N°1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N°1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N°1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2013, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N°151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, en el momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 01, 02 y 03, de los subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto, para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora, las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 10.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Artículo 11.- Durante el año 2013, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera, como asimismo a las dotaciones máximas fijadas para el personal regido por las leyes N°19.664 y N°15.076.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2013 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N°19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición, a cualquier título, de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados. 


Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N°1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2013 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 a 2012, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


-
65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


-
10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


-
25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1.
Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2.
Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


3.
Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.


4.
Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


5.
Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


6.
Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7.
Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N°19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


8.
Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


9.
Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N°19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


10.
Informe Trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


11.
Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.


En el caso del Fondo de Estabilización Económica y Social, el informe deberá ser presentado ante la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y contener, al menos, el detalle de aportes y retiros del período, debiendo identificarse y fundamentarse el destino de estos últimos.


12.
Informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley. Adicionalmente y en las mismas fechas, los organismos responsables de dichos programas, deberán publicar en su página web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.


13.
Informe, antes del 31 de diciembre de 2012, de los gastos considerados para el año 2013 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N°150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.


14.
La Dirección de Presupuestos, en el marco del Plan Araucanía, informará semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el nivel de avance de las cuarenta y seis iniciativas de inversión sectoriales consideradas en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 que se contempla desarrollar en la IX Región.


15.
Trimestralmente, copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados en el período, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre, y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en el trimestre anterior, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.


16.
Informe trimestral de los ingresos fiscales asociados a las medidas adoptadas para el financiamiento de la reconstrucción, incluyendo la ley N°20.469, que introduce modificaciones a la tributación de la actividad minera, la ley N°20.455, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, y la ley N°20.444, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones efectuadas en caso de catástrofe.


17.
Trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del período correspondiente, deberá enviarse un informe sobre el estado de cumplimiento del Plan Arica Parinacota y del Plan Arauco, en el que se indicará el estado de ejecución, montos transferidos, avance real de las obras que contemplen, todo ello desglosado según cada una de las áreas de intervención comprendidas.


18.
La Dirección de Presupuestos deberá remitir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe trimestral sobre el gasto devengado en el Gobierno Central en el ítem 07 (Publicidad y Difusión) del Subtítulo 22, desagregado por asignación, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior.


19.
Trimestralmente, informe sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.


Para dar cumplimiento a lo señalado en los párrafos anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes, debiendo además ser publicada en los mismos plazos en la página web de los organismos obligados a proporcionarla.


El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N°19.862 establecerá que la inscripción de cada operación de transferencia deberá señalar el procedimiento utilizado en su asignación, si es por concurso, asignación directa u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos; en el caso de la Cámara de Diputados, al departamento de Evaluación de la Ley, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, para su trabajo y remisión a quien lo solicite, sin perjuicio de su publicación en la página web del organismo respectivo.


La información deberá ser atingente e incluir las advertencias de porcentajes de cumplimientos de objetivos o indicadores.


Artículo 16.- Durante el año 2013, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N°19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 17.- Durante el año 2013, el Presidente de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.


Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N°19.847.


Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2013, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley N°19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.


Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos. 


Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N°1.263, de 1975.


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N°3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N°1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N°19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N°19.104 y el artículo 14 de la ley N°20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N°19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2013, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo ……, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria a partir del año 2013. 


Artículo 21.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 20% en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.


Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, por medio de sus respectivas páginas web. Asimismo, trimestralmente, deberán informar en las mismas páginas web acerca del gasto devengado en la asignación 22.07.001, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.


Artículo 23.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley deberán remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.


Artículo 24.- En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2013, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.


La información señalada en el inciso previo, desglosada por Ministerio, deberá estar disponible en el sitio web de la Dirección de Presupuestos, y deberá ser acompañada, en el plazo que corresponda, por la ejecución trimestral de los recursos indicados.


Artículo 25.- Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.


Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquellos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo por parte de las autoridades de los organismos señalados contraviene lo establecido en el artículo 52 del D.F.L. N° 1/19.653, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que hace referencia al principio de probidad administrativa.


Artículo 26.- Los Ministerios y Servicios deberán publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886.


Antes del 31 de marzo de 2013, deberá quedar conformada una comisión técnica transversal para que, en el plazo de seis meses, elabore un diagnóstico y proponga medidas que sirvan de base para el perfeccionamiento del sistema de compras públicas, particularmente en materia de licitaciones, adaptándolo a las mejores prácticas internacionales. Dicho informe deberá enviarse a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Sobre la base del informe emitido por la comisión transversal, y dentro del plazo de seis meses, el Ejecutivo enviará un proyecto de ley que perfeccione la actual normativa. Entre los aspectos a evaluar por la comisión se incluirán:


a.- La capacitación de los funcionarios públicos a cargo de las compras de los servicios y un levantamiento de los perfiles e incompatibilidades de ellos.


b.- Establecer la publicación del acta de evaluación de las licitaciones.


c.- La incorporación, como paso específico del proceso de compras, de un análisis previo de precios y costos para compras superiores a un monto que se defina.


d.- La separación de quienes hacen las bases y quienes participan del proceso de adjudicación.


e.- Implementación de un programa de asesoría especializada a los organismos públicos riesgosos, cuyo objetivo será entregar asesoría en procesos complejos, de alto impacto financiero y/o exposición pública. Se priorizará aquellos servicios identificados mediante un Modelo de Clasificación de Riesgo en Materia de Gestión de Compras, estableciendo estándares que permitan clasificar a los organismos públicos en distintos niveles de acuerdo a la exposición al riesgo que tiene en sus procesos de abastecimiento.”.

_________


Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIONES 85ª y 86ª, ESPECIAL Y ORDINARIA, RESPECTIVAMENTE, EN MIÉRCOLES 12 DE DICIEMBRE DE 2012

(Empalmadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento del Senado)


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y de Salud, señores Andrés Chadwick, Cristián Larroulet, Teodoro Ribera y Jaime Mañalich, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15), sea conocido por las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, en un nuevo primer informe, al tiempo que se les autorice a pronunciarse sobre el proyecto en general y en particular.


Se accede.

- - -


Luego, el señor Presidente saluda a la Asociación Gremial de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que se encuentran en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales, con informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.715-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -


Luego, para continuar la discusión en general, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Chahuán, Frei y Lagos.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro solicita que se vote la clausura del debate, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 141 del Reglamento.

- - -


Puesta en votación la solicitud mencionada, es aprobada por 25 votos a favor y 5 votos en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide y Tuma.

- - -


Puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 28 votos a favor y 5 votos en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Zaldívar, Pizarro, Bianchi y Coloma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Gómez y Tuma.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, también, el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente, en uso de la facultad que le confiere el N° 6° del artículo 23 del Reglamento de la Corporación, ordena que se excluyan del Diario de Sesiones y de la versión oficial de la prensa las expresiones que se vertieron en términos antiparlamentarios en el curso del debate.

- - -


Enseguida, se pone en discusión en particular el proyecto.


En primer término, se considera la indicación de los Honorables Senadores señores Tuma y Lagos, del siguiente tenor:


“1. Para reemplazar el inciso primero de la disposición transitoria vigésimo sexta propuesta por el artículo único del proyecto, por el siguiente:


“VIGÉSIMO SEXTA. Prorrógase el plazo para inscribir las candidaturas de los consejeros regionales hasta el día 11 de Enero del año 2013.”.


2. Para intercalar en la disposición transitoria vigésimo sexta propuesta por el artículo único del proyecto, un inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, del siguiente tenor:


“Los consejeros regionales que se elijan en las elecciones indirectas siguientes a la publicación de la presente reforma, durarán en sus cargos hasta el día que les corresponda asumir a los consejeros electos por sufragio universal en votación directa.”.”.


En la discusión, hace uso de la palabra el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada indicación, es rechazada por 24 votos en contra, 5 a favor y una abstención.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en particular el texto del proyecto de reforma constitucional propuesto por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que es aprobado por 24 votos a favor, 5 en contra y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor García-Huidobro.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.
- - -


Luego, se pone en discusión una indicación de los Honorables Senadores señores Chahuán y Coloma, para agregar a la disposición transitoria propuesta, un inciso del siguiente tenor:


“En el caso de que el cargo de consejero regional estuviese vacante, por no estar disponibles el titular y el suplente, ya sea por renuncia, inhabilidad u otro motivo, el que fue elegido en su oportunidad como titular, y en subsidio de éste, quien hubiese sido elegido como suplente, deberán proponer dos ternas al Gobierno Regional para llenar ambos cargos, respectivamente.”.


La indicación es retirada por sus autores.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la indicación de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Lagos que propone agregar un inciso final en la disposición transitoria vigésima sexta, nueva, que señale:


“Con todo, el día 21 de Diciembre de 2012, los Concejales electos con fecha 28 de Octubre de 2012, de aquellas Provincias creadas con posterioridad a la elección municipal del año 2008 se reunirán como Colegio electoral, en conformidad a lo dispuesto en el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, para el solo efecto que, mediante votación pública, elijan a los Consejeros Regionales que le correspondan según la legislación vigente, para que ejerzan su cargo en las mismas condiciones y por el mismo tiempo que dure la prórroga de los Consejeros de las otras provincias. Si de la distribución de Consejeros Regionales para una misma Región, efectuada por el Servicio Electoral, resultare que otras Provincias hubieren debido disminuir el número de Consejeros, éstos se mantendrán en sus cargos, debiendo la nueva Provincia elegir solamente el remanente.”.


Durante la discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Lagos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación transcrita, es rechazada por 15 votos en contra, 11 a favor y 5 abstenciones.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Uriarte.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Navarro, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Muñoz Aburto, Rossi y Zaldívar.

- - -


Enseguida, se pone en votación la indicación formulada por el Honorable Senador señor García-Huidobro, que propone agregar un inciso final a la disposición vigésimo sexta transitoria que señale lo siguiente: 


“Para este efecto, las adecuaciones a la ley orgánica respectiva deberán estar en vigencia antes del 20 de julio del año 2013.”.


La indicación es aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los 26 Honorables Senadores presentes, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Incorpórase, en la Constitución Política de la República, la siguiente disposición vigésimo sexta transitoria, nueva:


“VIGESIMOSEXTA. Prorrógase el mandato de los consejeros regionales en ejercicio a la fecha de publicación de la presente reforma constitucional, y el de sus respectivos suplentes, hasta el 11 de marzo del año 2014.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los consejeros regionales a que se refiere el inciso segundo del artículo 113 se realizará en conjunto con las elecciones de Presidente de la República y Parlamentarios, el día 17 de noviembre del año 2013.


Para este efecto, las adecuaciones a la ley orgánica constitucional respectiva deberán entrar en vigencia antes del 20 de julio del año 2013.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

__________


En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento del Senado, se acuerda empalmar las sesiones 85ª, especial, y 86ª, ordinaria.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 64ª, extraordinaria, y 65ª, especial, de 20 de noviembre; 66ª y 67ª, especiales, 68ª, ordinaria, y 69ª, especial, de 21 de noviembre; 70ª y 71ª, especiales, de 22 de noviembre; 76ª, especial, y 77ª, ordinaria, de 27 de noviembre, y 78ª, especial, de 28 de noviembre, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (Boletín N° 8.011-05).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Carlos Asenjo Zegers, en los cupos de abogados y Sebastián Valdés de Ferari, en el cupo de licenciado en Ciencias; como Ministros suplentes a la señora Carolina Fuentes Torrijo, en cupo de abogado y el señor Juan Escudero Ortúzar, en cupo de licenciado en Ciencias (Boletín Nº S 1.537-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó la observación N° 2 formulada por S. E. el señor Presidente de la República al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 (Boletín Nº 8.575-05) y que rechazó las restantes sin reunir el quórum constitucional para insistir en el proyecto aprobado por el Congreso Nacional (con urgencia calificada de discusión inmediata).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Moción


De los Honorables Senadores señor Frei, señora Rincón y señor Lagos, para iniciar un proyecto de ley que modifica la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios en materia de garantías respecto de los servicios de recolección y disposición de residuos sólidos domiciliarios (Boletín N° 8.727-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Frei, a contar del día 15 del mes en curso, para ausentarse del territorio nacional.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11) (con urgencia calificada de “simple”).


- Queda para la Tabla.

- - -


Igualmente, durante el desarrollo de la sesión, la Mesa recibe la siguiente solicitud de permiso constitucional:


Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del territorio de la República a contar del día sábado 15 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado. 

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y una bonificación adicional, con informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y

Tecnología y de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.447-04 con urgencia calificada de “simple”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es otorgar condiciones especiales a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI), por un período determinado, para la bonificación por retiro voluntario que contempla el TÍTULO II de la ley N° 19.882. Asimismo, concede una bonificación adicional y compatibiliza los beneficios y requisitos establecidos en la ley N° 20.305 a los funcionarios de la referida institución.


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación con fecha 28 de noviembre pasado, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro y Walker (don Ignacio).


Finalmente, indica que la Comisión de Hacienda, por su parte, también discutió la iniciativa en general y en particular, y la aprobó en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.

- - -


Seguidamente, se pone en votación, en general y en particular, el proyecto, que es aprobado por 33 votos favorables.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Walker (don Ignacio), señora Von Baer, señor Muñoz Aburto, señora Allende, señores Chahuán, Quintana, Letelier, Zaldívar y Prokurica, señora Alvear y señores Navarro y Frei.

- - -


Concluida la votación, a petición de los Honorables Senadores señores Frei y Escalona, se acuerda oficiar a S. E. el Presidente de la República a fin de solicitar que, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Educación para que se revise la situación laboral de los trabajadores y trabajadoras que prestan servicios en los jardines infantiles que funcionan vía transferencia de fondos (VTF), especialmente en cuanto a sus condiciones de trabajo y remuneraciones.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en los plazos a que se refiere la presente ley, y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en esta ley.


Artículo 2°.- Las siguientes condiciones se aplicarán al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumpla con los requisitos que se establecen en esta ley y cese en su cargo por aceptación de renuncia voluntaria dentro del periodo de vigencia de ésta y en los plazos que fijan los artículos 3° y 4°, para la concesión de la bonificación por retiro voluntario:


a)
El máximo de meses que establece el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N° 19.882, será de 11 meses, igual para hombres y mujeres;


b)
Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882, serán reemplazados por los que se indican en los artículos 3° y 4°, siguientes, y


c)
La bonificación que le corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.


Artículo 3°.- Establécense los siguientes plazos, conforme lo dispuesto en el artículo 1°:


a)
Los funcionarios y funcionarias que cumplan 65 o 60 años de edad respectivamente, entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre del año 2013, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo el primer trimestre del año 2013, indicando la fecha en que harán dejación de éste, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2014, y


b)
Los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos, entre el 1 de enero y el 30 de junio del año 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo durante el primer trimestre de 2014, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.


Con todo, las mujeres que cumplan 60 años desde la fecha de publicación de esta ley, podrán presentar la renuncia voluntaria a su cargo en cualquiera de los períodos indicados en los literales anteriores, fijando en la misma oportunidad la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá exceder al 31 de marzo del año siguiente a aquél en que la funcionaria comunicó la decisión de renunciar voluntariamente, y que como máximo podrá ser el 31 de marzo de 2015.


Artículo 4°.- El personal del servicio señalado en el artículo 1, que hubiere cumplido 65 años de edad, si son funcionarios y 60 años de edad, si son funcionarias, a contar del día 1 de agosto del año 2010 y hasta el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que no podrá exceder del 30 de junio de 2013. No obstante lo anterior, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso final del artículo anterior y comunicar su decisión de retiro voluntario en cualquiera de los periodos que se fijan en dicho artículo. 


Artículo 5º.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se acojan a lo dispuesto en los artículos 3° y 4°, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo octavo de la ley N° 19.882, continuos o discontinuos, que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento. El reconocimiento de los periodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley antes citada.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Igualmente, quienes la perciban quedarán afectos a lo dispuesto en el artículo décimo de la ley N° 19.882.


Artículo 6°.- Las edades exigidas en el artículo 1° para impetrar la bonificación podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. La bonificación deberá solicitarse dentro de los trimestres que corresponda, según se cumpla la edad requerida y de acuerdo a los periodos que se fijan para los funcionarios y funcionarias en actividad en los artículos 3° y 4°.


Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso final del artículo 3°, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquélla. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el título II de la ley N° 19.882.


Artículo 9°.- El personal que, cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule en los períodos indicados y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos y quedará sujeto a las normas establecidas en el título II de la ley N° 19.882.


Artículo 10.- El gasto que represente la aplicación de esta ley en lo que respecta a la bonificación por retiro, se financiará conforme lo dispone el párrafo 3° del título II de la ley N° 19.882 y la bonificación adicional se financiará, durante el presente año, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las funcionarias y funcionarios a que se refiere el artículo 4°, que perciban los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305 conjuntamente con la postulación a la bonificación que regula este cuerpo legal. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo segundo.- El personal que habiendo pertenecido a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hubiese cesado en sus funciones por renuncia voluntaria o para obtener una pensión de vejez de conformidad con el decreto ley 3.500, de 1980, entre el día 1 de julio de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, cumpliendo con las edades que fija el artículo 1° de esta ley y hayan percibido la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, tendrá excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en el artículo 5° de la presente ley, si cumple con los requisitos específicos para su percepción. Para ello, dicho personal deberá presentar una solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley.


Artículo tercero.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación adicional del artículo 5°, si cumplen con los requisitos establecidos para su percepción. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación dispuestos en el artículo 3° y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


Se considerarán para estos efectos hasta un total de 25 cupos distribuidos con un máximo de 5 cupos para el año 2012, hasta 10 cupos para el año 2013 y con un máximo de 10 cupos para el año 2014. 


De haber un mayor número de postulantes a cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias con mayor tiempo de servicio en la Junta Nacional de Jardines Infantiles y en la administración pública que sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad y años de servicio; luego aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, resolverá el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, teniendo en consideración las calificaciones obtenidas por los funcionarios o las funcionarias en los dos períodos anteriores a aquél en que postulen.”.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath pide recabar la anuencia de la Sala para que la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias entre ambas Cámaras en el proyecto de ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley           N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín 8.091-21), pueda sesionar paralelamente. Se accede. 

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios, con segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión

de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley de la referencia, que tiene el Boletín N° 7.484-01 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en la sesión de 11 de septiembre de 2012 y respecto de la cual la Comisión de Agricultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 5°, 6°, 7°, 11, 15 y 18 del proyecto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación, destacándose que el artículo 18 tiene rango orgánico constitucional.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, con excepción del artículo 18.

- - -


Destaca, el señor Secretario General, que la Comisión de Agricultura efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acogidas por unanimidad.


Agrega que la Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó las normas de su competencia en los mismos términos en que fueron despachadas por la de Agricultura. 


Cabe recordar que las enmiendas acogidas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.


Finalmente, señala que, de las enmiendas unánimes, la recaída en el artículo 19 es de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Agricultura, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°


Sustituir la expresión “Esta ley” por la frase “La presente ley”.

Artículo 2°

Inciso primero


Reemplazar la oración “regula con carácter obligatorio el” por la expresión “establece con carácter obligatorio un”. 


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.”.

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar la frase “el referido procedimiento” por la oración “el procedimiento que regula esta ley”.


- Sustituir la expresión “tales productos a” por los vocablos “éstos con”.

Artículo 3°

Letra e)


Eliminar la frase “aquel, que siendo un”, y sustituir la expresión “realiza los ensayos” por “que realiza los análisis”.

Letra f)


Suprimir la frase “aquel, que siendo un”, y sustituir la expresión “realiza los ensayos” por “que realiza los análisis”.

Letra g)


Eliminar la frase “aquel, que siendo un”; agregar, a continuación de la palabra “reglamento,” el pronombre “que”, y suprimir  la palabra “laboratorios” que precede a la expresión “de ensayo arbitrador”.

Letra ñ)


Reemplazar la frase “Inspector delegado” por el adjetivo “Veedor”.

Artículo 4°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.”.

Artículo 8°


Incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.


No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.”.

Artículo 9°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 


b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.”.

Artículo 10


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.”.

Artículo 12

Inciso segundo


Sustituir la expresión “los análisis” por las palabras “el examen”.

Artículo 13


Reemplazar la expresión “los análisis” por las palabras “el examen”.

Artículo 14


Reemplazar la frase “y su reglamento” por “y de sus reglamentos”.

Artículo 16

Letra d)


Sustituir las palabras “inspector delegado” por la frase “veedor o de quien haga sus veces”.

Artículo 17


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 19


Reemplazar la frase “con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales” por “con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°


Reemplazar la frase “pero con la debida autorización del” por “debidamente autorizado por el”.

Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° esta ley, deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes y el artículo 18 del proyecto, que son aprobados por 26 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 18 y 19 del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín Fernández, señora Rincón y señores García y Letelier.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Lagos, quien fundamenta su decisión.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley establece con carácter obligatorio un procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentran regulados por una ley especial.


Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.


Tratándose de productos importados, el procedimiento que regula esta ley permitirá obtener información que facilite la comparación de éstos con los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.


b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.


c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.


e) Laboratorio de ensayo: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.


f) Laboratorio de ensayo arbitrador: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.


g) Laboratorio de calibración: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, de ensayo arbitrador, o por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.


i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.


j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.


m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.


ñ) Veedor: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.


Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.


Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.


Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.


Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.

TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN


Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.


No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.


Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 


b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.


Artículo 10.- Los productores, salvo en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.


Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.

TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS


Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.


Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en el examen de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, el examen de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y de sus reglamentos.


Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.


Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 


a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.


b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.


c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.


d) Impedir u obstaculizar la actividad del veedor o de quien haga sus veces.


Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.


Artículo 18.- Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.


Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 12 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, debidamente autorizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° de la presente ley deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Larraín, don Hernán, Tuma y Walker, don Ignacio, en primer trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional, con informe de la Comisión

de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 8.097-04.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es reconocer a la rayuela como deporte nacional, para hacer de esta disciplina parte de la imagen del país, como símbolo cultural y patrimonial de la Nación. 


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Letelier y Walker (don Ignacio).

- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, y es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Declárase la actividad deportiva de la rayuela como deporte nacional.


Artículo 2°.- El Instituto Nacional del Deporte, en cumplimiento de las funciones establecidas en la ley N° 19.712, propondrá al Presidente de la República las políticas destinadas al desarrollo de la rayuela, en coordinación con las respectivas asociaciones y clubes de ese deporte, propendiendo a hacer de esa disciplina deportiva parte de la imagen de Chile, no sólo como deporte, sino que también como símbolo cultural y patrimonial de la Nación.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Bianchi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señora Allende (en el tiempo del Comité Partido Socialista) y señores Kuschel y Larraín Peña (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes y Partido Movimiento Amplio Social.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 87ª, ORDINARIA, EN MARTES 18 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional; Secretario General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet y Pablo Longueira, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 79ª y 80ª, empalmadas, ordinaria y especial, respectivamente, ambas de 28 de noviembre; 81ª, especial, y 82ª, ordinaria, de 11 de diciembre, y 83ª y 84ª, especiales, de 12 de diciembre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 8.720-07). 


2.- Observaciones al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 (Boletín Nº 8.575-05).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Diez de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con los tres primeros, informa que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera esta Corporación, a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de reforma constitucional que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín        Nº 8.715-06).


2.- Proyecto de ley que otorga una asignación asociada al mejoramiento del trato a los usuarios para los funcionarios pertenecientes a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares de los establecimientos de los servicios de salud (Boletín Nº 8.660-11).


3.- Proyecto de ley que crea una asignación asociada al mejoramiento de la calidad de trato al usuario, para los funcionarios regidos por el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal (Boletín Nº 8.661-11).


- Se mandó comunicar los referidos proyectos a S. E. el Presidente de la República.


Con el cuarto, comunica que aprobó la proposición de la Comisión Mixta sobre la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Con el quinto, informa que dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta sobre la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (Boletín N° 8.011-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.


Con los cinco últimos, comunica que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín       N° 8.720-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.


2.- El que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín N° 8.612-02) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.


3.- El que modifica el artículo 16 de la ley N° 20.019, sobre Sociedades Anónimas Deportivas (Boletín N° 7.553-29).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4.- El que declara deporte nacional las “carreras a la chilena” (Boletín N° 7.930-24).


5.- El que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín 8.404-29).


- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones: 


1.- Artículo 8°, numeral noveno, parte final, de la ley N° 18.101, modificada por la ley N° 19.886.


2.- Artículo 8°, inciso cuarto, de la ley N° 19.640, de 1999, orgánica constitucional del Ministerio Público. 


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 115, inciso primero, del Código Tributario; 25, inciso primero, del Código del Trabajo, y 111, inciso primero, del Código Procesal Penal.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Informa, a solicitud cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre situación del ciudadano chileno, nacionalizado danés, Eddy López López, secuestrado por piratas somalíes, en enero del año en curso, en el Golfo de Adén.

Del señor Ministro de Educación


Remite informes de los servicios dependientes de esa Secretaría de Estado, recaídos en los siguientes asuntos:


1.- Del señor Jefe de División de Educación Superior, que responde consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto de postulación a la beca Nuevo Milenium por estudiantes de la carrera de Asistente de Párvulos y Educación Básica, del Instituto La Araucana, de la ciudad de Osorno.


2.- Del Secretario General (PT) de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas que atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en lo tocante a ampliación de requisitos para postular, durante 2012, a la Beca Aysén.

De la señora Ministra (S) de Justicia


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Bianchi, García, Girardi, Horvath, Larraín Peña y Prokurica, que reitera petición a S. E. el Presidente de la República de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile (Boletín N° S 1.498-12).

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Da contestación a acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Gómez, Letelier, Prokurica, Tuma y Walker, don Patricio, referente al envío de un proyecto de ley que modifique el decreto ley Nº 3.500, de 1980, para liberar a las personas que reciben más de una pensión de la doble cotización en salud (Boletín N° S 1.496-12).

Del señor Ministro de Agricultura


Responde solicitudes de oficio sobre las materias que se señalan a continuación:


1.- De los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y Zaldívar, relativa a disminución en un 30,8% de los recursos considerados para subsidio agrícola en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, respecto del presupuesto en ejecución.


2.- Del Honorable Senador señor Bianchi, en materia de las acciones ejecutadas, en su oportunidad, para hacer frente al incendio que afectó al Parque Nacional Torres del Paine.

Del señor Ministro de Minería


Contesta petición de antecedentes, hecha en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre denuncias por prácticas antisindicales en contra de Minera Nevada y Barrick Servicios Mineros Ltda., en el desarrollo del proyecto Pascua Lama.

De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer


Informa, en respuesta a consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, que aquel servicio, por razones de competencia, no dispone de estudios sobre la aplicación del régimen de mediación obligatoria en los Juzgados de Familia.

Del señor Director de Políticas Multilaterales, del

Ministerio de Relaciones Exteriores


Atiende consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre pagos correspondientes a transferencias que el Estado de Chile efectuó a los Organismos Internacionales dependientes de Naciones Unidas, en el lapso 2008-2012.

Del señor Gerente de Asuntos Legales, de Televisión Nacional de Chile


Informa número de personas que trabajan en esa empresa con sus respectivas remuneraciones, incluidas las que perciben los integrantes del Directorio; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud, Región de Atacama


Da conocimiento, en respuesta a una solicitud de información cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, de documentos referentes a plan de acción de cierre de la empresa Agrosúper, en la comuna de Freirina.

De la señora Jefe de Gabinete del Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Da contestación a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto de petición del Sindicato de Trabajadores Independientes y Pescadores Artesanales de Amargos, Región de Los Ríos, en materia de acceso a una cuota de captura de la especie raya.

Del señor Jefe de Gabinete de la Presidencia del Banco del Estado de Chile


Responde petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre pago de seguros por el siniestro que afectó a la vivienda familiar, de propiedad del cónyuge de la solicitante señora Sandra Miranda Gómez.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA), con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Boletín Nº S 1.536-05). 


De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 8.720-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Hacienda, recaído en las observaciones formuladas por S. E. el señor Presidente de la República al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 (Boletín Nº 8.575-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305 (Boletín N° 8.686-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8.644-06).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional: 


1.- El que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de Bangladesh sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2011 (Boletín N° 8.485-10).


2.- El que aprueba el Acuerdo para la Constitución de la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010 (Boletín Nº 8.574-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.995 en materia de publicidad de las actividades, bienes y servicios de los casinos de juego (Boletín N° 8.731-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto y señora Allende, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en materia de publicidad de las sesiones del Comité de Ministros (Boletín N° 8.732-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Chahuán y Escalona, para iniciar un proyecto de ley que regula el nombramiento de un administrador provisional en las instituciones de educación superior que reciban aportaciones fiscales (Boletín N° 8.734-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de las Honorables Senadoras señoras Alvear y Allende, con la que proponen un proyecto de ley que regula el voto de los chilenos en el exterior.


- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


En el curso de la sesión, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01), con excepción de la recaída en el artículo 19, e informa la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y se designa a los miembros de la Comisión de Agricultura como integrantes de la referida Comisión Mixta.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar como si fueren de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria del día de hoy, los siguientes asuntos:


a) el proyecto de ley que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305 (Boletín N° 8.686-04).


b) el oficio de S. E. el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA) (Boletín N° S 1.536-05).


c) las observaciones al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 (Boletín Nº 8.575-05).


2.- Poner en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, los siguientes proyectos de ley:


a) el que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 8.720-07), y


b) el que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (Boletín Nº 7.818-14), signado con el número 3 en la Tabla de la sesión ordinaria de hoy.


3.- Poner en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Carlos Asenjo Zegers, en los cupos de abogados y Sebastián Valdés de Ferari, en el cupo de licenciado en Ciencias; como Ministros suplentes a la señora Carolina Fuentes Torrijo, en cupo de abogado y el señor Juan Escudero Ortúzar, en cupo de licenciado en Ciencias (Boletín Nº S 1.537-05).


4.- Citar a sesión especial para el día de mañana, entre las 10:30 horas y las 12:30 horas, para tratar el proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley         N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21).


5.- Citar a sesión especial para el día de mañana, entre las 12:30 horas y las 13:00 horas, para resolver sobre el oficio de S.E. el Presidente de la República que recaba el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Manuel Muñoz Pardo (Boletín     Nº S 1.535-05).


6.- Autorizar a la Comisión de Hacienda para conocer del proyecto de ley que posterga el reavalúo, prorroga los actuales avalúos de bienes raíces con destino habitacional, y reduce la periodicidad del reavalúo de los bienes raíces de las distintas series (Boletín Nº 8.725-05), antes que se dé cuenta del oficio de la Cámara de Diputados comunicando la aprobación de dicho proyecto.


7.- Fijar el siguiente calendario de semanas regionales, para el próximo año y hasta enero de 2014.


- Marzo: Desde el lunes 25 hasta el viernes 29 de marzo.


- Abril: Desde el lunes 22 hasta el viernes 26 de abril.


- Mayo
: Desde el lunes 27 hasta el viernes 31 de mayo.


- Junio: Desde el lunes 24 hasta el viernes 28 de junio.


- Julio: Desde el lunes 22 hasta el viernes 26 de julio.


- Agosto: Desde el lunes 19 hasta el viernes 23 de agosto.


- Septiembre: Desde el lunes 23 hasta el viernes 27 de septiembre.


- Octubre: Desde el lunes 21 hasta el viernes 25 de octubre.


- Noviembre: Desde el lunes 11 hasta el viernes 15 de noviembre.


- Diciembre: Desde el lunes 23 de diciembre hasta el viernes 3 de enero de 2014.


- Enero 2014: Desde el lunes 27 hasta el viernes 31 de enero de 2014.

_________


Posteriormente, el Honorable Senador señor Bianchi solicita recabar la unanimidad de la Sala a fin de incluir en la Tabla del día de hoy, el proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (Boletín N° 8.011-05).


Se acuerda incluirlo en el cuarto lugar de la Tabla de hoy, como si fuere de Fácil Despacho.

- - -


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Allende solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre y en el de la Honorable Senadora señora Alvear, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que regula el voto de los chilenos en el exterior -asunto al que adhirió la Honorable Senadora señora Rincón-, la cual fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita requerir autorización de la Sala para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento pueda sesionar paralelamente. Se accede.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura,

Ciencia y Tecnología y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.686-04 y con urgencia calificada de “suma”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es otorgar la bonificación ya señalada a los asistentes de la educación en los establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por estas para administrar la educación municipal en los establecimientos regidos por la ley respectiva, y en las direcciones de educación municipal.


Asimismo, la iniciativa concede una bonificación adicional por antigüedad para el referido personal, por una sola vez, en la medida en que tengan al menos 15 años de servicios efectivamente prestados. Ambos beneficios son de carácter transitorio.


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto en general y particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 11 de diciembre de 2012, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker (don Ignacio).


Agrega que, en cuanto a la discusión en particular, la citada Comisión efectuó tres enmiendas, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.


Finalmente, informa que la Comisión de Hacienda, por su parte, también discutió el proyecto en general y en particular, aprobándolo en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.

- - -



Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados:

Artículo 1°


- Sustituir la conjunción “y”, que antecede a la expresión “en las Direcciones de Educación Municipal (DEM)” por una coma (,) e intercalar, a continuación de la referida expresión, la siguiente frase “y en la entidad administradora de las referidas corporaciones sin fines de lucro”.


- Intercalar antes de la expresión verbal “cumplan”, la frase “hayan cumplido o”.

Artículo 2°


Intercalar antes de la expresión verbal “cumplan”, la frase “hayan cumplido o”.

- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, y es aprobado por 34 votos a favor, con las modificaciones propuestas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Tuma, Letelier, Bianchi, Navarro, Quintana, Uriarte, Zaldívar, García-Huidobro, Chahuán, García y Muñoz Aburto.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Otórgase una bonificación por retiro voluntario para el personal que se desempeñe al 1 de agosto de 2012 como asistente de la educación en los establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, en los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, en los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM), en las Direcciones de Educación Municipal (DEM) y en la entidad administradora de las referidas corporaciones sin fines de lucro que a la fecha de publicación de esta ley se mantengan en tal calidad, y que en el período comprendido entre el 20 de enero de 2008 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres y hagan efectiva su renuncia voluntaria respecto del total de horas que sirven en los organismos antes señalados, en los plazos y condiciones que se fijan en esta ley.


Artículo 2°.- En el año 2013 podrán postular los trabajadores que hayan cumplido o cumplan con los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, entre el 20 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2012, para lo cual deberán presentar sus postulaciones dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, formalizando su renuncia voluntaria con carácter irrevocable, cuya fecha no podrá exceder el primer trimestre del año siguiente al de la postulación.


Quienes cumplan con los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, entre el 1 de enero de 2013 y el 30 de junio de 2014, podrán acogerse al beneficio, postulando hasta el 31 de mayo de 2014, formalizando su renuncia voluntaria con carácter irrevocable, cuya fecha no podrá exceder el primer trimestre del año siguiente al de la postulación.


Con todo, las mujeres que cumplan con los requisitos del artículo 1° podrán participar en cualquiera de los períodos que contempla esta ley y como máximo hasta aquél que corresponda al año en que cumplan la edad de 65 años.


El término de la relación laboral se producirá cuando el empleador ponga a disposición del asistente de la educación la totalidad de la bonificación a que tenga derecho.


Artículo 3°.- Concluidos los procesos de postulación y enviados los antecedentes a la Subsecretaría de Educación, conforme se establece en la presente ley, ésta los evaluará y mediante resoluciones otorgará los beneficios y transferirá los recursos fiscales a los empleadores, correspondientes a los beneficios que conceden los artículos 6° e inciso segundo del artículo primero transitorio, o los provenientes del anticipo de las subvenciones regulados por el artículo 11 de la ley N°20.159, conforme la autorización que concede el inciso tercero del artículo 5° de esta ley, según corresponda.


Recibidos los recursos por parte del empleador, deberán ser puestos inmediatamente a disposición de cada trabajador seleccionado.


La aplicación de los anticipos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el artículo 11 de la ley N°20.159, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. La Subsecretaría de Educación deberá poner en conocimiento de la Contraloría General de la República, los hechos que no se ajusten a las disposiciones de la presente ley.


Artículo 4°.- Podrán acceder a la bonificación establecida en esta ley, hasta un total de 3.987 beneficiarios. Durante el año 2013 se podrán otorgar hasta 2.000 cupos, y en 2014, hasta 1.987.


Los cupos establecidos para un año podrán ser incrementados con los cupos que no hubieren sido utilizados en el año anterior. Asimismo, aquellos funcionarios que habiendo postulado en el período anterior hubiesen cumplido los requisitos para acceder, sin que se les haya otorgado el beneficio por falta de cupos, tendrán el derecho preferente de pago al año siguiente sin necesidad de una nueva postulación.


Artículo 5°.- La bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° será equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio prestado en las entidades mencionadas en dicho artículo, con un máximo de once meses.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al trabajador durante los doce meses inmediatamente anteriores al de la resolución que concede el beneficio, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y será de cargo del empleador. Sin perjuicio de ello, éste podrá solicitar, para su financiamiento, el anticipo de subvención previsto en el artículo 11 de la ley Nº20.159. Para el caso del personal que cumple funciones en establecimientos regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980, esta bonificación será de cargo de la institución administradora y se financiará con el aporte que perciban para operación y funcionamiento.


Artículo 6°.- Los trabajadores a los que se conceda la bonificación a que se refieren los artículos anteriores, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional por antigüedad de cargo fiscal, siempre que al menos tengan quince años de servicio efectivamente prestados en la calidad de asistente de la educación en las entidades que señala el artículo 1°. El monto de la bonificación dependerá de los años de servicio de cada trabajador efectivamente prestados en la calidad de asistente de la educación en las entidades que señala el artículo 1°, adicionando si procede, el tiempo servido en los organismos o entidades educacionales del sector público que se hayan traspasado a la Administración Municipal, de acuerdo a la tabla que se incluye a continuación:

	Antigüedad
	Monto de la Bonificación Adicional

	Años de servicio
	UF

	15
	55,20

	16
	55,20

	17
	55,20

	18
	55,20

	19
	55,20

	20
	55,20

	21
	63,00

	22
	72,00

	23
	82,00

	24
	93,00

	25
	106,00

	26
	121,00

	27
	138,00

	28
	158,00

	29
	180,00

	30
	205,00

	31
	234,00

	32
	266,00

	33
	304,00

	34
	346,00

	35 y más
	395,00



Para el cálculo de este beneficio se considerará el valor de la unidad de fomento vigente al 28 de febrero del año en que el beneficiario postule a la bonificación.


El monto de la bonificación adicional fijado en este artículo corresponde a una jornada ordinaria de trabajo de 45 ó 44 horas semanales, según el régimen a que esté afecto el trabajador. Si la jornada fuere inferior a lo indicado, se calculará en forma proporcional a la que esté contratado. Si por alguna condición, la jornada fuere mayor o se desempeña en más de un establecimiento con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a la bonificación adicional correspondiente a las referidas cuarenta y cinco o cuarenta y cuatro horas semanales y según su antigüedad.


En todo caso, el personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento educacional percibirá la bonificación adicional en relación a su jornada y a la antigüedad en cada uno de ellos, con el límite precedentemente indicado.


Esta bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 


Artículo 7°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° como la adicional por antigüedad contemplada en el artículo anterior serán incompatibles con toda indemnización que por concepto de término de la relación laboral o por años de servicio en el sector municipal, pudiere corresponder al personal asistente de la educación, cualquiera que fuere su origen y a cuyo pago concurra el empleador o el Fisco, especialmente con aquellas a que se refiere el artículo 163 del Código del Trabajo. Adicionalmente, los beneficios de esta ley serán incompatibles para el trabajador que hubiera percibido cualquier otro beneficio con anterioridad en relación con su renuncia voluntaria al cargo o función. En ningún caso podrán contabilizarse años de servicio que hayan servido para el cálculo de beneficios homologables anteriores.


En todo caso, si el trabajador hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.


Artículo 8°.- Los asistentes de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán volver a ser contratados en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1° como tampoco en las municipalidades, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio de la bonificación por retiro, el personal que no renuncie voluntariamente al total de horas que sirve.


Las entidades enumeradas en el artículo 1° que disminuyan dotaciones de personal de asistentes de la educación, por aplicación de esta ley, sólo podrán aumentarla por incremento efectivo en la matrícula, cambios en la modalidad educativa o ampliaciones de infraestructura.


Artículo 9°.- El personal que postule durante los años 2013 y 2014 a la bonificación que otorga el artículo 1° de conformidad a los requisitos establecidos en dicho artículo, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso tercero del artículo 2°, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades de este cuerpo legal, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los trabajadores asistentes de la educación que se desempeñaban como tales al 19 de enero de 2008 y que a la fecha de la publicación de esta ley se mantengan en tal calidad, que hubieren cumplido los requisitos para acogerse a los beneficios que concedió la ley N°20.244 y no lo hicieron, podrán postular de manera excepcional, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, a una bonificación de carácter especial, de cargo del empleador, equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio prestado en los establecimientos señalados en el artículo 1° de esta ley, con un máximo de once meses. Para estos efectos, la remuneración imponible se calculará según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° y el empleador podrá hacer uso del mecanismo de financiamiento señalado en el inciso tercero del mismo artículo.


El personal que perciba la bonificación del inciso anterior y que tenga al menos 15 años de servicio efectivamente prestados en calidad de asistente de la educación en las entidades a que se refiere el artículo 1° a la fecha de publicación de la ley, recibirá adicionalmente y por una sola vez, un bono, de cargo fiscal, equivalente a 50,7 unidades de fomento. Para el efecto, se considerará el valor de la unidad de fomento vigente al día 28 de febrero del año correspondiente al de la postulación al beneficio.


Concluido el período de postulación y con el mérito de los antecedentes enviados por los respectivos empleadores, la Subsecretaría de Educación a través de resolución fundada determinará los beneficiarios de esta bonificación excepcional. Copia de esta resolución será remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


A los beneficios establecidos en este artículo le serán aplicables las incompatibilidades y restricciones establecidas en el artículo 7° de esta ley.


Para estos efectos, se otorgará un total de 200 cupos.


De haber un mayor número de postulantes a cupos disponibles, se dará prioridad a los trabajadores con mayor antigüedad en las instituciones beneficiarias de esta ley que sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que les impidan el desempeño de la labor en forma continua, a continuación a los de mayor edad y años de servicio; luego aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.

_________

Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA), con informe de las Comisiones de Relaciones

Exteriores y de Defensa Nacional, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Boletín Nº S 1.536-05, que tiene la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Añade que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron información sobre la materia de parte del señor Ministro de Defensa Nacional, del Subsecretario de Defensa y del Delegado para Operaciones de Paz del Estado Mayor Conjunto, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Walker (don Patricio), resolvieron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el Presidente de la República.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la solicitud en análisis que es aprobada por 27 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Gómez.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, con informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de la referencia, que tiene el Boletín N° 8.575-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que el Primer Mandatario presentó cinco observaciones al texto despachado por el Congreso Nacional.


Informa que la Cámara de Diputados aprobó la observación N° 2) y rechazó las individualizadas con los números 1), 3), 4) y 5). Requerida para pronunciarse si insistía en el proyecto aprobado por el Congreso Nacional respecto de los textos referidos en las mencionadas observaciones, no reunió el quórum constitucional para tal finalidad.


Destaca que la Comisión de Hacienda del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Orpis y Pizarro, acordó no pronunciarse respecto de las observaciones signadas con los números 1), 3), 4) y 5). Lo hizo en atención al rechazo de que fueron objeto en la Cámara de Diputados y a no haberse reunido en dicha Corporación el quórum de insistencia en lo pertinente en el proyecto despachado por el Congreso Nacional, y habida cuenta de lo dispuesto en los artículos 73 de la Constitución de Política de la República y 36 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso.


Agrega que con la misma unanimidad consignada precedentemente, la citada Comisión propone aprobar la observación N° 2), que agrega en la Partida 09 del Ministerio de Educación, Capítulo 01 Subsecretaría de Educación, Programa 30 Educación Superior, un párrafo final en la Glosa 13, asociada a la Asignación 401 (Fondo de Desarrollo Institucional - Infraestructura).


Finalmente, hace presente que las observaciones se discuten en general y en particular a la vez, se votan separadamente y no procede dividir la votación. Cabe recordar, asimismo, que para insistir en el texto despachado por el Congreso Nacional se requieren los votos de dos tercios de los Senadores presentes.

- - -


Es menester destacar que las observaciones formuladas por el Primer Mandatario son las siguientes:

PARTIDA N° 05, MINISTERIO DEL INTERIOR Y

SEGURIDAD PÚBLICA


1) Para suprimir en el Capítulo 68 (Gobierno Regional Región VIII Bío Bío), Programa 02 (Inversión Regional región VIII), Subtítulo 13, Asignación 011 (Servicio de Gobierno Interior), en la Glosa 01, el texto que sigue a continuación de la frase “ejecución de los estudios, proyectos y programas.”, y hasta el punto final (.), que dice: 


“El programa de Desarrollo Integral Arauco Avanza deberá contemplar, entre otros, la construcción de un centro de formación técnica, un centro para el tratamiento de la discapacidad, un centro para el tratamiento integral de drogodependientes, estudios para la habilitación de una oficina provincial de CORFO y recursos para regularizar derechos de aguas de los pequeños agricultores de la Provincia.


Con estos recursos se podrán comprar terrenos, contratar en forma conjunta estudios de prefactibilidad, factibilidad y sus diseños, financiar total o parcialmente iniciativas de inversión en las áreas de salud y educación de carácter público, tanto de carácter técnico como profesional.


Estos recursos permitirán financiar complementariamente acciones concurrentes que beneficien a la población usuaria. El traspaso de estos recursos cuando corresponda, podrá realizarse con las condiciones establecidas en la presente glosa o las normativas que a la institución le son aplicables.”.

PARTIDA 09, MINISTERIO DE EDUCACIÓN


2) Para agregar en el Capítulo 01 (Subsecretaría de Educación), Programa 30 (Educación Superior), el siguiente párrafo final en la glosa 13, asociada a la asignación 401 (Fondo de Desarrollo Institucional - Infraestructura):


“Los bienes inmuebles que se adquieran con estos recursos serán destinados exclusivamente para fines educacionales, a lo menos por 30 años. Estos bienes deberán quedar hipotecados a favor del Fisco y sujetos a la prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos durante 30 años.  


En lo que sea pertinente, se aplicará la regulación establecida en el artículo 8 de ley N° 19.532.”.

PARTIDA 15, MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL


3) Para suprimir en el Capítulo 01 (Subsecretaría del Trabajo), Programa 03 (Pro empleo), subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 264 (Programa Inversión en la comunidad), el siguiente párrafo en la Glosa 07, que expresa:


“El personal así contratado estará afecto a los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias, del mismo modo y en las mismas condiciones que disponen los artículos 2 y 8 de la Ley N° 20.559 de 16 de diciembre de 2011.”.


4) Para suprimir en el Capítulo 01 (Subsecretaría del Trabajo), Programa 03 (Pro empleo), subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 264 (Programa Inversión en la comunidad), el párrafo final en la Glosa 07, que dice:


“En el caso de la región del Bío Bío a que se refiere esta glosa mantendrá a lo menos los mismos cupos del año 2012.”.

PARTIDA 50, TESORO PÚBLICO


5) Para sustituir en el Capítulo 01 (Fisco), Programa 03 (Operaciones Complementarias), en la Glosa 03, en su párrafo segundo, el numeral 1), que se inicia a partir de los dos puntos (:) que sigue a la frase “indica a continuación” y termina en el número “2)”, por el siguiente:


“1) Ex trabajadores de la ex empresa Carbonífera Schwager, que, adicionalmente a los requisitos generales para impetrar el beneficio, cumplan las siguientes exigencias: a) tener a lo menos 50 años de edad al momento de la postulación; b) acreditar una antigüedad mínima de 10 años de trabajo al interior de la mina y c) haber egresado del yacimiento entre los años 1990 y 1994;”.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión las observaciones reseñadas y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores García, Zaldívar, Chahuán, Navarro, Lagos, Gómez, Orpis y Ruiz-Esquide, señora Rincón y señor Larraín Fernández.

- - -


En sus respectivas alocuciones, los Honorables Senadores señores Chahuán, Navarro y Lagos hacen reserva de constitucionalidad en lo relativo a los programas de generación de empleo.

- - -


Cerrado el debate, se somete a votación, en primer lugar, la observación N° 2) que es aprobada por 24 votos a favor, un voto en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación las observaciones N°s 1), 3), 4) y 5), que son rechazadas por 13 votos en contra, 12 a favor y un pareo -sin reunirse el quórum necesario para insistir en las respectivas normas del texto aprobado por el Congreso Nacional-.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).

- - -


La Sala acuerda también, esta vez por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, encomendar a la Comisión de Trabajo y Previsión Social el estudio de las posibilidades de regularización de la situación laboral de las personas que se desempeñan en proyectos del Programa Pro empleo.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas

extremas del país

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.011-05 y urgencia de “discusión inmediata”. 

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo primero

Número 3)


Consultar un número 3) del siguiente tenor:


“3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:


i) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”.


ii) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“En las regiones de Aysén y de Magallanes y en las provincias de Chiloé y Palena, esta bonificación se pagará sólo en los casos que las remuneraciones sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país.”.”.

Artículo séptimo


Efectuar las siguientes enmiendas aprobadas por el Senado en segundo trámite constitucional:

Encabezamiento


Sustituir la palabra “zonas” por la voz “regiones”. 

Artículo 1°

Inciso primero


Sustituir la palabra “zonas”, que antecede a “geográficamente”, por “regiones”, y remplazar la frase “gocen de los beneficios establecidos en el”, por lo siguiente: “tengan la calidad de Zona Franca en los términos del artículo 1º del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del”. 

Inciso segundo


Remplazar la palabra “zona” por el término “región”.

Inciso tercero


Sustituir, en la primera oración, la palabra “zonas” por “regiones”, y remplazar, en la segunda oración, el vocablo “zona” por “región”. 

Artículo 6º


Remplazar la expresión “se considerarán,”, por lo siguiente: “así como el territorio de la provincia de Palena, se considerarán respecto de aquéllas,”.

Artículo 7°


Intercalar, a continuación de la palabra “disposiciones”, lo siguiente: “del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado”. 

- - -


El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta y es aprobada por 29 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.853, que crea una bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones I, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena:


1) Intercálase en el título de la ley la expresión “XV,” entre “las Regiones I,” y “XI, XII y Provincias de Chiloé y Palena”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:


i) En el inciso primero:


a) Sustitúyese el guarismo “2003” por  “2012”.


b) Sustitúyese el guarismo “2006” por  “2025”.


c) Intercálase la expresión “XV Región,” entre “actuales o futuros de la Primera Región,” y “de las provincias de Chiloé y Palena”.


d) Sustitúyese el guarismo “147.000” por “182.000”.


e) Intercálase, entre las expresiones “domicilio y trabajo permanente” y “en la Región o provincia respectiva”, la siguiente: “, incluso aquellos con jornadas parciales,”.


f) Sustitúyese el guarismo “2004” por  “2013”.


ii) Suprímese en el inciso segundo la frase “para los años 2003, 2004, 2005 y 2006,”.


3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:


i) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 2°, la expresión “medios magnéticos” por “cualquier medio de soporte”.


ii) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En las regiones de Aysén y de Magallanes y en las provincias de Chiloé y Palena, esta bonificación se pagará sólo en los casos que las remuneraciones sean superiores en un 20% al salario mínimo mensual vigente en el país.”. 


4) Incorpórase el siguiente artículo 5°:


“Artículo 5°.- Para optar al pago de la bonificación, los empleadores deberán presentar una declaración jurada en la cual declararán no haber sido condenados, en los últimos seis meses, por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador.”.


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria:


1) Intercálase la expresión “Arica y Parinacota,” entre “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”.


2) Sustitúyese los guarismos “2000” y “2007” por “2012” y “2025”, respectivamente.


3) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Durante los años señalados en el inciso precedente, el fondo podrá destinar anualmente hasta 2.500 millones de pesos a bonificar las inversiones y reinversiones productivas que los pequeños y medianos inversionistas realicen en las antes mencionadas regiones y provincias. Dicha cantidad se reajustará anualmente en la Ley de Presupuesto, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.


La distribución de los recursos del fondo se efectuará mediante uno o más decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.”.


Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°3, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo creado por el artículo 38 del decreto ley Nº 3.529, de 1980:


1) Intercálase en el encabezado, antes del Título I, entre las expresiones “regiones extremas de” y “Tarapacá, Aysén del Presidente Carlos Ibáñez del Campo”, la siguiente: “Arica y Parinacota,”.


2) Suprímese el inciso segundo del artículo 1º.


3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 3° la expresión “artículo 1°” por la frase “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980.”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 4° la expresión “artículo 1° de este estatuto,” por “artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980,”. 


5) Sustitúyese el inciso final del artículo 6º por el siguiente: 


“Para determinar criterios de evaluación en la calidad de los proyectos, se considerará la capacidad para ejecutarlos, su mérito innovador, el grado de ejecución, la incorporación de valor agregado y su impacto regional. En el caso de proyectos que contemplen más de una etapa de desarrollo, también se considerará el incremento del monto de las inversiones respecto de las etapas previas.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9º:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9º.- En cada año calendario se recibirán desde el 15 de noviembre hasta el 31 de diciembre, ambas fechas inclusive, las peticiones de bonificación que se pagarán con cargo al presupuesto del año calendario siguiente.”.


b) Reemplázase en el inciso quinto la frase “en un plazo no superior al 15 de enero siguiente.” por “en un plazo no superior al último día hábil del mes de febrero siguiente.”.


7) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 11:  


a) Suprímense en el inciso primero las oraciones que vienen a continuación del primer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte. 


b) Elimínase en el inciso segundo la oración que va a continuación del punto seguido.


8) Sustitúyese el inciso primero del artículo 12 por el siguiente: 


“Artículo 12º.- El Comité Resolutivo estará integrado por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, quien lo presidirá; por el Director Regional de la Corporación de Fomento de la Producción, quien será el responsable técnico; por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Hacienda, o quien haga sus veces; y por el Secretario Regional Ministerial del Ministerio de Desarrollo Social. Adicionalmente, el Comité estará también integrado por tres empresarios, nombrados por el Intendente según el procedimiento que esta autoridad determine. Estos representantes del sector privado no podrán postular a la bonificación, ni tampoco empresas o personas relacionadas, en las que ellos tengan interés.”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17:   


a) Incorpórase en el inciso primero, a continuación de la expresión “cheques nominativos”, la siguiente frase: “, vale vista bancario o transferencia electrónica a la cuenta bancaria que señale en su postulación”.


b) Suprímese en el inciso final la frase “, así como sobre la pertinencia del cobro o devolución de boletas de garantía”.


Artículo cuarto.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota y modifica los cuerpos legales que indica, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio de Hacienda:


1) Sustitúyese el epígrafe del Título I por el siguiente: “Normas aplicables para la XV Región”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:


a) Reemplázanse en el inciso primero la expresión “las provincias de Arica y Parinacota” por “la XV Región”; y los vocablos “esas provincias” por “dicha región”.


b) Suprímense en el inciso cuarto las frases “, de más de 5 unidades” y “, con una superficie construida no inferior a 1.000 m2”.


c) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:


“Sólo podrán acceder a este beneficio los contribuyentes cuyos proyectos de inversión superen las 500 unidades tributarias mensuales.”.


d) Sustitúyense en el inciso séptimo los guarismos “2011” y “2034” por “2025” y “2045”, respectivamente.


3) Introdúcese el siguiente artículo 1º bis:


“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:


1. Beneficio.


Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.


En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.


En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.


Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.


2. Beneficiarios. 


Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.


3. Declaración jurada y deberes de información. 


Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán y el monto total de la inversión. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.


En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 


Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.


Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.


4. Período de aplicación. 


Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.


Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 


5. Sanciones. 


En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 


Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.


4) Reemplázase en el artículo 2º la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.


5) Introdúcese el siguiente inciso segundo en el artículo 6°:


“En el caso del artículo 1º bis, para efectos de la aplicación de las sanciones señaladas en este artículo, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos, debidamente reajustados, de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.


6) Reemplázase en el artículo 7º la expresión “ley N° 19.366,” por “ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.


7) Introdúcese en el artículo 27 el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, las industrias a que se refiere el artículo 27 del señalado decreto con fuerza de ley, podrán acogerse al régimen de recuperación de los impuestos del decreto ley N° 825, de 1974, mencionado en el inciso anterior, por las ventas de mercancías de su propia producción que hagan a la zona franca de extensión o a otros usuarios de zona franca. Estas operaciones deberán documentarse a través del intercambio de mensajes mediante el uso de un sistema tecnológico que determinará el Servicio de Impuesto Internos mediante resolución, la cual fijara además el contenido de dichos mensajes.”.


8) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 35, el guarismo “2012” por “2025”.


Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.606, que establece incentivos para el desarrollo económico de las regiones de Aysén y de Magallanes, y de la provincia de Palena:


1) En el artículo 1º:


a) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “2011” por “2025”.


b) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo “2030” por “2045”.


c) Suprímense en el inciso cuarto las expresiones “de a lo menos 500 m2 construidos” y “, de más de 5 unidades, con una superficie total construida no inferior a 1.000 m2,”.


d) Sustitúyese el inciso séptimo por el siguiente:


“Este beneficio sólo podrá otorgarse a los contribuyentes cuya inversión en bienes objeto del crédito a que se refiere esta ley, supere las 500 unidades tributarias mensuales.”.


2) Introdúcese el siguiente artículo 1º bis:


“Artículo 1º bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los contribuyentes que efectúen inversiones al amparo de la presente ley, podrán suspender sus pagos provisionales obligatorios de acuerdo a las siguientes reglas y por los períodos que a continuación se indican:


1. Beneficio.


Cuando el monto del crédito estimado para el ejercicio, de acuerdo a lo señalado en la declaración que contempla el número 3 de este artículo, por las inversiones a que se refiere la presente ley, sea igual o exceda del promedio del impuesto de primera categoría que el contribuyente haya determinado durante los tres últimos años tributarios, podrá suspender totalmente sus pagos provisionales obligatorios. Para el cálculo de dicho promedio, se considerará que el impuesto de primera categoría es igual a cero, cuando el contribuyente hubiese determinado una pérdida tributaria como resultado del respectivo ejercicio.


En caso que el crédito estimado para el ejercicio fuere inferior al promedio del impuesto de primera categoría señalado en el inciso anterior, el contribuyente podrá suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial.


En los casos indicados anteriormente, el crédito estimado corresponderá al remanente de los créditos de que trata esta ley que puedan imputarse en los años tributarios siguientes, más el crédito que se estime para el ejercicio respectivo, determinándose éste en función de la tasa de crédito que corresponda de acuerdo al artículo anterior, aplicada sobre los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley, independientemente de que dicho crédito se encuentre o no devengado al término del mismo.


Para calcular el promedio indicado, el impuesto de primera categoría se convertirá a unidades tributarias mensuales según su valor vigente al término del año comercial a que corresponda el impuesto. El número de unidades tributarias mensuales así obtenido se reconvertirá al valor en pesos que aquéllas tengan a la fecha en que se presente la declaración jurada indicada en el número 3 de este artículo.


2. Beneficiarios.


Los contribuyentes podrán acceder a lo dispuesto en el numeral anterior, a partir del cuarto año comercial contado desde aquel en que hayan presentado su declaración jurada de inicio de actividades afectas al impuesto de primera categoría. Los demás contribuyentes podrán suspender los pagos provisionales mensuales obligatorios durante todo el plazo señalado en el número 4, hasta por un monto equivalente al 25% de los desembolsos totales destinados a las inversiones a que se refiere esta ley, estimados para el correspondiente año comercial, sin perjuicio de que a partir del cuarto año comercial señalado precedentemente, aplicarán íntegramente lo dispuesto en el número anterior.

3. Declaración jurada y deberes de información.


Para los efectos de acogerse a lo dispuesto en este artículo, los contribuyentes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, una declaración jurada en tal sentido, acompañando un detalle técnico del proyecto de inversión, sus fechas estimadas de inicio y término, una especificación de los bienes que se adquirirán o construirán y el monto total de la inversión. La declaración jurada referida deberá ser complementada por los contribuyentes, en cada año comercial en que se acogerán al beneficio de este artículo, respecto de un mismo proyecto de inversión, debiendo informar al Servicio de Impuestos Internos, en la misma forma antes indicada, los desembolsos que proyecten efectuar y el monto del crédito estimado para el mismo período, calculado en la forma indicada en el número 1 anterior.


En todo caso, los contribuyentes siempre podrán rectificar, de manera fundada, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos, la información respecto del crédito estimado y los desembolsos proyectados para el ejercicio, que se destinen a las inversiones a que se refiere esta ley. Del mismo modo, podrán declarar, también fundadamente, que no continuarán desarrollando el proyecto de inversiones que da derecho al beneficio. 


Cuando de lo informado por el contribuyente en su declaración rectificatoria resultare un porcentaje menor de suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, o no correspondiere suspensión alguna, deberá, respecto de los ingresos brutos que correspondan al mes de dicha rectificación y a los siguientes, cumplir con la obligación de efectuar pagos provisionales obligatorios mensuales de acuerdo a las reglas generales.


Los contribuyentes informarán también, en la respectiva declaración mensual de impuestos, el monto de los ingresos brutos para efectos del cálculo de los pagos provisionales mensuales obligatorios de cada período en que se hayan suspendido tales pagos conforme a este artículo.


4. Período de aplicación.


Los contribuyentes podrán hacer uso del beneficio que establece este artículo a contar de los pagos provisionales obligatorios que deban declararse y pagarse por los ingresos brutos obtenidos a contar del mes de la presentación de la declaración jurada antes referida, y hasta el término de ese año comercial.


Con todo, podrán suspender los pagos provisionales obligatorios de los períodos mensuales siguientes, aplicando las reglas establecidas en los números 1 y 2 anteriores, siempre y cuando presenten previamente al Servicio de Impuestos Internos la declaración jurada complementaria establecida en el inciso primero del número 3 anterior. 


5. Sanciones.


En caso que los contribuyentes hubieren suspendido los pagos provisionales mensuales obligatorios en forma indebida, se considerarán para todos los efectos legales como pagos provisionales obligatorios no declarados ni pagados, por lo que éstos se adeudarán junto con los reajustes, intereses y multas que correspondan. 


Para estos efectos, se considerará indebida la suspensión de los pagos provisionales mensuales obligatorios, cuando el contribuyente hubiere informado en la declaración jurada establecida en el número 3 anterior, o en su declaración complementaria o rectificatoria, en su caso, un crédito estimado superior a aquél que hubiese correspondido en función de los desembolsos destinados a las inversiones a que se refiere esta ley efectivamente realizados en el ejercicio, o cuando se haya invocado una suspensión por un monto superior a la que corresponda de acuerdo a las reglas de este artículo o a los antecedentes en que se funda.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo señalado en los incisos segundo y tercero del artículo 3º, y de la posibilidad de los contribuyentes para invocar otros regímenes de suspensión de sus pagos provisionales mensuales obligatorios, de acuerdo a otras disposiciones legales vigentes.”.


3) Sustitúyese en el artículo 2º la expresión “artículo anterior” por “artículo 1º”.


4) Introdúcese en el artículo 7º el siguiente inciso segundo:


“En el caso del artículo 1º bis, y sin perjuicio de lo establecido en el número 5 de dicha disposición, se entenderá que el monto defraudado es el equivalente a los pagos provisionales mensuales obligatorios efectivamente suspendidos en exceso de lo informado al Servicio de Impuestos Internos de acuerdo a lo señalado por el número 3 del mismo artículo.”.


5) Reemplázase en el artículo 8º la expresión “ley N° 19.366,” por “ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,”.


Artículo sexto.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 18.841, que establece un sistema simplificado de exportaciones, la expresión “1 unidad tributaria mensual” por “cero coma cinco unidades tributarias mensuales”.


Artículo séptimo.- Apruébase la siguiente ley, que autoriza el establecimiento de una Zona Franca en las regiones geográficamente aisladas del país: 


“Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de una Zona Franca en las regiones geográficamente aisladas del país, que a la fecha de publicación de esta ley no tengan la calidad de Zona Franca en los términos del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria. Lo anterior es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 8º de esta ley.


Para estos efectos, se considerará región geográficamente aislada, aquella que no cuente con conectividad vial terrestre íntegra y por rutas nacionales con el resto del territorio nacional.


Un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido previo informe del Ministerio de Obras Públicas, establecerá las regiones que cumplan con el requisito señalado en el inciso anterior. Asimismo, un decreto expedido de la misma forma establecerá la pérdida del carácter de región geográficamente aislada, y el momento desde el cual se ha producido dicha pérdida.


Artículo 2º.- La administración y explotación de las Zonas Francas reguladas en esta ley será entregada por el Estado de Chile, a través del Intendente de la respectiva Región y previa autorización del Ministro de Hacienda, a las personas jurídicas que cumplan con las bases que para tales efectos determinen dichas autoridades, mediante contratos cuyas condiciones serán libremente pactadas con los interesados de conformidad con la legislación nacional. La aprobación de estos contratos deberá efectuarse mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el que fijará la fecha de entrada en funcionamiento de cada Zona Franca.


Toda renovación o prórroga de los contratos de concesión deberá siempre someterse a los mismos trámites legales, administrativos y de control que se encuentren vigentes al momento de la prórroga o renovación.


Artículo 3°.- El precio pagado por el concesionario con motivo de la concesión irá en beneficio, en un veinte por ciento, de la municipalidad donde se ubique la Zona Franca; y en el mismo porcentaje, en beneficio de la comuna donde se ubique la capital regional respectiva. En caso que la municipalidad donde se instale la Zona Franca corresponda a la capital regional, la asignación será de un veinte por ciento. En cualquier caso, el monto restante irá en beneficio de las demás municipalidades de la respectiva Región, en partes iguales. Los recursos que reciban los municipios por aplicación de este artículo, sólo podrán destinarse a financiar proyectos de inversión y sus correspondientes estudios.


Artículo 4°.- El régimen de Zona Franca, su administración y explotación, se extenderá hasta el término de la respectiva concesión, renovación o prórroga que se encuentre vigente, en su caso, incluso cuando la Región deje de cumplir con la condición señalada en el artículo 1°.


Artículo 5°.- La administración y supervigilancia de las Zonas Francas establecidas por esta ley corresponderá al Intendente Regional respectivo, quien deberá establecer los procedimientos internos de control y fiscalización que sean necesarios para cautelar el fiel cumplimiento de las disposiciones aplicables a dichas Zonas Francas.


Artículo 6°.- Los territorios de las Regiones donde se instalen las Zonas Francas señaladas en esta ley, así como el territorio de la provincia de Palena, se considerarán respecto de aquéllas, para todos los efectos legales y reglamentarios, Zonas Francas de Extensión, siéndoles aplicables las normas relativas a estas últimas.


Artículo 7°.- En todo lo que no fuere incompatible con esta ley, se aplicarán a las Zonas Francas del artículo 1° las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley      N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, y su normativa complementaria.


Artículo 8°.- Aquellas Regiones en las que se instale una Zona Franca de acuerdo a lo previsto en esta ley y que al momento de su instalación se encuentren acogidas al régimen de Zona Franca de Extensión respecto de otra Zona Franca, mantendrán vigente e inalterado su régimen jurídico respecto de esta última.”.


Artículo octavo.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, el guarismo “2012” por “2025”.


Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República para dictar uno o más textos refundidos, coordinados y sistematizados, que contengan todas o algunas de las leyes que se modifican por la presente ley, para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en modo alguno, su verdadero sentido y alcance. Esta facultad podrá ser ejercida dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo décimo.- La presente ley entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2012. En el caso de las modificaciones introducidas en la ley    N° 19.420 y en la ley N° 19.606, éstas se aplicarán respecto de las inversiones consistentes en bienes que sean adquiridos o terminados de construir a partir de dicha fecha.


Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto por el número 3) del artículo cuarto, y por el número 2) del artículo quinto, comenzará a regir luego de 90 días corridos desde la fecha de la publicación de la presente ley.


El artículo séptimo comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud y certificado de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión en particular de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.914-11 y urgencia “suma”.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la proposición de la Comisión de Salud para el inciso tercero del artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único.


En primer lugar, el Honorable Senador señor Zaldívar retira la petición de votación separada que formuló en una sesión anterior respecto de esta norma.


Luego, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier, Larraín Fernández, Espina, Girardi, Zaldívar, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Pizarro solicita que se vote la clausura del debate, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 142 del Reglamento.

- - -


Puesta en votación la solicitud mencionada, es aprobada por 24 votos a favor, 2 en contra y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma y Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Tuma y Walker (don Ignacio).

- - -


Puesto en votación el mencionado inciso tercero propuesto por la Comisión de Salud, es aprobado por 20 votos a favor, 6 en contra, 2 abstenciones y 3 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Lagos, Letelier, Ruiz-Esquide, Girardi y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Pérez Varela y Pizarro.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín Fernández.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para el inciso final del artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único, la que es aprobada por 14 votos a favor, 7 en contra y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Letelier.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana y Rossi.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Rossi.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Tuma y Walker (don Ignacio).

- - -


En consecuencia, queda rechazada la proposición respectiva hecha por la Comisión de Salud.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud (contemplada en el informe complementario de su segundo informe) respecto del N° 4 de la letra b) del artículo 10, contenido el numeral 9) del artículo único, y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Rossi.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha proposición, es aprobada por 19 votos a favor, una abstención y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Coloma y Girardi.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Tuma y Walker (don Ignacio).

- - -


Consecuencialmente, se rechaza la letra h) del inciso primero del artículo 11, contenido en el numeral 10) del artículo único del proyecto aprobado en general.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.419, que regula actividades que indica relacionadas con el tabaco:


1) Reemplázase en el artículo 1° la expresión “productos hechos con tabaco” por “productos de tabaco”.


2) En el artículo 2°:


a) Reemplázase, en la letra b), la frase “productos hechos con tabaco” por “productos de tabaco”.


b) Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Productos de tabaco: los productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco y destinados a ser fumados, chupados, mascados o aspirados;”.


c) Incorpórase la siguiente letra d), nueva, pasando la actual letra d) a ser e):


“d) Espacio interior o cerrado: Aquel espacio cubierto por un techo o cerrado entre una o más paredes o muros, independientemente del material utilizado, de la existencia de puertas o ventanas y de que la estructura sea permanente o temporal.”.


3) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Se prohíbe la publicidad del tabaco y de elementos de las marcas relacionados con dicho producto.


La prohibición indicada se extiende en los mismos términos y con los mismos efectos a la publicidad indirecta realizada por medio de emplazamiento, donde se muestra en medios de comunicación masiva el consumo de productos o marcas de productos hechos de tabaco.


Del mismo modo, se prohíbe en programas transmitidos en vivo, por televisión o radio, en el horario permitido para menores, la aparición de personas fumando o señalando características favorables al consumo de tabaco.


Asimismo, se prohíbe la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación “punto cl”.


Las compañías tabacaleras deberán informar anualmente al Ministerio de Salud el detalle de donaciones efectuadas, así como de los gastos en que incurran en virtud de convenios con instituciones públicas, organizaciones deportivas, comunitarias, entidades académicas, culturales y organizaciones no gubernamentales.”.


4) En el artículo 4°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Se prohíbe la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de cien metros de distancia de los establecimientos de educación básica y media.  La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público.”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Se prohíbe la venta de productos de tabaco al interior de los establecimientos de salud, sean públicos o privados.”.


5) Sustitúyese en el artículo 5° la expresión “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


6) En el artículo 6°:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la locución “hechos con tabaco” por “de tabaco”; la frase “, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán” por la palabra “deberá”, y la expresión “de 12 meses” por la frase “mínima de doce meses y máxima de veinticuatro meses”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la locución “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


c) Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente:


“El decreto indicado establecerá entre dos y seis advertencias, que podrán ser diseñadas con dibujos o fotografías y leyendas. El referido decreto entrará en vigencia tres meses después de su publicación. Durante el plazo señalado en el inciso primero, éstas deberán figurar en toda la producción nacional y la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional, en forma simultánea.”.


d) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Los productores, comercializadores o distribuidores deberán incorporar las advertencias en similares porcentajes en el total de los productos de tabaco que cada uno de ellos produzca, comercialice o distribuya. Para dicho fin, al inicio de la vigencia de las advertencias, informarán por escrito al Ministerio de Salud las cantidades de productos de tabaco respectivos y la distribución de las advertencias en ellos. Toda modificación a la información señalada deberá ser comunicada al Ministerio de Salud de inmediato.


Si al entrar en vigencia las nuevas advertencias quedaran saldos en bodega con las advertencias anteriores, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.”.


e) Sustitúyese el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Las advertencias sanitarias deberán estar siempre a la vista, en todos los puntos de venta de productos de tabaco.”.


7) En el artículo 7°:


a) Reemplázase la frase “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Habrá un plan nacional de educación sobre el tabaco y sus daños, el que deberá actualizarse al menos cada cinco años.”.


8) Sustitúyese el artículo 9° por el que sigue a continuación:


“Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos de tabaco deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. No podrán comercializarse los productos de tabaco que contengan aditivos que no hayan sido previamente informados al Ministerio de Salud.


El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos. Además, en los casos mencionados anteriormente, podrá establecer los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.


Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de sus caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.”.


9) Sustitúyese el artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares:


a) Todo espacio cerrado que sea un lugar accesible al público o de uso comercial colectivo, independientemente de quien sea el propietario o de quien tenga derecho de acceso a ellos.


b) Espacios cerrados o abiertos, públicos o privados, que correspondan a dependencias de:


1. Establecimientos de educación parvularia, básica y media.


2. Recintos donde se expendan combustibles.


3. Aquellos lugares en que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos.


4. En las galerías, tribunas y otras aposentadurías destinadas al público en los recintos deportivos, gimnasios o estadios. Esta prohibición se extiende a la cancha y a toda el área comprendida en el perímetro conformado por dichas galerías, tribunas y aposentadurías, salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.


c) Medios de transporte de uso público o colectivo, incluyendo ascensores.”.


10) Sustitúyese el artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:


a) Establecimientos de educación superior, públicos y privados.


b) Aeropuertos y terrapuertos.


c) Teatros y cines.


d) Centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general.


e) Supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.


f) Establecimientos de salud, públicos y privados, exceptuándose los hospitales de internación siquiátrica que no cuenten con espacios al aire libre o cuyos pacientes no puedan acceder a ellos.


g) Dependencias de órganos del Estado.


h) Pubs, restaurantes, discotecas y casinos de juego.


Se deberán habilitar, en los patios o espacios al aire libre, cuando ellos existan, lugares especiales para fumadores en los casos indicados en las letras f) y g) del inciso anterior. Para dicho efecto, el director del establecimiento o el administrador general del mismo será responsable de establecer un área claramente delimitada, procurando siempre que el humo de tabaco que se genere no alcance las dependencias internas de los establecimientos de que se trate. Con todo, siempre el director del establecimiento o su administrador general podrá determinar que se prohíba fumar en lugares abiertos de los establecimientos que dirija o administre.”.


11) Derógase el artículo 12.


12) Derógase el artículo 13.


13) En el artículo 14:


a) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo:


“Artículo 14.- En los lugares de acceso público, se deberán exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles.”.


b) Sustitúyese en su inciso primero, que ha pasado a ser segundo, la frase “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


14) En el artículo 15:


a) En el inciso primero suprímese las expresiones “Juez de Letras o” y sustitúyese el vocablo “siguiente” por “tercero”.


b) Sustitúyense los  incisos segundo y tercero, por los siguientes:


“Los inspectores de la municipalidad respectiva también fiscalizarán el cumplimiento de esta ley, y denunciarán ante los tribunales señalados en el inciso precedente, las infracciones que constaten.


El juez de policía local que corresponda, será el facultado para imponer la sanción correspondiente, y contra su resolución procederán los recursos que franquea la ley.  El procedimiento se sujetará a lo establecido en la ley N° 18.287.”.


c) Sustitúyese en su inciso final el vocablo “fiscal” por “municipal”.


15) En el artículo 16:


a) Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “hechos con tabaco” por “de tabaco”.


b) En el inciso primero: 

 
i. Incorpórase un nuevo numeral 1), pasando los actuales 1) al 12) a ser 2) al 13), respectivamente, del siguiente tenor:


"1) Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, por la venta, la compra para vender, la comercialización en cualquier forma, la distribución, el transporte y el almacenaje de productos de tabaco, de cualquier forma, clase o naturaleza, que no cumplan con las obligaciones legales en materia sanitaria, aduanera, tributaria y de propiedad intelectual.  En estos casos, la multa procederá sin perjuicio de las sanciones penales que pudieren corresponder.  Además, en caso de reincidencia, se decretará la clausura del establecimiento, comercio o lugar donde se hubiere cometido la infracción por un período de quince días.”.


ii. En el numeral 2), que ha pasado numeral 3):

 
- Incorpórase en la letra a), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente oración: “Además, en caso de reincidencia, se podrá decretar la clausura del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción por un período de quince días.”.


- Elimínanse, en la letra b), las frases “fuera de los lugares de venta, o comunicación al público de la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3°”.


- Suprímense las letras c. y d., pasando la letra e. a ser c., y agrégase la siguiente letra d.


“d. Transgredir las normas acerca de los porcentajes de distribución de advertencias en productos de tabaco, de conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 6°.”.


iii. En el numeral 5), que ha pasado a ser 6), Incorpórase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Además, en caso de reincidencia, se podrá decretar la clausura, por un período de quince días, del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción.”.


iv. Derógase el numeral 7), modificándose la numeración correlativa.


v. Incorpórase, en el numeral 8), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Además, en caso de reincidencia, se podrá decretar la clausura del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción por un período de quince días.”.


vi. En el numeral 10): derógase la letra a. y sustitúyese en la letra b. la oración “y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 13" por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14”.


vii. Reemplázase en el numeral 11) la expresión “1 unidad tributaria mensual” por la siguiente: “2 unidades tributarias mensuales”.


viii. Sustitúyese en el numeral 12) la oración “media unidad tributaria mensual” por la siguiente “2 unidades tributarias mensuales”.


ix. Reemplázase en el numeral 12) la expresión “10, 11, 12 y 13” por la siguiente “10 y 11”.


c) Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente:


“En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa. Se considerará como reincidencia el incumplimiento reiterado de cualquiera de las normas de esta ley, esto es, dos o más infracciones cometidas en un plazo inferior a un año, contado desde la primera infracción.”.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.".

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Horvath, Gómez, Escalona y Sabag, señora Pérez San Martín y señores Chahuán y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 88ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 19 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Justicia, señores Cristián Larroulet y Pablo Longueira y señora Patricia Pérez, respectivamente. Asisten, también, de la Subsecretaría de Pesca, el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio, y las asesoras, señoras María Alicia Baltierra y Mónica Ríos.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 79ª y 80ª, empalmadas, ordinaria y especial, respectivamente, ambas de 28 de noviembre; 81ª, especial, y 82ª, ordinaria, de 11 de diciembre, y 83ª y 84ª, especiales, de 12 de diciembre, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en sendos oficios de S. E. el Presidente de la República para requerir el acuerdo del Senado en los siguientes asuntos:


1.- Nombramiento como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema del señor Juan Manuel Muñoz Pardo (Boletín Nº S 1.535-05) (con la urgencia prescrita por el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental). 


2.-Nombramiento como Ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, de los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Carlos Asenjo Zegers, en los cupos de abogados y Sebastián Valdés de Ferari, en el cupo de licenciado en Ciencias, y como Ministros suplentes, de la señora Carolina Fuentes Torrijo, en cupo de abogado y del señor Juan Escudero Ortúzar, en cupo de licenciado en Ciencias (Boletín Nº S 1.537-05) (con la urgencia prescrita por el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


- Quedan para Tabla.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y

sus modificaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso de los asesores del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Se accede.

El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.091-21 y urgencia de “discusión inmediata”.


Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de las enmiendas del Senado al ARTÍCULO 1° del proyecto, referidas a la letra c) del numeral 3); al numeral 38); al numeral 39); al numeral 123), en lo que respecta a la letra g) que incorpora en el artículo 173; al ARTÍCULO 7° del proyecto, al ARTÍCULO tercero transitorio, nuevo; al ARTÍCULO décimo quinto transitorio; incisos segundo y tercero del ARTÍCULO décimo sexto transitorio; al ARTÍCULO décimo séptimo transitorio, y al ARTÍCULO vigésimo cuarto transitorio, nuevo.


Destaca que la Comisión Mixta deja constancia de que se abocó al estudio de las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras y que, además, acordó por unanimidad introducir enmiendas en diversos otros preceptos del proyecto que, aun cuando no fueron objeto de discrepancia, se consideraron necesarias para alcanzar los acuerdos que hicieran posible aprobar el proyecto.


Señala que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, propone aprobar, en una sola votación, el texto que consigna, dejando constancia de que casi la totalidad de las decisiones fueron adoptadas por unanimidad, con la salvedad de dos de ellas, que fueron sólo por mayoría.  Hace presente que la citada Comisión deja constancia de que su proposición contiene diversas disposiciones que son de quórum calificado.


Finalmente, indica que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión del día 18 de diciembre de 2012, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

“ARTÍCULO 1°

Número 2)


Agregar al numeral 2) la nueva letra f) que figura a continuación, pasando la actual a ser letra g) y así sucesivamente:


“f) Modifícase el numeral 56), que define “Especies ornamentales”, en el sentido de agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La captura de dichos organismos deberá ser autorizada por la Subsecretaría, previo informe técnico fundado.”.”.

Número 3)

Letra c)


- Agregar en el párrafo primero de la letra c), a continuación del punto seguido, lo siguiente: “Estas cuotas globales de captura se podrán determinar por períodos de hasta tres años, debiendo siempre establecerse la magnitud anual. En el evento que no se capture la totalidad en un determinado año no se podrá traspasar al año siguiente.”.


- Remplazar en el párrafo referido a la “Cuota para imprevistos”, la expresión “2%” por “1%”.


- Agregar los siguientes párrafos nuevos, a continuación del párrafo referido a la “Cuota para imprevistos”:


“- Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño, de conformidad con la ley N° 20.416: se podrá reservar hasta el 1% de la cuota global de captura de todas las especies, con excepción de los recursos  bentónicos, los demersales y las algas, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre dichas especies y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo.


La cuota no licitada acrecerá a la cuota global de captura. La licitación se efectuará cada tres años, de conformidad con las reglas establecidas en un reglamento que deberá establecer cortes que permitan la participación de todas las plantas que califiquen.


La cuota sólo podrá ser extraída por armadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero. La inscripción deberá corresponder a la misma pesquería objeto de la licitación y sólo permitirá operar en el área autorizada a la respectiva embarcación.


Los adjudicatarios de la subasta sólo podrán procesarla para consumo humano directo, quedando prohibido su traspaso o venta antes de dicho proceso.


En el caso de las pesquerías de pequeños pelágicos, con excepción del jurel y la caballa, salvo en el caso de las pesquerías de pez espada y tiburón, se podrá reservar del porcentaje a licitar una parte para destinarla exclusivamente a carnada.


Esta reserva se adjudicará mediante licitación, en la que sólo podrán participar armadores artesanales inscritos en la pesquería de que se trate.


Las normas de la licitación serán establecidas en un reglamento y deberá garantizarse que ésta se efectúe en cortes que permitan la participación de todas las categorías dentro de los armadores artesanales.”.


- Agregar un párrafo segundo, nuevo, al número 2 de la letra c) propuesta, del siguiente tenor:


“No obstante lo anterior, en el caso de las pesquerías de recursos bentónicos el Comité Científico Técnico establecerá criterios para la determinación de la cuota global, cuando corresponda, considerando la información disponible y las particularidades de los recursos de que se trate.”.

Letra f)


Reemplazar la letra f), agregada al numeral 3), por la siguiente:


“f) En aquellas pesquerías de especies pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que su estado de explotación haga que las cuotas de captura sean significativamente diferentes, que además se encuentren en estado de plena explotación y que el sector pesquero artesanal esté sometido al régimen artesanal de extracción, en la fracción artesanal de la cuota global de captura la Subsecretaría podrá establecer, por región y organización, una cuota objetivo para la especie dominante y una cuota en calidad de fauna acompañante de la especie minoritaria, fijando porcentajes de ésta respecto de ambas especies, medido en peso para cada viaje de pesca. 


En los casos en que la cuota de fauna acompañante se haya agotado y exista remanente sin capturar de la cuota de la especie objetivo, la Subsecretaría podrá autorizar la continuidad de la operación en la región u organización correspondiente, autorizando que el Servicio impute la captura de la especie minoritaria a la especie dominante, en una proporción de uno es a tres, con un límite equivalente al 25% de la cuota global de captura que se haya fijado para la especie minoritaria.”.

Número 5)


- Reemplazar el artículo 4° B por el siguiente:


“Artículo 4° B.- El Servicio deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre las actividades y acciones de fiscalización efectuadas en materia de pesca y acuicultura, en el año anterior. La cuenta deberá comprender, asimismo, los resultados de las acciones de fiscalización efectuadas y el cumplimiento de las medidas de administración y conservación del año anterior. El informe deberá publicarse en su página web.”. 


- Incorporar un nuevo artículo 4° C, pasando el actual 4° C a ser artículo 4° D, del siguiente tenor:


“Artículo 4° C.- La Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre las actividades y acciones de fiscalización en el ámbito pesquero y de acuicultura efectuadas en el año anterior. La cuenta deberá comprender, asimismo, los resultados de las acciones efectuadas y el cumplimiento de las medidas de administración y conservación del año anterior. También deberá dar cuenta de las acciones de fiscalización pesquera del área de alta mar aledaña a las costas nacionales.


El informe deberá publicarse en su página web.”.

Número 19)

Artículo 26 B


Eliminar, en la segunda oración, las expresiones “entre otras,”, “y a las normas” y “jornadas de trabajo,”.

Número 20)

Artículo 27


Reemplazar, en el inciso sexto, la cifra “3,3” por “4,2”.

Número 37)

Artículo 40 B


- Remplazar en el inciso primero la expresión “doble” por la palabra “triple”.


- Reemplazar en el inciso final la expresión “200” por el término “300”.

Artículo 40 C


- Reemplazar la expresión “250” por el término “1.000”.


- Intercalar en el inciso primero las palabras “el doble de”, entre la preposición “por” y los vocablos “las toneladas”.


- Reemplazar en el inciso segundo las palabras “el doble” por “el triple”.


- Reemplazar en el inciso final la expresión “200” por “300”.

Artículo 40 D


Agregar el siguiente inciso final al artículo 40 D: 


“En el evento de que el Capitán sea reincidente en una de las infracciones contempladas en los artículos anteriores será sancionado con una multa de 300 a 500 unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 40 E


Reemplazar las cifras“100” por “300” y “1.000” por “2.000”.”.

Número 38)

Artículo 43


- Agregar la siguiente letra b), nueva, pasando la letra b) a ser letra c):


“b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la locución “Fondo de Investigación Pesquera”, la oración “o para estudios, programas o proyectos de investigación pesquera y de acuicultura contenidos en el programa de investigación”, e incorpórase, a continuación de la expresión “patente única pesquera”, la oración “o de la patente e impuesto específico a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter”.


- Sustituir la letra b), que ha pasado a ser letra c), por la siguiente:


“c) Elimínanse los incisos cuarto y quinto.”.

Número 39)

Artículo 43 bis


Reemplazar la expresión “clase A” por “clases A y B”.

Número 40)

Artículo 43 ter


Reemplazar, en la letra a), el guarismo “3,3” por “4,2”.

Número 59)


Agregar a este numeral la siguiente letra d), nueva:


“d) Incorpórase un nuevo inciso octavo, pasando el actual a ser noveno, del siguiente tenor: 


“La limitación del inciso anterior no regirá respecto de la pesquería de merluza austral y congrio dorado en las regiones Xª, de Los Lagos; XIª, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y XIIª, de Magallanes y Antártica Chilena.”.”.

Número 123), nuevo


Incorporar el siguiente numeral 123), nuevo, pasando los números 123), 124) y 125) a ser 124), 125) y 126), respectivamente:


“123) Modifícase el artículo 162 de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de las palabras “plena explotación”, la frase “recuperación y desarrollo incipiente o con su acceso cerrado.”, pasando el punto aparte a ser una coma;


b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“No obstante lo anterior, el Servicio sólo podrá autorizar el uso de embarcaciones de transporte en pesquerías contempladas en el inciso anterior, en cuyo caso deberá establecer el área de operación, el uso obligatorio de posicionamiento automático en el mar y certificación de desembarque, así como un sistema de control de la información de desembarque de la nave transportadora y de las capturas de la o las naves o pescadores a los cuales les ha transportado sus capturas.”.”.

Número 123)


Pasa a ser número 124.

Artículo 173


Insertar en este numeral la siguiente letra g):


“g) Programas de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y por causal no imputable al trabajador, siempre que tengan más de 55 años de edad y 15 años de antigüedad en el sector, a lo menos, y que no sean beneficiarios de alguna pensión estatal o jubilación anticipada o por enfermedad, para lo cual se estará a la información que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social proveerá a través de los servicios que corresponda. Estos beneficios no serán reembolsables y sólo se entregarán de forma anual, por un máximo de tres años, de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento, priorizándose en su entrega a aquellas personas que acrediten mayor vulnerabilidad social. En todo caso, este beneficio no podrá exceder de 40 unidades de fomento anual por cada trabajador beneficiario.”.

ARTÍCULO 7°


Incluir el siguiente artículo 7°:


“Artículo 7°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, suspéndese en la Xª Región, de Los Lagos, el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos.


Suspéndese, asimismo, en la Xª Región, de Los Lagos, hasta el 31 de diciembre de 2015, el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, salvo las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca al 30 de septiembre de 2012, cuya superficie solicitada no exceda de seis hectáreas o, siendo superior a seis hectáreas y menor a 9 hectáreas, el solicitante modifique la superficie hasta una extensión total de seis hectáreas. Exceptúanse, asimismo, de esta disposición, las solicitudes que cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca.


Las solicitudes de concesión de acuicultura para mitílidos ingresadas al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura con posterioridad al 30 de septiembre de 2012 o las que no se encuentren en los casos previstos en el inciso anterior deberán ser denegadas.


Las suspensiones de que trata este artículo estarán referidas a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.”.

ARTÍCULO tercero transitorio


Incluir el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Si al cabo de tres años de determinados los puntos biológicos de referencia de las pesquerías a que se refiere el artículo segundo transitorio de la presente ley, no se ha cumplido con la condición establecida en el inciso primero del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se realizará, por unidad de pesquería, la pública subasta del 15% de la fracción industrial de la cuota global en tres años consecutivos, a razón de 5% anual. En el caso de las pesquerías colapsadas, estas subastas procederán cuando de conformidad con la determinación de los puntos biológicos de referencia se haya alcanzado el estado de sobreexplotación.”.

ARTÍCULO décimo cuarto transitorio


Reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “de julio” por “de diciembre”.

ARTÍCULO décimo quinto transitorio


Agregar los siguientes incisos segundo a décimo tercero, nuevos:


“Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, tratándose de la unidad de pesquería del bacalao de profundidad (Dissostichus eleginoides) declarada en régimen de desarrollo incipiente por decreto N° 328, del Ministerio de Economía, de 1992, en el área de las aguas jurisdiccionales al sur del paralelo 47° Latitud Sur, el porcentaje a subastar a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, durante un período de 5 años a partir del año 2013, se dividirá en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal.


Los remanentes no asignados en la subasta durante un año calendario acrecerán la cuota a licitar del otro sector.


En la subasta del 5% para los pescadores artesanales sólo podrán participar los armadores que cuenten con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad así como los pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal de la XIª Región, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de la XIIª región, de Magallanes y Antártica Chilena. A los adjudicatarios se les otorgará un permiso extraordinario de pesca de una vigencia de 10 años, con coeficiente fijo.


Los permisos extraordinarios de pesca sólo serán transferibles entre pescadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.


Los pagos anuales correspondientes a la subasta de los pescadores artesanales se efectuarán en dos cuotas, pagaderas los meses de junio y diciembre. La primera cuota se pagará en el mes de junio del año siguiente a la subasta.


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas.


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivos los permisos extraordinarios de pesca deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.


La subasta y los permisos extraordinarios se regirán en todo lo no contemplado en este artículo por las normas generales contempladas en esta ley y sus normas reglamentarias.


Junto con establecer la cuota de captura para la unidad de pesquería licitada se deberá establecer cuota de captura para el área situada al norte del paralelo 47° de Latitud Sur.


La cuota licitada conforme a los incisos anteriores, así como la de la ley N° 20.642, sólo podrá ser extraída por embarcaciones artesanales.


Las embarcaciones artesanales desde una eslora igual o superior a quince metros inscritas en la pesquería del bacalao, sea que operen o no en la unidad de pesquería del sur del paralelo 47° de Latitud Sur, deberán contar con un sistema de posicionamiento satelital.


Las embarcaciones artesanales que operen en la pesquería del bacalao no podrán efectuar operaciones extractivas en ambas unidades de pesquería en un mismo viaje de pesca, sin que previamente hayan sido autorizadas por el Servicio y éste haya certificado las capturas que tengan a bordo.”.

ARTÍCULO décimo sexto transitorio


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el evento de que se encuentre autorizada la operación de la flota pesquera industrial en el área de reserva artesanal de la IVª Región, de Coquimbo, respecto de las especies hidrobiológicas Langostino colorado, Langostino amarillo, Gamba y Camarón naylon, según lo establecido en el artículo 47 de esta ley, se incrementará la fracción artesanal de la cuota de captura de dicha Región, durante el período y para los porcentajes que correspondan, de conformidad con lo establecido en el artículo quinto transitorio, en los siguientes recursos y cantidades: 160 toneladas de Langostino colorado; 160 toneladas de Langostino amarillo, y 230 toneladas de camarón naylon.”.

ARTÍCULO décimo séptimo transitorio


Aprobar el siguiente precepto:


“Artículo décimo séptimo.- Para los efectos del artículo 43 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, el guarismo 4,2% contenido en su letra a) se reemplazará en cada uno de los años indicados por el guarismo que se indica:


2014:
5,7%


2015:
5,4%


2016:
5,1%


2017:
4,8%


En ningún caso un mismo titular de licencias transables de pesca, pagará en los años 2014, 2015 o 2016, por concepto de patente única pesquera y de impuesto específico, una suma que exceda en un 40% a lo pagado por concepto de patente única pesquera en el año 2012.


A contar del año 2018, y en lo sucesivo, el guarismo a aplicar será el fijado por el artículo 43 ter.”.

ARTÍCULO vigésimo primero transitorio


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Las medidas de administración y manejo que se adopten durante el plazo a que se refiere el inciso anterior se adoptarán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo informe técnico fundado de la Subsecretaría de Pesca y del Instituto de Fomento Pesquero, en caso de establecimiento o modificaciones de las cuotas globales de captura.”.

ARTÍCULO vigésimo cuarto transitorio


Aprobar el siguiente artículo:


“Artículo vigésimo cuarto.- En el plazo de hasta tres meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se deberá presentar un proyecto de ley, por parte del Presidente de la República, que cree un organismo público descentralizado denominado Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal y Acuicultura a Pequeña Escala, cuyo objetivo será el de contribuir a elevar la capacidad empresarial, productiva y comercial de los sectores de pesca y acuicultura, promover el consumo de los productos del mar y coordinar, financiar y ejecutar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos, con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura, así como programas de capacitación, diversificación productiva y asistencia técnica. Asimismo, en dicho proyecto de ley se eliminará de los fines del Fondo de Administración Pesquero el financiamiento de fomento y desarrollo a la pesca artesanal y programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.”. 

ARTÍCULO vigésimo sexto transitorio


Sustituir la referencia al artículo “4° C”, por otra, al artículo “4° D”.

ARTÍCULO vigésimo noveno transitorio


Agregar el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser inciso segundo:


“Por el sólo ministerio de la ley, para el año 2013, en las pesquerías administradas con cuotas globales de captura se establecerá la reserva de cuota de imprevistos y cuota de reserva para consumo humano, de conformidad con el artículo 3° de esta ley.”.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que es aprobada por 23 votos a favor, 7 en contra, 4 abstenciones y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Rossi, García-Huidobro, Walker (don Ignacio), Orpis, García, Pérez Varela, Pizarro, Coloma, Letelier, Zaldívar, Uriarte y Ruiz-Esquide.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Navarro y Quintana. Todos ellos fundamentan su voto en contra.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Bianchi y Muñoz Aburto.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto y señora Allende.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


En sus intervenciones, los Honorables Senadores señor Escalona y señora Rincón, hacen reserva de constitucionalidad respecto de este proyecto.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Tuma. Intervienen, también y debidamente autorizados, los señores Ministros de Economía, Fomento y Turismo y Secretario General de la Presidencia. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la ley N°18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:


1) Incorpóranse en el Título I, a continuación del artículo 1°, los siguientes artículos 1° A, 1° B y 1° C:


“Artículo 1°A.- Los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile en las aguas terrestres, aguas interiores y mar territorial, así como a sus derechos de soberanía y jurisdicción en la Zona Económica Exclusiva y en la Plataforma Continental, de acuerdo a las normas de derecho internacional y a las de la presente ley.


En conformidad a la soberanía, a los derechos de soberanía y a su jurisdicción a que se alude en el inciso anterior, el Estado de Chile tiene el derecho de regular la exploración, explotación, conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas existentes en todos los espacios marítimos antes mencionados. 


De acuerdo con lo dispuesto en los incisos anteriores, el Estado de Chile podrá autorizar la exploración y explotación de los antes mencionados recursos hidrobiológicos existentes en los espacios referidos, sujeto a las disposiciones de esta ley.


Artículo 1° B.- El objetivo de esta ley es la conservación y el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos.


Artículo 1°C.- En el marco de la política pesquera nacional y para la consecución del objetivo establecido en el artículo anterior, se deberá tener en consideración al momento de adoptar las medidas de conservación y administración así como al interpretar y aplicar la ley, lo siguiente:


a) establecer objetivos de largo plazo para la conservación y administración de las pesquerías y protección de sus ecosistemas así como la evaluación periódica de la eficacia de las medidas adoptadas.


b) aplicar en la administración y conservación de los recursos hidrobiológicos y la protección de sus ecosistemas el principio precautorio, entendiendo por tal:


i) Se deberá ser más cauteloso en la administración y conservación de los recursos cuando la información científica sea incierta, no confiable o incompleta, y


ii) No se deberá utilizar la falta de información científica suficiente, no confiable o incompleta, como motivo para posponer o no adoptar medidas de conservación y administración.


c) aplicar el enfoque ecosistémico para la conservación y administración de los recursos pesqueros y la protección de sus ecosistemas, entendiendo por tal un enfoque que considere la interrelación de las especies predominantes en un área determinada.


d) administrar los recursos pesqueros en forma transparente, responsable e inclusiva.


e) recopilar, verificar, informar y compartir en forma sistemática, oportuna, correcta y pública los datos sobre los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas. 


f) considerar el impacto de la pesca en las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente acuático.


g) procurar evitar o eliminar la sobreexplotación y la capacidad de pesca excesiva.


h) fiscalizar el efectivo cumplimiento de las medidas de conservación y administración.


i) minimizar el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.


Cada cinco años se evaluará la eficacia e implementación de las medidas de conservación y administración.”.


2) En el artículo 2°:


a) Deróganse los numerales 20), 31), 32), 37) y 43).


b) Modifícase el numeral 21), agregando entre las palabras “hidrobiológicas” y “que”, la frase “que ocupan temporal o permanentemente un espacio marítimo común con la especie objetivo, y”.


c) Reemplázase en el numeral 25) la expresión “Reconstrucción” por “Turismo”.


d) Agrégase el siguiente inciso final al numeral 29):


“Las capturas obtenidas mediante pesca de investigación no serán consideradas en la determinación de las asignaciones futuras que se efectúen de acuerdo con esta ley.”.


e) Reemplázase en el numeral 46) la frase “previos informes técnicos de la Subsecretaría de Pesca y del Consejo Nacional de Pesca.” por “previo informe técnico de la Subsecretaría.”, e incorpórase la siguiente frase final, pasando el punto aparte (.) a ser seguido: “Un reglamento establecerá los procedimientos, metodología y criterios que se considerarán en su determinación, los que deberán  lograr estimaciones de alta calidad estadística.”.


f) Modifícase el numeral 56), que define “Especies ornamentales”, en el sentido de agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La captura de dichos organismos deberá ser autorizada por la Subsecretaría, previo informe técnico fundado.”.


g) Incorpórase el siguiente numeral 58):


“58) Punto biológico: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto evaluar el desempeño de un recurso desde una perspectiva de la conservación biológica de un stock, pudiendo referirse a: a) biomasa, b) mortalidad por pesca, o c) tasa de explotación.


La determinación de estos puntos se deberá efectuar mediante decreto del Ministerio, según la determinación que efectúe el Comité Científico Técnico.”.


h) Incorpórase el siguiente numeral 59):


“59) Estado de situación de las pesquerías: Pesquería subexplotada: aquella en que el punto biológico  actual es mayor en caso de considerar el criterio de la biomasa, o menor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible y respecto de la cual puede obtenerse potencialmente un mayor rendimiento. Pesquería en plena explotación: aquella cuyo punto biológico está en o cerca de su rendimiento máximo sostenible. Pesquería sobreexplotada: aquella en que el punto biológico actual es menor en caso de considerar el criterio de la biomasa o mayor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible, la que no es sustentable en el largo plazo, sin potencial para un mayor rendimiento y con riesgo de agotarse o colapsar. Pesquería agotada o colapsada: aquella en que la biomasa del stock es inferior a la biomasa correspondiente al punto biológico límite que se haya definido para la pesquería, no tiene capacidad de ser sustentable y cuyas capturas están muy por debajo de su nivel histórico, independientemente del esfuerzo de pesca que se ejerza.”.


i) Incorpórase el siguiente numeral 60):


“60) Rendimiento máximo sostenible: mayor nivel promedio de remoción por captura que se puede obtener de un stock en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes.”.


j) Incorpórase el siguiente numeral 61):


“61) Uso sustentable: es la utilización responsable de los recursos hidrobiológicos, de conformidad con las normas y regulaciones locales, nacionales e internacionales, según corresponda, con el fin de que los beneficios sociales y económicos derivados de esa utilización se puedan mantener en el tiempo sin comprometer las oportunidades para el crecimiento y desarrollo de las generaciones futuras.”.


k) Agrégase el siguiente numeral 62):


“62) Contrato a la parte o Sociedad a la parte: Forma de asociación destinada a la realización de actividades extractivas que considera el aporte de los socios en embarcaciones, materiales, implementos, financiamiento y trabajo y el posterior reparto de las utilidades que genera la jornada de pesca en función de la contribución que cada persona realizó, de conformidad con las siguientes reglas:


a) Sólo podrán participar pescadores artesanales propiamente tales inscritos en el Registro Pesquero;


b) La embarcación que se aporte deberá estar inscrita en el Registro Pesquero en la pesquería respectiva;


c) Determinar en forma previa al viaje de pesca las partes en las cuales se distribuirá el resultado de la operación pesquera y los gastos que se descontarán;


d) Los gastos que se pueden descontar sólo podrán ser en víveres, combustibles, lubricantes, en la operación pesquera de recursos pelágicos, así como los gastos directos que irroga un viaje de pesca tales como carnada y descarga en las demás operaciones pesqueras.”.


l) Incorpórase el siguiente numeral 63):


“63) Embarcación de transporte: Nave utilizada para el traslado de capturas de embarcaciones pesqueras, desde la zona de pesca hasta el puerto de desembarque. Estas embarcaciones deberán inscribirse en el registro especial que para estos efectos llevará el Servicio.”.


m) Incorpóranse los siguientes numerales 64) y 65):


“64) Política Pesquera Nacional: Directrices y lineamientos mediantes los cuales el Ministerio orienta a los organismos competentes en materia pesquera en la consecución del objetivo de lograr el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos”.


65) Informe Técnico: Acto administrativo mediante el cual el órgano competente expresa los fundamentos de orden científico, ambiental, técnico, económico y social, cuando corresponda, que recomiendan la adopción de una medida de conservación o administración u otra que establezca esta ley. Los datos e información que sustentan el informe técnico serán públicos, así como el informe técnico, el que, además, deberá estar publicado en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


n) Incorpóranse los siguientes numerales 66), 67), 68), 69), 70) y 71):


“66) Captura: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las especies hidrobiológicas vivas o muertas que en su estado natural hayan sido extraídas ya sea en forma manual o atrapadas o retenidas por un arte, aparejo o implemento de pesca.


67) Desembarque: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las capturas que se sacan de la nave pesquera o de la nave de transporte, que hayan sido procesadas o no, incluyéndose aquellas capturas obtenidas mediante recolección sin el uso de una embarcación.


68) Ecosistema Marino Vulnerable: unidad natural conformada por estructuras geológicas frágiles, poblaciones o comunidades de invertebrados de baja productividad biológica, que ante perturbaciones antrópicas son de lenta o escasa recuperación, tales como en montes submarinos, fuentes hidrotermales, formaciones coralinas de agua fría o cañones submarinos.


69) Pesca de fondo: actividad pesquera extractiva que en las operaciones de pesca emplea artes, aparejos o implementos de pesca, que hacen contacto con el fondo marino.


70) Monte submarino: elevaciones del piso oceánico que no emergen a la superficie y cuya altura sobrepasa los 1.000 metros, medidos desde el fondo marino circundante que constituye su base.


71) Punto biológico de referencia: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto establecer la medida a partir de la cual o bajo la cual queda definido el estado de situación de las pesquerías, pudiendo referirse a: biomasa, mortalidad por pesca, o tasa de explotación. Serán puntos biológicos de referencia la biomasa al nivel del máximo rendimiento sostenible, la biomasa límite y la mortalidad o tasa de explotación al nivel del máximo rendimiento sostenible, u otro que el Comité Científico Técnico defina.”.


3) En el artículo 3°:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “Comité Científico Técnico, correspondiente” y elimínanse las palabras “y aprobaciones”.


b) Modifícase el inciso segundo de la letra a), agregando a continuación de la palabra “biológicos” la expresión “que serán determinados por el respectivo Comité Científico Técnico”, e incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Veda extractiva por especie o por sexo en un área determinada. Esta veda sólo se podrá establecer inicialmente por un periodo de hasta dos años y deberá contar con un informe técnico del Comité Científico correspondiente. En caso de renovación de la misma, se establecerá por el período que determine el Comité Científico respectivo.”.


c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura. Estas cuotas globales de captura se podrán determinar por períodos de hasta tres años, debiendo siempre establecerse la magnitud anual. En el evento que no se capture la totalidad en un determinado año no se podrá traspasar al año siguiente. Podrán establecerse fundadamente las siguientes deducciones a la cuota global de captura:


- Cuota para investigación: Se podrá deducir para fines de investigación hasta un 2% de la cuota global de captura para cubrir necesidades de investigación. Para lo anterior, la Subsecretaría deberá informar al Consejo Nacional de Pesca los proyectos de investigación para el año calendario siguiente y las toneladas requeridas para cada uno de ellos. Dicho listado deberá publicarse en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. 


- Cuota para imprevistos: Se podrá deducir para imprevistos hasta un 1% de la cuota global de captura al momento de establecer la cuota o durante el año calendario. Los criterios para la asignación de esta reserva por la Subsecretaría serán propuestos por ésta y aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Pesca y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


- Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416: se podrá reservar hasta el 1% de la cuota global de captura de las especies, con excepción de los recursos bentónicos, los demersales y las algas, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre dichas especies y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo.


La cuota no licitada acrecerá a la cuota global de captura. La licitación se efectuará cada tres años, de conformidad con las reglas establecidas en un reglamento que deberá establecer cortes que permitan la participación de todas las plantas que califiquen.


La cuota sólo podrá ser extraída por armadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero. La inscripción deberá corresponder a la misma pesquería objeto de la licitación y sólo permitirá operar en el área autorizada a la respectiva embarcación.


Los adjudicatarios de la subasta sólo podrán procesarla para consumo humano directo quedando prohibido su traspaso o venta antes de dicho proceso.


En el caso de las pesquerías de pequeños pelágicos, con excepción del jurel y la caballa, salvo en el caso de las pesquerías de pez espada y tiburón, se podrá reservar del porcentaje a licitar una parte para destinarla exclusivamente a carnada.


Esta reserva se adjudicará mediante licitación, en la que sólo podrán participar armadores artesanales inscritos en la pesquería de que se trate.


Las normas de la licitación serán establecidas en un reglamento y deberá garantizarse que ésta se efectúe en cortes que permitan la participación de todas las categorías dentro de los armadores artesanales.


Las deducciones a que se refieren los párrafos anteriores se efectuarán de la cuota global anual de captura en forma previa al fraccionamiento de la cuota entre el sector pesquero artesanal e industrial.


En la determinación de la cuota global de captura se deberá:


1. Mantener o llevar la pesquería hacia el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas de los recursos explotados.


2. Fijar su monto dentro del rango determinado por el Comité Científico Técnico en su informe técnico, que será publicado a través de la página de dominio electrónico del propio Comité o de la Subsecretaría.


No obstante lo anterior, en el caso de las pesquerías de recursos bentónicos el Comité Científico Técnico establecerá criterios para la determinación de la cuota global, cuando corresponda, considerando la información disponible y las particularidades de los recursos de que se trate.


3. Cualquier modificación de la cuota global de captura que implique un aumento o disminución de la misma, deberá sustentarse en nuevos antecedentes científicos, debiendo someterse al mismo procedimiento establecido para su determinación.”.


d) Elimínanse en la letra d) las expresiones “y reservas” y “y el artículo 48 letra b)”.


e) Agrégase una nueva letra e), pasando la actual letra e) a ser letra f), del siguiente tenor:


“e) Declaración de Reservas Marinas, mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.


f) Agréganse en la letra e), que ha pasado a ser f), los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“En aquellas pesquerías de especies pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que su estado de explotación haga que las cuotas de captura sean significativamente diferentes, que además se encuentren en estado de plena explotación y que el sector pesquero artesanal esté sometido al régimen artesanal de extracción, en la fracción artesanal de la cuota global de captura la Subsecretaría podrá establecer, por región y organización, una cuota objetivo para la especie dominante y una cuota en calidad de fauna acompañante de la especie minoritaria, fijando porcentajes de ésta respecto de ambas especies, medido en peso para cada viaje de pesca. 


En los casos en que la cuota de fauna acompañante se haya agotado y exista remanente sin capturar de la cuota de la especie objetivo, la Subsecretaría podrá autorizar la continuidad de la operación en la región u organización correspondiente, autorizando que el Servicio impute la captura de la especie minoritaria a la especie dominante, en una proporción de uno es a tres, con un límite equivalente al 25% de la cuota global de captura que se haya fijado para la especie minoritaria.”.


4) Modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en su encabezamiento, la locución “previo informe técnico del” por “previa consulta al”, y agrégase, a continuación de las palabras “que corresponda”, la frase “y comunicación previa al Comité Científico Técnico”;


b) Incorpóranse las siguientes letras c), d) y e), nuevas:


“c) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de dispositivos o utensilios para minimizar la captura de fauna acompañante o para evitar o minimizar la captura incidental, propendiendo a que la pesca sea más selectiva.


d) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de utensilios para liberar ejemplares capturados incidentalmente por las artes y aparejos de pesca.


e) Establecimiento de buenas prácticas pesqueras para evitar, minimizar o mitigar la captura incidental de mamíferos, aves y reptiles acuáticos.”.


5) Agréganse los siguientes artículos 4° A, 4° B, 4° C y 4° D:


“Artículo 4° A.- La Subsecretaría deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre el estado de situación de cada pesquería que tenga su acceso cerrado, declarada en estado de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente. El informe se deberá efectuar de conformidad con las definiciones del estado de situación de las pesquerías contenidas en esta ley, las medidas de administración y la investigación desarrollada durante el periodo. Dicho informe deberá publicarse en su página de dominio electrónico.


Artículo 4° B.- El Servicio deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre las actividades y acciones de fiscalización efectuadas en materia de pesca y acuicultura, en el año anterior. La cuenta deberá comprender, asimismo, los resultados de las acciones de fiscalización efectuadas y el cumplimiento de las medidas de administración y conservación del año anterior. El informe deberá publicarse en su página web.


Artículo 4° C.- La Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre las actividades y acciones de fiscalización en el ámbito pesquero y de acuicultura efectuadas en el año anterior. La cuenta deberá comprender, asimismo, los resultados de las acciones efectuadas y el cumplimiento de las medidas de administración y conservación del año anterior. También deberá dar cuenta de las acciones de fiscalización pesquera del área de alta mar aledaña a las costas nacionales.


El informe deberá publicarse en la página web.


Artículo 4° D.- La Subsecretaría mediante resolución, previo informe técnico y consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, determinará los recursos hidrobiológicos que se exceptúan de consumo humano directo y que pueden ser destinados a la elaboración de harina y aceite.”. 


6) Agréganse, en el artículo 5°, los siguientes incisos finales:


“Asimismo, en virtud del principio precautorio, tratándose de montes submarinos, no se permitirá la pesca de fondo, a menos que exista una investigación científica realizada de acuerdo al protocolo y reglamento a que se refiere el artículo 6° B, que demuestre que la actividad de pesca no genera efectos adversos sobre los ecosistemas marinos vulnerables presentes en el área.


Sin perjuicio de lo anterior, previo a que la Subsecretaría autorice las actividades de pesca de fondo en algún monte submarino, los estudios científicos que funden dicha decisión serán sometidos al procedimiento de información pública, de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.”.


7) Intercálanse, a continuación del artículo 6º, los siguientes artículos 6° A, 6° B y 6° C:


“Artículo 6° A.- En las aguas marítimas de jurisdicción nacional, independientemente del régimen de acceso a que se encuentre sometida, el Ministerio, mediante decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y comunicación previa al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, deberá establecer en áreas geográficas delimitadas un régimen de administración pesquera para Ecosistemas Marinos Vulnerables, cuando se verifique en ellas la existencia de invertebrados o estructuras geológicas que den cuenta, de conformidad con el reglamento, de la existencia de un ecosistema marino vulnerable.


Sin perjuicio de otras medidas de administración o prohibiciones contempladas en esta ley, en las áreas que se aplique el régimen antes indicado, la Subsecretaría deberá establecer, mediante resolución fundada, las siguientes prohibiciones o medidas de administración pesquera:


a) Prohibición de realizar actividades de pesca de fondo con artes, aparejos o implementos de pesca que afecten al ecosistema marino vulnerable en un área determinada.


b) Regulación de las características y diseño de las artes, aparejos e implementos de pesca.


c) Prohibición del uso y porte de las artes y aparejos e implementos de pesca a que se refiere la letra a) o que no cumplan con las características y diseño indicados en la letra b).


La Subsecretaría, mediante resolución, podrá autorizar por períodos transitorios la realización de actividades de investigación científica en el área en que se aplique el régimen dando cumplimiento al reglamento a que se refiere el artículo 6° B. El resultado de dicha investigación se someterá al procedimiento de información pública de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.


Las prohibiciones o medidas de administración adoptadas se podrán modificar sólo con antecedentes científicos fundados y que hayan sido sometidos al mismo procedimiento de información pública del inciso anterior.


Artículo 6° B.- Mediante resolución de la Subsecretaría y la determinación del Comité Científico correspondiente, se establecerá la nómina de recursos hidrobiológicos cuyas pesquerías califiquen como pesca de fondo que pueden afectar Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Para realizar actividades extractivas de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, el armador deberá comunicar al Servicio, antes del zarpe, su intención de efectuar actividad de pesca de fondo, el área en la cual efectuarán operaciones y los equipos de detección que utilizarán en las operaciones de pesca, sometiéndose al Protocolo de Operación en Ecosistemas Marinos Vulnerables, que se contendrá en el reglamento. En este reglamento se regulará la información que se deberá entregar de las operaciones de pesca, la cual al menos deberá comprender: a) individualización del armador, nave o embarcación y características principales de ésta; b) descripción del equipo de comunicación y detección; c) probables especies que constituirán fauna acompañante; d) área de operación y huella de pesca proyectada; e) periodo de pesca; f) lugar de zarpe y recalada; g) detalles de construcción y de maniobra y operación del arte o aparejo de pesca; h) cuota de captura autorizada, en su caso; i) número de lances proyectados por día y duración de éstos. Asimismo, se deberá acreditar antes del zarpe que la nave cuenta con el observador científico a bordo y con la implementación requerida para aplicar el respectivo protocolo.


Si durante las actividades extractivas de pesca de fondo, de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, una nave captura accidentalmente elementos que sean constitutivos de un Ecosistema Marino Vulnerable, el observador científico a bordo aplicará el Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable establecido en el reglamento.


Si la aplicación del protocolo antes señalado establece que los elementos capturados son constitutivos de la presencia de un Ecosistema Marino Vulnerable, el capitán de la nave deberá suspender inmediatamente las faenas de pesca en el área ubicada en torno a las coordenadas en que se efectuó el lance de pesca que generó dicha captura accidental. El área en que se suspenderán las faenas de pesca se establecerá en el reglamento, la cual deberá tomar en consideración los elementos constitutivos de ecosistema marino vulnerable que fueron objeto de la captura accidental. El observador deberá remitir a la Subsecretaría un informe emanado de la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable en un plazo máximo de 48 horas desde la recalada a puerto habilitado. Los límites de captura accidental que den cuenta de la presencia constitutiva de un Ecosistema Marino Vulnerable serán establecidos de conformidad con el reglamento.


La Subsecretaría deberá publicar en su sitio de dominio electrónico los informes de hallazgo de los observadores científicos a que se refiere el inciso anterior.


El reglamento a que se refiere este artículo será expedido conjuntamente por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y por el Ministerio del Medio Ambiente.


Artículo 6° C.- Las naves o embarcaciones, cuyos armadores cuenten con autorizaciones de pesca, permisos extraordinarios de pesca, licencias transables de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal sobre los recursos hidrobiológicos que figuren en la nómina a que se refiere el inciso primero del artículo 6° B, deberán contar con observadores científicos a bordo en todos los viajes de pesca que tengan por objeto la extracción de dichos recursos.


El armador y el capitán o patrón de la nave deberán otorgar todas las facilidades necesarias a los observadores científicos que permita la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistemas Marinos Vulnerables.”.


8) Incorpórase en el Título II un Párrafo 2°, nuevo, pasando el actual Párrafo 2° a ser 3° y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Párrafo 2°

Implementación de Tratados y procedimiento de adopción de medidas de conservación o administración de carácter internacional en materia pesquera


Artículo 7° E.- Las medidas de conservación y administración de recursos hidrobiológicos, adoptadas en el marco de Tratados u Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea Parte o miembro, una vez aceptadas por Chile serán publicadas en el Diario Oficial mediante resolución de la Subsecretaría íntegramente o en extracto, según la extensión de la medida adoptada. Deberán, asimismo, publicarse íntegramente en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


Artículo 7° F.- En caso que un Tratado u Organización  Internacional de aquellos mencionados en el artículo anterior contemplen un derecho de objeción o aceptación posterior por el Estado Parte, respecto de las medidas adoptadas por los órganos de dicho Tratado u Organización, se deberá seguir el siguiente procedimiento, previo a la publicación de la medida de conservación y administración por la Subsecretaría:


a) El Ministerio de Relaciones Exteriores informará a la Subsecretaría, acerca de la decisión adoptada en el marco del respectivo Tratado u Organización;


b) La Subsecretaría se pronunciará favorable o desfavorablemente mediante oficio dirigido al Ministerio de Relaciones Exteriores. En caso de opinión desfavorable, la Subsecretaría propondrá, si correspondiere, las medidas de conservación o administración alternativas a fin de garantizar la conservación y el uso sustentable de los recursos de que se trate, durante el período de objeción de la medida;


c) El Ministerio de Relaciones Exteriores comunicará la objeción o la no aceptación de la medida, de acuerdo con el procedimiento establecido en las normas del Tratado u Organización de que se trate;


d) Las medidas alternativas que se hayan adoptado, podrán mantenerse, modificarse o dejarse sin efecto de conformidad a los resultados del Panel de Revisión o del procedimiento que establezca el Tratado u Organización aplicable en la materia.


Artículo 7° G.- Tratándose de pesquerías transzonales y altamente migratorias que se encuentren dentro de la Zona Económica Exclusiva y en la alta mar adyacente a ésta, reguladas por un Tratado internacional del cual Chile sea parte, se deberán seguir las siguientes reglas para concurrir a adoptar las medidas de conservación o administración a ser acordadas en el marco de dicho Tratado:


a) En aquellos casos en que, de conformidad con el tratado internacional, se contemple la aplicación de medidas de conservación o administración adoptadas dentro de la Zona Económica Exclusiva, se requerirá el expreso consentimiento del Estado de Chile. Para este efecto, el Ministerio de Relaciones Exteriores deberá, previa consulta a la Subsecretaría, expresar la manifestación de voluntad del Estado de Chile al momento de adoptarse la medida. 


b) Si la medida de conservación a adoptar se refiere a la cuota global de captura se deberá, además de lo establecido en la letra anterior, considerar lo siguiente:


i) Si la medida intenta abarcar tanto la Zona Económica Exclusiva como el alta mar adyacente, se deberá instar por ajustarla dentro de los rangos establecidos por el Comité Científico Técnico Nacional; 


ii) El Comité Científico Técnico Nacional, para emitir su pronunciamiento sobre dicha medida de conservación deberá tener en consideración el informe del Comité Científico del Tratado u Organización Internacional que se trate;


iii) Si la cuota global ha sido adoptada en forma previa en la Zona Económica Exclusiva, de conformidad con la regulación nacional, ésta podrá modificarse en caso que se adopte con posterioridad una cuota global distinta de conformidad con las reglas del Tratado. 


Artículo 7° H.- Los Planes de Acción Internacional adoptados por Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea parte, podrán adoptarse mediante decreto del Ministerio, previo informe de la Subsecretaría.


Las medidas de administración, conservación y manejo de recursos hidrobiológicos recomendadas en el marco de dichos planes de acción deberán seguir el procedimiento establecido en esta ley, a menos que las medidas incorporadas no estén reguladas, en cuyo caso se adoptarán por decreto del Ministerio y se requerirá un informe del Comité Científico Técnico correspondiente y consulta al Consejo Nacional de Pesca.”.


9) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- Para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como las pesquerías declaradas en régimen de recuperación y desarrollo incipiente, la Subsecretaría deberá establecer un plan de manejo, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales, tales como el área de aplicación, recursos involucrados, áreas o caladeros de pesca de las flotas que capturan dicho recurso y caracterización de los actores tanto artesanales como industriales y del mercado.


b) Objetivos, metas y plazos para mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible de los recursos involucrados en el plan.


c) Estrategias para alcanzar los objetivos y metas planteados, las que podrán contener:


i) Las medidas de conservación y administración que deberán adoptarse de conformidad a lo establecido en esta ley, y


ii) Acuerdos para resolver la interacción entre los diferentes sectores pesqueros involucrados en la pesquería.


d) Criterios de evaluación del cumplimiento de los objetivos y estrategias establecidos. 


e) Estrategias de contingencia para abordar las variables que pueden afectar la pesquería.


f) Requerimientos de investigación y de fiscalización.


g) Cualquier otra materia que se considere de interés para el cumplimiento del objetivo del plan.


Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación, si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá un Comité de Manejo que tendrá el carácter de asesor y será presidido por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicho Comité deberá estar integrado por no menos de dos ni más de siete representantes de los pescadores artesanales inscritos en la pesquería involucrada, debiendo provenir de regiones distintas en caso que haya más de una involucrada; tres representantes del sector pesquero industrial que cuenten con algún título regulado en la ley sobre dicha pesquería, debiendo provenir de regiones o unidades de pesquería distintas en caso que haya más de una involucrada; un representante de las plantas de proceso de dicho recurso; y un representante del Servicio. Un reglamento determinará la forma de designación de los integrantes de dicho Comité. 


El Comité de Manejo deberá establecer el periodo en el cual se evaluará dicho plan, el que no podrá exceder de cinco años de su formulación.


La propuesta de plan de manejo deberá ser consultada al Comité Científico Técnico correspondiente, quien deberá pronunciarse en el plazo de dos meses de recibida. El Comité de Manejo recibirá la respuesta del Comité Científico y modificará la propuesta, si corresponde. La Subsecretaría aprobará el plan mediante resolución, y sus disposiciones tendrán carácter de obligatorio para todos los actores y embarcaciones regulados por esta ley que participan de la actividad.


En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, para aquellas pesquerías que no contemplen un sistema obligatorio, el cual será efectuado conforme a las reglas establecidas en el artículo 64 E y será obligatorio para todos los participantes de la pesquería.”.


10) Derógase el artículo 9°.


11) En el artículo 9° bis:


a) Sustitúyese al final del inciso primero la expresión “artículo 9°” por “artículo 8°”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:


“e)Instalación de arrecifes artificiales, de conformidad con los requisitos y características establecidas en el reglamento.”.


c) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “una mesa de trabajo público privada” por “un Comité de Manejo”.


ii) Sustitúyese la oración final por la siguiente: “Dicho Comité deberá estar integrado por no menos de dos ni más de siete representantes de los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate, así como un representante de las plantas de proceso, un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional y un representante del Servicio.”.


12) Incorpórase el siguiente artículo 9°A:


“Artículo 9°A.- En los casos en que una pesquería, de conformidad con los puntos biológicos de referencia determinados, se encuentre en estado de sobreexplotación o agotada, se deberá establecer dentro del plan de manejo, previo acuerdo del Comité de Manejo, un programa de recuperación que deberá considerar, a lo menos, lo siguiente: 


a) Evaluar y establecer los objetivos y metas para la recuperación de la pesquería en el largo plazo y de forma transparente; y establecer un sistema de evaluación del cumplimiento de tales metas y objetivos;


b) Evaluar la eficacia de las medidas de administración y conservación y establecer los cambios que deberán introducirse a fin de lograr el objetivo de la recuperación de la pesquería;


c) Evaluar la eficacia del sistema de control de la pesquería y definir los cambios que deberán introducirse para aumentar su eficacia en caso que ésta no sea bien evaluada;


d) Evaluar la investigación científica desarrollada y establecer los cambios que deberían introducirse, si ello es pertinente;


e) Tener en cuenta los efectos económicos y sociales de la adopción de las medidas propuestas;


f) Considerar las medidas de mitigación y compensación para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta, y


g) En caso de pesquerías en colapso, evaluar y proponer la operación alternada en el tiempo de caladeros de determinadas pesquerías a que se refiere el inciso primero por distintas flotas, así como evaluar la limitación temporal del uso de determinados artes o aparejos de pesca en dichos caladeros.


Una vez establecido el programa de recuperación de la pesquería, éste se deberá evaluar con la periodicidad establecida en el respectivo plan de manejo.”.


13) En el artículo 19:


a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que se encuentra entre las palabras “explotación” y “encontrarse” por la conjunción “o”, y agrégase la siguiente expresión al final de la oración: “y del Párrafo I del Título IV”.


b) Reemplázase en la letra c) la expresión “con su acceso transitoriamente cerrado” por “o con su acceso transitoriamente cerrado por los artículos 20 y 50 de esta ley”.


c) Incorpórase la siguiente letra f): 


“f) Por no tener el recurso solicitado distribución geográfica en el área solicitada conforme al informe fundado del Comité Científico Técnico correspondiente.”.


14) Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- A iniciativa de la Subsecretaría, mediante decreto supremo, y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda, podrá declararse una unidad de pesquería en plena explotación en aquellos casos en que de conformidad con los puntos biológicos definidos conforme a esta ley, la pesquería se encuentre en dicho estado.”.


15) En el artículo 22:


a) Elimínanse las palabras “estado de”, y


b) Reemplázase la frase “semestralmente en el Diario Oficial” por “anualmente en su sitio de dominio electrónico”.


16) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 


“Artículo 24.- Declarado el régimen de plena explotación se suspenderá la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones de pesca, así como la inscripción en el Registro Artesanal en las regiones y unidades de pesquería artesanal y su fauna acompañante, si correspondiere. Lo anterior, sin perjuicio de la declaración de vacantes en el Registro Artesanal establecido en el artículo 50.”.


17) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Los titulares de autorizaciones de pesca, habilitados para desarrollar actividades pesqueras en pesquerías declaradas en plena explotación o en pesquerías con su acceso transitoriamente cerrado, podrán sustituir sus naves pesqueras sin que signifique un aumento del esfuerzo pesquero. Para estos efectos, el Ministerio, por decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Nacional de Pesca, establecerá el Reglamento que fije las normas correspondientes.”.


18) En el artículo 26:


a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Dichas cuotas se establecerán de acuerdo al procedimiento de la letra c) del artículo 3°.”.


b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“Las cuotas globales anuales de captura no podrán ser objeto de modificación, a menos que existan nuevos antecedentes científicos que la funden, debiendo efectuarse con el mismo procedimiento del inciso anterior.”.


19) Incorpóranse los siguientes artículos 26 A y 26 B:


“Artículo 26 A.- En aquellas pesquerías que se declaren en plena explotación y se establezca una cuota global de captura se les otorgarán licencias transables de pesca clase A, a los titulares de autorizaciones de pesca, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca. Estas licencias temporales se otorgarán por un plazo de 20 años renovables y equivaldrán al coeficiente de participación de cada armador expresado en porcentaje con siete decimales el cual podrá decrecer si se realiza una o más subastas de conformidad con el artículo 27 de esta ley. En este caso los coeficientes de cada armador no podrán disminuir en más de un quince por ciento del coeficiente de participación original.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de esta ley, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.


El coeficiente de participación original de cada armador titular de autorizaciones de pesca vigente para la unidad de pesquería de que se trate, se determinará dividiendo las capturas de todas las naves autorizadas al armador, correspondientes a los 3 años calendario anteriores a la declaración del régimen, por las capturas totales, extraídas durante el mismo período, correspondientes a todos los armadores que cuenten con autorización de pesca vigente a esa fecha.


En el evento que alguna de las naves se encuentre autorizada en virtud de una sustitución, se considerarán las capturas efectuadas en el mismo período por la o las naves que dieron origen a ésta. Si en virtud de la sustitución se otorgó una autorización a dos o más naves sustitutas, se distribuirán entre ellas las capturas de las naves que les dieron origen en la proporción que corresponda de acuerdo con el parámetro específico contenido en el Reglamento de Sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.


Se entenderá por captura lo informado de conformidad con el artículo 63 de esta ley, una vez imputadas las diferencias entre lo capturado y lo desembarcado.


Artículo 26 B.- Antes del vencimiento de las licencias transables de pesca clase A, a solicitud del titular, arrendatario o mero tenedor de las licencias transables de pesca, mediante decreto supremo fundado se asignarán según la legislación vigente, siempre que el solicitante o los titulares previos no hayan incurrido en un lapso de 10 años en uno o más de los siguientes hechos:


a) Haber sido sancionado con más de cuatro infracciones de las contempladas en los artículos 40 B y 40 C de esta ley, en una misma pesquería, no existiendo por parte del armador recursos administrativos ni judiciales pendientes.


b) Haber sido sancionado con más de tres caducidades parciales en una misma pesquería, declaradas mediante resolución firme y ejecutoriada.


c) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de cuatro o más condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos del trabajador sobre remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales en el plazo de siete años.


Para los efectos de este artículo, si en un período de 10 años, el titular de la licencia transable de pesca, no cuenta con ninguna sentencia condenatoria ejecutoriada o resolución ejecutoriada, no se contabilizarán las infracciones por las cuales haya sido condenado durante el período anterior.


El acto administrativo que niegue la solicitud del inciso primero deberá ser notificado al peticionario por carta certificada. Este último dispondrá de un plazo de 30 días contado desde la fecha del despacho de la notificación, para reclamar de esa resolución ante el Ministro, el que resolverá dentro de igual plazo. Esta última decisión no será susceptible de recurso administrativo alguno.


Las licencias transables de pesca que no se renueven se licitarán conforme a las reglas establecidas en el reglamento para la licitación de licencias transables de pesca clase B y por un período de 20 años.”.


20) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- En los casos que una determinada pesquería sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, se encuentre en un nivel igual o superior al 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible, se iniciará un proceso de pública subasta de la fracción industrial de la cuota global de la siguiente forma:


a) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 90 por ciento de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;


b) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 95 por ciento de su punto biológico de su rendimiento máximo sostenible;


c) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible.


Las licitaciones que se produzcan darán origen a las licencias transables de pesca clase B. Estas licencias tendrán una vigencia de 20 años al cabo de los cuales se vuelven a licitar por igual período.


Las licencias transables de pesca clase A, decrecerán en el mismo coeficiente de participación que se licite de las licencias transables de pesca clase B, hasta un límite de 15 por ciento de su coeficiente de participación.


Las licencias transables de pesca clase A tendrán una vigencia de 20 años renovables de conformidad con el artículo 26 B.


Para determinar las toneladas a licitar se deberá restar de la fracción industrial de la cuota del año en que se aplicará la licitación, la fracción industrial de la cuota correspondiente al punto biológico de la licitación respectiva. Estas licitaciones deberán efectuarse en el año calendario anterior al de su aplicación.


El reglamento determinará los procedimientos de la subasta y el establecimiento de los cortes de los derechos a subastar que permita un adecuado acceso a la actividad pesquera extractiva de que se trate incluyendo a las empresas pequeñas y medianas de conformidad con la definición de la ley N° 20.416. Las subastas tendrán un precio mínimo anual de 4,2 por ciento del valor de sanción. En el caso que una subasta se declare desierta, se podrá hacer un segundo llamado. Si esta última también se declara desierta, las toneladas correspondientes no serán asignadas a ningún actor.


Los dineros a pagar como consecuencia de las subastas de este artículo se expresarán en unidades tributarias mensuales por tonelada y la primera anualidad se pagará dentro de los quince días siguientes a la fecha de la adjudicación y las siguientes durante el mes de marzo de cada año.


Los pagos anuales por licencias transables clase B corresponderán al valor de la adjudicación multiplicado por las toneladas que le corresponda a ese año de acuerdo al coeficiente de su licencia transable de pesca.”.


21) Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Para determinar las toneladas que cada titular de licencias transables de pesca clase A puedan capturar en cada año calendario, se multiplicará el coeficiente de participación relativo por la fracción industrial de la cuota de captura de la respectiva unidad de pesquería. 


Mediante Resolución de la Subsecretaría, se establecerá, anualmente, el universo de titulares, arrendatarios y meros tenedores inscritos en el Registro de Licencias a que se refiere esta ley, al 20 de diciembre de cada año.”.


22) Incorpórase el siguiente artículo 28 A:


“Artículo 28 A.- Para los efectos tanto de la aplicación de la licencia transable de pesca como de los permisos extraordinarios de pesca, se deberá fijar anualmente una cuota global de captura para cada una de las unidades de pesquería administradas bajo este sistema, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.”.


23) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Las naves que se utilicen para hacer efectivos los derechos provenientes de licencias transables de pesca o de los permisos extraordinarios de pesca, sea que cuenten o no con autorización de pesca de conformidad a esta ley, deberán inscribirse previamente en el Registro que para estos efectos llevará el Servicio. La inscripción en el Registro de Naves habilitará a la nave a operar en la unidad de pesquería que corresponda a la licencia transable de pesca o al permiso extraordinario de pesca, por un período equivalente al de la vigencia de dicha licencia o permiso. No obstante, en cualquier momento la nave podrá desinscribirse y volverse a inscribir ya sea por el mismo titular, o por otro.


La nave deberá estar inscrita a nombre de un solo titular en un viaje de pesca.


Las naves que se inscriban en el Registro deberán estar matriculadas en Chile y cumplir con las disposiciones de la Ley de Navegación. Asimismo, deberán cumplir con las disposiciones vigentes de esta ley y con el procedimiento que establezca el Servicio.”.


24) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Las licencias transables de pesca serán divisibles, transferibles, transmisibles y susceptibles de todo negocio jurídico.


Las licencias transables de pesca se deberán inscribir en un Registro Público que llevará la Subsecretaría en un soporte electrónico y estará disponible en su sitio de dominio electrónico.


Las transferencias, arriendos o cualquier acto que implique la cesión de derechos de las licencias de pesca, deberán inscribirse en el Registro señalado, previa verificación de la solicitud, a la que deberá adjuntarse el certificado del pago de la patente de pesca, y de no tener deudas por concepto de multas de las sanciones administrativas establecidas en esta ley, y de la escritura pública o del instrumento privado autorizado ante Notario, en el que conste el acto respectivo. La Subsecretaría recabará información sobre valores de transferencias y arriendos con fines estadísticos.


En el evento que la solicitud de inscripción no cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, se devolverán los antecedentes al peticionario.


Los actos jurídicos a que se refiere el inciso anterior no serán oponibles a terceros mientras no sean inscritos de conformidad con el presente artículo.


La Subsecretaría tendrá un plazo de 5 días para resolver, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud de inscripción del acto jurídico que tiene por objeto la licencia transable de pesca.


La unidad mínima de división de las licencias transables de pesca respecto de las cuales podrá recaer algún acto jurídico será un coeficiente de 0,00001.


Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, la prenda sin desplazamiento se someterá a las normas de la ley N° 20.190.”.


25) Incorpórase el siguiente artículo 30 A:


“Artículo 30 A.- En el Registro a que se refiere el artículo anterior, se inscribirán además los embargos y prohibiciones judiciales que recaigan sobre las licencias, encontrándose la Subsecretaría impedida de inscribir cualquier acto jurídico que se solicite con posterioridad a la inscripción de las medidas antes señaladas y mientras éstas se encuentren vigentes.


La Subsecretaría deberá emitir los certificados que sean requeridos por los interesados, respecto del estado en que se encuentren las licencias transables de pesca.”.


26) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 31 la conjunción copulativa “y” por una coma (,) entre la expresión “autorización de pesca” y “el permiso”. Asimismo intercálase entre las expresiones “extraordinario de pesca” y “no garantizan” la siguiente: “y licencia transable de pesca”.


27) Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- La licencia transable de pesca se hará efectiva en las unidades de pesquerías determinadas de conformidad a esta ley con los artes y aparejos de pesca y la fauna acompañante establecidas en las autorizaciones de pesca original. Los porcentajes de fauna acompañante se fijarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 3°, letra f) de la presente ley.”.


28) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- El titular de licencia transable de pesca podrá capturar las especies asociadas al arte de pesca definidas por resolución de la Subsecretaría, que no se encuentren declaradas en régimen de plena explotación, desarrollo incipiente o recuperación. 


En caso que alguna de las especies asociadas se encuentren administradas mediante licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, el titular deberá contar con dicha licencia o permisos para hacer efectiva su operación de pesca, a lo menos en la proporción establecida por la Subsecretaría. Asimismo, el titular de una autorización de pesca deberá contar con la licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de aquellas especies asociadas para ejercer la actividad.”.


29) Incorpórase el siguiente artículo 34 A: 


“Artículo 34 A.- Tratándose de pesquerías altamente migratorias y transzonales, según los tratados internacionales sobre la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, para desarrollar actividades pesqueras extractivas en el área de alta mar aledaña a la zona económica exclusiva sobre dichas especies, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar con autorización de la Subsecretaría para ejercer actividades en áreas de alta mar, o aledañas a la zona económica exclusiva.


b) La nave con la cual se ejerzan dichas actividades extractivas debe estar matriculada en Chile, de conformidad con las disposiciones de la Ley de Navegación.


c) Dependiendo del régimen de administración de la pesquería, quien ejerza la actividad pesquera debe contar, ya sea con una autorización de pesca, licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, según corresponda.


d) Cumplir con las normas de conservación, manejo y cumplimiento, establecidas de conformidad a esta ley, así como con las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte, y que sean aplicables.”.


30) Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Tratándose de pesquerías sujetas a régimen de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente, en que se establezcan cuotas por áreas dentro de la unidad de pesquería o en que la cuota se divida en dos o más períodos, el coeficiente de participación o el porcentaje licitado, según corresponda, deberá aplicarse respecto de cada una de las cuotas que se establezcan para cada área dentro de la unidad de pesquería o para cada período en que se divida la respectiva cuota.”.


31) Intercálase en el artículo 36 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “durante el año” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.


32) Intercálase en el artículo 37 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “terminare” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.


33) Reemplázase, en el artículo 38, la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”, por “previa consulta al Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”.


34) En el artículo 39:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”.


b) Agrégase en el inciso segundo la siguiente frase final, pasando el punto aparte a ser punto seguido: 


“Este régimen no será aplicable a las pesquerías declaradas en plena explotación administradas con licencias transables de pesca.”.


c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales a ser sexto, séptimo y octavo: 


“Para estos efectos, se entenderá por pesquería en recuperación aquella que se encuentra sobreexplotada y sujeta a una veda extractiva de, a lo menos tres años, con el propósito de su recuperación, y en las cuales sea posible fijar una cuota global de captura.


Declarado el régimen, se deberá determinar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal y aquella parte de cuota que se subastará. Para lo anterior, se deberá determinar el coeficiente de participación del sector pesquero artesanal en la pesquería con anterioridad al establecimiento de la veda. Para este efecto, se dividirá la sumatoria de las capturas efectuadas en el área de la unidad de pesquería del sector artesanal en los tres años anteriores a la fecha del establecimiento de la veda por la sumatoria de la totalidad de capturas efectuadas en dicha área.


La subasta a que se refiere este artículo se aplicará en la parte de la cuota global una vez descontada la cuota que corresponda al coeficiente de participación artesanal regulado en el inciso anterior, multiplicado por la cuota global establecida para un año determinado.”.


35) En el artículo 40:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”. 


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:


“Se entenderá por pesquería incipiente aquella sujeta al régimen general de acceso en la cual se pueda fijar una cuota global de captura, en que no se realice esfuerzo de pesca o éste sea en términos de captura anual menor al 10% de dicha cuota.


La subasta regulada en este artículo se efectuará sobre el 50% de la cuota global de captura de la pesquería. El otro 50% de la cuota global de captura se deberá reservar para ser extraída por el sector pesquero artesanal por un periodo de tres años. Si al cabo de dicho periodo el sector pesquero artesanal no ha capturado la totalidad de la cuota asignada a dicho sector, se deducirá el porcentaje no capturado e incrementará el porcentaje licitado.”.  


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Al momento de la declaración de la pesquería en este régimen, se deberá abrir el Registro Pesquero Artesanal en las regiones correspondientes a la unidad de pesquería, por un plazo de 120 días, en caso que estuviese cerrado. Al término de dicho plazo se deberá cerrar el Registro en todas sus categorías.”.


36) Incorpórase el siguiente artículo 40 A:


“Artículo 40 A.- A los adjudicatarios de la subasta a que se refieren los artículos 39 y 40, se les otorgará un permiso extraordinario de pesca, que les dará derecho a capturar anualmente, a partir del año calendario siguiente al de la licitación, hasta un monto equivalente al resultado de multiplicar la cuota global anual de captura correspondiente por el coeficiente determinado en el permiso extraordinario de pesca en la unidad de pesquería respectiva.


A los permisos extraordinarios de pesca se les aplicará lo dispuesto en los artículos 30 y 30 A.”.


37) Agréganse en el Párrafo 4° del Título III los siguientes artículos 40 B, 40 C, 40 D, 40 E, 40 F y 40 G: 


“Artículo 40 B.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se le sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el triple del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso por el infractor se le descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una licencia o permiso extraordinario que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cinco veces el valor de sanción de la especie respectiva.


Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada vía licencia transable de pesca o permiso extraordinario, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se haya inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.


Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en los incisos anteriores será sancionado con una multa de 100 a 300 unidades tributarias mensuales. 


Artículo 40 C.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63; no dé cumplimiento al procedimiento de certificación a que se refiere el artículo 64 E de esta ley; o realice sus capturas con una nave no inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una parte de la multa será a todo evento de 1.000 unidades tributarias mensuales y, b) la otra parte de la multa será equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble de las toneladas del recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.


Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas para capturar efectúen descartes en contravención a las normas de esta ley, o efectúen operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas conforme al artículo 47 de esta ley o efectúen capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior, pero aplicando en la multiplicación el triple de las toneladas que hayan sido objeto de la infracción.


Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que efectúe operaciones de pesca sin estar inscrito en el Registro del artículo 29, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará con el procedimiento del inciso anterior.


En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó durante el año calendario anterior se considerará el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción. Tratándose de buques fábrica, será el promedio de las capturas informadas para un período de cinco días del período o año calendario inmediatamente anterior.


Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en el inciso segundo será sancionado con una multa de 100 a 300 unidades tributarias mensuales.


Artículo 40 D.- El titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letras a) y b), será sancionado con multa de hasta 600 unidades tributarias mensuales. 


Sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos 40 B y 40 C, el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letra d), respecto de las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte y que sean aplicables, será sancionado de conformidad con las normas del Párrafo 4° del Título IX.


En el evento de que el Capitán sea reincidente en una de las infracciones contempladas en los artículos anteriores será sancionado con una multa de 300 a 500 unidades tributarias mensuales.


Artículo 40 E.- Será sancionado con multa de 300 a 2.000 unidades tributarias mensuales el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca el armador pesquero industrial o artesanal que contravenga la medida de prohibición establecida de conformidad con la letra a) del inciso segundo del artículo 6° A, en los casos que se establezca un Régimen de Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Asimismo las embarcaciones artesanales o industriales que contravengan dicha medida serán sancionadas con la suspensión de los derechos derivados de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal, de las autorizaciones o de los permisos extraordinarios de pesca por el plazo máximo de 15 días, según corresponda.


Si dentro del plazo de dos años contado desde la ejecución de la infracción se incurriere nuevamente en la conducta antes indicada, se sancionará dicha infracción con el doble de la sanción antes indicada.


Durante el período de suspensión, quedará prohibido el zarpe de la embarcación infractora desde que se comunique por el Servicio dicha circunstancia a la Autoridad Marítima.


Artículo 40 F.- En el evento de que el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca cometa más de dos infracciones de este párrafo en dos años calendario consecutivos, cualquiera sea su naturaleza, se le sancionará con la suspensión por seis meses del ejercicio de su licencia de pesca, sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos anteriores.


Artículo 40 G.- Las sanciones administrativas serán aplicadas conforme al procedimiento contenido en el artículo 55 O y siguientes de esta ley.”.


38) En el artículo 43:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “dos cuotas iguales, pagaderas en los meses de enero y julio” por “el mes de marzo”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la locución “Fondo de Investigación Pesquera”, la oración “o para estudios, programas o proyectos de investigación pesquera y de acuicultura contenidos en el programa de investigación”, e incorpórase, a continuación de la expresión “patente única pesquera”, la oración “o de la patente e impuesto específico a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter”.


c)Elimínanse los incisos cuarto y quinto.


39) Reemplázase el artículo 43 bis por el siguiente:


“Artículo 43 bis.- Los titulares de licencias transables de pesca clases A y B pagarán anualmente en el mes de marzo una patente de beneficio fiscal por cada una de las naves inscritas de conformidad con el artículo 29 de la presente ley, la que será equivalente a 0,44 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves de hasta 80 toneladas de registro grueso; de 0,55 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 80 y de hasta 100 toneladas de registro grueso; de 1,1 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 100 y de hasta 1.200 toneladas de registro grueso; y de 1,66 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso, para naves mayores a 1.200 toneladas de registro grueso. Se exceptuarán de este pago las naves que cuenten con autorización de pesca y paguen la patente a que se refiere el artículo 43.”.


40) Agrégase el siguiente artículo 43 ter:

“Artículo 43 ter.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A, pagarán anualmente en el mes de julio, además de la patente a que se refiere el artículo anterior, un impuesto específico cuyo monto corresponderá al número de toneladas que tengan derecho a extraer, de conformidad con el coeficiente de participación que representen sus licencias, multiplicado por el tipo de cambio observado de Estados Unidos de América al último día hábil del mes de junio anterior y multiplicado por el resultado más alto obtenido en las letras a) o b) siguientes:

a) El 4,2 por ciento del valor de sanción asociado a la especie respectiva contenido en el decreto exento N° 1108, de 2011, del Ministerio de Economía, multiplicado por el valor de la UTM a diciembre de 2011 y dividido por el valor del dólar observado de Estados Unidos de América del 30 de diciembre de 2011, ambos valores publicados por el Banco Central de Chile, multiplicado por el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, y dividido por el valor de este mismo índice en el año 2011 o, a falta de éste, el más cercano a esa fecha. En el caso de la merluza de tres aletas se considerará el mismo procedimiento anterior, considerando el valor de sanción contenido en el decreto exento del Ministerio de 2012 y ajustando los valores de UTM y dólar para el año 2012.


b) El resultante de aplicar el siguiente polinomio:
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Donde:
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 es el impuesto específico unitario por especie que el titular deberá pagar por las toneladas equivalentes a sus licencias transables de pesca clase A en el año correspondiente o año, expresado en dólares de Estados Unidos de América por tonelada.
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es el impuesto específico unitario asociado al año anterior.
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 es el factor de reajuste calculado como el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, dividido por el valor de este mismo índice en el año anterior.


Para los efectos de los cálculos de las letras a) y b), a cada especie se le asociará el índice que se lista a continuación:


Jurel, Anchoveta, Sardina común y Sardina española: “FAO Fish Price Index, Pelagic excluding tuna”;


Merluza común, Merluza de tres aletas, Merluza del sur, Merluza de cola y Congrio dorado: “FAO Fish Price Index, whitefish”;


Camarón naylón, Langostino colorado y Langostino amarillo: “FAO Fish Price Index, shrimp”.
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 son aquellas toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que por subastas o cualquier otro acto o contrato que transfiera la propiedad o ceda el uso o goce temporal de licencias clase A o B, al 31 de diciembre del año anterior o t-1 se encuentran inscritas por primera vez o a nombre de un titular distinto al titular inscrito al 1 de enero de ese año en el registro a que hace referencia el artículo 30, ya sea como dueño, arrendador o titular del uso o goce a cualquier título, siempre que dichos titulares  fueren partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. En caso que no se registren licitaciones o transacciones o éstas no produzcan el resultado señalado precedentemente, el valor de esta variable será igual a cero.
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 son las toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que no fueron objeto de subastas o transacción alguna durante el año anterior o que, de haberlas, no produjeron el efecto señalado en la definición anterior.
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 son las toneladas de la fracción industrial de la cuota global de captura, es decir, la suma de(
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 es el promedio ponderado por toneladas de los valores de adjudicación de subasta de licencias clase B y de los precios anualizados de las enajenaciones, arriendos o cualquier acto entre partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que implique la cesión de derechos de las licencias clase A y B, de acuerdo al Registro a que hace referencia el artículo 30, ocurridas durante el año anterior al del cálculo de la patente. Este valor deberá expresarse en dólares de Estados Unidos de América por tonelada ocupando el dólar observado del día de la transacción.


Para los efectos de anualizar los precios a que alude el inciso anterior, se utilizará un factor de descuento anual de 10 por ciento. Para el cálculo del promedio ponderado se usarán los valores equivalentes a dólares de Estados Unidos de América por tonelada.


A fin de determinar el precio de cesión de derechos de las licencias clase A y B en el caso de las enajenaciones de derechos sociales, acciones u otro título representativo del capital o utilidades de la sociedad o persona jurídica titular de la licencia, el nuevo titular deberá informar al Servicio de Impuestos Internos el precio total de la transacción y el precio que se le asignó a la o las licencias respectivas dentro de ella.  El Servicio de Impuestos Internos podrá tasar el precio asignado a la o las licencias respectivas en los términos de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.


Para los efectos del inciso anterior, la determinación del nuevo titular en el caso de sociedades anónimas abiertas, se efectuará según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores y, en el caso de las sociedades anónimas cerradas, según lo dispuesto en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.


El valor del impuesto específico calculado según lo dispuesto en este artículo se informará en junio de cada año mediante Resolución del Ministerio. Este impuesto específico será de competencia del Servicio de Impuestos Internos y se regirá por las disposiciones del Código Tributario. En caso que se otorguen licencias transables de pesca clase A por primera vez en una pesquería, el impuesto específico unitario que regirá para el primer año de vigencia de dicha licencia será el establecido en el literal a).


Un reglamento regulará el procedimiento interno para el cálculo del impuesto establecido en este artículo y en el artículo 43.


Si para un año determinado, el Servicio constata que en una pesquería los desembarques totales capturados por el sector industrial fueron un 50 por ciento o menos de las toneladas que representa de la fracción industrial de la cuota global de captura, deberá informarlo públicamente antes del 31 de marzo del año siguiente mediante resolución.


Dicha constatación permitirá a todos los armadores industriales de esa pesquería, que no hayan capturado el 100% de sus licencias transables de pesca clase A, solicitar un crédito para el pago del impuesto específico del año siguiente.


Dicho crédito será igual al 50% del impuesto específico que hayan pagado por la diferencia entre las toneladas de sus licencias transables de pesca clase A y lo efectivamente capturado.”.

41) En el artículo 46:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión “27”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Los pagos anuales correspondientes a las licencias transables de pesca a que se refiere el artículo 37 se pagarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 43 ter.”.


42) Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “41° 28,6'”, por “43° 25' 42"”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el inciso cuarto a ser sexto:


“No obstante lo anterior, mediante resolución de la Subsecretaría, previo informe técnico del Consejo Zonal de Pesca que corresponda, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca o de autorizaciones de pesca en las Regiones de Arica y Parinacota; Tarapacá y Antofagasta, sobre los recursos sardina española y anchoveta.


Asimismo, mediante el mismo procedimiento del inciso anterior pero con el acuerdo de los integrantes artesanales del Consejo Zonal de Pesca, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca y autorizaciones de pesca en la Región de Coquimbo, sobre los recursos camarón naylon; langostino amarillo; langostino colorado; gamba y sardina española y anchoveta.


La extracción de recursos hidrobiológicos que se encuentran dentro de las aguas interiores son de exclusividad, en dicha área, de los pescadores artesanales inscritos en pesquerías que correspondan.”.


43) Incorpórase el siguiente artículo 47 bis:


“Artículo 47 bis.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, la primera milla marina del área de reserva artesanal, entre el límite norte de la República y el grado 43°25’42 de Latitud Sur, con exclusión de las aguas interiores quedará reservada para el desarrollo de actividades pesqueras extractivas de embarcaciones de una eslora total inferior a 12 metros.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, cuando en una o más zonas específicas dentro del área de una milla, no haya actividad pesquera artesanal efectuada por embarcaciones de eslora inferior a 12 metros, o si la hubiere, sea posible el desarrollo de actividad pesquera artesanal por naves de mayor eslora a las establecidas en el inciso anterior, sin que interfieran con la actividad pesquera existente, podrá autorizarse transitoriamente el ejercicio de actividades por embarcaciones de una eslora mayor a 12 metros. En ningún caso podrán autorizarse actividades pesqueras artesanales que afecten el fondo marino y los ecosistemas de los peces de roca. 


La autorización indicada en el inciso anterior se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales que operan en el área indicada en el inciso primero, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo del Consejo Zonal de Pesca involucrado.


Si se extiende la operación de los pescadores artesanales en los términos indicados en el inciso anterior, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.


44) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 48 por las siguientes:


“a) Autorización de las actividades pesqueras extractivas sobre determinados recursos en los estuarios, entendiendo por tal, aquella parte del río que se ve afectado por las mareas.


b) Instalación de arrecifes artificiales en un área determinada de conformidad con los requisitos y características establecidas por reglamento.”.


45) Sustitúyese el artículo 48 A por el siguiente:


“Artículo 48 A.- El Subsecretario podrá, mediante resolución fundada:


a) organizar días o períodos de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.


b) limitar el número de viajes de pesca por día.


c) Distribuir la fracción artesanal de la cuota global de captura por región, flota o tamaño de embarcación y áreas, según corresponda. Asimismo, se deberá considerar la disponibilidad de los recursos hidrobiológicos, sin que en ningún caso se afecte la sustentabilidad de los mismos. En este caso el Subsecretario deberá consultar al Consejo Zonal y al Comité de Manejo, que corresponda.


d) En el caso que la fracción artesanal de la cuota global de captura sea distribuida en dos o más épocas en el año calendario y comprenda a más de una región o a más de una unidad de pesquería, la Subsecretaría mediante Resolución, podrá redistribuir el 50% de los saldos no capturados al término de cada período, asignando dichos saldos a otra región o unidad de pesquería que se encuentre comprendida en la respectiva cuota global de captura. En el evento en que existan acuerdos de esta naturaleza en el Comité de Manejo del Plan de Manejo de una pesquería respectiva éstos deberán ser aprobados por el Subsecretario.”.


46) Incorpórase el siguiente artículo 48 B:


“Artículo 48 B. En el caso de las pesquerías de la merluza común, anchoveta y sardina común, de la V a X regiones, y jurel, para determinar la participación de cada región en la cuota de captura artesanal de una unidad de pesquería, se deberá considerar anualmente lo siguiente:


En el caso que una región capture menos del 80% de la cuota de captura artesanal que le corresponde, durante los dos años de mayor porcentaje de cumplimiento de la cuota en el período de los tres años anteriores al año de fijación de la cuota, el porcentaje que resulte de la resta del 80% y el porcentaje promedio capturado, será distribuido entre las regiones que tengan desembarque promedios por sobre el 80% a prorrata considerando los porcentajes regionales de participación del año anterior.


Si en una región la pesquería de que se trate está sometida al régimen artesanal de extracción, la medición se efectuará a la unidad de asignación que corresponda.”.


47) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 50 por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales a ser séptimo y octavo, y así sucesivamente:


“Podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuándo éstos realicen actividades pesqueras en las otras regiones. Para establecer esta excepción, se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años.


En cualquier caso que se autorice, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital, con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos, y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además, se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.


48) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 50 A, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de la Isla de Pascua, el Registro Artesanal será independiente del de la V Región de Valparaíso.”.


49) En el artículo 50 B:


a) Intercálase en su inciso quinto, entre las expresiones “El reemplazante deberá” y “cumplir, en todo caso,” la siguiente: “ser pescador artesanal inscrito en el Registro Artesanal en cualquiera de sus categorías y”.


b) Agrégase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual a ser octavo, y así sucesivamente: 


“El Servicio deberá llevar un Registro Público de las solicitudes y reemplazos autorizados, por región.”.


50) Incorpóranse los siguientes artículos 50 C y 50 D, pasando el actual artículo 50 C a ser artículo 50 E:


“Artículo 50 C.- Los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos, deberán contar con un seguro de vida vigente contra riesgo de muerte accidental e invalidez. Se eximirá de dicha obligación a los pescadores y buzos mayores de 65 años de edad.


El pescador que no cuente con el seguro no podrá desarrollar actividades pesqueras extractivas a bordo de embarcaciones artesanales. La embarcación artesanal sólo podrá zarpar si la totalidad de su tripulación cuenta con dicho seguro.


Artículo 50 D.- Los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 12 metros, pagarán una patente equivalente a las unidades tributarias mensuales que se determinan en las letras siguientes por cada tonelada de registro grueso de la nave:


a) Embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros e inferiores a 15 metros, equivalente a 0,2 unidades tributaria mensuales.


b) Embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros, equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales.


El valor de la unidad tributaria mensual será el que rija al momento del pago efectivo de la patente, el que se efectuará en dos cuotas iguales pagaderas en los meses de enero y julio de cada año calendario.


Los armadores artesanales que hayan incurrido en un gasto de inversión por adquisición e instalación de un sistema de posicionador satelital de conformidad con el artículo 64 B, podrán descontar de la patente el 100% de dicho gasto, por una sola vez, durante el o los años siguientes.


Asimismo, podrán descontar hasta el 50% del gasto operacional del sistema de posicionador satelital.


Los armadores que paguen por la certificación de desembarque a que se refiere el artículo 64 E, podrán descontar del pago de la patente hasta el 50% del gasto de dicha certificación.


El Servicio deberá requerir la documentación necesaria que acredite los gastos incurridos para hacer efectivo este beneficio fiscal e informar a la Subsecretaría.


En ningún caso los descuentos establecidos en los incisos anteriores, podrán superar el valor total de la patente anual.


Asimismo, estos descuentos no serán aplicables en aquella parte en que el armador haya recibido un subsidio o asignación del Estado en la adquisición del equipo del sistema de posicionador.”.


51) En el artículo 55:


a) Intercálase la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f): 


“e) Si el armador artesanal no paga la patente pesquera a que se refiere el artículo 50 D por dos años consecutivos.”.


b) Reemplázase en la letra e), que pasa a ser f), la expresión “dos años” por “tres años”.


c) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En el plazo de dos meses a contar de la resolución del Servicio a que se refiere el inciso primero, la Subsecretaría deberá dictar la resolución estableciendo el número de vacantes, si procede de conformidad al inciso noveno del artículo 50 de esta ley.


Para proveer la vacante sólo se considerará a los pescadores artesanales que cumplan las reglas de habitualidad establecidas en el artículo 50 B.


La inscripción en las listas de espera caducará en el plazo de tres años a contar de la inscripción.”.


52) En el inciso primero del  artículo 55 B, reemplázase la palabra “proyecto” por “plan”; agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “solicitada”, la frase “el que deberá comprender, a lo menos, un estudio de situación base de ésta en conformidad con el Reglamento a que se refiere el artículo 55 D,”, y sustitúyese la expresión “no podrá exceder del plazo de la destinación respectiva.”, por la frase “será de carácter indefinida, mientras no se incurra en las causales de caducidad establecidas en esta ley.”.


53) Agrégase, en el artículo 55 C, el siguiente inciso final:


“Los pescadores artesanales que pertenezcan a la organización titular del área de manejo podrán extraer los recursos hidrobiológicos comprendidos en el plan de manejo con independencia de su inscripción en el Registro Artesanal, dentro de su área de manejo, debiendo cumplir, en todo caso, con las exigencias que establezcan para el otorgamiento del título o matrícula a que se refiere el artículo 51.”.


54) En el artículo 55 D:


a) En el inciso primero reemplázanse la expresión “El reglamento” por la frase “El funcionamiento de este régimen será establecido por un reglamento, el cual además”, y la palabra “proyectos” por “planes”; y agrégase a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “explotación” la frase “los informes de seguimiento que deben entregar las organizaciones de pescadores artesanales titulares del área, el cual tendrá una periodicidad de no menos de un año ni más de tres y dará cuenta de la evaluación del desempeño biológico pesquero, económico y social del área, las acciones de manejo señaladas que puedan realizarse en el área respectiva, de conformidad con el plan aprobado”. 


b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “proyecto” por “plan”, las dos veces en que aparece, y agrégase a continuación de la expresión “porción de agua” la siguiente: “y fondo de mar”.


c)Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las organizaciones titulares de áreas de manejo, podrán solicitar, en aquellos casos que la superficie del área no incluya la playa de mar, la explotación exclusiva de aquellos recursos que hayan sido incorporadas en su plan de manejo y que se encuentren en el espacio de la playa de mar colindante con el área. Dicha autorización se establecerá por resolución de la Subsecretaría previa consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.”.


55) Derógase el artículo 55 F.


56) Reemplázase el artículo 55 G por el siguiente:


“Artículo 55 G.- Las organizaciones de pescadores artesanales titulares de un área de manejo podrán renunciar a ella en favor de otras organizaciones de pescadores artesanales inscritas de conformidad con el artículo 55 A.


Para estos efectos, en el instrumento en el cual se efectúe la renuncia y cesión del área de manejo deberá constar la manifestación de voluntad de la mayoría absoluta de los integrantes de la respectiva organización de pescadores artesanales, debiendo, en todo caso, ser suscrito ante notario público.


Asimismo la organización de pescadores artesanales que continúe explotando el área de manejo deberá estar constituida por, a lo menos, el 80% de los integrantes de la organización de pescadores artesanales renunciante.”.


57) En el artículo 55 H:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “un área de manejo, por alguna de las causales previstas en el artículo 144” por la siguiente: “un plan de manejo y explotación, de conformidad con el artículo 144”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Asimismo, en caso de caducidad del área de manejo y explotación de recursos bentónicos por alguna de las causales previstas en el artículo 144 bis, dicho sector no podrá volver a ser propuesto para su establecimiento de acuerdo al artículo 55 A, por un plazo de 5 años, contado desde la fecha de la resolución que declare la caducidad.”. 


58) Agrégase el siguiente párrafo 4° al Título IV de la ley, pasando el actual a ser Párrafo 5°: 

“Párrafo 4°

Del Régimen Artesanal de Extracción


Artículo 55 I.- Además de las facultades de administración de los recursos hidrobiológicos establecidas en el Párrafo Primero del Título II y de lo previsto en el artículo 48, en las pesquerías que tengan su acceso suspendido conforme a los artículos 50 ó 33 de esta ley, podrá establecerse por decreto, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Zonal  de  Pesca respectivo, y con consulta o a solicitud de las organizaciones de pescadores artesanales, un sistema denominado "Régimen Artesanal de Extracción". Este régimen consistirá en la asignación de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área o flota, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente.


Para estos efectos se considerarán, según corresponda, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal en la respectiva pesquería, la caleta, la organización, o el tamaño de las embarcaciones.


La asignación de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará por Resolución del Subsecretario, de acuerdo a la historia real de desembarques de la Caleta, Organización, pescador artesanal o tamaño de las embarcaciones, según corresponda, y teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.


No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.


Una vez establecido el Régimen Artesanal de Extracción, el Subsecretario podrá, por Resolución, organizar días de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.


Artículo 55 J.- Para la distribución de la cuota regional se considerará uno o más de los siguientes criterios:


a) desembarques informados por cada embarcación al Servicio de conformidad con el artículo 63 de esta ley en un período determinado.


b) antigüedad de la inscripción del armador artesanal o buzo inscrito en la pesquería, siempre y cuando haya registrado capturas en el mismo período.


c) habitualidad de la embarcación en la pesquería, entendiendo por tal los viajes de pesca, alternados o continuos, determinado de acuerdo al promedio anual regional de la pesquería, según se establezca por resolución del Servicio.


d) número de pescadores artesanales, número de embarcaciones artesanales o buzos inscritos en el Registro para la pesquería respectiva en la región.

Siempre se deberá considerar el criterio contemplado en la letra a).


Para la determinación del coeficiente de participación, la Subsecretaría, mediante resolución, fijará el o los criterios y sus ponderaciones. Asimismo, podrá aplicar factores de corrección si corresponde. La información que sirva de antecedente para dicha determinación deberá publicarse por un período de un mes en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría y mantenerse disponible en las oficinas de las Direcciones Zonales de Pesca que corresponda, por igual período.


Artículo 55 K.- Los pescadores artesanales que puedan ser afectados por la resolución que se dicte en base a los antecedentes publicados según lo dispuesto en el artículo anterior, podrán interponer en el plazo de tres meses, contado desde el término del plazo de la publicación de la información que establece el artículo anterior, con antecedentes fundados, un recurso de reposición ante la Subsecretaría, y jerárquico en subsidio ante el Ministerio, el cual deberá fundarse en que la publicación de la información es inexacta, errónea o incompleta.


Dicho recurso deberá indicar y acompañar los antecedentes en los que se funda y no será admitido a trámite si no se cumple con este requisito.


La Subsecretaría deberá resolver en el plazo de un mes contado del vencimiento del plazo de interposición del recurso antes señalado y dicha resolución se notificará mediante carta certificada al interesado y se publicará en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría.


En caso que la Subsecretaría rechace el recurso y se haya interpuesto un recurso jerárquico en subsidio, deberá elevar los antecedentes al Ministerio para que resuelva el recurso jerárquico en el plazo de tres meses. La Resolución del Ministerio se notificará por carta certificada y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


Artículo 55 L.- Vencido el plazo de publicación de la información a que se refiere el artículo 55 J, o resueltos los recursos administrativos establecidos en 

el artículo anterior, en su caso, la Subsecretaría dictará una resolución que señalará los coeficientes de participación y las toneladas determinadas para el respectivo año que le corresponden a cada pescador artesanal y a cada tipo de régimen según corresponda. 


Si durante el año de establecimiento del régimen, los coeficientes de participación se modifican con posterioridad al vencimiento de los plazos, esto no alterará la asignación del resto de los asignatarios, acreciendo la cuota. 


A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.


Artículo 55 M.- En caso de muerte de un pescador artesanal, si no se ha reservado la vacante de conformidad con el artículo 55, su coeficiente se redistribuirá al año siguiente a prorrata entre los beneficiarios del régimen en la región.


Artículo 55 Ñ.- Al pescador de una asignación individual artesanal o a los pescadores artesanales titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea la forma de ésta, que sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se les sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso se descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una asignación artesanal que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cuatro veces el valor de sanción de la especie respectiva.


Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se hayan inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.


Los pescadores que sean titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea ésta, serán solidariamente responsables de la infracción a que se refiere el inciso anterior.


Al pescador cuyas naves desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63, cuando corresponda, o no dé cumplimiento al procedimiento de certificación, cuando corresponda, a que se refiere el artículo 64 E de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una fracción de la multa a todo evento de 30 unidades tributarias mensuales en las naves de hasta 12 metros y de 60 unidades tributarias mensuales en las demás embarcaciones artesanales y, b) una fracción de la multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas de recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.


Al pescador, cuyas naves efectúen descarte en contravención a las normas de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior pero aplicando en la multiplicación el doble del exceso de las toneladas descartadas que hayan sido objeto de la infracción.


En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó en el año calendario anterior será el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción.”.


59) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 55 I, que pasa a ser 55 N, integrando dicho artículo el Párrafo 4°, nuevo, a continuación del artículo 55 M contemplado en el numeral anterior: 


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “en regiones no sometidas” por “no sometidos”.


b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:


“Asimismo, los titulares de asignación artesanal a que se refiere el inciso anterior podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas para un año calendario a un titular de licencia transable de pesca de la especie de que se trate, quienes podrán extraerlas de acuerdo a su normativa y dentro de la unidad de pesquería autorizada, debiendo ésta siempre efectuarse dentro de la misma unidad poblacional.


En el caso de régimen artesanal de extracción por área, flota u organizaciones, en la solicitud de cesión deberá constar el acuerdo de la mayoría absoluta de los pescadores artesanales que formen parte de las distintas unidades de dicho régimen.”.


c) Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser quinto, entre las palabras  “cedente” y la expresión “, de conformidad”, la siguiente: “, en su caso” y agrégase la siguiente oración final: ”En estos casos y dependiendo del régimen contractual o laboral que rija la relación entre el armador y el patrón o tripulantes, se deberá pagar la parte acordada en el respectivo contrato o la remuneración correspondiente, por el traspaso de cuota que se haya efectuado.”.


d) Incorpórase un nuevo inciso octavo, pasando el actual a ser noveno, del siguiente tenor: 


“La limitación del inciso anterior no regirá respecto de la pesquería de merluza austral y congrio dorado en las regiones Xª, de Los Lagos; XIª, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y XIIª, de Magallanes y Antártica Chilena.”.


60) Agréganse los siguientes artículos 55 O), 55 P), 55 Q), 55 R), 55 S) y 55 T): 


“Artículo 55 O.- Las sanciones administrativas a que se refieren los artículos anteriores, serán aplicadas de conformidad con el procedimiento previsto en el presente artículo, por resolución del Director Regional del Servicio que tenga competencia en el lugar donde tuvieren principio de ejecución los hechos que configuran la infracción.


En los casos que, a juicio del Servicio, se configure algún hecho constitutivo de infracción, notificará esta circunstancia al presunto infractor, remitiéndole el informe de infracción y de todos los antecedentes en que ésta se funda.


El procedimiento previsto en el presente artículo podrá iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada. 


El denunciado dispondrá de un plazo de 30 días corridos para hacer valer sus descargos y en la misma presentación, deberá fijar domicilio en el radio urbano donde funciona la Dirección Regional de Pesca competente, para efectos de practicar las notificaciones que se libren en el expediente. La omisión facultará al Servicio para notificar al denunciado o infractor a través de su sitio de dominio electrónico o por medio de un aviso publicado en un diario de circulación regional correspondiente a los días primero o quince, o al día siguiente hábil, si fueren feriados. 


Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio podrá ordenar la apertura de un período de prueba, por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse las medidas o diligencias que se estimen pertinentes. El presunto infractor en sus descargos, podrá proponer la realización de las medidas o diligencias probatorias, las que sólo podrán ser rechazadas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Las resoluciones de mero trámite en el procedimiento sancionatorio, a solicitud del infractor, podrán ser notificadas a la dirección de correo electrónico que indique en su primera presentación.


Transcurrido el plazo para hacer valer los descargos, o vencido el período de prueba, el Servicio dictará una resolución de absolución o condena, la cual deberá ser notificada al infractor por carta certificada, la que se entenderá legalmente practicada después de un plazo adicional de tres días, contado desde su despacho por la oficina de correos.


El Director Regional Respectivo deberá designar a un funcionario de su dependencia para que ejerza la función de ministro de fe, respecto de las actuaciones probatorias y las resoluciones que se libren en el procedimiento. 


Artículo 55 P.- En el evento que los pescadores artesanales cometan más de dos infracciones de este párrafo, en el plazo de dos años calendario, cualquiera sea su naturaleza, se aplicará, además, la sanción más alta contemplada para dichas infracciones.


Artículo 55 Q.- Los sancionados dispondrán de un plazo de 15 días hábiles, contado desde la notificación de la resolución sancionatoria, para reclamar de ella ante la Corte de Apelaciones que corresponda, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste se ha interpuesto dentro del término legal.


Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por 15 días hábiles al Servicio. Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la sala cuando corresponda.


La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días.


La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de diez días, recurso del que conocerá en cuenta la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos en relación. En contra de la sentencia definitiva dictada por la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.


El Servicio tendrá siempre la facultad de hacerse parte en estos procesos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 123.


Artículo 55 R.- Las resoluciones que apliquen sanciones de conformidad con los artículos anteriores sólo deberán cumplirse una vez que éstas se encuentren ejecutoriadas. El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que la imponga.


El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


El titular de una asignación artesanal será solidariamente responsable de las multas impuestas al arrendatario o mero tenedor de su asignación.


El sancionado, titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca o el armador de una asignación individual artesanal o los armadores artesanales titulares de una asignación colectiva, que no hubiere enterado la multa en tesorería dentro del término legal, como medida de apremio podrá imponérsele la suspensión de sus derechos de pesca y consecuentemente, la prohibición de zarpe de su embarcación, en tanto no haga pago íntegro de la multa impuesta. Asimismo, si el sancionado careciere de tales instrumentos o le fueren caducados, el pago de la multa será ejecutado por la Tesorería General de la República. 


El apremiado que incumpliere la medida impuesta de conformidad con el inciso anterior, será sancionado con la suspensión de la licencia, permiso o asignación individual o colectiva por un año. En caso de reincidencia dentro de los tres años desde el término de la suspensión se caducará la licencia, permiso o asignación individual o colectiva.


Artículo 55 S.- Para los efectos de prescripción tanto para la acción como de las sanciones será aplicable el artículo 132 bis.


Artículo 55 T.- En el caso que un titular de licencia transable de pesca ceda, total o parcialmente, las toneladas que represente su licencia transable de pesca, en un año calendario, a uno o más armadores artesanales inscritos en la pesquería respectiva, éste deberá inscribirse en el registro a que hace referencia el artículo 29 de esta ley y podrá extraer las toneladas cedidas dentro de la región correspondiente a su respectiva inscripción en el Registro Artesanal, dando cumplimiento a la exigencia de certificación de las capturas al momento de desembarque de conformidad con el artículo 64 E.”.


61) Sustitúyese el artículo 63 por el siguiente:


“Artículo 63.- Los armadores pesqueros, industriales o artesanales deberán informar al Servicio, sus capturas y desembarques por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen, de conformidad a las siguientes reglas:


a) Las capturas se deberán registrar e informar en la bitácora de pesca que cada armador deberá llevar a bordo. En el caso de los armadores industriales dicha bitácora será electrónica y deberá tener la capacidad de informar las capturas lance a lance. Un reglamento determinará la información que deberá contener la bitácora, la que al menos comprenderá la captura por lance de pesca u otra forma de conformidad con la operación pesquera, la fecha y ubicación del lance de pesca. El Servicio determinará la oportunidad y condiciones de la entrega de la información de captura.


b) Los desembarques se deberán informar, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento, al momento que éste se produzca o al tiempo que el Servicio determine, ya sea en Chile o en el extranjero.


c) En caso que existan diferencias entre la información de captura y desembarque, el Servicio deberá establecer un procedimiento y criterios técnicos mediante los cuales se resolverán las diferencias de captura y desembarque, debiendo considerar lo establecido en el plan de reducción de descarte o fauna acompañante. Todo aquello que exceda conforme al procedimiento anterior, será imputado a la cuota global de captura o a las cuotas individuales o colectivas asignadas.


La misma obligación de la letra b) deberán cumplir las lanchas transportadoras, los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los titulares de Plantas de Proceso o de transformación y las personas que realicen actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos, deberán informar al Servicio el abastecimiento de recursos hidrobiológicos y de los productos finales derivados de ellos, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los que realicen cualquier tipo de actividad de acuicultura y a cualquier título, deberán informar conforme al reglamento, sobre las estructuras utilizadas en el cultivo, el abastecimiento, existencia, cosecha, situación sanitaria, origen y destino de los ejemplares.


Toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refieren los incisos anteriores deberá tener origen legal, entendiendo por tal, aquellos capturados o adquiridos, procesados o comercializados cumpliendo con la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile. El procedimiento, condiciones y requisitos de la acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos, serán establecidos mediante resolución del Servicio.”.



62) Incorpórase el siguiente artículo 63 quáter:


“Artículo 63 quáter.- Sólo se podrán desembarcar recursos hidrobiológicos en los puntos o puertos de desembarque que el Servicio autorice mediante resolución. 


Para otorgar esta autorización, el Servicio deberá tener en cuenta lo siguiente:


a) La forma en cómo se desarrollan las actividades pesqueras extractivas con el objeto de no interferir sustantivamente en éstas, teniendo en consideración las características del lugar de desembarque, el tipo de naves o embarcaciones que las realizan así como los horarios y las condiciones naturales de la operación pesquera.


b) Los medios necesarios para el efectivo control de los desembarques.


c) Las características sanitarias de la infraestructura de apoyo al desembarque del lugar a autorizar, de forma que sean apropiadas para realizar esta actividad.


d) El cumplimiento de los titulares del punto o puerto de desembarque de las condiciones del decreto de concesión marítima y de la normativa pesquera.


El incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones y condiciones establecidas por el Servicio, respecto de los puntos o puertos de desembarque por éste autorizados, hará incurrir al infractor en las sanciones que al efecto se prevén en el artículo 113 B de esta ley.”. 


63) Intercálase en el inciso primero del artículo 64 B entre la palabra “industriales” y la expresión “matriculadas en Chile” la oración: “de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 15 metros y embarcaciones transportadoras, así como para las embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a doce metros e inferior a quince metros inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco”, y agrégase a continuación del vocablo “mar.” la siguiente frase final: “Con excepción de las embarcaciones que efectúan operaciones extractivas inscritas en recursos bentónicos.”.


64) Agréganse los siguientes artículos 64 E, 64 F, 64 G y 64 H, pasando los actuales artículos 64 E y 64 F a ser artículos 64 I y 64 J, respectivamente:


“Artículo 64 E.- Los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras deberán entregar al Servicio la información de desembarque por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por una entidad auditora acreditada por el Servicio. 


Para otorgar el certificado, se deberán pesar los desembarques o productos de la pesca en su caso, a menos que el Servicio fundadamente, mediante resolución, la exceptúe por la aplicación de una metodología equivalente. El sistema de pesaje utilizado deberá estar habilitado por el Servicio.


La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las entidades auditoras y del pesaje, así como la periodicidad, lugar, forma de pago y demás aspectos operativos del sistema, serán establecidos por el Servicio mediante resolución. El Servicio deberá dar cumplimiento a los mecanismos de la ley N° 19.886, en lo que resulte pertinente, para efectos de determinar a la empresa autorizada para operar en cada zona. La empresa que resulte como adjudicataria de este proceso en cada zona será la que, cumpliendo con los requerimientos exigidos en las bases de licitación, ofrezca las mejores condiciones para el ejercicio de sus labores.


Las tarifas máximas por los servicios de certificación que deberán ser pagadas por los armadores o, en su caso, por los titulares de las embarcaciones transportadoras serán establecidas en cierta cantidad de la respectiva moneda de curso legal por tonelada de recurso o materia prima desembarcada, pudiendo contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas en la resolución del Servicio que resuelva la contratación de la certificación. Las tarifas referidas serán pagadas a la entidad auditora a través del Servicio. Para estos efectos, la Dirección Regional del Servicio correspondiente al lugar en el cual se presten los servicios de certificación, recibirá los fondos que se perciban por el pago que efectúen los titulares y armadores de estos servicios. Dichos fondos serán administrados en forma extrapresupuestaria utilizando las cuentas complementarias abiertas para dicho efecto.


En caso de no pago, la entidad auditora podrá suspender la certificación, previa autorización del Servicio. El plazo que tendrán los titulares y armadores para pagar por los servicios de certificación será el fijado en la resolución del Servicio. Asimismo, para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de ley N° 19.983, el Servicio certificará, a solicitud de la entidad auditora, el hecho de haber transcurrido el respectivo plazo sin que el armador haya consignado en la cuenta dispuesta para dicho efecto los fondos necesarios para cubrir el pago de que se trate. El Servicio no tendrá responsabilidad alguna respecto de los pagos adeudados por parte de los titulares y armadores a las entidades auditoras.


El certificador que certifique un hecho falso o inexistente o el que haga una utilización maliciosa de la certificación de desembarques será sancionado con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda. Para todos los efectos, se entenderá que los certificados constituyen instrumento público.


Las entidades auditoras serán fiscalizadas por el Servicio, debiendo, entre otros, efectuar directamente, o a través de terceros, auditorías para evaluar el desempeño de las entidades auditoras. Los resultados de estas auditorías deberán publicarse en el sitio de dominio electrónico de este Servicio.


Artículo 64 F.- La habilitación y control de los sistemas de pesaje utilizados para la certificación del desembarque a que se refiere el artículo anterior, corresponderá al Servicio, así como la verificación de los parámetros metrológicos e inspección de su funcionamiento y uso.


El Servicio establecerá un procedimiento de habilitación y control de los sistemas de pesaje y un periodo de calibración y verificación de los parámetros metrológicos de operación del sistema. El Servicio podrá suspender o caducar la habilitación del sistema de pesaje cuando los parámetros metrológicos están fuera de los márgenes establecidos o hayan sido adulterados.


Artículo 64 G.- Se prohíbe a los buques pesqueros y embarcaciones artesanales que operen en áreas de pesca sujetas a restricción o prohibición de artes o aparejos de pesca, llevar o mantener a bordo dichas artes o aparejos prohibidos. 


Artículo 64 H.- El Servicio a objeto de efectuar el control de  cuota global de captura de una determinada pesquería, determinará con 24 horas de antelación la fecha de su cierre. Dicha información se publicará en su página de dominio electrónico y deberá ser informada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante a quienes se encuentren realizando faenas de pesca.”.


65) Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente: 


“Artículo 65.- Los armadores, transportistas, elaboradores, comercializadores y distribuidores deberán portar junto con los productos, los documentos que acrediten el origen legal de los recursos hidrobiológicos y sus productos derivados.”.


66) Modifícase el artículo 69 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen”.


b) Elimínase, en el inciso cuarto, la oración “o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter”.


67) Elimínase el inciso final del artículo 69 bis.


68) Suprímense los incisos segundo y tercero del artículo 77.


69) Elimínase el inciso final del artículo 78.


70) Modifícase el artículo 80 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso segundo, la oración final: “La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Elimínase, en el inciso final, las palabras “de Marina”, y agrégase la siguiente oración final: “El registro será público y la información contenida en él deberá mantenerse actualizada en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


71) Elimínanse los artículos 80 bis y 80 ter.


72) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:


a) En el inciso primero:


Reemplázanse la frase “o autorizaciones de acuicultura, cualquiera que sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,” por “de acuicultura o que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ellas, se inscribirán en el Registro de Concesiones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”, y la locución “debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura”, por el siguiente texto: “como asimismo el poder del representante legal de las partes contratantes, cuando corresponda; un certificado de hipotecas, gravámenes y prohibiciones de enajenar emitido por el Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión; el comprobante de pago de la patente de acuicultura correspondiente al año en que se solicite la inscripción y un certificado emitido por Tesorería que dé cuenta que no existen deudas de patente única de acuicultura pendientes.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero:


“El Registro de Concesiones será público y deberá estar disponible para su consulta en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. Se dejará constancia en el Registro de Concesiones del ingreso de todas las solicitudes de inscripción, desde la fecha de su recepción.


No se inscribirán los actos referidos a concesiones respecto de los que exista prohibición legal o judicial, o mientras sean objeto de una negociación de conformidad con la ley N° 19.220 y respecto de los demás que señale el reglamento. Las prohibiciones convencionales se inscribirán para el solo efecto previsto en el artículo 81 bis.”.


c) Elimínase el inciso tercero.


d) Reemplázase el inciso quinto por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones de acuicultura, no serán oponibles a terceros ni habilitarán el ejercicio de actividad alguna en las concesiones respectivas, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. La concesión que se transfiera, arriende o que sea objeto de otro acto jurídico, quedará sometida al mismo objeto, superficie y a las exigencias y modalidades que se encontraban vigentes al momento de la transferencia. 


El Servicio sólo podrá visar documentos y habilitar el movimiento de ejemplares desde el centro de cultivo correspondiente a la concesión, a quien acredite su titularidad o derechos para ejercer la actividad de acuicultura en la misma mediante su inscripción en el Registro de Concesiones.”. 


e) Elimínanse los incisos séptimo y octavo.


73) Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:


“Artículo 82.- En el evento de fallecimiento del titular de una concesión de acuicultura, la sucesión, mediante mandatario común, deberá presentar a la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la inscripción de la posesión efectiva en el Registro Civil e Identificación, para que proceda a dictar una nueva resolución a favor de los herederos, la que deberá ser inscrita por la Subsecretaría en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.


74) Agrégase el siguiente inciso octavo, nuevo, al artículo 84:


“Se exceptúan también de las disposiciones de este artículo, las organizaciones compuestas sólo por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones otorgadas exclusivamente para el cultivo de algas tengan una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas o en el caso que sea superior la  proporción de superficie por afiliado no exceda de una hectárea.”. 


75) Reemplázanse los artículos 91 y 92 por los siguientes artículos 91, 92 y 92 A: 


"Artículo 91.- La Subsecretaría elaborará el programa de investigación necesario para la regulación de la pesca y la acuicultura.


El programa generará un conjunto de observaciones sistemáticas en el tiempo y áreas geográficas determinadas, de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, cuyo análisis permita conocer su estado de situación, patrones y tendencias. Asimismo, tal programa comprenderá la investigación y el monitoreo y análisis de las condiciones oceanográficas, ambientales y sanitarias apropiadas para el ejercicio sustentable de la acuicultura. Los resultados de la ejecución del programa de investigación servirán de base para la fundamentación de las medidas de administración y conservación, así como, en general, del proceso de toma de decisiones para la actividad pesquera extractiva y de acuicultura.


El programa de investigación tendrá proyectos de carácter permanente y otros de carácter ocasional. Sin perjuicio de lo anterior, los permanentes podrán ser revisados en el tiempo, conforme al incremento de la demanda de conocimiento de las variables relevantes para la regulación de la actividad pesquera y de acuicultura. 


Para la elaboración del programa, la Subsecretaría podrá requerir propuestas de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero. Asimismo, deberá requerir propuestas a los Comités Científicos Técnicos, así como al Instituto de Fomento Pesquero. La Subsecretaría efectuará el requerimiento en el mes de enero del año anterior en que deba regir el programa y los organismos requeridos tendrán hasta el 31 de marzo para enviar sus propuestas. 


Con la información obtenida, la Subsecretaría elaborará el programa de investigación priorizado, aprobándolo mediante Resolución y será publicado en su página de dominio electrónico. 


Artículo 92.- El programa de investigación básica o permanente para la regulación pesquera y de acuicultura, podrá ser efectuado por el Instituto de Fomento Pesquero y en él se deberán considerar al menos:


a) La evaluación directa de biomasa y abundancia de los recursos pesqueros.


b) La evaluación de stock mediante modelamientos, con el objeto de determinar el estado de situación y posibilidades de explotación biológicamente sustentable o captura total permisible.


c) El monitoreo y seguimiento sistemático de las pesquerías, dinámica poblacional y sus condiciones oceanográficas.


d) El monitoreo o seguimiento de las actividades de acuicultura, de las especies hidrobiológicas que constituyan plagas y la obtención de la información oceanográfica requerida para asegurar el ejercicio sustentable de esta última. 


e) Los programas referidos al estado sanitario y ambiental de las áreas en que se realiza acuicultura.  


Dentro del programa de investigación básica que será ejecutado por el Instituto de Fomento Pesquero, se podrá contemplar una reserva de emergencia para financiar proyectos o actividades fundadas en cambios en las condiciones oceanográficas y ambientales que causen, a su vez, alteraciones o cambios en el comportamiento de los recursos surgidos en forma imprevista. El monto de dichos proyectos deberá imputarse al presupuesto anual de la investigación básica y no podrá exceder del 3% del mismo.


El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar mediante licitación pública. 


La investigación contenida en el programa de investigación que no sea efectuada por el Instituto de Fomento Pesquero podrá ser efectuada a través del Fondo de Investigación Pesquera.


Artículo 92 A.- El presupuesto del Ministerio de Economía deberá consultar anualmente recursos para financiar el programa de investigación básica pesquera y de acuicultura que realice el Instituto de Fomento Pesquero, de conformidad con los artículos anteriores.


La Subsecretaría elaborará los términos técnicos de referencia de los proyectos, informando de ello al Ministerio en la oportunidad que éste determine.


Para la aplicación de estos recursos se deberá firmar un convenio entre el organismo receptor y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, que incluya un programa de trabajo que defina específicamente, según sea el caso: cada uno de los conceptos a los que serán aplicados los recursos traspasados; cada uno de los estudios de investigación para determinar la situación de las distintas pesquerías, condiciones oceanográficas, y cada uno de los estudios de investigación destinados a evaluar los efectos sanitarios y medioambientales de la acuicultura, que sean financiados con estos recursos. 


Dentro del programa de investigación deberán contemplarse fondos para la contratación de evaluación externa para cada proyecto, mediante la cual se verifique el cumplimiento de los Términos Técnicos de Referencia, y la calidad técnica de los resultados obtenidos. El reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.


76) Agrégase al epígrafe del Párrafo 2° del Título VII, a continuación del vocablo “PESQUERA”, la expresión “Y DE ACUICULTURA”. 


77) Incorpórase en el artículo 93, a continuación de la palabra “Pesquera”, la primera vez que aparece, la expresión “y de Acuicultura”. 


78) Sustitúyense los artículos 94, 95 y 96 por los siguientes:


“Artículo 94.- El Fondo de Investigación Pesquera y de Acuicultura será administrado por un Consejo, integrado por las siguientes personas:


a) el Subsecretario, quien lo presidirá.


b) un representante del Comité Oceanográfico Nacional. 


c) un científico proveniente del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional, de a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegido por la Sociedad Chilena de Ciencias del Mar.


d) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Pesquerías. 


e) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura.


f) dos profesionales especialistas en el ámbito pesquero, que serán elegidos por el Ministerio de una quina presentada por los estamentos laboral, industrial y artesanal del Consejo Nacional de Pesca.


g) dos profesionales especialistas en el ámbito de la acuicultura, de la salud animal o en materias ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una quina presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.


En los casos de las letras  b), c) y d) se deberá designar, además, a un suplente.


Artículo 95.- Las normas de funcionamiento del Consejo y toma de decisiones se determinarán por reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:


a) Los miembros del Consejo serán nombrados por decreto del Ministerio, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y durarán cuatro años en sus cargos, renovándose por parcialidades cada dos años y pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. 


b) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo. 


Los acuerdos del Consejo se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. Los miembros del Consejo individualizados en las letras e) y g) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con la actividad pesquera, así como los miembros individualizados en las letras d) y f) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con las actividades de acuicultura, y en ambos casos no se considerarán en el quórum para sesionar y adoptar acuerdos. 


c) Es incompatible la función de los integrantes de las letras d), e), f) y g) del Consejo con la condición de funcionario público dependiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras o de acuicultura, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal, industrial o de acuicultura o de plantas de transformación o de sus matrices, filiales o coligadas. Las personas que al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones deberán renunciar a ellas. 


En todo caso, el desempeño como integrante del Consejo es compatible con funciones o cargos docentes. 


d) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Consejo las siguientes:


a. Expiración del plazo por el cual fue designado;


b. Renuncia;


c. No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario;


d. Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.


En el caso de las letras c) y d), la cesación será declarada por el Ministro. En el caso de la letra b), la renuncia será aceptada por el Ministro.


Si un miembro del Consejo cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en la letra a) de este artículo.


Artículo 96.- El Consejo de Investigación Pesquera y de Acuicultura tendrá las siguientes funciones:


a) Priorizar el programa anual.


b) Asignar, conforme a los mecanismos establecidos en la ley N°19.886 y sus reglamentos, los proyectos de investigación y los fondos para su ejecución.


c) Asignar, conforme al reglamento, recursos para financiar tesis de pre grado o postgrado relacionadas con las materias de su competencia.


d) Sancionar la calificación técnica de los proyectos de investigación, la que deberá efectuarse por evaluadores externos que sean de igual o superior calificación o experiencia profesional de  aquéllos que efectúen la investigación.


e) Preparar y divulgar la memoria anual de actividades.


Antes de iniciar el procedimiento de contratación, los términos técnicos de referencia de cada proyecto serán remitidos a la Subsecretaría para que ésta pueda formular sus observaciones y sugerencias en el plazo de quince días, contado desde su remisión. Si la Subsecretaría no se pronuncia en el plazo señalado, se procederá sin más trámite. En el caso de formularse observaciones o sugerencias, ellas deberán ser consideradas y sólo podrán ser rechazadas por decisión fundada del Consejo.


El reglamento establecerá las normas de inhabilidad aplicables a quienes participen en los proyectos de investigación, las debidas garantías y demás disposiciones que aseguren la calidad en la ejecución de los proyectos, así como la idoneidad e independencia de quienes se los adjudiquen. Deberá contemplarse, asimismo, el procedimiento de registro y selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.


Los recursos asignados al Fondo podrán contemplar un monto destinado a financiar tesis de pregrado o postgrado en materias propias de sus actividades. El reglamento determinará los requisitos y condiciones conforme a los cuales se asignará este tipo de financiamiento.


El mecanismo de asignación de proyectos deberá considerar una mayor ponderación de aquellas instituciones regionales que participen en los concursos de investigaciones que se realicen en su zona.


El estado de avance e informes finales de cada una de las investigaciones realizadas serán entregados a la Subsecretaría y servirán de base para la adopción de las medidas de administración y conservación y, en general, al proceso de toma de decisiones. 


Artículo 96 A.- El Fondo contará con un Director Ejecutivo, que será designado por el Subsecretario de Pesca. 


Corresponderá al Director Ejecutivo:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.


b) Proponer al Consejo la priorización del programa de investigación del Fondo, ejecutar el programa de investigación una vez aprobado, y proponer las modificaciones en la priorización que se requieran durante su ejecución.


c) Administrar el Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones que, al efecto, adopte el Consejo.


d) Asistir, con derecho a voz, a las sesiones del Consejo y adoptar las providencias y medidas que requiera su funcionamiento.


e) Informar periódicamente al Consejo acerca de la ejecución técnica y presupuestaria del programa de investigación y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.


f) Ofertar, licitar, adjudicar, adquirir y contratar bienes y servicios para la adecuada marcha y funcionamiento del Fondo de Investigación Pesquera con cargo del presupuesto del Fondo asignado mediante la Ley de Presupuestos de cada año, cualquiera sea su monto. Para estos efectos, el Director Ejecutivo deberá recurrir a los mecanismos contemplados en la ley N° 19.886 y su Reglamento.


g) Otras que determinen las leyes.”.


79) Sustitúyese, en el artículo 107, la palabra “elaborar” por los vocablos “tener, almacenar, transformar”.


80) Modifícase el artículo 108 del modo que sigue:


a) Agrégase, en la primera parte del inciso primero, después del vocablo “infracciones”, la siguiente frase: “a la presente ley, a sus reglamentos o”.


b) Sustitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) Comiso de las especies hidrobiológicas o de los productos derivados de éstas. Esta sanción será aplicable a las infracciones a las normas de pesca recreativa, cuando así corresponda según la naturaleza de la infracción.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Lo señalado en el presente artículo es sin perjuicio de otras sanciones que para casos especiales establezca esta ley.”.


81) Incorpórase el siguiente artículo 108 A:


“Artículo 108 A.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por reincidencia la reiteración de cualquiera de las infracciones a las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera, cometidas dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria. En caso de reincidencia, las sanciones pecuniarias y el período de clausura se duplicarán, salvo disposición en contrario.”.


82) Reemplázase el artículo 109 por el siguiente:


“Artículo 109.- De las infracciones serán responsables: 


a) De las infracciones a las prohibiciones de captura o extracción o desembarque de especies hidrobiológicas, y realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, responderá el armador pesquero industrial o el armador pesquero artesanal y el capitán o patrón de la nave con la cual se cometa la infracción.


b) De las infracciones a las prohibiciones de transporte responderá el empresario de transporte, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del artículo 166 del Código de Comercio. 


c) De las infracciones a las prohibiciones de comercialización responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad comercial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 7° del Código de Comercio.


d) De las infracciones a las prohibiciones de posesión y tenencia responderá el poseedor o mero tenedor. El porte de los recursos hidrobiológicos y los productos derivados de éstos en medios de transporte privados, o que son conducidos como parte del equipaje del conductor o de personas que viajan como pasajeros en el transporte público, constituye, para estos efectos, tenencia.


e) De las infracciones a las prohibiciones de transformación responderá la persona natural o jurídica titular de la inscripción que la habilita para ejercer la actividad. A falta de ésta, responderá  la persona natural o jurídica que incurra en la infracción.


f) De las infracciones a las prohibiciones de almacenamiento responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad de depósito de mercancías, entendiendo por tal el almacenamiento, guarda, conservación, manejo y distribución de los bienes o mercancías que se encomiendan a su custodia. El almacenamiento en lugares cuyo objetivo especial no es el depósito de acuerdo a lo señalado precedentemente, constituye, para estos efectos, tenencia. 


g) Si una infracción ha sido cometida por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable del pago de la multa respectiva.


h) Si la infracción es cometida por una persona jurídica, junto a ella será solidariamente responsable, en el ámbito civil y administrativo, su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.


83) Modifícase el artículo 110 del modo que sigue:


a) Elimínase, en la primera parte del inciso primero, la locución “o querella”, y agrégase, a continuación de la expresión “peso físico,” lo siguiente: “y con el comiso de las especies hidrobiológicas y de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, con que se hubiere cometido la infracción,”.


b) Intercálase, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Informar capturas de especies hidrobiológicas menores que las reales, incluido el ocultamiento de capturas desembarcadas. La sanción se aplicará sobre el total de la captura efectuada.”.


c) Agrégase en la letra c), que pasa a ser d), a continuación del punto (.) final, que pasa a ser coma (,), la frase: “o en contravención a lo establecido en éstos.”.


d) Reemplázase, en la letra d), que pasa a ser e), la expresión “respectivo” por la frase: “pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.”.


e) Elimínase la actual letra e).


f) Sustitúyense las letras f) a i) por las siguientes:


“f) Capturar especies hidrobiológicas en contravención a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3º y en la letra c) del artículo 48.


g) Capturar especies hidrobiológicas en el área de reserva de la pesca artesanal, sin contar con la autorización establecida en los artículos 47 y 47 bis.


h) Capturar en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


i) Capturar especies hidrobiológicas con una nave, con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.”.


g) Incorpóranse las siguientes letras j), k), l) y m):


“j) Capturar especies protegidas por convenios internacionales de los cuales Chile es parte, siempre que se haya decretado la prohibición de captura temporal o permanente.


k) Capturar especies hidrobiológicas bajo la talla mínima de extracción establecida y en exceso al margen de tolerancia autorizado por cada especie. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado. 


La cantidad de recursos bajo talla se podrá determinar mediante un sistema de muestreo, cuyo procedimiento se establecerá mediante resolución del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


l) Capturar especies hidrobiológicas con artes o aparejos de pesca prohibidos o en contravención a las regulaciones establecidas en el artículo 4° de esta ley.


m) Capturar una especie hidrobiológica en calidad de fauna acompañante en una proporción superior a la establecida en el decreto supremo correspondiente. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado.”.


84) Agrégase el siguiente artículo 110 ter:


“Artículo 110 ter.- Será sancionado con dos unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso de la nave con que se cometa la infracción, y el comiso de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, la realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, en los siguientes casos:


a) Sin contar con la autorización, permiso o licencia correspondiente, o en contravención a lo establecido en éstas. 


b) Sin estar inscrito en el registro pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.


c) En alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


d) Con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.


e) Con artes o aparejos de pesca prohibidos. Si no se usaren naves o embarcaciones pesqueras, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales y responderá quien ejerza tal actividad. Se sancionará de la misma manera el porte o tenencia de artes y aparejos prohibidos, en conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 6º A de esta ley.”. 


85) Incorpórase el siguiente artículo 110 quáter: 


“Artículo 110 quáter.- Será sancionado con multa de 30 a 100 unidades tributarias mensuales el capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que entorpezca, por sí o por terceros, las labores de los observadores científicos a bordo de las mismas, o que no otorgue las facilidades necesarias para que éstos desempeñen sus funciones.


Igual sanción se aplicará al capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que no dé cumplimiento a la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 6º B.”.


86) Sustitúyese el artículo 111 por el siguiente:


“Artículo 111.- Los armadores cuyas naves presenten los sellos de inviolabilidad del sistema de posicionamiento satelital adulterados, serán sancionados con una multa de cuatro unidades tributarias mensuales por tonelada de registro grueso de la nave donde se cometió la infracción. En todo caso, la multa no podrá ser inferior a 150 Unidades Tributarias Mensuales.


El patrón de la nave será sancionado en el caso del inciso anterior, con la suspensión de su licencia por el término de 90 días.”.


87) Reemplázase, la oración final del inciso primero del artículo 111 A, por la siguiente: “En caso de que se trate de especies sometidas a las licencias transables de pesca, se aplicará la sanción establecida en el artículo 40 C de la presente ley.”.


88) Sustitúyese el artículo 112 por el siguiente:


“Artículo 112.- En los casos de los artículos 110, 110 bis y 110 ter, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial con que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 15 a 150 unidades tributarias mensuales.


Además, se les aplicará, de acuerdo con las reglas del Párrafo 3º de este Título, la sanción de suspensión del título de capitán o patrón desde 30 hasta 90 días. En caso de reincidencia, la pena será de cancelación del mismo.”.


89) Reemplázase el inciso final del artículo 113 por el siguiente:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares, o sobre la condición sanitaria de los mismos referida a las enfermedades de alto riesgo, serán sancionados con multas de 500 a 3.000 UTM y suspensión de operaciones hasta por dos ciclos de cultivo consecutivos. La misma sanción será impuesta a quienes entreguen información incompleta o subreportes o entreguen información fuera de plazo, salvo que se trate en este último caso de la información a que se refiere el artículo 118 ter letra g), en cuyo evento se aplicará el procedimiento y la sanción indicada en dicha norma. Serán sancionados de la misma forma, las personas naturales o jurídicas que realicen actividades sometidas a las medidas de protección previstas en los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley y que incurran en las conductas antes señaladas. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


90) Incorpórase el siguiente artículo 113 B, pasando el actual artículo 113 B a ser artículo 113 C:


“Artículo 113 B.- Será sancionado con una multa cuyo monto será equivalente al resultado de la multiplicación de las toneladas de registro grueso de la nave infractora por media unidad tributaria mensual a la fecha de la sentencia, el titular de una autorización de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal que opere una nave alterando las características básicas consignadas en la autorización.


La nave que originó la infracción no podrá volver a operar, mientras el titular no restituya a ésta las características especificadas en dicha autorización.”.


91) Suprímese, en el artículo 113 B, que ha pasado a ser 113 C, la frase “y en la ley N° 19.713”.


92) Incorpórase el siguiente artículo 113 D, nuevo:


“Artículo 113 D.- Serán sancionados con multa de 30 a 500 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal cuya nave o embarcación desembarque recursos hidrobiológicos en un punto o puerto no autorizado por el Servicio, o con incumplimiento de las obligaciones y condiciones establecidos en la resolución que autorice dichos lugares de desembarque. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


93) Reemplázase en el inciso primero del artículo 115 la oración “una multa equivalente, en pesos oro, de cien hasta ciento cincuenta, al valor diario fijado por el Banco Central de Chile en el momento del pago, por cada tonelada de registro grueso de la nave infractora”, por “multa desde 60 hasta 400 UTM por tonelada de registro grueso, o su equivalente en unidades de arqueo”.


94) Modifícase el artículo 116 de la forma que a continuación se indica:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “A las infracciones de esta ley” por “A las infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad,”. Asimismo, sustitúyese la locución “a la fecha de la dictación de la sentencia” por “vigente a la fecha de la denuncia”. Además, incorpórase a continuación del punto (.) seguido, que pasa a ser coma (,), la frase “y el comiso de las especies hidrobiológicas, de las artes o aparejos de pesca y medios de transporte, cuando corresponda”.


b) Elimínase el inciso final.


95) Elimínase el inciso segundo del artículo 118.


96) Modifícase el artículo 118 ter en el sentido siguiente:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente letra g):


“g) No entregar la información sobre la condición sanitaria del centro de cultivo referida a las enfermedades de alto riesgo exigida en virtud del reglamento a que se refiere el artículo 86 o en los programas sanitarios dictados conforme a dicho reglamento o entregarla fuera de plazo.”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “En el caso de la letra f) anterior”, por “En los casos de las letras f) y g) anteriores”.


97) Reemplázase el artículo 119 por el siguiente: 


“Artículo 119.- Será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días, el transporte, posesión, tenencia, almacenamiento y comercialización de especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción, y  los productos derivados de éstos.”.


98) Derógase el artículo 120.


99) Incorpórase el siguiente artículo 120 C:


“Artículo 120 C.- Por resolución, y previo informe favorable de la Subsecretaría, el Servicio determinará los incumplimientos menores que darán lugar a disconformidades. Formulada por escrito una disconformidad, deberá ser subsanada en un plazo que no exceda de 10 días corridos. Vencido el plazo, si subsiste la disconformidad, se cursará la infracción conforme a las normas que correspondan y si ha sido subsanada, no se cursará la infracción. Las disconformidades sólo podrán formularse respecto de procedimientos, incumplimiento de plazos u otras faltas menores que no importen como resultado poner en riesgo el patrimonio ambiental y sanitario del país.”.


100) Sustitúyese, en el artículo 121, la locución “El procesamiento” por “La transformación”, y el vocablo “elaboración” por “posesión, tenencia”. Asimismo, incorpórase a continuación de la expresión “unidades tributarias mensuales” la frase “, con el comiso de las aletas y de los medios de transporte utilizados, en su caso”. Además, reemplázase la expresión “hasta por un plazo de 30 días” por la frase “por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días”.


101) Sustitúyese, en el artículo 121 bis, el número “10” por “30”.


102) En el artículo 122:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del vocablo “ley”, la frase “sus reglamentos y medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en el inciso segundo, a continuación de la expresión “la actividad pesquera” la frase “y de acuicultura”.


b) Elimínase de la letra b) la frase final del párrafo primero a continuación del punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte, y elimínase el párrafo segundo.


c) Agregánse las siguientes letras o), p), q), r), s) y t):


“o) Requerir a los órganos de la Administración del Estado la información y datos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas en la presente ley. 


p) Ordenar a los capitanes o patrones de naves o embarcaciones pesqueras la recalada obligatoria en el puerto más cercano de la operación de la nave, en el cual pueda descargar su captura, con el objeto de inspeccionar la nave, las artes y aparejos y la captura a bordo, cuando se presuma fundadamente el incumplimiento de medidas de administración de cuota y tamaño mínimo legal. En el evento de oposición a la orden impartida, el funcionario del Servicio podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública a la Autoridad Marítima, la cual podrá apresar la nave y conducirla a puerto.


q) En caso de emergencia sanitaria, determinar el lugar de disposición final de mortalidades y residuos que los titulares de centros de cultivo deberán utilizar, previo cumplimiento de los requisitos definidos por las autoridades competentes. El titular del centro de cultivo asumirá los costos que de la disposición final se derive.


r) Controlar la inocuidad de los productos pesqueros y de acuicultura de exportación y otorgar los certificados oficiales correspondientes, cuando así lo requieran los peticionarios.


Las labores de inspección, muestreo, análisis y cobro de estos procedimientos, podrán ser encomendadas a las entidades que cumplan con los requisitos que fije el Reglamento.


s) Requerir a aquellos armadores cuyas embarcaciones realizan viajes de pesca superiores a 5 días, información de la actividad pesquera, en relación tanto a las capturas diarias y acumuladas por especie como a la elaboración de productos por especie, en el caso de los buques factoría, conforme lo determine el Servicio mediante Resolución.


t) Designar certificadores oficiales para realizar labores de inspección, muestreo, análisis y certificación de la condición sanitaria requeridos por los programas sanitarios de vigilancia y control de enfermedades de alto riesgo dictados de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, a costo de los titulares de los centros de cultivo, cuya labor deberá ser supervisada por laboratorios de referencia del Servicio. El incumplimiento de los procedimientos o de las metodologías de análisis así como la entrega de información fuera de plazo, incompleta o falsa, será causal de revocación de la designación.”.


103) Reemplázase, en el inciso final del artículo 124, la frase “al que sea competente de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 175 y 176 del Código Orgánico de Tribunales”, por “al que se encuentre de turno a la fecha en que se sorprenda la infracción según la regla establecida en el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales”.


104) Modifícase el artículo 125 de la siguiente manera:


a) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 1), a continuación del vocablo “reglamentos”, la locución “o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en su párrafo segundo, incorpórase la siguiente oración final: “La persona citada por los fiscalizadores del modo antes señalado se entenderá debidamente emplazada para efectos de la referida comparecencia.”.


b) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2), la siguiente oración final: “Las audiencias que se realicen se celebrarán ante un funcionario del tribunal, incluyendo aquélla en que se reciba la prueba testimonial.”.


c) Reemplázase el numeral 8) por el siguiente:


“8) Las resoluciones se notificarán por el estado diario, con excepción de la resolución que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, las cuales deberán notificarse por cédula, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 y 53 del Código de Procedimiento Civil. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de las partes de solicitar al juez su notificación en forma electrónica o por cualquier otro medio que elijan para sí, y que el juez califique como expedito y eficaz.”.


d) Reemplázase, en el párrafo primero del numeral 9), las expresiones “Tesorería Comunal” y “Tesorero Comunal”, por “Tesorería Regional o Provincial” y “Tesorero Regional o Provincial”, respectivamente.


e) Elimínase, en el primer párrafo del numeral 10), la expresión “de cinco días”, e incorpórase la siguiente oración final: “Si la infracción es cometida por personas jurídicas, la orden de arresto se despachará en contra de su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.


f) Reemplázase el último párrafo del numeral 12) por el siguiente:


“Las resoluciones que se dicten en esta instancia se notificarán por el Estado Diario.”.


g) Reemplázase, en la primera parte del numeral 13), la frase “o de sus reglamentos” por “, de sus reglamentos o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”.


h) En el párrafo tercero del número 16), intercálase, a continuación de “4ª,”, la expresión “5ª,”, y elimínase la frase “y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 432”.


i) Derógase el párrafo cuarto del número 17).


105) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 126, la expresión “deportiva” por “recreativa”.


106) Sustitúyese, en el artículo 127, la expresión “del crimen” por “de garantía”.


107) Modifícase el artículo 129 en el sentido que sigue:


a) En el inciso primero, agrégase, a continuación de la locución “aparejos de pesca”, la frase “, equipo y traje de buceo, según corresponda,”, y reemplázase las frases: “y puestos a disposición del juez competente a la mayor brevedad. Tratándose de los materiales biológicos o patológicos, con excepción de”, por lo siguiente: “quedando en poder del denunciado en calidad de depositario provisional, bajo la responsabilidad legal del artículo 470, Nº 1, del Código Penal, mientras el juez competente determine su destino, conforme las facultades establecidas en el presente artículo, con excepción de los materiales biológicos o patológicos, respecto de los cuales, salvo”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de especies hidrobiológicas o sus productos derivados, sujetos a las medidas de administración pesquera de veda, extraídos de parques marinos o reservas marinas, éstas deberán destinarse sólo a instituciones de beneficencia o similares, u ordenarse su destrucción. Si se hubiere dispuesto la donación de los mismos, la Autoridad Sanitaria competente deberá evaluar las condiciones de inocuidad alimentaria o aptitud para el consumo humano.”.


108) Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:


“Artículo 130.- Los bienes decomisados por sentencia ejecutoriada, atendida su naturaleza y el estado en que se encuentren, podrán ser donados a instituciones de beneficencia, educacionales dedicadas a la formación en materia de actividad pesquera o acuicultura, rematados en pública subasta o destruidos, según lo determine el juez que conozca de la denuncia.”.


109) Intercálase, en el inciso primero del artículo 131, a continuación de la locución “artículo 110”, la expresión “, 110 bis y 110 ter”.


110) Elimínase el inciso primero del artículo 132.


111) Modifícase al artículo 132 bis del modo que sigue:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a que se refiere este Título” por “a esta ley”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “ejecutoriada la sentencia condenatoria” por “firme la sentencia o acto administrativo condenatorio, según corresponda”.


c) Agrégase el siguiente inciso final: 


“Los plazos de días establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los feriados.”.


112) Incorpórase el siguiente Artículo 139 bis:


“Artículo 139 bis.- El que extrajere o capturare por cualquier medio recursos hidrobiológicos provenientes de un área de manejo y de explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con las multas y penas establecidas para el delito de hurto, de conformidad con el artículo 446 del Código Penal, según el valor de los recursos extraídos y, si tuviere la calidad de pescador artesanal, se suspenderá la inscripción artesanal por dos años.


El tribunal ordenará el comiso de los equipos de buceo y de las embarcaciones utilizadas en la perpetración del delito.”.


113) Sustitúyese en el artículo 108, letra e), la conjunción copulativa “y”, entre los guarismos “119” y “139”, por una coma (,) y agrégase a continuación del guarismo “139” la expresión “y 139 bis”.


114) Modifícase el artículo 142 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el párrafo primero de la letra e), la frase “, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis”. 


b) Elimínase la letra g).


c) Reemplázase, en la letra h), la palabra “dos” por “cuatro”, y sustitúyese la frase “la entrega de información falsa” por “el subreporte o la entrega de información incompleta o falsa”.


115) En el artículo 143:


a) En el inciso primero:


i) Sustitúyese la conjunción “y” entre las palabras “autorizaciones” y “permisos” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “permisos”, la expresión “y licencias transables de pesca”. 


ii) Intercálase en la letra a), a continuación de la frase “permisos extraordinarios de pesca”, la expresión “y licencias transables de pesca”; y reemplázase la expresión “del título IX” por “de esta ley”.


iii) Reemplázase en la letra b) la expresión “No iniciar” por “En el caso de autorizaciones de pesca, no iniciar”.


iv) Intercálase una nueva letra c), pasando la actual letra c) a ser letra d), y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“c) Capturar menos del 70 por ciento del promedio de los desembarques del conjunto de titulares de licencias transables de pesca de una determinada unidad de pesquería, durante los tres años de mayor desembarque de un período de cinco años continuos. La caducidad se referirá al porcentaje que resulte de la resta del promedio del conjunto de titulares de licencias y el promedio del armador que corresponda. En este caso se excluyen los casos en que el titular haya sufrido una circunstancia de fuerza mayor debidamente acreditada. 


Para este efecto, no se considerarán las capturas efectuadas en exceso de lo autorizado. Asimismo, si al titular, arrendatario o mero tenedor se le ha impuesto alguna de las sanciones establecidas en este esta ley, se considerará como autorizado el que resulte después de aplicada la o las sanciones.”.


v) Reemplázase la letra d), que ha pasado a ser letra e), por la siguiente:


“e) Haber transcurrido 1 mes desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única a que se refieren los artículos 43 y 43 bis de esta ley. Tratándose de las licencias transables de pesca la caducidad será del porcentaje que represente las toneladas que haya capturado la nave a que se refiere la patente en el año calendario anterior.


Haber transcurrido 30 días desde la fecha de vencimiento del pago del impuesto específico a que se refiere el artículo 43 ter de esta ley.”.


vi) Incorpórase la siguiente letra k):


“k) Haber incurrido el titular, arrendatario o mero tenedor de licencias transables de pesca en al menos 3 sentencias condenatorias ejecutoriadas por el Juzgado de Letras del Trabajo, por infracción al artículo 289 del Código del Trabajo, en un período de dos años. Las infracciones deberán referirse a los trabajadores embarcados. En este caso la caducidad será de un 10 por ciento de la licencia transable de pesca de la especie preponderante con cargo a la cual se encontraba operando a la fecha de la comisión de la infracción.”.


b) Agrégase en el inciso 2°, a continuación de la palabra “permiso”, la expresión: “, autorización o licencia transable de pesca,”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la frase “estos permisos llamando a propuesta” por la expresión “los permisos o licencias transables de pesca llamando a subasta”.


d) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:


“Las infracciones que dan lugar a las caducidades respecto de los permisos, autorizaciones o licencias transables de pesca, se aplicarán asimismo respecto de los sucesivos titulares de éstas, salvo que la sanción o la existencia de un procedimiento sancionatorio se haya anotado al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 30, con posterioridad a la enajenación o transferencia del mismo.”.


116) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:


“Artículo 144.- Son causales de caducidad de los planes de manejo y explotación de las áreas de manejo las siguientes:


a) Explotar el área en contravención al plan de manejo y explotación aprobado por la Subsecretaría.


b) No cumplir con la entrega de los informes de seguimiento de conformidad con el artículo 55 D, por un período de 2 años desde que éste sea exigible.


c) No haber declarado actividad extractiva o no realizar ningún tipo de acciones de manejo en su interior, por un plazo de 3 años consecutivos.


Sin perjuicio de lo anterior, los plazos indicados en los literales b) y c), se suspenderán de pleno derecho en el evento que la autoridad declare zona de catástrofe en aquellos sectores en que se encuentren situadas las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.


La caducidad será declarada, previa audiencia de la organización titular, por resolución del Subsecretario y notificada a la organización de pescadores artesanales respectiva, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.880.


La organización de pescadores artesanales tendrá el plazo de 30 días contado desde la notificación para presentar recurso jerárquico al Ministro.


Una vez ejecutoriada la resolución que declara la caducidad, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley el convenio de uso celebrado con la organización de pescadores artesanales respectiva.”.


117) Agrégase el siguiente artículo 144 A:


“Artículo 144 A.- Son causales de caducidad de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos, las siguientes:


a) Que el estudio de situación base del área de manejo no dé cuenta de la existencia de un banco natural que presente las condiciones para el desarrollo de un plan de manejo y explotación de recursos bentónicos, y 


b) En caso que no se asigne el área a una organización de pescadores artesanales dentro de un plazo de 2 años desde la fecha del decreto de destinación marítima a que se refiere el artículo 55 A, o de la fecha de término del último convenio de uso vigente.


La caducidad será declarada por decreto del Ministro, suscrito “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Subsecretaría, y publicado de conformidad con el artículo 174 de esta ley. Caducada el área, se comunicará al Ministerio de Defensa Nacional y quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley la destinación que se haya otorgado.”.


118) Derógase la letra c) del artículo 146.


119) Elimínase la letra c) del artículo 152.


120) Reemplázase el Párrafo 3° del Título XII por el siguiente:

“Párrafo 3°

De los Comités Científicos Técnicos


Artículo 153.- Créanse ocho Comités Científicos Técnicos pesqueros, como organismos asesores y,o de consulta de la Subsecretaría en las materias científicas relevantes para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como, en aspectos ambientales y de conservación y en otras que la Subsecretaría considere necesario, pudiendo un mismo Comité abocarse a una o más pesquerías afines o materias.


Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.


Los Comités deberán determinar, entre otras, las siguientes materias:


a) El estado de situación de la pesquería.


b) Determinación de los puntos biológicos de referencia.


c) Determinación del rango dentro del cual se puede fijar la cuota global de captura, el que deberá mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible. La amplitud del rango será tal que el valor mínimo sea igual al valor máximo menos un 20%.


Asimismo, además de las materias contempladas en esta ley, se podrá consultar a los Comités las siguientes materias:


a) Diseño de las medidas de administración y conservación.


b) Formulación de los planes de manejo.


Para la elaboración de sus informes el Comité deberá considerar la información que provea el Instituto de Fomento Pesquero, así como la proveniente de otras fuentes.


Artículo 154.- Créanse los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura, como organismos asesores y de consulta en las materias científicas relevantes para la administración de la actividad acuícola, pudiendo un mismo Comité abocarse a uno o más recursos hidrobiológicos o materias. Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.


Deberán existir tres Comités para las siguientes materias: ambiental, sanitario y de ordenamiento territorial.


Además de las materias contenidas en la presente ley a los Comités se les deberá consultar:


a) La metodología para clasificar los centros de cultivo y las agrupaciones de concesión, de acuerdo a su nivel de bioseguridad.


b) Las propuestas para el establecimiento de macro-zonas de acuerdo al reglamento a que se refiere el artículo 86.


c) La evaluación de los programas sanitarios a la acuicultura.


Artículo 155.- Las normas de funcionamiento, toma de decisiones y la integración de los Comités se determinarán mediante reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas: 


a) Cada Comité estará integrado por no menos de tres ni más de cinco miembros. Para participar en dicho Comité se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar relacionadas con el manejo y conservación de recursos pesqueros en caso de los Comités Científicos Técnicos Pesqueros.  En el caso de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura del artículo 154, se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, medicina veterinaria u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales. Los miembros del Comité podrán participar en más de uno de ellos.


En el caso del Comité Científico de recursos bentónicos podrá estar integrado por un máximo de hasta 7 miembros. Asimismo, en el caso del Comité de recursos pelágicos podrá estar integrado hasta por el mismo número de miembros, debiendo provenir dos de ellos de las dos principales regiones en las que se desarrolle la pesquería.


b) Los miembros del Comité serán nombrados previo concurso público que llevará a efecto el Ministerio, pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus funciones, renovándose por parcialidades cada dos años. El nombramiento se efectuará por decreto del Ministerio bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


c) Al menos uno de sus integrantes, además de cumplir con el requisito de la letra a), deberá provenir de instituciones de investigación o universidades que tengan su sede en la o las regiones en las cuales se distribuye la principal pesquería o actividad objeto del Comité.


d) Es incompatible la función de los integrantes del Comité Científico Técnico señalados en la letra a), con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal o industrial, o de plantas de transformación o de sus matrices filiales o coligadas. Las personas que, al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones, deberán renunciar a ellas. Las limitaciones contenidas se mantendrán hasta un año después de haber cesado en sus funciones de miembro del Comité. En todo caso el desempeño como integrante del Comité es compatible con funciones o cargos docentes. Los integrantes de los Comités deberán presentar la declaración de intereses regulada en los artículos 57 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, previo a asumir sus funciones.


e) Además de los integrantes señalados en la letra a), dos representantes de la Subsecretaría y dos del Instituto de Fomento Pesquero integrarán el Comité por derecho propio. Un integrante de la Subsecretaría ejercerá las funciones de Secretario, quien será responsable de las actas del Comité. Asimismo, podrán participar en los Comités Científicos Técnicos de Pesca, hasta dos profesionales a los cuales se configure alguna causal de inhabilidad, pero no tendrán derecho a voto ni a recibir viático ni reembolso de los gastos en que incurran para concurrir a las sesiones del Comité.


f) Los integrantes de cada Comité deberán elegir a un presidente. En caso de no existir consenso en la adopción de los acuerdos deberán quedar reflejadas todas las opiniones en los informes que se emitan.


g) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Comité.


h) Los acuerdos de los Comités se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.


i) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Comité las siguientes:


a) Expiración del plazo por el cual fue designado;


b) Renuncia;


c) No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario, y 


d) Sobreviniencia de alguna de las causales de inhabilidad contempladas en este artículo.


Si un miembro del Comité cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en el literal b) por el período que reste al reemplazado. La cesación del cargo será declarada por el Ministro.


El Comité tendrá un plazo de 15 días corridos a contar de la fecha del requerimiento, prorrogables por otros 15 días corridos, para pronunciarse sobre las materias en las que ha sido requerido. Cumplido dicho plazo sin que exista pronunciamiento del respectivo Comité, la Subsecretaría o el Ministerio adoptará la decisión fundado en informe técnico.


Los miembros de los Comités, a excepción de los miembros de la Subsecretaría y del Instituto, recibirán una dieta de tres unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de dieta para seis sesiones dentro de un año calendario.


En caso que sus miembros tengan su residencia en una localidad distinta de aquella en la que sesionen, se financiarán los gastos en que incurran para asistir, así como un viático equivalente al que le corresponde a un funcionario grado 4° de la Escala Única de Sueldos. La Subsecretaría deberá consultar en su presupuesto anual los fondos necesarios para el financiamiento de los Comités.


121) Derógase el artículo 156.


122) Incorpórase el siguiente Párrafo 4° en el Título XII:

“Párrafo 4°

Del Instituto de Fomento Pesquero


Artículo 156 bis.- El Instituto de Fomento Pesquero, en su calidad de organismo técnico especializado en investigaciones científicas en materia de pesquerías y acuicultura, es un colaborador y asesor permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino, contribuyendo activamente con el desarrollo sustentable del país.


El Instituto podrá realizar la investigación de continuidad definida en los programas de investigación.


El Instituto administrará las bases de datos generadas en las actividades de investigación y monitoreo de las pesquerías y de la acuicultura, conforme a las políticas que se definan por el Ministerio. Estas bases de datos serán de propiedad del Estado y de acceso público. Deberán establecerse, con consulta a los Comités Científicos Técnicos, estándares referidos a la calidad estadística, forma y contenido de los datos obtenidos en la ejecución de los programas de investigación.


El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar de conformidad con la ley N° 19.886.


Artículo 156 A.- La investigación que realice el Instituto de Fomento Pesquero deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.


b) Cumplir con los términos técnicos de referencia que elabore la Subsecretaría.


c) El Ministerio deberá velar por la calidad de la investigación de conformidad con las siguientes reglas:


1. Deberá someter los informes del Instituto a la revisión de evaluadores externos a fin de determinar si cumplen con los términos técnicos de referencia. Dichas evaluaciones deberán verificar la calidad técnica de la investigación realizada así como de los resultados obtenidos. Los informes de evaluación serán públicos.


2. Las metodologías, toma de datos y los procedimientos utilizados deberán someterse a la revisión de pares externos a fin de asegurar su calidad, de conformidad al procedimiento de la letra anterior. Los Comités Científicos podrán requerir esta revisión.


3. El Ministerio deberá consultar en su presupuesto los fondos necesarios para efectuar las evaluaciones externas referidas en los números anteriores. 


Un reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.


Artículo 156 B.- Los informes y demás antecedentes recabados de conformidad a los artículos anteriores, deberán ser puestos a disposición del público general de forma permanente en el sitio de dominio electrónico del Instituto tan pronto como sean remitidos a la Subsecretaría.”.


123) Modifícase el artículo 162 de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de las palabras “plena explotación”, la frase “recuperación y desarrollo incipiente o con su acceso cerrado.”, pasando el punto aparte a ser una coma;


b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto:


“No obstante lo anterior, el Servicio sólo podrá autorizar el uso de embarcaciones de transporte en pesquerías contempladas en el inciso anterior, en cuyo caso deberá establecer el área de operación, el uso obligatorio de posicionamiento automático en el mar y certificación de desembarque, así como un sistema de control de la información de desembarque de la nave transportadora y de las capturas de la o las naves o pescadores a los cuales les ha transportado sus capturas.”.


124) En el artículo 173:


1. Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación de la palabra “financiar”, hasta su punto aparte (.), que se sustituye por dos puntos (:), por el siguiente:


“a) Proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.


b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.


c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.


d) Programa de reinserción laboral para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure la reinserción y según las reglas que establece el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta tres años a contar de la entrada en vigencia de esta ley.


e) Acciones de capacitación tanto para trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera como para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de esta ley y no imputable al trabajador, las que se ejecutarán en conformidad a algunos de los programas señalados en el artículo 46 de la ley Nº 19.518. Para estos fines se celebrarán convenios entre la Subsecretaría y el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, debiendo éste último implementarlas priorizando a los trabajadores del sector industrial antes señalado. Además con cargo de este fondo se financiarán becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de capacitación y según las reglas que se establezcan en el reglamento.


f) Programas de estudios técnicos de nivel superior destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley y no imputable al trabajador, la que no podrá exceder de 4 semestres; para la realización de estudios técnicos de nivel superior y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de estudios y según las reglas del reglamento.


g) Programas de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y por causal no imputable al trabajador, siempre que tengan más de 55 años de edad y 15 años de antigüedad en el sector, a lo menos, y que no sean beneficiarios de alguna pensión estatal o jubilación anticipada o por enfermedad, para lo cual se estará a la información que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social proveerá a través de los servicios que corresponda. Estos beneficios no serán reembolsables y sólo se entregarán de forma anual, por un máximo de tres años, de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento, priorizándose en su entrega a aquellas personas que acrediten mayor vulnerabilidad social. En todo caso, este beneficio no podrá exceder de 40 unidades de fomento anual por cada trabajador beneficiario.


h) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.


i) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.


j) Programas de recuperación de las pesquerías para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.


2. En el inciso tercero, agrégase, después de la palabra “artículo” la siguiente frase, pasando el punto aparte (.) a ser una coma (,): “priorizándose los fines contenidos en las letras d) y e).”.


125) Derógase el artículo 11 transitorio.


126) En el artículo 12 transitorio: 


i) Elimínase en el inciso primero la oración: “, no paralicen sus actividades en ellas por períodos iguales o superiores a doce meses”.


ii) Elimínanse los incisos segundo y tercero.


iii) Elimínase en el inciso cuarto la  frase “acogidos a la excepción dispuesta en el artículo 11 transitorio anterior”.


Artículo 2°.- Créanse, en el Servicio Nacional de Pesca, las siguientes Subdirecciones: 


a) Subdirección de Comercio Exterior, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


b) Subdirección de Pesquerías, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


c) Subdirección Administrativa, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


d) Subdirección Jurídica, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente artículo 17 bis: 


“Artículo 17 bis.- La Subsecretaría, previo a proponer al Ministerio la dictación de normas legales y reglamentarias, así como las medidas de conservación y administración que sean establecidas por primera vez en una determinada pesquería, que incidan en la fiscalización, deberá solicitar un informe técnico al Servicio, el cual se pronunciará dentro del plazo de 10 días, respecto del alcance e impacto que la normativa propuesta implica para la fiscalización.”.


b) Incorpórase, al artículo 28, la siguiente letra k), nueva, pasando la actual letra k) a ser letra l):


“k) Regular y administrar el sistema de servicios de certificación de desembarques y emitir los certificados que correspondan para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de la ley N° 19.983.”.


c) Agrégase, en el artículo 31, la siguiente letra l), pasando la actual letra l) a ser letra m):


“l) Recibir, dentro de la región respectiva, los fondos correspondientes al pago que efectúen los titulares y armadores a las entidades auditoras, por los servicios de certificación a los que se refiere la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


Artículo 4°.- Créanse cuatro cargos de Subdirector, grado 4 en la planta de personal de Directivos del Servicio Nacional de Pesca, contenida en el artículo único del decreto con fuerza de ley N°6, de  1990, del Ministerio de Economía y Fomento, y sus normas complementarias.


Artículo 5º.- Créase en la planta de directivos de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, un cargo de Jefe de Departamento, grado 4 E.U.S., correspondiente a Director Ejecutivo del Fondo de Investigación Pesquera.


Artículo 6°.- Modifícase el artículo transitorio de la ley N° 20.625 en el sentido siguiente:


a) En el inciso segundo, reemplázase la expresión “artículo 64 E” por “artículo 64 I”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las obligaciones contenidas en los artículos 64 E y 64 F de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que pasan a ser artículos 64 I y 64 J, serán exigibles para los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora igual o superior a 15 metros, en el plazo de 3 años contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento que regule tal actividad.”.


c) En el inciso final, sustitúyese la frase “artículos 64 E y 64 F” por “artículos 64 I y 64 J”.


Artículo 7°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, suspéndese en la Xª Región, de Los Lagos, el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos.


Suspéndese, asimismo, en la Xª Región, de Los Lagos, hasta el 31 de diciembre de 2015, el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, salvo las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca al 30 de septiembre de 2012, cuya superficie solicitada no exceda de seis hectáreas o, siendo superior a seis hectáreas y menor a 9 hectáreas, el solicitante modifique la superficie hasta una extensión total de seis hectáreas. Exceptúanse, asimismo, de esta disposición, las solicitudes que cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca.


 Las solicitudes de concesión de acuicultura para mitílidos ingresadas al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura con posterioridad al 30 de septiembre de 2012 o las que no se encuentren en los casos previstos en el inciso anterior deberán ser denegadas.


Las suspensiones de que trata este artículo estarán referidas a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 8°.- Se prohíbe lavar redes industriales en áreas reservadas a los artesanales.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2013.


Artículo segundo.- En el plazo de 6 meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, los armadores titulares de autorizaciones de pesca de pesquerías administradas mediante límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N°19.713, podrán optar por cambiar sus autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca clase A con las regulaciones del Título III de la Ley General de Pesca y Acuicultura. 


La opción se deberá ejercer por un armador para todas las autorizaciones de pesca de que sea titular respecto de la o las pesquerías que se encontraban administradas por la ley N° 19.713, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca.


Los titulares de certificados del artículo 9° de la ley N° 19.713, podrán, asimismo, ejercer dicha opción. En este caso, si no se ejerce la opción anterior, el certificado quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de la Ley General de Pesca y Acuicultura, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.


Las licencias transables de pesca otorgadas de conformidad a este artículo en una determinada pesquería, serán equivalentes a la sumatoria de los coeficientes de participación relativo de cada una de sus embarcaciones de conformidad con la ley N° 19.713. 


Si el armador no opta dentro del plazo establecido en el inciso primero, mantendrá vigentes sus autorizaciones de pesca con las regulaciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las hará efectivas en el remanente de cuota de la fracción industrial una vez efectuados los descuentos de todos aquellos que hayan optado por cambiar las autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca y por los descuentos que puedan efectuarse por la regulación del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, las naves de aquellos armadores que no opten por las licencias transables de pesca y que mantengan naves autorizadas en las pesquerías administradas con licencias transables de pesca, pagarán la patente a que se refiere el artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura incrementada en un 110%.


En el evento de que uno o más titulares de autorizaciones de pesca no ejerzan la opción regulada en los incisos anteriores, igualmente se deberán efectuar las licitaciones contempladas en el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, si se da cumplimiento a los supuestos contemplados en dicho artículo.


El área de las unidades de pesquerías a que hace referencia este artículo, se extenderá hacia el oeste a toda la zona económica exclusiva de la República.


Durante el plazo de seis meses que otorga este artículo y sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 19.713 se mantendrán vigentes los límites máximos de captura.


Los titulares de autorizaciones de pesca a que se refiere el inciso primero, hayan o no ejercido la opción establecida en el presente artículo, así como los titulares de certificados otorgados de conformidad al artículo 9° de la ley            N° 19.713, sólo pagarán en el año 2013 la patente establecida en el artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incrementada en un 110 por ciento.


Artículo tercero.- Si al cabo de tres años de determinados los puntos biológicos de referencia de las pesquerías a que se refiere el artículo segundo transitorio de la presente ley, no se ha cumplido con la condición establecida en el inciso primero del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se realizará, por unidad de pesquería, la pública subasta del 15% de la fracción industrial de la cuota global en tres años consecutivos, a razón de 5% anual. En el caso de las pesquerías colapsadas, estas subastas procederán cuando de conformidad con la determinación de los puntos biológicos de referencia se haya alcanzado el estado de sobreexplotación.


Artículo cuarto.- Las obligaciones establecidas en los artículos 50 C y 50 D de la Ley General de Pesca y Acuicultura para los pescadores artesanales, serán exigibles al cabo de dos años de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo quinto.- En el plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, la Subsecretaría deberá determinar los puntos biológicos de referencia de las pesquerías que se administren con licencias transables de pesca.


Artículo sexto.- El fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial entre los años 2013 y 2032, ambos años inclusive, en los recursos hidrobiológicos y áreas que a continuación se indican, será el siguiente:


a) Sardina española (Sardinops sagax) y Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima entre el límite norte de la XV Región y el límite sur de la II Región: De la suma de ambas cuotas globales: Hasta 500.000 toneladas, el 16% para el sector pesquero artesanal y 84% para el sector pesquero industrial. Entre 500.000 y 1.000.000 de toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 12% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 500.000 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Entre las 1.000.000 a 1.500.000 toneladas el monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 8% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 1.000.000 de toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.500.000 toneladas un 12% de la cuota global de captura para el sector pesquero artesanal y 88% para el sector pesquero industrial.


No obstante lo anterior, la cuota correspondiente al sector artesanal de la II región se incrementará en un 1% de lo que le corresponde según el inciso anterior al sector industrial decreciendo la fracción industrial en la misma proporción.


b) Jurel (Trachurus murphy) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la XV Región al límite sur de la X Región, 10% para el sector pesquero artesanal y 90% para el sector pesquero industrial.


No obstante lo anterior, la fracción de la cuota artesanal para el área comprendida entre el límite norte de la XV región y el límite sur de la II región, corresponde a un 5% para el sector artesanal y 95% para el sector industrial.


c) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.


d) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.


e) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


f) Sardina española (Sardinops sagax), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


g) Merluza Común (Merluccius gayi) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la IV Región al paralelo 41°28,6’ de latitud sur, 40% para el sector pesquero artesanal y 60% para el sector pesquero industrial.


h) Merluza del sur (Merluccius australis), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 60% para el sector pesquero artesanal y 40% para el sector pesquero industrial.


i) Congrio dorado (Genypterus blacodes), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


j) Camarón naylon (Heterocarpus reedi), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la II Región y el límite sur de la VIII Región: Hasta las 600 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 600 y 4.000 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 5,88% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 600 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 4.000 toneladas de la cuota global un 20% será para el sector pesquero artesanal y 80% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


k) Langostino Colorado (Pleuroncodes monodon), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 700 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 701 y 2.100 toneladas, el sector pesquero artesanal conservará una fracción de 700 toneladas, siendo el exceso para el sector pesquero industrial. Sobre las 2.100 toneladas, el 30% de la cuota global será para el sector pesquero artesanal y 70% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


l) Langostino amarillo (Cervimunida johni), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 350 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 350 y 1.350 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 10% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 350 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.350 toneladas de cuota global un 33% será para el sector pesquero artesanal y 67% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


El porcentaje de la fracción artesanal que acrece con este artículo, se distribuirá preferentemente en aquella Región en que se registren los mayores desembarques por parte del sector industrial.


Artículo séptimo.- Los programas de reinserción laboral a que hace referencia la letra d) del artículo 173 que se incorpora en la Ley General de Pesca a través de la presente ley, se podrán aplicar por el plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, a los trabajadores que hayan perdido su trabajo con posterioridad al 27 de febrero de 2010, por causas no imputables a su voluntad.


Artículo octavo.- Mientras no se establezcan por resolución de la Subsecretaría, los planes de manejo a que se refiere el artículo 9º de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán vigentes aquellos establecidos sobre recursos bentónicos y algas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº20.560 aprobados por la Resolución N° 540, de 2005, modificada por Resolución N° 194 de 2011, ambas de la Subsecretaría de Pesca, respecto de los recursos almeja, erizo y luga roja en las regiones de Los Lagos y de Aysén y aprobado por Resolución N° 2187, de 2010, de la Subsecretaría de Pesca, respecto del recurso Huiro en la Región de Atacama.


Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año a contar de la publicación de la presente ley, para establecer la reestructuración orgánica del Servicio y las funciones de los Subdirectores. Tal facultad la ejercerá mediante decreto con fuerza de ley, dictado a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


Artículo décimo.- Las inscripciones de los pescadores artesanales propiamente tales que sean asignatarios de los regímenes artesanales de extracción, establecidos de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con anterioridad a la publicación de esta ley, podrán ser objeto de reemplazo o transmisión en beneficio de otro pescador artesanal propiamente tal inscrito en la misma pesquería y sometido al mismo régimen.


Artículo undécimo.- Dentro del plazo de seis meses a contar de la entrada en vigor de la presente ley, se deberá iniciar el procedimiento de modificación de los estatutos del Instituto de Fomento Pesquero, en el sentido de adecuarlo a las modificaciones contempladas en la presente ley. 


Artículo duodécimo.- En el primer nombramiento de los miembros de los Comités Científicos Técnicos, se deberá determinar aquellos miembros cuyo período durará dos años, para efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 155 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Artículo décimo tercero.- La obligación establecida en el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, modificado por esta ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo décimo cuarto.- La obligación establecida en el artículo 64 E incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de un año de la entrada en vigencia de la presente ley.


El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura podrá recurrir al trato directo con los adjudicatarios que mantengan contratos de prestación de servicios para el Programa de Certificación de Desembarques Industriales vigentes al 31 de diciembre de 2012, por un período que no podrá ir más allá del 31 de diciembre de 2013, tiempo durante el cual las tarifas serán pagadas directamente a las entidades auditoras de conformidad a dicho programa y a los actos administrativos dictados al efecto con las adecuaciones pertinentes.


Artículo décimo quinto.- Las modificaciones incorporadas a los artículos 39 y 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, regirán respecto de las pesquerías que se declaren en régimen de recuperación y desarrollo incipiente con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, tratándose de la unidad de pesquería del bacalao de profundidad (Dissostichus eleginoides) declarada en régimen de desarrollo incipiente por decreto N° 328, de 1992, del Ministerio de Economía, en el área de las aguas jurisdiccionales al sur del paralelo 47° Latitud Sur, el porcentaje a subastar a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, durante un período de 5 años a partir del año 2013, se dividirá en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal.


Los remanentes no asignados en la subasta durante un año calendario acrecerán la cuota a licitar del otro sector.


En la subasta del 5% para los pescadores artesanales sólo podrán participar los armadores que cuenten con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad así como los pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal de la XIª Región, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de la XIIª región, de Magallanes y Antártica Chilena. A los adjudicatarios se les otorgará un permiso extraordinario de pesca de una vigencia de 10 años, con coeficiente fijo.


Los permisos extraordinarios de pesca sólo serán transferibles entre pescadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.


Los pagos anuales correspondientes a la subasta de los pescadores artesanales se efectuarán en dos cuotas, pagaderas los meses de junio y diciembre. La primera cuota se pagará en el mes de junio del año siguiente a la subasta.


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas.


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivos los permisos extraordinarios de pesca deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.


La subasta y los permisos extraordinarios se regirán en todo lo no contemplado en este artículo por las normas generales contempladas en esta ley y sus normas reglamentarias.


Junto con establecer la cuota de captura para la unidad de pesquería licitada se deberá establecer la cuota de captura para el área situada al norte del paralelo 47° de Latitud Sur.


La cuota licitada conforme a los incisos anteriores, así como la de la ley N° 20.642, sólo podrá ser extraída por embarcaciones artesanales.


Las embarcaciones artesanales desde una eslora igual o superior a quince metros inscritas en la pesquería del bacalao, sea que operen o no en la unidad de pesquería del sur del paralelo 47° de Latitud Sur, deberán contar con un sistema de posicionamiento satelital.


Las embarcaciones artesanales que operen en la pesquería del bacalao no podrán efectuar operaciones extractivas en ambas unidades de pesquería en un mismo viaje de pesca, sin que previamente hayan sido autorizadas por el Servicio y éste haya certificado las capturas que tengan a bordo.


Artículo décimo sexto.- En el caso que se autorice la operación extractiva por naves industriales en la franja de cinco millas, éstas no podrán contemplar un área mayor a la autorizada en las Resoluciones de autorización vigente a la fecha de entrada en vigor de la presente ley.


En el evento de que se encuentre autorizada la operación de la flota pesquera industrial en el área de reserva artesanal de la IVª Región, de Coquimbo, respecto de las especies hidrobiológicas Langostino colorado, Langostino amarillo, Gamba y Camarón naylon, según lo establecido en el artículo 47 de esta ley, se incrementará la fracción artesanal de la cuota de captura de dicha Región, durante el período y para los porcentajes que correspondan, de conformidad con lo establecido en el artículo quinto transitorio, en los siguientes recursos y cantidades: 160 toneladas de Langostino colorado; 160 toneladas de Langostino amarillo, y 230 toneladas de camarón naylon.


Artículo décimo séptimo.- Para los efectos del artículo 43 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, el guarismo 4,2% contenido en su letra a) se reemplazará en cada uno de los años indicados por el guarismo que se indica:


2014:
5,7%


2015:
5,4%


2016:
5,1%


2017:
4,8%


En ningún caso un mismo titular de licencias transables de pesca, pagará en los años 2014, 2015 o 2016, por concepto de patente única pesquera y de impuesto específico, una suma que exceda en un 40% a lo pagado por concepto de patente única pesquera en el año 2012.


A contar del año 2018, y en lo sucesivo, el guarismo a aplicar será el fijado por el artículo 43 ter.


Artículo décimo octavo.- En el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio dictará el reglamento para el establecimiento de caladeros a que se refiere el artículo 67, inciso quinto, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo décimo noveno.- La regulación de la reserva de la primera milla contenida en el artículo 47 bis, incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, entrará en vigor un año después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Por el plazo de cinco años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de la VIII Región, la primera milla contemplada en el citado artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora. En todo caso, en la primera milla marina medida desde la línea de base normal de las áreas de Bahía de Coliumo, desde “Piedra La Peluda” hasta “Punta Chapehue”; Bahía de Concepción, desde Punta “El Arco” hasta Punta “Tumbes”; Bahía de San Vicente, desde Punta “Piedra Blanca” hasta Punta “Longaví Chico”, y en el Golfo de Arauco, desde el Faro Puchoco hasta Río Tubul, la primera milla costera medida en línea de base normal, quedará cerrada a la actividad pesquera artesanal de embarcaciones de eslora igual o superior a 12 metros y, asimismo, en ningún caso se autorizará la operación de actividades pesqueras que afecten el fondo marino.


Asimismo, en el mencionado plazo, en la pesquería de sardina común y anchoveta, las embarcaciones de una eslora inferior a doce metros, y las embarcaciones de una eslora igual o superior a doce metros e igual o inferior a quince metros sin tecnificación, operarán por un lapso de diez días al inicio del período de pesca en forma exclusiva.


Artículo vigésimo.- Los planes de manejo respecto de las pesquerías que se encuentren en estado de sobreexplotación o colapso deberán estar aprobados 18 meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo primero.- Los Comités Científicos Técnicos deberán comenzar su funcionamiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Las medidas de administración y manejo que se adopten durante el plazo a que se refiere el inciso anterior se adoptarán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo informe técnico fundado de la Subsecretaría de Pesca y del Instituto de Fomento Pesquero, en caso de establecimiento o modificaciones de las cuotas globales de captura.


Artículo vigésimo segundo.- No se establecerán nuevas áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni serán tramitadas ampliaciones a los sectores decretados bajo este régimen, por el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley. Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.


Artículo vigésimo tercero.- Los pescadores artesanales inscritos en la XIV Región de Los Ríos que hubieren informado desembarque al Servicio Nacional de Pesca, en el marco de una o más pescas de investigación a las que se refiere el artículo 1° de la ley N° 20.560, en la X Región de Los Lagos, y cuya participación haya sido establecida por resolución de la Subsecretaría de Pesca, podrán optar por quedar inscritos en esta última región en la o las pesquerías a que se refiere el artículo antes señalado y en las que haya sido reconocida su participación. 


Artículo vigésimo cuarto.- En el plazo de hasta tres meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se deberá presentar un proyecto de ley, por parte del Presidente de la República, que cree un organismo público descentralizado denominado Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal y Acuicultura a Pequeña Escala, cuyo objetivo será el de contribuir a elevar la capacidad empresarial, productiva y comercial de los sectores de pesca y acuicultura, promover el consumo de los productos del mar y coordinar, financiar y ejecutar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos, con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura, así como programas de capacitación, diversificación productiva y asistencia técnica. Asimismo, en dicho proyecto de ley se eliminará de los fines del Fondo de Administración Pesquero el financiamiento de fomento y desarrollo a la pesca artesanal y programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras. 


Artículo vigésimo quinto.- En el plazo de seis meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que establezca un sistema de bonificación por parte del Estado al repoblamiento y cultivo de algas para empresas de menor tamaño de conformidad a lo estipulado en la ley N° 20.416. La entrega de tal bonificación se supeditará a la aprobación del proyecto ejecutado mediante calificación técnica la que deberá dar cuenta de la generación de impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención mediante indicadores recomendados por un Grupo Técnico Asesor de Expertos, el cual deberá constituirse con tal propósito. 


Artículo vigésimo sexto.- Para los efectos del artículo 4° D de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán regulados los recursos hidrobiológicos contenidos en el decreto supremo N° 316, de 1985, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, modificado por los decretos supremos N°s 423, de 2001; 120, del 2003, y 169, del 2004, de la misma Cartera. 


Artículo vigésimo séptimo.- Los titulares de concesiones de acuicultura que habiéndose sometido al régimen del artículo 80 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, hubieren pagado la consignación por la solicitud de la concesión establecida en el artículo 77 de la referida ley, podrán solicitar a la Subsecretaría de Pesca la restitución del 50% de dicha consignación, si no lo hubieren hecho antes, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o desde que obtengan la concesión, según corresponda.


El registro de concesiones a que se refiere el artículo 81 de la Ley General de Pesca y Acuicultura comenzará a operar en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura a partir del 1 de julio de 2013. En el plazo que medie entre la fecha de publicación de esta ley y el 1 de julio de 2013, la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas seguirá inscribiendo los actos que tengan por objeto la concesión de acuicultura. Las transferencias, arriendos y demás actos que se hayan presentado a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas para su inscripción y que al 1 de julio de 2013 se encuentren pendientes, sin que haya vencido el plazo de tramitación, serán remitidas a la Subsecretaría de Pesca.


Artículo vigésimo octavo.- Los miembros del Consejo del Fondo de Investigación Pesquero vigente al momento de la entrada en vigor de la presente ley se mantendrán en sus cargos en tanto no se nombren los nuevos integrantes en conformidad con las modificaciones incorporadas por esta ley. Dicho plazo no podrá exceder de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Por el sólo ministerio de la ley, para el año 2013, en las pesquerías administradas con cuotas globales de captura se establecerá la reserva de cuota de imprevistos y cuota de reserva para consumo humano, de conformidad con el artículo 3° de esta ley.


Los tres primeros años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, para la aplicación del artículo 48 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se destinarán las cuotas de imprevistos de sardina común para las Regiones IX de La Araucanía y V de Valparaíso; de merluza común para las Regiones VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule; y de jurel  para  las Regiones III  de Atacama y IV de Coquimbo; y sardina española y anchoveta para la Región XV de Arica y Parinacota.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -


A continuación, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín Fernández piden empalmar esta sesión con la siguiente.


El señor Presidente no accede, sosteniendo que no se reúnen los requisitos del artículo 55 del Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 89ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 19 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, en calidad de Presidentes accidentales, de los Honorables Senadores señores Gómez y Chahuán.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y del Medio Ambiente, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señoras Patricia Pérez y María Ignacia Benítez, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para el despacho del proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


- Queda retirada y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de la tramitación de las siguientes iniciativas: 


1.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


2.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


4.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín         Nº 7.761-24).


5.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


6.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


8.- Proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


9.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


10.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


11.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


12.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


13.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


14.- Proyecto de ley que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (Boletín           Nº 8.492-13).


15.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


16 .- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


17.- Proyecto de ley que incorpora en el artículo 78 de la ley    N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (Boletín  N° 8.348-15).


Con el cuarto, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad de las lesiones causadas a periodistas en el ejercicio de sus funciones (Boletín N° 7.326-07).


4.- Proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley     N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).


5.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (Boletín     Nº 7.650-18).


6.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


7.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad  (Boletín Nº 8.677-07).


8.- Proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín     N° 8.566-08).


9.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


10.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09).


11.- Proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (Boletín N° 8.486-10).


12.- Proyecto de ley que modifica ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (Boletines N°s 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).


13.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el último, formula observaciones al proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (Boletín Nº 7.308-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que en el segundo trámite constitucional ha prestado su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.


Con el segundo, comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de los productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.


Con los cuatro siguientes, informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia, para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo, Fringe Benefits, y para Prevenir la Evasión Fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010 (Boletín N° 8.656-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda. 


2.- Proyecto de ley que posterga el reavalúo y prorroga los actuales avalúos de bienes raíces no agrícolas con destino habitacional, y reduce la periodicidad del reavalúo de los bienes raíces de las distintas series (Boletín N° 8.725-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


3.- Proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín N° 8.696-04) (con urgencia calificada de “suma”). 


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.  


4.- Proyecto de ley que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (Boletín       N° 8.613-02).


- Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda.

Del señor Presidente del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Pone en conocimiento, en virtud de lo dispuesto en los artículos 92, inciso primero letra b) e inciso cuarto de la Constitución Política de la República y 16 de su ley orgánica constitucional, que con fecha 15 de marzo de 2013 cesarán en sus cargos los señores Marcelo Venegas Palacios y Gonzalo García Pino, los que fueron nombrados por esta Corporación, a propuesta de la Honorable Cámara de Diputados. 


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 227 del Código Procesal Penal. 


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Moción


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley de Violencia Familiar ampliando las materias sobre las que debe pronunciarse la sentencia definitiva (Boletín N° 8.739-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Muñoz Aburto, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que reconozca como contrato colectivo vinculante al “Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y la Mesa del Sector Público CUT Chile y organizaciones sindicales del Sector Público 2012”; asimismo, se acate íntegramente el señalado Protocolo y se reintegre a los trabajadores públicos desvinculados (Boletín Nº S 1.544-12).


De los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Chahuán, Coloma, Horvath, Larraín Fernández, Prokurica, Rossi y Walker, don Ignacio, con el fin de pedirle a S. E. el Presidente de la República su intercesión ante el Gobierno de la República de Cuba para que autorice el viaje de la señora Rosa María Payá a Chile, donde cursará un diplomado universitario (Boletín   Nº S 1.545-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


En el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente:

Informe


De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que ha aprobado las cuentas de la Tesorería del Senado, correspondientes al año presupuestario 2011, acompañando una síntesis de las mismas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; aprobado por la Comisión de Régimen Interior.


- Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2011 en el Diario Oficial.

- - -


Posteriormente, la Mesa recibe el siguiente documento:

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga el reavalúo y prorroga los actuales avalúos de bienes raíces no agrícolas con destino habitacional, y reduce la periodicidad del reavalúo de los bienes raíces de las distintas series (Boletín   N° 8.725-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.   

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Citar a Sesión Especial para el día miércoles 2 de enero de 2013, entre las 15:30 horas y las 16:00 horas, para proceder a la votación de la propuesta de S.E. el Presidente de la República contenida en el oficio con el que recaba el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Manuel Muñoz Pardo (Boletín Nº S 1.535-05).

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Coloma solicita recabar el acuerdo de la Sala para conocer en la sesión de hoy el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de los productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01).


La Sala acuerda ponerlo en el primer lugar de la Tabla de Fácil Despacho.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor García solicita obtener el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo tratando el proyecto de ley que posterga el reavalúo y prorroga los actuales avalúos de bienes raíces no agrícolas con destino habitacional, y reduce la periodicidad del reavalúo de los bienes raíces de las distintas series (Boletín N° 8.725-05) y que, además, una vez evacuado el certificado sea también despachado durante esta sesión.


Se accede a lo solicitado.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Zaldívar requiere obtener el acuerdo de la Sala para que, en el tercer trámite constitucional, el proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03), sea conocido por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas.


Así se acuerda.

- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor García-Huidobro, expresa que la Comisión de Obras Públicas acordó hoy pedir a la Sala la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, respecto del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín 8.201-09).


Se accede a lo solicitado, fijándose como plazo el 17 de enero de 2013 a las 12:00 horas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de los productos

agropecuarios


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 7.484-01 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que la divergencia suscitada entre ambas Cámaras derivó del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de la enmienda efectuada por el Senado en el artículo 19 del proyecto.


Destaca que la Cámara de Diputados aprobó, en primer trámite constitucional, un artículo en el cual se dispone que en caso de incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en determinados artículos del proyecto, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá sancionar con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV de la ley respectiva.


Indica que el Senado, en segundo trámite, dispuso que el incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones de los señalados artículos 5º, 6º, 8º, 10 y 12 se sancionarán, por el mismo servicio público, de acuerdo con el procedimiento establecido en la ley correspondiente, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales, y que, en caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades. 


Expresa que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, propone establecer que el incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones ya mencionadas se podrá sancionar con una multa de 5 a 75 unidades tributarias mensuales, con el mismo procedimiento, y que, en caso de reincidencia, será entre 10 y 100 unidades. Además, plantea modificar el artículo 10 del mismo proyecto, con el objeto de señalar que el poder requerido para designar el veedor, se determinará en la forma que señala el reglamento. Lo anterior, para facilitar la forma en que los pequeños agricultores o personas naturales otorgarán dicho instrumento. 


Destaca que el acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández y Honorables Diputados señora Muñoz y señores Barros, Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


Hace presente que el artículo 19 de este proyecto requiere quórum orgánico constitucional.


Finalmente, informa que la Cámara de Diputados ya aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

ARTÍCULO 10

(Texto del Senado)

Inciso primero


Aprobar las modificaciones introducidas por el Senado, con la siguiente enmienda:


Reemplazar las palabras “autorizado ante notario” por la frase “, en la forma que señale el reglamento”.

ARTÍCULO 19

(Texto del Senado)


Aprobar las modificaciones introducidas por el Senado, con la siguiente enmienda:


Sustituir, el guarismo “50” por “75”. 

- - -


El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que se aprueba por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 19 del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley establece con carácter obligatorio un procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentran regulados por una ley especial.


Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.


Tratándose de productos importados, el procedimiento que regula esta ley permitirá obtener información que facilite la comparación de éstos con los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.


b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.


c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.


e) Laboratorio de ensayo: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.


f) Laboratorio de ensayo arbitrador: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.


g) Laboratorio de calibración: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, de ensayo arbitrador, o por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.


i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.


j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.


m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.


ñ) Veedor: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.


Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.


Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.


Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.


Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.

TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN


Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador.


Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.


No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.


Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 


b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.


Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder, en la forma que señale el reglamento, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.


Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.

TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS


Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.


Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en el examen de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, el examen de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y de sus reglamentos.


Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.


Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 


a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.


b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.


c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.


d) Impedir u obstaculizar la actividad del veedor o de quien haga sus veces.


Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.


Artículo 18.- Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.


Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 12 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 75 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, debidamente autorizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° esta ley, deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia de la ley Nº 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y

de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.720-07 y con urgencia de “discusión inmediata”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es ampliar el plazo de vigencia de la ley N° 20.372 en lo que respecta a la determinación de la ciudad que sirve de asiento al Juzgado de Letras de Chaitén, y establecer una regla especial para el funcionamiento del tribunal en las distintas comunas en las que es territorialmente competente. 


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, y lo aprobó, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 


Agrega que la Comisión de Hacienda, por su parte, después de conocer las normas de su competencia, las aprobó, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro. 


Por último, advierte que el artículo 1° del proyecto es de rango orgánico constitucional.

- - -


Seguidamente, se pone en votación, en general y en particular, el proyecto, que es aprobado por 28 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 1° del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio). 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N°20.372, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén:


1) En su inciso primero, reemplázase la expresión “2012” por el guarismo “2014”.


2) En su inciso segundo:


a) Tras la expresión “Futaleufú,”, intercálase la frase “mediante su juez o su secretario”.


b) Después de la palabra “funcionará”, intercálase la expresión “, como mínimo, conforme la carga de trabajo lo requiera,”.


c) Reemplázase la expresión “en la comuna de Palena” por la frase “en las comunas de Chaitén y Palena”.


d) Suprímese la expresión “y en Santa Lucía”.


3) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En todo caso, en la comuna de Chaitén, los escritos dirigidos al tribunal serán recibidos, en cualquier día hábil, por un funcionario del referido órgano jurisdiccional, destinado permanentemente para tal efecto por la Corte de Apelaciones respectiva, en las dependencias del juzgado existente en aquella comuna.”.


Artículo 2°.- El numeral 1) del artículo 1° de esta ley entrará en vigencia el día 1 de enero de 2013.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y en lo que faltare con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En el año siguiente se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, con informe de la

Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.818-14. 


Añade que el objetivo de la iniciativa es renovar el procedimiento establecido en el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.251, para que los propietarios de viviendas sociales regularicen -por una sola vez y dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley- las ampliaciones de viviendas sociales de hasta 25 metros cuadrados, y simplificar el procedimiento aplicado a las ampliaciones de viviendas sociales y progresivas e infraestructura sanitaria, emplazadas en zonas rurales o urbanas. 


Destaca que la Comisión Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Sabag y Tuma. 


Finalmente, hace presente que los incisos segundo y tercero del artículo 1° y el número 1) del artículo 2° del proyecto son de rango orgánico constitucional. 

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los incisos segundo y tercero del artículo 1° y el número 1) del artículo 2° del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Sabag y Letelier.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 7 de enero de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Carlos Asenjo Zegers, en los cupos de abogados y Sebastián Valdés de Ferari, en el cupo de licenciado en Ciencias; como Ministros suplentes a la señora Carolina Fuentes Torrijo, en cupo de abogados y el señor Juan Escudero Ortúzar, en cupo de licenciado en Ciencias, con informe de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para los nombramientos señalados en la referencia, que tiene el Boletín N° S 1.537-05 y la urgencia del párrafo segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), deja constancia de que en la designación en análisis se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de los Ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales ya individualizados. 


Finalmente, hace presente que el Senado debe pronunciarse respecto de lo propuesto en votación única, y que el acuerdo para nombrar a los Ministros requiere el voto favorable de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la solicitud en examen y ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Allende.


Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud señalada, es aprobada por 26 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Alvear y señor García-Huidobro.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra la señora Ministra del Medio Ambiente. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana, con informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, que tiene el Boletín N° 8.618-11 y urgencia calificada de “simple”.


Añade que este proyecto fue aprobado en general por la Sala en su sesión del 7 de noviembre de 2012, fijándose plazo para presentar indicaciones hasta el 26 noviembre, término dentro del cual no se formuló ninguna. Luego de ello fue enviado a la Comisión de Hacienda para que ésta se pronunciara respecto de las normas de su competencia. 


Destaca que dicho órgano técnico deja constancia de que se pronunció acerca de la totalidad del articulado de la iniciativa y de que propone su aprobación particular en los mismos términos en que fue acogida en general. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el proyecto en particular, que es aprobado por 19 votos afirmativos. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Sabag y Uriarte.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Créanse los establecimientos de salud que se denominarán “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” y “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”. 


Los establecimientos señalados en el inciso anterior serán servicios públicos funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propio, con domicilio en la ciudad de Santiago, distintos de los Servicios de Salud a que se refiere el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Salud, de 2006; se relacionarán con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Salud, sujetándose a las políticas, normas, planes y programas que éste imparta; formarán parte de la Red Asistencial de los Servicios de Salud Metropolitano Central y Sur Oriente, respectivamente, y de aquella a la que se refiere el inciso primero del artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Salud, de 2006.


Artículo 2°.- La función de los establecimientos de salud señalados en el artículo 1° será la ejecución de acciones de fomento, protección, recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas, para cuyo desarrollo deberán coordinarse entre sí y con los establecimientos y entidades de derecho público y privado que conforman la Red Asistencial del servicio de salud correspondiente, en conformidad a lo establecido en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006.


Para el continuo fortalecimiento y eficiente empleo de los recursos de que disponen los referidos establecimientos, las acciones a que se refiere este artículo se determinarán o modificarán previo informe y coordinación con el servicio de salud a cuya Red Asistencial pertenezcan.


Artículo 3°.- Los establecimientos de salud señalados en el artículo 1° estarán afectos al decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, al Código Sanitario, y al Sistema de Alta Dirección Pública del Título VI de la ley          N° 19.882. 


Los establecimientos señalados en el artículo 1° estarán a cargo de un jefe superior de servicio denominado Director Ejecutivo.


Artículo 4°.- Los establecimientos señalados en el artículo 1° estarán sujetos a sistemas de gestión por resultados de salud, que incluyan la fijación de objetivos y metas de producción de servicios y de gestión sanitaria y los correspondientes procedimientos e instrumentos de medición y evaluación de los mismos. Ambos establecimientos deberán orientar su actividad hacia un continuo fortalecimiento y mejoramiento en la calidad, oportunidad y cobertura de las prestaciones de salud que proporcionen a sus usuarios y deberán emplear eficientemente los recursos de que dispongan, para cuyos efectos se realizarán las auditorías que correspondan. 


Para efectos de la aplicación del sistema de gestión por resultados señalado en el inciso anterior, antes del 10 de septiembre de cada año, por resolución del Ministro de Salud, se fijarán las metas sanitarias a las que deberá ajustarse cada establecimiento. Para el cumplimiento de dichas metas, los Directores Ejecutivos, antes del 30 de noviembre de cada año, determinarán las metas específicas del respectivo hospital, los indicadores de actividad y los objetivos de mejor atención a la población beneficiaria. Asimismo, en dicha oportunidad, establecerán las normas que regularán los procesos y procedimientos del mencionado sistema de gestión por resultados.


Artículo 5°.- Para el desempeño de sus funciones, el Director Ejecutivo de cada establecimiento ejercerá las atribuciones establecidas en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Salud, de 2001. Además, tendrá las siguientes atribuciones específicas:


a)
Disponer el establecimiento obligatorio de auditorías periódicas e integrales de la gestión clínica y administrativa para los Hospitales Clínicos.


b)
Establecer mecanismos de participación de la población usuaria del establecimiento, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.584.


Artículo 6°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, y suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias en cada establecimiento de salud señalado en el artículo 1°:


a)
Fijar la planta directiva del establecimiento. Asimismo, en el ejercicio de dicha atribución, podrá establecer los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882 y las denominaciones de dicha planta.


b)
Fijar la primera dotación máxima de personal.


c)
Fijar el régimen estatutario aplicable al personal, cuyo régimen de ingreso a un empleo será a través de un contrato de carácter indefinido o a plazo fijo; las causales de cesación de funciones en sus cargos; el sistema de remuneraciones; el sistema de calificaciones del personal vinculado a la calidad y productividad del desempeño del mismo; los incentivos de carácter no remuneratorio que se consideren apropiados a la función y fines del establecimiento; y los procedimientos para el acceso a programas de capacitación. Asimismo, señalar la legislación que se aplicará supletoriamente en estas materias.


El sistema de remuneraciones que se fije deberá consultar incentivos económicos aplicables al personal del establecimiento, los que podrán ser diferenciados en atención a la aplicación de criterios que, a lo menos, consideren aspectos tales como, las funciones a realizar y el desempeño por unidades de gestión e institucionales. Además, deberá señalarse la fecha en que comenzará a aplicarse.


Artículo 7°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud y suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata, en servicio a la fecha de la publicación de los referidos actos administrativos, desde el establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud de Maipú” y del Servicio de Salud Metropolitano Central al establecimiento que se crea con el nombre de “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”. En tanto el personal a ser traspasado no sea designado en el nuevo establecimiento, continuará sometido a la misma normativa estatutaria y remuneracional vigente a la época de su traspaso. En todo caso, no podrán traspasarse profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley         N° 19.230.


El o los respectivos decretos con fuerza de ley determinarán el número de funcionarios a ser traspasado por estamento y calidad jurídica. La individualización de este personal se llevará a cabo mediante resolución dictada por el Subsecretario de Redes Asistenciales, dentro del plazo que se señalará en los referidos actos administrativos.


El personal del establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud de Maipú”, que sirva cargos afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, nombrado en virtud de lo dispuesto en los artículos quincuagésimo séptimo o quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, será traspasado al nuevo establecimiento y nombrado en un cargo del mismo nivel jerárquico de la planta de directivos que se fijará de conformidad a la letra a) del artículo 6° de esta ley. El nombramiento se extenderá hasta la fecha de término del nombramiento anterior en la misma calidad, sin perjuicio de su remoción conforme al artículo quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882.


A contar de la fecha en que se encuentre totalmente tramitada la resolución a que hace referencia el inciso segundo, los cargos de planta que sirvan los funcionarios traspasados se entenderán suprimidos de pleno derecho en la planta del establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud Maipú” y en la planta del Servicio de Salud Metropolitano Central, según corresponda. 


Las dotaciones máximas de personal del Servicio de Salud Metropolitano Central se rebajarán acorde el número de funcionarios traspasados.


Artículo 8°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud y suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, en servicio a la fecha de la publicación de los referidos actos administrativos, desde el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente al establecimiento que se crea con el nombre de “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”. En tanto el personal a ser traspasado no sea designado en el nuevo establecimiento, y pase a regirse por las normas estatutarias y remuneracionales que se dicten de conformidad al artículo 6° de esta ley, continuará sometido a la misma normativa estatutaria y remuneracional vigente a la época de su traspaso. En todo caso, no podrán traspasarse profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 19.230.


El o los respectivos decretos con fuerza de ley determinarán el número de funcionarios a ser traspasado por estamento y calidad jurídica. La individualización de este personal se llevará a cabo mediante resolución dictada por el Subsecretario de Redes Asistenciales, dentro del plazo que se señalará en los referidos actos administrativos.


A contar de la fecha en que se encuentre totalmente tramitada la resolución a que hace referencia el inciso segundo, los cargos de planta que sirvan los funcionarios traspasados se entenderán suprimidos de pleno derecho en la planta del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente.


Las dotaciones máximas de personal del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente se rebajarán acorde el número de funcionarios traspasados.


Artículo 9°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud y suscritos por el Ministro de Hacienda, determine la fecha de supresión del establecimiento de salud de carácter experimental denominado “Centro de Referencia de Salud de Maipú”, y disponga la transferencia de todos los bienes pertenecientes a dicho establecimiento al “Hospital Clínico El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”. Al efecto, mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberán individualizar los bienes que se traspasen, así como los vehículos motorizados para su transferencia mediante su anotación en el correspondiente Registro.


Artículo 10.- Los traspasos de personal que se efectúen de conformidad a lo dispuesto en los artículos 7° y 8° se sujetarán a las siguientes restricciones:


a)
No podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b)
No podrán significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa.


c)
Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento, cuando corresponda.


Artículo 11.- En el evento de que a la fecha de dictación de las resoluciones mencionadas en los artículos 7° y 8°, un cargo de planta a traspasar quede vacante por cualquier causa, éste igual pasará a integrar la dotación máxima de personal del hospital clínico que corresponda, suprimiéndose de pleno derecho en la planta de personal de origen. Asimismo, si a la fecha antes mencionada ha cesado en funciones un empleado a contrata a traspasar, el cargo pasará a integrar la dotación máxima de personal del hospital clínico que proceda. En ambos casos se rebajará en el mismo número la dotación en la institución de origen.


Artículo 12.- El personal individualizado en los decretos a que se refieren los incisos segundo de los artículos 7° y 8° será contratado, sin solución de continuidad, en forma indefinida o a plazo fijo, según fuere titular de planta o a contrata, conforme a la regulación que se establezca en el régimen estatutario de administración de personal que se fije en virtud del artículo 6°, con un nivel de remuneraciones acorde a la función que desempeñará en el hospital clínico.


En todo caso, la contratación referida en el inciso anterior deberá considerar las restricciones indicadas en los literales a) y b) del artículo 10. 


Artículo 13.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Salud, de 2001, del siguiente modo:


a)
Sustitúyese la denominación “Establecimiento de salud de carácter experimental Hospital Padre Alberto Hurtado”, por la de “Hospital Clínico Metropolitano San Alberto Hurtado”.


b)
Agrégase, en el inciso tercero de su artículo 4°, la siguiente oración final: “Para el continuo fortalecimiento y eficiente empleo de los recursos de que dispone el establecimiento, las acciones y prestaciones de salud a que se refiere el artículo anterior, se determinará o modificará previo informe y coordinación con el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente.”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al “Establecimiento de salud de carácter experimental Hospital Padre Alberto Hurtado” deberán entenderse, en lo sucesivo, referidas al “Hospital Clínico Metropolitano San Alberto Hurtado”.


Artículo 14.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Salud, de 2001, del siguiente modo:


a)
Sustitúyese la denominación “Establecimiento de salud de carácter experimental denominado Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente”, por la de “Centro de Referencia de Salud de Peñalolén Cordillera Oriente”.


b)
Reemplázase el inciso final de su artículo 21 por el siguiente: 


“Los empleos a contrata del personal afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, se proveerán previo proceso de selección.”.


Artículo 15.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” y del “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”, y traspasará a ellos los recursos presupuestarios que correspondan desde el Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y del establecimiento de salud de carácter experimental denominado “Centro de Referencia de Salud Maipú” y del Servicio de Salud Metropolitano Central, respectivamente, para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo 16.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo 6° de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $7.756.907 miles. 


Artículo 17.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y del Servicio de Salud Metropolitano Central y establecimiento de salud de carácter experimental denominado “Centro de Referencia de Salud Maipú”, en tanto éste último no se suprima, conforme lo establecido en el artículo 9° de la presente ley. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.


Artículo 18.- El “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada” será el sucesor, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud de Maipú” y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel organismo fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto al “Establecimiento de Carácter Experimental Centro de Referencia de Salud de Maipú” se entenderá referida, a partir de esa fecha, al “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”.


Artículo 19.- El personal de los establecimientos creados por el artículo 1° de esta ley, que sea traspasado de conformidad a este cuerpo legal o contratado según el artículo 12, podrá acogerse a los beneficios consagrados en la ley N° 20.612, cumpliendo las mismas exigencias y requisitos estipulados en dicha normativa.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal, con informe de la

Comisión de Defensa Nacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 6.201-02. 


Añade que su objetivo es modificar la Ley sobre Control de Armas en lo relativo al cambio del lugar autorizado para tener un arma y a los requisitos para inscribirla; sancionar a quienes entreguen armas a menores y al padre o madre de un menor de 14 años que permitiere que éste tenga un arma o cuyo descuido o negligencia lo posibilite. Asimismo, se enmienda el Código Procesal Penal para incorporar como medida cautelar personal la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego. 


Destaca que la Comisión de Defensa Nacional discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Prokurica y Pérez Varela. 


Finalmente, señala que el número 2) del artículo 1° del proyecto es de quórum calificado. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Gómez y Letelier.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Prokurica, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de este asunto.

- - -


El señor Presidente da por terminada la primera discusión, quedando pendiente el debate de este asunto.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga el reavalúo y prorroga los actuales avalúos de bienes raíces no agrícolas con destino habitacional, y reduce la periodicidad del reavalúo de los bienes raíces de las distintas series, con

certificado de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.725-05 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Destaca que la Comisión de Hacienda aprobó en general el proyecto por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Orpis y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Lagos. 


Añade que la letra a) del artículo único registró dos votos a favor y tres abstenciones. Se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores García y Orpis, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Lagos y Pizarro. Repetida la votación, conforme al artículo 178 del Reglamento, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, por aplicación del inciso segundo de la misma disposición, las abstenciones se consideraron votos favorables. 


Informa que la letra b) fue sancionada por unanimidad. 


Finalmente, expresa que los artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios fueron acogidos por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Orpis y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Lagos. 

- - -


Seguidamente, se pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 19 votos a favor y 8 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores García y Zaldívar, señoras Rincón y Allende y señores Sabag, García-Huidobro y Larraín Peña.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana y Tuma. 


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Lagos, Tuma, Letelier, Quintana, Navarro y Gómez.

- - -


Luego, el señor Presidente, en virtud del artículo 126 del Reglamento, lo declara aprobado también en particular. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase el artículo 3º de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, del siguiente modo:


a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo “5” por “4”;


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, el guarismo “8” por “7”; y elimínase la oración que va a continuación de la coma (,) que sigue a la frase “excluido el primero”, pasando dicha coma a ser punto aparte (.).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.-  Prorrógase, hasta el 31 de diciembre del año 2013, con sujeción a las normas de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos que rijan al 31 de diciembre del año 2012, de los bienes raíces destinados a la habitación, así como de aquellos correspondientes a bodegas y estacionamientos de conjuntos habitacionales acogidos a la ley    N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria. Para este efecto, la referida prórroga se aplicará a las bodegas y estacionamientos de un conjunto habitacional sólo si la superficie construida de las unidades habitacionales existentes en el mismo conjunto es superior a la de las unidades no habitacionales existentes en él, excluyendo en dicha comparación los metros cuadrados correspondientes a las mismas bodegas y estacionamientos.


El plazo de 4 años establecido en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, modificado por el artículo único de esta ley, comenzará a contarse, respecto de los inmuebles individualizados en el inciso anterior, desde el 1 de enero de 2014.  Asimismo, se reiniciarán desde dicha fecha los reavalúos anuales establecidos en el inciso séptimo de dicho artículo y respecto de los inmuebles señalados en dicho inciso.


Artículo segundo.- El plazo de 4 años establecido en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, como asimismo los cambios introducidos al mecanismo de determinación establecido en su inciso cuarto, en virtud del artículo único de esta ley, comenzarán a regir, respecto de los bienes raíces señalados en la letra b) del artículo 7° de la referida ley, a partir del 1 de enero de 2018.


Artículo tercero.- Para efectos del reavalúo a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 17.235 y que, conforme a los artículos primero y segundo transitorio anteriores, se efectuará para los bienes raíces no agrícolas en años distintos según el destino que ellos tengan; en caso que en un mismo condominio acogido a la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, existan tanto bienes inmuebles con destino habitacional como no habitacional, al efectuarse el reavalúo correspondiente, el bien común se considerará de uso habitacional, para aquellas unidades de la copropiedad que tengan destino habitacional, y de uso no habitacional, para aquellas otras unidades de la copropiedad que tengan destinos no habitacionales.


Artículo cuarto.- El plazo de 4 años establecido en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, modificado por el artículo único de esta ley, comenzará a contarse, respecto de los bienes raíces señalados en la letra a) del artículo 7° de la referida ley, a partir del 1 de julio de 2014.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende, señores Bianchi, Escalona y Horvath, señora Pérez San Martín y señores Gómez y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Gómez (en el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata), Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia y Partido Movimiento Amplio Social) y Chahuán (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes y Partido Socialista.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 90ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 2 DE ENERO DE 2013



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.



Asisten los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez.



Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

______________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Juan Manuel Muñoz Pardo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Muñoz como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, que tiene el Boletín Nº S 1.535-05.



Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia al señor Muñoz, a la que también asistió la señora Ministra de Justicia.



Añade que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Finalmente, hace presente que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.

- - -


En discusión la solicitud en examen, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.
- - -



En su discurso, el Honorable Senador señor Prokurica, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, solicita segunda discusión de este asunto, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado.

- - -


El señor Presidente declara terminada la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta cuestión.

- - -



Finalmente, anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 91ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Justicia, señor Cristián Larroulet y señora Patricia Pérez, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 72ª y 73ª, especiales, de 22 y 23 de noviembre, respectivamente; 85ª y 86ª, empalmadas, especial y ordinaria, respectivamente, ambas de 12 de diciembre; 87ª, ordinaria, de 18 de diciembre, y 88ª y 89ª, especial y ordinaria, respectivamente, ambas de 19 de diciembre, todas del año 2012, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia del requerimiento presentado por un grupo de Honorables señores Diputados, respecto de la inconstitucionalidad del N° 9 del artículo único del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) y de las resoluciones recaídas en su tramitación.


Expide, además, copia del requerimiento presentado por un grupo de Honorables señores Diputados, respecto de la inconstitucionalidad del artículo 3° del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín       Nº 8.085-29) y de las resoluciones recaídas en su tramitación.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


Envía copia autorizada de la sentencia dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 8.720-07).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de resoluciones recaídas en sendas acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


a) Artículos 348 y 389 del Código Procesal Penal.


b) Artículo 381, incisos primero, letras a), b) y c), segundo, cuarto y quinto, parte final, del Código del Trabajo.


c) Artículos 38, inciso tercero y 38 bis de la ley N° 18.993, que crea la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, dicta normas para el otorgamiento de prestaciones por Isapre y deroga el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Salud, de 1981.


d) Artículo 5° transitorio, incisos tercero y cuarto, de la ley       N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.


e) Artículos 34 y 35 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la restructuración y fija las funciones de la Dirección del Trabajo. 


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 150 y 151 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, y artículo 207, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 1-2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Ley de Transportes.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señoras Rincón y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Frei, García, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar, sobre regularización del pago de derechos de aseo domiciliario (Boletín          N° S 1.474-12).

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Coloma, Escalona, Girardi, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker, don Ignacio, que pide al Gobierno de Chile exprese su repudio a los violentos ataques que el Estado de Israel ha efectuado a la ciudad de Gaza, perteneciente al Estado Palestino, así como a las acciones bélicas que grupos armados palestinos han perpetrado desde aquélla en contra del territorio y población israelíes (Boletín N° S 1.532-12).

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referente a rentabilidad social de expropiación de una franja de terreno en el sector residencial de la comuna de La Reina, consultada en el proyecto de trazado para la futura autopista Américo Vespucio Oriente.


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Frei, García-Huidobro, Kuschel y Walker, don Patricio, sobre obligación del Estado de prevenir y rehabilitar en materia de discapacidades y garantizar el ejercicio del derecho establecido por la ley       N° 20.422 (Boletín N° S 1.444-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Informa, en respuesta a petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, medidas adoptadas por esa Secretaría de Estado ante reparo a reposición del puente de calle Magallanes, en la comuna de Punta Arenas.

Del señor Ministro de Salud


Da contestación a solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre personas afectadas por VIH, durante los tres últimos años, en la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro de Agricultura


Atiende solicitud de reconsideración o de medidas alternativas, hecha en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto del cierre, a partir del día 29 de noviembre de 2012, de la oficina del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario en la ciudad de Porvenir.

Del señor Director General de Asuntos Consulares e Inmigración,

Ministerio de Relaciones Exteriores


Remite oficio reservado que complementa información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre situación del ciudadano chileno, nacionalizado danés, señor Eddy López López.

De la señora Vicepresidente Ejecutiva de la

Junta Nacional de Jardines Infantiles


Contesta petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre diversas materias relativas al programa de transferencia de fondos a entidades sin fines de lucro que creen, mantengan o administren jardines infantiles (VTF).

Del Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre actuación del Comité de Ministros, con ocasión de la reclamación de Endesa en contra de la resolución exenta N° 138, de 2012, de la Comisión de Evaluación de la Región de Atacama (RCA), relativa al proyecto “Central Termoeléctrica Punta Alcalde”. 

De la señora Jefe del Subdepartamento de Atención Postal,

Instituto de Previsión Social


Remite copia de oficio dirigido a doña Olga Norambuena Ampuero, con el que se le informa otorgamiento de pensión básica solidaria de vejez; en referencia a materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Frei.

Del señor Prosecretario de la Cámara de Diputados


Envía copia del oficio dirigido al señor Intendente de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, cursado en nombre del Honorable Diputado señor Robles, con el fin de que esa autoridad informe sobre el cumplimiento de contrato de concesión en la Zona Franca de Punta Arenas. 

Del señor Coordinador General de Transporte de Santiago


Remite, en formato digital, informe de gestión del Sistema de Transporte Público de Santiago, correspondiente al año 2011. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


Segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).


- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la Ley de los Tribunales Electorales Regionales, para imponer al reclamante la obligación de señalar una dirección de correo electrónico (Boletín N° 8.761-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores Bianchi y Gómez, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que habilita a sufragar en las elecciones municipales a los mayores de 16 y menores de 18 años de edad, y que otorga el mismo derecho en las restantes elecciones, bajo el supuesto que indica (Boletín N° 8.762-07).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Chahuán, Larraín Fernández, Prokurica y Uriarte, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Estatuto Administrativo para asegurar el derecho al descanso legal a trabajadores sujetos al régimen de honorarios.


- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Novoa, para ausentarse del territorio nacional a contar del martes 25 de diciembre de 2012.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión llega a la Mesa el siguiente documento:

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Cantero, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Uriarte, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que instruya a los organismos competentes para que arbitren las medidas conducentes a la expedita instalación del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago.


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Colocar en el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria del martes 8 de enero, en primer y segundo lugar, respectivamente, los siguientes proyectos de acuerdo:


a) El que solicita el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que otorgue a don Vicente Bianchi Alarcón un Premio de Honor por su trayectoria musical que le confiera los mismos galardones y pensiones asignados a los Premios Nacionales por el artículo 3° de la ley        N° 19.169 (Boletín Nº S 1.538-12), y


b) El que solicita a S. E. el Presidente de la República su intercesión ante el Gobierno de la República de Cuba para que autorice el viaje de la señora Rosa María Payá a Chile donde cursará un diplomado universitario (Boletín Nº S 1.545-12).

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán solicita recabar la unanimidad de la Sala para que el segundo proyecto a que se refiere el Acuerdo de Comités (Boletín Nº S 1.545-12) se ponga en votación en el día de hoy.


No hay acuerdo.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Larraín Fernández, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, solicita obtener el acuerdo de la Sala para dos propuestas:


La primera, que se refunda el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín N° 7.873-07) con otro similar que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07).


La segunda, para que se autorice a la mencionada Comisión a discutir dichos proyectos en general y en particular, en el primer informe.


Se accede a ambas solicitudes.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Nombramiento de la señora Ximena Amigo López como Directora de Administración en la Planta de

Personal del Senado


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que la Comisión de Régimen Interior acordó proponer a la Sala, en virtud de lo dispuesto en el artículo 12 del Reglamento del Personal del Senado, el nombramiento en el cargo de Directora de Administración en la Planta de Personal del Senado de doña Ximena Amigo López, seleccionada en el primer lugar de la terna del concurso público, efectuado con la asesoría de la Alta Dirección Pública.

Enseguida, el señor Presidente pone en votación el nombramiento, que es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 12 del Reglamento del Personal del Senado.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal, con informe de la

Comisión de Defensa Nacional


El señor Presidente anuncia que corresponde iniciar la segunda discusión en general del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 6.201-02, cuya primera discusión tuvo lugar en sesión del miércoles 19 de diciembre de 2012.


Añade que la Comisión de Defensa Nacional discutió el proyecto solamente en general y que el número 2 del artículo 1º de esta iniciativa es de quórum calificado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 28 votos a favor, uno en contra, 4 abstenciones y 2 pareos, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del número 2 del artículo 1º del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Espina, Letelier, Walker (don Patricio), Prokurica y Sabag.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Larraín Peña.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro, Quintana y Rossi.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Gómez.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 21 de enero de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Defensa Nacional, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), sobre los privilegios e inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya, el 30 de octubre de 2007, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 7.685-10.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es otorgar privilegios e inmunidades a la OPAQ y a sus funcionarios.


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Pizarro y Tuma.


Agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.


Finalmente, destaca que el proyecto de acuerdo incide en normas de rango orgánico constitucional.
- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que se aprueba, en general y en particular, por 25 votos a favor, uno en contra y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Tuma y Letelier.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Larraín Peña, quien fundamenta su decisión.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ) sobre los Privilegios e Inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya, el 30 de octubre de 2007.”. 

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio, con informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.644-06.


Añade que el objetivo de la iniciativa consiste en establecer como causal de excusa para ejercer el cargo de vocal de mesa receptora de sufragios la circunstancia que se ha señalado precedentemente.


Informa que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos en que lo había despachado la Honorable Cámara de Diputados.


Señala, asimismo, que la Comisión acordó dejar constancia de que durante el debate de esta iniciativa tuvo en consideración otro proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Navarro y Rossi, actualmente en primer trámite constitucional, que libera a la mujer durante el lapso anterior o posterior al parto de la carga pública de desempeñarse como vocal de mesa receptora de sufragios.


Finalmente, hace presente que el proyecto es de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Orpis, Zaldívar y Navarro, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García y Lagos.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 14 de enero de 2013, a las 12 horas. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de Bangladesh sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2011, con informe

de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.485-10. 


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es eximir del requisito de visa a los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales de los señalados países. 


Indica que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma. 

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que se aprueba, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de Bangladesh sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2011.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo para la Constitución de la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010, con informe

de la Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.574-10 


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es constituir a la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional. 


Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma. 


Por último, hace presente que el proyecto incide en normas de quórum calificado. 

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que se aprueba, en general y en particular, por 21 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo para la Constitución de la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional”, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Socialista), quien solicita el envío de oficios en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes y Partido Demócrata Cristiano. 

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE  INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA LA AGENCIA NACIONAL DE ACREDITACIÓN Y ESTABLECE UN NUEVO SISTEMA DE ACREDITACIÓN

(8774-04)
Honorable Senado:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto establecer un nuevo sistema de acreditación para las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, a través de una nueva institucionalidad y del establecimiento de un proceso de acreditación obligatorio, con estándares más exigentes para todas las instituciones de educación superior, que apuntan a mejorar la calidad en la educación superior y a transformar esta mejora en un proceso continuo. 

I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA 

1. Cambios en educación superior

Nuestro Gobierno ha puesto en el centro de sus prioridades la   calidad y la equidad de la educación en todos sus niveles, para lo que ha propuesto e implementado políticas para la educación parvularia, escolar y superior. 

En cuanto a la educación superior, la agenda es amplia y abarca materias como el  financiamiento a los estudiantes y a las   instituciones, aspectos regulatorios y de   aseguramiento de la calidad. La diversidad de las propuestas responde a la necesidad de hacerse cargo de una institucionalidad que no se ha adecuado al significativo desarrollo de un sector que en los últimos treinta años pasó de contar con cerca de 119.000 alumnos a más de 1.000.000 y que multiplicó en más de veinte veces la cantidad de instituciones que lo  conformaban. Las políticas públicas destinadas a la educación superior sin duda requieren cambios fundamentales que permitan enfrentar los actuales desafíos, los que, tal como lo propuso el programa de gobierno, pueden      resumirse en acceso y excelencia, así como en la búsqueda de un nuevo equilibrio que se  centre más en los estudiantes que en las   instituciones.

Respecto del acceso, el país mantiene, a pesar de las mejoras recientes al Crédito con Aval del Estado, un sistema de financiamiento a los estudiantes que es discriminatorio y que, en algunos casos, impone una carga muy onerosa para los egresados de la educación  superior. Es por esto que nuestro Gobierno propuso avanzar hacia un nuevo sistema único de créditos que integra las becas, beneficia a más  estudiantes y que significa una menor carga financiera presente y futura, lo que se tradujo en un proyecto de ley presentado en junio de 2012. Por otra parte, el Estado debe    también asegurar que los distintos actores cumplan con la normativa vigente y sean transparentes en su actuar. Sus atribuciones actuales para cumplir con este propósito son débiles, en virtud de lo anterior en noviembre de 2011 presentamos un proyecto de ley que crea una Superintendencia de Educación Superior, cuyo propósito es velar por el cumplimiento de las distintas leyes que rigen al sector, especialmente aquella que prohíbe que las universidades retiren excedentes por la vía de relaciones contractuales con personas relacionadas. Simultáneamente, el Ministerio de Educación ha hecho un importante esfuerzo por transparentar el sistema, poniendo a disposición del público la información financiera de todas las instituciones de educación superior. Cuando la   Superintendencia de Educación Superior esté operativa, será ella la que llevará a cabo las labores de fiscalización y transparencia.

Asimismo, es necesario abordar el sistema de acreditación de instituciones de educación superior, por cuanto la legislación vigente no logra satisfacer apropiadamente los objetivos de los sistemas de acreditación y es por ello que nuestro Gobierno ha decidido presentar  este proyecto de ley que crea la Agencia    Nacional de Acreditación y modifica la manera en que debe desarrollarse la acreditación de las instituciones de educación superior en nuestro país. 

II. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

1. Origen y falencias del actual Sistema de Aseguramiento de la Calidad 

En las últimas décadas Chile ha pasado de tener un sistema de educación superior selectivo a uno masivo. Si en 1990 la matrícula de educación superior bordeaba los 270.000, hoy supera el millón de jóvenes. Si en 1990 la  cobertura bruta era de cerca del 16%, hoy está en torno al 50%.

Este importante crecimiento ha permitido que jóvenes provenientes de grupos socioeconómicos antes subrepresentados en la educación superior, hoy accedan a centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades. Esto constituye un gran avance en términos de igualdad de oportunidades. Los  datos disponibles sugieren, a pesar de algunas voces en contrario, que este mayor acceso no ha dañado las oportunidades laborales y salariales de los egresados de  la educación superior; ésta continúa siendo, por tanto, un   importante mecanismo de movilidad social.

Un sistema así de amplio, al igual que ocurre en diversas latitudes es heterogéneo,  existiendo instituciones de diferentes tipos, que cumplen distintas misiones, que ofrecen una extensa gama de carreras y programas, y que forman a estudiantes con distintos      intereses y capacidades académicas. Es natural que la masificación y creciente heterogeneidad del sistema de educación superior lleve a plantearse cada vez con más fuerza la pregunta por la calidad, particularmente por los  estándares con los que las distintas instituciones llevan adelante su misión y propósitos. Más todavía, considerando que existen importantes asimetrías de información entre lo que los estudiantes saben al momento de matricularse y lo que la institución verdaderamente ofrece. ¿Cómo asegurar que las instituciones de educación superior cumplan su tarea con estándares razonables, toda vez que el Estado les confiere la posibilidad de entregar títulos y les entrega recursos públicos de manera directa e indirecta? ¿Cómo fomentar que exista en ellas un mejoramiento continuo?

Son preguntas que no son nuevas ni son exclusivas de nuestra nación. Gran parte de los países han vivido procesos similares en las últimas décadas y han implementado sistemas de aseguramiento de la calidad de la   educación superior, los que han aspirado a fortalecer la calidad y la confianza en los sistemas de educación superior. Por cierto, al ser todos sistemas relativamente nuevos, es un ámbito en el que aún tenemos mucho que    aprender. 

El caso de Chile no ha sido distinto en estas materias. En 2003, durante el Gobierno del Presidente Lagos, se presentó un proyecto de ley que creaba el Sistema Nacional de   Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Este se promulgó en 2006, bajo el Gobierno de la Presidenta Bachelet, dando  origen a la ley N° 20.129. 

Esta ley, si bien constituyó un avance, instalando, por ejemplo, en muchas instituciones una preocupación por mejorar su funcionamiento, ha demostrado tener  problemas de   implementación y  de diseño que son reconocidos transversalmente. Éstos están ligados principalmente a aspectos que la ley trata  insuficientemente, por ejemplo, la conformación de la  Comisión Nacional de Acreditación (CNA) por quince miembros a tiempo parcial, siendo la mayor parte de ellos representantes de las distintas instituciones del sistema de educación superior y, por tanto, con potenciales conflictos de interés que requieren del establecimiento de un sistema claro de inhabilidades e incompatibilidades. Si bien es  efectivo que la acreditación debe correr por cuenta de pares evaluadores, la institución que delibera respecto de la acreditación debe estar protegida seriamente de los intereses institucionales y ello no se asegura con esta ley. 

Por otra parte, contempla una acreditación por siete años cuando las instituciones cumplen íntegramente los criterios de evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, cuando  dicho cumplimiento es aceptable pero no integral establece que puede ser por un período más breve. Este mecanismo ha permitido que se genere un rango amplio de años de acreditación que contradice el espíritu de los sistemas de aseguramiento de la calidad de la educación superior, cuyo principal propósito es que las instituciones den garantías a los estudiantes de que pueden cumplir apropiadamente los propósitos declarados y su misión. Además ha permitido que instituciones de baja calidad sean acreditadas, aunque sea por un corto   periodo de tiempo. Todo esto también ha llevado a que la información sobre la acreditación y la calidad de las instituciones sea confusa, dificultando la elección de los estudiantes y sus familias de las instituciones de educación superior.    

Se suma a ello que los criterios y pautas de evaluación están muy vagamente declarados. Así, el resultado obtenido por el sistema vigente no es el esperado y tampoco asegura que en un plazo razonable las instituciones    cumplan con las garantías que deben dar a los estudiantes. 

Actualmente, el Sistema de Aseguramiento de la Calidad tiene como una de sus funciones el licenciamiento de instituciones nuevas, proceso que se encuentra a cargo del Consejo Nacional de Educación. Adicionalmente, existe la acreditación institucional, que es llevada a cabo por la Comisión Nacional de Acreditación. No parece existir una buena razón para que ambos procesos estén en dos entidades   diferentes. Más todavía, al ser la acreditación voluntaria y el licenciamiento el que otorga autonomía institucional existe un vacío legal en la supervisión de las instituciones de educación superior. En efecto, una vez   obtenida la autonomía por una institución de educación superior no existen facultades para que el Estado pueda velar por la mantención de los requisitos que sirvieron para otorgarla. 

Por cierto, que las becas y créditos que entrega el Estado exijan que la institución elegida por el alumno esté acreditada, puede acotar ese vacío, pero también hace más    problemática la falla de diseño mencionada   anteriormente. 

En general, los sistemas de acreditación no buscan ordenar a las instituciones por su calidad o su complejidad, sino que pretenden asegurar que cada una de las instituciones  satisfaga adecuadamente estándares que le  permitan cumplir con los propósitos que ella misma ha declarado, proyectando en plazos  largos sus misiones y propósitos, reduciendo la posibilidad de que un estudiante ingrese a una institución que en cualquier momento puede deteriorarse e incumplir los compromisos    adquiridos. Por ello, no tiene mucho sentido que las instituciones de educación superior que opten por acreditarse deban hacerlo obligatoriamente, como lo establece la ley actual, en las áreas de docencia de pregrado y gestión institucional  y voluntariamente en las de  investigación, docencia de postgrado y vinculación con el medio. Menos por un número   distinto de años. Lo que sí corresponde es que cada institución se acredite de acuerdo a su propósito declarado y que la verificación de los estándares se adapte a la misión de cada institución.  

Actualmente la acreditación de instituciones es voluntaria, pero es obligatorio hacerlo para las carreras de Medicina y Pedagogía, aunque también es posible acreditar  voluntariamente otras carreras o programas. Si bien, estas posibilidades están todas establecidas en la ley, no hay una mirada integral respecto del proceso de acreditación como  ocurre en otros países. Así, por ejemplo, se pueden tener instituciones no acreditadas y carreras que sí lo están, una práctica que no deja de sorprender.  

Finalmente, la ley le asigna al sistema una función de información, que ha permitido crear el Sistema de Información para la Educación Superior (SIES), el cual, aun cuando se ha fortalecido durante la actual administración, indudablemente debe seguir reduciendo las asimetrías de información que persisten entre las instituciones y la opinión pública, particularmente de los estudiantes y sus familias.

Por tanto, si bien la ley promulgada en el año 2006 tuvo aspectos positivos, particularmente por su impacto en diversas instituciones que vieron en esta ley una oportunidad para mejorar, las falencias existentes no han permitido que se obtengan los beneficios que, en otras naciones, han tenido los sistemas de aseguramiento de la calidad de la educación superior. Por lo demás, algunos acontecimientos del último año sugieren que el sistema  necesita urgentemente de un fortalecimiento de su institucionalidad y de mayores exigencias. Se hace indispensable, entonces, generar las condiciones para restablecer la confianza en el sistema de educación superior, teniendo siempre en el centro a los estudiantes. 

2. Un Sistema de Aseguramiento de la Calidad con una institucionalidad más fuerte y con mayores exigencias
En atención a lo señalado precedentemente, nuestro Gobierno ha decidido presentar al Congreso un proyecto de ley que reformula el Sistema de Acreditación. Se propone que este sistema quede establecido en la Ley General de Educación y que comprenda la Superintendencia de Educación Superior y el Sistema de Acreditación de Instituciones de Educación Superior. 

En primer lugar, el proyecto de ley establece una serie de medidas para fortalecer la institucionalidad del sistema de acreditación. La Comisión Nacional de Acreditación se     reemplazará por una Agencia Nacional, con un   Consejo conformado por cinco miembros. Esta conformación, unida al hecho de que se especificarán las incompatibilidades e inhabilidades y se establecerán otras nuevas para lograr una mayor dedicación de los consejeros, permitirá asegurar una mayor independencia de éstos,  resolviendo los conflictos de interés que   estos miembros pudieren tener. 

Un segundo conjunto de medidas apunta a centrar el proceso de acreditación en estándares. En la actualidad existen criterios y  pautas para la evaluación externa que, en   algunos casos, se acercan a la idea de estándares, pero que en otros son una guía muy   imprecisa. Como ya dijimos, los procesos de acreditación no buscan establecer un ordenamiento de las instituciones de acuerdo a su calidad o complejidad ni tampoco definir una única manera de hacer las cosas, sin embargo, en un sistema de educación superior de acceso masivo hay instituciones muy heterogéneas y, por tanto, a través de la acreditación se  busca que todas ellas, independientemente de su misión y proyecto institucional, cumplan con estándares que aseguren su buen funcionamiento, atendido que el Estado les otorga la posibilidad de entregar títulos y les entrega recursos públicos. Por eso se postula que la acreditación sea obligatoria para todas las instituciones que quieran realizar esta labor. 

El sistema de aseguramiento debe aspirar a que las instituciones no sólo cumplan los  estándares sino que también mejoren continuamente. Esta meta no se logra bien en la     actualidad por diversas razones. Por una   parte, entre que una institución obtiene su autonomía, luego del proceso de licencia-  miento, e  ingresa al proceso de acreditación, existe un vacío legal sin ningún tipo de   control. Con el fin de asegurar una mayor  continuidad entre el licenciamiento y la  acreditación, el proyecto de ley establece que el licenciamiento también sea llevado a cabo por la Agencia Nacional de Acreditación.    Durante el proceso de licenciamiento, las  instituciones de educación superior deberán cumplir con los criterios del proceso de acreditación, asimismo, deberán mantenerlos para las nuevas acreditaciones. Junto con la obtención de la autonomía, la institución ahora se entenderá acreditada por el plazo establecido en la ley.

Por otra parte, en el sistema actual, una vez que se otorga la acreditación existen   pocos instrumentos para asegurar que las   condiciones que dieron lugar a ella sean   mantenidas durante el período de acreditación. Es por esto que el proyecto de ley establece que durante el proceso de acreditación la  institución, junto con entregar un informe de autoevaluación, deberá entregar una planificación que contemple acciones de mejoramiento de la calidad y detalle los principales cambios que se realizarán durante dicho período, los que deben mantener los estándares de calidad. Si durante el período de acreditación la   institución desea implementar cambios que no están contemplados en la planificación, deberá informarlos a la Agencia, la que en el caso de estimar que estos cambios ponen en riesgo el cumplimiento de los estándares de calidad,  deberá acordar con la institución un procedimiento para desarrollar esos cambios sin   vulnerar, por una parte, la autonomía de la institución y, por otra, el acuerdo que dio origen a la acreditación.

Otro aspecto que se quiere cambiar es la existencia de períodos de acreditación de  distinta duración, los que actualmente van desde uno hasta siete años. Esto entrega una idea de nota o ranking, sugiriendo un ordenamiento de las distintas instituciones, lo que no constituye un objetivo del Sistema de Acreditación, cuya finalidad es más bien asegurar el cumplimiento de estándares y promover el mejoramiento continuo. Además, hay poca claridad respecto a qué significan los distintos períodos de duración, lo que confunde tanto a las instituciones como a los estudiantes. 

Lo anterior junto con la presión por acreditar, que surge de las necesidades de  financiamiento de los estudiantes, permite que la Comisión Nacional de Acreditación otorgue la acreditación por períodos breves en lugar de rechazarla, cuando podría corresponder hacerlo. 

Por todo esto, este proyecto de ley   propone una acreditación con una duración  única de seis años. La Agencia Nacional de Acreditación, de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares que establece la ley, puede acreditar a la institución por el    mencionado plazo acreditarla provisionalmente por tres años, estableciendo las exigencias que deben subsanarse, o rechazar la acreditación. El proyecto de ley presenta también grandes avances en cuanto a los estándares exigidos a las instituciones para obtener la acreditación. La institución de educación   superior ahora se analizará como un todo y no por partes, como es en el sistema actual. Toda institución deberá cumplir con estándares y contar con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas, mecanismos de  autorregulación vigentes en ella, además de contar con resultados satisfactorios; y deberá hacerlo en cada una de sus sedes y niveles en que imparte títulos. 

Al mismo tiempo, como parte del proceso de acreditación se revisarán los programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, con que la institución cuente, así como dos programas de diversas áreas de estudios elegidas aleatoriamente en cada nivel en que la institución imparta títulos, es decir en pregrado, magister o doctorado. Los programas deberán contar con los recursos y procesos  para asegurar el cumplimiento del perfil de egreso determinado por la institución y la  obtención de las competencias requeridas. Con esto, se busca una acreditación integral para que las instituciones mantengan estándares en todas las carreras y programas que imparten, de modo de proteger a todos sus estudiantes. 

De esta forma, la acreditación de carreras y programas pasa a formar parte de la acreditación institucional, y el sello de  confianza que el Estado entrega a la institución abarcará, además de todas sus áreas, a todas las carreras y programas que ella imparta. Así, la actual regulación de la acreditación de carreras y programas, que hoy opera como un proceso aparte, deja de ser necesaria por cuanto, tal como se señaló en el párrafo anterior, la revisión de ciertos programas no será algo voluntario, sino obligatorio y, más aún, constituye un requisito para la acreditación de la institución como un todo, lo que hace mucho más exigente el proceso. Esta    fusión de los procesos de acreditación institucional y de programas, no obsta que las   instituciones de educación superior puedan  voluntariamente acreditar cualquier carrera, programa, área o capacidad, con alguna institución privada dedicada al efecto, pero estas acreditaciones, al no tener efectos legales, se mantendrán como una relación entre privados, en la cual el Estado no interviene. En cualquier caso, la publicidad de las potenciales acreditaciones voluntarias debe especificar cuál es la institución que otorga la   certificación, con el fin de no generar confusiones, pues el proceso de acreditación estatal es único e integral. 

Por último, las instituciones de educación superior podrán optar por realizar su proceso de acreditación con alguna agencia pública de algún país que tenga un sistema de educación superior consolidado o bien, en el caso de países con sistemas de acreditación descentralizados, con alguna agencia privada supervisada por una organización de carácter nacional. En todo caso, dichas agencias     deberán cumplir con una serie de requisitos establecidos en la ley y contar con la autorización del Ministerio de Educación. El objetivo de esta medida es dar a las instituciones de educación superior la libertad de cumplir la obligación de estar acreditadas mediante distintos procesos, siempre y cuando estos cuenten con un nivel de exigencia al menos equivalente al que llevará a cabo la Agencia Nacional de Acreditación. Esto resulta especialmente valioso en el contexto de un sistema de educación superior diverso y de la libertad de enseñanza. Además, la posibilidad de la acreditación internacional fomentará que el Sistema Nacional de Acreditación mantenga una vocación abierta a las mejores prácticas del mundo en estas materias. 

En conclusión, el proyecto de ley que propone un nuevo Sistema de Acreditación para las Instituciones de Educación Superior, a través de un fortalecimiento de la institucionalidad, de una mayor continuidad de los   procesos y del establecimiento de estándares más exigentes de calidad para todas las instituciones de educación superior, apunta a mejorar la calidad en la educación superior. Esto permitirá reducir la incertidumbre que hoy aqueja a muchos estudiantes respecto de la  calidad de la educación otorgada, además de fortalecer la formación que hoy más de un millón de jóvenes recibe de nuestro sistema de educación superior. 

Presentado este proyecto, queda en manos del Congreso Nacional un conjunto de proyectos de ley que, una vez implementados, supondrán una profunda transformación del sistema de educación superior chileno. El proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación   Superior y el que establece el sistema único de financiamiento estudiantil, actualmente en discusión, junto con este proyecto de ley de acreditación de instituciones de educación  superior, constituyen un conjunto coherente y sistémico de iniciativas que promueven el   acceso equitativo a una educación superior de excelencia, que abre oportunidades a los    estudiantes y sus familias, fortaleciendo el desarrollo económico, la movilidad social y la democracia de nuestro país.

III. CONTENIDOS DEL PROYECTO 

1. 
Del sistema de acreditación de las instituciones de educación superior

El proyecto propone la creación de un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior con el objeto de velar porque las instituciones de educación superior cumplan con estándares que les permitan proyectar en el tiempo sus misiones y propósitos, aplicando mecanismos de aseguramiento de la calidad. Este sistema abarca  tanto el licenciamiento como la acreditación de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.
Se establece que el sistema se construye sobre la base de los derechos garantizados en la Constitución y en los principios que permitan el desarrollo adecuado de la misión y proyecto académico que las propias instituciones de educación superior definan, junto con el cumplimiento de estándares de calidad académica; el respeto a la autonomía y diversidad de fines y propósitos de las instituciones de educación superior; la eficiencia y pertinencia del sistema de educación superior; la   información, transparencia y rendición de cuentas de las instituciones de educación   superior; una cultura de mejoramiento continuo de las instituciones de educación superior; la participación de la comunidad educativa en los procesos de acreditación; y la apertura a la experiencia internacional e incorporación de mejores prácticas.  

2.
Agencia Nacional de Acreditación 

El proyecto plantea la creación de la Agencia Nacional de Acreditación, como un   organismo autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio; cuyo objeto será velar  porque las instituciones de educación superior desarrollen su misión y el proyecto académico que ellas mismas han definido, satisfaciendo los estándares  establecidos en esta ley.  

La Agencia administrará y se pronunciará sobre el licenciamiento y la acreditación de las nuevas instituciones de educación superior. 

La Agencia Nacional de Acreditación    estará a cargo del Consejo de la Agencia    Nacional de Acreditación. Éste estará conformado por cinco miembros. El presidente del Consejo será el jefe superior del servicio y lo nombrará el Presidente de la República; su cargo será de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste en el sector público o privado.  

Los otros cuatro miembros serán designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado. Para estos efectos el  Presidente de la República seleccionará al consejero de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública. 

Los consejeros durarán cinco años en sus cargos, pudiendo ser designados para nuevos periodos y se renovarán por parcialidades. 

El proyecto establece incompatibilidades para el cargo de consejero, señalando que lo será con su participación o la de su cónyuge y parientes hasta el segundo grado de consanguineidad inclusive en la propiedad y la calidad de miembro de alguna corporación de educación superior, así como con todo cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste a instituciones de educación superior. Lo anterior, con excepción de labores docentes o de investigación, y de labores directivas en organizaciones no relacionadas con la educación superior. 

Asimismo establece inhabilidades para  intervenir en asuntos que afecten a las instituciones de educación superior en las cuales los consejeros, sus cónyuges o parientes hasta el tercer grado de consanguineidad desarrollen labores remuneradas o no remuneradas. Los  consejeros que actúen en asuntos en los que están inhabilitados serán removidos de sus cargos y quedarán impedidos de ejercerlos  nuevamente.

Cabe destacar que el proyecto hace aplicable las inhabilidades y las incompatibilidades a todos los miembros de la Agencia. 

Los consejeros percibirán una dieta  equivalente a 20 unidades de fomento por cada   sesión a la que asistan, con un máximo de 140 unidades de fomento por mes calendario. El presidente del Consejo recibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la del Subsecretario de Educación.  

La Agencia se financiará con los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras   leyes especiales y los aportes que perciba por conceptos de licenciamiento, acreditación y membresía de parte de las instituciones de educación superior.  

3. 
Licenciamiento

Actualmente el licenciamiento corresponde al Consejo Nacional de Educación, el proyecto modifica esta atribución entregándoselo a la Agencia Nacional de Acreditación.  

Se establece que el licenciamiento    comprende la aprobación del proyecto institucional y el proceso que permite evaluar el avance y concreción del proyecto académico de la nueva entidad, a través de variables significativas de su desarrollo, tales como docentes, didácticas, técnico-pedagógicas, programas de estudios, y de infraestructura, los  recursos económicos y financieros necesarios para otorgar los grados académicos y los títulos de que se trate. 

En el desarrollo del proceso de licenciamiento la Agencia deberá respetar la misión y el proyecto académico definidos por la institución. 

Durante el proceso de licenciamiento la Agencia verificará el desarrollo del proyecto institucional aprobado. Para estos efectos comprobará el cumplimiento del proyecto durante un período máximo de seis años. Las instituciones de educación superior que, al cabo de dicho plazo hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio de la Agencia,  alcanzarán su plena autonomía, pudiendo   otorgar toda clase de títulos y grados académicos en forma independiente, lo que deberá ser  certificado por ésta. Asimismo, contarán con la acreditación por el plazo de seis años. En caso contrario, podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos de la Agencia, ésta deberá requerir al Ministerio de Educación la revocación del   reconocimiento oficial. 

La institución de educación superior a la que no se le otorgue el licenciamiento podrá apelar de la decisión de la Agencia ante el Consejo Nacional de Educación. 

4. 
Acreditación 

Las universidades, institutos  profesionales y centros de formación técnica autónomos para ser reconocidos oficialmente tendrán que acreditarse La acreditación tendrá por objeto verificar el cumplimiento de los estándares que establece el proyecto, en el marco de la  misión y el proyecto académico que las instituciones de educación superior han definido. 
Para efectos de la acreditación, la  Agencia deberá elaborar y mantener publicado en su página web un Manual de Acreditación que explique, detalle y dé ejemplos sobre la aplicación de los estándares de evaluación. Éste deberá someterse a consulta pública y será una guía tanto a las instituciones de educación superior como a los pares evaluadores. 

La acreditación evaluará a la institución en su conjunto y se otorgará a las instituciones de educación superior que satisfagan los estándares definidos, los que tienen por objeto asegurar su calidad académica, su efectividad y el cumplimiento de su misión y propósitos. Además, considerará los programas de   estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, con que la institución cuente, así     como dos carreras o programas de distintas áreas de estudios elegidas aleatoriamente en cada nivel en que la institución imparta títulos o grados. 

El proceso de acreditación considerará una autoevaluación; una evaluación externa, realizada por pares evaluadores que deberán encontrarse incorporados en un registro público que la Agencia llevará a ese efecto; y la deliberación y pronunciamiento del Consejo. La Agencia deberá pronunciarse sobre el proceso de acreditación en un plazo máximo de un año, una vez ingresado el informe de autoevaluación. 

En todo proceso de acreditación, la Agencia deberá considerar a lo menos la mantención de los requisitos del licenciamiento, así como lo evaluado según los estándares establecidos, en el proceso de acreditación inmediatamente anterior, incluyendo las observaciones formuladas, con el fin de promover el mejoramiento continuo de las instituciones. 

La Agencia podrá acreditar a las instituciones de educación superior, acreditarlas provisionalmente o no acreditarlas. La  acreditación institucional se otorgará por un  período de seis años a la institución de   educación superior evaluada que, considerando todas las etapas del proceso de acreditación, cumpla con los criterios de evaluación. Si la institución evaluada no cumple con los estándares establecidos la Agencia formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación y establecerá exigencias concordantes con dichos estándares, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva en un plazo máximo de tres años. Durante este período la institución se considerará acreditada provisionalmente y antes de cumplido dicho plazo, deberá iniciar un nuevo proceso de acreditación.  

La acreditación provisional no podrá otorgarse por un segundo período consecutivo ni por un tercer período no consecutivo durante el plazo de dieciocho años.  

Se rechazará fundadamente la acreditación a la institución de educación superior evaluada que incumpla gravemente uno o más de los estándares. 

Las instituciones de educación superior afectadas por las decisiones de la Agencia podrán presentar un recurso de reposición ante el Consejo de la Agencia y, en subsidio apelar ante el Consejo Nacional de Educación. 

La institución a la que no se le otorgue acreditación perderá el reconocimiento     oficial, lo que se hará efectivo a partir del año académico inmediatamente siguiente a aquel en el que la institución de educación superior hubiese perdido su acreditación. Sin perjuicio de lo anterior, por un periodo que no excederá de tres años la institución podrá otorgar títulos a quienes sean alumnos regulares o egresados de la institución al momento de  perder el reconocimiento oficial.

Durante la vigencia de la acreditación o de la acreditación provisional, las instituciones deberán informar a la Agencia de los cambios significativos o hechos esenciales que se produzcan en su estructura o funcionamiento y que no estén contemplados en su planificación. Si la Agencia estima que dichos cambios ponen en riesgo el cumplimiento de los estándares, ésta deberá acordar con aquella un  procedimiento para desarrollarlos sin que  vulneren la autonomía de la institución ni el acuerdo que dio origen a la acreditación. En caso de que no logren un acuerdo, la institución deberá iniciar inmediatamente su acreditación y presentar su autoevaluación.

Por último vinculado al proceso de acreditación, el proyecto establece que si se   demuestra que para la obtención de la  acreditación se cometiere cohecho, estafa o falsificación de instrumento público o privado, se deberá iniciar de inmediato un nuevo proceso de acreditación, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. Además, se  contempla una multa de hasta 400 UTM para la     institución que se hubiere beneficiado consecuencia de la comisión de alguno de los   delitos señalados. 

5. 
Acreditación internacional

El proyecto faculta a las instituciones de educación superior para solicitar fundadamente al Ministerio de Educación que su acreditación sea realizada por agencias acreditadoras extranjeras. Estas sólo podrán ser agencias públicas o bien, en caso de países con sistemas de acreditación descentralizados, agencias privadas que sean supervisadas por organizaciones de carácter nacional, siempre de países con sistemas de educación superior destacados. Para estos efectos, el proyecto de ley define como sistemas de educación superior destacados aquellos que cuenten con al menos dos universidades entre las primeras ciento cincuenta mejores del mundo de acuerdo a al menos uno de los siguientes rankings: QS World University Ranking, el Academic Ranking of World Universities o el Times Higher Education Ranking. 

El Ministerio deberá responder esta petición previa consulta a la Agencia Nacional de Acreditación. En todo caso, dichas agencias extranjeras deberán cumplir con los requisitos previamente establecidos por el Consejo en  sesión especialmente citada al efecto, los que deberán considerar al menos los que establece el presente proyecto. 

La acreditación internacional tendrá los mismos efectos que la acreditación realizada por la Agencia Nacional de Acreditación. 

6. 
Medidas de publicidad

El proyecto de ley establece que la Agencia deberá mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación de las instituciones de educación superior. Dicha información deberá también estar disponible a través del Sistema Nacional de Información de la  Educación Superior. 

Además, deberá hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y   estudios de los pares evaluadores en el   ejercicio de sus funciones, una vez concluido y sancionado el proceso de acreditación. 

Por otra parte, el proyecto prescribe que todas las instituciones de educación superior que se encuentran acreditadas provisionalmente deberán incorporar en su publicidad dicha   información. 

7. 
Disposiciones finales

El proyecto de ley en sus disposiciones finales, contenidas en los artículos segundo y tercero, deroga las normas de la ley N° 20.129 con excepción de las del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, las que se perfeccionan con el objeto de obtener más y mejor información. 

Además, modifica el D.F.L. N° 2 del 2009 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la  Ley N° 20.370 con las normas no derogadas del D.F.L. N° 1 de 2005. Estas modificaciones  tienen por objeto, además de adecuar las   normas de esta ley al presente proyecto,   perfeccionar el rol del Estado en materia de educación superior y establecer los órganos que conforman el nuevo Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Para estos efectos, se propone que corresponderá al Ministerio de Educación, a la Agencia Nacional de Acreditación, al Consejo Nacional de Educación y a la Superintendencia de Educación Superior, en el ámbito de sus competencias, administrar dicho sistema. Estos órganos deberán ser coordinados por un Comité Coordinador integrado por los respectivos   jefes de servicio o quienes designen para   estos efectos.

En consecuencia, tengo el honor de     someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O   D E   L E Y

Artículo Primero: 
Apruébase la siguiente ley de acreditación de instituciones de educación superior: 
“Título I

Del sistema de acreditación de las instituciones de educación superior

Artículo 1°.- 
El sistema de acreditación tendrá por objeto velar porque las instituciones de educación superior cumplan con estándares que les permitan proyectar en el tiempo sus misiones y propósitos, aplicando mecanismos de aseguramiento de la calidad.

Artículo 2°.- 
El sistema a que se refiere la presente ley  comprende el licenciamiento y la acreditación de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.

Artículo 3°.- 
El sistema de acreditación chileno se construye sobre la base de los derechos garantizados en la Constitución. Se inspira, además, en los siguientes principios:

a) Desarrollo adecuado de la misión y proyecto académico que las propias instituciones de educación superior definan, junto con el cumplimiento de estándares de calidad académica.  

b) Respeto a la autonomía y diversidad de fines y propósitos de las instituciones de educación superior.

c) Promoción de la eficiencia y pertinencia del sistema de educación superior.

d) Información, transparencia y rendición de cuentas de las instituciones de educación superior. 

e) Promoción de una cultura de mejoramiento  continuo de las instituciones de educación superior. 

f) Participación de la comunidad educativa en los procesos de acreditación.

g) Apertura a la experiencia internacional e  incorporación de mejores prácticas.  

Título II

De la Agencia Nacional de Acreditación 

Párrafo 1°

Objeto, funciones, atribuciones

Artículo 4°.-  Créase la Agencia Nacional de Acreditación,      en adelante la Agencia, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio. Se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Su objeto será velar porque las instituciones de educación superior desarrollen su misión y el proyecto académico que ellas mismas han definido, satisfaciendo los estándares  establecidos en esta ley.  

El domicilio de la Agencia será la ciudad de  Santiago.

Artículo 5°.- 
Para el cumplimiento de su objeto corresponderán a la Agencia las siguientes funciones:

a) Administrar el sistema de licenciamiento de las nuevas instituciones de educación superior, en conformidad a las normas establecidas en esta ley. Para estos efectos deberá: 

i) 
Pronunciarse sobre los proyectos institucionales presentados por las nuevas instituciones de educación superior para efectos de su reconocimiento oficial. 

ii) 
Verificar el desarrollo de los proyectos institucionales de las nuevas instituciones de educación superior que hayan sido aprobados.

iii)
Establecer sistemas de examinación    selectiva para las asignaturas o cursos de las carreras impartidas por las instituciones de educación superior adscritas a procesos de licenciamiento. Esta examinación tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los planes y programas de estudio y el rendimiento de los alumnos. 

b) 
Administrar el sistema de acreditación de instituciones de educación superior.

c) 
Pronunciarse sobre la acreditación de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos.

d) 
Establecer la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, mediante un decreto dictado por el Ministro de Educación, por orden del Presidente de la República, a propuesta de la Agencia.

e) 
Requerir al Ministerio de Educación, de manera fundada, la revocación del reconocimiento oficial de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica en proceso de licenciamiento, en los casos contemplados en los artículos 24 y 25 de la presente ley. 

f) 
Administrar el proceso de revocación de reconocimiento oficial de las instituciones adscritas al sistema de licenciamiento, velando especialmente por la continuidad de estudios de los alumnos matriculados. Asimismo le corresponderá la administración de los procesos de titulación pendientes, el otorgamiento de las certificaciones académicas que correspondan, y el resguardo de los registros curriculares y los planes y programas de las carreras de la institución. 

g) 
Informar al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación Superior de la pérdida de la acreditación por parte de las instituciones de educación superior, para los efectos de la revocación de su reconocimiento oficial, de acuerdo a lo que establece la presente ley.

h) 
Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de licenciamiento y acreditación  a su cargo.

i)
Identificar, seleccionar y publicar buenas prácticas en las instituciones de educación superior con el fin de promover el mejoramiento continuo del sistema. 

j) 
Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación y por las instituciones de educación superior, en las materias de su competencia.

k) Las demás que establezca la ley.

Artículo 6º.- 
Serán atribuciones de la Agencia:

a) Contratar personas naturales o jurídicas,   nacionales o extranjeras, para el desempeño de las funciones que le encomiende la ley.





  b) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto del licenciamiento y el estado de su acreditación, según lo dispuesto en el Título VII. 

c) 
Percibir los montos que se cobrarán en    conformidad con el artículo 21.





  d) Denunciar a la Superintendencia de Educación Superior los hechos que puedan constituir infracción a las normas que regulan las instituciones de educación superior y respecto de los cuales tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones y atribuciones.

e) Fijar y revisar periódicamente la aplicación detallada de los estándares establecidos en el artículo 32, de modo de asegurar la efectiva implementación de los procesos de acreditación. Estos criterios se publicarán en el Manual de Acreditación a que se refiere el artículo 34. Dicho Manual deberá mantenerse actualizado de acuerdo a las mencionadas revisiones.

f) Relacionarse con entidades extranjeras de  similar naturaleza y participar en actividades internacionales relacionadas con su función.  

Párrafo 2°

De la Organización de la Agencia

Artículo 7º.- 
La Agencia contará con un órgano colegiado denominado Consejo de la Agencia Nacional de Acreditación, en adelante el Consejo.

El Consejo estará integrado por cinco miembros, uno de los cuales lo presidirá. 

El presidente del Consejo será el jefe superior del servicio y lo nombrará el Presidente de la República. Los otros cuatro miembros serán designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres  quintos de sus miembros en ejercicio. Dicha propuesta estará conformada por quienes el Presidente de la República hubiere seleccionado de la terna que para cada cargo formule el Consejo de Alta Dirección Pública. El Presidente de la República formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.

Los consejeros durarán cinco años en sus cargos, pudiendo ser designados para nuevo periodo y se renovarán por parcialidades. 

Las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo, el quórum para sesionar y para adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate y, en general, aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, serán definidas en el reglamento al que hace referencia el artículo 8 letra h). 

Artículo 8.- 
El Consejo tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Deliberar y pronunciarse sobre el licenciamiento de las instituciones de educación superior.

b) Pronunciarse sobre el desarrollo de los   proyectos institucionales de las nuevas instituciones de educación superior que hayan sido aprobados.

c) Deliberar y pronunciarse sobre la acreditación de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.

d) Conocer y resolver los recursos de reposición que presenten las instituciones de educación superior 

e) Aprobar el Manual de Acreditación y sus modificaciones.

f) Designar a los pares evaluadores. 

g) Aprobar el nombramiento del secretario a que hace referencia el artículo 15.

h) Dictar el reglamento interno de funcionamiento del Consejo.

Artículo 9.- 
El cargo de presidente del Consejo será de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste en el sector público o privado.  El presidente del Consejo, en su calidad de jefe superior del servicio, tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Dirigir el Consejo, citar a sesiones, fijar sus tablas, dirigir sus deliberaciones y dirimir sus empates. 

b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo y proponerle el programa anual de trabajo del Servicio.

c) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento del objeto de la Agencia. 

d) Coordinar el trabajo de las unidades de la Agencia.

e) Proponer al Consejo la contratación del    secretario a que hace referencia el artículo 15.

f) Ejecutar los acuerdos que el Consejo adopte.

g) Delegar en funcionarios de la Agencia las funciones y atribuciones que estime convenientes.

h) Coordinar la labor de la Agencia con las    demás instituciones que comprende el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior y participar directamente o por medio de un representante en el comité de coordinación establecido en la Ley General de Educación. 

i) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, salvo aquellas materias que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

j) Comunicar a los organismos competentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.

k) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también, cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

l) Proponer al Consejo el Manual de Acreditación y sus modificaciones. 

m) Representar judicial y extrajudicialmente a la Agencia.

n) Contratar la evaluación externa a que se   refiere el artículo 29.

o) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones

p) Proponer al Consejo la designación de los  pares Evaluadores a que se refiere el artículo 36.

q) Elaborar el plan anual de trabajo y el presupuesto de la Agencia. 

r) Realizar todas las tareas inherentes a la  administración de la Agencia. .

s) Nombrar y remover personal de la Agencia, de conformidad a esta ley y a las normas que lo rigen.

t) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley

Artículo 10.- 
El cargo de consejero será incompatible con su participación o la de su cónyuge y parientes hasta el segundo grado de consanguineidad inclusive en la propiedad y la calidad de miembro de alguna corporación de educación superior, así como con todo cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste a instituciones de educación superior. 

Las incompatibilidades previstas en este artículo no regirán para las labores docentes o de investigación, ni para labores directivas en organizaciones no relacionadas con la educación superior, las que podrán ser remuneradas, sin perjuicio de las inhabilidades a que se refiere el artículo siguiente. 

Anualmente, los miembros del Consejo y el secretario, deberán hacer una declaración de intereses y de patrimonio, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos 3° y 4°del Título III del D.F.L. N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, lo anterior es sin  perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.

Artículo 11.- 
Los consejeros deberán informar inmediatamente al presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior en las cuales los consejeros, sus cónyuges o  parientes hasta el tercer grado de consanguineidad, desarrollen labores remuneradas o no remuneradas.

En las actas del Consejo se deberá dejar constancia de las inhabilidades cuando éstas concurran, las que además, deberán comunicarse a los demás integrantes del Consejo.

Toda decisión o pronunciamiento que el Consejo adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por el Consejo, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido, por quien demuestre tener interés en la materia.

Los consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de sus cargos y quedarán  impedidos de ejercerlos nuevamente.

Artículo 12.- 
Los consejeros deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley. Dicha reserva deberá mantenerse luego de haber dejado el cargo. 

La obligación de reserva que contempla este artículo, así como las incompatibilidades e inhabilidades señaladas en los artículos precedentes, serán aplicables a todos los miembros de la Agencia. 
Artículo 13.- 
Serán causales de cesación en el cargo de Consejero las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados. Sin perjuicio de ello, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad legal sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.

d) Actuación en un asunto en que estuvieren   legalmente inhabilitados, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.

e) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

f) Postulación a un cargo de elección popular.

En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, procederá la designación de un nuevo Consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 7, según corresponda, por el período que restare. El consejero que cesare en el cargo por las causales establecidas en las letras d) y e) precedentes, no podrá volver a ejercer el cargo de miembro del Consejo.

Artículo 14.- 
Los consejeros percibirán una dieta equivalente a 20 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 140 unidades de fomento por mes calendario. El presidente del Consejo recibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la del Subsecretario de Educación.  

Para todos los efectos legales, los consejeros se considerarán comprendidos en la disposición del artículo 260 del Código Penal y les serán aplicables las normas sobre responsabilidad civil y administrativa que rigen a los funcionarios   públicos. 

Artículo 15.- 
Existirá un funcionario que llevará la denominación de Secretario de la Agencia cuya función será principalmente apoyar la gestión del Presidente, y en especial le corresponderán las siguientes funciones:

a) Apoyar administrativamente la gestión del Consejo.

b) Desempeñarse como ministro de fe en todas las actuaciones del Consejo.

c) Recibir, mantener y tramitar, cuando corresponda, la declaración de intereses y de patrimonio establecida en el artículo 10. 

d) Certificar la acreditación, la acreditación provisional o su pérdida. 

e) Las funciones que el Presidente expresamente le delegue.

f) Las demás funciones que establezca la ley.

Artículo 16.- 
Al secretario le serán aplicables las inhabilidades, incompatibilidades y obligaciones de reserva establecidas para los consejeros.
Artículo 17.- 
El personal de la Agencia se regirá por las normas del Código del Trabajo 

 Asimismo, le serán aplicables a este personal las normas de probidad y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.

La contratación del personal que se desempeñe en la Agencia deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.

Artículo 18.- 
Previo acuerdo del Consejo, su presidente establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Artículo 19.- 
El personal de la Agencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, aún una vez finalizados sus cargos, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta.



Párrafo 3° 

Del Patrimonio de la Agencia

Artículo 20.- 
El patrimonio de la Agencia estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales; y

b) Los aportes que perciba en conformidad a la ley.

Artículo 21.- 
Los aportes a que se refiere la letra b) del artículo anterior serán los siguientes:  

1. Para instituciones en período de licenciamiento: 

a. Un aporte para dar inicio a la evaluación del proyecto institucional de la nueva institución de educación superior, por cada vez que uno de dichos proyectos sea ingresado a evaluación. Asimismo, se cobrará un aporte proporcional para la evaluación de la apertura de nuevas sedes.  

b. Un aporte por cada nueva carrera o programa en que la institución desee impartir títulos. Para efectos de este inciso, se considerarán distintas las carreras impartidas en distintas sedes. En caso de modificaciones a carreras o programas existentes, o bien de examinaciones por parte de la Agencia, se cobrará una proporción de dicho aporte. 

c. Un aporte anual de licenciamiento, el que consistirá en un cargo fijo más otro dependiente de los ingresos por conceptos de aranceles que la institución de educación perciba. 

2. Para instituciones autónomas:

a. Un aporte para dar inicio a cada proceso de acreditación, el que tendrá un componente fijo y un componente variable que dependerá de los ingresos por conceptos de aranceles que la institución de educación perciba, del número de sedes con que la institución cuente y de la distancia entre las mismas. 

b. Una membresía anual de mantención del sistema de acreditación, el que consistirá en un cargo fijo más otro dependiente de los ingresos por conceptos de aranceles que la institución de educación perciba. 

La metodología para determinar los aportes a que se refiere este artículo se definirá a propuesta de la Agencia, por medio de decreto del Ministerio de Educación visado por el Ministerio de Hacienda. 

Título III 

Del Licenciamiento

Artículo 22.- 
El licenciamiento comprende la aprobación del proyecto institucional y el proceso que permite evaluar el avance y concreción del proyecto académico de la nueva entidad, a través de variables significativas de su desarrollo, tales como docentes, didácticas, técnico-pedagógicas, programas de estudios, y de infraestructura, los recursos económicos y financieros necesarios para otorgar los grados académicos y los títulos de que se trate. 

En el desarrollo del proceso de licenciamiento la Agencia deberá respetar la misión y el proyecto académico definidos por la institución. 

Artículo 23.- 
Las nuevas entidades de educación superior deberán presentar a la Agencia un proyecto de desarrollo institucional, conforme a lo señalado en el inciso primero del artículo anterior.
La Agencia deberá pronunciarse sobre dicho    proyecto en un plazo máximo de noventa días contado desde su recepción, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas. Si no se pronunciare dentro de dicho plazo, se considerará aprobado el proyecto.

Si formulare observaciones, las entidades de  educación superior tendrán un plazo de sesenta días, contado desde la notificación de éstas, para dar respuesta a ellas o conformar su proyecto a dichas observaciones, según corresponda. Si así no lo hicieren, el proyecto se tendrá por no presentado.

La Agencia tendrá un plazo de sesenta días,   contado desde la fecha de la respuesta a las observaciones, para pronunciarse sobre ella. Si no lo hiciere, se aplicará lo señalado en el inciso segundo de este artículo.

La Agencia deberá certificar la aprobación o   rechazo del proyecto debidamente fundado, enviando copia al Ministerio de Educación.

Artículo 24.- 
Durante el proceso de licenciamiento la Agencia verificará el desarrollo del proyecto institucional aprobado. Para estos efectos comprobará el cumplimiento del proyecto durante un período máximo de seis años, debiendo para ello considerar los estándares establecidos para el proceso de acreditación en el artículo 32 y la planificación establecida en el artículo 29 letra a). 

La Agencia, anualmente, deberá emitir un informe sobre el estado de avance del proyecto, haciendo las observaciones fundadas que le merezca su desarrollo y fijando plazos para subsanarlas. Sin perjuicio de lo anterior, hará evaluaciones parciales y requerirá las informaciones pertinentes.

En caso que las observaciones formuladas no se subsanen oportunamente, la Agencia dispondrá, por el periodo que determine, la suspensión del ingreso de nuevos alumnos a todas o a algunas de las carreras que la institución imparta. Si las observaciones reiteradas se refieren a situaciones que afecten el desempeño de una o más carreras o sedes de la institución, la Agencia podrá requerir al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de tales sedes o carreras.

Cuando el incumplimiento reiterado de las observaciones formuladas por la Agencia afectare el desempeño general de la institución, la Agencia podrá requerir fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de la respectiva universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

Durante este período las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica deberán seguir el mismo procedimiento inicial respecto de otros grados de licenciado, de títulos profesionales o de títulos técnicos de nivel superior que deseen otorgar.

Artículo 25.- 
Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que, al cabo de seis años de licenciamiento hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio de la Agencia, alcanzarán su plena autonomía y podrán otorgar toda clase de títulos y grados académicos en forma independiente, lo que deberá ser certificado por ésta. Asimismo, contarán con la acreditación por el plazo de seis años. 

En caso contrario, la Agencia podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos de la Agencia, ésta deberá requerir fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial. 
Artículo 26.-
Las instituciones de educación superior deberán colaborar con la Agencia durante el desarrollo del proceso de licenciamiento, debiendo entregarle la información que ésta requiera para llevar a cabo dicho proceso. 

Artículo 27.- 
La institución de educación superior a la que no se le otorgue el licenciamiento podrá apelar de la decisión de la Agencia  dentro del plazo de quince días hábiles ante el Consejo Nacional de Educación. Admitida la apelación a tramitación, el Consejo Nacional de Educación solicitará informe a la Agencia, la que deberá evacuarlo en un plazo de 10 días hábiles. El Consejo Nacional de Educación se pronunciará por resolución fundada sobre la apelación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación del recurso.

Título IV

De la acreditación de las instituciones de educación superior


Artículo 28.- 
Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, para ser reconocidos oficialmente tendrán que acreditarse. La acreditación tendrá por objeto verificar el cumplimiento de los estándares establecidos en el artículo 32, en el marco de la  misión y el proyecto académico que ellas mismas han definido. 

En el desarrollo del proceso de acreditación la Agencia deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. 

Artículo 29.- 
Se otorgará la acreditación a las instituciones de educación superior que satisfagan los estándares definidos en la ley, los que tienen por objeto asegurar su calidad académica, su efectividad y el cumplimiento de su misión y propósitos. Durante el proceso de acreditación se deberá evaluar la institución en su conjunto. 

La acreditación considerará también los programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, con que la institución cuente, así como dos carreras o programas de distintas áreas de estudios elegidas aleatoriamente en cada nivel  en que la institución imparta títulos o grados. En los casos que se impartan menos de dos carreras o programas por nivel, se considerarán las que existan al momento de presentarse a la acreditación. Para efectos de esta ley, se entenderán por niveles en que se imparten títulos el pregrado, los magísteres o especialidades en el área de la salud, y los doctorados. 

El proceso de acreditación deberá considerar las siguientes etapas:

a) Autoevaluación. Comprende los siguientes   procesos:

1. Una autodefinición de su proyecto académico, señalando  los énfasis asignados a las distintas funciones que la ley establece para las instituciones de educación superior, es decir, docencia, investigación y extensión. 

2. Una evaluación de sus fortalezas y debilidades, de los mecanismos de autorregulación y del cumplimiento de los estándares de calidad establecidos en los artículos 32 y 33.

3. Una planificación, que explique su programación para el período de duración de la acreditación. Este plan podrá incorporar elementos como apertura de carreras, establecimiento de nuevas sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades y niveles de enseñanza, crecimiento sustantivo de la matrícula y otros elementos que considere relevantes. 

La planificación debe contemplar acciones de   mejoramiento de la calidad y la aplicación de los estándares de calidad definidos a los nuevos desarrollos.

b) Evaluación externa. Comprende los siguientes procesos tendientes a:

1) Verificar que la institución cumpla con los estándares de calidad en el marco de su misión y proyecto educativo, lo que deberá constar en un informe.

2) Asegurar que en las carreras y programas a que se refiere el inciso segundo del artículo 29, estén instalados los procesos de aseguramiento de la calidad en función de los propósitos declarados por la institución y las competencias requeridas. Respecto de cada carrera y programa evaluado se elaborará un informe.

Los procesos de la evaluación externa y sus    correspondientes informes serán realizados por pares evaluadores de acuerdo a lo establecido en el artículo 36 y deberán considerar dentro de sus antecedentes la autoevaluación. Cada informe deberá contar con la aprobación de todos los pares evaluadores que participen en su elaboración. 

c) Deliberación y pronunciamiento del Consejo. Consiste en el juicio fundado emitido por el Consejo en base a la ponderación de los antecedentes recabados en las etapas anteriores, mediante el cual se determina acreditar, acreditar provisionalmente o no acreditar a la institución, en virtud del cumplimiento de los estándares definidos en el artículo 32. En el acta respectiva se deberá dejar constancia del voto de cada uno de los consejeros.

Artículo 30.- 
La evaluación externa deberá ser puesta en conocimiento de la respectiva institución de educación superior, la que podrá realizar observaciones dentro de un plazo de 15 días hábiles. 

Artículo 31.- 
El proceso de acreditación se inicia cuando la institución de educación superior ingresa su solicitud de acreditación. En el plazo de 15 días contados desde el ingreso de la solicitud, la Agencia deberá proceder a un sorteo público de las carreras y programas que se revisarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, para los efectos de realizar su informe de autoevaluación. 

La institución de educación superior deberá   presentar su informe de autoevaluación a la Agencia al menos un año antes del vencimiento de su acreditación. 

En caso que la institución de educación superior no cumpla con el plazo establecido en el inciso anterior, la Superintendencia de Educación Superior sancionará con una multa de hasta 400 UTM por cada mes de atraso. Sin perjuicio, si al vencimiento de su acreditación la institución de educación superior no hubiese presentado su informe de autoevaluación a la Agencia, se entenderá que pierde la acreditación y, en consecuencia, también su reconocimiento oficial. Con todo, no podrá aplicarse sanción alguna cuando la responsabilidad del atraso corresponda a la Agencia. 

La Agencia deberá pronunciarse sobre el proceso de acreditación en un plazo máximo de un año, una vez ingresado el informe de autoevaluación.

En caso que la Agencia no se pronuncie dentro del plazo establecido en el inciso anterior, se considerará que la institución de educación superior mantiene su acreditación mientras el proceso se encuentre en curso, sin perjuicio de la  responsabilidad administrativa que corresponda.  

Artículo 32.- 
Los procesos de acreditación deben verificar que las instituciones cumplan con los estándares que a continuación se listan. 

a) Contar con propósitos y fines institucionales claros que orienten adecuadamente su desarrollo.

b) Contar con un sistema de gobierno claramente articulado y con roles definidos, que se mantenga al tanto de la situación de la institución, estableciendo apropiadamente los responsables de las distintas funciones y de las relaciones con los distintos miembros de la comunidad educativa.

c) Contar con un diagnóstico estratégico sobre la base de la misión declarada, el que debe evaluar elementos tanto internos como externos, y establecer prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

Dichas prioridades deben traducirse en la formulación y puesta en práctica de una planificación coherente con ellas. 

Adicionalmente, deben existir mecanismos para el seguimiento del grado de avance hacia las metas establecidas y una apropiada utilización de los logros alcanzados para el ajuste de metas, acciones y recursos.

d) Contar con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el aseguramiento de la calidad y por el cumplimiento de los propósitos académicos declarados en su misión institucional.

Dichas políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad deben aplicarse sistemática, eficiente y eficazmente en los diversos niveles institucionales, sedes y tipos de programas que la institución tenga.

e) Contar con políticas y mecanismos que     resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida y el aprendizaje de los estudiantes. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todos los niveles y sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones, selección y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes, a los programas de remediación y al seguimiento de egresados. 

f) Contar con procedimientos públicos y transparentes para la selección y la evaluación de los alumnos. Deben existir instancias efectivas para hacer sugerencias, reclamos o exigir el cumplimiento de los programas y servicios ofrecidos a los estudiantes. La aplicación de sanciones a los alumnos debe contemplar un debido proceso. 

g) Evidenciar resultados satisfactorios y    concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación, en materias tales como deserción, duración de las carreras, empleo e ingresos de los egresados y resultados en exámenes externos, cuando los haya. 

h) Contar con capacidad instalada de análisis y evaluación institucional y de manejo de información para la gestión. Como parte de lo anterior, debe contar con mecanismos adecuados y periódicos para obtener y evaluar, a nivel de programa, información de sus tasas de deserción, el largo de las carreras y las condiciones en el mercado laboral de los egresados. Asimismo, debe contar con mecanismos adecuados y periódicos para recibir retroalimentación de los alumnos y egresados. La información obtenida a través de estos mecanismos debe ser debidamente ponderada en los rediseños curriculares.

i) Contar con infraestructura, equipamiento y recursos  financieros adecuados para el cumplimiento de su  proyecto académico, además de una adecuada estabilidad en el mediano plazo. 

j) Contar con medidas de transparencia sobre el uso de los fondos públicos recibidos, así como con un procedimiento claro y público de asignación de esos recursos.

k) Demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados y mejorar su calidad.

l) Demostrar que cuenta con las políticas y   mecanismos para asegurar el cumplimiento de otras funciones que sean propósitos declarados de su misión institucional y proyecto académico, tales como la investigación o la extensión. 

La Agencia, al evaluar el cumplimiento de los estándares, deberá considerar si se trata de centros de formación técnica, institutos profesionales o universidades, así como las particularidades de las distintas instituciones de educación superior. En consecuencia, el grado de cumplimiento de esos estándares dependerá de las características de la respectiva institución. 

Artículo 33.- 
El proceso de evaluación externa de carreras y programas a que se refiere el inciso segundo del artículo 29 considerará los siguientes estándares adicionales:

a) Contar con un perfil de egreso de la respectiva carrera o programa que sea consistente con los propósitos  de la institución y considere el conjunto de conocimientos, competencias y habilidades requeridas. 

b) Contar con los recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, las evaluaciones y procesos de  retroalimentación, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.

c) Tratándose de las carreras y programas de   estudio conducentes al título profesional de Médico Cirujano, deberán adicionalmente contar con un campus clínico y  se deberán considerar los resultados en el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina o el instrumento que lo reemplace. Tratándose de las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, deberán adicionalmente contar con prácticas en establecimientos educacionales y se deberán considerar los resultados de sus alumnos o egresados en la prueba INICIA o el instrumento que la reemplace.

Artículo 34.- 
La Agencia deberá elaborar y mantener publicado en su página web un Manual de Acreditación que explique, detalle y dé ejemplos sobre la aplicación de los estándares de evaluación según lo establecido en los artículos anteriores, guiando tanto a las instituciones de educación superior, de acuerdo a sus particularidades, como a los pares evaluadores. Asimismo, el manual deberá contemplar criterios y protocolos de actuación de los pares evaluadores durante sus visitas a las instituciones.

Dicho Manual deberá someterse a consulta pública en su página web cada seis años. Para estos efectos, la Agencia particularmente convocará al Ministerio de Educación, las instituciones de educación superior y expertos independientes nacionales y extranjeros a realizar observaciones sobre el Manual. La Agencia deberá procesar y sopesar apropiadamente las observaciones recibidas.

Artículo 35.- 
En todo proceso de acreditación, la Agencia deberá considerar a lo menos la mantención de los requisitos del licenciamiento, así como lo evaluado según los estándares establecidos en los artículos 32 y 33 precedentes, en el proceso de acreditación inmediatamente anterior, incluyendo las observaciones formuladas, con el fin de promover el mejoramiento continuo de las instituciones. 

Artículo 36.- 
Los pares evaluadores que realizarán los procesos de evaluación externa a que se refiere el artículo 29 letra b) serán personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Agencia llevará a ese efecto. La incorporación al Registro de Pares Evaluadores se realizará por medio de presentación de antecedentes ante la Agencia, quien deberá efectuar llamados públicos, a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo del Consejo de la Agencia se podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad. La Agencia velará especialmente por la incorporación al Registro de pares extranjeros con destacada trayectoria  en procesos de acreditación fuera del país. 

Para ser considerados en el registro, los pares evaluadores personas naturales deberán tener, al menos, cinco años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos en su área de especialidad. Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales o de gestión educacional y demostrar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.

Las personas jurídicas a que se refiere el    presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.

El presidente del Consejo propondrá, para su aprobación al Consejo, el nombre y número de pares evaluadores que llevarán a cabo cada proceso de evaluación externa, considerando las características de la institución que se somete a la acreditación y el número de carreras y programas que deben  evaluarse. 

La institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares designados, sin expresión de causa por una vez. 

En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior en las que hubieren cursado estudios de pre o postgrado en la década inmediatamente anterior a su función o con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquéllas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que hubiesen terminado.

Tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos, serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias.

Las inhabilidades y la obligación de reserva  contempladas en el artículo 9° de esta ley, así como las incompatibilidades señaladas en el artículo 8°, serán aplicables a los pares evaluadores. 

Artículo 37.- 
En el caso que el informe presentado por los pares evaluadores resulte insuficiente o no cumpla con los objetivos requeridos por la Agencia, el Consejo podrá solicitar mayores antecedentes o rechazarlo fundadamente y solicitar un nuevo informe, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación del primer informe.

Artículo 38.- 
Serán eliminados del registro los pares evaluadores que incurran en alguna de las causales que a continuación se indican:

a) No respetar las inhabilidades, incompatibilidades y la obligación de reserva a que se refiere el artículo 36.

b) Presentar más de una vez informes que sean rechazados por el Consejo de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior.

c) Haber sido condenado por delitos de cohecho, estafa o falsificación de instrumento público o privado.

Artículo 39.- 
La Agencia podrá acreditar a las instituciones de educación superior, acreditarlas provisionalmente o  no acreditarlas. 

Artículo 40.- 
La Agencia otorgará la acreditación institucional por un período de seis años a la institución de educación superior evaluada que, considerando todas las etapas del proceso de acreditación, cumpla con los criterios de evaluación. El pronunciamiento del Consejo que acredite a una institución podrá formular observaciones y sugerencias, las que deberán ser consideradas en el siguiente proceso de acreditación.

Artículo 41.-
Si la institución evaluada no cumple con los estándares establecidos en el artículo 32, la Agencia formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación y establecerá exigencias concordantes con dichos estándares, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva en un plazo máximo de tres años. Durante este período la institución se considerará acreditada provisionalmente y antes de cumplido dicho plazo, deberá iniciar un nuevo proceso de acreditación y entregar su informe de autoevaluación.  

Artículo 42.- 
La Agencia no podrá otorgar la acreditación provisional por un segundo período consecutivo ni por un tercer período no consecutivo durante el plazo de dieciocho años.  

Artículo 43.-  
La Agencia rechazará fundadamente la acreditación a la institución de educación superior evaluada que incumpla gravemente uno o más de los estándares establecidos en los artículos 32 y 33. 

Artículo 44.- 
La institución de educación superior afectada por las decisiones que la Agencia adopte en conformidad con lo establecido en los tres artículos precedentes, podrá dentro del plazo de quince días hábiles presentar un recurso de reposición ante el Consejo de la Agencia y, en subsidio apelar ante el Consejo Nacional de Educación. Rechazada total o parcialmente la reposición, se elevarán los antecedentes al Consejo Nacional de Educación. Este solicitará informe a la Agencia, la que deberá evacuarlo en un plazo de 10 días hábiles. El Consejo Nacional de Educación se pronunciará por resolución fundada sobre la apelación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación del recurso.

Artículo 45.- 
La institución a la que no se le otorgue acreditación perderá el reconocimiento oficial. 

La pérdida del reconocimiento oficial se hará efectiva a partir del año académico inmediatamente siguiente a aquel en el que la institución de educación superior hubiese perdido su acreditación.  Sin perjuicio de lo anterior, por un periodo que no excederá de tres años la institución podrá otorgar títulos a quienes sean alumnos regulares o egresados de la institución al momento de perder el reconocimiento oficial. La institución de educación superior deberá entregar gratuitamente a cada uno de sus estudiantes un certificado de avance académico que contemple las asignaturas cursadas y las notas obtenidas, copia del cual se enviará al Ministerio de Educación por vía electrónica.

Artículo 46.- 
Durante la vigencia de la acreditación o de la acreditación provisional, las instituciones deberán informar a la Agencia de los cambios significativos o hechos esenciales que se produzcan en su estructura o funcionamiento y que no estén  contemplados en la planificación contemplada en la letra a) del artículo 29.  Si la Agencia estimase fundadamente que estos cambios ponen en riesgo el cumplimiento de los estándares, ésta deberá acordar con aquella un procedimiento para desarrollar esos cambios sin vulnerar, por una parte, la autonomía de la institución y, por otra, el acuerdo que dio origen a la acreditación. De no llegar a acuerdo, la institución deberá iniciar inmediatamente su acreditación y presentar su autoevaluación.

En el caso de las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos que se abrieren una vez otorgada la acreditación, la Agencia deberá verificar que se cumplan los estándares definidos en los artículos 32 y 33. 

En caso de que la Agencia considerare que se ha incumplido dicha obligación de informar, deberá oficiar a la Superintendencia de Educación Superior para que ésta evalúe el caso y aplique las sanciones correspondientes. 

Artículo 47.- 
Las instituciones de educación superior deberán colaborar con la Agencia durante el desarrollo del proceso de acreditación, debiendo entregarle la información que ésta requiera para llevar a cabo dicho proceso. 
Si se demostrare que para la obtención de la  acreditación se cometiere cohecho, estafa o  falsificación de instrumento público o privado, se deberá iniciar de inmediato un nuevo proceso de acreditación, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 

La institución que se hubiere beneficiado consecuencia de la comisión de alguno de los delitos señalados en el inciso precedente será multada hasta con 400 UTM. Los miembros de la junta directiva de la respectiva institución, sus rectores y vice rectores serán solidariamente responsables del pago de dicha multa.

Artículo 48.- 
Para todos los efectos legales que exigen a determinadas carreras y programas estar acreditados, se entenderá que todo programa o carrera impartido por una institución acreditada, se encuentra acreditado. 

Título VI
De la acreditación internacional

Artículo 49.- 
Las instituciones de educación superior podrán solicitar fundadamente al Ministerio de Educación que su acreditación sea realizada por agencias acreditadoras extranjeras. Estas sólo podrán ser agencias públicas o bien, en caso de países con sistemas de acreditación descentralizados, agencias privadas que sean supervisadas por organizaciones de carácter nacional, siempre de países con sistemas de educación superior destacados. Se entenderá que son sistemas de educación superior destacados aquellos que cuenten con al menos dos universidades entre las primeras ciento cincuenta mejores del mundo de acuerdo a al menos uno de los siguientes rankings: QS World University Ranking, el Academic Ranking of World Universities o el Times Higher Education Ranking. 

El Ministerio deberá responder esta petición  previa consulta a la Agencia Nacional de Acreditación. En todo caso dichas agencias extranjeras deberán cumplir con los requisitos previamente establecidos por el Consejo en sesión especialmente citada al efecto, los que deberán considerar al menos los siguientes: 

a) La definición explícita por parte de la   agencia de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

b) La existencia y aplicación de mecanismos  apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que establece esta ley.

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

g) La existencia y aplicación de mecanismos   tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

Artículo 50.- 
La institución de educación superior deberá presentar la solicitud ante el Ministerio de Educación con a lo menos dos años de anticipación al vencimiento del período de acreditación vigente. La solicitud deberá contar con  todos los antecedentes que permitan identificar a la respectiva agencia y demostrar que cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior. El Ministerio de Educación podrá rechazar fundadamente dicha solicitud. 

Artículo 51.- 
La acreditación internacional realizada en virtud de las normas de este párrafo tendrá los mismos efectos que la acreditación a que se refiere el Título V de la presente ley. La duración efectiva no podrá superar los seis años, aun cuando los plazos de acreditación contemplados por la agencia internacional superen el período de seis años. Con todo, los recursos establecidos en el artículo 44 no serán aplicables a la acreditación internacional. 

La institución de educación superior que se  acredite de acuerdo a las disposiciones de este título sólo deberá pagar la membresía anual de mantención del sistema de acreditación a que se refiere el artículo 21.  Los costos de la acreditación internacional serán de cargo de la respectiva institución de educación superior que opte por dicha modalidad.

Artículo 52.- 
En ningún caso la acreditación internacional a que se refiere este párrafo podrá reemplazar el proceso de licenciamiento establecido en la presente ley. 

Título VII

De las medidas de publicidad

Artículo 53.- 
Corresponderá a la Agencia mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Dicha información deberá también estar disponible a través del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior. 

Deberá la Agencia, además, hacer públicos y   mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones, una vez concluido y sancionado el proceso de acreditación. 

Artículo 54.- 
Todas las instituciones de educación superior que se encuentran acreditadas provisionalmente deberán incorporar en su publicidad dicha información. 

Asimismo, las instituciones de educación superior que se sometan voluntariamente a procesos de acreditación distintos al establecido en esta ley, deberán especificar el nombre de la entidad acreditadora en todas las instancias en que los resultados de dicha acreditación se hagan públicos. 

La Agencia Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información. 

Artículo Segundo: 
Modifícase la ley N° 20.129 en el siguiente sentido:

a)
Deróganse los capítulos I y II.

b) 
Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:  

“Artículo 50.- Para los efectos de lo      dispuesto en el artículo anterior, las instituciones de educación superior deberán proporcionar a la División de Educación Superior la información relativa a alumnos, docentes, recursos, infraestructura, resultados del proceso académico y a la naturaleza jurídica de cada institución que se señala en este artículo. 

Tratándose de la información relativa a los alumnos, sólo podrá requerirse en forma individualizada, incluyendo el RUT, aquella que tenga como finalidad realizar estudios respecto del ingreso, permanencia, egreso, titulación, inserción laboral y las ayudas estudiantiles otorgadas por la respectiva institución de educación superior. Esta información en ningún caso se podrá entregar al público general  en forma desagregada por alumno.

Para estos efectos, las instituciones de  educación superior deberán enviar anualmente a la División de Educación Superior respecto de cada carrera o programa académico ofrecido la siguiente información:

a)
Un informe con los cobros a los estudiantes, las condiciones generales y especiales de admisión, y los reglamentos internos vigentes sobre promoción, disciplina y titulación; 

b)
Un informe con el resultado del último proceso de admisión, incluyendo a lo menos una nómina de los estudiantes admitidos;

c)
Un informe con una nómina de los alumnos que durante el período anual inmediatamente anterior hayan dejado de formar parte de la carrera o programa académico correspondiente; y

d)
Un informe con información de egresados y titulados durante el período anual inmediatamente anterior.

Adicionalmente, cada institución de educación superior deberá enviar un informe anual sobre los recursos educativos, infraestructura, equipamiento y cuerpo docente con que cuenta cada facultad, escuela o campus de la respectiva institución, según corresponda, para el servicio educativo que presta.  En el caso de los docentes, deberá indicar a lo menos el número de profesores y la modalidad en que están contratados, sus  respectivas categorías y jerarquías cuando corresponda, su  adscripción a programas de pregrado o postgrado y, en forma agregada, el grado académico con que cuentan los miembros del cuerpo docente.  

Los plazos para la entrega de los informes mencionados en este artículo, así como el detalle de sus contenidos y la forma de entrega serán definidos en un reglamento del Ministerio de Educación, debiendo velar por la utilización de formatos electrónicos para este fin. 

Los datos de carácter personal que se contengan en la información relativa a alumnos, titulados, académicos, personal directivo y de apoyo técnico administrativo de las instituciones de educación superior deberán mantenerse en reserva por cualquier funcionario que en razón de su cargo tenga acceso a ella.  Esta obligación no cesa por el término de sus servicios.”.

c) 
Modifícase la letra b) del  artículo 52,   reemplazando el guarismo “100” por “400”.

Artículo Tercero:  
Modifícase el D.F.L. N° 2 del 2009 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la  Ley N° 20.370 con las normas no derogadas del D.F.L. N° 1 de 2005, en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el Párrafo 1° del título III el siguiente artículo 51 bis:

“Artículo 51 bis: Para el adecuado funcionamiento del sistema de educación superior, le corresponde al Estado:

a) Administrar el proceso de reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior;

b) Fiscalizar que los centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades se ajusten a las leyes y reglamentos que los rigen;

c) Velar por que las instituciones de   educación superior reconocidas por el Estado cumplan con estándares que les permitan proyectar en el tiempo sus misiones y propósitos, aplicando mecanismos de aseguramiento de la calidad, y

d) Desarrollar y mantener un sistema de  información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada implementación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior. 

b) Agrégase el siguiente artículo 54 bis:

“Artículo 54 bis: Corresponderá al Ministerio de Educación, a la Agencia Nacional de Acreditación, al Consejo Nacional de Educación y a la Superintendencia de Educación Superior, en el ámbito de sus competencias, administrar el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, de conformidad a las normas establecidas en la ley.

Para velar por la adecuada coordinación de los diversos organismos que integran el sistema existirá un Comité Coordinador integrado por los respectivos jefes de servicio o quienes designen para estos efectos.  

c) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:

a. Reemplázase en la letra b) la    expresión “el Consejo Nacional de Educación” por “la Agencia Nacional de Acreditación”.

b. Reemplázase en la letra c) la    expresión “del Consejo Nacional de Educación” por “de la Agencia Nacional de Acreditación”.

d) Agrégase el siguiente inciso final nuevo al artículo 62: “La universidad que no obtenga la acreditación de conformidad a le ley,  perderá su reconocimiento oficial y su condición de universidad a partir del año académico siguiente, quedando  impedida de otorgar títulos y grados académicos. Si dentro de un año no adecua sus estatutos, se le cancelará la personalidad jurídica. Con todo, por un periodo que no excederá de tres años podrá otorgar títulos y grados a quienes sean  alumnos regulares o egresados de la institución al momento de perder el reconocimiento oficial.”

e) Modifícase el artículo 67, reemplazando en la letra d) la expresión “el Consejo Nacional de Educación” por “la Agencia Nacional de Acreditación”.

f) Modifícase el artículo 72 en el siguiente sentido:

a. Reemplázase en la letra b) la expresión “el Consejo Nacional de Educación” por “la Agencia Nacional de Acreditación”.

b. Reemplázase en la letra c) la expresión “del Consejo Nacional de Educación” por “de la Agencia Nacional de Acreditación”.

g) Agrégase el siguiente inciso final nuevo al artículo 73: “El instituto profesional que no obtenga la acreditación de conformidad a la ley, perderá su reconocimiento oficial a partir del año académico siguiente. En consecuencia, quedará impedido de otorgar títulos, no pudiendo utilizar el término “Instituto Profesional” en su razón social y deberá, dentro de un año, adecuar sus estatutos en tal sentido. Con todo, por un periodo que no excederá de tres años podrá otorgar títulos a quienes sean alumnos regulares o egresados de la institución al momento de perder el reconocimiento oficial.”

h) Modifícase el artículo 79 en el siguiente sentido:

a. Reemplázase en la letra b) la expresión “el Consejo Nacional de Educación” por “la Agencia Nacional de Acreditación”.

b. Reemplázase en la letra c) la expresión “del Consejo Nacional de Educación” por “de la Agencia Nacional de Acreditación”.

i) Agrégase el siguiente inciso final nuevo al artículo 80: “El centro de formación técnica que no obtenga la acreditación de conformidad a la ley,  perderá su reconocimiento oficial a partir del año académico siguiente. En consecuencia, quedará impedido de otorgar títulos no pudiendo utilizar el término “Centro de Formación Técnica” en su razón social y  deberá, dentro de un año, adecuar sus estatutos en tal sentido. Con todo, por un periodo que no excederá de tres años podrá otorgar títulos a quienes sean alumnos regulares o egresados de la institución al momento de perder el reconocimiento oficial.” 

j) Reemplázase el artículo 87 por el      siguiente nuevo:

Artículo 87.- 
En materia de educación superior, será función del Consejo servir de instancia de apelación respecto de las decisiones de la Agencia Nacional de Acreditación, de conformidad a lo dispuesto en la ley de acreditación.

k) Modifícase el artículo 94 en el siguiente sentido:

a. Reemplázase en la letra c) la expresión “N° 20.129” por “de acreditación”.

b. Elimínase la letra d).

l) Deróganse los artículos: 96, 97, 98, 99, 100 y 101.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- 
La Agencia Nacional de Acreditación será, para todos los efectos, la continuadora legal y patrimonial de la Comisión Nacional de Acreditación creada por la ley N° 20.129,  pasando el personal que labora en ésta última a desempeñarse, sin solución de continuidad, en la Agencia que se crea por esta ley.

Dicho traspaso se hará en el mismo nivel de remuneraciones y en ningún caso podrá significar disminución de aquéllas ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado. Asimismo se traspasarán todos los bienes y recursos desde la Comisión Nacional de Acreditación a la Agencia que se crea en la presente ley.

El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que  otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en la Agencia Nacional de Acreditación creada por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Servicio a que se refiere la ley N° 20.129 como a la Agencia que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.

Artículo segundo.- 
Las instituciones de educación superior acreditadas de acuerdo a la ley N°20.129 mantendrán su acreditación por el tiempo durante el cual hubiese sido otorgada y se regirán, para todos los efectos, por las normas de dicha ley.  A lo menos un año antes del vencimiento de ese plazo deberán  presentar el informe de autoevaluación a que se refiere el  artículo 29. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones de educación superior cuya acreditación venza dentro de los dos años siguientes a la publicación de la presente ley, deberán entregar el informe de autoevaluación dentro de dicho plazo.

Artículo tercero.- 
Las instituciones de educación superior que no cuenten con la acreditación institucional a que se refiere la ley N° 20.129, tendrán un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley para presentar el informe de autoevaluación a que se refiere el artículo 29.

Artículo cuarto.- 
Las instituciones de educación superior que dentro de los plazos señalados en los artículos segundo y tercero transitorios no den inicio a sus respectivos procesos de acreditación, perderán su reconocimiento oficial de conformidad a la ley.

Artículo quinto.- 
La prohibición de otorgar la acreditación provisional por un segundo período consecutivo establecida en el artículo 42, no regirá respecto de las instituciones de educación superior que opten por presentar el informe de autoevaluación a que se refiere el artículo 29 dentro de un año contado desde la publicación de la presente ley. 

La excepción establecida en el inciso anterior operará por una sola vez y será sin perjuicio de la facultad de la Agencia Nacional de Acreditación de rechazar la acreditación de conformidad a la ley.

Artículo sexto.- 
Los procesos de licenciamiento de instituciones de educación superior que se encuentren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de esta ley continuarán rigiéndose por las normas vigentes a esa fecha.  

Artículo séptimo.- 
Los procesos de acreditación institucional que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren en trámite continuarán rigiéndose por las normas vigentes a esa fecha. Con todo, a partir de la fecha de publicación de la  presente ley no se podrán iniciar nuevos procesos de acreditación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.129.

Artículo octavo.- 
Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes del Consejo de la Agencia Nacional de Acreditación, dos de sus miembros nombrados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado serán designados para el primer periodo por dos años y seis meses.  

Artículo noveno.- 
La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al nombramiento de la totalidad de los miembros del Consejo de la Agencia Nacional de Acreditación.  Dichos nombramientos deberán efectuarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo décimo.-  
Las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado deberán pagar la membresía anual de mantención del sistema de acreditación a que se refiere el  artículo 21 n° 2 letra b) a partir del segundo año de entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo décimo primero.- Mientras no inicie su funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior, las facultades que la presente ley le otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.”

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Harald Beyer Burgos, Ministro de Educación.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DEL DEPORTE

(8316-29)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8316-29. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712, del Deporte:


1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 13, la oración: “cuya finalidad fundamental sea la creación, administración y desarrollo de Centros de iniciación y entrenamiento para el Alto Rendimiento Deportivo y para la formación de entrenadores.”, por la siguiente: “cuya finalidad exclusiva sea la organización e implementación de competencias deportivas de relevancia internacional, o bien, la creación, administración y desarrollo de Centros de iniciación y entrenamiento para el Alto Rendimiento Deportivo y para la formación de entrenadores.”.


2) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 43, el vocablo  “concursables” por “seleccionados”.


3) En su artículo 44:


a) Suprímese, en su inciso primero, la siguiente frase: “, así como la selección de aquellos proyectos susceptibles de ser financiados mediante donaciones que tengan derecho al crédito tributario establecido en el artículo 62”.


b) Suprímese su inciso final.


4) En su artículo 48:


a) Suprímese la siguiente expresión: “, a lo menos seis meses antes del ejercicio presupuestario que corresponda a la fecha de su realización,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“En todo caso, los proyectos de que trata este artículo estarán siempre sujetos a la disponibilidad presupuestaria del Instituto en el ejercicio correspondiente a la fecha de su realización.”.


5) Agrégase, en su artículo 50, el siguiente inciso final nuevo: 


“La exigencia establecida en este artículo no regirá para la inversión en equipamiento e infraestructura deportiva efectuada en inmuebles de propiedad fiscal. En los demás casos, el Instituto establecerá  el plazo de vigencia de la prohibición que se ordena inscribir en el inciso anterior, conforme a una tabla de depreciación de la inversión que determinará el Servicio de Impuestos Internos.”.


6) Reemplázanse, en su artículo 62, los cuatro primeros incisos, por el siguiente:


“Artículo 62.- Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta que declaren su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, así como los contribuyentes del impuesto Global Complementario que declaren sobre la base de renta efectiva, y que efectúen donaciones en dinero al Instituto, para ser destinadas a la Cuota Nacional o a una o más de las Cuotas Regionales establecidas en el Título IV, o para financiar proyectos destinados al cumplimiento de los objetivos indicados en el artículo 43 que se encuentren incorporados en el registro a que se refiere el artículo 68, tendrán derecho a un crédito equivalente a un 50% de tales donaciones contra los impuestos indicados.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE LA TRANSFERENCIA DE LA CALIDAD DE SOSTENEDOR DE UN ESTABLECIMIENTO EDUCACIONAL, SIN SOLUCIÓN DE CONTINUIDAD

(8696-04)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Ramón Barros Monteros, Germán Becker Alvear, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Patricio Melero Abaroa, Manuel Monsalve Benavides, Celso Morales Muñoz, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
Cabe señalar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió esta iniciativa de ley en general y en particular a la vez por tratarse de un proyecto de artículo único y, como se señaló con antelación,  tener urgencia calificada de “discusión inmediata”, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley, en lo fundamental, tiene por objeto permitir que aquellos sostenedores cuyos establecimientos educacionales hubieran obtenido reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hubieran cumplido con lo dispuesto en el artículo 46 letra a) de dicha norma, puedan transferir la calidad de sostenedor, dentro del plazo de dos años desde la publicación de esta ley, especificándose además, que dicha transferencia considerará el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología hace presente que el artículo único del proyecto de ley y su disposición transitoria tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto del numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de  las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-Numeral 11° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

2.- Decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005.

II.ANTECEDENTES DE HECHO

Moción de los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Ramón Barros Monteros, Germán Becker Alvear, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Patricio Melero Abaroa, Manuel Monsalve Benavides, Celso Morales Muñoz, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto.
La referida Moción recuerda que la letra a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, ("Ley General de Educación") indica, entre otros aspectos, que los establecimientos educacionales que impartan educación parvularia, básica y media, para obtener el reconocimiento oficial, deberán contar con un sostenedor. Precisa la referida disposición que serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades creadas por ley, y las personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto social único sea la educación. Este sostenedor será responsable del funcionamiento del establecimiento educacional.

Por su parte, el artículo primero transitorio de la Ley General de Educación, establece el plazo que tendrán los sostenedores para adecuarse a las nuevas disposiciones legales. De este modo, el referido artículo señala que los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de la ley deberán ajustarse a lo prescrito en la letra a) del artículo 46 de esta ley en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la misma.

De esta manera, continúan los Honorables Diputados, los establecimientos educacionales que ya habían obtenido el reconocimiento oficial del Estado al momento de entrar en vigencia la ley, han debido comenzar un proceso de modificación de sus estatutos para poder adecuarse a las nuevas condiciones establecidas. Esto es, los sostenedores personas naturales han constituir una persona jurídica a la que se le transferiría su calidad de tal, o bien, los sostenedores personas jurídicas han debido adecuar sus estatutos en caso de ser necesario, modificando el objeto o giro social.

Actualmente, aseguran los autores, gran parte de los establecimientos educacionales han modificado sus estatutos para adecuarse a las nuevas exigencias de la ley. En efecto, agregan, son más de 1200 sostenedores los que han efectuado los trámites correspondientes, dando cumplimiento a las nuevas exigencias de la Ley General de Educación. Sin embargo, existen también muchos sostenedores que, habiendo adecuado sus estatutos, presentaron los antecedentes para regularizar su situación después de haberse cumplido el plazo establecido en la ley. De este modo, aunque ya han adecuado sus estatutos, se encuentran igualmente en incumplimiento al hacerlo fuera de plazo. Acota que son cerca de 700 sostenedores los que se encuentran en esta situación. Además, destacan que sigue existiendo un número importante de sostenedores que, por diversos motivos, no han modificado sus estatutos conforme a los nuevos requerimientos.

Los autores de la Moción parlamentaria hacen presente que el año 2010, por medio de la ley N° 20.483, se modificó el artículo primero transitorio de la Ley General de Educación para hacer frente a la situación de incumplimiento en que se encontraban muchos sostenedores de establecimientos educacionales. Sin perjuicio de ello, actualmente se precisa una nueva ampliación del plazo establecido en la ley, ya que se siguen presentando retrasos derivados de las complicaciones en los procesos de adecuación de los estatutos o de constitución de personas jurídicas. Explica la Moción que las las principales causas de estos retrasos se producen en razón de circunstancias particulares más complejas, tales como sostenedores personas naturales fallecidos en el intertanto, cuyos herederos no tuvieron suficiente tiempo para proceder con todos los trámites necesarios para obtener la posesión efectiva y proceder a la adecuación, establecimientos educacionales pertenecientes a congregaciones religiosas (quienes deben obtener una autorización para la modificación de sus estatutos), establecimientos que se encuentran ubicados en sectores rurales o más alejados, o fundaciones o corporaciones que deberán modificar su objeto social a uno de giro único. Ellas dificultan el proceso de adecuación de algunos establecimientos, los que si bien constituyen un número menor en comparación con aquellos que están en conformidad a la ley, no dejan de tener relevancia puesto que, en muchos casos, son aquellos que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad, a los que se les ha hecho más difícil el proceso de adecuación estatutaria.

Recuerda el instrumento en estudio que la referida ley N° 20.483 fue objeto del control de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional, resolviéndose su conformidad con la Constitución. No obstante, suerte distinta corrió la iniciativa de ley presentada a tramitación por un grupo de Senadores el día 7 de marzo de 2012, contenida en el Boletín N° 8.191-04, y que tenía por propósito extender nuevamente el plazo para que los sostenedores se adecuaran a las exigencias establecidas en la ley., pese a haberse planteado en los mismos términos que aquella tramitada durante el año 2010. En esta oportunidad, acotan los autores de la Moción, el Tribunal Constitucional, por sentencia rol 2274-12-CPR, de 4 de septiembre de 2012, declaró inconstitucional la iniciativa de los Honorables Senadores. Entre las razones para declarar la inconstitucionalidad del proyecto, el Tribunal señal{o que no se habrían fundamentado adecuadamente la necesidad de ampliar nuevamente el plazo y que, además, que los artículos transitorios de una ley, en cuanto sustraen de la normativa general a determinadas personas o situaciones, pueden importar la comisión de diferencias arbitrarias.

Los Honorables Diputados, sostienen que, sobre el particular, resulta relevante tener presente lo señalado en el voto disidente de la aludida sentencia, de los Ministros Bertelsen, Peña y Hernández, quienes indican que las razones que han animado a los autores de la iniciativa son suficiente para eliminar cualquier duda en orden a una vulneración del derecho a la igualdad ante la ley asegurado en el artículo 19 N° 2 de la Carta Fundamental, efectivamente, señala la resolución, el proyecto de ley introduce una diferencia de trato entre quienes se encuentran en la misma situación, que resulta ser la misma diferencia incorporada mediante la ley N° 20.483 concluyendo luego del análisis, que la mencionada diferencia resulta adecuada, idónea y tolerable para el destinatario de la misma. Adicionalmente, la disidencia estima que la decisión adoptada por la mayoría generará efectos más perjudiciales que los que se ha tratado de evitar.

Inspirados en la necesidad de dar solución a la realidad descrita, la Moción propone establecer que aquellos sostenedores cuyos establecimientos hubieren obtenido el reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hubieren cumplido con lo dispuesto en el artículo 46 letra a) de dicha norma, podrán transferir la calidad de sostenedor, dentro del plazo de dos años desde la publicación de esta ley, especificándose, además, que dicha transferencia comprenderá el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad.

De este modo, concluye, se regularizará la situación de incumplimiento en que se encuentran numerosos establecimientos educacionales y se asegura la continuidad del reconocimiento oficial del Estado, situación que es de vital importancia para salvar la antigüedad de dicho reconocimiento y asegurar la continuidad, sin contratiempos, de la educación de miles de niños de nuestro país.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley propuesto es el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370, General de Educación:

1. Reemplázase su inciso primero por los siguientes:

"Art. 1°. Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, que hubieren obtenido el reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°20.370 y que a la fecha de la publicación de esta ley no hubieren cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a), de dicha norma, podrán transmitir la calidad de sostenedor, siempre que el nuevo sostenedor se adecue a los requisitos, plazos y condiciones establecidos en esta ley. Asimismo, podrá transferirse la calidad de sostenedor para el sólo efecto de constituir una persona jurídica sucesora de la persona natural que detentaba dicha calidad o para la constitución de una persona jurídica que sucederá a la actual en su rol de sostenedora, ya sea que la transferencia se realice a una nueva persona jurídica o a una ya existente que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley para ser sostenedor. Las transferencias que se efectúen en virtud de este artículo comprenderán el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad. Dicha transferencia deberá efectuarse dentro de los dos años siguientes a la fecha de publicación de esta ley.

Para todos los efectos legales a que haya lugar, se considerará que no existe solución de continuidad del reconocimiento oficial o decreto colaborador correspondiente, respecto de los establecimientos educacionales cuyos sostenedores, para el sólo efecto de adecuarse a lo establecido en el artículo 46, letra a), de esta ley, presenten una nueva solicitud de reconocimiento oficial.

La nueva solicitud de reconocimiento oficial deberá ser acompañada tanto de los antecedentes que acrediten la posesión del reconocimiento oficial o decreto colaborador con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°20.370, así como de aquellos que den cuenta de la creación o constitución de la persona jurídica de derecho público o de derecho privado que cumpla con las exigencias establecidas en dicha disposición. El examen de esta solicitud se limitará a estas materias y su aprobación o rechazo se basará únicamente en el cumplimiento o incumplimiento de las exigencias establecidas en el mencionado artículo 46, letra a). Esta solicitud no estará sujeta a la limitación del artículo 19, pudiendo ser presentada en cualquier época del año, debiendo expresar en forma precisa que es para el sólo efecto indicado en este artículo.”.

2. Sustitúyese, en el inciso segundo, la locución “inciso precedente” por la expresión “inciso primero”.

Artículo transitorio.- La solicitud a que hace referencia el artículo único de esta ley deberá presentarse dentro de los doce meses siguientes a la fecha de su publicación.”.

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo, como se ha expuesto con antelación en este informe, que esta Moción resulta del todo necesaria y se hace cargo de la situación que se produjo como consecuencia de la sentencia que declaró inconstitucional el proyecto de ley contenido en el Boletín N° 8.191-04, de la cual fue coautor.

Añadió que los fundamentos respecto de la necesidad de regular la situación en la cual se encuentran varios sostenedores del país que no han podido aun dar cumplimiento a las exigencias contenidas en la letra a) del artículo 46 de la Ley General de Educación, ya se expusieron con ocasión de la discusión de la aludida iniciativa, por lo que no era pertinente reiterarlos. Asimismo, explicó que la regulación que propone el proyecto en informe soluciona los reparos de constitucionalidad que esgrimió el Tribunal Constitucional, por lo cual era necesario su aprobación para su pronto despacho y posterior promulgación por parte de Su Excelencia el Presidente de la República.

- Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular, resultó aprobado, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar, en general y en particular, el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor: 

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° transitorio del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°20.370, General de Educación:

1. Reemplázase su inciso primero por los siguientes:

"Art. 1°. Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, que hubieren obtenido el reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°20.370 y que a la fecha de la publicación de esta ley no hubieren cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a), de dicha norma, podrán transmitir la calidad de sostenedor, siempre que el nuevo sostenedor se adecue a los requisitos, plazos y condiciones establecidos en esta ley. Asimismo, podrá transferirse la calidad de sostenedor para el sólo efecto de constituir una persona jurídica sucesora de la persona natural que detentaba dicha calidad o para la constitución de una persona jurídica que sucederá a la actual en su rol de sostenedora, ya sea que la transferencia se realice a una nueva persona jurídica o a una ya existente que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley para ser sostenedor. Las transferencias que se efectúen en virtud de este artículo comprenderán el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad. Dicha transferencia deberá efectuarse dentro de los dos años siguientes a la fecha de publicación de esta ley.

Para todos los efectos legales a que haya lugar, se considerará que no existe solución de continuidad del reconocimiento oficial o decreto colaborador correspondiente, respecto de los establecimientos educacionales cuyos sostenedores, para el sólo efecto de adecuarse a lo establecido en el artículo 46, letra a), de esta ley, presenten una nueva solicitud de reconocimiento oficial.

La nueva solicitud de reconocimiento oficial deberá ser acompañada tanto de los antecedentes que acrediten la posesión del reconocimiento oficial o decreto colaborador con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°20.370, así como de aquellos que den cuenta de la creación o constitución de la persona jurídica de derecho público o de derecho privado que cumpla con las exigencias establecidas en dicha disposición. El examen de esta solicitud se limitará a estas materias y su aprobación o rechazo se basará únicamente en el cumplimiento o incumplimiento de las exigencias establecidas en el mencionado artículo 46, letra a). Esta solicitud no estará sujeta a la limitación del artículo 19, pudiendo ser presentada en cualquier época del año, debiendo expresar en forma precisa que es para el sólo efecto indicado en este artículo.”.

2. Sustitúyese, en el inciso segundo, la locución “inciso precedente” por la expresión “inciso primero”.

Artículo transitorio.- La solicitud a que hace referencia el artículo único de esta ley deberá presentarse dentro de los doce meses siguientes a la fecha de su publicación.”.

- - -

Acordado y tratado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 9 de Enero de 2013.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA CARRETERA ELÉCTRICA

(8566-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, y para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de septiembre de 2012, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Asistieron a sesiones de la Comisión, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señores Antonio Horvath Kiss y Hosain Sabag Castillo.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Energía, señor Jorge Bunster, y el Subsecretario de la Cartera, señor Sergio del Campo.


Concurrieron, también, por esta Secretaría de Estado, las señoras Loreto Cortés, Bernardita Marino y Hedy Matthei y los señores Ignacio Alarcón, Carlos Barría, Francisco de la Fuente, Francisco Núñez, Carlos Suazo, Adolfo Tocornal y Juan Pablo Urrutia.





Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


- El Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Sergio Muñoz Gajardo.


- El abogado señor Patricio Zapata, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Las Américas.


- El abogado señor Víctor Manuel Avilés, del Estudio Jurídico Larraín y Asociados.


- El abogado constitucionalista señor Rodrigo Delaveau.


- El abogado especialista en Legislación Indígena señor Sebastián Donoso.


- El asesor de la Unidad de Asuntos Indígenas del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Matías Abogabir, acompañado por los asesores de esta Secretaría de Estado, señoras Constanza Castillo y Carol Parada y señor Juan Pablo Núñez.


- El abogado constitucionalista señor Arturo Fermandois.


- El Gerente de Asuntos Corporativos; el Vicepresidente de Desarrollo de Negocios, y el Vicepresidente de Asuntos Jurídicos de TRANSLEC, señores Jorge Lagos, Eric Ahumada y Arturo Le Blanc, respectivamente.


- El abogado señor Hans Weber, asesor del Ministerio de Desarrollo Social.


- El Gerente General y el Director Jurídico de la Asociación de Generadoras A.G., señores René Muga y Javier Tapia, respectivamente.


- La señora Sandra Huentemilla y el señor Juan Valeria Quilapán, coordinadores de la Organización de Pueblos Indígenas Autoconvocados.


- Las señoras Sara Larraín y Catalina Szigeti, de Chile Sustentable.


- El señor Cristián Hermansen, Presidente de la Comisión de Energía del Colegio de Ingenieros de Chile A.G.


- La abogada señora Antonia Urrejola, Asesora de Asuntos Indígenas.


- La señora Marcela Lincoqueo, coordinadora de la entidad Comunidades y Organizaciones Indígenas de Chile.


- El señor Adán Cariman, Lonco de las Comunidades Moluches de la VIII Región.


- La señora Nancy Yáñez, Codirectora de la agrupación Observatorio Ciudadano.


- El señor Roberto Román, académico de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile.


- El Director Jurídico y el Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G., señores Ricardo Eberle y Rodrigo Castillo, respectivamente.


- El señor Alfredo Solar, Presidente de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G. (ACERA), acompañado del Secretario de la entidad, señor Mario Manríquez.


- El especialista en temas energéticos señor Ramón Galaz, de VALGESTA Consultores.


- Los asesores parlamentarios señora Yasmina Viera y señores Víctor Caro, Oddo Cid, Sergio Jara, Tomás Monsalve, Rodrigo Mora, Rolando Neira, Andrés Romero, Javier Sutil, Joaquín Walker y Juan Walker.


- El Presidente, el Gerente y la Encargada de Relaciones Externas de ENEL GREEN POWER, señores Valerio Cecchi y Cristián Herrera y señora Antonella Santilli, respectivamente.


- La señora María Loreto Zubineta, abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC).


- Los profesionales señores Francisco Álvarez y Jaime Espínola del Ministerio de Energía.


- El señor Benjamín Rug, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


- La señora Rocío Sánchez y el señor Nicolás Guzmán, asesores del Instituto Igualdad.


Se deja constancia de que, además, por oficio N° ME/02/2013, de 2 de enero del año en curso, se solicitó a la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), señora Lorena Fries, que remitiera por escrito la opinión de ese Instituto relativa al proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín N° 8.566-08), en lo que respecta a su vinculación con el Convenio N° 169 de la OIT, sobre Pueblos Originarios.


A la fecha de elaboración de este informe, no se ha recibido aún la respuesta a dicho oficio.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Se previene que los artículos 100°-4, 100°-11, 100°-12 y 100°-23, contenidos en el numeral 9) del artículo 1° del proyecto, deben ser aprobados con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, esto es, los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 38 y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.





Por su parte, los artículos 100°-8, 100°-19, 100°-21, 100°-22 y 100°-28, contenidos igualmente en el numeral 9) del artículo 1° del proyecto, deben ser aprobados con idéntico quórum, en cuanto inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, según lo dispone el artículo 77, en concordancia con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -





Cabe consignar que por oficio N° 858/SEC/12, de 4 de septiembre de 2012, la Sala consultó a la Excma. Corte Suprema su parecer acerca de la iniciativa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





La Excma. Corte Suprema, por oficio N° 112-2012, de 5 de octubre de 2012, comunicó haber acordado informar favorablemente este proyecto de ley, al tenor de la resolución que transcribe.


No obstante, ese Alto Tribunal previene que dicho acuerdo se adoptó con reservas, las cuales en lo fundamental se refieren a lo siguiente:

1°. En lo que dice relación con el monto a pagar al concesionario o dueño del predio afectado por una servidumbre en caso de reclamo (artículo 100-22º de la iniciativa legal), la Excma. Corte Suprema sugiere entregar el total del valor consignado al dueño y no la mitad de dicho valor. Esta última solución carece de justificación dado que dicha cantidad no está disputada. Agrega la Corte que el monto de la indemnización no tiene contemplada norma de reajustabilidad alguna.

2°. El Excmo. Tribunal expresa que las disposiciones del proyecto, en lo que se refiere a servidumbres, aparentemente podrían estimarse limitaciones al dominio (que se distinguen porque no tienen derecho a indemnización al derivar de la función social de la propiedad). Pero en la práctica dichas disposiciones quedan dentro del procedimiento expropiatorio, con lo que en definitiva son verdaderas restricciones al dominio (artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política de la República). Se trata de regulaciones tan intensas del derecho de propiedad, dice el informe de la Excma. Corte, que pueden ser consideradas dentro del concepto de “regulaciones expropiatorias” proveniente de la jurisprudencia de los Estados Unidos de América, recientemente aceptado por el Tribunal Constitucional en diferentes sentencias.

La Excma. Corte Suprema es de parecer que los artículos 100-21º y 100-22º del proyecto no cumplirían plenamente con la exigencia constitucional, desde el momento en que la existencia de una reclamación pendiente sobre la tasación por parte del dueño del predio acarrea a éste dos consecuencias fundamentales: por una parte sólo se le entrega la mitad de la indemnización, a diferencia de lo que establece el precepto constitucional en materia de expropiación, y, por otra, el juez de letras respectivo no queda impedido de otorgar al concesionario la posesión material de los terrenos de inmediato y sin traslado e incluso con auxilio de la fuerza pública. El proyecto en discusión no faculta al juez para decretar la suspensión de la toma de posesión, como sí lo hace la propia Constitución Política de la República en este caso.

3°. Para la Excma. Corte Suprema existe falta de concordancia entre lo dispuesto en el proyecto de ley cuando somete ciertos conflictos a arbitraje (artículo 100-28º) y los preceptos constitucionales y legales que otorgan competencia a los tribunales ordinarios para la resolución de conflictos en el Derecho de Minería .El arbitraje, recuerda la Corte, constituye un debilitamiento de la judicatura ordinaria y afecta el principio de unidad de jurisdicción, toda vez que los tribunales ordinarios están en condiciones de resolver los conflictos planteados. 

4°. En lo que concierne al trazado, ese Alto Tribunal estima que la autoridad administrativa quedaría sujeta a un control jurisdiccional mínimo. Sin embargo el eventual acto expropiatorio de todas maneras quedaría sujeto a control jurisdiccional, porque en tanto acto administrativo puede estar afecto a vicios que ameriten su declaración de nulidad.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





El proyecto de ley propone, fundamentalmente, facilitar el desarrollo de redes de transmisión longitudinales y transversales en el territorio nacional, a través de la creación de franjas de servidumbre concesionadas por el Estado. Además, propicia el desarrollo de una expansión troncal robusta mediante los futuros Estudios de Transmisión Troncal, que considerarán incertidumbres y diversas opciones de generación, y enfatizarán la confiabilidad del sistema y las posibles situaciones críticas.

- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.


2) Ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.


3) Ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.


4) Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


5) Ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


6) Decretos con fuerza de ley N°s. 4, de 1967; 7, de 1968, y 83, de 1979, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores.


7) Códigos de Minería, de Procedimiento Civil y Orgánico de Tribunales.

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley hace presente que el Gobierno encomendó a la Comisión Asesora para el Desarrollo Eléctrico formular una propuesta de política energética que contemplara, entre otros, los perfeccionamientos regulatorios más urgentes en materia eléctrica, para asegurar que el país pudiera contar con un sistema eléctrico robusto, seguro, eficiente, sustentable e independiente. Se pretende, así, enfrentar adecuadamente los desafíos necesarios para alcanzar el desarrollo, superar la pobreza y posibilitar un futuro próspero.


A su turno, la denominada Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria estudió el sector eléctrico con dos objetivos: a) elaborar y consensuar un diagnóstico sobre las distorsiones, baja sustentabilidad y vulnerabilidad de la matriz y el mercado eléctrico; b) formular propuestas de reformas al mercado eléctrico.


En materia de transmisión, esta última Comisión propuso reformular el marco regulatorio de transmisión para permitir el ingreso de grandes volúmenes de ERNC y dar mayor estabilidad a los sistemas troncales mediante el apoyo de sistemas de Generación/Transmisión distribuidas. Además, recomendó reformar la regulación que rige la planificación, expansión y gestión de los sistemas de transmisión con un rol activo del Estado, acorde con las necesidades de diversificación y sustentabilidad de la matriz eléctrica, iniciando una planificación estratégica y un diseño de expansión de los sistemas de transmisión acorde con estos requerimientos. 


El proyecto de ley de carretera eléctrica, señala el Mensaje, contiene modificaciones concordantes con algunas de las propuestas efectuadas para el sector transmisión, en especial aquellas relacionadas con la adopción de medidas para permitir el ingreso de mayores volúmenes de ERNC al sistema y dar un rol más activo al Estado en este sector.


Por su parte, la Estrategia Nacional de Energía (ENE), advierte que Chile necesita respaldar el crecimiento de su economía con un desarrollo del sector eléctrico sustentable, competitivo y que garantice la seguridad de suministro. Ello requerirá contar con nuevas centrales de generación eléctrica y con un sistema de transmisión troncal más robusto para llevar esa nueva generación a los centros de consumo.


La Estrategia Nacional de Energía contempla seis ejes, a saber: incorporación de la eficiencia energética en las distintas áreas de la economía del país; incorporación acelerada de las energías renovables no convencionales; fortalecimiento de las energías tradicionales (en particular la hidroelectricidad); resolver las urgentes necesidades del sistema de transmisión; fomentar la competencia en el sector eléctrico, y perseverar en la integración eléctrica regional.


Según el Mensaje, este proyecto de ley constituye un aporte fundamental a la materialización de cada uno de los ejes contenidos en la Estrategia Nacional de Energía.


El Gobierno estima que para contar con un sistema eléctrico más sustentable se requiere diversificar la matriz energética desarrollando las energías renovables no convencionales (ERNC): radiación solar en el norte, geotermia a lo largo de nuestra cordillera, energía eólica en diversas zonas del país, pequeñas centrales hidroeléctricas de pasada en el sur, biomasa a partir de los desechos forestales y agrícolas y el potencial de energía mareomotriz a lo largo del litoral. Para ello es necesario fomentar las medidas que permitan integrar a las ERNC en nuestra matriz energética y contar con un sistema de transmisión adecuado, que permita llevar a los centros de consumo la energía proveniente de estas fuentes.


Una de las barreras de entrada que enfrentan muchos de los proyectos de energías renovables no convencionales hoy en día, especialmente los mini-hidro, eólicos y geotérmicos, es la lejanía a las redes de transmisión existentes. El problema se produce cuando hay un conjunto de proyectos en una misma cuenca o en una misma localidad apartada de las líneas existentes, y los propietarios no son capaces de coordinarse para compartir los costos de construcción de la línea de transmisión requerida y aprovechar las economías de escala. Pueden existir proyectos de generación de ERNC individuales que sean competitivos, que dejan de serlo si cada uno debe financiar la inversión en una línea de transmisión propia. Por el contrario, si el conjunto de proyectos comparte una línea de transmisión, se aprovechan economías de escala y éstos se vuelven más competitivos y viables. Para incentivar la asociatividad de estos proyectos en la construcción de líneas de transmisión compartidas, se recomendó establecer un sistema para que la línea de transmisión se dimensione con holgura suficiente para evacuar la energía del conjunto de los proyectos, además de propiciar corredores adicionales.


La existencia de una carretera eléctrica es un factor importante, por tanto, para fomentar las acciones necesarias que permitan a las ERNC acelerar su integración a la matriz energética.


Con todo, el Mensaje recuerda que siempre será necesario seguir desarrollando en forma sustentable la energía hidroeléctrica y también la energía termoeléctrica, que cuenta con nuevas normas de emisión.


Enseguida se destaca la necesidad de orientar el desarrollo eléctrico hacia una mayor independencia energética, por cuanto en la medida que Chile pueda depender energéticamente de fuentes propias y no de externas disminuye su exposición a la volatilidad de los precios de los combustibles en los mercados internacionales y aumenta la seguridad del suministro eléctrico.


En cuanto a contar con un sistema de transmisión troncal sólido, el Mensaje indica que el Estudio de Transmisión Troncal (ETT) ya estableció las condiciones para que los sistemas de transmisión tengan las características de una carretera eléctrica pública en los elementos referidos a la planificación de las expansiones necesarias para asegurar un adecuado abastecimiento de las distintas zonas del país, esto es, sistemas que tienen el carácter de servicio público para todos los generadores y consumidores participantes del mercado eléctrico, pagando una tarifa regulada que refleje condiciones económicas del costo de dichos sistemas.


Pero, el sistema de transmisión troncal del Sistema Interconectado Central (SIC) ha mostrado congestiones y debilidades que están poniendo en riesgo el suministro de la demanda, no garantizan la operación más económica de las instalaciones de generación eléctrica y dificultan el desarrollo de nuevas centrales generadoras, lo que amerita que se adopten acciones correctivas. Todo lo cual atenta contra un costo de energía lo más bajo posible. En ese orden de ideas, el proyecto modifica la Ley General de Servicios Eléctricos para asegurar que dicho estudio tome en cuenta períodos de tiempo más largos y, de esta forma, contemple una mayor cantidad de escenarios con posibilidades de desarrollo eléctrico. Así, se pretende asegurar que el sistema troncal se expanda con anticipación y holgura.


Además del hecho de que las líneas no se han construido con suficientes holguras, otra de las razones por las cuales se han producido congestiones y debilidades en el sistema troncal es el atraso en la concreción de los proyectos de transmisión, a causa de los tiempos que están demandando las concesiones eléctricas y las autorizaciones ambientales por la creciente oposición ciudadana a desarrollos de infraestructura de transmisión.


Por otra parte, el retardo en la construcción de los proyectos de transmisión se ha debido, también, a las dificultades que existen para imponer las servidumbres de paso.


El desafío entonces, está orientado a lograr plazos más cortos de materialización de los proyectos de transmisión, desde su concepción hasta su puesta en servicio, compatibles con los tiempos de ejecución de los proyectos de generación o de grandes instalaciones de consumo. Además, va orientado a que estos proyectos se construyan con las holguras necesarias para dar mayor seguridad de suministro y viabilizar la inyección de producción de electricidad alejada de los centros de consumo, o que tienen un alto potencial de generación pero que por distintas razones no se han desarrollado. 


Por lo anterior, el proyecto de ley propone, entre otras materias, que el Estado busque mecanismos de facilitación del desarrollo en el tiempo de redes longitudinales y transversales al territorio nacional, a través de la creación de franjas de servidumbre concesionadas por el Estado.


Además, propone desarrollar una expansión troncal robusta a través de los futuros Estudios de Transmisión Troncal, incrementando el número de escenarios estudiados, considerando mayores incertidumbres y opciones de generación, enfatizando la confiabilidad del sistema y las posibles situaciones críticas, integrando desarrollos de generación en el ámbito de la subtransmisión y tomando en cuenta criterios de análisis de riesgo en las decisiones.


Asimismo, se estima que una mayor intervención del Estado en la construcción de la carretera eléctrica permitirá aprovechar de mejor manera el uso del territorio por donde pasen las líneas, armonizando los esfuerzos privados y evitando la duplicidad de trazados o el sub aprovechamiento de franjas de servidumbres. Esto permitirá equilibrar los distintos elementos que se deben considerar para la definición de un trazado y capacidad de transmisión óptima con el menor impacto posible en la ciudadanía y la sustentabilidad del país.


El país, señala el Mensaje, tuvo entre los años 1997 y 2005 acceso al gas natural proveniente de Argentina a precios muy competitivos, a través de cuatro gasoductos que conectaron a ambos países por el norte, el centro y el sur. Lo anterior permitió que las centrales generadoras se instalaran cerca de los centros de consumo y que no fuera necesario robustecer mayormente el sistema de transmisión troncal. La crisis que vivió Argentina a partir del año 2005, sin embargo, llevó a la desaparición abrupta de esta fuente de generación. La emergencia que esto trajo consigo obligó a reconvertir dichas centrales de gas natural para quemar petróleo diesel, lo que tuvo un costo 6 a 8 veces superior al gas natural. Además, fue necesario construir aceleradamente una nueva capacidad generadora con petróleo diesel (1.799 MW) y con carbón (1.315 MW) y construir dos terminales regasificadoras de gas natural licuado, con respaldo estatal. 
Tal circunstancia aumentó la componente térmica de la matriz energética del país y, consiguientemente, la dependencia de combustibles fósiles en su mayoría de origen importado.


Por las razones antes consignadas, el Mensaje concluye en la necesidad de construir una carretera eléctrica a tiempo y con la holgura suficiente para transportar la energía generada desde las nuevas centrales hacia los centros de consumo, lo cual habrá de incidir en un sistema de generación más competitivo y sustentable.

3.- Estructura del proyecto de ley.





La iniciativa consta de dos artículos permanentes, que a continuación se describen brevemente.





El artículo 1° contiene once numerales, que introducen diversas enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.





Entre las principales materias que se modifican, cabe destacar las siguientes:


- Se contempla un Estudio de Transmisión Troncal (ETT), el cual definirá en base a parámetros técnicos y objetivos las líneas que tendrán carácter de utilidad pública. Esta definición es necesaria porque las líneas contarán con una servidumbre legal sobre determinados predios y la Constitución Política sólo permite imponer limitaciones a la propiedad por ley. Las líneas deberán tener acceso abierto y deberán ser construidas con holguras. El ETT podrá planificar instalaciones de transmisión que conecten el sistema troncal con zonas de generación y consumo.


El trazado de las líneas será recomendado por un consultor licitado por el Estado y revisado por un Comité Interministerial. El adjudicatario de la construcción de la instalación que utilizará el trazado definido contará con una concesión, la que permitirá imponer sobre los correspondientes predios por los que pase la franja las servidumbres que contempla la Ley General de Servicios Eléctricos.


- Los ETT deberán hacer una planificación a largo plazo de la expansión del sistema de transmisión. Las instalaciones eléctricas deberán construirse con un mayor tamaño de modo de disminuir una multiplicidad de líneas de transmisión en el territorio nacional. Los generadores seguirán pagando en el sistema de transmisión troncal la tarifa por el uso de acuerdo a las normas introducidas a la Ley General de Servicios Eléctricos en el año 2004 por la Ley Corta I.


Se contempla un pago diferenciado para las holguras que resulten de la planificación, mientras que el pago por el uso de las instalaciones se mantendrá de acuerdo al sistema actual de remuneración. En el caso de las holguras, éstas serán financiadas por la demanda. El pago de la holgura disminuirá en la medida que las zonas de generación se desarrollen, y desaparecerá transcurridos veinte años.


- Cada vez que el plan de expansión arroje la necesidad de construir una nueva línea de transmisión troncal que cumpla con los requisitos para someterse al Estudio de Franja Troncal, un consultor determinará la franja territorial sobre la cual será construida. Esta franja territorial será determinada mediante un estudio, que recibirá el nombre de Estudio de Franja Troncal (EFT). El Estudio se fundará en parámetros técnicos, económicos y de sustentabilidad, considerando también aspectos sociales y productivos. El consultor deberá hacer levantamientos de información sobre zonas, áreas o elementos sujetos a protección en consideración al medio ambiente, a la flora, la fauna, la población u otro elemento que deba ser protegido de acuerdo a la regulación existente. También deberá indicar las características del suelo, aspectos geológicos y geomorfológicos, y la existencia de glaciares y de ecosistemas relevantes, entre otros.


Además, el consultor deberá considerar aspectos sociales y productivos, esto es, determinar y considerar la adecuada protección de los grupos humanos que se encuentren dentro del área de la franja y de centros de producción, en general.


Corresponderá al Ministerio de Energía licitar el EFT, y sólo podrá adjudicarlo a quienes presenten antecedentes fidedignos que permitan asegurar que cuentan con la capacidad y experiencia en el desarrollo de este tipo de estudios. El costo del EFT, al igual que el ETT, será de cargo de las empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y clientes no sometidos a regulación de precios de cada sistema interconectado.


- Se establece un Comité Interministerial como contraparte técnica del consultor del EFT, y que deberá aprobar las distintas etapas de este último. Corresponderá al Ministerio de Energía actuar como Secretaría Técnica. Estará integrado por un representante del Ministerio de Energía (que lo presidirá), de la Comisión Nacional de Energía, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y del Ministerio del Medio Ambiente.


- El proyecto indica los asuntos que deberá contener el EFT, entre ellos: el trazado para la construcción de las líneas; información sobre ordenamiento territorial; antecedentes sobre poblaciones, especies y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, y descripción de las posibles áreas sobre las cuales se impondrá la servidumbre eléctrica (características del suelo, aspectos geológicos, geomorfológicos y  ecosistemas relevantes).


- Individualización de los dueños y terrenos afectados por el trazado. Una vez que el Comité apruebe un trazado preliminar, el consultor procederá a hacer las gestiones necesarias para requerir la notificación de los planos de la franja a los dueños de los respectivos predios, los que tendrán un plazo para oponerse. Mientras no se haya notificado a los afectados y resuelto sus reclamos, no será posible imponer una servidumbre sobre la franja de tierra. Resueltos los reclamos el consultor propondrá el trazado definitivo del EFT.


- Se contempla el otorgamiento de una concesión y la imposición de una servidumbre sobre el trazado que fije el EFT a favor del adjudicatario de la construcción y operación de la línea eléctrica respectiva. La ley faculta al Presidente de la República para imponer la servidumbre sobre la franja de tierra determinada respecto de aquellas líneas eléctricas que el plan de expansión estime necesario construir.


- Otorgada la concesión e impuesta la servidumbre eléctrica sobre la franja determinada en el EFT, se procederá a efectuar la respectiva licitación. Las bases de licitación de la construcción y operación de las líneas eléctricas contemplarán la transferencia de la concesión, y los antecedentes recogidos en el EFT y de la servidumbre impuesta sobre la franja a favor del adjudicatario.


- Se faculta al concesionario para acordar conjuntamente con los dueños de los terrenos el valor de la indemnización por la servidumbre impuesta y, en caso de no llegar a dicho acuerdo, solicitar a la Superintendencia el nombramiento de una Comisión de Hombres Buenos para que determine el valor a pagar. Mientras el monto de la indemnización no sea pagado o consignado en la cuenta corriente de los tribunales, el concesionario no puede tomar posesión material del predio.


- Dado que el procedimiento para definir la franja incluye la participación del Ministerio de Medio Ambiente y del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, la evaluación ambiental de estos proyectos estará a cargo del Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental.


El trazado definido no será parte de la evaluación ambiental del proyecto, sino sólo los impactos significativos derivados de la construcción de las instalaciones. Una modificación del EFT no puede considerarse como medida de mitigación, salvo que existan antecedentes relativos a impactos significativos que no hayan sido considerados anteriormente.


El artículo 2° establece que el plazo de cinco años del artículo 25 ter de la Ley de Bases del Medio Ambiente, que tienen los proyectos con calificación ambiental favorable para el inicio de su ejecución, se contará desde que se adjudique la construcción de la línea de transmisión.

4.- Informe financiero


En el informe que acompaña esta iniciativa, la Dirección de Presupuestos destaca que impone, por causa de utilidad pública, una o más servidumbres eléctricas sobre los inmuebles que determine el Presidente de la Republica por decreto supremo. El trazado o área sobre la cual se impondrá la servidumbre eléctrica se determinará mediante el estudio de la franja troncal, que será adjudicado a una persona jurídica mediante licitación pública. El costo del estudio será de cargo de las empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y usuarios no sometidos a fijación de precios de cada sistema interconectado, de conformidad a la prorrata que establezca el reglamento.


Un comité interministerial (llamado Comité del Estudio de Franja Troncal) deberá revisar y aprobar los informes del consultor y el estudio de franja troncal, y cumplir las demás funciones que señale la ley. Este comité contará con una secretaria ejecutiva que actuará como contraparte técnica del consultor.


Respecto del procedimiento de imposición de servidumbres, el informe financiero señala que los dueños de las propiedades afectadas podrán formular a la SEC sus observaciones u oposiciones, las que, resueltas, permitirán dictar un decreto supremo que aprobará la franja troncal e impondrá la servidumbre a favor del adjudicatario de la construcción de la respectiva instalación. Una vez dictado el decreto, se efectuarán las licitaciones según se trate de obras de ampliación u obras nuevas. Adicionalmente, el decreto que adjudica las expansiones licitadas deberá contemplar la obligación por parte del adjudicatario del pago de las indemnizaciones que correspondan a los afectados por las servidumbres eléctricas impuestas.


En lo que respecta al efecto fiscal que tendrá la iniciativa, el informe declara que dicho efecto implica el siguiente mayor gasto fiscal:

	
	
	
	Miles de $
	

	COSTOS
	1º año
	2º año
	3º año
	En régimen

	Gastos en Personal
	498.062
	544.662
	544.662
	544.662

	Personal a contrata
	466.062
	512.662
	512.662
	512.662

	Convenios personas

naturales
	32.000
	32.000
	32.000
	32.000

	
	
	
	
	

	Bienes y Servicios Consumo
	351.000
	130.000
	130.000
	70.000

	Estudios
	340.000
	130.000
	130.000
	70.000

	Habilitación Oficinas
	11.000
	0
	0
	0

	
	
	
	
	

	Adquisición Activos no Financieros
	94.200
	0
	0
	0

	Mobiliario
	4.050
	
	
	

	Equipos Informáticos
	9.150
	
	
	

	Programas Informáticos
	81.000
	
	
	

	TOTAL
	943.262
	674.662
	674.662
	614.662

	Personal a Contrata (Nº Personas)
	15
	15
	15
	15



El mismo gasto, pero a nivel de instituciones involucradas es el siguiente:

	
	
	
	
	Miles de $
	

	Servicio
	Nueva dotación
	1º año
	2º año
	3º año
	En régimen

	Subsecretaría de Energía
	5
	433.260
	285.010
	285.010
	225.010

	Comisión Nacional de Energía
	4
	296.328
	197.928
	197.928
	197.928

	Superintendencia de Electricidad y Combustible
	3
	145.262
	126.312
	126.312
	126.312

	Subsecretaría de Medio Ambiente
	3
	68.412
	65.412
	65.412
	65.412

	Total
	15
	943.262
	674.662
	674.662
	614.662



Dichos recursos financian las siguientes actividades:


En el caso de la Subsecretaría de Energía: identificación y evaluación de potenciales zonas de generación y consumo de energía; elaboración y tramitación del decreto que define instalaciones troncales para el estudio de franja; elaboración de bases, llamado a licitación, adjudicación y control y seguimiento técnico y administrativo del mismo; elaboración de contratos con empresas consultoras adjudicadas; determinación y cobro a las empresas del sector eléctrico de sus participaciones en el pago de los estudios correspondientes; elaboración de bases, evaluación, adjudicación y control y seguimiento técnico y administrativo de estudios específicos encargados por el comité interministerial; designación de comisiones tasadoras de avalúo de indemnizaciones; mantención del registro de tasadores, y desarrollo de plataforma informática para el registro de tasadores.


Tratándose de la Comisión Nacional de Energía:
revisión de planes de expansión anuales asociados a zonas de potencial eléctrico; estudios preliminares de análisis territorial para elaboración de propuestas; propuesta de decreto que define instalaciones para el estudio de franja; designación de representante en el comité interministerial, y asesoría y apoyo durante el desarrollo del estudio de franja troncal.


En cuanto a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles: designación de representante en el comité interministerial y asesoría y apoyo durante el desarrollo del estudio de franja troncal.


En lo que atañe al Ministerio de Medio Ambiente: designación de representante en el Comité Interministerial y asesoría y apoyo durante el desarrollo del Estudio de Franja Troncal.


Finalmente, el informe de la Dirección de Presupuestos indica que el mayor gasto que supone este proyecto de ley será financiado con los recursos que se contemplen anualmente en los presupuestos de las instituciones precedentemente mencionadas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





La señora Presidenta de la Comisión colocó en discusión en general el proyecto de ley en estudio.

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término, el señor Ministro de Energía, quien hizo un diagnóstico respecto de los desafíos de la transmisión eléctrica en Chile.

El señor Ministro recordó que en nuestro país existen principalmente cuatro sistemas de trasmisión eléctrica que no están interconectados entre sí:

El Sistema Interconectado del Norte Grande (SING) que tiene una capacidad instalada de poco menos de 4.000 MW, para una demanda máxima de 2.150 MW, de donde se desprende que la capacidad instalada excede en alrededor de un 80% la demanda máxima. En este mismo sentido, agregó que es un sistema con capacidad de generación esencialmente térmica, que atiende a un componente especial como lo es la gran minería.

El Sistema Interconectado Central (SIC), que es el principal, ya que en él se genera el 74% de la energía que demanda el país (satisface las necesidades del 92% de la población de Chile), y atiende a regiones responsables de producir el 76% del PIB. En este mismo sentido, indicó que este sistema tiene una capacidad instalada de 12.600 MW aproximadamente, para atender una demanda máxima de casi 7.000 MW, de donde se puede apreciar que es similar a lo que ocurre con el sistema del Norte Grande, donde aquí también la capacidad instalada excede en un 80% la demanda máxima. Además, este es un sistema mixto en que casi la mitad es térmico y un 47% es hidroeléctrico.

Otros dos subsistemas menores en el sur de Chile, que corresponden a Aysén y Magallanes.

De sumarse las capacidades instaladas de los dos sistemas principales, totalizarían 16.545 MW a diciembre del año pasado, en circunstancias que la demanda máxima alcanza al 53% de lo señalado. En consecuencia, hay una reserva o excedente de capacidad instalada del orden del 47%. Ello, porque la capacidad de generación que tiene el país no siempre está disponible para poder producir por diversas razones, lo que es similar a lo que ocurre en otros países.

Luego, el personero de Estado se refirió a la expansión de la generación en los últimos quince años. Esto definió la condición actual, y sobre este punto en particular señaló que entre los años 1997 a 2004 se compró gas natural argentino a menos de US$2 el millón de B.T.U., que suscitó la construcción de cuatro gasoductos que conectaron al país con dicho proveedor por el norte, centro y sur. Lamentablemente a partir del año 2005 se nos privó de éste gas. Lo anterior dio origen a que mientras se contaba con el gas, se construyera una gran capacidad de generación térmica, y asimismo, con los años, se fueron agregando MW por capacidad instalada.

Una vez que se dejó de contar con el gas natural argentino, se debió enfrentar una emergencia que dio lugar a la construcción de una capacidad de 1.630 MW a petróleo. Una cosa similar ocurrió con el carbón. La hidroelectricidad se ha mantenido estable, y las ERNC entraron al sistema recién en los últimos años.

La matriz energética en capacidad de generación en los últimos quince años evolucionó a un 35% de hidroelectricidad y 62% de energía térmica. La energía termoeléctrica tiene ventajas desde el punto de vista que ofrece seguridad y estabilidad, pero tiene inconvenientes: gran parte de ella es de origen importado, están las emisiones del CO2 y el costo que tienen estos combustibles es elevado. Lo dicho precedentemente no se diferencia sustancialmente de lo que ocurre en otros países.

El personero de Gobierno agregó que lo descrito derivó en que la orientación que se ha definido en la estrategia energética nacional consista en buscar una mayor diversificación de la generación de nuestro país hacia los recursos que posee, tales como hidroeléctricos y de ERNC.

No obstante, esto ocasionó una segunda implicancia: el sistema de transmisión troncal está actualmente debilitado, lo cual presiona la capacidad de generación eléctrica asociada al desarrollo de líneas de transmisión, no sólo para transportar lo que hoy en día se está generando, sino también para trasportar lo que se pretende producir, que fundamentalmente será energía renovable que se tendrá que ir a buscar a lugares mas lejanos. Probablemente lo anterior ocurrió como consecuencia de que el país se concentró en la generación de energía termoeléctrica, poniendo las centrales al lado de los centros de consumo, no existiendo ni la presión ni la necesidad de desarrollar las líneas de transmisión. Esta causa un importante retraso en materia de transmisión. Como consecuencia, los plazos que se están demorando las compañías para desarrollar proyectos de transmisión, en término de las concesiones y construcción, exceden largamente los plazos que históricamente se manejaban (de cinco años). Por eso el sistema está vulnerable a los cortes y no permite conducir energía que pudiera tener un menor costo. Adicionalmente, suscita un freno al desarrollo de las ERNC.

Sobre este particular, sostuvo que según el ranking de competitividad elaborado por el World Economic Forum nuestro país si bien descendió sólo dos puestos, presenta una notoria debilidad en cuanto a “calidad de la entrega de la electricidad”. En este rubro Chile cae del lugar 39 del año pasado al puesto 53. Otra forma de observar esta debilidad es en relación con el precio en el “desacople” al que el país se ve enfrentado, por ejemplo en el tramo entre Alto Jahuel y Charrúa, ya que se cuenta con capacidad de generación económica al sur de Charrúa del orden de 3.600 MW, en circunstancias que la región sólo consume 900 MW del total señalado. La energía exportable hacia el norte es de 2.700 MW (a un precio de 50 a 70 US$/MWh), sin embargo la capacidad de transmisión es sólo de 1.170 MW, por lo que existen 1.500 MW de capacidad al sur de Charrúa no aprovechables por el sistema. Esto obliga a despachar centrales a petróleo en Santiago, donde el costo es de 170 US$ MWh o incluso más. 

La restricción de transmisión, que está teniendo impactos en el costo de la energía del país, afecta más a los clientes libres que a los regulados, porque estos últimos tienen contrato lo que les asegura un precio fijo por períodos largos. No obstante, de no solucionarse la situación planteada a la postre también se afectará a estos clientes.

Por otra parte, la ausencia de conexión entre los sistemas genera operación independiente y aislada entre ambos. A modo de ejemplo, indicó que durante año 2012 mientras el precio promedio en Quillota SIC era 175 US$/MWh, el precio promedio en Crucero SING (al interior de Tocopilla) era de 91 US$/MWh. De esta manera existen excedentes de capacidad de generación en base a carbón o GNL en el norte grande, que de estar hecha la conexión podrían desplazar a centrales a petróleo en la zona centro y generar una baja en el precio. Por tal razón, la interconexión entre los principales sistemas (SIC-SING) tendrá un impacto favorable en los costos de la energía del país.

El Honorable Senador señor Horvath sostuvo que el diagnóstico del señor Ministro no se condice con el tema completo de carretera eléctrica que se ha planteado. Afirmó que existe un estudio que maneja esa Secretaría de Estado respecto de todas las necesidades por tramo, tanto del sistema troncal como de los subsistemas, y de las necesidades que se tienen para refuerzo. De este mismo documento, dijo, se desprende cuáles son los tramos que se deben licitar, de manera que el problema de fondo se encuentra en los plazos de ejecución.

El Honorable Senador señor Gómez explicó que, a su juicio, se debió distinguir entre los clientes regulados y no regulados. Ello, porque si la capacidad instalada es superior a la demanda real, entonces no se entiende la falta de capacidad de transmisión o la congestión si no es por falta de control o diseño.

Respecto del SING, hizo notar la alta incidencia de la demanda de la minería y llamó la atención por la necesidad de incentivar decididamente otro tipo de energías sin necesidad de conexión, sino simplemente con una política eficiente al respecto. Lo anterior mostraría que los beneficiados serían los grandes proyectos.

El Honorable Senador señor Orpis abogó por la necesidad de utilizar una estrategia legislativa conjunta en relación con todos los proyectos eléctricos, en especial respecto del denominado 20/20. Ello facilitaría la negociación que debe hacerse.

Por otro lado, indicó que la necesidad del proyecto que regula la carretera eléctrica está dada por los graves problemas de transmisión existentes. En este sentido, la iniciativa constituye un punto de inflexión en la situación actual porque contempla un sistema con holgura y permite hacer política pública en materia eléctrica. Este último aspecto, dijo, debe ser el objetivo principal del proyecto.

Al responder, el señor Ministro indicó que cuando se habla de capacidad de reserva se alude a la capacidad de generación, de modo que la restricción se encuentra en la transmisión, donde no existe ninguna holgura. 

Enseguida, sostuvo que el diseño legislativo está pensado para el largo plazo y las reales condiciones geográficas del país. Así, el proyecto de ley en discusión obedece a la geografía y relieve chilenos, y a sus recursos naturales (radiación solar y geotermia en el norte, hidrología en el sur) que se encuentran alejados de los centros de consumo y se concentran principalmente entre las regiones V y VIII. También se busca una minimización del impacto en el medioambiente y el territorio, ya que exige un mayor aprovechamiento de las instalaciones.

Respecto del diagnóstico, dijo que el sistema de transmisión troncal ha mostrado congestiones y debilidades que afectan el normal suministro de la demanda, evitan el despacho óptimo de las centrales de generación eléctrica y dificultan el ingreso al sistema de nuevas centrales generadoras. En este sentido, el desarrollo del sistema de transmisión se ha efectuado a través de incrementos de capacidad de transmisión marginales y se ha visto afectado por demoras en la construcción.

En opinión del personero se deben efectuar modificaciones legales que eviten que el sistema de transmisión se convierta en un obstáculo para el desarrollo y que permita el aprovechamiento de los recursos renovables disponibles en el país, de donde surge la necesidad de crear una carretera eléctrica que permita la transmisión sustentable, oportuna y eficiente entre los centros de producción y de consumo.

Actualmente el Estado, a través del Estudio de Transmisión Troncal y sus revisiones anuales, tiene injerencia y participación sólo hasta la definición de las obras necesarias. El estudio de transmisión troncal y sus revisiones anuales determinan las nuevas obras y ampliaciones necesarias, cuyos incrementos de capacidad no han sido lo suficientemente adecuados, y en el caso de líneas de inyección su definición es completamente privada y su capacidad es acotada a la capacidad de la central asociada. La definición del trazado corresponde al propietario o adjudicatario de las nuevas instalaciones, lo que obedece a una optimización privada, principalmente asociada a minimización de costos. Luego, es tramitada por el propietario del proyecto según el trazado definido. La posesión material del terreno requiere de la imposición de servidumbre y pago de la indemnización a los propietarios (si no existe voluntad del propietario del predio se generan atrasos en el procedimiento). Una vez efectuados por el adjudicatario la construcción y el montaje de los proyectos de transmisión, asume los riesgos propios de los mismos los que, a su vez, pueden generar atrasos adicionales.

Entre los objetivos de la carretera eléctrica está que las futuras líneas de transmisión contribuyan a un ordenamiento del territorio a través de una planificación de largo plazo de las líneas y una definición del trazado que contemple criterios técnicos, económicos y de sustentabilidad. Asimismo, se pretende compatibilizar y alinear intereses públicos y privados hacia la definición de trazados sustentables y eficientes.

En este mismo sentido, la carretera eléctrica perfecciona el actual sistema de expansión del sistema de transmisión troncal, para que el resultado del procedimiento de la expansión genere un sistema de transmisión más holgado que responda mejor a la dinámica del desarrollo eléctrico y aproveche de mejor forma los recursos territoriales y medioambientales del país.

El perfeccionamiento de la planificación del sistema troncal contempla la construcción de “ramales”. Como las energías renovables no convencionales generalmente se desarrollan en tamaños pequeños, el costo de conexión puede ser relevante y puede poner barreras a su desarrollo. En este sentido, los ramales viabilizan pequeños proyectos individuales incapaces de construir las líneas por sí solos, pues se aprovechan economías de escala de transmisión. Los ramales forman parte del troncal, por lo que las ERNC de capacidad menor a 20 MW están exceptuadas total o parcialmente del pago de peajes.

El Ministro enfatizó que la carretera eléctrica entrega al Estado un rol activo en la definición del trazado de nuevas instalaciones del sistema troncal. Esta se hará a través de un consultor especialista contratado para estos fines. También habrá una contraparte técnica del consultor (Comité interministerial) y el trazado deberá ser aprobado por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. Sobre este particular, destacó que el Estudio entrega un trazado óptimo luego de un análisis que incorpora el levantamiento de información en materias de ordenamiento territorial, levantamiento de información en materias de poblaciones, especies y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, también la descripción física y socioeconómica de las áreas del trazado, la identificación de las propiedades que se atravesarán, las restricciones técnicas y la eficiencia económica.

En lo que respeta a la tarificación, el señor Subsecretario de Energía señaló que el sistema de transmisión troncal actual se mantiene, y que para el caso de los ramales se establece un procedimiento para determinar los pagos tendiente a lograr dos objetivos: por una parte, no generar barreras de entrada a proyectos de generación; por la otra, reflejar el costo alternativo del “ramal” (como si el generador hubiese desarrollado su proyecto de manera individual). Para el primer objetivo se asigna un pago a la demanda del sistema y que se irá extinguiendo a medida que se conectan generadores del polo, de manera que al cabo de veinte años se extingue el pago asignado a la demanda en caso de existir aún. Para el segundo objetivo, se establece que los generadores pagarán en función de la capacidad de sus complejos conectados al ramal.

En materia de licitación de la construcción y operación, señaló que se mantiene el criterio de competencia en la construcción y explotación de nuevas instalaciones troncales. Las líneas que se desarrollan bajo el concepto carretera eléctrica se licitan y construyen según el mecanismo actual del sistema troncal y se realiza una licitación para lograr un costo competitivo de las nuevas instalaciones.

Sobre la evaluación ambiental, el adjudicatario del establecimiento de las nuevas instalaciones deberá someter el proyecto al procedimiento de evaluación ambiental, de manera que la DIA o EIA de las instalaciones deberá ser presentado ante el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental para su evaluación. Para las EIA se deberá calificar la urgencia para su evaluación y los permisos sectoriales deberán ser otorgados en plazos definidos.

El Subsecretario abordó también el tema de la concesión eléctrica y la servidumbre. Al respecto, indicó que se otorga una concesión eléctrica al adjudicatario para el establecimiento de las nuevas instalaciones troncales y se impone servidumbre según trazado el aprobado por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La notificación a propietarios y la atención de oposiciones (que son condiciones ineludibles) se efectuarán durante el estudio de franja (previo al decreto). Además, se regulan aquellos casos en que es necesario notificar a personas cuyo paradero es imposible de conocer o que por su número lo hace muy difícil de lograr, adoptándose el sistema de notificación por avisos, que es el procedimiento de notificación residual utilizado en muchos procedimientos en nuestra legislación. El adjudicatario de las nuevas instalaciones deberá pagar las indemnizaciones a los propietarios de los predios afectados. En caso que no se logre acuerdo en el monto de las indemnizaciones, se designará una o más comisiones tasadoras para que practiquen el avalúo. No obstante, la consignación del pago de la indemnización faculta al adjudicatario a la toma de posesión del predio para iniciar la construcción.

El personero comentó que el Gobierno espera que el proyecto beneficie a la ciudadanía en aspectos tales como la reducción de los precios de la energía, principalmente debido a la eliminación de las congestiones y barreras que ocasiona el sistema de transmisión en la actualidad. Asimismo, se espera lograr una mayor diversificación e independencia de nuestra matriz energética al facilitar la conexión e inyección al sistema desde los polos energéticos (por ejemplo mediante centrales ERNC).

Lo descrito, dijo, permitirá reducir la huella de carbono que deja nuestro paso en el medioambiente, ya que el mayor ordenamiento territorial reducirá la intervención de nuestro territorio y el consecuente efecto en las especies que habitan en él, lo que a su vez irá en directo beneficio del erario nacional.

La Honorable Senadora señora Allende, luego de advertir que el proyecto no muestra con total claridad la forma en que promoverá las ERNC, cuestionó la solución legislativa que contempla referida a licitación junto a la presencia de un consultor externo cuando existe la Comisión Nacional de Energía. Por otra parte, consideró que si se trata de establecer una carretera de naturaleza pública no debiera limitarse la participación del Estado sólo a la primera etapa del proceso.

En cuanto a la necesidad de tener cierta holgura o seguridad, propuso distinguir entre clientes regulados y libres ya que el mayor poder negociador lo ejercen estos últimos clientes.

En lo que atañe a las servidumbres, dijo que en la franja fiscal que va a existir también se debe respetar el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, y la legislación sobre áreas silvestres protegidas y reservas naturales, entre otras normas relevantes. De esta manera, es imprescindible que el proyecto considere con absoluta claridad la forma en que se van a analizar y trabajar esa clase de temas.

Finalmente, estimó que el proyecto debe tomar en especial consideración las distintas situaciones regionales y reparó la circunstancia de que los costos de las líneas troncales deban ser solventados por los clientes regulados cuando los grandes demandantes de energía son los clientes libres.

El Honorable Senador señor Horvath destacó que a propósito de esta iniciativa se aluda a planificación estratégica, en circunstancias de que se trata de una noción que no existe casi en ningún área. La clave está en hacer partícipes a los distintos actores, pues de lo contrario en el ordenamiento territorial se termina imponiendo algo que genera mayor conflicto social.

Respecto de la idea de tener un ramal común para distintos proyectos, dijo que existe un instrumento CORFO aprobado para estos efectos respecto del cual se requeriría una evaluación de su eficacia.

Al señor Senador preocupó que el proyecto contemple tramos o ramales con transmisión continua (pues irían en contra de su espíritu), y si se incluía un ramal para el tramo Puerto Montt-Aysén.

Concluyó señalando que si se impulsa la generación distribuida no se necesita tanta transmisión.

El Honorable Senador señor Gómez, luego de consultar por el informe financiero del proyecto, explicó que se debieran impulsar los proyectos que solucionan la estrechez del sistema actual, para que la transmisión sea de mejor calidad, en forma anterior a una carretera eléctrica (que, en su opinión, no tiene un carácter propiamente público).

El Honorable Senador señor Cantero expresó su preocupación por esta iniciativa, desde dos puntos de vista:

El primero político, ya que la interconexión en los sistemas mas australes presentará serias dificultades por la judicialización de la que serán objeto los proyectos eléctricos planteados. En este sentido, a su parecer hay una estrategia tendiente a traspasarle al Estado la necesidad de implementar una carretera y el costo político que esto involucre. De ser efectivo, el problema es determinar cuáles son los espacios efectivos de participación democrática a desarrollar, ya que el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad no ha mantenido comunicación alguna con el Parlamento y esto genera desconfianza en el procedimiento.

El segundo de pertinencia geográfica, factor que el proyecto no parece considerar, sin que tampoco manifieste un claro y decidido apoyo para el desarrollo de las ERNC. A su juicio la generación mediante estas fuentes no convencionales no está lejos de los consumidores. Así, por ejemplo, los campos geotérmicos en el norte del país están muy cerca de los grandes demandantes de energía, y lo mismo las planicies de energía solar y eólica.

El señor Subsecretario de Energía señaló que se ha planteado un sistema de transmisión en corriente alterna de manera que en carretera eléctrica la conexión de las ERNC es mucho más fácil. Además, se va a privilegiar la necesidad de construir ramales en distintas zonas del país, donde están concentradas estas energías, conforme a los estudios respectivos. Esta construcción va a beneficiar a todos los proyectos que están bajo 20MW.

El Estado sólo se limita a hacer el estudio de la franja troncal porque la experiencia de la CNE es amplia en materia eléctrica, pero no en materia medioambiental. Por eso se incluye la figura de un consultor experto en esta materia, en permanente interacción con el Comité interministerial (compuesto por Energía, Superintendencia de Electricidad, CNE y Medio Ambiente), para luego pasar al Consejo de Ministros de la Sustentabilidad.

En el caso que se produzcan holguras, ellas son de cargo de todos los clientes del sistema, libres y regulados, exclusivamente en el caso de los ramales. Dijo que uno de los objetivos principales del proyecto es cuidar la geografía del país en todos sus aspectos. En cuanto a si el tramo Puerto Montt-Aysén se considera o no un ramal, sostuvo que ello lo determinará un estudio de transmisión troncal de acuerdo con determinadas características o concentración de recursos. Estos proyectos no son subsidiados y cualquiera que sea, por muy alejado que esté del centro de consumo, una vez que se declara el tamaño del proyecto, ese tamaño paga por la transmisión que tiene a su disposición.

Sobre el informe financiero del proyecto, el personero dijo que se está discutiendo con el Ministerio de Hacienda todos los alcances de esta iniciativa.

Por último, dijo que el Norte Grande es una gran fuente de ERNC, pero que se encuentra muy alejado de los centros de consumo y el perfil de producción no responde, en general, a la curva de carga de las compañías mineras.

El representante de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, hizo un diagnóstico acerca de la situación actual del sistema eléctrico chileno. Sobre el particular, dijo que nuestro sistema no tiene las líneas necesarias para una gestión segura y económica de la generación y para el desarrollo de nuevas centrales. Hoy, agregó, el tiempo de ejecución de los proyectos para la expansión troncal es mayor al que se había estimado originalmente, lo cual se transforma en un escollo para incorporar competencia y mejoras ambientales. Como la generación tiende a radicarse en zonas lejanas a los grandes centros de consumo, se requieren con urgencia líneas más extensas para transmitir esa energía hacia los consumidores. Las razones que explican la insuficiencia de nuestras líneas de transmisión son la falta de decisiones oportunas y el diseño de un sistema troncal que confió en su propia agilidad, pero supeditado a un sistema de generación cercano a los centros de consumo. Ello impidió la existencia de un sistema troncal robusto, que le permita a las generadoras un mecanismo de transmisión adecuado para despachar a tiempo su energía.

En ese sentido, sostuvo, el proyecto de carretera eléctrica resulta muy ventajoso para toda forma de generación lejana al sistema troncal o a los puntos en que es fácil conectarse. Se trata de una solución que acerca el sistema a recursos disponibles pero que no pueden implementarse, y que fomenta niveles de coordinación entre los distintos proyectos para alcanzar los volúmenes necesarios para conectarse al sistema troncal. Así, el proyecto iría en la dirección correcta porque otorga al Estado la capacidad de planificar oportunamente y con perspectivas de desarrollo energético un sistema de transmisión distinto al vigente, y establece un mecanismo que permite el financiamiento de las holguras en generación que en principio sería pagado por todo el sistema eléctrico.

El personero planteó que el estudio de franja troncal (EFT) debería considerar la tasación y la fijación de precios de servidumbres y el valor de compraventa de bienes fiscales. Además, se debería establecer que todo proyecto que forme parte de la carretera eléctrica tenga por aprobada su franja de servidumbre tratándose de bosque nativo, pueblos originarios (Convenio 169 y Ley Indígena), calificación ambiental, planes de manejo forestal y cruces y paralelismos con bienes nacionales de uso público. Como gremio, precisó, son partidarios de contemplar un mecanismo de consulta a las comunidades para la determinación de los trazados y de que el Estado sea el titular de las servidumbres. Al respecto sugirió que las servidumbres se entreguen a los adjudicatarios mediante una figura distinta, y establecer un procedimiento en caso que luego de la evaluación de impacto ambiental se resuelva modificar el trazado. En opinión del personero la figura del Ministro como última instancia de decisión debiera suprimirse, porque el procedimiento ya contempla dos consejos de ministros.

Para esta asociación gremial se hace necesario establecer las instalaciones que son parte de la carretera eléctrica mediante estándares legales, lo que evitará especulaciones relativas a las condiciones de objetividad técnica de los proyectos. Todo proyecto troncal debería ajustarse a este procedimiento. De no ser posible lo anterior se deben establecer criterios objetivos para tal definición, de manera que no quede entregado a la discrecionalidad de la Comisión Nacional de Energía. En este mismo sentido, deberían ser explicitados en la ley criterios de seguridad y robustez y normas técnicas de seguridad y calidad de servicio. Si bien el estudio debería ser financiado por los agentes del sistema, debería ser pagado por el adjudicatario de los proyectos.

A continuación intervino el representante de ACERA A.G., señor Mario Manríquez, quien advirtió que dado que en el proyecto de ley en estudio se hace referencia permanente a la Ley de Concesiones, ambos cuerpos normativos deben ser coherentes. Sin embargo, a su juicio el proyecto de concesiones debe ser discutido con antelación y con mayor urgencia, toda vez que resolverá problemas de transmisión en años previos al funcionamiento de la carretera.

Luego, dijo que no están claros los conceptos de holgura y eficiencia. La mera ampliación del periodo de análisis del ETT es insuficiente para garantizar que en él se contemple una evaluación más amplia de los requerimientos de obras en transmisión que necesita el sistema. Además, es necesario establecer los criterios que determinarán la obtención de los resultados esperados en el plan de expansión y proyección de demanda, entre otros, de manera que es importante seguir las proposiciones de la CADE. Para el personero es relevante que el proyecto de ley incorpore criterios mínimos para definir las holguras en forma eficiente, ya que la eficiencia se logra cuando se adelanta la menor inversión posible y se permite un máximo de flexibilidad en la expansión.

En relación con el estudio de franja troncal (EFT), sostuvo que para incrementar la eficiencia del proceso es fundamental que durante el EFT se lleve a cabo el ElA, o bien, se incorporen antecedentes que acerquen lo más posible su contenido a la línea de base medioambiental destinada a preparar el respectivo EIA.

Por otra parte, como el adjudicatario de la construcción será quien deberá llevar a cabo la negociación y pago de servidumbres sería conveniente evaluar la posibilidad de entregar a un tercero esta tarea. Se ganaría en eficiencia si el Estado entrega todo resuelto al concesionario.

Respecto de las condiciones de las instalaciones para ser consideradas parte de la expansión del sistema troncal, dijo que si bien el espíritu de esta alternativa es evitar que la carretera sea una iniciativa hecha a la medida de algunos proyectos, podría conducir a que sean las mismas empresas las que compren proyectos, lo que no favorecería la incorporación de nuevos actores al mercado. Por el contrario, favorecería la concentración al ser una línea construida por una sola empresa particular y no una línea de transmisión troncal de libre acceso.

La representante del Programa Chile Sustentable, señora Sara Larraín, contextualizó la presente iniciativa legal. Al efecto, dijo que S.E. el Presidente de la República mencionó por primera vez el concepto de “carretera eléctrica”  en su discurso del 21 de mayo de 2011. Más tarde, mencionó la idea al abordar la Estrategia Nacional de Energía en febrero de 2012 y, finalmente, en su discurso del 21 de mayo de 2012. Simultáneamente, agregó, el primer trimestre de 2012 la Subsecretaría de Energía llamó a una licitación pública con el objetivo de analizar un conjunto de trazados para una línea eléctrica de HVDC entre Cochrane y Calbuco, y evaluar dichos trazados en base a un conjunto de criterios técnicos, ambientales y económicos. La formulación de un proyecto de ley sobre la materia se concreta en el mes de julio, luego de que la empresa Colbún anunciara que no sometería a evaluación ambiental la línea de transmisión para su proyecto “Hidroaysén” hasta que no se produjeran los consensos necesarios para establecer una política de transmisión. El proyecto de ley que regula la carretera eléctrica se ingresó para su tramitación en el Senado el 31 de agosto de 2012.

Un análisis del proyecto de ley, dijo, evidencia que éste no responde a las necesidades de transmisión que requiere el país, ni facilita la inyección de electricidad generada con medios del tipo ERNC a los sistemas interconectados. Tampoco beneficia a los consumidores, los que deberán pagar las holguras de futuros trazados nominados como troncales y “de interés público”; que en la práctica favorecen a un pequeño grupo de grandes empresas y proyectos de generación. En su opinión, esta iniciativa legal genera un nuevo derecho para las empresas eléctricas bajo el nombre de “servidumbres de interés publico para uso privado”, las cuales gravan los derechos de propiedad de agricultores, indígenas, concesiones turísticas, bienes públicos y municipales y áreas protegidas, entre otros.

Al explicar por qué a su juicio la carretera eléctrica no responde a las necesidades de transmisión de Chile en los próximos veinte años, dijo que en virtud del mandato de planificación a diez años del servicio público de transmisión el actual Gobierno concluyó en 2011 el Estudio de Transmisión Troncal (ETT), que definió los trazados para la transmisión eléctrica necesaria para el mediano y largo plazo. En el SIC las nuevas obras de transmisión, definidas con inversión y plazos, son: seis líneas troncales (Cardones/Maitencillo; Maitencillo/Pan de Azúcar; Pan de Azúcar/Polpaico; Charrúa/Ancoa; Charrúa/ Padre las Casas, y Ciruelos/Pichirripulli); una subestación (Lo Aguirre); un centro de control (Cardones). Algunas de estas obras ya están licitadas y adjudicadas, y otras en ejecución. Con esta infraestructura de expansión troncal, afirmó, es perfectamente posible transmitir los 136 Terawatts-hora que proyecta el Ministerio de Energía para el año 2030. Ello demuestra que el proyecto sobre carretera eléctrica no responde a la expansión ya priorizada y licitada por el Gobierno para cubrir las necesidades de mediano y largo plazo.

El proyecto tampoco responde a las necesidades de subtransmisión, por cuanto el estudio de expansión en la materia también está terminado y se concibió para satisfacer los requerimientos en los próximos veinte años. Parte importante de la infraestructura para ese periodo ya está licitada.

Por otra parte, el proyecto no está diseñado para facilitar la inyección de energía proveniente de las ERNC al sistema troncal. Lo anterior porque la transmisión de energía eléctrica proveniente de las ERNC hasta las líneas troncales se realiza en voltajes de entre 23 y 110 KV, y se requieren subestaciones o seccionadoras para elevar a la tensión de transmisión de la línea troncal (usualmente de 220 KV o 500 KV). La expansión definida en el ETT-2011 (ya licitada) es capaz de recibir adecuadamente hasta el año 2030 las inyecciones de ERNC que establece la legislación vigente y en tramitación.

La imposición de franjas fiscales de interés público sobre porciones de territorios públicos y privados, el establecimiento de servidumbres sin apelación de los afectados, sin participación ciudadana y sin estudio de impacto ambiental (lo cual contradice la normativa sobre permisos sectoriales), significa una amenaza a las áreas silvestres protegidas, a los territorios indígenas (cautelados por el Convenio 169 de la OIT), a la Ley de Bosque Nativo, a los bienes nacionales de uso público y a los derechos de propiedad de agricultores, campesinos y emprendimientos turísticos, entre otros. De esta manera la carretera “de utilidad pública” permitirá eludir un conjunto de permisos sectoriales que resguardan precisamente el interés publico. Estas facultades benefician a un reducido número de grandes empresas y proyectos de generación.

La personera explicó que este proyecto impone mayores costos a los consumidores, los que deberán pagar el 75% del costo de la infraestructura de transmisión (las llamadas “holguras”) denominada de interés público, hasta por 20 años. Las empresas solo deberán acreditar el uso del 25% de las líneas, lo que constituye un subsidio adicional para las empresas eléctricas con cargo a los ciudadanos.

Finalmente, arguyó que decidir sobre transmisión implica decidir sobre generación (porque implica determinar qué centrales ingresarán al sistema). Por ello, también se debe trabajar en perfeccionar y ampliar el periodo de planificación del ETT a veinte años; mejorar y colocar en operación el sistema de líneas asociativas para la conexión de proyectos de generación de ERNC a los sistemas troncales, e incorporar en los sistemas de planificación troncal y de subtransmisión criterios de generación distribuida.

El experto en obras hidráulicas y generación de electricidad señor Oddo Cid, recordó que la transmisión eléctrica en sus segmentos de TT y ST son regulados y, por lo tanto, son un servicio público. Agregó que los sistemas de transmisión adicional (STA) son aquellos sistemas constituidos por las instalaciones de transmisión que, encontrándose interconectadas al sistema eléctrico respectivo, están destinadas principalmente al suministro de energía eléctrica a usuarios no sometidos a regulación de precios (clientes libres), y por aquellas cuyo objeto principal es permitir a los generadores inyectar su producción al sistema eléctrico sin que formen parte del sistema de transmisión troncal ni de los sistemas de subtransmisión. Se colige, entonces, que la transmisión troncal y subtransmisión son servicios públicos y no los STA (que son un segmento libre).

A continuación, destacó que el proyecto faculta al Presidente de la República, respecto de los bienes nacionales de uso público, para el acceso, instalación y mantención de las obras eléctricas, así como para otorgar concesiones eléctricas e imponer servidumbres. Por otra parte, establece que se consideran troncales las nuevas instalaciones eléctricas que cumplan con inyectar o retirar electricidad de los sistemas. Hizo presente, además, que el proyecto aumenta el período de análisis mínimo de diez a veinte años en los ETT, acorta los plazos y limita las instancias de oposición de los afectados por las servidumbres y afecta derechos adquiridos de los mismos. Los STA mayores (220 KV o más) podrán pasar a ser parte del STT, es decir, un servicio público regulado, luego su costo de inversión y operación será pagado directamente por los clientes (ciudadanía) en la tarifa del servicio.

Refiriéndose al Estudio de Transmisión Troncal del año 2011 (ETT), indicó que éste contempló una planificación que definió obras de ampliación para satisfacer adecuadamente la demanda de transmisión estimada hasta al año 2025. Las obras allí identificadas están licitadas y varias de ellas ya iniciados sus proyectos, las restantes instalaciones eléctricas se encuentran próximas a ser contratadas. Las obras deberán estar terminadas y en operación, como fecha más tardía estimada, a inicios del año 2018.

La situación de congestión actual, dijo, es el resultado de la falta de planificación histórica, ya que la transmisión eléctrica se concreta con proyectos intensos en capital y de largo plazo. El instrumento de planificación existe y como tal es posible de mejorar. Con todo, la solución para la congestión actual en el STT se encuentra en ejecución y con un programa de trabajo definido. Los proyectos de modificación a la Ley General de Servicios Eléctricos en el segmento de transmisión no contribuyen al adelantamiento del término de las obras en ejecución. De allí es que el proyecto en discusión no incida mayormente en la solución de la congestión actual. Además, la necesidad de introducir mejoras a la planificación actual es esencialmente administrativa y técnica y no del tipo normativo, por lo que la carretera eléctrica no aporta en esta materia.

En cuanto a la oportunidad de los ETT, estos se efectúan cada cuatro años y se actualizan anualmente. Los plazos de ejecución de los proyectos de líneas de transmisión son más extensos: hoy se estima razonable un plazo de seis años para los grandes proyectos.

En opinión del experto, con la regulación actual aplicada en forma oportuna y con la debida anticipación, información fundada y la vinculación de los datos de entrada o hipótesis, el país tendría que disponer de una transmisión troncal confiable para el sistema eléctrico cuando la aplicación de la normativa vigente llegue a un estado en régimen, lo que se estima ocurrirá aproximadamente en el año 2018.

El señor Cid sintetizó sus observaciones críticas al proyecto de ley en los siguientes puntos:

- Permite traspasar sistemas de transmisión privados (STA mayores) al segmento de transmisión troncal, es decir, regulado (servicio público). Dicho traspaso implica pasar a tarifa directa el valor de la inversión, operación y mantención de dichos sistemas de transmisión (la ciudadanía paga). En la actualidad el pago es de cargo y responsabilidad del titular de dichas instalaciones eléctricas (sean éstos generadores o clientes libres).

- Faculta la constitución de servidumbres forzadas de los terrenos, lo que constituye un gravamen sobre los derechos adquiridos de los afectados (propietarios del suelo) sin plazo ni instancias para la defensa judicial. Además, permitirá constituir servidumbres asociadas a proyectos sin aprobación ambiental.

- Sus normas se aplicarán preferentemente sobre normativas sectoriales vigentes, como las leyes sobre áreas silvestres protegidas. En este sentido, puede haber contradicción con normas medioambientales al permitir la constitución de servidumbres respecto de proyectos que no contarán con la aprobación ambiental que exige la ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.

- Afecta el Convenio 169 de la OIT, y en particular la obligación de someter a consulta a los pueblos indígenas afectados esta propuesta de modificación normativa en forma previa al inicio de su tramitación legislativa.

- Implica una colaboración directa de parte del Estado (del tipo subsidio o similar) a grandes proyectos de transmisión eléctrica de propiedad de importantes compañías generadoras o consumidores de un alto volumen de electricidad.

- No favorece una mayor generación distribuida, sino una mayor concentración del mercado en el segmento de generación (lo que incidirá en el crecimiento del oligopolio actual). Tampoco acelera la solución del problema actual de congestión eléctrica, ni los proyectos de transmisión adicional necesarios para los proyectos asociativos de fuentes del tipo ERNC de tamaños menores y medianos (cuyo volumen acumulado de potencia eléctrica es menor o igual a 150 MW). Lo anterior, porque sus STA se efectúan en tensiones menores a 220 KV y, por ende, el proyecto de carretera eléctrica no aplica sobre dichos proyectos.

- Grava los derechos adquiridos de las personas (como la propiedad del suelo), y con ello propicia un distanciamiento de la ciudadanía con una política pública que propicie la expansión del sistema eléctrico nacional.

El especialista concluyó su intervención haciendo presente que dentro de las prioridades en materia de transmisión está la disminución del precio cobrado por este servicio público, mediante la rebaja de la tasa de descuento. Cabría considerar sólo los activos en el período de amortización de la inversión (con un plazo máximo de veinte años) en la determinación del VI. Se necesita disponer de una planificación oportuna de la expansión y que exista un crecimiento coherente con el aumento de la demanda y de la oferta vinculante del parque generador (en función de su ubicación y magnitud).

La Honorable Senadora señora Allende si bien coincidió en que es necesario fortalecer algunas holguras, dudó de la necesidad de este proyecto de ley para responder a esas holguras. En este sentido, planteó su inquietud con respecto a los costos, en especial si implican que se siga cobrando a los consumidores. De allí es que consultara al Ejecutivo si el fortalecimiento del sistema troncal tendrá un límite, toda vez que ello implica cuantiosas inversiones. A su juicio esas inversiones deben estar contempladas en el informe financiero.

El Honorable Senador señor Gómez fue de opinión que en las actuales condiciones si se ejecutarán los proyectos necesarios, podría cubrirse la deficiencia existente. A la luz de lo expuesto por los especialistas el proyecto de carretera eléctrica sólo beneficiará a las empresas, pero será pagado por todos.

El señor Senador llamó la atención acerca de la circunstancia de que la iniciativa no contemple a las ERNC y, por otra parte, de que establece cierta delegación de facultades que podría ser contraria a derecho. En ese entendido, cuestionó la necesidad real de una carretera eléctrica.

El representante de Empresas Eléctricas A.G., afirmó que hoy no es posible hacerse cargo de la transmisión, por cuanto el actual sistema de planificación troncal es incorrecto: considera menores costos de transmisión y no el menor costo de electricidad para los consumidores. El proyecto supone que el costo final de la electricidad será menor. Lo que pueda pagarse adicionalmente permitirá palear en poco tiempo las inversiones que no se hicieron en su momento.

El personero abogó por distinguir la generación de las ERNC de la inyección de las mismas al sistema troncal. Ambas situaciones no se pueden confundir, dijo, porque el sistema troncal está lejos de los potenciales generadores y el financiamiento de las holguras es asumido por la empresa generadora en un proporción de 80:20. Con el proyecto dicho financiamiento no varía sustancialmente. Lo único que va a pagar la demanda son las holguras. En todo caso, respecto de las ERNC existe una apuesta, igual como ocurre en otros países.

Por último, frente a la pregunta referida a si el actual sistema de planificación y control es adecuado sostuvo que la respuesta es negativa. Ese sistema es insuficiente y hace imposible la construcción de otro sistema troncal.

La personera de Chile Sustentable sostuvo que si bien existe un sistema de planificación en el mediano y largo plazo centrado en diez años, con un criterio de menor costo, los problemas que se han suscitado en la planificación del sistema de transmisión nacen de un error cometido en el año 2004. La transmisión no está separada de la generación, y por eso la planificación va ligada a ella. Respecto al financiamiento, dijo que se pasa de un sistema 80/20 a uno de 70/25 aproximadamente.

Agregó que las servidumbres en el proyecto son totalmente distintas a las contempladas en el decreto con fuerza de ley N° 4, ya que si bien también se establece que no hay negociación la diferencia radica en que la servidumbre es del Estado. En el proyecto en discusión se establece, a su juicio, una nueva forma de servidumbre que incluso podría considerarse inconstitucional, por cuanto por sobre un interés público se superpone otro público pero a favor de un interés privado.

El experto señor Cid comentó que no basta con hacer una buena planificación, sino que lo relevante es que ella sea ejecutada. En cuanto a las ERNC, señaló que están directamente relacionadas con el sistema de planificación del sistema troncal.

El señor Ministro de Energía explicó que lo que se ha querido es reforzar con el proyecto la necesidad de contar con una planificación a largo plazo que pueda generar holguras y todas las redes que se requieren con una robustez adecuada. Éstas deben financiarse con el sistema vigente, y tratándose de los ramales deben serlo por todos. Los denominados ramales pretenden desarrollar pequeñas unidades de generación de ERNC, y la carretera eléctrica busca ser un vehículo que facilite la coordinación de pequeños proyectos. La idea es aprovechar economías de escala: de construirse una línea troncal, ésta debe servir para todos los pequeños generadores. En el proyecto no se plantea la imposición de un trazado de manera forzada y unilateral, sino que se complementa el sistema actual y se incorpora la consideración de las comunidades indígenas y el medio ambiente, entre otras variables. La generación distribuida es una idea interesante, pero se requiere una robusta red de transmisión eléctrica con intervención del Estado.

A continuación el señor Ministro se refirió a la remuneración del sistema troncal, respecto de lo cual precisó algunos conceptos:

- Como el proyecto de ley no modifica la forma de determinar los pagos del sistema de transmisión troncal vigente, los procedimientos de cálculo se mantienen inalterables. En este sentido, además de mantener el concepto de pago del área de influencia común e instalaciones fuera del área de influencia, las proporciones de pago asignadas a los generadores y a la demanda no se modifican en el sistema troncal vigente.





- En forma adicional a las instalaciones de transmisión que conforman el sistema troncal actual, se agregan instalaciones destinadas para la inyección de un grupo de centrales generadoras o para el retiro de un grupo de clientes libres (ramales).





- La iniciativa considera un esquema de pago distinto sólo para los ramales asociados a un grupo de centrales generadoras, con arreglo al cual la demanda se hace cargo de un pago proporcional a la capacidad no utilizada de dichas instalaciones por un plazo de veinte años. Así, el pago asignado a la demanda del sistema decrecerá a medida que las nuevas centrales generadoras hagan uso de las instalaciones. De imputarse a los clientes regulados el costo del ramal, éste sería mínimo.

El Honorable Senador señor Gómez preguntó por el costo de las subestaciones. Al respecto, hizo presente que no sólo se trata de la línea, sino que se debe convertir esa energía. El personero de Estado, dijo, ha afirmado que el costo sería mínimo.

En ese mismo sentido, la Honorable Senadora señora Allende se mostró preocupada por el procedimiento de cálculo utilizado para establecer cómo va a funcionar el sistema, en circunstancias que varios de esos proyectos ya debieran estar aprobados.

El señor Ministro indicó que en el sistema eléctrico chileno son las empresas privadas las que construyen las centrales de generación, y las que analizan la tecnología y la demanda para determinar el momento de construir. Actualmente, hay en el sistema de calificación ambiental una cantidad importante de proyectos en estudio que permiten conocer lo que se está pensando hacer en las distintas cuencas. Además, existe un catastro de proyectos ya aprobados que permite cuantificar los potenciales efectivos de las líneas o proyectos de líneas. En este contexto mientras el proyecto de carretera eléctrica define el mecanismo para operar, la definición específica de cada una de esas líneas corresponderá a la CNE.

El Honorable Senador señor Gómez consultó si el Ministerio, en caso de aprobarse el proyecto, estaría en condiciones de informar acerca de la forma en que se estructuran los futuros proyectos troncales y ramales, así como los de los convertidores, indicando el costo y su eventual ubicación. Para adoptar una decisión estos antecedentes deben ser clarificados, por cuanto existen distintas posiciones y cifras al respecto.

En su respuesta el personero de Gobierno explicó que todas las construcciones son abordadas por las empresas privadas y son remuneradas mediante los sistemas de peajes. Agregó que la construcción de las líneas de extensión futuras se vincula con las necesidades que imponga el desarrollo del país. No obstante, dijo, el Ministerio podría entregar la información solicitada.

El asesor del Ministerio, señor Juan Pablo Urrutia, añadió que al tenor del proyecto de ley cuando se planifiquen y diseñen las líneas se deberá analizar lo que existe y los emprendimientos potenciales, pero las iniciativas no se materializarán inmediatamente. Al efecto el proyecto establece requisitos específicos para materializar la construcción.

La Honorable Senadora señora Allende previno que si bien el sistema necesita ciertas holguras, en las presentes circunstancias ellas beneficiarán a las generadoras o transmisoras y no necesariamente a los clientes regulados.

El Honorable Senador señor Prokurica arguyó que en la situación actual los precios altos los terminan pagando los consumidores. En tal sentido la carretera eléctrica pretende dotar de mayor estabilidad al sistema y beneficiar finalmente al consumidor. El mecanismo en discusión, añadió, viene a solucionar un problema que afecta al país y que no está pagando el Estado, sino los ciudadanos. Ello permite afirmar que el proyecto resuelve el problema existente de manera integral, cuestión absolutamente necesaria.

Por su parte, el representante de Empresas Eléctricas A.G. señaló que los aspectos más relevantes del proyecto son la definición del troncal y la posibilidad de las holguras para el sistema energético del país. El objetivo es acercar las energías a los centros de consumo, lo cual implica que el Estado propicia en el ámbito eléctrico un cambio de paradigma, esto es, una apuesta colectiva por una forma distinta de desarrollo (lo que involucra riesgos). En caso de que los cálculos erraran en todos los costos y ramales, el efecto para los clientes en términos de mayor costo no superará el 0,5%. Esta parte del proyecto no es ventajosa para las actuales generadoras, porque elimina las barreras de entrada. Una discusión distinta es la relativa a la modalidad, el consultor o el trazado. Pero el punto más significativo es el cambio de paradigma en orden a avanzar hacia un sistema de planificación energética.

La señora Sara Larraín, del Programa Chile Sustentable, coincidió en que el proyecto de carretera eléctrica propone un modelo distinto y un cambio de paradigma. Sin embargo, no es un cambio enteramente positivo porque los consumidores tendrán que pagar un subsidio a la holgura a favor de la empresa que ingrese al mercado en el futuro. Por tal razón, sostuvo, debiera ser la empresa la que pague y no los ciudadanos por adelantado. La cuestión radica en decidir por cuál sistema o proporción se va a optar (80/20 ó 75/25). De lo anterior depende que se siente o no un precedente referido a si serán o no los ciudadanos quienes deberán pagar las holguras a las empresas. Por lo demás, señaló, la sociedad chilena también asume el costo de las servidumbres, ya que ellas quedan a perpetuidad para la empresa eléctrica (finalmente es otro activo que, merced a la carretera eléctrica, privilegia a la empresa privada porque ese trazado no vuelve al Estado).

El Subsecretario de Energía recordó que Chile padece una limitación importante para generar energía eléctrica. A objeto de resolver esta carencia el Gobierno ha definido una estrategia nacional de energía que contempla el desarrollo de ERNC. Así las cosas, dijo, es necesario construir como país un sistema eléctrico que permita fijar un precio de energía lo más independiente del resto del mundo. El camino para lograrlo es aprovechando al máximo las energías renovables no convencionales de que disponemos. En ese marco el Gobierno ha propuesto el proyecto de ley en discusión con vistas a modificar los criterios previos que se tenían para diseñar el sistema de transmisión (basado exclusivamente en la demanda). La idea es agregar otro factor, consistente en determinar dónde se encuentran los recursos necesarios para generar las ERNC,  a fin de incorporarlos a la matriz de energía eléctrica.

Para construir ramales, prosiguió, se requerirá un estudio de impacto ambiental o una resolución ambiental aprobada. Con este proyecto se amplifica el efecto favorable para el costo de la energía en relación con los costos de desarrollo del troncal. El personero afirmó no tener dudas que en términos de magnitud el efecto de incorporar energías renovables es muy superior en la reducción del precio de la energía respecto del delta de costos de transmisión que pueda tenerse transitoriamente, en función de la velocidad de incorporación de estos proyectos.

El representante de Empresas Eléctricas A.G. comentó que dado que la iniciativa legal persigue fomentar la entrada de nuevos actores al sistema, no parece conveniente continuar colocando el foco en el menor costo de los proyectos, sino que se debe apuntar al menor costo de la electricidad.

El especialista en temas energéticos señor Oddo Cid, en atención a la demanda por eficacia, se refirió a la necesidad de estudiar distintas metodologías y aprovechar o mejorar las herramientas existentes. A este respecto hizo presente que existe un instrumento administrativo (susceptible de perfeccionamiento), a saber, las líneas asociativas, que elaboradas en el Gobierno anterior por una serie de problemas nunca funcionaron. Estas son herramientas que (convenientemente corregidas) deberían ser comparadas con la solución propuesta en el proyecto de ley sobre carretera eléctrica para establecer fehacientemente cuál es mejor. En este sentido sostuvo que desde el punto de vista de la técnica de gestión administrativa las “líneas asociativas” pueden ser más eficientes, involucrar  menor uso de recursos y permitir alcanzar en menos tiempo los fines perseguidos. En suma, estas líneas pueden constituir un instrumento viable para fomentar sistemas de transmisión adicionales o ramales. Al concluir indicó que si bien hay consenso en que el objetivo es mejorar la transmisión y bajar los costos de la producción de electricidad, hay disparidad de opiniones en relación con los procedimientos y modelos comerciales asociados al mercado eléctrico en materia de transmisión, generación y distribución.

El señor Ministro de Energía explicó que, en lo que atañe a la posibilidad de efectuar ajustes administrativos para lograr efectos similares a los que se buscan con el proyecto de ley en discusión, el Estado tiene un rol planificador limitado que sólo le permite definir las expansiones del sistema de transmisión troncal. Ello excluye de su ámbito cualquier otro tipo de instalación que pudiera necesitarse para inyectar energía desde zonas con potencial de generación, identificadas durante el proceso de planificación. Este rol planificador limitado impide al Estado garantizar el desarrollo oportuno de las instalaciones de transmisión que robustezcan la matriz energética y la producción de energía eficiente: estas instalaciones enfrentan hoy una fuerte oposición ciudadana y dificultades durante la tramitación ambiental. Así las cosas, el proyecto amplía el rol planificador del Estado para que defina un trazado óptimo económica, técnica, ambiental y socialmente, tratándose de las instalaciones de transmisión que se consideren de utilidad pública. Este mayor rol, que exige un cambio de legislación, permitirá garantizar el desarrollo oportuno de instalaciones, establecer un ordenamiento territorial para su desarrollo y velar por los intereses sociales, de manera de evitar las dificultades que enfrentan estos proyectos.

Además, enfatizó, el proyecto de carretera eléctrica amplía el rol planificador del Estado para incluir dentro de la planificación los llamados “ramales”. Esto permitirá, por una parte, una optimización ambiental al facilitar el uso común de una única línea de transmisión para un grupo de centrales (lo que reduce sustantivamente el número de líneas y la intervención en el territorio) y, por otra, una optimización sistémica al definir el mejor lugar para que estas instalaciones se conecten al sistema (lo que reducirá el número de refuerzos o ampliaciones).

En la actualidad, dijo, faltan las herramientas legales que permitan generar un ordenamiento territorial en instalaciones de transmisión que se hagan cargo de las demandas sociales que existen sobre ellas y que permitan la materialización oportuna de proyectos de transmisión troncales. Los perfeccionamientos al sistema de planificación requieren un cambio legal, siendo el proyecto de carretera la respuesta adecuada.

Refiriéndose en particular a los “ramales” asociados a centrales generadoras, comentó que la legislación actual no permite una asignación de pagos a la demanda, lo cual es fundamental para lograr el efecto coordinador y de minimización de impacto que se busca. Lo anterior no es posible con la normativa vigente, lo que dificulta la coordinación entre distintos propietarios de centrales generadoras. La capacidad de los sistemas de transmisión resulta de criterios de evaluación y optimización privados, lo que lleva a que se desarrollen más proyectos de transmisión que el número óptimo desde el punto de vista social. Entre otras razones, porque como el primer generador en instalarse construye sólo según su capacidad los generadores siguientes deberán construir sistemas de transmisión propios. Existe, además, un desfase entre proyectos de generación incompatible con los compromisos de pago por el uso de los sistemas de transmisión. Así, si hoy ingresa un generador y el siguiente dentro de cinco años es razonable esperar que el primer generador construya su propio sistema de transmisión, en lugar de pagar por cinco años la capacidad reservada al segundo. Análogamente el segundo generador evitará pagar por cinco años una capacidad sin uso y desarrollará su propio sistema de transmisión en forma simultánea con su central.

Acerca de la viabilidad de los proyectos de ERNC, el representante del Ejecutivo dijo que se ha mencionado que los elevados costos de una línea de 220 KV impedirán a pequeños proyectos de ERNC acceder al sistema. Al respecto señaló que el proyecto de ley facilitará la conexión, pues acercará el sistema troncal a dichos proyectos, lo cual reducirá un componente de costo importante para estas centrales. Asimismo, el proyecto dará mayores certezas respecto de la capacidad de transmisión disponible para las zonas de generación donde llegan los ramales, pues el concepto de carretera eléctrica está destinado a ser aplicado en zonas donde exista potencial de generación con proyectos de generación asociados a más de un promotor. En cuanto a la reducción de costos, señaló que existen economías de escala asociadas al desarrollo de las líneas de transmisión de 220 KV respecto de múltiples líneas de 110KV. En este sentido el costo unitario asociado al uso de una línea de 220KV dimensionada óptimamente para un conjunto de centrales, será menor que el costo asociado al uso de múltiples líneas de menor voltaje para proyectos específicos, entre otras razones por las longitudes normalmente involucradas en estas líneas y la menor intervención ambiental por unidad de energía transportada. Con todo, las instalaciones de transmisión de los ramales podrán incluir las transformaciones desde el nivel de tensión de la línea hasta el nivel de tensión de los proyectos de generación, lo que permitirá reducir las inversiones de conexión de los proyectos de ERNC. El costo de los transformadores, que puede ser relevante para pequeños proyectos, también se repartirá en una mayor masa de usuarios por lo que el costo unitario de conexión también disminuirá.

Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión, el personero recordó que los ramales formarán parte del sistema troncal y que el proyecto de ley establece una exención de pago total o parcial por uso del sistema de transmisión troncal para generadores ERNC, cuyos excedentes de potencia sean inferiores a 20 MW y hasta un 5% de la capacidad total instalada en el sistema.

En lo que concierne a la necesidad de incorporar al proyecto criterios de planificación con holgura y eficiencia, tales como, tratamiento de la demanda eléctrica, planes de obra, levantamiento de proyectos de generación y disponibilidad de recursos energéticos, el señor Ministro comentó la incorporación de estos criterios se logra mediante adecuaciones reglamentarias  y modificaciones en las bases de los estudios de transmisión troncal, porque los lineamientos generales están establecidos en la ley y permiten hacer ajustes a la planificación mediante enmiendas en cuerpos normativos de menor rango.

Enseguida, el personero indicó que los costos de los estudios de franja serán de cargo de empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y usuarios no sometidos a fijación de precios, de conformidad a la prorrata que establezca el reglamento. Luego mencionó algunos elementos considerados para definir la forma de asignación de costo, a saber:

- El financiamiento de los estudios por parte del Estado, independiente que posteriormente sea rembolsado por las empresas, exige la asignación de recursos del Presupuesto de la Nación lo que incrementa los plazos de adjudicación (mientras se espera la total tramitación de los respectivos decretos).

- Dado que es todo el sistema el que se beneficia de las instalaciones que se desarrollen merced a la carretera eléctrica, es razonable que sean todos los agentes quienes se hagan cargo de los costos de los estudios de trazado. Puede ser el adjudicatario quien en definitiva se haga cargo de los costos de los estudios, aun cuando provisionalmente sean las empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y usuarios no sometidos a fijación de precios, quienes deban asumirlos.


Sobre el rol de fomento que tiene el proyecto de ley en discusión, el personero sostuvo que sin perjuicio de los beneficios que puede generar la incorporación de generación distribuida a los sistemas eléctricos, las características técnicas de las tecnologías disponibles para este tipo de generación no eximen de la necesidad de contar con un respaldo de potencia que otorgue seguridad al sistema y garantice la continuidad del suministro. Agregó que la energía no puede ser generada en épocas u horas de escasez del recurso, sino que debe ser provista por fuentes de generación alejadas, para lo cual igualmente se requieren sistemas de transmisión apropiados.


En una sesión posterior el representante de Valgesta Energía, señor Ramón Galaz, se refirió al objetivo del proyecto de ley. Al respecto señaló que si el propósito es dotar al país de un régimen eléctrico acorde a sus necesidades, que sea sustentable, competitivo y que garantice la seguridad del suministro, entonces se requiere un sistema de transmisión troncal robusto. Por otra parte, como el proyecto busca contribuir en todos los ejes de la estrategia nacional energética (ENE), se sigue que fomentar la aceleración del ingreso de las ERNC ha de ser también uno de los principales objetivos. Pero ello no implica descuidar el fortalecimiento de energías tradicionales, en especial la hidroelectricidad. En ese entendido, agregó, es deseable que la justificación para este proyecto de ley se base en fomentar una estrategia de desarrollo energético a mediano y largo plazo, y no en resolver situaciones puntuales de carácter cortoplacista. En todo caso, ello no obsta a que a partir de su aplicación se resuelvan problemas de corto o mediano plazo.


Enseguida, explicó que el desarrollo de una estrategia energética de mediano y largo plazo requiere definiciones adicionales que no son parte de los alcances de un proyecto como éste, tales como, composición de la matriz energética, aseguramiento del acceso de los usuarios a precios razonables, interconexiones. Con todo el proyecto se orienta, en su opinión, en la dirección correcta, aunque presenta algunos vacíos referidos a ciertas definiciones que tampoco están en la ENE. La experiencia internacional abona la idea de avanzar en esas decisiones.


En materia de acceso, señaló que si bien el proyecto asegurará que las líneas tengan acceso abierto irrestricto y sean construidas con mayores holguras, no hace mención explícita de la condición de “acceso abierto” de las instalaciones que constituirán la “carretera eléctrica”. De allí es que se sostenga que en este ámbito regirá la normativa actual y que el acceso abierto quedaría garantizado por tratarse de instalaciones de tipo troncal. Así las cosas, el personero destacó que la iniciativa en discusión exige considerar además troncales las nuevas instalaciones eléctricas que sea necesario desarrollar para posibilitar el acceso al sistema eléctrico en condiciones económicamente eficientes, y que cumplan las siguientes características: a) facilitar el acceso a recursos disponibles en el país para la producción de energía eléctrica, o b) permitir el abastecimiento de un grupo importante de consumos ubicados fuera de zonas de concesión de empresas distribuidoras.


En este sentido, dijo, las instalaciones que cumplan la primera condición podrían facilitar el acceso al sistema de proyectos de ERNC igual como facilitarían el acceso a proyectos convencionales que empleen recursos disponibles en el país. A su turno, las instalaciones que satisfagan la segunda condición podrían facilitar a grandes consumos no regulados el acceso al sistema a través de líneas troncales, que serían de utilidad pública. Sobre este punto en particular manifestó que no se entiende el trasfondo o justificación para que una línea que abastece suministros privados no regulados con gran capacidad de negociación frente a los agentes del sistema, sea declarada de utilidad pública y de interés nacional. Esta solución debería ser precisada, advirtió.


En cuanto a las condiciones establecidas para instalaciones que faciliten el acceso a recursos disponibles en el país (tipo a), arguyó que deben tener una capacidad máxima de generación esperada capaz de justificar técnica y económicamente la construcción de la instalación a un nivel de al menos 220 KV, de donde se deduce que esto apunta a grupos de proyectos que sumen más de 100 MW de capacidad instalada. La capacidad máxima de generación esperada para el primer año de operación debe ser mayor o igual al 25%, con lo que no queda claro si la holgura es del 25% ni tampoco cómo impacta este porcentaje en el criterio de seguridad N-1 aplicado al sistema troncal. Debe tenerse presente que los propietarios de proyectos deberán acreditar que no se ha puesto término anticipado al procedimiento de evaluación ambiental (por insuficiente información), y que los proyectos que usen al menos el 25% de capacidad el primer año deberán contar con RCA favorable.


En lo que concierne a la circunstancia de que la solución de transmisión referida en letra a) debe ser económicamente eficiente para el sistema eléctrico respectivo, el personero hizo hincapié en que éste es un criterio difícil de analizar porque lo “económicamente eficiente” se entiende en función del mínimo costo, no obstante que la holgura no lo es. De este modo, surgen dudas sobre los costos y el criterio de seguridad aplicable.


En otro orden de ideas el personero aludió al hecho de que la iniciativa dispone que la propiedad de proyectos de generación debe ser de a lo menos dos personas no relacionadas entre sí. Ésta es una opción razonable, dijo, que suscita las siguientes observaciones:


- Las nuevas líneas troncales que facilitan el acceso a recursos para la producción de energía o que permiten el abastecimiento de un grupo importante de consumos pueden tener holgura.


- Si bien se incluyen condiciones que deben cumplir en cuanto a la holgura máxima, no hay criterios sobre cuánta holgura se considera razonable o aconsejable.


- Tampoco hay mención a cómo se aplican los criterios de seguridad (criterio N-1) a las líneas con holgura, lo que puede influir en su dimensionamiento.


A continuación, refiriéndose a las Instalaciones troncales no afectas a cambio de categoría, hizo presente que para instalaciones troncales nuevas hoy se dispone que tras cinco períodos tarifarios (luego de su licitación), las instalaciones y su valorización deben ser revisadas y actualizadas en el ETT correspondiente. En el proyecto se establece que las nuevas instalaciones troncales mantendrán su calificación de instalación troncal en forma permanente, con lo que se incorporaría un nuevo requisito al desarrollo del ETT. Lo anterior porque cada vez que se hace el estudio la CNE, junto con el consultor, establecen las bases y definen qué es lo que viene a futuro (sin condiciones previas). Conforme a la iniciativa, por el contrario, las líneas que ya se declararon se siguen remunerando de igual forma y no pueden excluirse del sistema de transmisión troncal. Esto amerita un mayor análisis.


Respecto del ETT, recordó que actualmente el estudio deberá realizarse considerando instalaciones que resulten económicamente eficientes y necesarias para el desarrollo del respectivo sistema eléctrico en las distintas alternativas de expansión, en los siguientes cuatro años. Sin perjuicio de ello, el estudio considerará un período de análisis de a lo menos diez años. El proyecto modifica el plazo mínimo de análisis que debe considerarse en el ETT, ampliándolo de diez a veinte años (hoy se podría utilizar un plazo de veinte años sin necesidad de modificación legal). Sin embargo, no se modifica el período de cuatro años para el cual se consideran las instalaciones económicamente eficientes y necesarias para el sistema en las distintas alternativas de expansión, aun cuando quizás éste tiene más importancia. Aumentar el plazo es conveniente, afirmó, pues extiende el horizonte temporal de análisis estratégico, pero ello debe ser complementado con una modificación del mencionado plazo de cuatro años. A mayor abundamiento, subrayó que según los antecedentes del proyecto el aumento a veinte años del plazo permitirá proponer líneas con mayores holguras, lo que hace suponer que este tipo de holgura estaría justificada por las economías de escala. El problema es que no está claro que vaya a resultar de esa forma, pues introducir holguras implica hacer mayores inversiones de manera anticipada, lo que podría no siempre ser un resultado del ETT por los requisitos de “eficiencia económica” y “necesidad” para un período de cuatro años.


Luego, analizó la idea según la cual las instalaciones contempladas en el informe técnico de la Comisión serán objeto de un Estudio de la Franja Troncal (EFT), que determinará la mejor alternativa de trazado o área sobre la cual se impondrán servidumbres, en consideración a criterios técnicos, económicos, sustentables, sociales y productivos. A juicio del personero es positivo que el EFT se entregue a un consultor seleccionado mediante licitación, y que la duración de su elaboración pueda ser de hasta tres años. La introducción del EFT obliga a incorporar aspectos que han cobrado alta relevancia, a saber, ordenamiento territorial; información vinculada a las poblaciones, especies y áreas protegidas; sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares; descripción física de posibles áreas sobre las que se impondrán servidumbres; descripción socioeconómica de las posibles áreas sobre las que se impondrán servidumbres, entre otros.


En lo que respecta a la creación de un comité interministerial, si bien valoró positivamente esta alternativa, en especial por la integración que tendrá, advirtió que no se debe olvidar que se trata de un proceso largo y complejo que puede colisionar con la facultad del Ministro de Energía de ordenar la modificación de la Franja o parte de ésta. Esta facultad debería contemplarse en función de causales legales, lo cual exige explicitar el alcance de los fundamentos que deben exponerse para justificar la modificación. Por otro lado, no se considera ningún mecanismo de reclamación para el caso de que el comité interministerial no apruebe el EFT o el informe preliminar.


En este orden de materias, el personero se mostró contrario a la facultad que se entrega al concesionario para cambiar el trazado determinado en el EFT. Esta es una situación que tendrá efectos en el procedimiento de aprobación del EFT. Adicionalmente, la identificación de un trazado que “cumple de mejor forma” los requisitos por parte del concesionario haría presumir que la elaboración del EFT no fue la adecuada. No obstante coincidir con la conveniencia de incluir mecanismos de actuación en caso de detectar tardíamente problemas en el EFT, previno que como el proyecto sólo contempla el caso en que el concesionario determina un trazado que cumple “de mejor forma” los requisitos surge la pregunta relativa a qué ocurre si otra persona o empresa sostiene que ha encontrado un “mejor trazado” o si tiene derecho a proponerlo.


Seguidamente, en materia de concesiones, servidumbres y ordenamiento territorial, el representante de Valgesta señaló que agilizar el proceso de otorgamiento de concesiones y servidumbres es beneficioso, pues permite acortar el período requerido para poner en servicio nuevas instalaciones que cuentan con todas las aprobaciones requeridas. Sin embargo, dijo, el otorgamiento de la servidumbre se basa en que las instalaciones beneficiadas son de utilidad pública y de interés nacional (algunas serán seleccionadas y recomendadas por la CNE en un informe técnico). Este aspecto queda abierto a múltiples interpretaciones y no es claro el impacto que tendrá en otros sectores productivos. Lo anterior amerita examinar cuidadosamente la relación que existirá entre los cambios propuestos en este proyecto y los planteados en el de concesiones eléctricas (Boletín Nº8.270-08), en actual tramitación en la Honorable Cámara de Diputados. En ambas iniciativas se contienen normas idénticas.


El personero comentó que en materia medioambiental los cambios que introduce el proyecto son beneficiosos, y deberían agilizar la tramitación ambiental de los proyectos. Ello, porque el EFT incluye el levantamiento de información medioambiental que incidirá en la determinación de la Franja Troncal y que servirá para elaborar la DIA y el EIA respectivos. Asimismo, es favorable incorporar en una etapa temprana de la planificación del desarrollo de la infraestructura de transmisión información medioambiental, si bien la definición del trazado no será parte de la evaluación ambiental (sólo los impactos significativos derivados de la fase de construcción, ejecución o abandono de las instalaciones que utilicen dicho trazado). Con todo, a su juicio, no se puede imponer como medida de mitigación, compensación o reparación el cambio del trazado o áreas de la Franja Troncal (ya establecidas mediante decreto), salvo que se fundamente en antecedentes nuevos de impactos significativos que no se hayan advertido con anterioridad.


Al referirse a la tarificación, el personero de Valgesta señaló que las holguras de líneas que facilitan el acceso a recursos disponibles en el país para producción de energía eléctrica (tipo a) son pagadas por la demanda (esto es, empresas que efectúen retiros). En este sentido la holgura responde a criterios de sustentabilidad y de seguridad de suministro, lo que es beneficioso para toda la sociedad y agentes del mercado. Si las holguras deben remunerarse por quienes reciben los beneficios, podría argumentarse que un aumento en la seguridad de suministro y, también, en la confiabilidad del sistema puede ser beneficioso para todos los agentes del sistema eléctrico, lo que es una realidad de conformidad a los estudios actuales. Para tramos de líneas que facilitan el acceso a recursos disponibles en el país (tipo a), los propietarios de centrales de generación financiarán el porcentaje que resulte de la relación entre la capacidad instalada de generación conectada aguas arriba del tramo y la capacidad total de transmisión de dicho tramo x 100, a prorrata del uso esperado que sus inyecciones hacen del tramo. Es relevante que las empresas que efectúen retiros financien el porcentaje restante –la holgura- a prorrata del uso esperado que sus retiros hacen de cada tramo, por el impacto que tendrá en el sistema, aun cuando debe precisarse cómo se determinará qué consumos usan cada tramo y cuánto usan de cada tramo, para determinar la prorrata del pago de las holguras. El personero advirtió que si bien el proyecto dispone que el pago de la holgura disminuirá en la medida que las zonas de generación se desarrollen y desaparecerá transcurrido veinte años, no hay normas que aseguren esto, por lo que en caso de que no se cumpla se tendría que seguir pagando la holgura (posiblemente no utilizada) por un plazo mayor.


En lo que concierne al “segundo tipo de holguras”, surgidas como consecuencia del aumento de plazo de análisis en el ETT (de diez a veinte años), no hay cambios tarifarios. Es decir, se sigue remunerando el sistema según el mecanismo existente para la transmisión troncal. La dirección del CDEC que corresponda, al realizar la revisión anual, podrá incluir en su propuesta instalaciones con holguras “del primer tipo” siempre que cumplan con las condiciones establecidas para ellas. Esto es una modificación importante respecto de lo que actualmente existe donde el promotor debe solicitarlo.


Finalmente, dijo que en relación con lo que actualmente existe no queda claro por qué se contempla un posible aumento de capacidad de líneas inmediatamente tras la adjudicación (que podría llevar a la aprobación de líneas sub-pequeñas).


A continuación hizo uso de la palabra el representante de Generadoras de Chile A.G., señor René Muga, quien afirmó que el sistema de transmisión es parte de la infraestructura del país (líneas, torres, subestaciones) que interconecta productores y consumidores de electricidad y permite la existencia de un mercado eléctrico. En este sentido, dijo, un país que crece requiere de más energía, de manera que si se quiere una oferta de generación eficiente, segura y sostenible, se necesita un sistema de transmisión que se ajuste a esas necesidades. Para lograrlo se requiere que las decisiones de inversión en transmisión miren al largo plazo, sean oportunas y eficientes y permitan el desarrollo sustentable del mercado. Ello dará como resultado una regulación apropiada. De lo contrario, la operación del sistema no será la deseable, se producirá un desaprovechamiento de generación eficiente, de las economías de escala, mayores costos de producción, un importante efecto en el desarrollo de proyectos que demandan energía y una operación exigida del sistema de transmisión (esto es, “cuellos de botella”). Nuestro sistema de transmisión, añadió, no se ha desarrollado oportuna ni suficientemente ante la necesidad del mercado, y existe una demora excesiva en la obtención de los permisos que la ley exige (por ejemplo, aprobación sectorial y EIA; otorgamiento de concesiones y establecimiento de servidumbres). Además, hay incertidumbre acerca del resultado de estos procesos por la judicialización de los proyectos.


La solución técnica que entrega el proceso de planificación subestima y no es capaz de prever adecuadamente la incertidumbre del comportamiento real del mercado (cuyo crecimiento no se ha evaluado apropiadamente). Por otra parte, el proceso de licitación y adjudicación deja espacios de riesgos sin cubrir, como los efectos de los atrasos que no son compensados debidamente y que implican costos privados y sociales.


El personero sostuvo que se deben mitigar los riesgos que hoy imposibilitan la resolución en plazo y presupuesto de las obras en transmisión, aspecto que coloca en riesgo el suministro económico y seguro de la demanda e impide integrar nuevos proyectos, como los de ERNC y otros que aporten eficiencia al mercado, así como la incorporación de las soluciones que ofrecen los avances tecnológicos.


En su análisis, precisó que la ley vigente clasifica el sistema de transmisión en tres categorías: sistema troncal; sistemas adicionales, y sistemas de subtransmisión. La transmisión troncal y la subtransmisión son servicios públicos con fijación de tarifas, para lo cual se establecen normas sobre determinación de precios y se encarga al CDEC establecer los pagos entre empresas. Además, se considera un mecanismo competitivo para determinar las expansiones del sistema troncal a través de licitaciones. 


En cuanto a cómo enfrentar los desafíos en transmisión eléctrica, indicó los siguientes aspectos a abordar en lo sucesivo:


- En el corto plazo, se requiere modificar el proceso de concesiones y servidumbres. Dado que las concesiones eléctricas son indispensables para desarrollar la función de servicio público, se deben establecer servidumbres legales para el desarrollo de la infraestructura energética cuando no se hayan constituido servidumbres voluntarias. En este sentido, la presente iniciativa de ley debe concordarse con el proyecto de ley sobre concesiones eléctricas y servidumbres (Boletín N°8270-08).


- En el largo plazo, se necesita una planificación con un horizonte de veinte años, mayor certeza para las inversiones (ETF), definición de “holguras” optimizando su rentabilidad social, la incorporación de ERNC y nuevas definiciones para el sistema troncal (transversales o ramales). La existencia de las ERNC, dijo, incrementa el problema de transmisión porque se pierden economías de escala por tratarse de proyectos pequeños y distribuidos geográficamente (su existencia es un nuevo desafío para la transmisión).


En otro orden de ideas, destacó que el proyecto de ley propende a acercar el sistema troncal a cualquier polo de generación. Pero para que este propósito se cumpla, arguyó, hay que llegar primero hasta el troncal. Las centrales generadoras, cualquiera sea su tecnología, producen su energía y potencia en niveles de voltajes no superiores a 25 KV. Para que esa energía ingrese al sistema troncal se debe elevar el nivel de voltaje y transportarse desde donde es generada a través de un sistema adicional, cuyos costos deben ser asumidos por los propietarios de las centrales generadoras. Por eso es relevante que la iniciativa mantenga la garantía del acceso abierto para todos los operadores.


El personero fue partidario de efectuar las siguientes adecuaciones al proyecto de ley:


- El proceso de notificación contemplado en el desarrollo del EFT debe homologarse con el proceso que contemple el proyecto de ley de concesiones eléctricas y servidumbres.


- Se deben incluir mejoras al actual proceso de licitaciones de nuevas obras y garantías financieras, mediante un mecanismo como el derecho de subrogación.


- La concesión otorgada a los adjudicatarios de la construcción y operación de los proyectos asociados a franjas troncales debería permitir un acceso temprano a los terrenos, por medio de un pago provisorio a sus dueños que no afecte sus derechos de propiedad.


- Se requieren criterios objetivos para la determinación de las holguras que serán financiadas en un plazo de veinte años por la demanda.


- Se debe excluir a los proyectos de ampliación de las indemnizaciones que está obligado pagar el concesionario; definir atribuciones, derechos y obligaciones de los denominados “concesionarios”, y regular el funcionamiento y las facultades del comité interministerial.


El desarrollo del sistema de transmisión, concluyó, será beneficioso para el consumidor en la medida que la planificación incorpore adecuadamente y de manera flexible la información disponible del mercado eléctrico y facilite la inversión oportuna, suficiente y segura, y que la tarifa final exprese el desarrollo oportuno de la transmisión asociada a polos de generación con las holguras óptimas para aprovechar economías de escala.


El Ministro de Energía explicó que tratándose del impacto que tendrá en los costos que las holguras de los ramales sean con cargo a la demanda, el sistema tarifario actual está regulado de tal manera que la remuneración de los propietarios del sistema de transmisión troncal corresponde al denominado valor anual de transmisión por tramo (VATT). Este último corresponde a la suma de dos componentes: la anualidad del valor de inversión (AVI) y la anualidad de costos de operación, mantenimiento y administración de las líneas (COMA). Las tarifas que pagan los usuarios se determinan según el uso esperado que hagan de las instalaciones y de su ubicación en el sistema. Al efecto se define un área de influencia común (de Nogales a Cabrero) en que la tarifa se paga 80% generadores y 20% demanda. En los tramos que quedan fuera de esa área se paga de acuerdo al sentido de los flujos: si la energía fluye hacia el área de influencia común pagan los generadores en el extremo, y si la energía fluye desde el área de influencia común paga la demanda en el extremo. Actualmente, sin la carretera eléctrica, las líneas de inyección de centrales no forman parte de las tarifas de clientes finales y las generadoras definen sus propias líneas según requerimientos individuales (además las líneas no tienen acceso abierto). Lo que plantea el proyecto en discusión es mantener el sistema de peaje del troncal longitudinal, que el desarrollo de ramales se haga según necesidades globales del polo, que los ramales tengan acceso abierto, que las generadoras paguen ramales a medida que se van conectando y que la demanda financie las holguras de los ramales.


En materia de tarifas, aseguró que sólo habrá efectos temporales debido a la incorporación de los ramales al troncal, pero en el largo plazo se lograrán menores precios merced a economías de escala en transmisión. Sobre los efectos en tarifas de ramales, señaló que hoy la planificación del sistema troncal no aborda la definición de ramales de generación, y le entrega a los desarrolladores privados de los proyectos de generación el diseño y construcción de las líneas de conexión al troncal. No obstante, se cuenta con antecedentes de proyectos de generación que permiten visualizar algunos ejemplos de lo que serían ramales. Cabe consignar que mediante oficio Nº 1319, de 29 de octubre de 2012, el Ministerio de Energía hizo una estimación preliminar para cinco polos de desarrollo y sus “ramales” de conexión. En los escenarios planteados para hacer los cálculos los costos no alcanzan al 1% de la cuenta.


A su turno, el Gerente de ENEL GREEN POWER, señor Cristián Herrera, indicó que siendo las ERNC una necesidad para el país se hace necesario agilizar la tramitación del marco normativo que las regulará. Pero también, urge incorporar elementos en materia de geotermia que permitan compartir el riesgo exploratorio entre privados y el Estado. Así, si bien hay que aumentar la participación de las ERNC en la matriz energética, ello no debe hacerse de manera artificial mediante un incremento al límite hidro (de 40 MW a 100MW). Por otra parte, sostuvo la necesidad de introducir mayor certeza en los procedimientos de consulta a las comunidades en el marco del Convenio N° 169 de la OIT. Además, se manifestó preocupado por el atraso que se observa en la tramitación de permisos ambientales, agravado por la falta de conocimiento de las nuevas tecnologías (lo cual justifica la conveniencia de establecer mecanismos que eviten la especulación sobre las concesiones).


En lo que atañe a la carretera eléctrica, consideró que las redes de transmisión e interconexiones son una pieza faltante clave en la figura, que necesitan desarrollarse apropiadamente para abrir el mercado y lograr eficiencias. En este ámbito la interconexión SIC-SING y los proyectos de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas y el que regula la carretera son iniciativas positivas: sus principios inspiradores son los correctos y contribuyen a un mejor desarrollo de los segmentos de generación y transmisión, lo cual beneficiará a los consumidores finales. Para el personero el acceso abierto irrestricto a las líneas de la carretera eléctrica es muy favorable, porque facilita la conexión de generación a líneas que hoy son calificadas en el segmento de transmisión adicional (respecto del cual no existe una regulación apropiada). En todo caso, dijo, a objeto de incentivar el desarrollo de las ERNC es necesario morigerar las condiciones para que los tramos transversales sean parte de la carretera eléctrica (que no necesariamente sea de 220 KV). No obstante, agregó, por más favorables que sean estos proyectos de ley no resolverán los problemas de transmisión en el corto y mediano plazo, período durante el cual las ERNC pueden aliviar localmente la generación más ineficiente y reducir los costos del sistema.


En los últimos años, recordó, diferentes organismos europeos han llevado a cabo análisis y estudios para establecer las estrategias necesarias que permitan integrar las energías renovables en un escenario futuro de cumplimiento de los objetivos ambientales, de eficiencia y seguridad de suministro acordados en el seno de la UE. Asimismo, organismos privados vinculados al sector eléctrico, universidades y centros de estudio, han publicado informes sobre el avance de la integración de estas energías en Europa, y analizado los mecanismos necesarios para lograr los objetivos de la comunitarios. Así, en junio de 2012 la Comisión Europea envió al Parlamento Europeo y a los distintos comités involucrados un informe (“Renewable energy, a major player in the european energy market”) sobre la importancia de la integración de las energías renovables y el estado actual de los distintos proyectos en curso. Sus principales conclusiones son las siguientes:


- En materia de legislación, se requieren mecanismos de apoyo adaptables según grado de penetración, tecnología y nivel de madurez, así como instrumentos que aseguren la sostenibilidad de las inversiones y otorguen respaldo económico y administrativo.


- En relación con el mercado, si bien las energías eólica y fotovoltaica han reducido costos, es necesario acercarlas a la denominada paridad de red. Para ello es necesario diseñar mercados flexibles que permitan la reserva de potencia (pagos por capacidad), y transformar a los consumidores en actores activos del mercado mediante gestión de la demanda y redes inteligentes.


- En infraestructura, se debe potenciar el desarrollo de las redes trasfronterizas con planes a largo plazo, para lo cual cabe agilizar la tramitación y gestionar la asignación de costos  y la aceptación pública.


El personero se mostró partidario de darle un mayor impulso a las ERNC en conjunto con la carretera eléctrica. Estas energías, arguyó, son cada día más competitivas. Sólo falta remover algunas barreras para su desarrollo efectivo (como permisos y acceso a la red). ENEL GREEN POWER se propone contribuir al trabajo legislativo en relación con las nuevas tecnologías, para generar cuerpos normativos eficaces y adecuados a la realidad nacional.


Enseguida hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G. (ACERA), señor Alfredo Solar, quien formuló algunas observaciones críticas al proyecto.


En primer término, sostuvo que la iniciativa en discusión no es una solución para el corto y mediano plazo porque, de aprobarse, las primeras inversiones se realizarán en siete u ocho años más, lo que implica una contingencia en lo inmediato que queda sin resolver. Al respecto hizo presente que existen desacoples importantes en transmisión y precios de energía que están mermando las inversiones en el sector minero y residencial, entre otros. Las ERNC si bien pueden hacer, en su opinión, un aporte significativo para acometer los problemas más urgentes, su contribución no viene aparejada necesariamente con el proyecto sobre carretera.


El personero precisó que el proyecto no soluciona los desacoples eléctricos, porque en algunos casos los mismos actores se benefician de ellos. Esto podría significar que, incluso, el proyecto termine fomentando mayores desacoples: al existir mejores precios aumentarán los proyectos de generación para aprovecharlos. Además, añadió, no es una iniciativa pensada para las ERNC porque beneficia proyectos de 220 KV hacia arriba, lo que deja fuera alrededor del 80% o más de los proyectos de ERNC. En tal sentido a su juicio es fundamental resolver el problema de la tensión del voltaje, lo que podría hacerse incorporando la subtransmisión o los transformadores de elevación de tensiones menores a 220 KV. De lo contrario, para ACERA el proyecto no tiene ningún sentido.


Por otra parte, señaló, se deben agregar otros conceptos, así, por ejemplo, el de mini-carretera o carreteras transversales, para llegar a los proyectos medianos y pequeños. A diferencia de quienes creen que las ERNC agravan el problema de transmisión, existe ya bastante experiencia internacional acumulada que demuestra que ello no es efectivo: las ERNC mejoran la transmisión porque al estar distribuidas permiten conexiones más cercanas en tensiones más bajas. Así, pueden estar cerca de los centros de consumo y aliviar la transmisión de los grandes sistemas troncales.


En resumen, dijo, los temas claves son voltaje o transformación de voltaje, incorporación de la sub-transmisión y definición clara de los objetivos del legislador respecto de las ERNC.


El Honorable Senador señor Cantero consideró necesario actuar dentro del marco del proceso legislativo, esto es, darle mayor fluidez a la tramitación del proyecto para luego formular las indicaciones que se requieran para perfeccionarlo. La idea es que el proyecto atienda a la matriz energética completa.


El Honorable Senador señor Orpis previno que este proyecto está vinculado con otros, que contienen definiciones similares. Como las soluciones legislativas no pueden resultar contradictorias unas con otras, es imprescindible cuidar que exista concordancia entre las definiciones.


El Honorable Senador señor Prokurica, luego de llamar la atención acerca de la gravedad del problema energético nacional y su repercusión en el crecimiento y la inversión, sostuvo que si bien el proyecto en discusión por sí solo no lo resolverá, constituye una herramienta y parte esencial de la solución. En tal sentido, fue de opinión de avanzar en su tramitación. Ello se justifica, además, desde el momento en que, hasta ahora, ningún expositor ha abogado por el rechazo de la iniciativa. Así, coincidió en torno a la conveniencia de aprobar la idea de legislar en la materia. Luego se buscarán en conjunto con el Ejecutivo las indicaciones que perfeccionen el proyecto. 


La Honorable Senadora señora Allende enfatizó que existen temas relevantes que suscitan dudas, partiendo por el hecho de que en esta materia actualmente hay en tramitación dos proyectos de ley distintos (uno de ellos en la H. Cámara de Diputados). No puede haber contradicción entre ambos.


Lo anterior, adujo, exige el tiempo que sea necesario para obtener respuestas del Ejecutivo en torno a las diversas inquietudes que existen. Además, recordó, todavía hay instituciones ligadas a los pueblos originarios que deben ser escuchadas en relación con el Convenio Nº 169 de la OIT, así como expertos constitucionalistas cuya opinión debe ser analizada.


Enseguida, la señora Senadora consultó al Ejecutivo respecto de la justificación para que las servidumbres tengan el carácter de utilidad pública, cuando su titular no será el Estado de Chile.


Asimismo, en relación con lo expuesto por ENEL GREEN POWER y ACERA, indicó que mientras no se corrijan la sub-transmisión o el voltaje las ERNC no están siendo beneficiadas, aun cuando se ha argumentado que este proyecto es un instrumento que las favorece porque les facilita la transmisión. En este ámbito no ha habido claridad por parte del Ejecutivo. En todo caso, instó por seguir avanzando en el proyecto 20/20 y abordar el tema de las barreras de transmisión que existen para las ERNC (estos temas son de mediano y largo plazo).


El Honorable Senador señor Gómez, al hacer uso de la palabra, se refirió al informe de la Excma. Corte Suprema relativo al proyecto en discusión. El señor Senador advirtió que dicho informe plantea un escenario complejo: a juicio de la Excma. Corte el proyecto implica una forma de expropiación regulatoria, y no puede olvidarse que la Carta Fundamental en tal caso exige una ley expropiatoria. Además, el Tribunal también planteó que contemplar un sistema de arbitraje para resolver acerca de las servidumbres implica alterar el sistema jurisdiccional y debilitar la judicatura ordinaria.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó su preocupación por el colapso que afecta al sistema eléctrico. Han transcurrido cuatro años, dijo, sin que el Congreso Nacional se haya hecho cargo de esta situación. Por tal razón es imperioso ahora avanzar en este proyecto: hay una necesidad de certeza jurídica para tomar decisiones de inversión. Al concluir abogó por agilizar la tramitación de los proyectos de ley eléctricos.

En sesión posterior la Comisión recibió en audiencia al Profesor de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile señor Roberto Román, quien en primer término destacó que Chile tiene la ventaja de disponer de un amplio espectro de fuentes de energías renovables, que son limpias, locales y se distribuyen a lo largo de todo el país. Enseguida sostuvo que el proyecto de carretera eléctrica se necesita y tiene sentido, porque recoge la realidad de las energías de que disponemos. Pero, advirtió, la iniciativa no aborda adecuadamente el problema, porque no se estructura a partir del criterio referido a dónde se está usando la energía, con qué fin, en qué cantidad y cuál es la forma más razonable de utilizarse. En tal sentido casi el 90% del proyecto se aboca a regular el acceso a franjas y servidumbres, con métodos que consideró expropiatorios y sin participación de la ciudadanía.

En este contexto, afirmó que varias de las fuentes energéticas ya son competitivas y el resto también lo será en el corto y mediano plazo. La pequeña cantidad de ERNC ya en el sistema ha reducido el costo en la generación al evitar el consumo de combustibles fósiles. En todo caso, estimó que con más penetración de la ERNC los costos marginales disminuirán todavía más. Sin embargo, existen importantes barreras al ingreso al mercado de las ERNC: la más relevante está constituida por la imposibilidad de establecer contratos de suministro de energía de largo plazo (esencial para atraer inversión en el sector). Si se pretende utilizar el potencial de Chile, se debe fomentar un activo mercado de contratos de largo plazo. No debe olvidarse, dijo, que los costos menores de energía de las compañías de ERNC implican mayor competitividad económica y una matriz de generación limpia y de bajo impacto ambiental.

A continuación, el académico enumeró una serie de mitos referidos al tema energético, a saber: (i) la demanda eléctrica se duplica cada diez años; (ii) las energías renovables no convencionales son una apuesta muy a futuro y hoy son tres a seis veces más caras que la hidroelectricidad en gran escala, y (iii) no existen otras alternativas económicas a Hidroaysén salvo más carbón y combustibles fósiles (y si no se adoptan estas opciones deberá recurrirse a la energía nuclear).

Sobre el particular, el académico explicó que para que la demanda eléctrica se duplique cada diez años debería crecer al 7,1% anual. Sin embargo, en circunstancias cambiantes a nivel nacional e internacional, desde hace más de cinco años el PIB tiende a crecer más rápido que el aumento de la demanda eléctrica y el aumento de precios de los combustibles en un factor equivalente a más de tres en el período, todo lo cual tiende a reducir la demanda. Además han variado las tecnologías, en especial en materia de eficiencia energética, lo que también reduce la demanda. Por último, se han producido cambios en los procesos finales de uso de energía. El norte chileno no es igual al sur, dijo, porque el SING es muy distinto al SIC. Asimismo, en el caso del sistema eléctrico chileno el motor de cambio del SING es totalmente diferente del SIC, ya que en el primero más del 85% de la demanda eléctrica proviene de la minería, en tanto que en el segundo la minería representa sólo el 30% a 40% de la demanda (a futuro debería llegar al 60%).

En este orden de ideas, recordó que los procesos mineros han sufrido relevantes cambios a partir de 1990: han entrado los procesos eléctricos y se ha ampliado la producción. Así, mientras en el SIC existen diversas formas de generar energía eléctrica, en el SING el recurso hidráulico es casi inexistente. Las diferencias quedan claras al analizar la tendencia histórica para el período 1993-2010: el SING más el SIC crecieron a una tasa promedio de 6,7%, pero el SING lo hizo al 22% mientras el SIC sólo al 5,4% anual. Con todo, el aumento de demanda eléctrica se ha ralentizado en los últimos cinco años, lo que refleja modificaciones en los procesos y un mayor costo de la energía. Así las cosas, para el SIC y el SING el aumento de la demanda estará en torno al 4% anual o menos, a consecuencia de la mayor eficiencia y los cambios tecnológicos que están ocurriendo en el mundo y Chile. El CADE proyectó un aumento de largo plazo entre 4% y 4,5% anual y la CTTP uno entre 3,5% a 4% anual: consideradas esas proyecciones, para duplicar demanda deben pasar al menos quince a diecisiete años.

En cuanto al mito de que las ERNC son caras, el investigador sostuvo que para analizar esta afirmación NRDC contrató los servicios expertos de Bloomberg New Energy Finance (BNEF) y de VALGESTA Energía. Ambas entidades realizaron un estudio sobre el llamado “costo nivelado de energía” (LCOE, por sus siglas en inglés), cuyas principales conclusiones son las siguientes:

- En general las ERNC se harán cada vez más competitivas frente a las fuentes convencionales de energía.

- Las nuevas fuentes de biogás, pequeñas hidroeléctricas, biomasa, energía eólica terrestre y energía geotérmica ya compiten con los costos de las principales tecnologías de Chile de grandes hidroeléctricas y termoeléctricas de gas natural. Incluso, pronto la energía solar también podrá competir.

- La volatilidad de los precios de los combustibles fósiles aumenta la competitividad de las ERNC. 

Aunque el análisis no los considera, previno el académico, determinados factores externos como la huella de carbono, la contaminación del aire y del agua y los efectos en el ecosistema, también aumentan la competitividad de las ERNC. Una mirada retrospectiva permite concluir que desde el año 2011 el biogás, las pequeñas hidroeléctricas, la biomasa, la energía geotérmica y la energía eólica terrestre ya son fuentes de energía competitivas. Para 2020 se incorporarán a estas tecnologías la energía termosolar y la fotovoltaica, y para 2030 todas las tecnologías renovables serán más económicas o competitivas que las fuentes de energía convencional.

Luego se refirió a la evolución de los sistemas de gran potencia. Al respecto, señaló que hoy los costos han bajado a menos de US$0,70/Watt peak para las celdas y menos de US$1,50 por Watt nominal para grandes sistemas. Para sistemas pequeños, dijo, los costos instalados están cerca de los US$2,50 por Watt nominal para sistemas conectados a red. La rentabilidad de un sistema dependerá básicamente de la disponibilidad de radiación solar, lo que determinará el factor de planta obtenible. El factor de planta máximo para una central solar FV sin acumulación de energía puede alcanzar un valor de entre 30% a 40% a latitudes no muy alejadas del Ecuador. En nuestro país un sistema con tracking en un eje puede alcanzar factores de planta del orden de 32% a 34%.

Con todo, para afianzar la competitividad de las ERNC el académico recomendó asegurar que el 20% de toda la energía generada en 2020 sea mediante ERNC; modificar la ley N° 20.257 para obtener ahorros adicionales de las tecnologías de ERNC y acelerar la viabilidad económica de las que competirán en el mercado; transformar el mercado de “cliente libre” para fomentar el uso de las ERNC, y crear unidades de energía ecológica certificadas, para que los clientes libres puedan demostrar que los productos que ofrecen cuentan con parámetros de “energía ecológica” (lo cual aumentará su competitividad). Al efecto, una alternativa es solicitar a las empresas mineras y a los grandes usuarios comerciales o industriales que compren un determinado porcentaje de energía renovable cada año o en relación con cualquier aumento en el consumo energético, a causa de operaciones nuevas o mejoradas.

En lo que atañe al mito de que no existen otras alternativas económicas a Hidroaysén salvo más carbón, combustibles fósiles o energía nuclear, arguyó que el SIC se caracteriza hoy por la existencia de una curva de demanda mucho más pareja que en el pasado. Además en la noche no hay grandes problemas de demanda, que sólo se ve impactada de manera significativa con la actividad minera. En materia de penetración podría ingresar del 30% al 40% de ERNC, pues desplazan al gas y diésel. La mayor parte debe ser geotermia y solar con acumulación térmica, con lo que se desplazan las energías más caras con costo marginal por sobre US$250/MWh.

En relación con la integración segura de las ERNC, sostuvo que las energías eólica e hidroeléctrica se han utilizado de manera conjunta en todo el mundo (cuando la energía eólica desplaza a la hidroeléctrica se conserva el agua en las represas). Cuando la energía eólica desplaza a la energía térmica se evita el costo de combustible. Así, las fuentes de energía hidroeléctrica flexibles y el enorme potencial de Chile en ERNC implican que el costo adicional generado por la variabilidad (“costo de integración”) sea muy bajo. En el SIC existen recursos que permiten hasta triplicar la generación eléctrica de aquí al 2030 a precios totalmente competitivos.

En opinión del académico el sistema eléctrico chileno opera como un mecanismo de apuestas, donde los oferentes (las grandes empresas) hacen sus propuestas de nuevos proyectos. El objetivo es contar con los permisos ambientales y asegurar los contratos de suministro de energía. Una vez asegurados los contratos, entonces el proyecto de desarrolla etapa por etapa. Otro objetivo es minimizar la inversión y usar las tecnologías más conservadoras posibles. En ese entendido, dijo, se debe aspirar a:

- Que nuestro sistema eléctrico sea tal, y no simplemente un conjunto de generadoras asociadas a consumos específicos. Esto implica reforzar y mejorar las redes de transmisión para permitir mover grandes bloques de energía (la carretera eléctrica); permitir a las ERNC incorporarse con contratos de suministro de largo plazo (para evitar la distorsión actual); si se incorpora energía térmica, privilegiar aquella proveniente de plantas que operan con GNL (gas natural licuado) por sus menores emisiones y sencillez para coordinarse con ERNC variables, y fomentar la ley del net mettering y la instalación de campos FV (capaces de generar a precios competitivos con el gas e incluso el carbón).

- Que el reclamo ciudadano, esencial, se transforme en una propuesta inteligente. Es necesario que la ciudadanía se pregunte para qué se necesita la energía (o el agua); analice si hay alternativas mejores y si la inversión se justifica (pues brinda beneficios a las comunidades afectadas); estudie diferentes opciones, y considere al sistema eléctrico como tal y no como una mesa de juego en la cual algunos jugadores son sus controladores.

El señor Román concluyó su intervención refiriéndose a dos debilidades que observa en la iniciativa: 

La primera, que el proyecto está planteado en términos muy genéricos y carece de definiciones fundamentales. Estas son situaciones que implican el riesgo cierto de que en el futuro se judicialicen los problemas y se originen conflictos ciudadanos (por la ausencia de instrumentos de participación ciudadana).

La segunda, que el proyecto contempla un mecanismo ambiguo por el que bienes públicos pasan a ser bienes privados, mediante una fórmula que tiene caracteres expropiatorios (y que permitirá entregar la propiedad de la franja a las concesionarias privadas, con el apoyo del Estado).

Enseguida hizo uso de la palabra la representante del Observatorio Ciudadano, señora Nancy Yáñez, quien comenzó aludiendo a los principios rectores del Convenio Nº 169 de la OIT. Este instrumento internacional, dijo, es clave para evaluar el impacto social que pueda tener un proyecto como el de la carretera eléctrica. Tales principios son los siguientes:

- El derecho a la participación, consulta y consentimiento libre e informado (artículos 6° y 7° del Convenio). Tratándose de la iniciativa en discusión, existe una doble cuestión de interés público involucrada: por una parte, la necesidad de generar alternativas para el desarrollo energético del país, que coincide además con la necesidad de proveer los recursos necesarios para el desarrollo económico de un modelo que se funda en la industria extractiva; por la otra, el imperativo de proteger a los pueblos indígenas que viven dentro de las fronteras de nuestro país, en circunstancias que el elemento territorial es uno de los que estructura sus sistema de vida y costumbre. En opinión de la personera no se puede avanzar en un proyecto de estas características si no se tiene en consideración que parte de ese territorio está comprometido, y sin la participación directa de los pueblos indígenas para que puedan incidir en la toma de decisiones.

En este sentido, el Convenio N° 169 requiere que los gobiernos establezcan los medios que permitan a los pueblos interesados participar en la toma de decisiones a todos los niveles y, en general, cada vez que se adopten medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. Ello se requiere especialmente en los siguientes casos: antes de emprender cualquier actividad de exploración o explotación de minerales u otros recursos naturales que se encuentren en las tierras o territorios indígenas; cada vez que sea necesario trasladar a las comunidades indígenas y tribales de sus tierras tradicionales a otro lugar, y antes de diseñar y ejecutar programas de formación profesional dirigidos a los referidos pueblos

- La buena fe. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe. El alcance de este principio supone que los mecanismos de consulta deben implementarse de una manera apropiada a las circunstancias y con la finalidad precisa de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

- El autogobierno. Se concibe como el derecho de los pueblos a establecer sus prioridades en materia de desarrollo (artículo 7° del Convenio) Según la interpretación fidedigna de la OIT, se establecen las bases jurídicas del autogobierno como el derecho que tienen los pueblos indígenas y tribales a decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural.

- El mejoramiento progresivo de derechos. Se trata de instar por el mejoramiento progresivo de las condiciones de vida de los pueblos indígenas y tribales. Los planes de desarrollo económico que conciernan a las áreas ocupadas por las comunidades indígenas y tribales, deberán diseñarse con miras a mejorar sus condiciones de vida, oportunidades de empleo y logros en materia de educación.

- En materia de participación, los pueblos indígenas y tribales tienen el derecho de participar en todas y cada una de las etapas de un proyecto, política o programa, desde su concepción o diseño hasta su aplicación y evaluación. Asimismo, participarán en la adopción de decisiones a todos los niveles (local, nacional o regional) de instituciones políticas electivas, sean de administraciones nacionales y locales. La participación se efectuará a través de las propias instituciones tradicionales u organismos representativos de los pueblos interesados, y no mediante estructuras impuestas desde fuera de la comunidad, salvo que ésta las acepte. La particularidad del estándar de consulta es que no otorga derecho a veto, pero debe efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. Cabe consignar que la consulta constituye un marco normativo destinado a fortalecer el poder de negociación de los pueblos interesados. Así, según lo ha expresado la propia OIT, el Convenio N° 169 brinda a los pueblos indígenas y tribales la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones y de influir en ellas, para lo cual dispone el espacio necesario para que puedan negociar a fin de proteger sus derechos.

- El consentimiento libre e informado en lo que atañe a la prohibición de traslado. Como principio rector la OIT establece que los pueblos indígenas y tribales no deben ser trasladados de sus tierras. En el evento de producirse la reubicación ésta tendrá lugar a título de medida excepcional y en circunstancias que se consideren inevitables. En este sentido, la medida adoptada por el Convenio para evitar el desplazamiento forzoso es exigir que se pida a los pueblos interesados su consentimiento, expresado libremente y luego de haber recibido una información clara y cabal sobre todos los hechos y cifras pertinentes. Esto significa que los pueblos indígenas y tribales deben comprender cabalmente el sentido y las consecuencias del desplazamiento sobre el cual han de manifestar su acuerdo y aceptación. En el evento de que los pueblos indígenas y tribales no estén de acuerdo pero la reubicación sea inevitable, ésta debe llevarse a cabo en forma participativa y transparente y con plena conciencia y colaboración de los interesados. En una reubicación forzosa las directrices son realizar una encuesta pública, considerar el derecho a regresar, contemplar el reasentamiento y rehabilitación de espacios, incluir una compensación con tierras de calidad equivalente y conforme a un título igual o mejor al que ampara las tierras pérdidas e indemnizar en forma íntegra los daños sufridos como consecuencia de la reubicación.

Frente a una pregunta surgida en el seno de la Comisión, sostuvo que tratándose de la consulta en caso de exploración o explotación de minerales u otros recursos naturales que se encuentren en las tierras o territorios indígenas, si el Estado tiene la propiedad de dichos recursos (minerales, hídricos o de otro tipo) o tiene derechos sobre otros recursos existentes en ellas, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados a fin de determinar si los intereses de éstos resultan perjudicados y en qué medida. Ello antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en esas tierras. Con todo, se reconoce el derecho de los pueblos interesados a participar, siempre que sea posible, de los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de tal actividad.

En caso de explotación de recursos del subsuelo, es responsabilidad del Estado garantizar la consulta aun cuando haya otorgado a un tercero los derechos de exploración o explotación de esos recursos (principalmente minerales). La consulta debe instaurarse antes de comenzar la prospección minera, la cual puede ser en sí misma perjudicial. Durante la consulta los pueblos interesados deben tener la oportunidad de expresar sus preocupaciones. Si no desean ninguna extracción pueden exponer las razones por las cuales dicha exploración o explotación es perjudicial (destrucción ambiental, problemas de salud, pérdida de la base de sus economías de subsistencia).

- Participación en los beneficios de la explotación y derecho a ser indemnizados. Este derecho otorga a los pueblos interesados un poder de negociación para consensuar acuerdos de impacto-beneficio con las empresas que les permitan reducir los efectos ambientales, garantizar la restauración de los daños y participar de los beneficios de la explotación en términos de asegurar el beneficio mutuo.

En ese entendido, las condiciones de la consulta del relator de la OIT son las siguientes: debe ser previa; el procedimiento de consulta debe ser consensuado con las organizaciones indígenas; no se agota con la mera información; debe ser de buena fe y orientarse a alcanzar un acuerdo; debe ser adecuada y a través de las instituciones representativas indígenas, y debe ser sistemática y transparente

En materia de derechos territoriales (artículos 13 a 19 del Convenio), la personera explicó que los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación. La utilización del término “tierras” (en los artículos 15 y 16) deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera. En dicho territorio deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión y, además, deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.

La representante del Observatorio Ciudadano hizo presente que el primer instrumento internacional que relaciona a los pueblos indígenas con el medio ambiente es el Convenio N° 169. Este instrumento, dijo, impone a los Estados la obligación de adoptar medidas para proteger el medio ambiente indígena, realizar estudios de impacto ambiental, reconocer sus derechos de subsistencia, proteger los recursos naturales y proteger y preservar los territorios de los pueblos indígenas a través del consentimiento libre e informado, con participación en los beneficios de la explotación y compensación por los daños. La tutela del medio ambiente indígena obliga a los gobiernos a respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.

La personera del Observatorio, a propósito de la necesidad de respetar el Convenio N° 169, destacó que existe jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema según la cual se comprometería la seguridad y honor del Estado de Chile ante la comunidad internacional si se prescindiera de aplicar las normas internacionales cuando ello fuera procedente. Es un principio reconocido universalmente que las naciones civilizadas no pueden invocar su derecho interno para eludir las obligaciones y compromisos internacionales asumidos por los tratados (lo que de producirse debilitaría el Estado de Derecho). En la historia fidedigna del establecimiento del inciso segundo del artículo 5º de la Carta Fundamental, agrega la Corte, queda claramente establecido que la soberanía interna del Estado de Chile reconoce como límite los derechos que emanan de la naturaleza humana. Estos valores son superiores a toda norma que puedan imponer las autoridades del Estado, incluido el propio poder constituyente. La interpretación de los instrumentos internacionales debe ceñirse a la jurisprudencia de los órganos internacionales llamados a aplicarlos. En tal sentido la Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia de 5 de enero de 2004, consideró como interpretación fidedigna y suprema de la Convención Americana de Derechos Humanos la emanada de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

Finalmente, recomendó establecer en el proyecto de ley mecanismos judiciales adecuados para el ejercicio de los derechos por parte de los involucrados; considerar en el trazado de la carretera el impacto cultural que experimentará el pueblo eventualmente afectado, y revisar los procedimientos de oposición y reclamo (en especial porque no se contempla mecanismo alguno que asegure los derechos de los pueblos originarios). Al respecto planteó la conveniencia de establecer un sistema de notificaciones que permita realmente comunicar a los afectados que serán objeto de restricciones a su propiedad, aspecto que una notificación por avisos no satisface (menos en el caso de las comunidades indígenas que viven en lugares apartados y que podrían ser los más perjudicados).

El Honorable Senador señor Gómez, si bien coincidió en que la carretera eléctrica es una idea interesante, estimó que el proyecto por la forma en que está estructurado impide el desarrollo regional de las energías. En este sentido, fue partidario para desarrollar las ERNC de invertir en las regiones en lugar de hacerlo en la carretera eléctrica. Preferir una carretera eléctrica es un asunto político. Se sabe que si una ERNC quiere integrarse a la carretera requiere de un convertidor, el cual tiene un valor de alrededor de US$10 millones. Costos de esa magnitud tornan inviables los proyectos pequeños si el Estado no interviene.

El señor Senador se mostró interesado en conocer cuál ha sido la experiencia en materia de consulta a comunidades indígenas y cual sería la forma en que podría ser abordada.

La Honorable Senadora señora Allende, si bien compartió la idea de una carretera eléctrica, destacó que su diseño no es compatible con las ERNC. Por lo mismo, agregó, la cuestión central es determinar si efectivamente el proyecto permitirá el ingreso de este tipo de energías al sistema actual. Por otra parte, también requirió antecedentes acerca de la experiencia existente en materia de consultas a las comunidades indígenas.

El académico señor Román señaló que uno de los problemas del proyecto radica en que aun cuando persigue el fortalecimiento de la transmisión no se vislumbra claramente el beneficio que tendrá para los ciudadanos, sino que más bien la iniciativa legal favorece a grandes proyectos de generación eléctrica. Por ello sugirió revisar la pertinencia del proyecto: si luego de esa revisión se decide ejecutarlo, quizá convenga hacerlo primero en un plan piloto que se vaya expandiendo progresivamente (esto podría evitar conflictos como el surgido con el Transantiago, dijo). El lugar clave para comenzar dicho proceso es el norte del país, que tiene una relevante potencialidad en ERNC y permitiría darles mayor cabida. Además existe la necesidad de interconectar el SING y efectuar más inversiones.

No obstante, previno, se deben resolver las dudas e inquietudes constitucionales que el proyecto suscita. No se debe dejar sólo en manos administrativas la resolución de los proyectos, sin consulta a la ciudadanía. Es imprescindible focalizar los objetivos de la iniciativa (como a propósito del net mettering).

La representante del Observatorio Ciudadano recordó que ha sido recurrente en el ámbito de la representación la sistemática negativa de ciertos sectores de las comunidades indígenas a participar. Una alternativa viable para ir resolviendo este asunto se relaciona con la calidad de la participación y la consulta. En este sentido las decisiones acerca de la carretera eléctrica deberán responder tres aspectos medulares:

- Quiénes participan (la atomización de los pueblos originarios es expresión de la diversidad que existe). Hay distintas experiencias, desde el mapeo de actores para definir quiénes deben ser convocados a un proceso de participación hasta mejorar el marco institucional de la participación (para determinar cómo se ejerce el derecho de representación mas allá del sufragio).

- Qué se consulta. Porque es esencial determinar las materia que serán sometidas a deliberación.

- Qué efectos tendrá la deliberación al interior de las comunidades para el proceso mismo.

En la medida que se responda adecuadamente lo anterior, se irán creando procesos de participación más legítimos. La experiencia internacional muestra que los procesos efectivos, que logran condiciones de gobernabilidad, son aquellos que tienen legitimidad. Y para tener legitimidad la mayoría de los afectados debe sentir que está involucrada en el proceso, el cual a su vez debe ser equitativo.

El señor Ministro de Energía enfatizó que la actual fragilidad del SIC está imponiendo costos a la ciudadanía (por concepto de interrupciones de servicio) y mayores costos de energía de los que podrían estarse pagando. Dicha fragilidad tampoco favorece el desarrollo de las ERNC, cuyas fuentes de generación no están cerca de los centros de consumo. Esto implica que igualmente habrá que construir las líneas necesarias para transmitirlas, las que actualmente demoran en promedio cinco años en su construcción. Dada la actual situación, las ERNC debieran ser las más determinantes. Chile es un país pequeño que exporta gran parte de su producto y no puede desatender el costo de la energía, razón por la cual se debe estar abierto a que los mecanismos de generación de electricidad con recursos propios también permitan bajar el costo de la energía. Mientras el GNL puede ser una solución gradual para el carbón, los proyectos sobre carretera y concesiones eléctricas solucionarán algunos de los problemas actuales, en especial el hecho de que son los privados quienes deciden sobre los trazados. La iniciativa en discusión busca socializar una franja y optimizar la solución que como comunidad se adopte en cuanto a las líneas a implementar.

Si bien el proyecto es perfectible, arguyó, lo relevante es dar una señal política en el sentido de abordar los actuales problemas.

El Honorable Senador señor Gómez, junto con solicitar mayor precisión del Ejecutivo en aspectos centrales del proyecto, advirtió que para que las ERNC tengan real participación requieren de otra formulación e inversión.

En opinión del señor Senador no parece haber voluntad para avanzar en el desarrollo de las ERNC. Por el contrario el proyecto no las favorece e iría en directo beneficio de las grandes empresas. Al respecto recordó que el Ejecutivo en un principio patrocinó el proyecto 20/20, pero ahora le ha restado impulso.

El Profesor señor Román explicó que la necesidad que reviste este proyecto de ley se puede apreciar cuando se considera que si bien en ciertos lugares del país existe gran capacidad instalada, no hay posibilidad de transmitir la energía respectiva.

El Honorable Senador señor Prokurica reiteró que ningún expositor ha dicho que este proyecto no sea necesario. Sin carretera eléctrica, afirmó, no van a desarrollarse las ERNC. La mayoría de los proyectos existentes en diferentes regiones todavía están detenidos debido al grave problema de transmisión que se padece: ninguna energía podrá ingresar al sistema en las condiciones actuales. En tal sentido, dijo, es urgente tramitar el proyecto para comenzar a enfrentar los problemas existentes en la materia.


En sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al Ministro de la Excma. Corte Suprema señor Sergio Muñoz Gajardo, quien señaló que la Corte Suprema en el Informe favorable respecto del proyecto en discusión, efectuó tres observaciones relativas al derecho de propiedad; la competencia que se da a los tribunales ordinarios, y el arbitraje que se establece para resolver algunas controversias.


Respecto del primer punto, indicó que fundamentalmente la Corte lo vincula a lo que se denomina expropiación o privación de la propiedad de manera forzada por la autoridad, especialmente por el robustecimiento constitucional que ha tenido este derecho o garantía y que implica que nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad ni de cualquiera de sus atributos esenciales. Lo que ha ocurrido, dijo, es que ni la doctrina ni la jurisprudencia se han puesto de acuerdo en cuáles son dichos atributos esenciales, aunque se consideran vinculados al uso, goce y disposición de la propiedad.


Enseguida, explicó que las servidumbres eléctricas admiten la siguiente clasificación:


- Servidumbres de postación o de centrales, o subcentrales o subestaciones, en las cuales al propietario del inmueble superficial se le priva del dominio de la propiedad. Es en rigor una expropiación porque el dueño nunca podrá disponer del terreno donde se instala una torre de alta tensión, una subestación o una postación.


- Servidumbre de líneas eléctricas propiamente tales, con las que se transmite la energía.


- Servicio público de distribución y servidumbre de paso, que consiste en utilizar las instalaciones aéreas y terrestres por donde se distribuya la energía.


- Servidumbre de tránsito, que posibilita que el titular pueda ingresar y ejecutar las labores en el predio sirviente.


El señor Ministro agregó que en la legislación sobre procedimiento de concesiones eléctricas se contemplan también una concesión provisional y una concesión definitiva.


En general estas servidumbres no constituirían privaciones, sino que limitaciones al dominio. No obstante, la discusión acerca de la naturaleza jurídica de estas servidumbres es irrelevante desde el momento que el mismo legislador a establecido una indemnización para constituirlas.


El Magistrado hizo hincapié en que lo que se indemniza es el valor del terreno, los perjuicios que se originen (directos e indirectos) y el valor por la intromisión para la constitución de la servidumbre de tránsito. Todas estas cargas que se imponen a los predios normalmente están determinadas por una suma única y total. En este sentido, hay ciertas servidumbres a cuyo titular se le paga por la prestación del servicio: así, en el caso de la servidumbre de paso de energía, al que es propietario del tendido eléctrico se le paga una cantidad periódica por la posibilidad de utilizar dicho tendido, en circunstancias que al dueño del predio nada se le pagará. Siendo así, se podría llegar al absurdo de que quien constituye la servidumbre eléctrica sea resarcido por un gasto que va a cobrar en el tiempo. 


A continuación, el señor Ministro se refirió a la competencia de los tribunales ordinarios. Esta competencia se mantiene en lo que ha sido la intervención dentro del procedimiento, lo que no significa que sea lo más apropiado. Ello, porque hay una fase administrativa que resuelve sobre el valor de la indemnización y, posteriormente, en caso de formularse observaciones no asumidas por el concesionario se pasa a una fase judicial, y en este caso son los tribunales ordinarios determinados por la ley los llamados a resolver, de acuerdo al texto constitucional. Al respecto, la Corte Suprema no formula reparos, circunscribiéndose su comentario a la parte destinada a dirimir los conflictos y en la que tendrían incidencia los tribunales. 


En lo que dice relación con la justicia arbitral, señaló que es un tema que preocupa a la Corte. En este ámbito hay aspectos que están relacionados con la propiedad minera y las sustancias que son susceptibles de concesión, respecto de las cuales el constituyente establece que los conflictos son dirimidos por la justicia ordinaria. De allí es que en ningún caso la ley pueda disponer que un eventual conflicto entre el concesionario y la propiedad minera sea resuelto por una comisión arbitral. 


El señor Ministro hizo presente, además, el desincentivo que se contempla para las observaciones u objeciones que se puedan formular por parte de los interesados, ya sea que la concesionaria o el particular recurran ante la Justicia para los efectos de impugnar la tasación con la cual no están conformes. Lo anterior porque existe la posibilidad de no hacer entrega del total de la indemnización al particular, sino que sólo hasta el 50% de su cuantía. Esto contraría el texto constitucional. En este sentido, ya es una práctica que los tribunales frecuentemente tramiten requerimientos en que se solicita la entrega provisional de la propiedad y ésta se mantiene en el tiempo. Así las cosas, subrayó que no se precisa cuándo se fijará la suma definitiva en los casos en que se establece una concesión provisoria, pudiendo incluso variar la franja troncal y hacerse un nuevo estudio.


En otro orden de ideas, mencionó que hay dos temas que atraviesan todo el proyecto de ley en discusión, relativos a la protección del medioambiente y la consulta a los pueblos originarios. Al respecto, dijo que la Sala especializada de la Corte Suprema estima que las normas internacionales en estas materias se encuentran vigentes en el país, y los tribunales deben aplicarlas. Por ello, las repercusiones que su inobservancia pueda generar debieron ser consideradas.


A continuación intervino el abogado constitucionalista señor Patricio Zapata, quien se refirió a la observación según la cual el proyecto de ley implicaría una violación al derecho de propiedad y a la preocupación por la creación recurrente de tribunales especiales, en cuanto ello pudiere afectar al Poder Judicial o la posición que la Constitución Política asigna a la Corte Suprema.


Con respecto al derecho de propiedad, dijo que el 90% de la doctrina coincide que la diferencia fundamental entre la privación y la limitación del dominio radica en que, en el primer caso, corresponde aplicar en su integridad el estatuto expropiatorio del numeral 24 del artículo 19 de la Constitución Política, con todas las garantías que allí se contemplan, mientras que en el segundo caso (cuando la limitación se basa en la función social de la propiedad) no existe derecho a reclamar las mismas garantías, incluso en algunos casos ni siquiera se indemniza porque se entiende que el dueño sólo cumple con su deber social. Sin embargo, la ley y la jurisprudencia han ido identificando situaciones en que si bien se trata de limitaciones al dominio igual se indemniza, por razones como que el motivo que impone la limitación es sorpresiva para el dueño y rompe la confianza legítima o que el acto vulnera la igualdad de carga. Como fuere, la circunstancia de que el legislador contemple indemnización no significa que esté reconociendo ni explícita ni implícitamente que se está realizando un acto expropiatorio. En el ámbito del derecho eléctrico la doctrina y la jurisprudencia, desde el año 1982, han sido unánimes en que las servidumbres eléctricas son casos de limitación al dominio y no expropiaciones.


El académico sostuvo la importancia de mantener la distinción, porque si fueran efectivamente expropiaciones se debe aplicar la lógica completa del artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política. En tal evento, no podría tomarse posesión material del bien sin haberse pagado la totalidad de la indemnización, cuestión que supone transferencia. Al producirse la transferencia la persona que era dueña deja de serlo; sin embargo, en la legislación eléctrica el propietario del predio sirviente sigue siendo dueño.


En cuanto a la creación de tribunales especiales, el señor Zapata explicó que apunta a subsanar un déficit importante de nuestro sistema jurídico. Como no ha habido voluntad política ni recursos económicos para crear tribunales contencioso-administrativos, sujetos a la estructura piramidal del Poder Judicial, no ha quedado otra opción que aplicar soluciones de parche. Esto ha originado un problema complejo desde el punto de vista de la igualdad de acceso a la justicia. 


Luego hizo uso de la palabra el abogado constitucionalista señor Rodrigo Delaveau, quien comenzó su exposición efectuando algunos alcances referidos al significado de la obligación de informar que tiene la Corte Suprema en el proceso de formación de la ley, en virtud del artículo 77 de la Constitución Política, cuando se trata de asuntos que inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


Enseguida, aludió al concepto de “expropiación regulatoria” reconocida en el derecho extranjero. Sobre este tópico el académico explicó que la doctrina de la expropiación regulatoria nació en EE.UU. en el año 1922, y se refiere al caso en que, sin que medie indemnización, una regulación de carácter legal o reglamentaria priva al titular del dominio de algunos de los elementos esenciales de su derecho de propiedad. Al no existir indemnización el titular afectado se ve perjudicado en su legítima expectativa de retorno de su inversión en circunstancias que queda obligado a soportar una carga en beneficio de la comunidad, que resulta así beneficiada a título gratuito.


En el derecho chileno, dijo, habría que precisar a la luz de las normas del artículo 19, N° 24, de la Constitución, cuáles serían los requisitos que permitirían determinar si se está o no frente a esta institución. Al efecto y en primer término, la regulación debería afectar el derecho de propiedad o cualquiera de sus atributos esenciales. Luego debe ser de tal intensidad que imponga ciertas condiciones que impidan el libre ejercicio del derecho y, por tanto, lo afecten en su esencia. Además, la afectación debe causar un daño patrimonial sin entregar a cambio una indemnización, por lo que cabría contemplar tanto la indemnización del lucro cesante como del daño emergente. Por último, como consecuencia de la falta de indemnización se debe generar el efecto del “sacrificio especial”, es decir, que un individuo deba soportar el peso de una regulación en favor de la comunidad en términos de una desigualdad ante las cargas públicas.


Jurídicamente la expropiación se produce por un acto de autoridad del Estado, que priva a un sujeto de su propiedad y procede una indemnización. En la expropiación regulatoria no existe un acto formal de expropiación y, por ende, no hay ley que la autorice por las causales establecidas en la CPE, ni decreto expropiatorio ni indemnización. En rigor, arguyó, lo que hay es una “expoliación” en que el Estado quita pero no indemniza, que no es la situación contemplada en el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica. Con todo, estimó que podría perfeccionarse el artículo 100-22 del proyecto de ley.


En lo que dice relación con los árbitros mixtos, el académico hizo presente que el informe de la Corte Suprema acusa una supuesta falta de concordancia entre la disposición constitucional que ordena la competencia exclusiva de los tribunales ordinarios y la creación de los árbitros señalados. Sin embargo, en su opinión no es necesaria ninguna concordancia entre instituciones que tienen distinto origen, naturaleza y efectos. No hay relación alguna, dijo, entre el sistema que se concibe en esta iniciativa legal y las concesiones mineras, desde el momento en que son distintos el mecanismo de constitución de la servidumbre y la naturaleza del bien sobre que recae. El procedimiento de resolución de conflictos no tiene por qué ser idéntico. Existe otro tipo de concesiones, como las de obras públicas, que ya contemplan mecanismos de resolución de conflictos de carácter técnico con buenos resultados.


El abogado constitucionalista señor Víctor Manuel Avilés, recordó que el problema del que se hace cargo este proyecto de ley es el de la falta de capacidad de transmisión, que determina que en algunos lugares del país la energía sea más cara que en otros.


Hoy, añadió, el desarrollo y construcción de las líneas es más lento que el de las centrales eléctricas, sea por las servidumbres o las concesiones o por conflictos ambientales. Así, el desarrollo de las líneas genera incertidumbre, lo que desincentiva el negocio independiente de la transmisión. En consecuencia, hay una industria que está subexplotada en relación a su óptimo.


Otro de los problemas es el reducido acceso de fuentes de generación primarias eficientes al SIC, donde se encuentra la mayor parte de consumo en Chile. Las ERNC no son económicamente eficientes desde el punto de vista de la ortodoxia, pero sí son necesarias porque hay compromisos a cumplir.


En ese marco, sostuvo, el proyecto en discusión crea un sistema de transmisión con holguras, de manera tal de lograr el efecto de que las centrales accedan a líneas de transmisión ya existentes, con lo cual va a aumentar la oferta de energía, se van a acabar los cuellos de botella y los chilenos de uno y otro sector podrán asumir un costo marginal equivalente. Asimismo, reconoce un tratamiento especial para las líneas transversales, ya que actualmente el único tratamiento especial que contempla la legislación es para las líneas de transmisión troncal, cuando los consumos se encuentran normalmente hacia los costados de ella (esto favorece el rol subsidiario del Estado entendido correctamente).


El especialista indicó que este proyecto es perfectible en varios aspectos: en su forma actual no reconoce las particularidades de las ERNC (que no sólo deben evaluarse por el factor eficiencia); debe incorporar la participación ciudadana de una manera a lo menos análoga a la prevista en el sistema de evaluación de impacto ambiental y dar curso a las consultas del Convenio Nº 169 de la OIT, si se quiere evitar o reducir la judicialización de conflictos; debe especificarse la noción de “retracto del generador”, porque si bien un generador dinamiza la carretera eléctrica, siempre conserva la posibilidad de no desarrollar la línea de generación lo que supone un costo que debe pagarse; deben corregirse y definirse plazos, y se debe precaver que el proyecto motive más incertidumbre desde que el Ministro de Energía, la propia concesionaria o razones ambientales nuevas pueden hacer variar un proyecto.


En otro ámbito, el académico afirmó que el proyecto establece una limitación al dominio y no una expropiación. Con todo, abogó por la conveniencia de que se anticipe por parte del Estado el pago de la indemnización a los afectados, para evitar que el proyecto de carretera eléctrica sea objeto de litigios que retrasen su implementación.


En su opinión la novedad de este proyecto de ley es que establece una concesión y una servidumbre sin titular que se crea en virtud de un decreto supremo. El problema es que en la ley vigente el titular de la concesión que originó una servidumbre tiene un plazo de seis meses para iniciar el proyecto, so pena de la caducidad de la servidumbre. En cambio este proyecto no contiene norma de caducidad, y si la hay es por vía indirecta (un año después de la adjudicación de la licitación). Así, el proyecto siembra un germen de litigación para el afectado, el cual podría subsanarse si el Estado indemniza desde el momento en que se dicta el decreto que constituye la servidumbre.


Luego, se refirió a la expresión “otros titulares sobre el dominio del predio sirviente” del artículo 100-28 del proyecto. A su juicio, esta idea sin ser de dudosa constitucionalidad debe precisarse para evitar litigios. En cuanto al principio de igualdad ante la ley, el académico destacó que existe alguna dificultad en la iniciativa, que puede superarse mediante la transmisión. Sobre el tema medioambiental, hizo presente que el proyecto tiene un diseño adecuado para enfrentarlo aunque no ha recogido la esencia de un proceso de calificación de impacto ambiental. Reiteró la necesidad de incorporar en la tramitación del estudio de franja troncal a la comunidad, mediante algún mecanismo de participación ciudadana.


Por último, detalló algunos puntos necesarios de aclarar:


- En el artículo 5º, estimó muy amplia la facultad que se concede al titular de la concesión para usar de los bienes nacionales de uso público. Esto debe limitarse y especificarse que se refiere exclusivamente al uso que haya indicado como tal en la solicitud de concesión o en el estudio de franja troncal.


- En el artículo 100-2, si el estudio de franja troncal lo acometerán los consumidores libres, tratándose de las generadoras propuso que se indicara de qué forma y no remitirse a la potestad reglamentaria, porque en este caso sí existe una carga que debe estar razonablemente delimitada por la ley.


- En el artículo 100-8, cuestionó la conveniencia de mantener la duplicidad de la regulación de las servidumbres.


- En el artículo 100-10, la duda consiste en que se contempla que la SEC recibirá las objeciones, observaciones y oposiciones de los dueños de los terrenos, le pedirá descargos al consultor del estudio de franja troncal y emitirá un informe. El académico se pregunto si esto significa que la SEC ejercerá funciones jurisdiccionales para decidir la relación entre el dueño del terreno y el afectado por una servidumbre, caso en el cual colisionaría con la competencia de los tribunales ordinarios.


- En el artículo 100-23, dijo que debían introducirse correcciones porque el concesionario no debe tener la facultad de proponer cambios al trazado. Todo el proceso previo ha buscado optimizar el trazado y resguardar el medioambiente, esos cambios podrían afectar el interés público.


- En el artículo 100-26, la duda se refiere al sentido de la modificación del trazado por nuevos antecedentes en materia ambiental, lo cual abre un espacio que puede afectar el objetivo del proyecto.


El Honorable Senador señor Prokurica, luego de destacar que en todas las exposiciones se hace un especial reconocimiento a la importancia del proyecto de ley en discusión, consultó de qué manera se puede precaver, por una parte, que sobre la franja troncal se presente una gran cantidad de solicitudes de pertenencias mineras con el objeto de obtener recursos (que retrasen la implementación de la carretera eléctrica), y, por otra, la proliferación de recursos de protección.


Asimismo, solicitó un comentario acerca del hecho de que el decreto con fuerza de ley Nº 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 2006, Ley de Caminos, permite al Estado mediante un acto administrativo privar a los propietarios de alguna de las facultades del derecho de propiedad como consecuencia de “enrolar caminos”, sin que pueda existir oposición y sin cumplir ningún requisito previo.


El Honorable Senador señor Gómez destacó que el proyecto contiene una serie de normas en materia de servidumbres que aumentarán los litigios. En este ámbito existen dos maneras de entender el alcance del proyecto: para algunos se trata de limitaciones al dominio; para otros, de una expropiación. El punto es que la iniciativa contiene severas restricciones al dominio, y contempla al efecto un procedimiento administrativo que requiere una profunda revisión. Además, hay una cierta superposición entre el dominio, las facultades de la administración del Estado y las capacidades del concesionario para cambiar el trazado.


La Honorable Senadora señora Allende, junto con compartir la idea de que existen dos maneras de entender la naturaleza de las servidumbres que este proyecto contiene, a saber, como limitaciones al dominio y como expropiación, advirtió que en la iniciativa existe un vacío pues no existen normas que hagan referencia al Convenio Nº 169 de la OIT aun cuando obliga al Estado de Chile. En tal sentido, indicó que tampoco se observa en el proyecto un mecanismo que permita una efectiva participación ciudadana (y no sólo de los pueblos originarios). Esto se muestra como una deficiencia que debe subsanarse, porque sin fórmulas de consulta se abre un espacio para futuros litigios.


Respecto de las concesiones, recordó que en el caso de las de obras públicas cuando vence el plazo de la concesión las obras vuelven al Estado, lo cual en este proyecto no sucede pues quedan en manos de un privado. Esta situación le genera dudas sobre su pertinencia.


En una nueva intervención, el Ministro de la Excma. Corte Suprema señor Muñoz se refirió a las pertenencias mineras y su relación con el proyecto en discusión, así como a la noción de planificación del Estado, que también se vincula con el destino final de las obras. Todos los inconvenientes se pueden precaver, dijo, desde la óptica de la planificación: sería oportuno establecer criterios de factibilidad del emplazamiento de la carretera eléctrica, a partir de los cuales se efectúa una declaración de expropiabilidad por un plazo razonable. Una alternativa de este tipo podría reducir el número de los eventuales recursos de protección que pudieran interponerse. Dado que este recurso debe interponerse dentro de los treinta días siguientes a la toma de conocimiento del acto, una vez publicado el decreto de expropiabilidad y transcurrido el plazo ya no podrían interponerse. Pero esta solución también supone planificar tanto un sistema primario de transmisión, cuanto uno secundario (a fin de no restringirse a un único sistema de carretera eléctrica).


Con respecto a la participación de los pueblos originarios por medio de su consulta, dijo que debe existir total transparencia acerca del destinatario de la energía. Las comunidades asumirán eventualmente una carga importante en favor de otras personas, en circunstancias que el Estado debe pagar una cantidad relevante de recursos, que el beneficio lo obtiene un privado y que éste, además, podrá lucrar con otras servidumbres. Con todo, el señor Ministro destacó que la Corte Suprema considera que el Convenio Nº 169 de la OIT es obligatorio para el Estado.


Enseguida, dijo que si bien las servidumbres eléctricas en rigor no son propiamente servidumbres porque no hay predio dominante, se denominan así por el hecho de que constituyen cargas para el dueño del predio. Sin embargo, de las diversas clases de servidumbres eléctricas que pueden identificarse pareciera que las de postación y de centrales van más allá de una simple servidumbre, por cuanto se priva al dueño de una parte concreta del bien raíz. No son simples cargas y obligaciones de no hacer. El informe de la Excma. Corte Suprema se refiere precisamente a ellas. En el caso de la privación de propiedad o limitación severa del mismo, podría evitarse la litigiosidad si se establece un procedimiento sumario en el que se regulen los recursos susceptibles de ser interpuestos.


En cuanto a los aspectos arbitrales, comentó que si bien en la práctica hay disposiciones que establecen arbitrajes en distintas materias, desde el punto de vista constitucional ello no significa nada porque no es la práctica la que impone los principios, sino que el constituyente. La Constitución entrega la facultad de juzgar a los tribunales del Poder Judicial.


En relación al estudio de impacto ambiental, recordó que en la ley Nº 19.300 se contempla un plazo de 180 días para emitir un pronunciamiento respecto de un EIA, que no es utilizado por los peticionarios.


Por su parte, el constitucionalista señor Zapata manifestó que aun cuando no ha sido fácil hasta ahora encontrar un equilibrio en el uso del recurso de protección, en su opinión éste no debiera restringirse sino que aplicarse en forma correcta.


Sobre los procedimientos administrativos, sostuvo que deben estar sujetos a ciertos principios o criterios racionales y justos, incluso mas exigentes que los establecidos en la ley N° 18.575, de Bases de la Administración del Estado. En ese entendido y sumado a ello el Convenio Nº 169, fue partidario de una nueva revisión del proyecto de ley en discusión.


El profesor señor Delaveau hizo presente que no porque la llamada Ley de Caminos se encuentre vigente queda asegurada su constitucionalidad. Así, también, el mismo decreto ley que regula la expropiación, dictado en 1978, vulnera garantías constitucionales.


En cuanto al Convenio Nº 169 y al modo cómo debe entenderse la consulta a los pueblos originarios, señaló que existe una discusión permanente a nivel doctrinario y jurisprudencial. Por de pronto, advirtió, sólo existe una referencia a esta materia en el nuevo reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).


Respecto de la duración de las concesiones, sostuvo que obedece a opciones de políticas públicas tolerables dentro del marco constitucional. El aspecto medular es que para que las obras vuelvan al Estado al final de la concesión tendrían que haber pertenecido alguna vez a él, pero éste no es el caso.


El profesor señor Avilés insistió en la necesidad de incorporar en el proyecto la consulta a los pueblos originarios prevista en el Convenio Nº 169 y un mecanismo que garantice una mayor participación de la ciudadanía. Si esto no se considera, señaló, no sería aventurado suponer un incremento en el ejercicio del recurso de protección.


Luego, señaló que, a diferencia de la Ley de Caminos, en este caso desde el momento en que se dicta el decreto supremo la servidumbre queda constituida y se afecta la propiedad. De allí es que tenga sentido que se indemnice por el Estado y se traspase ese costo al particular que se adjudica la concesión.


Posteriormente, hicieron uso de la palabra los coordinadores de la Organización de Pueblos Indígenas Autoconvocados, señora Sandra Huentemilla y señor Juan Valeria Quilapán.


En primer término, los profesionales comentaron que una de las mayores dificultades para la aplicación del Convenio Nº 169 estriba en el decreto Nº 124, dictado por el Estado de Chile, que cancela los derechos de los pueblos indígenas. Dicho instrumento vulnera las normas internacionales en la materia porque entiende la participación de los pueblos indígenas limitada a la opinión y a la consulta, y no a los niveles superiores de participación que contempla el Convenio. Cuando el Estado de Chile aplica el mencionado decreto, dijeron, no sólo infringe el derecho internacional, sino también la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, en virtud de la cual no se puede invocar el derecho interno para no cumplir con los tratados internacionales.


Los personeros destacaron la importancia que tiene que se efectúe la consulta a los pueblos indígenas respecto de los proyectos de ley que ingresan al Parlamento. Esa consulta debe ser previa, lo cual no ha ocurrido con el proyecto de carretera eléctrica, en circunstancias de que se trata de una iniciativa que afectará directamente a las distintas comunidades en sus territorios. Al respecto, las autoridades estatales no efectuaron reuniones de trabajo con las autoridades representativas de los pueblos indígenas para dar cuenta del proceso de consulta que contempla el Convenio N° 169. Previnieron, en todo caso, que el problema no se resuelve mediante la participación en el SEIA, toda vez que la legislación ambiental tampoco fue consultada.


Establecido lo anterior, enfatizaron que la razón de su intervención en la sesión no implicaba que estuvieran evacuando la opinión de los pueblos originarios en relación con esta iniciativa, sino que obedecía a la necesidad de reclamar su derecho a una consulta previa, libre e informada en todas aquellas materias en que son afectados. En opinión de estos personeros y en el caso del proyecto de ley sobre carretera eléctrica, ya se habría vulnerado la consulta prevista en el Convenio Nº 169.


Así las cosas, pusieron de relieve que el artículo 1° de la ley Nº 19.253 señala que el Estado reconoce que los indígenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura. El Convenio N° 169, reconoce estos derechos e indica que se aplica en lo siguiente:


a) A los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial;


b) A los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.


Los personeros explicaron que, no obstante, la ley N° 19.253 es considerada por los pueblos indígenas como un piso mínimo, en la medida que existen otras leyes y convenios que establecen los derechos de las comunidades. Así, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Convenio N° 169; la Declaración de Naciones Unidas sobre los Pueblos Indígenas; los pronunciamientos emitidos por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas, y, por último, las recomendaciones del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de las Naciones Unidas.


Los artículos 6° y 7° del Convenio N° 169 constituyen la piedra angular de sus derechos en materia de consulta y de participación, pues precisan que los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados mediante procedimientos apropiados y, en particular, a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.


A continuación, los representantes destacaron los siguientes principios contenidos en el Convenio: 


- Los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos que ocupan o utilizan de alguna otra manera y en particular los aspectos colectivos de esa relación.


- Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.


- Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de  dichos recursos.


- En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar, siempre  que sea posible, en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.


- Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado, utilizado o adquirido.


- Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.


- Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.


En ese contexto, los personeros hicieron suyos los comentarios críticos que efectuara el Relator Especial sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas a la “Propuesta para nueva normativa de consulta y participación indígena” del Gobierno de Chile. En tales observaciones el Relator sostiene que si bien la Propuesta es de utilidad para abrir un debate respecto a los mecanismos y estándares que deben cumplir los procesos de consulta para salvaguardar los derechos de los pueblos indígenas y dar cumplimiento a las obligaciones estatales, requiere ajustes y modificaciones para adecuarla a las normas internacionales en esta materia. A juicio de los personeros, es necesario avanzar en un proceso de dialogo y concertación con los pueblos indígenas de Chile del modo más amplio e inclusivo para la elaboración del texto final del Reglamento de Normativa de Consulta y del instrumento conexo de Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


En relación con la consulta, estuvieron de acuerdo con el Relator Especial en que el Estado tiene el deber de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de los pueblos indígenas. Por ello, debe evaluar preventivamente si las medidas administrativas o legislativas a adoptar pueden afectar, negativa o positivamente, o involucrar derechos o intereses de los pueblos indígenas, y en tales casos realizar los ajustes correspondientes. En función de este deber estatal, los Estados deben consultar a los pueblos indígenas para asegurar las condiciones que salvaguarden sus derechos e intereses. 


La consulta es, además, una medida especial para garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas y fortalecer la legitimidad de las decisiones estatales. La consulta previa es también un diálogo de buena fe entre el Estado y los pueblos indígenas, cuya finalidad es llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas legislativas o administrativas a adoptar, en el marco de los derechos humanos.


Concluyeron su intervención reiterando que el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica desconoce el Convenio N° 169, y que a su respecto no hubo consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas ni se incluyó su participación activa. Esta actitud del Estado de Chile, dijeron, profundiza la preterición permanente de los pueblos originarios, y condiciona unilateralmente un tratado internacional a los juegos de intereses privados y estatales, lo cual transforma en la práctica al Convenio N° 169 en letra muerta para los pueblos indígenas. Esto, arguyeron, genera divisiones y manipula la buena fe de las comunidades.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al profesor de Legislación Indígena de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Sebastián Donoso, quien se refirió al debate acerca de la necesidad o no de una consulta a las comunidades indígenas respecto de este proyecto de ley. 

En forma previa, hizo algunas consideraciones  respecto del llamado Estudio de Franja Troncal (EFT), cuyo objeto es determinar la mejor alternativa de trazado sobre el cual se impondrán servidumbres. Dicho estudio consta de dos partes : una preliminar, en la que se levantará información técnica; una definitiva, en la que se notificarán los planos de franja a los dueños de los predios que serán afectados (los cuales podrán hacer observaciones y formular oposiciones). Resueltas las oposiciones se definirá un trazado óptimo, que constará en un informe definitivo que debe contemplar, a lo menos, un trazado recomendado, un levantamiento territorial e información sobre población, especies y áreas protegidas, entre otros antecedentes.

La consulta indígena, dijo el académico, se encuentra regulada en el artículo 6º del Convenio Nº 169 de la OIT. Para aplicarse este instrumento debe tratarse de una medida administrativa o legislativa que cause afectación directa a los pueblos o comunidades indígenas. La noción de “afectación directa” no está definida y el Convenio no agrega mayores detalles al respecto. Lo anterior hace necesario recurrir a otros elementos para interpretar dicho concepto. Si se está al sentido natural y obvio de las palabras, arguyó, la afectación tiene que ver con un menoscabo, perjuicio, influencia desfavorable o alteración. Tal afectación será directa cuando el perjuicio se da en línea recta, sin detenerse en puntos intermedios.

Por otra parte, el proyecto no define los trazados, sino sólo las reglas, contenidos básicos y procedimientos que deberán observarse en la elaboración del EFT. En consecuencia, a propósito del EFT no será posible saber si los trazados respectivos atravesarán o no por tierras indígenas.

El artículo 6º del Convenio N° 169 ha sido reglamentado mediante el decreto supremo Nº 124, del Ministerio de Planificación, de 2009, que define “afectación directa” como la que tiene lugar cuando la medida legislativa o administrativa, o el respectivo plan o programa de desarrollo nacional o regional, según corresponda, diga relación exclusiva con las tierras indígenas o áreas de desarrollo indígenas establecidas en la ley Nº 19.253, o se refiera a una mayoría significativa de comunidades o asociaciones y organizaciones indígenas o una mayoría significativa de comunidades.

En esos términos, agregó el especialista, el proyecto de ley en discusión no contiene ninguna referencia o alusión expresa o tácita a los pueblos indígenas, ni tampoco regula una materia que diga relación directa con población protegida, bienes protegidos o instrumentos creados por la ley N° 19.253 o la ley Nº 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios. En tal sentido, en opinión del señor Donoso, el proyecto no dice relación exclusiva con tierras indígenas, áreas de desarrollo indígena o una mayoría significativa de comunidades, limitándose a materias de aplicación general en su esfera de competencia. Por tal razón, dijo, no puede inferirse que de su sola aprobación se produzca una afectación directa a los pueblos indígenas.

Con todo, como el EFT definirá un trazado, en el diseño del mismo podría producirse una afectación directa. Sólo en ese instante se podría plantear la necesidad de consultar a los pueblos indígenas. Así, si a futuro existe un proyecto que deba ingresar al sistema de evaluación de impacto ambiental que implique, entre otros aspectos, reasentamiento de comunidades humanas (por ejemplo, pueblos originarios), alteración significativa de sistemas de vida o costumbres, localización próxima a población, recursos o áreas protegidas y afectación de patrimonio cultural, entonces dicho proyecto deberá ser sometido a consulta con los estándares requeridos por el Convenio Nº 169. Por eso es que el EFT tendrá que señalar si el trazado comprende o no población protegida u otros aspectos ya mencionados.

Concluyó su intervención recordando que el Tribunal Constitucional, en sus fallos respecto del Convenio Nº 169, ha resuelto que dentro de la esfera de competencia del Poder Legislativo se puede entender que la facultad de las distintas Comisiones para citar a personas e instituciones u organizaciones de la sociedad civil, a fin de escuchar sus opiniones, es una forma de cumplir con la consulta contemplada en dicho Convenio.

A continuación, expuso el asesor de la Unidad de Asuntos Indígenas del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Matías Abogabir.

El personero sostuvo que, en líneas generales, el Convenio Nº 169 no contiene una definición clara de “afectación directa”, ni tampoco de “medida administrativa” o de “medida legislativa”. Definiciones de esa índole, agregó, se contemplan en el decreto supremo N° 124, que además determina los criterios de afectación. En todo caso, advirtió, si se consideran las recomendaciones del Relator Especial de la ONU respecto de los pueblos indígenas, se colige que no es realista sostener que se deba consultar toda medida legislativa que pueda afectar a los pueblos indígenas. Exigir la consulta a todo evento es impracticable porque, rigurosamente hablando, cualquier legislación que un Estado dicte afectará a las comunidades de una u otra manera. Por ello se requiere que la afectación sea directa.

Enseguida, informó que el Gobierno, a partir de marzo de 2011, inició un proceso a nivel nacional para establecer una nueva normativa general de consulta que remplace al decreto supremo Nº 124. A la fecha, agregó, existe una primera propuesta que está en discusión con los pueblos indígenas, que contempla la enunciación de las medidas susceptibles de generar afectación directa, entendida como aquella que se produce cuando las medidas produzcan consecuencias específicas sobre los pueblos indígenas no percibidos por otros individuos de la sociedad. Así, habría afectación directa especialmente en los siguientes casos: reasentamiento de comunidades o grupos humanos indígenas; alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico o perteneciente al patrimonio cultural indígena, y alteración significativa de los sistemas de vida y costumbre de los grupos humanos indígenas.

En ese marco, sostuvo que mientras no exista un trazado definido no puede afirmarse a priori que la iniciativa legal afecte directamente a los pueblos indígenas, por lo que a su juicio el proyecto no requeriría consulta en este momento. Sobre el particular, fue partidario de la idea según la cual el momento propicio para efectuar la consulta sería cuando se someta el proyecto de trazado al SEIA.

El Honorable Senador señor Orpis consideró relevante determinar el momento en que debe efectuarse la consulta. En este sentido, dijo, como el proyecto de ley dispone que el EFT no puede ser modificado por el EIA, sostener que la consulta debe realizarse con motivo del EIA implica privar de sentido a ese instrumento de participación. De allí es que, en su opinión, el momento adecuado para hacer la consulta sea al elaborarse el EFT.

El Honorable Senador señor Prokurica se mostró preocupado por la forma en que, llegado el momento, habrá de implementarse la consulta a los pueblos indígenas, dado que la carretera eléctrica se extenderá a lo largo de todo el país y, por ende, abarcará una cantidad significativa de comunidades.

El Honorable Senador señor Gómez manifestó que, en circunstancias que el Convenio N° 169 es obligatorio para el Estado de Chile y se deberá consultar a quien sea necesario para cumplir con ese mandato, lo relevante ahora es definir el momento en que debe realizarse dicha consulta. El elemento clave en esta materia es establecer un procedimiento de consulta que cumpla con los estándares de la ley y los tratados internacionales.

La Honorable Senadora señora Allende, que coincidió con el planteamiento anterior, solicitó al Ejecutivo una mayor precisión con respecto al procedimiento de consulta que se aplicará. Al respecto, hizo presente que el Estado de Chile ha sido destinatario de observaciones críticas en esta materia. En su concepto la consulta no puede efectuarse con motivo del EIA, porque entonces carecería de significado si ya el trazado no se puede modificar. La magnitud de la carretera eléctrica torna impensable que no se vayan a afectar comunidades originarias con su trazado, por lo que urge que el Ejecutivo se anticipe y establezca los mecanismos de consulta pertinentes.

El académico señor Donoso mencionó que la OIT, si bien estima la consulta a los pueblos indígenas como la piedra angular de un sistema de protección de las comunidades, reconoce que en los países donde el Convenio se ha ratificado el desafío más complejo ha sido la implementación de dicha consulta. Al respecto, comentó que el artículo 34 del Convenio constituye una norma de clausura en virtud de la cual los Estados tienen la flexibilidad necesaria para adaptarlo a sus particularidades, condiciones y características, lo que no puede significar incumplirlo. El problema medular radica en la generalidad en que están redactados los términos del Convenio. En su opinión, la consulta no debiera remitirse únicamente a si se concuerda o no con cierto trazado, sino que debiera considerar una discusión más amplia: el impacto que puede causar dicho trazado. En la etapa definitiva del EFT deberá notificarse a los dueños de los predios que serán objeto de servidumbres, entre los que se incluye a los dueños de predios indígenas. En ese instante se abre un espacio para recibir sus observaciones y oposiciones, de manera tal que el consultor puede recoger toda esa información e incluso modificar el trazado, si causa una afectación directa, lo que agrega matices a la participación.

En lo que concierne a la pregunta de a quién se consulta, señaló que si bien es el tema más complejo de resolver, a lo menos deben participar las instituciones representativas, las reconocidas en la ley Nº 19.253 y cualquier otra organización tradicional que desee participar. En todo caso, dijo, el EFT determinará quiénes serán los afectados.

El Honorable Senador señor Orpis estimó que en la etapa legislativa no se requiere la consulta, por cuanto en esta fase la afectación es sólo una eventualidad. Pero como el EFT puede incluir a pueblos indígenas, resulta relevante determinar el momento preciso para realizar la consulta. En tal circunstancia, planteó como lo más apropiado establecer que la consulta se realizará con motivo del EFT y no del EIA.

El asesor de la SEGPRES comentó que, luego de que se reciban las observaciones de los pueblos indígenas, ya en marzo del próximo año debiera establecerse una mesa de diálogo con el Gobierno para consensuar la propuesta final que reemplace al decreto supremo Nº 124. 

Enseguida, recordó que el artículo 100-26 dispone que la definición del trazado no será parte de la evaluación ambiental, sino sólo los impactos significativos derivados de la fase de construcción, ejecución y abandono de las instalaciones que utilicen dicho trazado, no pudiendo imponerse como medida de mitigación el cambio de trazado o área de la franja troncal. Por ello, coligió, el proyecto de ley en sí mismo no requiere consulta, sino que eventualmente sus efectos. Si esto es así, la consulta debiera hacerse en caso de impacto significativo, esto es, al momento de la afectación.

A continuación expuso el abogado señor Arturo Fermandois, quien en primer término se refirió a la observación que hiciera la Excma. Corte Suprema en orden a la escasa intervención jurisdiccional que habría en el proceso de indemnización, reclamación y toma de posesión material.

Sobre este particular, destacó que la Corte estima que en este proyecto se contiene una expropiación regulatoria, esto es, aquella que constriñe de tal forma los atributos esenciales del derecho de propiedad que produce un resultado de expropiación, cuya indemnización, además, no estaría adecuadamente regulada. En opinión del profesional, la expropiación regulatoria es una situación jurídica que no responde al contenido del proyecto, toda vez que éste prevé una indemnización al afectado por la concesión eléctrica. Con todo, estimó pertinente que no se pueda tomar posesión material del predio sin el pago total de la indemnización.

Añadió que la Corte Suprema también observó que quien decide reclamar de esta indemnización sólo recibirá el 50% de su cuantía para efectos de la toma de posesión material del bien, lo que en opinión del máximo Tribunal contradice el texto del artículo 19, Nº 24, inciso sexto, de la Carta Fundamental. Además, la Corte advirtió que no existe la facultad para suspender la toma de posesión material en caso de reclamación, en circunstancias que la norma constitucional faculta al juez para decretar la suspensión cuando se reclama de la legalidad del acto expropiatorio (no del monto de la indemnización). Ambos problemas son reales, dijo el señor Fermandois, pero con los ajustes pertinentes el proyecto de ley cumpliría con el estándar constitucional.

Enseguida, aludió a la observación que hiciera la Excma. Corte Suprema en cuanto a que la competencia arbitral que se contempla en el proyecto estaría en contradicción con determinados principios jurídicos. Al respecto, hizo presente que el máximo tribunal se refiere al conocimiento que corresponde a la justicia ordinaria sobre asuntos relativos a las concesiones mineras, y a la idea según la cual el arbitraje horada el principio de unidad de jurisdicción.

Con respecto a la constitucionalidad del arbitraje tratándose de las concesiones mineras, el abogado explicó que es efectivo que la extinción de estas concesiones debe ser conocida por la justicia ordinaria. Sin embargo, dijo, como el artículo 100-28 del proyecto plantea diversas situaciones entre titulares de concesiones mineras, concesiones eléctricas y titulares de derechos de aprovechamiento de agua, entre otros, se satisface el mandato constitucional porque finalmente es la ley la que puede crear un tribunal, con la excepción de la extinción o caducidad de las concesiones mineras que deben ir a la justicia ordinaria. No habría inconveniente en que las restantes materias se entreguen a la competencia de un árbitro.

Por último, en cuanto al principio de unidad de jurisdicción, señaló que es una crítica que la Corte Suprema ha formulado desde hace algún tiempo a los tribunales especiales en general, no obstante que no se trata de un principio constitucional, salvo en cuanto el artículo 82 de la Constitución Política entrega a la Corte Suprema la superintendencia correctiva, jurisdiccional y económica de todos los tribunales de la Nación. A su parecer, este aspecto queda salvado en el proyecto de ley en discusión, en la medida que contempla un recurso de queja.

Luego, intervinieron el Gerente de Asuntos Corporativos y Sustentabilidad y el Vicepresidente de Desarrollo de Negocios de TRANSELEC, señores Jorge Lagos y Eric Ahumada, respectivamente, quienes fueron partidarios de un rol distinto del Estado en la planificación de los sistemas de transmisión. Lo anterior, ante la necesidad de incorporar expansiones de interés nacional para enfrentar la compleja situación que existe en Chile en materia de transmisión, la cual presenta problemas de confiabilidad, seguridad y congestión. Hay dificultades para construir nuevas líneas de transmisión: así, las nuevas líneas troncales se han atrasado porque sus plazos han aumentado en forma significativa (por ejemplo, en el caso de la línea Ancoa-Alto Jahuel, de 500 Kv y con una extensión de 260 kilómetros, el plazo original de 39 meses llegó a 51 y todavía está en construcción). Además, persisten dificultades y desafíos en aspectos tales como los plazos de tramitación de las concesiones eléctricas que exceden los 120 días legales; la larga tramitación de proyectos, que genera especulación de intermediarios en la negociación de servidumbres; la definición de la ruta de nuevas líneas de transmisión; la falta de diseño con visión de largo plazo y sustentabilidad; la lenta aprobación del estudio de impacto ambiental, y la escasa o nula participación ciudadana en la validación de nuevas obras.

En este ámbito, dijeron, la planificación anual del Estado en relación con la red troncal suscita problemas porque los órganos estatales encargados de dicha planificación consideran estimaciones de oferta y de demanda cuyos datos provienen de la misma industria. Pero la carretera eléctrica, precisaron, que es un concepto jurídico y no físico, debería permitir al Estado un rol activo en la planificación de nuevas líneas (o ampliación de las existentes) con holguras que consideren el interés nacional y no sólo las estimaciones de generación y consumo del sector privado; la definición de los trazados de nuevas líneas con anticipación a la licitación de su construcción y operación; la evaluación ambiental de los nuevos trazados, y la participación ciudadana para validar los nuevos trazados. Así, el Estudio de Transmisión Troncal (ETT) permitirá conocer la denominación de expansiones troncales como “instalaciones de utilidad pública”, las instalaciones troncales por extensión supondrán una conexión a zonas de generación o consumos y el periodo de planificación aumentará de diez a veinte años como mínimo. Por su parte, en el Estudio de Franja Troncal (EFT) el Estado definirá nuevas líneas respecto de las cuales aplicará el concepto de “carretera eléctrica”, determinará la mejor alternativa de trazado a cargo de un consultor elegido mediante licitación internacional.

En cuanto al efecto esperado en el precio al consumidor final que debería producir la carretera eléctrica, los personeros estimaron que cabe esperar una significativa reducción del precio de generación por mayor competencia y menos congestiones, así como un leve aumento del costo troncal pagado por cliente final como consecuencia de una red más robusta y más segura.

Los representantes de TRANSELEC sugirieron incluir criterios de seguridad de servicio del sistema, porque no basta con buscar el fortalecimiento del sistema de transmisión troncal, e incorporar una evaluación ambiental estratégica que favorezca la participación ciudadana temprana y permita la coordinación con los instrumentos de planificación territorial.

Finalizaron su intervención indicando que la transmisión es el segmento de mayor rentabilidad social con beneficios para el consumidor final, dada la mayor competencia que produce en el sector generación.

En sesión posterior, la Comisión escuchó los planteamientos del Presidente de la Comisión de Energía del Colegio de Ingenieros de Chile A.G., señor Cristian Hermansen, quien se refirió al tratamiento que hace el proyecto de las ERNC.

Sobre el particular, afirmó que en los denominados ramales no habría cabida para una serie de iniciativas como, por ejemplo, las que se desarrollan en una cuenca (proyectos hidroeléctricos de 12 MW) que necesitarían una línea de 110 KV. El proyecto implica una barrera para este tipo de proyectos al exigir que se den en condiciones económicamente eficientes. Así las cosas, como no es clara la forma en que se definirán estos proyectos de generación tampoco habría un apoyo decidido a las ERNC, excepto cuando se trate de una agrupación de gran tamaño de este tipo de energías. No obstante, en materia de consumo el proyecto de ley permite la existencia de grupos de ramales para distintos emprendimientos mineros a fin de evitar que cada uno deba construir su propia línea.

Luego, aludió a un cronograma de obras modelado a partir de una fecha hipotética de entrada en vigencia de la presente iniciativa legal. Así, si comenzara a regir en el mes de mayo del año 2013, el primer estudio de transmisión troncal concluiría recién el año 2020 y la primera línea estaría construida para el año 2024. Dado este panorama, el personero propuso para acelerar dicho cronograma que en materia de ETT se separen el estudio y la valorización de la planificación. Con respecto a la definición de utilidad pública, sostuvo que también podrían reducirse algunos meses si se produce simultáneamente la aprobación del ETT y la definición de la carretera pública. También podrían abreviarse los tiempos adelantando la precalificación de los consultores del ETT. Asimismo, en la fase del estudio de trazados y análisis ambientales podrían incluirse el EIA y la ingeniería básica de la línea. El plazo de licitación, además, podría acortarse a seis meses. 

Por último, el profesional sostuvo que si los tiempos urgen se podría aplicar el artículo 15 de la Ley de Concesiones del MOP, que decreta la expropiación por el Estado para entregar una concesión que vuelve a dominio fiscal a su término, o bien, el artículo 7° de la Ley de ENAP, que permite expropiar terrenos que sean declarados de utilidad pública por decreto del Ministerio de Minería, los cuáles también vuelven al Estado, e incorporarlos en el ETT del próximo año.

A continuación, hizo uso de la palabra la señora Antonia Urrejola, Asesora de Asuntos Indígenas.

En relación con la responsabilidad internacional del Estado de Chile a partir del Convenio Nº 169 de la OIT, explicó que la consulta a los pueblos originarios busca compensar históricamente a esta comunidades por el proceso de colonización de que fueron objeto. Tal proceso ha significado que la mayoría de las poblaciones indígenas vivan en condiciones de pobreza y exclusión social, por lo que la institución de la consulta busca poner fin a este sistema de imposición y establecer un modelo de respeto mutuo, con igualdad de condiciones. Chile no está exceptuado de esta realidad: así, la pobreza e indigencia es mayor para la población indígena, así como también es superior en ella el índice de analfabetismo y baja escolaridad.

En cuanto a la consulta propiamente tal y sus estándares en el sistema interamericano, dijo que tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos como la Comisión Interamericana, han establecido un conjunto de estándares que establecen responsabilidad de los Estados en esta materia. De allí es que nuestro país no sólo esté obligado por el Convenio Nº 169, sino también por otros instrumentos.

Los organismos internacionales han reconocido que el derecho a la identidad cultural es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas. Este derecho está íntimamente ligado a la propiedad sobre la tierra, que es parte integrante de esa identidad. Pero así como se ha reconocido el derecho de propiedad, también se admite que éste pueda ser limitado por ley y cuando sea necesario en función del interés social. Con todo, la limitación no puede implicar una denegación de las tradiciones y costumbres, de manera de poner en peligro la propia subsistencia del grupo y sus integrantes. En otras palabras, arguyó, no se puede poner en peligro la identidad cultural de un pueblo. Al efecto, conforme lo han dispuesto los organismos internacionales, el Estado debe asegurar la efectiva participación de los miembros del pueblo indígena, según sus costumbres y tradiciones, respecto de la medida que afectará su territorio.

La obligación de efectuar la consulta es del Estado en sentido amplio (pueden ser medidas administrativas o legislativas), pero en ningún caso obligación de los privados. La consulta es procedente en todo proceso de delimitación, demarcación y otorgamiento de títulos a las comunidades indígenas, como también en todo proceso de adopción de medidas administrativas o legislativas o en los EIA, o cuando haya afectación de propiedad y en caso de indemnización, entre otras materias.

Por otra parte, advirtió la señora Urrejola, la consulta debe realizarse en forma previa y en todas las etapas del proyecto, de buena fe, de manera informada y con la finalidad de llegar a un acuerdo con las comunidades. Por tal razón la consulta se debe considerar un instrumento de participación. En su opinión, podría incorporarse al proyecto de ley una norma sobre consulta que fuera aplicable sólo para el caso de la carretera eléctrica. En todo caso, dijo, la consulta no se restringe sólo a las ideas matrices.

Posteriormente, intervino el señor Adán Cariman, Lonco de las Comunidades Moluches de la VIIIª Región.

El señor Cariman indicó que su pueblo no se opone al progreso, sino que sólo pide que el procedimiento respete el Convenio Nº 169 y proteja el medioambiente y los ecosistemas, que las comunidades originarias han defendido por siglos. En ese contexto, agregó, la carretera eléctrica debe considerar la ubicación de las líneas de transmisión, instalaciones y holguras necesarias para que no existan barreras que impidan la conexión de centrales de energías renovables, cualquiera sea su tamaño. En tal sentido, abogó por una discriminación positiva en el proyecto a favor de las ERNC. Seguidamente, manifestó su preocupación por los efectos colaterales de la quema de combustibles fósiles. Como una manera de atenuar el riesgo sugirió que, una vez hecho el EIA, se consulte al Ministerio de Salud sobre el costo de los tratamientos médicos que son consecuencia directa de las emisiones de carbón y petróleo (que a su juicio suelen quedar sin cuantificación).

En lo que concierne a la consulta, el representante de los pueblos indígenas destacó un fallo pronunciado por la Iltma. Corte de Apelaciones de Puerto Montt que distinguió entre la forma de participación que establece la legislación ambiental y el derecho a la participación que contempla el Convenio Nº 169. Este último concepto es más riguroso y como el Convenio es autoejecutable, según lo ha fallado la Excma. Corte Suprema, no requiere de otra ley para ser invocado ante los tribunales.

Finalizó su exposición reiterando que la intención de las comunidades que representa no es entorpecer el progreso del país, sino que las cosas se hagan correctamente. Esto es, añadió, que primero se consulte a las comunidades y después se construya, y que se dé un mejor tratamiento legislativo a las ERNC.

Enseguida, expuso la señora Marcela Lincoqueo, coordinadora de las Comunidades y Organizaciones Indígenas de Chile.

La señora Lincoqueo, luego de prevenir que los intereses de sus organizaciones no han sido representados por quienes han expuesto ante la Comisión, destacó que en este proceso legislativo no se efectuó una consulta previa a los pueblos indígenas, sino que únicamente se preguntó al sector empresarial. Siendo este proyecto de interés público, sostuvo, la ciudadanía en su conjunto debió haber sido consultada, pero especialmente los pueblos indígenas. De no existir consulta previa, el proyecto carece de toda validez y legitimidad para los pueblos indígenas, que es la misma situación en que se encuentra el reglamento del SEIA. Como la consulta es obligatoria para el Estado, sin consulta el procedimiento será nulo, tal como lo ha señalado el Relator Especial de las Naciones Unidas en esta materia. El interés nacional, arguyó, no es justificación para no implementar la consulta.

La personera, además, manifestó su preocupación por el desconocimiento que existe acerca de los lugares en que se ejecutará la franja troncal. Dada la falta de ordenamiento territorial respecto de los territorios indígenas y la incertidumbre sobre los beneficios del proyecto de ley para las fuentes de generación mediante las ERNC, precisó, el desconocimiento del trazado reviste particular gravedad.

Al hacer uso de la palabra, el asesor del Ministro de Energía, señor Juan Pablo Urrutia, que ha participado en las reuniones entre el Ministerio y los asesores parlamentarios, hizo presente que a la fecha se han realizado cuatro reuniones de análisis. En ellas han surgido los siguientes temas que deben ser discutidos: a) consulta indígena; b) naturaleza de la concesión y la forma en que se entrega; c) polos de desarrollo; d) sistema de pago de las holguras, y e) definición de carretera eléctrica.

A su turno, en representación de los asesores de los señores Senadores, el señor Ramón Galaz comentó que en dichas reuniones se ha efectuado un análisis muy detallado del proyecto en su totalidad, tanto de sus objetivos como respecto de la definición misma de carretera eléctrica. Si bien se advierten diferencias entre ambas partes, existe buena disposición del Ejecutivo por alcanzar acuerdos y destrabar puntos conflictivos. Así, por ejemplo, lo relativo a los polos de desarrollo se ha planteado directamente al Ministerio, pues se estima importante incorporarlo en el proyecto de ley. Lo mismo puede decirse acerca de la remuneración de las holguras y la definición de las instalaciones que comprenderá la carretera eléctrica.

La Honorable Senadora señora Allende, junto con valorar la disposición del Ejecutivo a la búsqueda de entendimientos, dijo esperar que pueda lograrse un proyecto consensuado, que tenga legitimidad desde su origen.

En sesión posterior, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Allende, instó al Ejecutivo a exponer los avances alcanzados a la fecha en la mesa de trabajo integrada por representantes del Ministerio de Energía y asesores parlamentarios en materia energética.

Al respecto, el señor Subsecretario de Energía señaló que se han realizado cuatro reuniones que han permitido establecer las confianzas necesarias para realizar un trabajo fructífero. Incluso en ciertos temas específicos, dijo, se han obtenido ya resultados concretos. Así, por ejemplo, en relación con el EFT se incorporarán criterios de ordenamiento territorial referidos al sistema de transmisión; en lo que concierne a la consulta a los pueblos originarios, se concluyó que una vez definido el trazado dicha consulta se efectuará en forma previa, pero extendiéndose al resto de la ciudadanía sin exclusiones ni distinciones.

Asimismo, se ha avanzado en las facilidades que deben contemplarse para incluir a las ERNC. Ello implica bajar el nivel de tensión del sistema y darle el carácter de troncal a esas líneas de transmisión. Sólo falta definir en qué medida se disminuirá el nivel de tensión de los ramales.

Las conversaciones también se han referido a la posibilidad de conferirle la condición de concesión de obra pública a las líneas de transmisión. Sobre este punto, el personero de Gobierno arguyó que el propósito del proyecto no es modificar la naturaleza jurídica de las actuales concesiones de transmisión. En todo caso, éste es un tema que todavía se discute y que merece un análisis más profundo.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica acerca del régimen jurídico de las líneas troncales, el señor Subsecretario respondió que se trata de servidumbres pactadas indefinidas, que no importan expropiación sino sólo limitaciones en el uso del predio sirviente.

Enseguida, en cuanto a si la diferencia entre ambos tipos de concesiones se vincula con la propiedad de la concesión, el personero indicó que si bien hay una mayor participación del Estado en el EFT en las concesiones eléctricas quien negocia y paga es el privado. De allí es que sean un caso distinto al de las expropiaciones que se originan a propósito de las concesiones de infraestructura de obras públicas del MOP, en que finalmente el Estado se hace dueño del predio expropiado.

La Honorable Senadora señora Allende manifestó su inquietud por el cambio de trazado en forma unilateral una vez hecha la licitación. El señor Subsecretario destacó que se trata de un punto que está en discusión y que se tiene que resolver en conjunto con la Presidencia, de modo que aún no es posible responder de manera categórica sobre si se incluirá o no este asunto.

Luego, frente a la preocupación expresada por el Honorable Senador señor Kuschel referida a los límites norte y sur que tendrá la carretera eléctrica, el representante del Ejecutivo señaló que en este momento es difícil determinar dichos límites porque dependerán de varios factores que se actualizarán mediante un estudio que se realizará cada cuatro años (entre tales factores mencionó la ubicación de los centros de consumo, las necesidades de inversión y los polos de generación). No obstante, se discute todavía un concepto de carretera eléctrica con los asesores parlamentarios.

En este mismo sentido, el Honorable Senador señor Orpis precisó que en rigor el proyecto no establece una carretera con un trazado prefijado, sino que un procedimiento para el diseño y construcción de una carretera que se desarrolla en base a un estudio.

En lo referido a las ERNC, los personeros de Gobierno coincidieron en que lo que se espera es que esta ley viabilice las energías renovables y la constitución de ramales a lo largo de todo el país, de manera de potenciar la generación de polos de desarrollo directamente relacionados con las holguras.

Acto seguido hizo uso de la palabra el señor Ramón Galaz, en representación de los asesores parlamentarios, quien resumió los aspectos que debatidos con los especialistas del Ministerio de Energía, a saber:


- Definición del concepto de carretera eléctrica, concibiéndola como un instrumento de política pública que acoja todas las necesidades de expansión que tiene el sistema de TT, pero también de subtransmisión y sistemas adicionales.


- Consulta ciudadana.


- Naturaleza de la concesión y la necesidad de distinguir entre la concesión eléctrica y aquella que se relaciona con servicios públicos, ya que su naturaleza es distinta. En este tema existen opiniones divergentes.


- Inclusión de los polos de desarrollo. Hay ya ciertos lineamientos, en el sentido de que el mecanismo de obras de expansión del actual sistema de transmisión no permite visualizar dónde están las oportunidades y no incorpora el ordenamiento territorial.


- Reducción de la tensión de las líneas o el voltaje.


- Rol del Estado en la planificación de la transmisión.


- Sistema de remuneración de los ramales.


- Facultad del Ministro de Energía para aprobar o no el trazado.


- Posibilidad de solicitar cambios al trazado del EFT.


- Ampliación de capacidad de las obras una vez licitadas.

El señor Galaz si bien calificó como provechoso el trabajo que se ha realizado entre los asesores parlamentarios y el Gobierno, enfatizó que aún se encuentra en etapa inicial. Con todo, se mostró confiado en que se avanza por el camino correcto.

- - -

Luego de declarar cerrada esta parte de la discusión, la señora Presidenta sometió el proyecto a votación en general.

- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores Kuschel, Orpis y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez.

La Honorable Senadora señora Allende, al fundar su voto afirmativo, acentuó la importancia del trabajo que se efectúa en forma conjunta entre especialistas del Ministerio de Energía y los asesores parlamentarios. Al respecto, valoró positivamente la disposición a dialogar, a compartir inquietudes y a encontrar diagnósticos comunes que permitan proyectar los desafíos a futuro como país en materia energética. Se trata de un asunto que llegó para quedarse, dijo, por lo que se necesita una mirada amplia y de largo plazo en la búsqueda de alternativas de solución.

No obstante, añadió, si bien el proyecto puede pensarse como una señal que se orienta en tal sentido, no es la solución para los próximos cuatro años. En razón de lo anterior, arguyó, no se debe confundir a la ciudadanía con declaraciones que suponen que el proyecto de carretera eléctrica solucionará por sí mismo todos los problemas que afectan la matriz energética y asumirá en plenitud el desafío energético del país.

Por otra parte, explicó que no se puede obviar ni preterir la interconexión entre el SIC y el SING, sino que se debe avanzar paralelamente en ella y en la carretera eléctrica.

La señora Senadora destacó, también, la necesidad de incorporar las ERNC al proyecto. Al respecto, sostuvo que si no se es explícito en lo que concierne al voltaje o en la facilidad para la introducción de las ERNC, el proyecto no será más que una declaración de intenciones. Por ello es indispensable establecer la mejor manera de incorporar los ramales, para contar con un instrumento que permita ser proactivo en esta materia y no esperar que el mercado lo resuelva.

Finalmente, estimó de la mayor relevancia convenir un plan de trabajo que dé cuenta de la voluntad de llegar a acuerdos en los temas que preocupan. En todo caso, dijo, mucho más no se podrá avanzar si no se resuelve favorablemente el punto referido a la consulta ciudadana.

Concluyó su intervención refiriéndose a la necesidad de ampliar la matriz energética y disminuir la generación a carbón. Acometer este desafío, dijo, no significa optar por lo más barato e inmediato: es un desafío del país en su conjunto definir la manera más limpia y menos contaminante de producir energía.

El Honorable Senador señor Gómez fundó su abstención en la circunstancia de que el tema de las ERNC es, a su juicio, un problema de fondo que no será fácil de resolver, si es que ellos se logra. Destacó, además, como aspectos complejos y de ardua elucidación la carencia de regulación con respecto al trazado de interés público y el precio que puede implicar para los consumidores del sistema, entre otras cuestiones dificultosas. Sobre estos particulares, hizo hincapié en que en el proyecto se contienen únicamente declaraciones y procedimientos generales y no un protocolo claro.

Por último, el señor Senador agregó que no le parece adecuado que el Ejecutivo tramite en forma paralela en la Honorable Cámara de Diputados un proyecto de ley sobre concesiones eléctricas sin efectuar las adecuaciones y compatibilizaciones que se requieren para armonizarlo con el proyecto de ley de carretera eléctrica. Esta situación puede dar origen a antinomias que incrementarán la incertidumbre normativa.

Con motivo de la fundamentación de su voto, el Honorable Senador señor Prokurica celebró la capacidad de llegar a acuerdos, dado que existen numerosos proyectos paralizados por la falta de energía. Estimó de gran relevancia avanzar con la tramitación del presente proyecto de ley para destrabar jurídicamente el tema de la transmisión eléctrica y, además, como una forma de entregar una señal clara a los posibles inversionistas.

El Honorable Senador señor Orpis, al fundar su voto favorable, destacó que uno de los graves inconvenientes que ha padecido Chile para su desarrollo ha sido el problema eléctrico o energético. Hasta ahora, dijo, se han atravesado tres crisis relativas al suministro de energía que se han abordado mediante soluciones que han acometido sólo la coyuntura, sin una mirada de largo plazo. En tal sentido, agregó, si bien este proyecto de ley considera una visión de largo plazo, es indispensable despejar los aspectos regulatorios para precaver la incertidumbre que podría suscitarse si la normativa no es clara. El señor Senador planteó que siendo complejo el escenario eléctrico uno de los puntos relevantes para solucionarlo es el regulatorio, de allí la urgencia de esta iniciativa.

Enseguida manifestó su anhelo de que este proyecto de ley se convierta en un instrumento de política pública y no sea simplemente un procedimiento. Para cumplir tal objetivo, instó a los representantes del Ejecutivo y a los asesores parlamentarios a realizar un trabajo consistente y tenaz. En esta misma línea, destacó la necesidad de definir los objetivos específicos del proyecto, que determinarán la matriz energética del país, y propuso incluir explícitamente entre ellos a los polos de generación, así como en lo que atañe a los ramales y a las holguras afinar conceptos y regulaciones.

Por último, estimó fundamental incorporar dentro del EFT una evaluación estratégica ambiental, para otorgar mayor certidumbre al proceso.

Al finalizar su intervención hizo entrega por escrito de la fundamentación de su voto, cuyo tenor literal es el siguiente:

“Dada la situación de estrechez energética actual, que se manifiesta por ejemplo en los elevados costos marginales que se observan en el SIC, existe consenso acerca de la necesidad de adoptar acciones que apunten a posibilitar un desarrollo del sector eléctrico que sea adecuado para los requerimientos energéticos presentes y los que se ven hacia el futuro. Además de la evidente necesidad de llevar los precios de la energía eléctrica a niveles más competitivos, sobre todo en comparación con casos internacionales, se requiere asegurar un adecuado crecimiento en la oferta de electricidad, de manera de posibilitar el desarrollo de proyectos de inversión que sean relevantes, que requieren energía para su materialización, y también asegurar un nivel de seguridad en el suministro para todos los usuarios, tanto industriales como residenciales.

Parte importante de este desafío recae sobre el sistema de transmisión, el que debe permitir que la energía inyectada alcance a quienes la requieren, considerando una operación del sistema de manera eficiente. Es por ello que cambios legales y/o regulatorios que apunten a mejorar el desarrollo y operación de los sistemas de transmisión son muy relevantes hoy en día. En este contexto se enmarca el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica, actualmente en trámite legislativo.

En esta minuta se exponen algunas consideraciones sobre dicho proyecto. En particular, se explicita la relevancia de contar con perfeccionamientos legales en el ámbito de la transmisión, particularmente en el sentido de contar con lo que pueda denominarse una “carretera eléctrica”, y luego se revisa una serie de aspectos que se sugiere modificar del proyecto de ley enviado por el ejecutivo en el mes de septiembre a la Comisión de Minería y Energía del Senado.

RELEVANCIA DE UNA CARRETERA ELÉCTRICA

Si bien el texto de los artículos que componen este proyecto de ley no menciona el término “carretera eléctrica” explícitamente, de la presentación del proyecto puede desprenderse que la carretera eléctrica correspondería a la definición de algunas instalaciones con característica de troncal (además del ya existente), las que serían objeto de un estudio para determinar su trazado y posteriormente se les entregaría la concesión de terrenos a los adjudicatarios de su construcción y operación.

El objetivo de otorgar ciertas prerrogativas a algunas líneas troncales es favorecer el desarrollo de un sistema troncal adecuado. Se señala en la presentación del proyecto que, de acuerdo al Informe CADE y a la ENE, “Chile necesita respaldar el crecimiento de su economía con un desarrollo del sector eléctrico sustentable, competitivo, y que garantice la seguridad de suministro. Ello requerirá contar con nuevas centrales de generación eléctrica y con un sistema de transmisión troncal más robusto para llevar esa nueva generación a los centros de consumo”.

Adicionalmente, la presentación del proyecto indica que el proyecto de ley contribuye a la materialización de los pilares de la ENE, dentro de los cuales puede mencionarse la incorporación acelerada de las ERNC, mayor preponderancia del recurso hídrico, un nuevo enfoque en transmisión, y una mayor competencia en el mercado eléctrico.

Debe entenderse entonces que el principal objetivo del proyecto es contribuir al desarrollo de los sistemas de transmisión de una forma acorde a los requerimientos del sector eléctrico, favoreciendo el avance hacia las metas propuestas en la ENE. Resulta de aquí claro que el objetivo perseguido es beneficioso para el sistema y para el país, sobre todo cuando la situación actual evidencia una falta, o retraso, de inversiones en transmisión.

Específicamente, el proyecto de ley propone una serie de modificaciones al DFL-4, ya sea a través de la modificación de diversos artículos como de la introducción de nuevos artículos. Una parte importante de los cambios propuestos efectivamente contribuye al logro de los objetivos que motivan este proyecto, por lo que sin duda que el proyecto constituye un importante avance. Asimismo, se encuentra también algunos aspectos que se sugiere modificar, los que se presentan a continuación.

OBSERVACIONES Y ASPECTOS CON SUGERENCIAS DE MODIFICACIÓN

A continuación se presentan diversos aspectos del proyecto de ley (PL) que se sugiere modificar, especificando las modificaciones sugeridas.

I. Conceptualización de “carretera eléctrica”.

Tal como se mencionó anteriormente, el PL no hace mención del término Carretera Eléctrica explícitamente, sino más bien de él se subentiende que la “Carretera Eléctrica” sería de un “procedimiento” para facilitar la expansión del sistema de transmisión de manera más rápida y eficiente. 

Sería positivo, y casi necesario, que se incorporara formalmente este concepto (Carretera Eléctrica) explícitamente en el PL, en el entendido claro que se trata de un “instrumento de política pública” que tiene como finalidad el cumplimiento de objetivos planteados más adelante. 

II. Objetivo del proyecto de ley.

De acuerdo con lo informado por el gobierno en la mesa técnica de trabajo, el objetivo de la Carretera Eléctrica es contar en el futuro con un sistema eléctrico robusto, seguro, eficiente, sustentable e independiente que le permita enfrentar adecuadamente los desafíos necesarios para alcanzar el desarrollo, superar la pobreza y lograr el bien común.

Para ello, el gobierno ha definido Objetivos Específicos:

• Ordenamiento territorial de las líneas eléctricas.

• Tarifas de energía eléctrica competitivas.

• Matriz energética independiente de combustibles importados.

Los objetivos planteados por el gobierno van en la dirección correcta y, en lo general se ajustan a las necesidades del país hoy. Sin embargo, no debe descartarse la posibilidad de ser más específicos, sobre todo en lo que a matriz energética se refiere. Específicamente en este caso  aquí podría plantearse, directamente, la necesidad de potenciar el desarrollo de una matriz que utilice en mayor proporción las ERNC y los recursos naturales disponibles para generación en el país, incluso definiendo polos de generación. 

III. Estructura del proyecto de ley.

Tal como se presentó el PL, es posible identificar cuatro grandes aspectos, independientemente de que se mencionan otros que también son importantes:

a) Modificaciones al Estudio de Transmisión Troncal (ETT) para contar con un sistema troncal más seguro y robusto (holguras)

b) Incorporación de nuevas instalaciones al sistema troncal (Ramales o líneas transversales)

c) Modificaciones al sistema de concesiones y servidumbres (líneas de utilidad pública)

d) Implementación del Estudio de Franja Troncal (EFT)

En general estos cuatro aspectos tienen, por sí mismo, mucho sentido para el logro de los objetivos planteados por el gobierno. Sin embargo un aspecto que resulta confuso es la implementación que se propone de cada uno ellos.

En efecto, tanto las modificaciones al ETT mencionadas en el punto a), como la incorporación de nuevas instalaciones al sistema troncal del punto b), parten de una definición ex-antes de modificar “lo menos posible” el actual sistema regulatorio del Sistema de Transmisión Troncal (STT). Esto tiene mucho sentido para facilitar el trámite legislativo del PL, sin embargo no es claro que sea la mejor manera de asegurar la implementación de un PL que logre finalmente sus objetivos, sobre todo por las posibles contraposiciones regulatorias que de ello pudieran surgir, principalmente al incorporar líneas de transmisión adicional (ramales) al esquema regulatorio del STT.

Se recomienda en este caso hacer una separación clara de ambos casos. Específicamente se propone generar condiciones regulatorias que permitan una mejor planificación del STT a través del ETT con el objeto de generar las holguras que se están planteando y, al mismo tiempo,  generar un nuevo tipo de instalaciones adicionales, transversales que permitan el mejor aprovechamiento de recursos energéticos disponibles en el país (ERNC y convencionales),  con su propia definición y mecanismo de regulación.

Conjuntamente con lo anterior, ambos sistemas (Troncal y Líneas Transversales o Ramales) pueden acogerse al instrumento de política pública denominado “Carretera Eléctrica”, el cual debiera estar orientado a favorecer el desarrollo del sistema de transmisión en su conjunto, de acuerdo a las necesidades del país. 

Finalmente, este instrumento debiera estar compuesto por tres grandes componentes:

• Estudio de Franja Troncal.

• Ley de concesiones modificada.

• Caracterización de instalaciones de utilidad pública para casos.

Con la propuesta anterior, lo que se está haciendo es ordenar de manera diferente lo propuesto por el gobierno, pero la esencia se mantiene prácticamente igual. Sólo se eliminan posibles conflictos regulatorios indicados anteriormente.

Conforme con lo anterior, a continuación se entregan comentarios específicos al proyecto de ley.

IV. Comentarios específicos al proyecto de ley.

IV.1. Modificaciones al Estudio de Transmisión Troncal (ETT).

- El PL dispone que las nuevas instalaciones troncales según artículo 74°-1 mantienen su calificación de troncal en las revisiones anuales y en el ETT, lo cual introduce una condición inicial para el desarrollo del ETT. En términos generales, no se aprecia como positivo adicionar limitantes al ETT puesto que un objetivo central del estudio es identificar instalaciones económicamente eficientes y necesarias para el desarrollo del sistema eléctrico. Se sugiere la separación clara de instalaciones del STT con instalaciones adicionales de aprovechamiento de recursos nacionales (ERNC y convencionales).

- Se cambia de diez a veinte años el plazo mínimo de análisis que debe considerar el ETT. Se sugiere también extender el período de cuatro años para el cual se consideran las instalaciones que resultan económicamente eficientes y necesarias para el desarrollo del respectivo sistema eléctrico, a diez años. Con ello, se tendría un plan detallado a diez años, actualizado cada vez que se realiza el ETT.

IV.2. Caracterización e introducción de nuevas líneas troncales de acuerdo a criterios adicionales a los existentes.

De acuerdo al PL en su nuevo artículo 74°-1, “Se considerarán troncales las nuevas instalaciones que sea necesario desarrollar para posibilitar el acceso al sistema eléctrico en condiciones económicamente eficientes, y que cumplan las siguientes características:

a) Que faciliten el acceso a recursos disponibles en el país, para la producción de energía eléctrica; o 

b) Que permitan el abastecimiento de un grupo importante de consumos ubicados fuera de zonas de concesión de empresas distribuidoras.”

Adicionalmente, estas líneas sólo pueden incluirse en expansión del sistema troncal bajo las condiciones que se establecen en el artículo 99°.

Para líneas según letra a):

- Este tipo de línea puede efectivamente favorecer el acceso de ERNC al sistema. Sin embargo, dado el requerimiento establecido en art. 99°, en el sentido que la capacidad máxima de generación esperada debe justificar construcción en un nivel de al menos 220 kV, se estima que la norma sería de aplicación a proyectos que totalicen una potencia instalada del orden de 100 MW por lo menos, lo que resulta elevado si se consideran los tamaños de proyectos típicos de ERNC. Con el fin de favorecer proyectos de ERNC, se sugiere bajar el nivel de tensión requerido.

- En el caso de las ERNC, es posible que proyectos aislados tengan dificultades en relación con la viabilidad económica. Tal como señalan los antecedentes y fundamentos del proyecto, puede haber proyectos de generación de ERNC individuales “que sean competitivos, pero que dejan de serlo si cada uno debe financiar la inversión en una línea de transmisión propia.” Sin embargo, si un conjunto de proyectos comparte una línea de transmisión, se aprovechan economías de escala y éstos se vuelven más competitivos y viables. Dado que las líneas según letra a) efectivamente podrían favorecer la conexión de fuentes basadas ERNC, se sugiere que el proyecto sea más específico en ese sentido, entendiéndose que la justificación para establecer esta nueva caracterización de línea troncal se fundamenta en razones de política pública, junto con el favorecimiento del cumplimiento de uno de los pilares de la ENE.

- De acuerdo al artículo 99°, letra b), para estas líneas se permite una holgura de hasta 75% el primer año de operación. Se sugiere revisar este valor al corresponder a una cifra que no es consecuencia de otros antecedentes, sino que aparentemente, se basa en las expectativas sobre el uso y aplicación de esta disposición.

- El artículo 99°, letra d), indica que la “solución de transmisión debe ser económicamente eficiente”. Conviene clarificar el alcance de esta obligación pues al otorgar holgura a este tipo de línea se podría contradecir la eficiencia económica exigida.

- De acuerdo a artículo 99°, letra e), requiere que la propiedad de proyectos de generación sea de a lo menos dos personas no relacionadas entre sí. Se propone exigir que cualquier línea de este tipo sirva al menos a tres proyectos de ERNC.

- El artículo 74° actualmente señala que cada tramo del sistema troncal debe cumplir, entre otras características, que los flujos “no sean atribuidos exclusivamente al consumo de un cliente, o a la producción de una central generadora o de un grupo reducido de centrales generadoras”, lo que podría ser el caso para líneas según la letra a). Si bien se entiende que el proyecto propone nuevas líneas troncales bajo características diferentes a las del artículo 74°, no deja de ser algo a revisar el que estas nuevas líneas que también serían troncales justamente podrían contravenir características de las líneas que responden a la definición actual y, podría decirse, bastante natural para instalaciones troncales. Una resolución para este aparente conflicto es considerar, como ya se mencionó, que en el caso de las ERNC existen argumentos de política pública que motivan un tratamiento especial para ciertas líneas.

- En cuanto a la tarificación de las líneas según letra a), en que la holgura la paga la demanda, se sugiere explorar otros mecanismos tarifarios puesto que no es claro que los beneficiados sean sólo quienes retiran. Debe reconocerse que este es un aspecto complejo. Se sugiere que holguras sean remuneradas por quienes reciben los beneficios de su existencia, lo que no es sencillo de determinar.

- Luego de cinco períodos tarifarios (20 años) sin ser modificada, la revisión de una línea según letra a) “deberá contemplar la adaptación de su valorización y dimensionamiento a la capacidad de generación real instalada aguas arriba del respectivo tramo”. Es decir, se extinguiría la obligación de pagar cualquier holgura remanente. Junto con sugerir la conveniencia de hacer más clara la redacción, puede observarse que cualquier holgura remanente tras 20 años puede no ser usada, con lo que se habría pagado sin haber logrado el aporte que se espera sean las holguras para el sistema. Al introducir esa holgura inicialmente, se podría haber introducido una posible ineficiencia en el sistema, lo que puede haber ocurrido por la no materialización de proyectos de generación. Cabe entonces sugerir que el proyecto de ley contemple mecanismos claros tanto para la calificación de proyectos que aspiren a beneficiarse y como para la revisión y seguimiento del cumplimiento en la materialización de los proyectos beneficiados.

- Las líneas según letra a) se establecen para facilitar el acceso a recursos disponibles en el país, para la producción de energía eléctrica, cumpliendo las condiciones del artículo 99°. Así como podrían favorecer el acceso de ERNC al sistema, podrían también aplicarse a proyectos de generación convencionales, basados en recursos disponibles en el país. Sin embargo, a diferencia de las ERNC, los proyectos convencionales no presentan problemas de potencial inviabilidad económica por el dimensionamiento de las instalaciones de transmisión para conectarse al sistema. Ello hace que no parezca necesario incluir este tipo de proyectos en los relacionados a líneas según la letra a), pues simplemente no lo requerirían. En efecto, las disposiciones del proyecto de ley sobre concesiones, actualmente en trámite, que perfecciona la tramitación de concesiones para instalaciones de transmisión, podrían ser suficientes para mejorar el proceso de desarrollo de las instalaciones de transmisión destinadas a conectar nuevos proyectos de generación convencional.

Para líneas según letra b):

- Se sugiere no incluir este tipo de líneas como nuevas líneas troncales por corresponder claramente a líneas adicionales destinadas a abastecimiento de clientes que tengan en total consumos elevados (sobre 100 MW, digamos), lo que no respondería a los criterios de ser esencial para el intercambio en el mercado o elevar la confiabilidad en el sistema, que son generalmente naturales para las instalaciones troncales. Adicionalmente, el artículo 74° actualmente señala que cada tramo del sistema troncal debe cumplir, entre otras características, que “la magnitud de los flujos en estas líneas no esté determinada por el consumo de un número reducido de consumidores”, lo que podría ser el caso para líneas según la letra b). Además requiere que las líneas troncales tengan tramos con flujos bidireccionales relevantes, lo que muy posiblemente no sería el caso. Si bien se entiende que el proyecto propone nuevas líneas troncales bajo características diferentes a las del artículo 74°, no deja de ser algo a revisar el que estas nuevas líneas que también serían troncales justamente podrían contravenir características de las líneas que responden a la definición actual. Sin duda que las instalaciones para abastecer a un grupo importante de consumos ubicados fuera de zonas de concesión de empresas distribuidoras son muy importantes, dada la relevancia del acceso de los clientes al mercado eléctrico. Sin embargo, se considera que las disposiciones del proyecto de ley sobre concesiones, actualmente en trámite, que perfecciona la tramitación de concesiones para instalaciones de transmisión, podrían ser suficientes y un mejor camino para mejorar el proceso de desarrollo de las instalaciones de transmisión destinadas al abastecimiento de grupos importantes de consumos. En efecto, el considerar este tipo de líneas como de utilidad pública (líneas según letra b)) mientras que líneas importantes del troncal actual no lo serían, podría parecer desbalanceado y hacer poco concreto el concepto de carretera eléctrica.

IV.2. Introducción de Estudio de Franja Troncal (EFT).

- La introducción del EFT es positiva pues incorpora muchas materias de relevancia en la planificación del sistema de transmisión, en lo relativo al trazado de las nuevas líneas y su relación con el entorno. Fuera de los aspectos ya incluidos en el proyecto, se sugiere que el EFT incluya la realización de una consulta ciudadana respecto a los nuevos proyectos y también la realización de una evaluación ambiental estratégica.

- Debe también considerarse el impacto y la incorporación de las consultas dispuestas por el Convenio 169 de la OIT, en los casos en que ello corresponda.

IV.3. Posibles modificaciones a Franja Troncal posteriores al EFT.

- Se sugiere no incluir la facultad del Ministro de Energía de ordenar la modificación de la Franja o parte de esta una vez que el EFT ya ha finalizado (art. 100°-12). Se sugiere como alternativa considerar la incorporación de un mecanismo que actúe en caso que, luego de concluirse el EFT, y por razones justificadas, se deba revisar el trazado. Sin embargo, el uso de este instrumento debe estar claramente reglado, así como los fundamentos que es válido exponer para proponer un cambio a la Franja.

- Se sugiere no incluir la posibilidad de cambiar el trazado de una línea, determinado en el EFT, por iniciativa del concesionario de la construcción de la línea por la causal particular de que “considere fundadamente que existe otro trazado que cumple mejor forma” con lo requerido (art. 100°-23). Se sugiere como alternativa introducir un mecanismo que permita a diversos actores proponer cambios en trazado de líneas.

IV.4. Posible aumento de capacidad de líneas tras licitación y adjudicación.

- Se sugiere no incluir la posibilidad de realizar aumentos de capacidad de las expansiones de transmisión en un corto plazo tras la adjudicación mediante el acuerdo entre privados (art. 100-14) pues se entiende que la capacidad determinada en el ETT para la instalación correspondiente es la que cumple con los requerimientos de expansión del sistema de mejor manera, según los criterios empleados.

IV.5. Otorgamiento de concesiones y servidumbres.

- Hacer más ágil el proceso de otorgamiento de concesiones y servidumbres es beneficioso para el sistema pues debiera reducir el período de tiempo que transcurre entre la adjudicación de la construcción de una nueva instalación y su entrada en servicio. Sin embargo, es importante que los criterios que se emplearán para seleccionar las instalaciones que recibirán la concesión y servidumbre de acuerdo a los procedimientos del proyecto sean claramente establecidos.

- Se sugiere reservar la característica de Utilidad Pública para aquellas instalaciones que cumplan condiciones que respondan a un interés de carácter nacional, como por ejemplo, podría ser el aprovechamiento de recursos disponibles en el país en casos calificados.

- Debe cuidarse la relación entre los cambios propuestos en este proyecto y los propuestos en el proyecto sobre concesiones, actualmente en trámite, pues son complementarios.

IV6. Aspectos ambientales.

- De acuerdo al artículo 100°-26 la definición del trazado establecido para las nuevas instalaciones no será parte de la evaluación ambiental. Del mismo modo, no se podrá imponer como medida de mitigación, compensación o reparación el cambio del trazado o áreas de la Franja Troncal. Se sugiere revisar interacción de estas disposiciones con normativa ambiental.

- Lo más relevante es definir la incorporación de mayores avances en el EFT de manera de entregar mayores certidumbres al proceso, ya sea vía la implementación de consultas ciudadanas o una evaluación ambiental estratégica.

IV.7. Otros.

- Otros aspectos que han surgido en discusiones, y que aquí simplemente se mencionan, tienen relación con la entrega al dueño de un predio afectado del cincuenta por ciento del valor de la indemnización mientras se resuelven reclamos referentes al avalúo (art. 100°-22) y la resolución mediante arbitraje de conflictos entre concesionarios (art. 100°-28).”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- 
Modifíquese Decreto con Fuerza de Ley N° 4, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N°. 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en el siguiente sentido:



1) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al Artículo 5°:



“Al concesionario se le otorgará, por el solo ministerio de la ley, respecto de los bienes nacionales de uso público, el derecho de acceso, instalación y mantenimiento de las instalaciones de obras eléctricas, sin necesidad de trámite posterior alguno salvo por el envío de una notificación por escrito a la Dirección de Vialidad o a la Municipalidad respectiva, según corresponda, que indique las fechas estimadas de inicio y término de las obras y cada vez que sea necesario ingresar a dichos bienes nacionales de uso público para la mantención de las mismas.” 



2) Intercálase el siguiente artículo 34°-1, nuevo:



“Artículo 34°-1.- El Presidente de la República, por causa de utilidad pública, podrá otorgar, conforme al procedimiento especial establecido en los artículos 100°-1 y siguientes, concesiones eléctricas e imponer, en el territorio del país, las servidumbres a que se refiere el número 4 del artículo 2º. La constitución y ejercicio de dichas servidumbres se regirá por las normas contenidas en el Capítulo V "De las Servidumbres", del Título II, del mismo cuerpo legal.



Para los efectos de lo señalado en el inciso anterior, se entenderán que son de utilidad pública las expansiones troncales fijadas por decreto del Ministerio de Energía, en conformidad a lo señalado en el inciso sexto del artículo 99°.



La concesión eléctrica a que se refiere el inciso primero será otorgada por decreto supremo a favor del adjudicatario contemplado en el artículo 94°, en caso que corresponda, o artículo 97°, según el caso. 



Las servidumbres se impondrán sobre el trazado o área definido en el respectivo Estudio de Franja Troncal a que se refiere el artículo 100°-1 y se entenderán perfeccionadas desde la publicación del decreto anterior en el Diario Oficial, sin perjuicio de la obligación del adjudicatario de la construcción y explotación en el caso de las obras nuevas, y de la construcción para el caso de las ampliaciones de la respectiva instalación troncal, de indemnizar a los dueños de los respectivos terrenos, según corresponda.



Una vez publicado el decreto, será aplicable lo dispuesto en el artículo 57°.”



3) Intercálase el siguiente artículo 74°-1, nuevo:



“Artículo 74°-1.- Se considerarán además troncales las nuevas instalaciones eléctricas que sea necesario desarrollar para posibilitar el acceso al sistema eléctrico en condiciones económicamente eficientes, y que cumplan las siguientes características:



a) Que faciliten el acceso a recursos disponibles en el país, para la producción de energía eléctrica; o



b) Que permitan el abastecimiento de un grupo importante de consumos ubicados fuera de zonas de concesión de empresas distribuidoras. 



Las instalaciones señaladas en los literales anteriores sólo podrán incluirse en el procedimiento anual de expansión troncal cuando se cumplan las condiciones establecidas en el inciso tercero del artículo 99°.”.



4) Sustitúyese en el artículo 75° el literal a) del inciso segundo por el siguiente:



“a) No calificar como instalaciones troncales según lo establecido en los artículos 74° y 74°-1; y”



5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 81° la expresión “en el artículo 74°” por “en los artículos 74° y 74°-1”.



6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 84 el término “diez” por “veinte”.



7) Modifícase el artículo 95° en el siguiente sentido:



a) Intercálense, en los incisos primero y segundo, la expresión “inciso sexto del” antes del término “artículo 99°”.



b) En el inciso tercero, sustitúyese el término “líneas” por “instalaciones” e incorpórese la siguiente oración final: “Las instalaciones troncales señaladas en el artículo 74°-1 mantendrán su calificación de instalación troncal. No obstante, su revisión deberá contemplar la adaptación de su valorización y dimensionamiento a la capacidad de generación real instalada aguas arriba del respectivo tramo.”



8) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 96°, el término “la Dirección de Peajes del CDEC” por “la Dirección del CDEC que corresponda”.



9) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 97°, el término “La Dirección de Peajes respectiva” por “La Dirección del CDEC que corresponda”.



10) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 99:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, el término “la Dirección de Peajes del CDEC” por “la Dirección del CDEC que corresponda”.



b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el término “la Dirección de Peajes del CDEC” por “la Dirección del CDEC que corresponda” e incorpórase, después del término “por sus promotores” la oración “o sean promovidos por la misma”



c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Adicionalmente, para los efectos de lo señalado en el artículo 74°-1, la propuesta de la Dirección del CDEC que corresponda sólo podrá incluir las instalaciones que cumplan las  siguientes condiciones:



1.- Para el caso de las instalaciones referidas en la letra a) del artículo 74º-1:



a. Que la capacidad máxima de generación esperada que hará uso de dichas instalaciones, justifique técnica y económicamente su construcción al menos en el nivel de tensión a que se refiere la letra b) del inciso segundo del artículo 74;   



b. Que la capacidad máxima de generación esperada que hará uso de dichas instalaciones, para el primer año de operación, sea mayor o igual al veinticinco por ciento de su capacidad;



c. Que los propietarios de los proyectos de generación indicados en la letra b) anterior  acrediten que respecto de su proyecto no se ha puesto término anticipado al procedimiento de evaluación ambiental por las causales establecidas en los artículos 15 bis o 18 bis, según corresponda, de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Con todo, para efectuar la licitación establecida en el artículo 100°-13, los proyectos que hagan uso de al menos un veinticinco por ciento de la capacidad de las instalaciones durante el primer año de operación deberán contar con una Resolución de Calificación Ambiental favorable;



d. Que la solución de transmisión a que se refiere la letra a) anterior sea económicamente eficiente para el respectivo Sistema Eléctrico; y



e. Que la propiedad de los proyectos de generación a que se refiere la letra a) anterior sea de a lo menos dos personas no relacionadas entre sí según lo dispuesto en la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.



2.- Para el caso de las instalaciones referidas en la letra b) del artículo 74º-1:



a. Que la demanda media esperada que hará uso de dichas instalaciones, justifique técnica y económicamente su construcción, al menos en el nivel de tensión a que se refiere la letra b) del inciso segundo del artículo 74;  



b. Que la demanda media esperada para el primer año de operación, que hará uso de dichas instalaciones, sea mayor o igual al veinticinco por ciento de su capacidad;



c. Que los propietarios de los proyectos asociados a la letra b) acrediten que respecto de su proyecto no se ha puesto término anticipado al procedimiento de evaluación ambiental por las causales establecidas en los artículos 15 bis o 18 bis, según corresponda, de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Con todo, para efectuar la licitación establecida en el artículo 100°-13, los proyectos que hagan uso de al menos un veinticinco por ciento de la capacidad de las instalaciones durante el primer año de operación deberán contar con una Resolución de Calificación Ambiental favorable; 



d. Que la propiedad de los proyectos a que se refiere la letra a) anterior sea de a lo menos dos personas no relacionadas entre sí, según lo dispuesto en la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.



d) En el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, sustitúyense los términos “la Dirección de Peajes” por “la Dirección del CDEC que corresponda”.



e) En el inciso cuarto, que pasó a ser quinto, sustitúyense los términos “de Peajes” por el término “correspondiente”.



f) Intercálanse los siguientes incisos séptimo y octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:



“Asimismo, la Comisión deberá emitir, dentro de los treinta días siguientes a la dictación del decreto a que se refiere el inciso anterior, un informe técnico que recomiende cuáles de las instalaciones individualizadas en dicho decreto quedarán sujetas al procedimiento contemplado en los artículos 100°-1 a 100°-28. Sobre la base de dicho informe técnico, el Ministro dictará un decreto, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, que establezca las instalaciones que se someterán a dicho procedimiento. En estos casos, el plazo de doce meses a que se refiere el inciso anterior se contará desde el momento en que se dicte el decreto a que se refiere el artículo 100°-11, salvo que sea aplicable lo dispuesto en la letra c) de los numerales 1) y 2) del inciso tercero del artículo 99. 



La Comisión sólo podrá incluir en el informe técnico, aquellas instalaciones que requieran la determinación de una franja de terreno o área para los efectos de imponer las servidumbres que correspondan en conformidad  al artículo 34°-1, tomando en cuenta, además, la necesidad de utilizar este procedimiento por la complejidad de su construcción, por la dificultad de acceso a desarrollos de generación, o por los problemas de coordinación que dificulten severamente la ejecución de los proyectos de generación o de consumos.”



g) En el inciso sexto, que pasa a ser noveno, intercálase después de la expresión “cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos.” la siguiente oración: “A su vez, las mencionadas obras de expansión decretadas como de utilidad pública tendrán el carácter de imprescindibles y serán de interés nacional.”.



9) Intercálanse a continuación del artículo 100°, los siguientes artículos 100°-1 a 100°-28:



“Artículo 100°-1.- Las instalaciones de transmisión determinadas en conformidad al inciso séptimo del artículo 99 serán objeto de un Estudio de la Franja Troncal, en adelante el EFT, que determinará la mejor alternativa de trazado o área sobre la cual se impondrán las servidumbres contempladas en el artículo 34°-1, en consideración a criterios técnicos, económicos y sustentables, tomando, además, en cuenta aspectos sociales y productivos.



El EFT será efectuado por un consultor seleccionado por el Ministerio por medio de una licitación.



Artículo 100°-2.- Dentro de los treinta días siguientes a la publicación del decreto a que se refiere el inciso séptimo del artículo 99°, el Ministerio deberá llamar a una licitación pública, a través de medios nacionales e internacionales, para la selección del consultor que elaborará el EFT que definirá la franja de terreno o área sobre la cual se impondrán las servidumbres  contempladas en el artículo 34°-1, respecto de una o más instalaciones incluidas en el decreto antes referido. 



Un reglamento establecerá los requisitos mínimos de las bases de licitación, la forma de publicar los avisos del llamado, los requisitos para que las personas jurídicas chilenas o extranjeras con representación en Chile participen en la licitación, las distintas etapas del proceso de licitación, criterios de evaluación y selección del adjudicatario y la determinación de las garantías de cumplimiento de las obligaciones asumidas por éste.



Por su parte, las bases de licitación del EFT determinarán las diversas etapas que lo conformarán y los criterios técnicos, económicos y sustentables que deberán ser considerados.



La persona jurídica que se adjudique el EFT, en adelante el Consultor del EFT, quedará impedida de asesorar, durante su desarrollo, a las empresas de generación y a los clientes no sometidos a regulación de precios en materias que estén directamente relacionadas con los contenidos del EFT. La prohibición afectará a la persona jurídica desde que se le notifique la adjudicación del EFT y se aplicará también a las personas naturales que participen en el EFT. 



Los costos del EFT serán de cargo de las empresas generadoras, transmisoras, distribuidoras y usuarios no sometidos a fijación de precios de cada sistema interconectado, de conformidad a la prorrata que establezca el Reglamento.



El EFT tendrá una duración variable, dependiendo de la naturaleza y magnitud de las obras de expansión troncal objeto del trazado que se determinará y su especificación deberá realizarse en las Bases de Licitación del EFT. En todo caso, dicho EFT no podrá realizarse en un plazo mayor de dos años contados desde la total tramitación del contrato que se suscriba con el consultor adjudicado, pudiendo fundadamente prorrogarse por un plazo máximo de un año, ya sea a solicitud del Consultor del EFT o por decisión del Comité Interministerial al que se refiere el artículo 100°-4.



Artículo 100°-3.- Las Bases de Licitación del EFT deberán especificar al menos lo siguiente:



a) El plazo máximo de duración del estudio;



b) Los criterios de evaluación y selección de las propuestas de los oferentes para la realización del estudio;



c) Las garantías de cumplimiento de obligaciones contractuales pertinentes;



d) Las responsabilidades y obligaciones del consultor en relación al desarrollo del estudio, incluyendo la obligación de que todos sus cálculos y resultados sean reproducibles y verificables;



e) Las diferentes etapas del estudio contempladas en el artículo 100°-5;



f) Criterios técnicos y económicos del trazado que deberá tomar en cuenta el estudio; y



g) Dimensiones de sustentabilidad que deberá tomar en cuenta el  estudio y que deberán aplicarse sobre las posibles áreas sobre las que se impondrán las servidumbres. Estas dimensiones deberán referirse a lo menos al ordenamiento territorial, a las poblaciones, especies y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, y a la descripción física y socioeconómica de la posible área afectada.



Artículo 100°-4.- Un Comité Interministerial deberá revisar y aprobar los informes del Consultor y el EFT y cumplir las demás funciones que señale la ley. Dicho Comité contará con una Secretaría Ejecutiva, radicada en el Ministerio, que deberá actuar como contraparte administrativa del Consultor del EFT.



El Comité Interministerial estará integrado por un representante del Ministerio de Energía, quien lo presidirá, un representante de la Comisión Nacional de Energía, un representante de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y un representante del Ministerio del Medio Ambiente. 



Durante el desarrollo del EFT, el Comité Interministerial podrá requerir a otros órganos de la Administración del Estado para que informen oportunamente sobre materias de su competencia vinculadas a dicho estudio. 



El Comité Interministerial podrá también encargar a terceros, de acreditada calificación técnica, informes especializados sobre materias específicas para mejor resolver.



Al término de cada una de las etapas del EFT a que se refiere el artículo 100°-5, el Comité Interministerial, en caso de que el trazado considere la ocupación de terrenos limítrofes, deberá solicitar a la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado la autorización pertinente, de acuerdo a las disposiciones de los decretos con fuerza de ley N° 4 de 1967, N° 7 de 1968 y N° 83 de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Los informes presentados por el Consultor del EFT, al final de cada etapa del EFT, más el informe de la Superintendencia que contenga su pronunciamiento sobre las observaciones y oposiciones que se hubieren formulado, de acuerdo a lo establecido en los artículos 100°-9 y 100°-10, deberán ser aprobados por la unanimidad del Comité Interministerial.



El Comité Interministerial podrá siempre hacer observaciones al Consultor del EFT sobre la conveniencia de algunos trazados de la franja, los que el Consultor podrá aceptar en la medida que le permitan cumplir con los criterios impuestos en el artículo 100°-1.



El Comité Interministerial cesará en sus funciones una vez dictado el decreto a que se refiere el artículo 100°-12, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 100°-23. 



El reglamento establecerá las normas sobre designación, constitución, funcionamiento, obligaciones y atribuciones de este Comité.



Artículo 100°-5.- El EFT contemplará al menos las siguientes etapas:



1.- Una etapa preliminar que considere la obtención de la información técnica, regulatoria, de sustentabilidad y territorial, entre otras, requeridas para confeccionar el informe preliminar del EFT, también llamado Informe Preliminar.



El Informe Preliminar incluirá, además, un análisis de la información obtenida, la identificación de los eventuales problemas que presentaría la construcción de las instalaciones y la propuesta de un trazado preliminar con alternativas; y



2.- Una etapa definitiva que considere la notificación de los planos de la franja contemplada en el Informe Preliminar a los dueños de los respectivos predios, revisión de las observaciones y oposiciones recibidas y propuesta del EFT, también llamado Informe Definitivo que contendrá el trazado óptimo.



Cada una de las etapas señaladas precedentemente concluirá con un informe que deberá ser aprobado por el Comité Interministerial.



Artículo 100°-6.- El EFT deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos y actividades para cumplir con los criterios exigidos en el artículo 100°-1: 



a) El trazado recomendado, las alternativas evaluadas y las razones por las que no fueron consideradas;



b) Levantamiento de información en materias de ordenamiento territorial incluyendo los instrumentos de planificación territorial vigentes;



c) Levantamiento de información vinculada a las poblaciones, especies y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares;



d) Descripción física de las posibles áreas sobre las cuales se impondrán las servidumbres  que incorpore a lo menos características del suelo, aspectos geológicos, geomorfológicos, ecosistemas relevantes, entre otros;



e) Descripción socioeconómica de las posibles áreas sobre las cuales se impondrán las servidumbres;



f) Identificación y análisis de aspectos críticos que podrían afectar la implementación del trazado;



g) Indicación de los caminos, calles y otros bienes nacionales de uso público que se ocuparán, y de las propiedades fiscales, municipales y particulares que se atravesarán, individualizando a sus respectivos  dueños;



h) Un análisis general de impacto económico, social y ambiental, en base a la información recopilada; y



i) Realización de las gestiones necesarias para requerir la notificación de los planos de la franja o área determinada en el trazado preliminar aceptado por el Comité Interministerial, y la resolución de los reclamos, todo lo anterior en conformidad a los artículos 100°-9 y 100°-10.



Artículo 100°-7.- El Consultor del EFT podrá ingresar a todas las propiedades fiscales, municipales y particulares en que sea necesario realizar los trabajos relativos al EFT, con los mismos derechos y obligaciones del concesionario provisional señalado en el artículo 19 y siguientes. Ello lo hará previa autorización de la Superintendencia. Asimismo, en caso de verse impedido de ejercer este derecho, el Consultor del EFT podrá solicitar la intervención de la Superintendencia para que ésta adopte las medidas contempladas en el artículo 3 número 22 de la ley 18.410.



Artículo 100°-8.- Una vez aprobado el Informe Preliminar, y para los efectos del cumplimiento de lo señalado en el numeral 2 del artículo 100°-5 el Consultor del EFT deberá poner en conocimiento de los dueños de las propiedades afectadas los planos especiales de servidumbre. La notificación podrá efectuarse según lo dispuesto en los artículos 40 a 47 del Código de Procedimiento Civil o bien, notarialmente. 



En caso de que la individualidad de los dueños de las propiedades afectadas sea difícil de determinar, o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el Consultor del EFT podrá recurrir al Juez de Letras competente para que ordene notificar de inmediato en conformidad a lo establecido en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.



Si al Consultor del EFT le ha sido imposible practicar una o más notificaciones a los dueños de las propiedades afectadas, debido a que se ignora su paradero, podrá asimismo solicitar a la Superintendencia que dicte una resolución que ordene notificarles la circunstancia de encontrarse los planos especiales de servidumbre a su disposición en la Superintendencia. Dicha resolución se notificará en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 45 de la Ley N° 19.880.



Cuando se trate de bienes fiscales corresponderá a la Superintendencia poner en conocimiento del Ministerio de Bienes Nacionales los planos a que se refiere el inciso primero.



El Consultor del EFT deberá demostrar la circunstancia de haberse efectuado la notificación de los planos que contemplen las servidumbres, remitiendo a la Superintendencia copia del certificado notarial, de la certificación del receptor judicial que efectuó la notificación judicial o las publicaciones correspondientes, en caso de haberse practicado la notificación, de acuerdo a lo señalado en los incisos tercero y cuarto anteriores.



Artículo 100°-9.- Los dueños de las propiedades afectadas, notificados en conformidad al artículo anterior, u otros interesados, podrán, por si o debidamente representados, dentro del plazo de veinte días hábiles contado desde la fecha de la notificación o de la publicación señalada en el artículo anterior, según corresponda, formular a la Superintendencia las observaciones u oposiciones que fueren del caso. 



Las observaciones sólo podrán basarse en la errónea identificación del predio afectado por la servidumbre o del dueño del mismo o en el hecho de que se abarquen predios no declarados en el Informe Preliminar como afectados por la misma.  



Las oposiciones sólo podrán fundarse en alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 53° y 54º, debiéndose acompañar los antecedentes que las acrediten.



Los dueños de las propiedades afectadas u otros interesados que hubieren formulado observaciones u oposiciones se tendrán por notificados para todos los efectos legales.



Las observaciones u oposiciones que no cumplan con lo señalado en los incisos anteriores, serán desechadas de plano por la Superintendencia.



Para los efectos de lo señalado en los artículos anteriores, se entenderá por otros interesados a los poseedores o meros tenedores de las propiedades afectadas.



Artículo 100°-10.- Dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo para presentar todas las oposiciones u observaciones, la Superintendencia pondrá en conocimiento del Consultor del EFT aquellas oposiciones u observaciones que no hubieren sido rechazadas de plano por la Superintendencia, para que aquél, a su vez, haga sus descargos a las mismas o efectúe las modificaciones al trazado preliminar que estime pertinentes, en un plazo máximo de veinte días, prorrogable por otros veinte días a su requerimiento, prórroga que deberá solicitar antes del vencimiento del primer plazo. 



Las observaciones y oposiciones, así como los descargos a que se refiere el inciso precedente, deberán ser presentadas en los formatos que determine la Superintendencia.



La Superintendencia deberá emitir un informe que se pronunciará sobre las observaciones y oposiciones que se hayan formulado en conformidad al artículo 100°-9.



Artículo 100°-11.- Una vez cumplidos los demás trámites para completar el Informe Definitivo, el Consultor del EFT deberá someterlo a la aprobación del Comité Interministerial y ajustarlo a las observaciones que éste haga en función de las exigencias legales, reglamentarias o contenidas en las bases de licitación.



La Secretaría Ejecutiva deberá remitir el Informe Definitivo aprobado por el Comité Interministerial al Ministro dentro de un plazo de cinco días contados desde su aprobación, para la elaboración de la respectiva propuesta de Decreto Supremo que apruebe la Franja Troncal propuesta en el EFT, otorgue la concesión a que se refiere el artículo 34°-1 a favor del adjudicatario de la construcción y explotación de la respectiva instalación e imponga las servidumbres correspondientes.



Artículo 100°-12.- El Ministro requerirá el acuerdo del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, en los términos dispuestos por el artículo 71 y siguientes de la Ley N° 19.300, respecto de la propuesta del Decreto Supremo referido en el artículo anterior, u ordenará fundadamente la modificación de la Franja o parte de ésta.



En el caso que el Ministro ordene el cambio de la Franja, solicitará a la Secretaría Ejecutiva que el Consultor del EFT efectúe las modificaciones que correspondan, cumpliendo con los demás requisitos contemplados en las bases de licitación del EFT, dentro de los plazos y procedimientos que establezca el Reglamento.



La Secretaría Ejecutiva reenviará el EFT Definitivo modificado al Ministro para efectos de lo dispuesto en el inciso primero.



Artículo 100°-13.- Dentro de los treinta días siguientes a la publicación del Decreto a que se refiere el artículo 34º-1 que otorga la concesión a favor del adjudicatario e impone las servidumbres sobre la franja o área determinada en el EFT, se efectuarán las licitaciones de conformidad a lo establecido en los artículos 94° y 96°, según se trate de obras de ampliación u obras nuevas, salvo en el caso señalado en el literal c) de los numerales 1) y 2) del inciso tercero del artículo 99°. En este último caso, la licitación se deberá efectuar en el plazo máximo de un año desde la publicación del Decreto, y en caso contrario las servidumbres impuestas caducarán, debiendo iniciarse nuevamente el procedimiento establecido en los artículos 100°-1 y siguientes.



El Decreto que adjudica las expansiones licitadas, deberá, adicionalmente a lo dispuesto en los artículos 94° y 97°, declarar que se ha otorgado la calidad de concesionario y la titularidad de las servidumbres al adjudicatario y contemplar la obligación por parte del mismo del pago de las indemnizaciones que correspondan a los afectados por las servidumbres impuestas en virtud del Decreto a que se hace referencia en el inciso anterior.



Artículo 100°-14.- Dentro de los treinta días siguientes a la publicación en el Diario Oficial del Decreto que adjudica las expansiones licitadas, cualquier empresa interesada en aumentar la capacidad de las instalaciones de transmisión a que se refiere el artículo 74°-1, podrá acordar con la empresa adjudicataria, un aumento de la capacidad de las mismas y el pago de los mayores costos que ello implica, todo ello, siempre que no altere la fecha de inicio de la operación de la expansión señalada en el citado Decreto. El adjudicatario sólo podrá negarse por razones fundadas. Cualquier discrepancia que se produzca en relación a esta materia, será resuelta por el panel de expertos. 



Con todo, el acuerdo a que se refiere el inciso anterior, no podrá afectar la operación económica del sistema eléctrico a que se refieren los artículos 137 y 138 de la Ley.



El Reglamento establecerá la forma, plazos, eventuales costos y requisitos que deban cumplir los antecedentes y estudios que sirvan de sustento al acuerdo entre las empresas interesadas y el adjudicatario.



Artículo 100°-15.- Para la toma de posesión material del predio sujeto a servidumbre, el concesionario deberá pagar la indemnización correspondiente a su dueño.



Si no se produjere acuerdo entre el concesionario y el dueño de los terrenos sobre el monto de la indemnización a pagar, el Subsecretario de Energía, a petición del concesionario o del dueño de los terrenos, designará una o más comisiones tasadoras compuestas de tres personas, para que, oyendo a las partes, practiquen el o los avalúos de las indemnizaciones que deban pagarse al dueño del predio sirviente. En estos avalúos no se tomará en consideración el mayor valor que puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas.



Artículo 100°-16.- La Subsecretaría de Energía llevará un Registro donde se inscribirán las personas interesadas en integrar las comisiones tasadoras referidas en el artículo anterior. El Registro será electrónico y los nombres de sus integrantes se encontrarán publicados en el sitio electrónico del Ministerio.



La solicitud de inscripción deberá ser enviada a la Subsecretaría de Energía, en la forma que establezca el Reglamento, debiéndose cumplir con los siguientes requisitos:



a) Acompañar una certificación de no tener antecedentes penales.



b) Señalar los datos de su empleador o actividad que desarrolla, y los vínculos profesionales que tuvieren con alguna empresa del sector eléctrico.



c) Acreditar domicilio en una región determinada.



d) Poseer título de una carrera profesional de 8 semestres de duración a lo menos, y acreditar una experiencia mínima de 3 años.



Habiéndose cumplido con los requisitos señalados anteriormente, el Subsecretario de Energía procederá a incorporar en el registro al tasador, sin más trámite.



La acreditación de los requisitos señalados en las letras a), b) y c) del presente artículo, deberá actualizarse anualmente.



Artículo 100°-17.- No podrán integrar una comisión tasadora aquellos que:



a) Tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de los directivos del concesionario o de los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse;



b) Tengan un vínculo laboral o de prestación de servicios con el concesionario o con los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse; y



c) Perciban la asignación por funciones críticas establecida en el artículo septuagésimo tercero de la Ley Nº 19.882.



Artículo 100°-18.- En caso de que el informe de la comisión tasadora no se evacue dentro de los veinte días siguientes a la última visita a terreno de acuerdo al programa presentado a la Superintendencia y aprobado por ésta, se aplicará a cada uno de los integrantes de la comisión que hayan provocado el retraso, una multa de diez UTM. Las personas así sancionadas no podrán integrar una nueva comisión dentro de los doce meses siguientes a la aplicación de la multa respectiva.



Sin perjuicio de la multa indicada en el inciso anterior, en caso de que la comisión tasadora no entregue su informe dentro de plazo, el concesionario o el dueño de los terrenos podrán solicitar al Subsecretario de Energía la designación de una nueva comisión.



Artículo 100°-19.- La comisión tasadora deberá entregar el avalúo de las indemnizaciones que hubiere practicado a la Superintendencia, quien pondrá una copia debidamente autorizada por ella en conocimiento del concesionario y de los dueños de las propiedades afectadas, mediante carta certificada u otro medio que hubiesen indicado las partes. Si no existiere servicio de correos que permita la entrega de la tasación mediante carta certificada y no se hubiese indicado otro medio de notificación, el solicitante podrá encomendar ésta a un notario público de lugar, quien certificará el hecho.



Si el avalúo no pudiera ser puesto en conocimiento de los propietarios por alguna de las vías señaladas en los incisos precedentes, ya sea porque no fue posible determinar la residencia o individualidad de los dueños de las propiedades afectadas o porque su número dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, el concesionario podrá concurrir ante el Juez de Letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 100°-20.- El valor fijado por la comisión tasadora, más el veinte por ciento de que trata el artículo 70°, será consignado en la cuenta corriente del Tribunal respectivo a la orden del propietario.



Artículo 100°-21.- La copia a que se refiere el artículo 100°-19 precedente y el comprobante de haber cancelado el valor fijado por la comisión tasadora de acuerdo al artículo anterior, dará derecho al concesionario para que el Juez de Letras respectivo le conceda la posesión material de los terrenos de inmediato y sin previo traslado, debiendo solicitar el auxilio de la fuerza pública para estos efectos si fuere necesario, sin perjuicio de la existencia de cualquier reclamación pendiente sobre la tasación, sea ésta del concesionario o del dueño de la propiedad afectada.



Artículo 100°-22.- El concesionario o los dueños de las propiedades afectadas podrán reclamar del avalúo practicado por la comisión tasadora dentro del plazo de veinte días, a contar de la fecha de su notificación.



En caso de que el concesionario o el dueño del predio reclamen el monto de la indemnización fijado por la comisión tasadora, el juez, para los efectos de asegurar el cumplimiento de la sentencia, solo podrá entregar al dueño del predio el cincuenta por ciento del valor consignado.



Desde este momento, las cuestiones que se susciten se ventilarán de acuerdo con las reglas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil. 



Artículo 100°-23.- En caso que el concesionario de la construcción de la línea se encuentre impedido de construir la instalación sobre determinada parte de la Franja Troncal por caso fortuito o fuerza mayor, o considere fundadamente que existe otro trazado que cumple de mejor forma con los requisitos establecidos en el artículo 100°-1, deberá informar y proponer un trazado alternativo al Ministerio, el que deberá convocar al Comité indicado en el artículo 100°-4, para que éste resuelva con antecedentes fundados y recomiende al Ministro, si correspondiere, que se modifique el Decreto a que se refiere el artículo 34º-1 en la parte pertinente, para lo cual tendrá las atribuciones indicadas en el artículo 100°-4.



En este caso, las notificaciones, la presentación de observaciones y oposiciones y la aprobación del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad se sujetarán al procedimiento dispuesto en los artículos 100°-8 y siguientes. Las notificaciones serán de cargo del concesionario.



Artículo 100º-24.- Lo establecido en los artículos 100°-8 a 100°-10, relativos a los medios de notificación de los planos especiales de servidumbre y a la formulación de observaciones y oposiciones, y en los artículos 100°-15 a 100°-22, sobre las comisiones tasadoras, será aplicable a la tramitación de las solicitudes de concesión definitiva referidas en el artículo 25°.



Artículo 100°-25.- En todo aquello que resulte aplicable y que no haya sido expresamente regulado en los artículos 100°-1 a 100°-22 anteriores, regirá lo establecido en los Capítulos II y V del Título II de la presente ley.



Artículo 100°-26.- La Declaración o el Estudio de Impacto Ambiental de las instalaciones sometidas al procedimiento regulado en los artículos anteriores deberá ser presentado ante el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental para su evaluación. En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Director Ejecutivo deberá calificar la urgencia para su evaluación, para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



Asimismo, la definición del trazado establecido en el Decreto Supremo no será parte de la evaluación ambiental sino sólo los impactos significativos derivados de la fase de construcción, ejecución o abandono de las instalaciones que utilicen dicho trazado. Por tanto, no se podrá imponer como medida de mitigación, compensación o reparación el cambio del trazado o áreas de la Franja Troncal establecidas en dicho decreto. Lo anterior, salvo que se fundamente en antecedentes nuevos de impactos significativos que no se hayan podido tener a la vista al momento de la dictación del Decreto Supremo, lo que se deberá acreditar por el órgano correspondiente.



Artículo 100°-27.- Los permisos sectoriales que deban ser obtenidos por el concesionario deberán ser otorgados en los plazos que señalen uno o más reglamentos del Ministerio de Energía, que deberán ser suscritos además por los ministros sectoriales correspondientes. En caso de incumplimiento de los plazos ahí establecidos, los permisos se entenderán otorgados por el solo ministerio de la ley.



Artículo 100°-28.- Las servidumbres que se impongan por el Decreto Supremo a que se refiere el artículo 34°-1 sobre dicha Franja se podrán ejercer no obstante cualquier otro título que se hubiere otorgado sobre ella, sin perjuicio de las indemnizaciones que procedan.



Las dificultades que se susciten entre dos o más titulares de concesiones eléctricas, o entre éstos y titulares de concesiones mineras, de concesiones de energía geotérmica, de permisos de exploración de aguas subterráneas o de derechos de aprovechamiento de agua, de concesiones administrativas o contratos especiales de operación para el aprovechamiento de sustancias no susceptibles de concesión minera, conforme con el artículo 7° del código de minería, con ocasión de su ejercicio o con motivo de sus respectivas labores, o de personas u organizaciones que administren bienes nacionales de uso público a cualquier título, serán sometidas a la decisión de un árbitro de los mencionados del inciso final del artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales.” 



10) Modifícase el artículo 102 en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el párrafo cuarto del literal a), los términos “letras d) y e)” por “letras d), e) y f)”.



b) Agrégase en la letra e) del inciso primero, a continuación del término “común”, la frase “con excepción de aquellos indicados en el artículo 74°-1”.



c) Intercálase, en el inciso primero, la siguiente letra f):



“f) El pago del peaje total de cada tramo a que se refiere el artículo 74°-1 se repartirá de la siguiente forma:



1.- Para el caso de las instalaciones a las que se refiere el artículo 74°-1, letra a), los propietarios de las centrales de generación eléctrica financiarán el porcentaje que resulte del cociente entre la capacidad instalada de generación conectada aguas arriba del tramo y la capacidad total de transmisión del mismo tramo multiplicado por cien por ciento, a prorrata del uso esperado que sus inyecciones hacen de cada tramo. Para estos efectos se entenderá que la capacidad total de transmisión, el valor de inversión y el valor anual de transmisión por tramo corresponden a los señalados en los decretos a que se refieren el inciso sexto del artículo 94° y el artículo 97°, según corresponda.



Asimismo, para efectos del cálculo indicado en el párrafo anterior, se entenderá que el inicio de la inyección de la central corresponde a la fecha de entrada en operación informada por el propietario para efectos de la revisión del plan de expansión anual correspondiente o la fecha de entrada en operación, lo que ocurra primero.



En el caso de complejos de generación, que estén constituidos por diversas unidades de un mismo propietario, se considerará como capacidad instalada de generación la capacidad final y total del complejo desde la instalación de la primera unidad. Respecto de su generación esperada para efecto del cálculo del uso del tramo, esta deberá ser amplificada por el cociente entre la capacidad final y total del complejo, y la capacidad instalada real del complejo. 



2.- En el caso de las instalaciones a las que se refiere el artículo 74°-1, letra a), las empresas que efectúen retiros financiarán el porcentaje restante, a prorrata del uso esperado que sus retiros hacen de cada tramo. 



3.- En el caso de las instalaciones a las que se refiere el 74°-1, letra b), las empresas que efectúen retiros financiarán el cien por ciento, a prorrata del uso esperado que sus retiros hacen de cada tramo.”.



11) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 104 la expresión “en las letras d) y e)” por “en las letras d), e) y f)”.



Artículo 2°.- El plazo de 5 años dispuesto en el artículo 25 ter de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, para proyectos de generación eléctrica que requieran la construcción de una línea de las indicadas en la letra a) del artículo 74°-1 del Decreto con Fuerza de Ley No. 4, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el  texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley No. 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, se contará desde que se adjudique la construcción de dicha línea según lo dispuesto en el artículo 100°-13 de dicha ley. Las centrales generadoras que se encuentren en esta situación serán determinadas por la Comisión Nacional de Energía.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 10 de septiembre; 8, 17 y 31 de octubre; 7 de noviembre; 3, 10 y 17 de diciembre de 2012, y 2 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi (Presidenta) y señores Carlos Cantero Ojeda, José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Carlos Cantero Ojeda), Jaime Orpis Bouchon y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2013.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES AL CÓDIGO CIVIL Y A OTROS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETO DE PROTEGER LA INTEGRIDAD DEL MENOR EN CASO DE QUE SUS PADRES VIVAN SEPARADOS

(5917-18 y 7007-18, refundidos)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en dos Mociones presentadas ante la Honorable Cámara de Diputados, la primera, contenida en el Boletín N° 5.917-18, de los ex Diputados señores Álvaro Escobar Rufatt y Esteban Valenzuela Van Treek, con la adhesión de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Órbenes y señores Ramón Barros Montero, Sergio Bobadilla Muñoz y Jorge Sabag Villalobos y de los ex Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Chahuán Chahuán y Eduardo Díaz del Río, y la segunda, contenida en el Boletín N° 7.007-18, del Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio Mansilla, con la adhesión de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y María Antonieta Saa Díaz y señores Sergio Ojeda Uribe, Marcelo Schilling Rodríguez y Mario Venegas Cárdenas. Dichas Mociones fueron refundidas durante el primer trámite constitucional.


La iniciativa en estudio tiene urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Sabag y Tuma.


Concurrieron, por el Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra Directora, señora Carolina Schmidt; la Subdirectora de dicho Servicio, señora Jessica Mualim; la Jefa del Departamento de Reformas Legales, señora Andrea Barros, y las asesoras legislativas, señoras Susan Ortega y Daniela Sarrás.




Participaron, especialmente invitados, los Profesores de Derecho Civil señoras Carmen Domínguez, Fabiola Lathrop, Andrea Muñoz, María Sara Rodríguez, Carolina Salinas, Paulina Veloso y Paola Flores y señor Mauricio Tapia.




Asistió la Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni.


Igualmente, concurrió la Psicóloga señora Anneliese Dörr.




Por la Biblioteca del Congreso Nacional asistieron los Abogados señora Paola Truffello y señor Juan Pablo Cavada y la Psicóloga señora María Pilar Lampert.




Participaron los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Héctor Ruiz; la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; el asesor del Comité Renovación Nacional, señor Hernán Castillo; el asesor de la Honorable Diputada señora Saa, señor Leonardo Estradé-Brancoli, y los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Daniela Iglesias y Elizabeth Soto y señor Tomás Celis.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En consideración a las razones expuestas por vuestra Comisión en su primer informe, la iniciativa en estudio no contiene normas que requieran quórum especial para su aprobación.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 3°.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hubo.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 3, 7, 9, letra b), 10, 16 y 22.


4.- Indicaciones rechazadas: las números 1, 2, 4, 8, 9, letra a), y 13.


5.- Indicaciones retiradas: las números 5, 6, 11, 12, 14, 15, 17, 18, 19, 20, 21, 23 y 24.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Igualmente, como se informará más adelante, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión introdujo algunas enmiendas adicionales al proyecto. Como se señalará en cada caso, los respectivos acuerdos contaron con el voto favorable de la unanimidad de los señores Senadores que estuvieron presentes en las correspondientes sesiones.

- - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN


Al iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, la Comisión estimó pertinente escuchar las intervenciones de la Psicóloga Asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Pilar Lampert, y de la Abogada y Profesora de Derecho Civil, señora Paulina Veloso, quienes abordaron algunos aspectos de la iniciativa desde el punto de vista de sus respectivas especialidades.


De ellas se da cuenta a continuación.

1) EXPOSICIÓN DE LA PSICÓLOGA ASESORA DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL, SEÑORA PILAR LAMPERT


Atendiendo a una solicitud que la Comisión le formulara en este sentido, la Psicóloga señora Pilar Lampert, Asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, informó acerca de los efectos de la custodia compartida en los niños y adolescentes y la experiencia acumulada a este respecto en otras naciones.


La mencionada profesional basó su exposición en un documento del siguiente tenor:

“Efectos de la custodia compartida en los niños y adolescentes, experiencia extrajera


En la actualidad, varios países han adoptado en su legislación la custodia compartida, para repartir la carga de la crianza entre ambos padres e igualar su situación legal respecto del cuidado de los hijos. Datos de cómo ha funcionado en Holanda, Francia y España, dan cuenta de un aumento de la custodia compartida sin y con residencia alternada.  Esta última, si bien se trata de un porcentaje pequeño, va en progresivo aumento (10% a 16% en los últimos cinco años).


Datos de Holanda muestran que la aplicación de la custodia compartida ha generado un aumento paulatino de la alternancia de residencia.  Sin embargo, en Francia, a pesar de la aplicación de la ley, el 2008 un 40% de los niños de padres separados veía muy poco o no veía a sus padres varones, mientras en España la custodia la está obteniendo mayormente la madre, compartiendo con el padre una patria potestad, según refieren los expertos, “prácticamente vacua de contenido” y con muy poca aplicación práctica en el día a día de la crianza del menor.


Respecto a los estudios de cómo podría afectar la custodia compartida a los niños, resulta fundamental analizar el tema del conflicto interparental (el predictor más fuerte de inadaptación infantil). Estudios dan cuenta de que en caso de alto conflicto interparental, la custodia compartida no sería recomendada. Sin embargo, la investigación no es concluyente respecto a si el menor estaría mejor disminuyéndole las visitas del padre no residente o si, por el contrario, un aumento en el contacto con éste (incluida la tuición compartida) podría neutralizar el efecto negativo del conflicto de los padres en los niños.


Se sugiere una amplia evaluación desde una perspectiva “caso a caso”, para tomar una decisión sobre la custodia en beneficio de los menores implicados.


Para el caso de conflicto medio a leve, la custodia compartida podría reducir el nivel de conflicto entre los padres en el tiempo. De todas formas, los estudios demuestran que pasados tres años del divorcio, es previsible una mayor cooperación interparental en beneficio de los hijos.


Respecto del bienestar, el lazo afectivo y el ajuste de los niños después del divorcio, independientemente de la estructura de los arreglos de custodia que se lleven a cabo, lo importante es la existencia de un buen lazo afectivo entre padres e hijos.


De este modo, el actual estado de la investigación es consistente con la idea de que la custodia compartida podría ser beneficiosa para los niños, pero falla en demostrar alguna desventaja clara respecto de la custodia uniparental (materna) con participación activa del padre.

Introducción


Desde un punto de vista psicológico, un bebé ya al final del primer año de vida, está ligado afectivamente con ciertas figuras significativas de su entorno cercano, las llamadas figuras de apego
. Estudios realizados sobre la vinculación afectiva en los primeros meses de la infancia, evidencian que los bebés desarrollan este nexo con ambas figuras parentales
, relaciones que se van a enriquecer y a afianzar en los siguientes años, a partir, precisamente, del proceso interactivo que se tiene con ambos
.


Este nexo desarrollado con ambos padres se constituye en la base, para el sano desarrollo afectivo del niño
. De este modo, los niños “que cuentan con una base de seguridad de ambas figuras parentales, desarrollan y afianzan el suficiente sentimiento de confianza en sí mismos, como para relacionarse con el mundo de manera sana y provechosa: cuanto más seguro sea el vínculo afectivo de un niño con los adultos que lo cuidan y educan, más garantía hay de que se convierta en un adulto psicológicamente adaptado e independiente y de que establezca buenas relaciones con los demás”
.


El divorcio de los padres puede desequilibrar la provisión de estabilidad afectiva y emocional en que el menor se encuentra, generando efectos negativos tanto en la salud psicológica como en el desarrollo social de los hijos
, siendo múltiples los estudios que respaldan la existencia de estos efectos que el divorcio y la separación puede tener en niños, niñas y adolescentes
. Si bien originalmente la evidencia científica había considerado que el divorcio suponía una experiencia traumática en sí misma y que, por tanto, traía consecuencias negativas propias de éste al desarrollo y evolución de los niños, en la actualidad y a medida que la investigación ha aportado una base metodológica más dura, se evidenciaron factores concretos influyentes en esos efectos negativos, como son el nivel de conflicto entre los padres (en especial los que generan las disputas por custodia de los niños)
, la pérdida de una relación cercana con ambos padres, la pérdida de redes sociales y el estrés económico, entre otros
.


A razón de disminuir este impacto negativo en los niños, es que se considera fundamental que el niño o niña pueda mantener una relación cercana con ambos padres, de modo tal de recrear y mantener la estabilidad de la familia intacta. De este modo, con miras a salvaguardar el desarrollo infantil y basándose en el principio fundamental de que el niño tiene el derecho a crecer con ambos padres
, varios países han desarrollado marcos legales de custodia compartida, con o sin alternancia de residencia, en oposición al modelo de custodia uniparental, la que supondría que al darle en su mayoría la residencia y custodia a la madre, implicaría entonces un alejamiento de la figura paterna en la vida de los niños.


Para desarrollar la discusión en torno a la problemática, a continuación se tratan temas como la aplicación de la norma en otros países y algunos de los efectos que ha tenido. Posteriormente, se analizan los temas centrales de la discusión de la custodia compartida (argumentos a favor y en contra). Finalmente, se analiza información científica sobre cómo afecta el nivel de conflicto interparental en los niños, qué tipo de lazo afectivo establecen con sus padres y madres, cómo es el ajuste de los niños post divorcio, cuáles son los niveles de felicidad y bienestar Infantil y adolescente, el nivel de autoestima y la situación post divorcio de los padres. Factores todos que nos permitirán establecer una comparación entre la custodia compartida (con y sin alternancia de residencia) y la custodia uniparental.

II.  Aplicación de la norma de custodia compartida


En la actualidad, varios países han adoptado en su legislación la custodia compartida
, como manera de repartir la carga de la crianza entre ambos padres e igualar su situación legal respecto del cuidado de los hijos. De este modo, la custodia compartida está siendo aplicada como: 1) regla general, 2) siempre que exista acuerdo de los cónyuges, 3) sin acuerdo de los cónyuges (a petición de uno de los padres o por decisión del juez) mientras se cumpla la regla del interés superior del menor.


Estudios en la materia ya han establecido que la existencia de violencia física, psíquica o sexual sobre el otro cónyuge o los hijos hace inviable la posibilidad de custodia compartida
. Situación similar se da en los casos de abuso o negligencia, por parte de uno de los padres, así como también, cuando uno de los padres tiene problemas de salud mental o tiene dificultades de ajuste
 
.


Por otra parte, se han establecido como criterios para que los jueces se inclinen por la custodia compartida (o no)
 (en especial cuando hay alternancia de residencia) los siguientes:


- La práctica anterior de los progenitores en sus relaciones con el menor y sus aptitudes personales;


- Los deseos manifestados por los menores competentes;


- El número de hijos, el cumplimiento por parte de los progenitores de sus deberes en relación con los hijos y el respeto mutuo en sus relaciones personales y con otras personas que convivan en el hogar familiar;


- Los acuerdos adoptados por los progenitores;


- La ubicación de sus respectivos domicilios, horarios y actividades de unos y otros;


- El resultado de los informes exigidos legalmente, y, en definitiva, cualquier otro que permita a los menores una vida adecuada en una convivencia que forzosamente deberá ser más compleja que la que se lleva a cabo cuando los progenitores conviven”
.


Sin embargo, esto no ha hecho cambiar el que sea la madre la que en la mayoría de los casos mantenga la calidad de “padre residente”, ya que la custodia compartida con alternancia de residencia, sigue siendo la excepción aunque se encuentre en progresivo aumento.

1. Holanda


En Holanda, desde 1998 la custodia legal conjunta de los padres después del divorcio, ha sido la regla en este país (90% de los casos), sólo se hace la excepción, en el caso de que a petición de cualquiera de los padres se solicite al tribunal una atribución exclusiva para uno de ellos, con base en el interés del menor. Sin embargo en la mayoría de los casos, los niños viven con un solo padre, generalmente la madre (siendo la frecuencia del contacto con el otro padre un tema fundamental de la política holandesa) mientras el 16% de los hogares tiene custodia compartida con alternancia de residencia (desde 1998 al 2008, el número de estos hogares ha aumentado del 5% al 16%)
.

2. Francia


De acuerdo con la estadística entre los años 2003-2006 del Ministerio de Justicia francés, en el 98% de los casos la custodia del menor es compartida, sin embargo en el 79% de los divorcios, la residencia de los hijos menores fue otorgada a la madre
, en 7% al padre (en su mayoría hijos adolescentes), y en un 12% de los casos fue custodia compartida con residencia alternada
.


Tanto en este estudio como en un estudio posterior del Ministerio de Justicia, donde se evalúa la evolución del divorcio en Francia
, se da cuenta de que tanto el tipo de custodia como el arreglo de residencia de el o los menores depende principalmente de tres factores: el número de hijos, la edad de los hijos y del tipo de divorcio.


Considerando el número de hijos, se establece mayormente el régimen de residencia compartida en el caso de haber dos hijos y, en menor porcentaje, cuando hay tres hijos y más
. Respecto de la edad de los hijos, entre los niños de 7 a 8 años es donde la residencia alternada se da con mayor frecuencia que en el resto de las edades. Por otra parte, el porcentaje de residencia otorgado al padre sube hasta 11% para hijos entre 14 y 18 años y baja sólo 3% para hijos de menos de 2 años (cifras respecto del 7% general). En particular, la madre quedará al cuidado de los niños menores de 2 años en la gran mayoría de los casos (90%)
. Finalmente, respecto al tipo de divorcio, cuando éste ha sido de consentimiento mutuo, la custodia compartida con residencia alternada aumenta a un 21,5% y baja para todos los otros divorcios respecto de la cifra general a un 10,7% cuando éste ha sido pedido unilateralmente y a un 4,4% en el caso de divorcio por falta
 
.


A pesar de los esfuerzos que se han llevado a cabo en Francia por incluir más activamente al padre en la crianza de los hijos, donde se incluye la reforma que permite la custodia compartida (universal) entre los padres (la que rige desde el año 2002), según datos entregados por el Instituto Nacional de Estadísticas y Estudios Económicos (INSEE), para el año 2008 el 40% de los niños de padres separados veía a su padre muy rara vez o nunca (18% nunca y 22% varias veces al año)
.

3. España


En España
, por regla general la patria potestad
 se ostenta de forma compartida entre los padres; sin embargo, la guarda y custodia (vivir, cuidar y asistir a los hijos) se puede atribuir a uno de los cónyuges, compartirla entre ambos o atribuirla a una tercera persona
.


A partir de la LO 1/1996, de Protección Jurídica del Menor, y la Ley 15/2005, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio, determinadas audiencias han empezado a dictar sentencias dando preferencia a la custodia compartida; sin embargo, según el análisis del Magistrado José Manuel de Torres Perea, “en la práctica, la mayoría de los tribunales siguen prefiriendo asignar la guarda y custodia a la madre, relegando al padre a una titularidad de una patria potestad prácticamente vacua de contenido y con muy poca aplicación práctica en el día a día de la crianza del menor”
.


Considerando que según datos del Ministerio de Justicia, para el año 2007, en España el 61,78% de los casos de divorcio se resolvieron en procesos contenciosos, disputando la custodia de los hijos y/o el régimen de visita, las parejas que pueden aplicar a la custodia compartida son muy pocas en número, situación que se manifiesta en las cifras. Según datos entregados por el Instituto Nacional de Estadística, para el 2010, el cuidado de los hijos menores fue otorgado a la madre en el 83,2% de las rupturas matrimoniales. En el 5,7% de las disoluciones lo obtuvo el padre, mientras el 10,5% fue compartido y en el 0,6% se otorgó a otros (instituciones u otros familiares). Todas cifras muy similares a las acontecidas el año 2009
.


Al analizar el caso particular de Cataluña
, donde a diferencia del marco legal español, los jueces deben acoger con carácter general la fórmula de la custodia compartida, salvo en casos excepcionales, también la cifra de cuidados compartidos es más alta en divorcios amistosos, mientras que se ve reducida cuando se dilucida en uno contencioso
. En particular, los jueces dan cuenta de que en caso de divorcios contenciosos donde hay menores de hasta 5 años, la custodia compartida se considera siempre una excepción.

III. Discusión sobre la custodia compartida


A razón de disminuir los efectos del divorcio y la separación en los niños, ya desde los años 1970 ha empezado a aumentar el interés por la opción de la custodia compartida, con o sin alternancia de residencia. Sin embargo, diversos autores e investigadores han encontrado evidencia en sus investigaciones tanto para apoyarla como para oponerse a ella fuertemente.


Los argumentos a favor de la custodia compartida se han centrado en el beneficio para el niño de mantener una relación con ambos padres
, ya que el poder mantener contacto con ambos mitigaría los efectos potenciales que podría traer la ausencia del padre, además de que el tener acceso a los recursos y los hogares de ambos podría reducir tanto el estrés económico de la custodia única, así como también la posible baja en el nivel económico que tienen los niños de padres separados. Adicionalmente, con el ejercicio de la coparentalidad debiera haber una disminución de la carga de trabajo que implica la crianza para el padre residente, aumenta la colaboración entre los padres y se diluyen las disputa de custodia
.


Por otra parte, quienes se oponen a la custodia compartida afirman que se afecta la necesidad de estabilidad en la vida del niño y que se le puede generar un daño al exponerlo a los constantes conflictos de los padres
. Los niños podrían sufrir con la falta de estabilidad que implican los constantes viajes, sumado al hecho de que hay posibilidad de que los padres sean manipulados por los hijos, al pedir permiso a uno de ellos para hacer algo o negociar las mesadas, por lo que ejercer la custodia compartida en forma exitosa requeriría de una planificación rigurosa y de grandes acuerdos entre los padres. Este último punto sería muy difícil de consolidar si los padres tienen una relación marcada por un alto nivel de conflicto
.


Por esto existe cierto consenso entre los autores que han trabajado la temática en que para que la custodia compartida sea exitosa y beneficiosa para los niños, debe haber una buena comunicación, alta confianza y bajo nivel de conflicto entre los padres
. Incluso autores como Furstenberg, Cherlin
, Hetherington y Kelly
, postulan que un nivel alto de conflicto en las parejas sería una contraindicación para la tuición compartida. Sin embargo, existen voces disidentes como Bender
, quien concluye que la tuición compartida (con alternancia de residencia) es siempre en el interés del niño, incluso en situación de conflicto. Su principal argumento es que en el escenario de coparentalidad, los padres estarán obligados a comunicarse, lo que finalmente los llevará a controlar sus conflictos.


Vale agregar aquí como argumento en contra de su aplicación el que tanto la investigación en la materia como los datos estadísticos (según lo señalan los autores de los documentos antes reseñados), denotan que el acuerdo igualitario respecto a las responsabilidades parentales que implica la custodia compartida, no se cumple a cabalidad en una gran mayoría de casos. Esto debido a que el tipo más habitual de acuerdo de custodia compartida conlleva la designación de uno de los padres como el que primariamente reside con el hijo (la madre en su mayoría) y del otro (el padre) como el que no reside habitualmente con él. Esto supone que uno de los padres, justamente el residente, desempeña durante más tiempo sus funciones con el niño, tiene mayores responsabilidades hacia él, por lo que disfruta más de su presencia, así como también lleva mayormente la carga de la crianza, mientras el padre no residente se encarga  principalmente del apoyo económico. Esta situación evidentemente no responde a lo que judicialmente se entiende y lo que socialmente se espera de la custodia compartida
. Por lo que la aplicación de una tuición compartida legal que no implique un real compromiso de participación parental es muy difícil de llevar a cabo.

IV. Análisis de los estudios en la materia


A la luz de los argumentos esgrimidos a favor y en contra de la tuición compartida (con o sin residencia alternada), se ha revisado la literatura científica para entregar información que pueda aportar en esta discusión. De este modo, se investigó información sobre el nivel de conflicto interparental, el lazo afectivo de padres e hijos, el ajuste de los niños post divorcio, la felicidad y bienestar infantil y adolescente, la autoestima y la situación post divorcio de los padres, a modo de poder comparar la custodia compartida (con o sin alternancia de hogar) con la custodia uniparental.

1. Conflicto interparental


Debido a que uno de los aspectos más estresantes para el niño lo representa el conflicto interparental al que se ve expuesto y a que éste constituye el único predictor más fuerte de inadaptación infantil
, es fundamental analizarlo.


Para el caso de custodia compartida (legal y de alternancia de residencia), el metanálisis de Bauserman postula que ésta podría no ser adecuada cuando el nivel de conflicto en la pareja es muy alto, la que se podría dar cuando uno de los padres es abusivo; para tal caso podría ser mejor una custodia uniparental. Similar es el caso de cuando uno de los padres tiene problemas de salud mental o dificultades de ajuste
 
.


Estudios más recientes apoyan esta tesis
. Sin embargo, respecto a cuál sería el régimen de visita en estas circunstancias, estos autores postulan la necesidad de llevar a cabo más estudios para evaluar cómo esto afectaría a los niños. Esto considerando la hipótesis de que la restricción de las visitas podría disminuir el conflicto y, de esa forma, mejorar el ajuste del menor. Por otra parte, también se debería considerar la tesis de que al aumentar las visitas, sin disminuir el nivel de conflicto, su frecuencia anule el efecto negativo que éste conlleva
.


Sin embargo, la contraindicación de custodia compartida pareciera ser sólo para el caso de conflicto alto, ya que según sugerirían los estudios, en caso de conflicto medio a leve, la custodia compartida podría reducirlo en el tiempo
. En este punto, también hay que considerar que según estudios llevados a cabo en España, la hostilidad y, por tanto, el conflicto entre los padres, disminuye significativamente en los tres años posteriores al divorcio
.


Estos datos se verían reforzados por el estudio de Bonach, quien postula que progenitores que se habían enfrentado por la custodia de sus hijos en el momento de la ruptura, “pero que luego de pasados tres años y ya satisfechos con las medidas económicas y habiendo perdonado al otro, habían bajado el nivel de hostilidad, por lo que era previsible una cooperación interparental en beneficio de sus hijos”
.


Por otra parte, según estudios españoles, sólo entre un 5% y 12% de las parejas mantiene niveles muy altos de conflicto luego de ese período, usando a los tribunales para mantener sus controversias, entrando en un círculo vicioso que satura a los tribunales, lo que supone una carga económica para los padres y perpetúa la idea del otro como enemigo, dificultando la posibilidad de establecer una comunicación positiva
.


Por su parte, Spruijt y Duindam, en el estudio llevado a cabo entre los años 2006-2008 con 3.561 niños en Holanda, analizaron cómo afecta el nivel de conflicto entre los padres.  Ellos midieron el conflicto post divorcio y luego el conflicto actual de las parejas, determinando que aquellas que optaron por la custodia compartida tenían un nivel post divorcio de conflicto mucho menor que las otras parejas. Sin embargo, el nivel de conflicto actual no variaba significativamente en los distintos tipos de familia; residencia de la madre con poco contacto del padre, residencia materna con contacto frecuente del padre, residencia paterna con poco o regular contacto con la madre (sólo la intacta mantenía un puntaje consistentemente inferior). Este resultado sería acorde con la idea de que el nivel de conflicto va desapareciendo con el tiempo en las parejas con divorcios conflictivos y que, por otra parte, la co-parentalidad no estaría exenta de conflictos
.


Por esto, se considera que la clave para el éxito del cuidado compartido, en especial en el caso de la residencia alternada, es desarrollar la capacidad de controlar los conflictos y mejorar la capacidad de comunicación entre los padres
.


En el mismo sentido, King y Head
, muestran que tal vez el analizar el nivel de conflicto de las parejas podría no ser significativo (sino más bien el manejo que las parejas hacen del conflicto), debido a que al estudiar la relación entre el contacto del padre, el conflicto parental y la satisfacción materna, llegan a la conclusión de que el conflicto era alto con niveles medios de visita paterna y bajaba considerablemente cuando el nivel de visita de los padres era alto (puntuado similar que el nivel de contacto que se produce en el cuidado compartido con alternancia de hogar).


Finalmente, respecto a la autoestima, Poussin, estudiando este factor
 en 2.017 niños de sexto grado, no llega a resultados concluyentes de cómo afecta el nivel de conflicto en la autoestima de niños y niñas en la custodia compartida y en la custodia uniparental. Cuando hay alto nivel de conflicto, el puntaje de autoestima baja en todos los niños, tanto de familias intactas como en familias separadas, mientras que en ausencia de conflicto, los niños de familias intactas obtienen puntajes más altos que los de familias separadas
.

2. Lazo afectivo entre padres e hijos


Spruijt y Duindam analizaron la relación madre hijo y padre hijo
, en cinco tipos de familia (intacta, residencia de la madre con poco contacto del padre, residencia materna con contacto frecuente del padre, residencia paterna con poco o regular contacto con la madre) llegando a la conclusión de que la relación establecida
 con la madre es más fuerte que la que se logra con el padre (llegando a 39 puntos), salvo cuando el padre es el residente, donde la relación establecida con la madre sólo marca 35 puntos. Mientras, el padre siempre puntúa más bajo que la madre (salvo cuando es el padre residente), siendo de 30 cuando la madre tiene la residencia y hay poco contacto con el padre, de 36 cuando es el padre varón el padre residente, de 37 cuando es la madre quien tiene la residencia y el padre visitas frecuentes, 38 en familia intacta, llegando solo a los 39 puntos en la tuición compartida (con residencia alternada) 
.

3. Ajuste infantil post –divorcio


Basándose en que los resultados de las investigaciones que muestran que los niños de familias con custodia parental única muestran dificultades de ajuste psicosocial en relación a los niños de familias intactas, se ha relevado la importancia de mantener una relación cercana con ambos padres, a modo de mejorar el ajuste infantil post divorcio
.


De acuerdo a este indicador, Buchanan, en su estudio a 365 adolescentes, define que la adaptación post divorcio de los hogares de residencia paterna es menor que en los hogares con residencia materna o co-parentales (con alternancia de residencia), independiente del sexo de los niños
.


Situación similar expone el metanálisis llevado a cabo por Bauserman, el que mostraría que los resultados serían favorables para el caso de custodia compartida (legal o con residencia alternada) en relación a la custodia parental única. Sin embargo, Bauserman es cauto al concluir que ninguno de los estudios muestra una relación causal entre mejor ajuste infantil post divorcio y custodia compartida. Aunque podría ser beneficioso en los casos en que los padres, de común acuerdo, quisieran acordar este modelo
.


La hipótesis a la base de este mejor ajuste está dada por el rol activo que el padre tomaría en la situación de custodia compartida. Reforzando esta idea, el metanálisis llevado a cabo por Amato y Gilbreth muestra que el factor crucial para el mejor ajuste de los niños tanto a nivel conductual como emocional y escolar, está dado tanto por la cercanía del padre con los hijos, así como también por que el padre sea entendido como una figura legítima en el ejercicio de la paternidad
.

4. Felicidad y bienestar Infantil y adolescente


En relación al bienestar y la felicidad de niños y adolescentes, Naevdal y Thuen, al estudiar el bienestar de 1.686 adolescentes en Noruega en relación a los arreglos en su residencia, concluyen que los adolescentes de las familias intactas son los que puntúan más alto en el campo del bienestar, seguidos por los que viven con sus madres. Adolescentes que viven con sus padres varones son los que puntúan más bajo
.


En la misma línea, los estudios de Spruijt y Duindam muestran que el bienestar
 del niño, la madre y el padre son similares para todos en las familias intactas, marcando 82, 80 y 81 respectivamente. Mientras el niño muestra un mayor nivel de bienestar cuando vive con la madre y ve frecuentemente al padre (81), así como también en los casos de co-parentalidad (79), mientras baja considerablemente cuando vive con el padre, 72 (independientemente del contacto que tenga con la madre), incluso más bajo que los 78 que marca cuando es residencia materna con pocas visitas del padre varón. Para las niñas, siempre con un puntaje inferior que los niños, el mayor nivel de bienestar es marcado en la co-parentalidad (76), seguido por residencia materna con poco contacto con el padre (75) y frecuente contacto con el padre (74), bajando a 73 con residencia paterna.


Con lo que concluyen que una relación de calidad entre padres e hijos es lo más importante para un buen ajuste de los niños después del divorcio, independientemente de la estructura de los arreglos de custodia que se lleven a cabo. Así pues, mientras existía un buen lazo afectivo entre padres e hijos, tanto las familias con custodia compartida (con o sin residencia alternada), como las familias con custodia materna pero con contacto regular con el padre, marcaban un buen puntaje en el bienestar y la felicidad de los hijos 
.

4. Autoestima


Según el estudio hecho a 2.017 niños por Poussin
, existirían profundas diferencias en la forma en que niños y niñas se ven afectados por el tipo de custodia. Ya que los niños en custodia compartida puntúan el más alto nivel de autoestima
 en (37,76), bajando a 33,37 en custodia materna y llegando a 29,47 en custodia paterna. Las niñas, por su parte, puntúan su puntaje más alto de autoestima en la custodia materna (33,14), bajando en custodia compartida a 32,14 y llegando a 29,73 en custodia paterna
. Si bien hay diferencias entre la custodia compartida y la custodia materna, en el caso de la custodia paterna siempre la autoestima es menor.

5. Situación post divorcio de los padres


Las madres y los padres cumplen distintas funciones en la familia. A pesar de que los estudios sugieren que ambos padres pueden constituirse en figuras de apego e igual de nutricias para los niños y niñas, son las madres las que tienden a desarrollar relaciones más cercanas e íntimas con sus hijos, cumpliendo a su vez con el rol de disciplinarlos. Las madres también suelen estar a cargo en mayor medida del cuidado de los niños y el manejo y organización de la casa que los padres, quienes se relacionan con los hijos de una forma más lúdica y menos orientada a las rutinas del hogar
.


Estos roles tienden a modificarse luego de un divorcio y ambos padres tienden a adaptarse a la nueva situación familiar, desarrollando nuevas habilidades y formas de relacionarse con sus hijos. Según lo expuesto por Bauserman, los padres pueden llegar a ser tan nutricios como las madres cuando los menores están bajo su custodia y las madres, tomar una posición más lúdica
.


Independientemente del ajuste al que puedan llegar, estudios muestran que el divorcio afecta el bienestar de la madre y el padre cuando la residencia la conserva el otro padre. Según el estudio de Spruijt y Duindam, las madres de familias intactas puntúan 80 en bienestar, el que baja a 68, independiente del nivel de contacto con sus hijos. Mientras para el padre, quien puntúa 81 en familia intacta, baja a 62 cuando la residencia es materna con poco contacto con sus hijos, mejorando notablemente a 74 cuando tiene contacto frecuente con sus hijos. Ambos padres tienen nivel 77 en el caso de custodia compartida (con residencia alternada)
.


Estos resultados son concordantes con los encontrados por King en relación a cómo afecta el divorcio a los padres varones. Este autor asegura que los efectos del divorcio suelen ser muy fuertes para los padres, debido a que en la mayoría de los casos es la mujer la que queda con la custodia física de los niños. De esta forma, los resultados muestran que los efectos negativos del divorcio pueden disminuirse, sino eliminarse, tanto cuando los padres tienen custodia compartida o un contacto frecuente con sus hijos luego del divorcio. Sin embargo, es fundamental para disminuir este efecto, el que el padre haya tenido la habilidad de construir y mantener una fuerte relación padre-hijo antes del divorcio, la que se extenderá posteriormente en la situación de divorcio. Sin embargo, según este autor, el número de padres que lo hace es relativamente pequeño 
 
.

V. Discusión


- La experiencia extranjera muestra que el establecimiento de la tuición compartida por sí sola no logra aumentar la participación del padre no residente. Sólo en la tuición compartida con alternancia de residencia lo logra. Sin embargo, al establecer la custodia compartida, cada vez la alternancia de residencia se hace más frecuente.


- La existencia de violencia física, psíquica o sexual sobre el otro cónyuge o los hijos hace inviable la posibilidad de custodia compartida. Situación similar se da en los casos de abuso o negligencia por parte de uno de los padres, así como también cuando uno de los padres es inestable emocionalmente, tiene dificultades de ajuste o problemas de salud mental.


- En caso de alto conflicto interparental, la custodia compartida no sería recomendada. Sin embargo, aún faltaría investigación para saber si la frecuente presencia del padre no residente o la custodia compartida neutralizarían el efecto conflicto en los padres.


- En caso de conflicto interparental alto, únicamente con una amplia evaluación y desde una perspectiva “caso a caso” sería posible tomar una decisión sobre la custodia en beneficio de los menores implicados.


- En caso de conflicto medio a leve, la custodia compartida podría reducir el nivel de conflicto entre los padres en el tiempo. De todas formas, los estudios demuestran que luego de pasados tres años había bajado el nivel de hostilidad, por lo que era previsible una cooperación interparental en beneficio de sus hijos.


- En promedio, la relación afectiva establecida con la madre es más fuerte que la que se logra con el padre. Sin embargo, el padre logra aumentarla notablemente cuando se encuentra en una familia intacta, es la madre quien tiene la residencia y el padre visitas frecuentes o en el caso de la tuición compartida (residencia alternada).


- Respecto al ajuste post divorcio, la evidencia tendería a mostrar un mejor ajuste en niños con custodia compartida o con residencia materna y contacto frecuente con el padre. Siendo el factor crucial para el mejor ajuste de los niños tanto a nivel conductual como emocional y escolar la cercanía del padre con los hijos, así como también que el padre sea entendido como una figura legítima en el ejercicio de la paternidad.


- Respecto al bienestar infantil, la situación de coparentalidad sería beneficiosa tanto para niñas como para niños, así como también la residencia materna con visitas frecuentes del padre. Con lo que se concluye que lo más importante para un buen ajuste de los niños después del divorcio, independientemente de la estructura de los arreglos de custodia que se lleven a cabo, es la existencia de un buen lazo afectivo entre padres e hijos.


- El actual estado de la investigación es consistente con la idea de que la custodia compartida podría ser beneficiosa para los niños, pero falla en demostrar alguna desventaja clara respecto de la custodia uniparental (materna) con participación activa del padre.


- Independientemente del ajuste al que puedan llegar, estudios muestran que el divorcio afecta el bienestar de la madre y el padre cuando la residencia la conserva el otro padre. Mientras las madres bajan su nivel de bienestar, independientemente del nivel de contacto con sus hijos, el nivel de bienestar de los padres mejora notablemente al tener contacto frecuente con sus hijos. Ambos padres suben su nivel de bienestar en el caso de custodia compartida (con alternancia de residencia).”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció la presentación efectuada por la señora Lampert y ofreció la palabra en relación a la materia recién abordada.



La Jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, manifestó que, en términos generales, el sistema de custodia compartida funciona de manera adecuada cuando hay acuerdo de los padres. Puntualizó que la propuesta de ese Servicio va encaminada a permitir la aplicación del mencionado régimen de cuidado compartido sólo cuando los padres así lo manifiesten, por las mismas razones señaladas en el estudio realizado por la Biblioteca del Congreso Nacional.


Agregó que cuando los padres no están de acuerdo, se produce inestabilidad en el menor y, eventualmente, un perjuicio. Indicó que para el caso en que los padres no concuerden con el cuidado compartido, se ha propuesto mantener la regla supletoria que otorga a la madre el cuidado personal.


Manifestó que, en la actualidad, la ley es estricta, estableciendo que puede alterarse el titular del cuidado personal en caso de descuido, maltrato u otra causa justificada. Añadió que, sin embargo, muy pocos jueces alteran la señalada regla supletoria en esta materia.


Sostuvo que la propuesta del Ejecutivo se orienta a resguardar siempre el interés superior del niño, permitiéndole al padre, por aplicación del principio antes mencionado, obtener el cuidado personal de aquél.


Expresó que si se establece el cuidado compartido por acuerdo de los padres, ya sea judicial o extrajudicialmente, debe dejarse establecido el régimen comunicacional que habrá entre los padres respecto al ejercicio del mismo. Se sugiere, por ejemplo, que la residencia sea estable y que el cuidado compartido implique que ambos padres tomen en conjunto las decisiones fundamentales para el cuidado y la crianza del hijo.


Hizo presente que para los casos en que el cuidado compartido no es posible de aplicar por falta de acuerdo entre los padres, se modifican las normas relativas a la relación directa y regular con la finalidad de fortalecer el vínculo entre el padre y el hijo.


Concluyó señalando que, atendido el nivel cultural de la sociedad chilena, la eliminación de la norma supletoria en favor de la madre debe ser gradual, al igual que la aplicación del sistema de cuidado compartido, respecto al cual debería haber una transición, seguida de la correspondiente evaluación.


La Profesora de Derecho Civil, señora Andrea Muñoz, manifestó que no existe un estudio que establezca que el cuidado compartido genere daño. Expresó que le llama la atención la baja adhesión que esta modalidad tiene, según se advierte en el Derecho Comparado, no obstante que ha sido consagrada en varios países. Observó que lo anterior puede tener relación con las distintas formas en que los sistemas lo han incorporado, en lo cual se perciben matices.


Indicó que en el sistema español se consagra la posibilidad de que el cuidado compartido se incorpore como una alternativa más, dejando la posibilidad de que los padres lo acuerden libremente y, excepcionalmente, dando la posibilidad al juez que lo imponga.


Agregó que, en el otro extremo, existe la presunción legal de que el cuidado personal es compartido.


Sostuvo que existen sistemas intermedios, como los que se consagran en la legislación italiana y francesa.


Hizo presente que la custodia compartida no está asociada en forma radical a la residencia y que hay posibilidades de que haya residencia alternada o sucesiva, pero la regla general es que quien no sea el titular del cuidado personal adquiera una mayor participación en la crianza y educación de los hijos.


Manifestó que las indicaciones presentadas a la iniciativa en estudio van a generar un debate muy enriquecedor respecto a cuál es el sistema más adecuado.


Discrepó de la postura del Servicio Nacional de la Mujer en el sentido de mantener la regla de preferencia en favor de la mujer. Consideró que lo anterior no va en beneficio de los hijos e hizo notar que ya no existe dicha situación en el Derecho Comparado.


Concluyó diciendo que considera muy interesante el proyecto en análisis, pues destruye mitos y proporciona la posibilidad de discutir un asunto de gran interés como es la modalidad que será la más conveniente en cuanto al cuidado personal de los hijos.


El Profesor señor Mauricio Tapia señaló que este proyecto trata, en el fondo, de la igualdad de los padres en relación a los deberes y derechos que tienen respecto de sus hijos.


Agregó que le sorprende que esta iniciativa se tramite con el apoyo del Servicio Nacional de la Mujer, pues actualmente la regla que atribuye preferentemente a la madre la custodia de los hijos constituye una discriminación en perjuicio de los hombres, además de que es abiertamente inconstitucional y que prácticamente ya no existe en ninguna otra legislación.


Indicó que el proyecto contiene normas que dicen relación con la igualdad, ya que el Código Civil consagra una desigualdad en favor de la mujer que debe ser corregida.


Preguntó, enseguida, por el objetivo que busca la iniciativa, porque si se considera su denominación, se advierte que aspira a resguardar la integridad del menor; sin embargo, al leer su texto, éste habla de cuidado compartido y luego añade que deberá existir una residencia que asegure la adecuada estabilidad y continuidad del niño, lo que es contrario a lo que se entiende por cuidado compartido. Enfatizó que la noción de residencia continua es una negación del cuidado compartido.



Por otra parte, hizo notar que Chile es el único país que distingue entre patria potestad y cuidado personal. Agregó que, en cambio, en el mundo se consagra el concepto de autoridad parental, que es el conjunto de derechos y deberes que tienen los padres en relación a sus hijos y que agrupa el cuidado personal, la relación directa y regular y la educación, entre otros aspectos.


Expresó que la autoridad parental siempre se atribuye a los padres, independientemente de que vivan juntos o separados y que cuestión distinta es que el cuidado personal se ejerza por uno de dichos padres o por ambos de manera compartida.


Por otra parte, puso de manifiesto que la patria potestad nació en nuestro país como una forma de discriminar a las mujeres, pues a la época de la dictación del Código Civil se prefería no entregar a la mujer la administración de los bienes. Por ello, señaló que le sorprendía que el SERNAM continuara preservando esta situación, la cual, además, contraría ciertos tratados internacionales que rigen en nuestro país.



Sostuvo que, hoy en día, la distinción entre autoridad paterna y patria potestad no tiene ningún sentido y sólo genera problemas en el Derecho actual. Agregó que la noción de patria potestad es, en sí misma, discriminatoria.


Precisó que en materia de cuidado compartido se habla de dos modalidades principales. Una es la residencia preferente, que consiste en atribuir a uno de los padres la residencia con el niño, comprometiendo al otro de manera importante en la educación y mantenimiento de éste y en la aplicación de un régimen de visitas más amplio. La otra modalidad es la residencia alternativa, que consiste en que el menor estará un tiempo con su padre y otro con su madre.


Respecto a la residencia alternativa, señaló que se trata de una institución difícil de aplicar puesto que expone a los menores a un desarraigo importante. Precisó que en Francia, en 10 años de aplicación de esta institución, sólo el 20% de los matrimonios que se separa ha optado por ella.


Observó que este sistema sólo tiene una década de aplicación, de manera que sus resultados todavía no pueden apreciarse, ni menos evaluarse.


Señaló que cabe dar prioridad a la residencia preferente con uno de los padres, pero comprometiendo al otro en la educación del hijo. Sin embargo, enfatizó que lo primero que se debe hacer es eliminar la atribución preferente a la madre. Agregó que si no hay acuerdo entre los padres, los tribunales son los llamados a resolver.


Informó que varias de sus inquietudes han sido recogidas por las indicaciones que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, han presentado a este proyecto.


Instó, finalmente, a hablar más bien de autoridad parental antes que de responsabilidad parental, pues aquella es una solución que implica tanto los deberes como los derechos que los padres tienen en relación a sus hijos.


La Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Jessica Mualim, connotó el interés que ofrece la exposición que se ha escuchado de parte de la psicóloga asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, la cual, dijo, demuestra que en términos reales y comparativos, un sistema no es necesariamente mejor que otro.


Señaló que si bien hoy en día tenemos un régimen en que la madre tiene la preferencia para obtener el cuidado personal del niño en caso de separación, lo que busca el Servicio Nacional de la Mujer no consiste en aumentar la desigualdad, sino en proteger el interés superior del menor y sus derechos y disminuir la judicialización.


Sostuvo que la postura del señalado Servicio consiste en avanzar de manera gradual en esta importante materia, tal como lo hace el proyecto en estudio.

2) EXPOSICIÓN DE LA PROFESORA SEÑORA PAULINA VELOSO


En primer lugar, la Abogada y Profesora de Derecho Civil, señora Veloso, agradeció a la Comisión la oportunidad de exponer sus puntos de vista acerca de la iniciativa en estudio.


Luego, junto con destacar la importancia de la misma, expresó, como opinión general, que concordaba con las ideas matrices que la inspiran en cuanto a establecer la regla de la coparentalidad, a contemplar una posibilidad más cierta de alcanzar un cambio de titularidad en el cuidado personal de los hijos y a introducir la figura de la tuición compartida.


Hizo presente que el proyecto en estudio constituye un avance, sin perjuicio de expresar sus preocupaciones en orden a que en la nueva redacción no se produzca un desmejoramiento de la situación actual.


A continuación, pasó a abordar algunos aspectos específicos de la iniciativa.


1) CUIDADO PERSONAL.


Hizo notar que el tema del cuidado personal abarca, al menos, dos aspectos claramente diferenciados, esto es, el contenido del cuidado personal y la titularidad del mismo.


Señaló que el proyecto de ley hace modificaciones en ambos aspectos, a los cuales pasó a referirse.


Respecto al contenido del derecho-deber de cuidado personal, compartió la idea de mencionar un conjunto de derechos y deberes que se refieren al contenido del derecho de cuidado personal. No obstante, le pareció necesario tener cuidado de no restringirlo. Por ello, sugirió que cualquiera enumeración debería quedar bajo la fórmula no taxativa de “tales como” o alguna expresión de igual naturaleza.


Opinó que el texto propuesto por una indicación presentada al inciso segundo del artículo 222 del Código Civil es muy acertado, al igual que la proposición referida al artículo 224. Indicó que no hay otra norma actualmente vigente sobre el contenido del derecho de cuidado personal.


Enseguida, respecto a la titularidad del referido cuidado personal, señaló que la ley actual prescribe tres atribuciones de titularidad posible: la voluntaria, la legal y la judicial.


Estuvo de acuerdo en que la primera regla en el proyecto de ley sea el acuerdo entre los padres y que, dentro de los acuerdos, sea posible la tuición compartida.


Dijo que estos aspectos, sin embargo, no son un gran cambio, ya que la doctrina y también la jurisprudencia entienden que, no obstante la redacción actual, la primera regla en materia de atribución de la tuición es el acuerdo de los padres.


Por otra parte, agregó que en muchas ocasiones se pactan especies de tuición compartida, connotando que, sin embargo, algunos jueces entienden que ella no está permitida, por lo que no aprueban los pactos que así lo establecen. De este modo, consideró que la modificación que permite este tipo de tuición es un avance.

-
En relación a la regla supletoria legal de titularidad de la madre, o atribución legal, señaló que parece inconveniente repetir la misma norma actual. Advirtió que si la disposición queda redactada tal como está actualmente, se corre el riesgo de que se interprete negativamente, en un sentido diverso a las ideas matrices de este proyecto.


Ello, añadió, aunque la doctrina unánimemente entiende esta regla no como una preferencia hacia la madre, sino como una norma supletoria legal, establecida sólo para evitar la litigiosidad.


Informó que así también lo entiende la Corte Suprema. Sin embargo, algunos tribunales -erróneamente- lo leen como preferencia y, por consiguiente, incluso en casos tan graves como descuido o maltrato, no están dispuestos a cambiar la titularidad. En consecuencia, si una nueva reforma viene a dejar la norma tal cual lo está actualmente, se podría entender por aquellos mismos tribunales que erróneamente han entendido la norma como preferencia, que se estaría confirmando la preferencia hacia la madre. Ello, afirmó, sería un retroceso.


Expresó que esta interpretación (preferencia y no supletoriedad), a juicio de algunos académicos es claramente inconstitucional.


Compartió la idea de que sería conveniente fijar como regla supletoria legal la tuición compartida, esto es, que en caso de padres separados, los menores queden bajo el cuidado de ambos progenitores, salvo acuerdo o resolución judicial en contrario.


Por lo demás, precisó, en la práctica es así, ya que en todos los casos en que los padres viven separados, para la ley y mientras no se establezca lo contrario, el cuidado personal recae en ambos, rigiendo a este respecto el artículo 224 del Código Civil. Ello, en virtud de que si no existe constancia alguna sobre la separación, no cabe sino entender que viven juntos. Agregó que sin perjuicio de los arreglos voluntarios entre los padres, lo que es más frecuente de lo que se cree es que éstos se distribuyen tareas y responsabilidades, no obstante que los hijos vivan con uno u otro.


Explicó que, dicho de otro modo, en caso de padres separados, si la madre quisiere que se reconozca en cualquier ámbito que sólo ella tiene la titularidad, actualmente debe recurrir a los tribunales solicitando una sentencia declarativa que así lo establezca. Es decir, la norma actual del artículo 225, inciso primero, no opera automáticamente como podría creerse.


En todo caso, si no hubiere acuerdo en el Congreso Nacional en cuanto a esta regla supletoria respecto a tuición compartida como norma supletoria legal, la Profesora señora Veloso sugirió, como fórmula intermedia, la siguiente:


“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán responsabilidad y todos los deberes y derechos respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio que mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, como regla supletoria, los menores residirán con su madre”.


Advirtió que, de este modo, se evitaría que en caso de disputa entre los padres, mientras el cuidado personal no se resuelva judicialmente, pudiere darse una situación de inestabilidad respecto de la residencia de los niños, que es el temor que se ha manifestado en algunas de las opiniones escuchadas.


Enseguida, se refirió a la atribución judicial.


Dijo que el criterio definitorio de la misma debe ser el “interés del menor”, terminología que es la más adecuada, pues se aviene con los artículos 3, 9 y 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño.


En segundo lugar, expresó que en la idea de posibilitar un cambio de titularidad hacia el otro padre, es positivo que se diga que tal cambio sea “conveniente al interés del menor” y no “indispensable”, como establece la actual norma del artículo 225 del Código Civil. Agregó que esta es una regla menos fuerte, aunque la Corte Suprema la ha entendido más bien en el sentido débil.


Le pareció, además, que debe haber una señal muy clara en relación a los casos de maltrato y descuido, siguiendo la ya mencionada Convención sobre los Derechos del Niño. En tales casos, la norma no debería decir “podrá”, sino “deberá”, no obstante que la Corte Suprema así lo ha entendido, al menos en los casos de descuido y otras situaciones calificadas.


Lo anterior está en armonía con el artículo 234 del Código Civil y la citada Convención sobre Derechos del Niño. Recordó, a este respecto, la larga discusión habida a propósito de la reforma del artículo 234 el año 2008, a instancias del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas.


Por último, sostuvo que la idea de señalar una serie de criterios para otorgar contenido al interés del menor es muy positiva. Sólo que le pareció mejor establecer dichos criterios en un nuevo artículo 225 bis y no en la Ley de Menores. Sugirió, en este punto, tener presente la ley inglesa y al autor español Rivero Hernández. Agregó que la respectiva numeración no debe ser taxativa e incluir criterios que deben ser considerados.


A continuación, se refirió al sistema de tuición compartida.


Opinó que éste debe constituir la norma o regla supletoria general, tal como lo dice el artículo 224 del Código Civil, de manera que finalmente sea la que se aplique mientras no se diga otra cosa.


En caso de disputa, no vio inconveniente en establecer que el juez pueda atribuirla si un padre la pide, siempre estableciendo que el criterio definitorio será el interés del menor.


Hizo notar que la experiencia en este ámbito es positiva, incluso en casos de padres mal avenidos.


El tema, dijo, es entender que el cuidado personal abarca más que la mera residencia y que tiene que ver con decisiones sobre educación, salud, viajes y otras materias.


2) OÍR AL MENOR Y TENER EN CUENTA SU OPINIÓN.


Luego, la Profesora señora Veloso destacó un segundo punto de importancia en la materia en estudio, relativo al deber de oír al menor y tener en cuenta su opinión.


En este aspecto, opinó que sería muy grave fijar una edad para considerar la opinión del menor. Indicó que el proyecto se refiere a la edad de 14 años, lo que representa un gran retroceso y no se aviene con la realidad ni con la citada Convención sobre Derechos del Niño.



Afirmó que no debe existir una edad mínima para estos efectos. Al contrario, prefirió establecer que éste siempre será un trámite esencial (causal de casación) y obligar a los tribunales a pronunciarse sobre la señalada opinión del menor. Es decir, ocuparse de dar plena aplicación al actual artículo 242 del Código Civil, que contiene un aspecto procedimental (oír al menor) y uno sustantivo (tener debidamente en cuenta sus opiniones).


Observó que los menores son personas dignas de consideración y respeto y que sus opiniones, así como sus sentimientos, deben ser considerados debidamente en una sentencia que los pueda afectar en sus derechos. Explicó que la necesidad de oír al menor y tener en cuenta sus opiniones es una manifestación muy importante del concepto del “interés del menor” y que no tendría ningún sentido si se hace obligatoria sólo a partir de los 14 años de este último. Observó que en las edades donde ello es más importante es cuando el niño o niña es menor, ya que a los 14 años es probable que tomen sus propias decisiones y que los padres no soliciten nada al tribunal.


Añadió que la Corte Suprema muchas veces ha considerado la opinión del menor como causa calificada.


3) SOBRE EL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN.


En tercer lugar, se refirió al régimen de comunicación.


Sobre el particular, señaló que la norma actual del artículo 229 del Código Civil es bastante razonable. No obstante, le formuló algunas observaciones.


Explicó que sólo agregaría la posibilidad de sanción en caso de que el padre custodio obstaculice o impida la relación de los menores con su otro progenitor, por diversas vías. Primero, la multa, y luego, fijar como criterio para entregar el cuidado personal al otro padre, las acciones de los progenitores tendientes a dificultar o impedir la vinculación de los hijos con el otro. Destacó que es importante fijar el criterio sobre la base de acciones y no de intenciones.


Apoyó la conveniencia de que las señales en esta materia vengan desde el legislador, a efectos de que los tribunales las entiendan más ampliamente. A este respecto, sugirió distinguir entre residencia y derechos respecto a educación, salud, religión y otros de esa envergadura y también entre ámbitos de información y de decisión conjunta. Enfatizó que el derecho de información no debería perderse ni suspenderse nunca, al igual que el derecho de decisión conjunta en ciertas materias. Todo ello sin perjuicio de que la residencia, en principio, quede radicada en la casa de uno solo de los progenitores.


Finalmente, instó a tener presentes en este aspecto circunstancias tales como las tecnologías actuales de comunicación y el hecho de que la residencia de los padres puede encontrarse en lugares y países distintos. Por lo anterior, sugirió que las palabras que se utilicen para regular este punto no sean restrictivas.


4) CUIDADO PERSONAL EN CASO DE AUSENCIA DE AMBOS PADRES.


En último término, abordó el cuidado personal en caso de ausencia de ambos padres.


Expresó que las normas actuales sólo se refieren a aspectos patrimoniales, de manera que ésta sería la oportunidad para agregar un precepto sobre cuidado personal en el caso que ambos padres hayan muerto, ampliando el artículo 226 del Código Civil, que sólo contempla la hipótesis de inhabilidad de los progenitores.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio inicio a la discusión en particular del proyecto.


A continuación, se efectúa una relación de las normas que integran el proyecto y que fueran aprobadas en general por el Senado, de las indicaciones presentadas a su respecto y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión.

° ° °


En primer término, se formuló una indicación al artículo 222 del Código Civil, disposición que no fue objeto de modificaciones en el primer trámite constitucional.


Este precepto dispone lo siguiente:


“Art. 222. Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres.


La preocupación fundamental de los padres es el interés superior del hijo, para lo cual procurarán su mayor realización espiritual y material posible, y lo guiarán en el ejercicio de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana de modo conforme a la evolución de sus facultades.”.


A su respecto, se presentó la indicación número 1, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para consultar el siguiente numeral, nuevo, al proyecto:


“….- Modifícase el artículo 222, de la siguiente manera:


a) Suprímese el inciso primero.


b) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración “Es deber de ambos padres cuidar y proteger a su hijo o hija, mantener una relación parental sana y cercana, y velar por la protección de sus derechos, en especial, por su integridad física y psíquica.”.


c) Agréganse, como incisos segundo, tercero y cuarto, los siguientes:


“La responsabilidad parental es el conjunto de derechos y deberes existentes entre padres e hijos, comprendiendo:


1º El cuidado personal;


2º La relación directa y regular en caso de no ejercerse por uno de los padres el cuidado personal;


3º La educación y establecimiento;


4º Los alimentos;


5º La orientación;


6º La representación legal;


7º La autorización de salida del país.


8° En general, la adopción de las decisiones de importancia relativas al hijo o hija, entendiéndose por tales aquéllas que inciden, de forma significativa, en su vida futura.


Ambos padres ejercerán la responsabilidad parental de su hijo o hija no emancipado conforme a los principios de igualdad parental y corresponsabilidad, procurando, asimismo, conciliar la vida familiar y laboral. En el ejercicio de dicha responsabilidad, velarán por el interés superior de su hijo o hija, su derecho a ser oído, a mantener relaciones personales y contacto directo con sus padres y demás parientes cercanos, y a desarrollarse en compañía de sus hermanos y hermanas.


Si el hijo o hija ha sido reconocido por uno de sus padres, corresponderá a éste el ejercicio de la responsabilidad parental. Si el hijo o hija no ha sido reconocido por ninguno de sus padres, la persona que tendrá su cuidado será determinada por el juez y ejercerá las funciones que las leyes le encomienden, conforme a lo establecido en el inciso primero de este artículo.”.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que el precepto del Código Civil que fue objeto de esta indicación no tuvo modificaciones en el texto aprobado en general, por lo que si ésta se admite a tramitación y se acoge, se estaría agregando al proyecto una materia que puede considerarse nueva, como es la responsabilidad parental, la que sería ajena a las ideas matrices del proyecto.


Ofreció la palabra a los asistentes sobre este particular.


La Honorable Senadora señora Alvear, coautora de la indicación en estudio, recordó que el eje de la iniciativa está constituido por dos principios, en primer lugar, el de la corresponsabilidad de los padres en el cuidado de los hijos, como criterio rector, y en segundo lugar, el interés superior del niño.



Indicó que siempre ha respetado el Código Civil, haciendo notar que, por la razón antes mencionada, tanto ésta como las demás indicaciones que presentó fueron elaboradas junto a destacados profesores de Derecho Civil y de Derecho de Familia. Instó a los académicos presentes a dar su opinión en relación a la admisibilidad de la indicación.


La Profesora señora Andrea Muñoz sostuvo que la indicación es de gran trascendencia pues busca reunir en el artículo antes mencionado, en una sola figura, el aspecto personal y el aspecto patrimonial propios de la relación de los padres con sus hijos.


Precisó que cuando se discutió la Ley de Filiación, una de las propuestas era justamente unificar, bajo el concepto de patria potestad, todo aquello que dice relación con lo que se denomina autoridad paterna.


Señaló que es deseable acentuar el principio de corresponsabilidad parental y distribución equitativa entre los padres de aquellas cuestiones que dicen relación con la crianza y la educación de los hijos. Enfatizó que no hay novedad en las ideas que se mencionan en la referida indicación, agregando que, incluso, algunas de ellas ya forman parte de otros cuerpos legales, como es el caso de la salida de los menores al extranjero.


Opinó que es una buena oportunidad para incorporar estos conceptos a nuestro Código Civil, ya que de este modo se introducirán a dicho cuerpo legal materias que actualmente se recogen separadamente en otras leyes.


El Profesor señor Mauricio Tapia manifestó que no cabe hablar del cuidado personal de los hijos sin mencionar la autoridad parental.


Agregó que el cuidado personal es uno de los aspectos de la autoridad parental y que es importante regularlo de una manera sistemática a través de la noción de la responsabilidad parental. Ello, dijo, asegurará de mejor forma el interés superior del hijo y logrará restituir una situación de igualdad al interior del matrimonio.



Precisó que con independencia de donde resida el hijo, el resto de los derechos y deberes siempre gravará a los padres.


La Profesora de Derecho Civil, señora Fabiola Lathrop, señaló que la propuesta contenida en la indicación en estudio tiene como idea matriz la de ajustar nuestra legislación interna a la normativa internacional vigente en esta materia, en la cual el niño es visto como una integralidad.


Precisó que el concepto de familia de don Andrés Bello puede resultar anacrónico hoy en día, pues en la vida cotidiana del menor se desarrollan en forma conjunta los aspectos personales y patrimoniales, no siendo conveniente que éstos permanezcan separados.


Sostuvo que la enumeración que la indicación formula en cuanto al contenido de la responsabilidad parental no es más que lo que ya existe. Enfatizó que ella solamente toma elementos que ya rigen en nuestro medio y consagra principios que ya se conocen.


Recalcó que el Derecho de Familia es un Derecho de principios, razón por la cual éstos se enuncian. Explicó que se tiende a concretar algunos de dichos principios a través de directrices y de normativa orientadora hacia el juez, con el objetivo de evitar arbitrariedades.


Manifestó que lo que se intenta mediante la indicación en análisis es hacerse cargo del hecho que la familia ha cambiado y que el paradigma bajo el cual don Andrés Bello legisló ya no es el que corresponde a la realidad actual. Hoy en día, añadió, tanto los padres como las madres asumen sus funciones al interior de la familia de una manera más asociativa. Ésta, dijo, es una oportunidad para afrontar el tema justamente en esa perspectiva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que lo expuesto lleva a reconsiderar de algún modo la idea matriz del proyecto en estudio, la que en un principio se entendió como el propósito de cautelar el cuidado de los niños en caso de separación de sus padres.


El Honorable Senador señor Espina opinó que el objetivo del proyecto es establecer normas para proteger la integridad de los menores en caso que sus padres vivan separados. Aun así, indicó, cabe dilucidar si la Comisión se circunscribirá a esa materia o si estará en condiciones de extender su debate a otros tópicos distintos, efectuando una revisión más amplia del estatuto de los hijos. Si se optara por este último camino, añadió, habría que abordar temas de gran profundidad, lo que requeriría de un debate de iguales características.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, demostró perplejidad ante la amplitud que muestran algunas de las indicaciones presentadas, las cuales consideró que exceden con mucho la convocatoria a la idea central del proyecto, que consiste en proteger la integridad del menor cuando los padres viven separados.

Indicó que aun cuando podría abordarse la propuesta presentada por la Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Senador Walker, don Patricio, lo que motiva este debate es un asunto mucho más limitado. Por tanto, sugirió a la Comisión acotar su estudio al propósito inicial del proyecto.


La Profesora de Derecho Civil, señora María Sara Rodríguez, se sorprendió por la amplitud de las indicaciones formuladas al proyecto. Manifestó que la idea matriz del mismo es mejorar determinadas situaciones en el caso de la separación de los padres, particularmente los defectos que actualmente ofrecen tanto el artículo 225 del Código Civil como otros preceptos relativos al régimen de relación directa y regular con los hijos.


Añadió que el proyecto también busca adecuar el artículo 225 de dicho cuerpo normativo a una nueva realidad que es la de la tuición compartida y a las normas de la patria potestad.


Mencionó que la indicación presentada al artículo 222 exigiría una reforma global a los títulos IX y X del Libro Primero del Código Civil, los cuales fueron reformados al dictarse la ley N° 19.585. El hecho de debatir la referida indicación, señaló, implicaría volver a revisarlos.



La Profesora señora Fabiola Lathrop insistió en que lo que se propone es englobar en una sola denominación ciertas funciones que ya existen y constituir, de este modo, una estructura orgánica sobre la base del mandato legal contenido en el artículo 36 de la Ley de Matrimonio Civil. Enfatizó que en ningún caso se están introduciendo figuras nuevas.


Agregó que, efectivamente, con la indicación se protege la integridad del menor en caso que los padres vivan separados ya que lo que se pretende con ella es determinar de manera más ordenada todas aquellas cuestiones que cobran mayor relevancia cuando los padres se encuentren en dicha situación. En consecuencia, afirmó que la indicación no se aleja de la idea matriz del proyecto.


El Profesor señor Tapia hizo presente que el artículo 222 del Código Civil también contempla deberes morales, como la obediencia o el respeto de los hijos hacia los padres, que no se modifican por la indicación en discusión, sino que simplemente se reestructuran dentro del mismo Código. Agregó que el resto de las cuestiones tratadas por la indicación vienen en el texto aprobado en general por el Senado.


Indicó, por otra parte, que el artículo 225 aprobado en general habla de corresponsabilidad, término que no se define ni se estructura, sino que sólo se menciona. De todo ello, dijo, se encarga la indicación formulada al artículo 222.


Sostuvo que en el proyecto aprobado en general por el Senado también se habla de la relación directa y regular y de la patria potestad, agregando que a través de la indicación en estudio se pretende dotar a estos conceptos de una estructura más adecuada, para mejor comprensión de la ciudadanía y una mayor protección de los hijos, en cumplimiento de los compromisos internacionales que rigen en nuestro medio.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Carolina Schmidt, sostuvo que el Poder Ejecutivo ha impulsado con fuerza el proyecto en discusión, pues envuelve uno de los problemas más graves y masivos que se han advertido en el campo de los menores, junto con el del incumplimiento en el pago de las pensiones alimenticias.


Explicó que, por lo anterior, se ha querido llegar a un acuerdo que permita modificar la situación en que actualmente quedan los hijos cuando sus padres se separan. Siendo ésa la inquietud central que guía esta iniciativa, opinó que extenderla a los demás aspectos que se han reseñado implicaría efectuar una enmienda de mayores proporciones, que entramparía el despacho del proyecto. El estudio de aquellos aspectos, añadió, tendría que ser objeto de un estudio separado por parte de una mesa de trabajo que podría convocarse para estos efectos.


La Profesora señora Lathrop informó que durante el primer trámite constitucional, la Casa de Estudios que representa ofreció su colaboración para estos efectos.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Andrea Barros, señaló que la indicación presentada crea un nuevo concepto de responsabilidad parental, de manera que no representa solamente una reestructuración de elementos, sino que supone un cambio medular en cuanto a los derechos y obligaciones de los padres en relación a los hijos. Ello, dijo, supondría la realización de un estudio mayor.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que aun cuando mantenía algunas dudas respecto a la admisibilidad de la indicación, revisadas las Mociones que dieron lugar al texto que actualmente se estudia, se advertía que una de ellas contemplaba modificaciones justamente al artículo 222 del Código Civil, que no se circunscribían exclusivamente al tema del cuidado personal, aunque este objetivo era el que más se desarrollaba. Atendido lo anterior, dijo, la inadmisibilidad de la indicación se debilita.


Del mismo modo, hizo presente las distintas materias abordadas por la otra Moción que dio origen al proyecto, así como aquellas consideradas por las iniciativas que la Comisión también tuvo en cuenta durante la discusión en general en el Senado, concluyendo que ellas son bastante amplias.


Agregó que, aun así, no puede perderse de vista que la indicación en estudio introduce temas que se alejan del foco central del proyecto, referido al cuidado de los hijos de padres separados, los cuales podrían considerarse en una iniciativa diferente, de carácter más general.


El Honorable Senador señor Espina expresó que sin pretender evadir el debate de los temas propuestos en la indicación en estudio, éstos ameritarían un estudio específico más profundo, en que se cuente con la asesoría de una mesa de estudio especializada, pues constituyen materias de fondo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que el alcance de la indicación en análisis excede el propósito de regular mejor el cuidado personal en caso de separación de los padres y sugirió a la Comisión concentrarse en el artículo 225 del Código Civil.


Expresó que aun cuando el mencionado Código puede ser mejorado, lo que ya ha ocurrido a través de la historia, ello supone un trabajo especial de preparación. En cuanto al proyecto de ley en estudio, exhortó a la Comisión a concentrarse en la situación del menor cuyos padres están separados, expresando que varias de las indicaciones propuestas son de una amplitud que va más allá de la iniciativa propuesta.


Refiriéndose a las obligaciones de obediencia y respeto del hijo hacia sus padres, la Profesora señora Muñoz precisó que no hay nada diferente a su respecto en la indicación presentada, pues solamente se plantea un cambio de ubicación para estos deberes, sin ninguna otra connotación.


En cuanto al tema de la imagen deformada del padre, aspecto relacionado con el síndrome de alienación parental a que se ha aludido durante el estudio de esta iniciativa como una de las situaciones en que el juez podría restringir la relación directa y regular o el cuidado personal del hijo, aclaró que éste no proviene de las indicaciones presentadas, sino que de las Mociones originales que fueron refundidas.


La Profesora señora Rodríguez sostuvo que no hay ningún tratado internacional que obligue al Estado de Chile a modificar su legislación interna en materia de cuidado personal de los hijos.


Añadió que de las Mociones que dieron origen al proyecto en estudio surgió el síndrome de alienación parental, que es un tema discutible, ya que aun cuando es enarbolado como bandera por distintas agrupaciones de padres, no ha sido aceptado como trastorno psicológico por la Organización Mundial de la Salud, ni por la Asociación Americana de Psiquiatría o por la Asociación Americana de Psicología.


La Honorable Senadora señora Alvear destacó el gran interés que ofrece el proyecto en estudio, señalando, además, que su búsqueda personal por fortalecer la familia y el interés superior del niño es permanente y conocida, de manera que tras las indicaciones presentadas no hay ningún otro propósito o ideología. A mayor abundamiento, expresó que ambos padres deben estar presentes permanentemente en la vida del niño, concepto que debe ser motivado y apoyado y que debe tenerse en cuenta al momento de legislar.


Estos son, dijo, los principios que orientan la indicación en estudio, que se enmarcan perfectamente dentro de las ideas matrices del proyecto.


La Psicóloga señora Anneliese Dörr expresó su coincidencia con lo señalado por la Honorable Senadora señora Alvear y puntualizó que el daño que le produce a un niño el estar sin uno de sus padres es más significativo que cualquier otro.


En relación al respeto que deben los hijos a sus progenitores, informó que la psicología del desarrollo permite develar su sentido y explicarlo a la luz de los tiempos actuales. Sobre el particular, indicó que el niño no está en condiciones de saber lo que le conviene, en tanto que el adulto sí. Agregó que puede darse la excepción de que un padre no tenga dicho conocimiento; sin embargo, por regla general es el progenitor quien guía al hijo. Aseveró que para que esa labor de guía resulte, se necesita respeto, lo que sirve de sustento a la regla en análisis. Enfatizó que el padre no puede sostener una relación simétrica con el niño, pues en ese caso su rol de guía no funcionará.


En cuanto al síndrome de alienación parental, informó que fue descrito hace relativamente poco tiempo, aun cuando existía desde antes. Señaló que, de producirse, se desencadena con posterioridad a la separación. En estos casos, quienes resultan dañados son los niños, ya que quedan sin la posibilidad de tener contacto con su padre, lo que se agrava a causa de la extensión que normalmente tienen los juicios.


Expresó que para el desarrollo del niño lo recomendable es la custodia compartida, a menos que exista en uno de los padres algún factor que dañe el desarrollo del menor.


Consideró que, en todo caso, el tema central en este debate consiste en dilucidar si la custodia del niño debe o no pasar obligatoriamente a la madre. Señaló que tal sistema puede prestarse para manipulaciones o manejos de parte de ésta pues esa situación normalmente se produce en un ambiente de hostilidad. En estos casos, agregó, es un hecho que los más perjudicados son los niños.


Indicó que existen muchos otros tipos de abusos además del síndrome ya mencionado y que una forma de controlarlos es la tuición compartida.


Concluyó diciendo que, en todo caso, los ex cónyuges deben continuar siendo socios parentales.


La Profesora señora Lathrop consideró necesarias algunas aclaraciones.


Sostuvo que cabe hacer una distinción entre el Derecho comparado y el Derecho Internacional desde el punto de vista de su obligatoriedad. En relación al primero, señaló que es facultativo observar la legislación comparada para analizar cómo ha funcionado alguna figura o sistema, como es, por ejemplo, en este caso, el cuidado compartido de los hijos.


En cuanto al Derecho Internacional, expresó que mal podría un tratado internacional señalarle a un Estado específico que debe hacer adecuaciones a su legislación interna, porque esos instrumentos son suscritos por la comunidad internacional en su conjunto. Aclaró que cuando el Estado chileno firma un tratado internacional en materia de derechos humanos, por la vía del artículo 5°, inciso segundo, de la Constitución Política, lo que hace es ceder parte de su soberanía y obligarse a adecuar su legislación interna a aquel tratado.


Agregó que en la materia que se está discutiendo, el Estado de Chile está obligado a adecuar su normativa a los postulados de la Convención de los Derechos del Niño y a la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer.


Hizo notar que el principio cardinal que guía la Convención de los Derechos del Niño es el de la igualdad. En consecuencia, si se sigue manteniendo la norma de atribución preferente a la madre, se estará vulnerando dicho principio. Asimismo, si no se incorporan figuras inclusivas de los roles parentales, en mérito del artículo 18 de la Convención antes mencionada que consagra la corresponsabilidad, el Estado de Chile estaría incumpliendo su compromiso internacional.


El Profesor señor Tapia aseveró que el respeto y la obediencia son fundamentales y que los niños se los deben a sus padres, porque éstos, a su vez, tienen la obligación de educarlos y criarlos, además del deber de responder frente a terceros por sus actos. Observó que todos estos derechos y deberes están interrelacionados, por lo cual, si se desea mejorar la protección del interés superior del niño, es menester reordenar todas las instituciones antes señaladas. Añadió que si no se incorpora el concepto de la corresponsabilidad en la normativa en análisis, se producirá un vacío. Afirmó que no hay carga ideológica alguna involucrada en las indicaciones en estudio, salvo el que la protección del hijo debe estar sobre el interés de los padres. Frente a ello, dijo, no se puede asumir una actitud neutra.


Insistió en la necesidad de reordenar y sistematizar estos criterios e ideas, que –destacó- ya están en el Código Civil. Reiteró que el artículo 225 ya contempla la corresponsabilidad de los padres, lo que hace necesario definirla en el artículo 222.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, advirtió que la decisión que se tome respecto a la indicación que se discute afectará también a la indicación número 2, por cuanto ambas son complementarias. Hizo presente que esta última versa sobre el artículo 223 del Código Civil, precepto que tampoco fue modificado en el primer trámite constitucional.


El Honorable Senador señor Espina señaló que no objeta la idea de modificar el Código Civil respecto a los temas contemplados en su artículo 222. Manifestó que la Comisión tiene dos caminos, el primero de ellos es limitar el proyecto a las ideas matrices planteadas originalmente, vinculadas a los hijos de padres separados, y el segundo consiste en abrir el proyecto a otras materias.


Sostuvo que era partidario de limitar la discusión y no incorporar a ella las indicaciones de la Honorable Senadora señora Alvear y del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, de manera de propiciar la instalación de una mesa técnica entre el Gobierno y profesores expertos en la materia, que informe acuciosamente sobre los demás aspectos que se han enunciado a raíz de las señaladas indicaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo notar que la indicación en estudio introduce al Código Civil el concepto de responsabilidad parental. Hizo presente que no era partidario de incorporarlo, pues ello sacaría a la Comisión de su debate. Opinó que la materia tratada por estas indicaciones debiera ser objeto de una revisión más sistemática, ya que la responsabilidad parental incorpora aspectos nuevos al debate. Señaló que, según su parecer, lo esencial del proyecto es mejorar el sistema de cuidado compartido.


Acto seguido, habiéndose completado el debate, la Comisión se pronunció sobre las indicaciones números 1 y 2.


Puestas en votación las ya referidas indicaciones números 1 y 2, fueron rechazadas por tres votos en contra y uno a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán, y lo hizo a favor la Honorable Senadora señora Alvear.


Los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, fundamentaron su voto en las consideraciones antes reseñadas.

° ° °


La siguiente indicación se formuló al artículo 223 del Código Civil, que, al igual que el caso anterior, tampoco fue objeto de modificaciones en el primer trámite constitucional.


Esta disposición prescribe lo que sigue:


“Art. 223. Aunque la emancipación confiera al hijo el derecho de obrar independientemente, queda siempre obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el estado de demencia, y en todas las circunstancias de la vida en que necesitaren sus auxilios.


Tienen derecho al mismo socorro todos los demás ascendientes, en caso de inexistencia o de insuficiencia de los inmediatos descendientes.”.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron la indicación número 2, para consultar en el proyecto un número nuevo, del siguiente tenor:


“….- Efectúanse las siguientes enmiendas en el artículo 223:


a) Incorpórase, como inciso primero, el que sigue:


“Artículo 223.- Los hijos e hijas deben obediencia a sus padres mientras permanezcan bajo su responsabilidad parental.”.


b) Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser segundo, después de la frase “queda siempre obligado a”, la locución “respetar y”.”.


Como se señalara precedentemente, por las razones señaladas a propósito de la indicación número 1 y con igual votación, esta indicación número 2 también fue desechada.

° ° °


A continuación, se presentaron las indicaciones números 5, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 6 del Honorable Senador señor Uriarte, para incorporar al Código Civil el siguiente artículo 223 bis:


“Artículo 223 bis.- El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes.”.”.


Estas indicaciones fueron retiradas por sus autores.

° ° °


Enseguida, se presentaron dos indicaciones al artículo 224 del Código Civil, precepto que no fue objeto de modificaciones en el primer trámite constitucional.


Esta disposición establece lo siguiente:


“Art. 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de la crianza y educación de sus hijos.


El cuidado personal del hijo no concebido ni nacido durante el matrimonio, reconocido por uno de los padres, corresponde al padre o madre que lo haya reconocido. Si no ha sido reconocido por ninguno de sus padres, la persona que tendrá su cuidado será determinada por el juez.”.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron la indicación número 3, para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 224.- El derecho y deber de cuidado personal consiste en proporcionar atenciones personales cotidianas al hijo o hija.”.


A su vez, la indicación número 4, del Honorable Senador señor Navarro, agrega los siguientes incisos primero a cuarto al artículo 224, pasando los actuales incisos primero y segundo a ser quinto y sexto:


"Artículo 224.- Es un derecho y un deber de ambos padres, sea que vivan juntos o separados, el cuidado y protección a sus hijos, velar por la integridad física y psíquica de ellos y procurar su orientación y beneficio en los aspectos de la vida que ellos lo necesiten. Los padres deberán actuar en forma conjunta en las decisiones que tengan relación con el cuidado, educación y crianza de los hijos.


El derecho y deber antes mencionado comprende, al menos, los establecidos en los artículos 229 y 234 y el ejercicio de la patria potestad.


Constituirá un deber permanente de ambos padres el respeto y promoción en su actuar del interés superior de los hijos de conformidad a lo señalado por el artículo 222.


En todo caso, los padres deberán evitar actos u omisiones que degraden, lesionen o desvirtúen en forma injustificada o arbitraria la imagen que el hijo tiene de ambos padres o de su entorno familiar.”.


Puesta en discusión la indicación número 3, la Honorable Senadora señora Alvear, coautora de la misma, señaló que ella tiene por objetivo definir, en el artículo 224 del Código Civil, qué se entiende por cuidado personal. Explicó que esta indicación se complementa con la número 8, relativa al artículo 225 del mismo Código, que señala a quién corresponderá asumir dicho cuidado personal y regula el régimen de cuidado compartido.



La asesora legislativa del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, manifestó que las indicaciones números 3 y 4 dicen relación con la indicación número 1, referida al artículo 222 del Código Civil, conformando con ella un todo armónico. Recordó que la señalada indicación número 1 fue rechazada, de tal manera que aprobar la número 3, podría dejar inconclusas las ideas en estudio.


La Profesora señora Muñoz manifestó que la nueva distribución que se plantea para el contenido de los artículos 224 y 225 del Código Civil es positiva y que resulta adecuado definir lo que se entiende por cuidado personal en la primera de dichas normas.



Señaló que la definición de la institución antes mencionada permitirá comprender de una mejor manera el régimen de cuidado compartido, regulado en el precepto siguiente, lo que evitará confusiones. Explicó que en el derecho comparado hay dos fórmulas de cuidado compartido: el que se basa en la residencia alternada o sucesiva y aquél en que hay un residente principal y se comparten los cuidados personales del hijo.


Respecto a la indicación del Honorable Senador señor Navarro, la consideró atractiva y sostuvo que ella recoge el espíritu del artículo 222 del Código Civil, en el sentido de que es un deber y un derecho de ambos padres, vivan juntos o separados, el cuidado y protección de sus hijos. Además, refleja la idea de que los padres deberán actuar en forma conjunta en las decisiones que digan relación con el cuidado, crianza y educación de los hijos.


Indicó que en el proyecto presentado por los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, mencionado durante la discusión en general, si bien se mantiene el cuidado personal supletorio en la madre, se establece como norma deseable el que ambos padres tengan intervención en las decisiones importantes referidas a los hijos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sintió representado por lo expuesto por la Profesora señora Muñoz. Manifestó que la indicación rechazada anteriormente no es tan dependiente de las indicaciones actualmente en estudio, por cuanto estas últimas están más ligadas al artículo 225 de nuestro Código Civil. Sugirió, en consecuencia, discutir en conjunto las indicaciones formuladas tanto al artículo 224 como al 225.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que desde el punto de vista metodológico, la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, era acertada.



La Magistrada señora Negroni señaló que el tema en análisis es de gran importancia para los tribunales de primera instancia. Puntualizó que para los jueces, específicamente los de Familia, son muy importantes las definiciones. Manifestó que hoy en día existe una gran confusión respecto a la responsabilidad parental y el cuidado personal, por lo cual la determinación de estos conceptos puede contribuir a aclarar la forma como se debe aplicar el Derecho.



Sostuvo que en primera instancia se requieren criterios muy nítidos, razón por la que sería un avance definir el cuidado personal en el artículo 224, en consonancia con el artículo 225, que regulará, a continuación, el cuidado compartido.


Expresó que hay jueces que interpretan la normativa vigente en el sentido de preferir a la madre para confiarle el cuidado personal de los hijos, porque es muy difícil inhabilitarla. Criticó, por otra parte, que en ese caso se hable de inhabilidad, recalcando que el criterio prioritario en esta materia debe ser el interés superior del niño.


La Profesora señora Salinas consideró preocupante la idea de sustituir por completo el artículo 224, ya que quedarían fuera de dicha norma elementos importantes relacionados con la crianza y la educación de los hijos. Consideró insatisfactoria una definición como la que sugiere la indicación número 3, la que catalogó como muy escueta y general.


Respecto de la indicación del Honorable Senador señor Navarro, señaló que el inciso segundo propuesto mezclaría el ejercicio de la patria potestad con el concepto de cuidado personal, lo que también le pareció preocupante.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, preguntó qué agregaría la expresión “atenciones personales cotidianas” utilizada en la indicación número 3 y qué consecuencias indirectas podría suponer la exigencia de la cotidianeidad que se plantea en la misma.


La Profesora señora Veloso concordó con la idea de introducir en la norma en estudio elementos que definan el cuidado personal de los hijos, siempre que la enunciación de los mismos no sea taxativa.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, instó a analizar también el artículo 225 del Código Civil para entender a cabalidad el artículo 224 y las indicaciones propuestas a ambos preceptos.


La Comisión acogió este criterio, razón por la cual pasó a estudiar el señalado artículo 225 y las indicaciones presentadas a su respecto.

° ° °

Artículo 1°


Esta disposición se inicia como sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:”.

Número 1


Este numeral incide en el artículo 225 del Código Civil, que dispone lo siguiente:


“Art. 225. Si los padres viven separados, a la madre toca el cuidado personal de los hijos.


No obstante, mediante escritura pública, o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, ambos padres, actuando de común acuerdo, podrán determinar que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre. Este acuerdo podrá revocarse, cumpliendo las mismas solemnidades.


En todo caso, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa calificada, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo.


Mientras una subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.


El número 1 del proyecto de ley en estudio lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 225.- Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


El acuerdo a que se refiere el inciso primero deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa, regular y personal con los hijos.


Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca el cuidado personal de los hijos menores, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro mantendrá con él una relación directa, regular y personal.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.


Este numeral 1 fue objeto de las indicaciones números 5 a 8.


Las indicaciones números 5, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 6, del Honorable Senador señor Uriarte, reemplazan el artículo 225 por el siguiente:

“2.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:


“Artículo 225.- Si los padres viven separados, podrán determinar de  común acuerdo que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El acuerdo deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa, regular y personal con los hijos. Además, deberá procurar que los hermanos no sean separados.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros. En caso que uno de los padres quiera revocar o modificar el acuerdo y el otro no, tendrá siempre derecho a recurrir ante el juez.


No habiendo acuerdo entre los padres ni decisión judicial que determine a quién corresponderá el cuidado personal de los hijos menores, éste corresponderá a la madre, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.


En este caso, las decisiones que afecten o puedan afectar en forma importante la vida del menor, como las relativas al colegio en que se educa, lugar de habitación, sistema de salud al que adhiere, entre otras, deberán adoptarse, en la medida posible, con el consentimiento de ambos padres.


Cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa calificada o cuando no se cumpla lo señalado en el inciso anterior, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres. Se entenderá que incurrirá en causa calificada, entre otras, el padre que persista en una campaña injustificada de denigración y desprestigio del otro padre o cuando, para obtener una resolución judicial ventajosa, efectúe en su contra acusaciones graves e infundadas. Con todo, el juez no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo.”.”.


Estas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


Enseguida, la indicación número 7, del Honorable Senador señor Navarro, reemplaza el ya mencionado artículo 225 por el siguiente:


“Artículo 225.- En correspondencia a la necesidad de que ambos padres mantengan el deber general de cuidado y protección de sus hijos de manera conjunta, se propenderá a que, cuando ambos padres vivan separados, tengan los padres el cuidado personal y compartido de los hijos en la forma establecida en la ley.


Asimismo, se propenderá por los órganos competentes a que en el ejercicio de este derecho se promueva el acuerdo entre las partes y la mediación como forma idónea de resolución de conflictos, en la forma establecida por la ley y en resguardo del interés superior de los hijos.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


No obstante ello, los padres podrán, de común acuerdo, mediante escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial de Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, determinar que el derecho de cuidado directo e inmediato le corresponda a cualquiera de ellos. Este acuerdo podrá revocarse, cumpliendo las mismas solemnidades.


Este acuerdo deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa, regular y personal con los hijos.


Sólo cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa grave y calificada, el juez podrá entregar su cuidado personal e inmediato a uno de los progenitores, impidiendo la participación del otro.


Será causa de esta decisión, entre otros, los comportamientos del padre o de terceros inducidos por él y dirigidos a:


a) Maltratar física o psicológicamente al hijo.


b) Alterar o deformar gravemente la imagen que el hijo tiene de los progenitores. Todo acto de los señalados en el inciso tercero del artículo 224 constituirá una forma de incurrir en esta conducta.


c) Obstaculizar o prohibir injustificadamente el ejercicio del derecho y deber establecido en el artículo 229, cuando el padre impedido se encuentre cumpliendo sus obligaciones.


d) Incurrir en cualquiera de los comportamientos señalados en los números 1,3, 5 y 6 del artículo 54 de la ley Nº 19.947.


La decisión del tribunal tomará en consideración de manera especial la negativa o aquiescencia de las partes a alcanzar una solución por la vía de la mediación.”.


Por su parte, la indicación número 8, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, efectúa las siguientes enmiendas al artículo 225:


“a) Reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 225.- Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de su hijo o hija.”.


b) Sustituir el inciso segundo por el que sigue:


“El cuidado personal compartido es un sistema familiar que basado en el principio de corresponsabilidad parental, permite a ambos padres participar activa y equitativamente en la crianza y educación de su hijo o hija en común.”.


c) Reemplazar los incisos tercero, cuarto y quinto, por los siguientes:


“Si los padres viven separados, podrán determinar, de común acuerdo, que el cuidado personal de su hijo o hija corresponderá a ambos de forma compartida o a la madre o al padre, sin perjuicio de la responsabilidad parental que éstos ejercen. Asimismo, podrán acordar la residencia habitual o alternada de su hijo o hija, siempre que con ello se garantice el bienestar de éstos.


El acuerdo acerca del cuidado personal, se otorgará mediante escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo o hija dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, siendo oponible a terceros desde la mencionada sub inscripción. Este acuerdo podrá revocarse, cumpliendo las mismas solemnidades.


En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, deberá considerarse el interés superior del hijo o hija, debiendo ponderar al menos los siguientes criterios y circunstancias:


a) La vinculación afectiva entre el hijo o hija y cada uno de los padres y hermanos y demás personas con las que el hijo o hija tenga relación de confianza, para procurar su estabilidad emocional;


b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo o hija y la posibilidad de procurarles un entorno adecuado, de acuerdo con su edad;


c) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo o hija, especialmente para garantizar adecuadamente las relaciones con sus dos padres;


d) El tiempo que cada uno de los padres había dedicado a la atención del hijo o hija antes de la ruptura y las tareas que efectivamente ejercía para procurarles el bienestar;


e) La opinión expresada por el hijo o hija;


f) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio;


g) La ubicación geográfica de los domicilios de los padres, y los horarios y actividades del hijo o hija y de sus padres;


h) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar;


i) El riesgo o perjuicio que podrían derivarse para el hijo o hija en caso de adoptarse una decisión o cambio en su situación actual;


j) Cualquier otro antecedente o circunstancia que sea relevante atendido el interés superior del hijo o hija.


En todo caso, el juez podrá entregar, a petición de parte, el cuidado personal al otro de los padres, o a ambos de forma compartida, para lo cual, a lo menos, deberá observar los criterios contenidos en el inciso anterior y los principios establecidos en el artículo 222.


En caso alguno el juez confiará el cuidado personal, sea éste exclusivo o compartido, al padre o madre que haya incumplido el derecho y el deber de alimentos establecido judicialmente a favor del hijo o hija, pudiendo hacerlo; o que haya incumplido, impedido o dificultado injustificadamente, el ejercicio del cuidado personal o la relación directa y regular establecidos judicialmente. Asimismo, el juez no confiará el cuidado personal, al padre o madre o a un tercero instigado por alguno de ellos, que realice denuncias o interponga demandas basadas en hechos falsos con el fin de perjudicar al otro; o al padre o madre que altere o deforme gravemente la imagen que el hijo o hija tiene del otro progenitor; igualmente contra aquel que se haya dictado sentencia firme por actos de violencia intrafamiliar o respecto del cual pueda haber indicios fundados de que ha cometido actos de violencia intrafamiliar de los que el hijo o hija haya sido o pueda ser víctima directa o indirecta. Las resoluciones que se dicten, una vez ejecutoriadas, se subinscribirán en la forma y plazo que establece este artículo.”.”.


Revisado el artículo 225 aprobado en general por el Senado y las indicaciones números 7 y 8, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que existe en todos estos textos un primer principio que parece central en el debate, referido al sistema de cuidado personal compartido.


Recordó que en caso de separación de los padres, los problemas surgen cuando no hay acuerdo entre ellos respecto a quien tendrá el cuidado personal de los hijos. Actualmente, señaló, ante la falta de acuerdo, se aplica la norma supletoria en virtud de la cual se otorga el cuidado a la madre, lo que ha motivado múltiples objeciones. Hizo presente las sugerencias que a este respecto formuló la Profesora señora Veloso, las cuales consideró de gran interés.


En virtud de esas ideas, dijo, el concepto central consistiría en buscar, en primer lugar, el acuerdo entre los padres, caso en el cual no habría dificultades. De no haber tal acuerdo, el juez resolverá lo que sucederá en el intertanto con el cuidado personal de los hijos.



La asesora legislativa del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, expresó que para el SERNAM, el artículo 224 debería mantenerse tal como lo conocemos hoy. Respecto al artículo 225, señaló que fija importantes definiciones y criterios en materia de cuidado personal y que el texto aprobado en general permite que los padres puedan determinar de común acuerdo que éste corresponderá al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. Explicó que, en la práctica, ciertos Tribunales de Familia no aprueban el cuidado compartido porque no está consagrado en nuestro Código Civil.


Indicó que, igualmente, el mencionado texto fortalece la institución de la relación directa y regular que debe haber entre el padre no custodio y el hijo.


Para contextualizar estas propuestas, proporcionó algunos antecedentes estadísticos.


En relación a los reclamos de padres que luchan por tener el cuidado personal de sus hijos y participar activamente en su crianza y educación, precisó que de acuerdo a estudios realizados por el Servicio Nacional de la Mujer, ellos corresponden a un universo de un 8 a un 10%. Es decir, a lo más un 10% de los padres tiene ese interés, en tanto que el 80% está de acuerdo en que el cuidado personal corresponda a la madre.


Por otra parte, sostuvo que también cabe tener presente que hay un incremento tanto en la cantidad de familias monoparentales como en la de hijos nacidos fuera del matrimonio e inscritos en el Registro Civil solamente por la madre.


Además, informó que en la encuesta nacional de victimización se determinó que un 33% de las mujeres ha sido víctima de violencia intrafamiliar y que de ellas, un 35,7% está en relaciones de pareja. Indicó que si se pretende que las partes negocien en los casos recién descritos, no nos encontraríamos frente a una relación de horizontalidad, pues una de las partes es víctima y debería negociar con su agresor.


Manifestó que lo que se propone es que, a falta de acuerdo, los padres puedan recurrir a la justicia, la que siempre decidirá teniendo en mente el interés superior del menor. Complementariamente, mientras no exista acuerdo, se conservaría una regla de no litigiosidad que otorga el cuidado a la madre.


Reiteró que el padre no queda en la indefensión ni en la desprotección, toda vez que se refuerza el concepto de relación directa y regular que debe mantener con sus hijos.


En cuanto al síndrome de alienación parental, aludido durante la discusión en general del proyecto, precisó que en España se recogió ampliamente y que, luego, en el año 2008 el Tribunal Constitucional declaró que no era tal y fue eliminado de la legislación.


El Profesor señor Tapia señaló que el artículo 225 del Código Civil constituye el centro de la discusión, destacando que, actualmente, no es defendible ni justificable mantener una norma que atribuye una preferencia a uno de los padres en el cuidado de los hijos. Estamos, dijo, en el momento de corregir esa desigualdad histórica.


Argumentó que confirmar una regla de esta índole en el momento en que se está legislando sobre el cuidado personal, resultaría muy difícil de entender por parte de la ciudadanía. Agregó que ese criterio claramente presenta una clara ventaja en favor de la mujer y, desde otra perspectiva, representa un privilegio malsano en favor de ella, que parte de un estereotipo que consiste en que es la mujer quien debe estar en la casa cuidando a los hijos.


Manifestó no entender por qué el Servicio Nacional de la Mujer está detrás de este proyecto, en atención a que él busca defender el interés de los hijos, que es superior al de los padres. Puntualizó que ese es el interés que debe preservarse, antes que la igualdad de la mujer.


Sostuvo que lo imprescindible es visualizar la situación de los cónyuges al momento del fracaso, oportunidad en la cual los jueces podrían disponer una modalidad de cuidado compartido. Indicó que hoy en día estamos ante una situación de desigualdad entre los padres, ya que existe una regla de atribución preferente hacia la madre que lamentablemente no todos los jueces interpretan de esa forma.


Hizo presente que esa situación de desigualdad puede modificarse, otorgando a cada uno de los progenitores la facultad de solicitar el cuidado personal o el cuidado compartido y restituyendo, de este modo, el principio de igualdad.


Mencionó, finalmente, el sistema francés, en que la regla supletoria consiste en que el juez fija el cuidado compartido sujetándolo a los resultados que se obtengan, lo cual fuerza a ambos padres a ser razonables.


La Profesora señora Lathrop expresó que para decidir si una norma es arbitraria o no, debe analizarse si cumple tres requisitos, que son:


1.- Que exista un objetivo;


2.- Que dicho objetivo sea válido, y


3.- Que exista proporcionalidad entre la diferencia de trato que ella establece y el fin que se quiere alcanzar.


Indicó que el inciso primero del artículo 225, según su redacción actual, no cumple con ninguno de los requisitos antes mencionados.


Sostuvo que el objetivo de esta norma sería desjudicializar las situaciones y promover los acuerdos, lo que no se cumple cabalmente desde la entrada en vigencia de la Ley de Matrimonio Civil, ya que ésta exige, en caso de separación judicial o divorcio, el acuerdo completo y suficiente, siendo el juez quien decide en aquellos casos en que no se presenta dicho acuerdo.


Agregó que la utilidad pretendida por el inciso antes mencionado tampoco es tal, porque se presentan situaciones en que la madre igualmente debe acercarse al juez.


Manifestó que al alero de dicho inciso se han creado figuras que no están en la ley, como es la de la entrega inmediata. Dicha institución fue creada jurisprudencialmente y consiste en que el juez ordena que por aplicación del artículo 225, inciso primero, se restituya el cuidado personal a la madre. En este caso, no se estaría reguardando el interés superior del niño porque no habrá un pronunciamiento sobre el fondo del asunto.


Señaló, además, que el factor de discriminación contemplado por el artículo 225 no sería válido, porque realizar diferencias de trato en base al sexo de los progenitores no guarda armonía con la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece que la consideración primordial en estas materias debe ser el interés de éste.


Sostuvo, asimismo, que la distinción que se hace es desproporcionada porque podría alcanzarse la finalidad de desjudicializar con una norma que sacrifique menos garantías constitucionales involucradas, como lo son la igualdad material y la igualdad formal. Observó que la igualdad formal se ve afectada porque esta es una norma que discrimina arbitrariamente al hombre. Desde el punto de vista de la igualdad material, el precepto consolida roles en nuestra sociedad que son estereotipados.


Recomendó buscar una redacción que ponga énfasis en que ejercerá el cuidado personal aquella persona que tenga aptitudes parentales y que pueda resguardar de una manera más satisfactoria el interés superior del niño.


Hizo presente que, probablemente, en la gran mayoría de los casos, la persona que garantizará mejor ese interés superior será la madre, sobre todo cuando los niños sean de corta edad.


Indicó que en la mayoría de las legislaciones extranjeras no existe una regla supletoria, con excepción de las legislaciones peruana y argentina. Finalmente, señaló que en el año 1982 el Tribunal Constitucional alemán declaró inconstitucional la norma que establecía la preferencia materna y que en España, en 1990 se derogó el artículo 159 del Código Civil, que igualmente consagraba una preferencia en favor de la madre.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que de acuerdo a lo que se ha expuesto, no habría una diferencia conceptual respecto de la necesidad de establecer la igualdad de responsabilidad de los padres frente a sus hijos, sino más bien de cautelar la conveniencia de estos últimos. Manifestó que lo importante parece ser alcanzar una solución que consagre derechos, en el entendido de que ellos cuentan con una raíz social y con bases que efectivamente existan. Eso, añadió, podría ayudar a fijar la fórmula según la cual se consagrará la norma supletoria.


El Profesor señor Tapia señaló que las observaciones planteadas se vinculan a la pregunta de si las normas del Código Civil regulan las conductas de las personas o las modelan. Dijo que, en gran medida, el Derecho Civil es el reconocimiento de un estado de cosas, de una forma de organización social y de relaciones familiares. En esa medida, dijo, tales reglas regulan las conductas. Pero, agregó, en materia de familia las reglas civiles se entrecruzan con ciertas cuestiones valóricas. En este último sentido, las reglas modelan las conductas.


Indicó que, probablemente, de haber seguido la tesis de que el Derecho Civil en materia de familia sólo regula dichas conductas, habría una estructura piramidal, en la que se dotaría al marido de amplios poderes. Sin embargo, hizo notar que el principio de la igualdad al interior de la familia ha ido ganando un espacio importante. Estas reglas, reconocidas por la Constitución, deben llevarse al interior de la familia para que, produciéndose quiebres, se restituya la cordura mediante normas igualitarias que protejan a los hijos.


La Profesora señora Lathrop señaló que la tasa de participación femenina en el mercado laboral ha aumentado, lo que da cuenta de que la mujer está participando crecientemente en el ambiente extra doméstico. Agregó que la tendencia actual se encamina a que los roles parentales vayan mostrando asociatividad y avancen en la corresponsabilidad de ambos padres.


La Profesora señora Veloso manifestó que entendía la lógica de plantear la igualdad hombre-mujer, pero destacó que en la materia en estudio el tema fundamental son los niños. Agregó que la norma supletoria actual lleva a las mujeres a mirar a sus hijos como su propiedad, señalando que, en este sentido, cabía agregar al debate una estadística que da cuenta de que los principales maltratadores de los niños son las mujeres.


Reiteró que el tema central son los menores, quienes necesitan un padre y una madre asumiendo sus roles.


La Magistrada señora Negroni hizo presente que la discusión central radica en el concepto de responsabilidad parental, que es el género, y que la residencia y el cuidado personal son especies dentro de aquel. Enfatizó que el concepto de corresponsabilidad parental es el que mejor protege el interés superior del hijo. Opinó que la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, aclara y ordena estos conceptos.


Añadió que, en la práctica, la mujer que se siente dueña de su hijo no está en disposición de mediar y que las posiciones radicales favorecidas por normas como las que hoy tenemos, deben ser eliminadas.



La asesora legislativa del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, insistió en que la eventual modificación al artículo 225 debe considerar nuestra realidad.


Añadió que, en materia de discriminación, se ha comprobado que la igualdad formal lo que hace es profundizar las inequidades existentes. Comentó que nuestro país ratificó la CEDAW, la cual define como discriminación “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”.


Señaló, asimismo, que la Convención de los Derechos del Niño señala, en su artículo 9, que “Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño.”.


Opinó que, en consecuencia, es necesario hacer una labor de ponderación de derechos para incorporarlos en nuestra normativa, teniendo a la vista el principio de proporcionalidad en la adecuación de las normas del Derecho Internacional a nuestro ordenamiento jurídico interno.



La Ministra Directora (S) del Servicio Nacional de la Mujer, señora Mualim, instó a considerar en este debate la realidad cultural del país, porque aun cuando en la materia en análisis puedan existir muchos buenos modelos y el ánimo de utilizarlos, es posible incurrir en errores cuando se aplican esquemas que no dicen relación con nuestra realidad.


Al finalizar la sesión, se instó a las autoridades presentes del SERNAM a elaborar nuevas redacciones que recojan las inquietudes y criterios expuestos, tanto en relación al artículo 224 del Código Civil, como al 225.


En la sesión siguiente, se dio lectura a las propuestas que el Ejecutivo, con la colaboración de la Magistrada señora Negroni, preparó en los términos que se le solicitaran.


Éstas son las siguientes:

Artículo 224


Agregar los siguientes incisos tercero y cuarto:


"El ejercicio del cuidado personal comprende, entre otros, la educación y establecimiento de los hijos, la obligación de alimentos, su orientación y toma de decisiones de importancia para su vida y, en general, las atenciones personales y cotidianas que éstos requieran.


Cuando el cuidado personal se ejerza por ambos padres, se basará en el principio de corresponsabilidad, esto es, que ambos padres participen activa y equitativamente en la crianza y educación de los hijos.".

Artículo 225


Reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:


"Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca temporalmente el cuidado personal de los hijos, sin que ello constituya una preferencia legal y sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.".


Además, se sugirió que el artículo 40 de la Ley de Menores que se ha propuesto, pase a ser incisos cuarto y siguientes del artículo 16 de la Ley sobre Tribunales de Familia, eliminándose en el inciso primero la frase "los artículos 225, inciso tercero, 229 y 242, inciso segundo, del Código Civil, y de otra norma en que se requiera".


Para explicar los elementos centrales de estas propuestas, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Schmidt, recordó que el objetivo del proyecto en estudio es garantizar el interés superior del niño cuando los padres se separan, colocándolo como criterio prioritario, antes que los derechos que ellos puedan tener. Igualmente, dijo, la iniciativa refuerza la presencia y la participación de ambos progenitores en la crianza y formación de sus hijos.


Señaló que, atendido lo anterior, respecto al artículo 224 la redacción propuesta toma como base la indicación que presentaron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, y define el cuidado personal, estableciendo que éste se basará en el principio de corresponsabilidad de ambos padres.


En cuanto al artículo 225, informó que lo que se busca es que la primera opción para decidir quién tendrá el cuidado personal –en caso de separación de los padres- corresponda a éstos. Si ellos no deciden, es el juez quien debe resolver. En silencio de ambas partes, tiene que haber una norma supletoria que regule la situación, la cual en este caso entrega transitoriamente el cuidado a la madre, sin que ello constituya una preferencia legal.


Como primeras impresiones frente a estos textos, la Profesora señora Muñoz expresó que en el artículo 224 se confundiría el cuidado personal con la responsabilidad parental, ya que se incorporan en la definición de cuidado personal derechos como la educación, el establecimiento, la obligación de proporcionar alimentos, orientación y atenciones personales y cotidianas. Se preguntó si en caso de corresponder el cuidado personal a la madre será ella quien tome todas las decisiones importantes, marginándose de este modo al padre. Sostuvo que los elementos mencionados integran la noción de corresponsabilidad parental, de modo que sería necesario aclarar la redacción propuesta.


En cuanto al artículo 225, fue partidaria de no mantener una regla supletoria en favor de la madre.


El Profesor señor Tapia señaló que le sorprendía la propuesta presentada, porque para el Servicio Nacional de la Mujer no era pertinente considerar en este debate una indicación que incorporaba una definición de responsabilidad parental y ahora, en cambio, dicha definición se estaría incluyendo a través de la propuesta elaborada por el mismo Servicio.


Hizo notar que en nuestra legislación falta un concepto de responsabilidad parental o autoridad parental.



Argumentó, asimismo, que en esta discusión está presente un problema de igualdad ante la ley y, por ende, un vicio de constitucionalidad que con la redacción propuesta se perpetúa, ya que en el artículo 225 se mantiene un privilegio en favor de la mujer. Opinó que lo anterior no facilita los acuerdos en favor de los hijos, agregando que si lo que quiere el proyecto es comprometer al padre de una mejor forma en la educación y el cuidado de los hijos, dicho objetivo no se logra debido a esta confusión conceptual. Por otra parte, si el proyecto quiere restituir la igualdad al interior de la familia en relación a los hijos, ello tampoco se alcanza porque se estaría confirmando la ya citada discriminación.


La Profesora señora Rodríguez manifestó que desde la partida se ha opuesto a enmendar el artículo 224 del Código Civil, disposición que no se modifica en el texto aprobado en general por el Senado.


Explicó que el precepto antes mencionado se refiere a la situación en que los padres viven juntos y también a aquella en que el hijo ha sido reconocido por uno de los padres. Ambas hipótesis, dijo, no dicen relación con la idea matriz de este proyecto, que es proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados, situación que se encuentra regulada por el artículo 225 de nuestro Código Civil.


Advirtió que introducir reformas más amplias supondría modificar los Títulos IX y X del Libro Primero del referido Código, lo que representaría una reforma de mayor entidad que la que se está estudiando.


Respecto al artículo 225, señaló que la discusión se concentra en el inciso cuarto del texto aprobado en general por el Senado, agregando que era partidaria de mantener la regla supletoria que allí se consagra.


En esta materia, observó que es necesario distinguir entre la existencia de la regla y el hecho de que esté establecida en favor de la mujer. Sostuvo que la existencia de la regla previene y posterga los juicios, haciendo notar que los litigios en materia de cuidado personal son siempre nocivos y destructivos tanto para los padres que litigan por la tuición de sus hijos, como para estos últimos.


Manifestó que cualquier norma que apunte a postergar o evitar la litigación, es favorable para los hijos.


Opinó que la aludida regla supletoria debe estar en favor de la madre por una razón de política legislativa o de sentido práctico, porque para los hijos, sobre todo cuando tienen pocos años de vida, el cuidado de la madre es indispensable. Expresó que, sin embargo, esta regla podría moderarse, permitiendo, por ejemplo, que el padre pueda solicitar el cuidado personal del hijo a partir de los 5 años de edad.


En cuanto al texto propuesto por el SERNAM para el artículo 225, apoyó el hecho de que aquel señale que la regla supletoria no constituye una preferencia legal, pues ello otorgará una señal clara a los jueces en este sentido. Manifestó que cuando tienen que resolver juicios entre el padre y la madre, los jueces saben que el criterio prioritario de atribución no tiene que ser la preferencia a la madre, sino que el interés superior del niño.


Discrepó de la redacción propuesta en cuanto ésta señala que a la madre toca temporalmente el cuidado personal de los hijos, pues se subentiende que la tuición supletoria es tal mientras no haya un juicio que la impugne o no se produzca acuerdo entre los padres.


Afirmó, en último término, que apoya el proyecto tal cual fue despachado por la Cámara de Diputados y, luego, acogido en general por el Senado.


La Profesora señora Lathrop discrepó de la redacción propuesta para el artículo 225 porque, a su juicio, contempla un concepto de cuidado personal que desnaturaliza esa figura jurídica y que dice relación más bien con la responsabilidad parental.


En cuanto al artículo 225, opinó que la norma que se sugiere viene a consolidar la actual discriminación arbitraria tanto en relación con el padre –por la sola razón de su sexo- como con la madre, por cuanto preservaría roles estereotipados. Asimismo, agregó, ella no se centra en el interés superior del hijo.


Sostuvo que el texto vigente no desjudicializa, pues anula la posibilidad de negociación entre los progenitores al dar un poder mucho mayor a la madre. Esto, señaló, no incentiva los acuerdos y prueba de ello es que las demandas sobre cuidado personal han aumentado.


Indicó que el inciso primero del artículo 225, pese a que se ha señalado que es una atribución supletoria, es utilizado como un criterio de atribución judicial, lo que es riesgoso.


Hizo presente que en un estudio realizado por la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, se revisaron todos los fallos dictados entre los años 2007 y 2010 relativos a cuidado personal y a relación directa y regular, con sentencia de término de la Corte Suprema. Como resultado, se advierte que de todos los referidos a cuidado personal, sólo un 20% logró modificar la regla de atribución a la madre.


Aludió, por otra parte, a una reciente sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, uno de cuyos considerandos señala que el artículo 225, inciso primero, que contempla la atribución preferente hacia la madre, es una norma “cuyo tenor literal parece evidente y el intérprete no puede desatenderlo a pretexto de consultar su espíritu”. Luego, el mismo fallo se refiere al interés superior del niño como criterio rector, señalando que “dicho interés está más a salvo con la madre”. Es decir, concluyó, la situación no fue definida en atención al interés superior del niño.


La Profesora señora Domínguez señaló que lo que se pretende en la presente discusión no es realizar una reforma general a las reglas en materia de cuidado personal ni efectuar revisiones dogmáticas o teóricas, sino que más bien hacerse cargo de los problemas prácticos que la interpretación de determinadas reglas plantea.


Precisó que el debate que se ha generado gira en torno a las reglas del artículo 225 y, fundamentalmente, a la errada interpretación que de esa norma se ha hecho por parte de los tribunales.


Puntualizó que se está legislando para la realidad de las familias chilenas y que, siendo así, será imposible avanzar en una modificación tan sustantiva sin preguntarse cuáles son los datos propios de la realidad de nuestro país.


Hizo presente que hay estadísticas que señalan que existe un 66% de hijos nacidos fuera del matrimonio y gran cantidad de madres solas, sin un padre que se haga cargo de su descendencia.


En cuanto al artículo 224, observó que la discusión parece agotada. Respecto al artículo 225, consideró equilibrada la propuesta presentada, en el sentido de que modifica el principal problema que este precepto planteaba, derivado de su inciso tercero, donde se habla de “maltrato, descuido u otra causa calificada”, lo que ha permitido interpretaciones erradas. Opinó que el sólo hecho de suprimir esas expresiones viene a eliminar el poder de negociación que la madre tenía.


Manifestó que requiriéndose la intervención del juez, será éste quien pondere. Indicó que es importante contar con una regla legal supletoria, de manera de otorgar alguna estabilidad transitoria a los hijos ante la ocurrencia de determinadas situaciones.


Discrepó del uso de la expresión “temporalmente” en la redacción propuesta, por considerarla redundante. Tampoco concordó con consignar que la regla supletoria no constituirá una “preferencia legal”, pues lo que quiere decir dicha regla es que mientras el caso no se judicialice, el menor está a cargo de la madre.


Enfatizó que el criterio final de decisión en esta materia debe ser el interés superior del niño.


La Magistrada señora Negroni manifestó que la presente discusión tiene una importancia sustantiva en el ámbito judicial.


En cuanto a la propuesta del SERNAM relativa al artículo 224, opinó que la expresión “responsabilidad parental” es un mejor concepto ya que comprende el cuidado personal, la educación, el establecimiento, la obligación de alimentos y la relación directa y regular.


Advirtió que la mayor preocupación es que no se avance en el proyecto, pues en el ámbito judicial se aprecia la existencia de fallos en que el interés superior del niño queda virtualmente subyugado a la regla supletoria establecida en favor de la madre.


Expresó que en el artículo 225 debe atenuarse lo más posible la regla supletoria, tratando de que ella no sea interpretada como criterio de atribución legal preferente. A este respecto, hizo presente lo dispuesto por los artículos 1° y 5° de la Constitución Política, haciendo notar –en relación al segundo de dichos preceptos- que en los tratados internacionales vigentes en nuestro país se consagra con nitidez el concepto de interés superior del niño.


Agregó que deben incorporarse al Código Civil las normas sobre interés superior de los niños y que los jueces deben ponderarlas como criterio fundamental en estas causas. Sostuvo que se trata de un concepto muy relevante, que, además, pone de relieve la conveniencia de que la judicatura se capacite suficientemente en cuanto a la normativa internacional que lo consagra y que forma parte del ordenamiento vigente en el país.


La Honorable Senadora señora Alvear valoró la buena disposición del Servicio Nacional de la Mujer en orden a presentar una propuesta que permita generar un consenso en la Comisión; sin embargo, informó que dicha proposición no la interpretaba.


En cuanto al artículo 224, opinó que la redacción que se ha elaborado significa un retroceso y genera confusión.


En relación al artículo 225, advirtió que el tema de fondo consiste en determinar si habrá o no una norma supletoria relativa al cuidado personal de los hijos. Hizo notar que la propuesta habla de transitoriedad, justamente en la búsqueda de un consenso, pero deja subsistente la norma supletoria a favor de la madre, que es discriminatoria.


Señaló que el tema fundamental del proyecto es incorporar y cautelar el interés superior del niño, que se sitúa sobre la aludida norma supletoria. En consecuencia, destacó que es obligatorio considerar dicho interés como norte al momento de legislar, el cual conlleva, además, el principio de corresponsabilidad de los padres.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que en este análisis hay dos líneas de argumentación. La primera de ellas busca que el criterio favorable al cuidado materno se prolongue, entendiendo que de este modo el menor estará más protegido. La segunda línea busca otorgar una mayor autonomía a los jueces al resolver sobre el cuidado personal de los hijos, entendiendo que la preferencia en favor de la madre constituye un obstáculo para dicha finalidad. En todo caso, instó a atenerse a la realidad chilena al momento de tomar decisiones sobre estas materias.


Enseguida, consideradas las redacciones propuestas, expresó que se limitaría a ratificar los artículos tal como fueron aprobados en general por el Senado.



El Honorable Senador señor Pizarro observó que el tema en estudio es de gran tecnicismo y complejidad. Hizo notar que el proyecto debe buscar como objetivo fundamental el de velar por el cuidado y desarrollo de los niños y por su interés superior.


Desde otro punto de vista, manifestó que los padres tienen los mismos derechos y obligaciones que tienen las madres en relación a sus hijos, lo que no se refleja en la legislación actual, motivando la idea y la necesidad de modificarla.


Revisando las propuestas del SERNAM, observó que ellas no avanzan en la línea de igualar los derechos y deberes de los progenitores. Por lo anterior, discrepó de las mismas y manifestó su apoyo a las indicaciones de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que es coautor de una de las Mociones que dio inicio al proyecto en estudio en la Cámara de Diputados, razón por la cual lo conoce desde el primer trámite constitucional y ha seguido con gran interés su tramitación desde entonces.


Opinó que la propuesta del Servicio Nacional de la Mujer en cuanto al artículo 225 constituye un retroceso, por cuanto asigna el cuidado personal a la madre, aun cuando sea de manera transitoria.


Indicó que el proyecto original aprobado por la Cámara de Diputados y, luego, acogido en general por el Senado, buscaba consagrar una norma que priorizara el interés superior del niño y facilitara los acuerdos entre los padres en materia de cuidado personal, basándolos justamente en el principio ya mencionado. Ésa, dijo, era la perspectiva de fondo, de manera que la redacción propuesta para el inciso cuarto del artículo 225 no representa un avance.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que el sentido del proyecto es corregir las desigualdades e inequidades que se desprenden del texto actual, particularmente del inciso primero del artículo 225.


Indicó que en este debate no se advierte un ánimo de mantener el texto vigente, sino más bien de hacer primar, en materia de cuidado personal de los hijos, el interés superior de los mismos.


Con la finalidad de ordenar la discusión, formuló algunas proposiciones.


En primer lugar, sugirió alterar el orden del artículo 222, pasando el inciso segundo a ser primero y el primero, segundo.


No hubo un pronunciamiento a este respecto.


Enseguida, propuso incorporar de manera más explícita el principio de la corresponsabilidad parental en el artículo 224, tomando elementos de la proposición efectuada por el SERNAM.


Luego, hizo presente que en el artículo 225 debía determinarse cómo se abordará el tema del cuidado personal de los hijos cuando los padres están separados, dirimiendo si se incorporará o no una norma supletoria. Sobre el particular, recordó que hay quienes prefieren eliminar la regla supletoria porque de esa forma se obligará a los padres a lograr acuerdos, en tanto que otra posición más pragmática sostiene que debe existir una regla supletoria.


Sugirió pronunciarse acerca de estas ideas, de manera de avanzar en la búsqueda de redacciones que faciliten la labor de los jueces y que recojan el sentido común y la mejor inspiración acerca del bienestar del niño y su interés superior.


El Honorable Senador señor Chahuán coincidió con la conveniencia de poner en votación en primer lugar los criterios de fondo y luego, proceder a ajustar la redacción de los respectivos textos legales.


En consecuencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, anunció que recabaría el parecer de los miembros de la misma en torno a la idea de modificar el artículo 224 del Código Civil, de manera de mencionar y fortalecer en este precepto, a continuación de la alusión al cuidado personal de los hijos, el principio de corresponsabilidad, entendiendo, tal como lo ha propuesto el SERNAM, que en virtud de éste ambos padres participarán activa y equitativamente en la crianza y educación de sus hijos. Sugirió agregar que ello se entenderá así, sea que los padres vivan juntos o separados.


Señaló que lo anterior hará que el artículo 224 guarde una mayor coherencia con lo que enseguida se regula en el artículo 225.


La Profesora señora Rodríguez discrepó de la idea de referirse en esta norma al caso de padres que vivan separados, haciendo notar que este precepto aborda la situación de los progenitores que viven juntos, en tanto que el artículo 225 se ocupa de aquellos que se encuentran separados.


A su vez, la Honorable Senadora señora Alvear apoyó la idea de mencionar en esta disposición el principio de corresponsabilidad. Sin embargo, hizo presente la propuesta contenida en la indicación número 3, de su autoría, referida justamente al artículo 224, que contempla una definición para el concepto de cuidado personal.


El pronunciamiento sobre la misma se mantuvo pendiente, al igual que el correspondiente a la indicación número 4.


La Magistrada señora Negroni manifestó que sería más correcto utilizar las expresiones “responsabilidad parental” o bien, “igualdad parental”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, preguntó si el término “corresponsabilidad” tiene consecuencias de tipo indirecto.


La Profesora señora Domínguez advirtió que el término “corresponsabilidad” quiere decir que ambos padres son responsables.


El Profesor señor Tapia señaló que el Código Civil utiliza las palabras “responsabilidad” o “corresponsabilidad” en un sentido diferente al que se está considerando en esta discusión. Así ocurre, dijo, cuando se alude a la responsabilidad solidaria y a la obligación del padre de responder por los daños causados por el hijo menor de edad.


Señaló que si los Códigos deben mantener la coherencia interna, lo conveniente es utilizar expresiones que también la preserven. En consecuencia, sugirió usar la expresión “autoridad parental”, que ya es conocida en el derecho comparado y que se ha definido como el conjunto de derechos y deberes que tienen los padres respecto a los hijos. Este concepto englobaría la educación, la crianza y los diversos aspectos enumerados por las indicaciones presentadas, siendo distinto del cuidado personal, que se refiere solamente a algunas de las facetas de la autoridad parental.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, inquirió si había acuerdo para incorporar en el inciso primero del artículo 224 el principio de corresponsabilidad, entendiendo que, en virtud de éste, el padre y la madre participarán activa y equitativamente la crianza y educación de sus hijos, sea que vivan juntos o separados.


Hubo unanimidad sobre esta propuesta. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán (Presidente), y Pizarro.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recabó el parecer de la Comisión en torno a la idea de establecer en el artículo 225 una regla supletoria.


En esta materia, hizo presente la redacción propuesta por la Profesora señora Veloso, que señala lo que sigue: “Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los deberes y derechos respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio que mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, como regla supletoria, los menores residirán con su madre.”.


Añadió que el texto propuesto consagra el principio de la corresponsabilidad aunque los padres vivan separados, agregando que el hecho de que el hijo resida con la madre no constituye un obstáculo para el ejercicio de la corresponsabilidad parental por parte del padre.


Puntualizó que, sin embargo, lo esencial en esta disposición es decidir si ella contemplará o no una regla supletoria.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que podría concordar en la incorporación de una norma supletoria, siempre y cuando el texto que se acuerde garantizara expresamente la excepcionalidad y la temporalidad de la misma.


En consecuencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó, en primer lugar, sobre la idea de incluir la regla supletoria en favor de la madre.


En un primer pronunciamiento, se manifestaron a favor de ella los Honorables Senadores Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán (Presidente). En contra lo hicieron la Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Senador señor Pizarro. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.


En atención a que la abstención influía en el resultado de la votación, ésta se repitió. En la segunda oportunidad, la idea de incorporar la norma supletoria fue acogida por 3 votos a favor y 2 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán (Presidente). Votaron en contra la Honorable Senadora señora Alvear y el Honorable Senador señor Pizarro.

En consecuencia, se acogió la idea de incluir la norma supletoria en el artículo 225, quedando aún pendiente el pronunciamiento acerca de la transitoriedad de la misma y de la condición de no constituir dicha regla una preferencia legal.


El Honorable Senador señor Chahuán advirtió que de no consagrarse en el texto definitivo la temporalidad de esta regla supletoria, así como el hecho de que ella no constituirá una preferencia legal, él adoptaría las medidas necesarias para modificar su votación.


En la sesión siguiente, la Comisión revisó las redacciones que se consignan a continuación, que dan cuenta de los criterios avanzados en la sesión anterior.

“Artículo 224




Reemplazar su inciso primero por el siguiente:




“Art. 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán activa y equitativamente en la crianza y educación de sus hijos.”.

Artículo 225




Sustituir el inciso cuarto del texto aprobado en general, por el que sigue:




“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y deberes respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior, mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, como regla supletoria los menores residirán y estarán bajo el cuidado personal de su madre, sin que ello constituya una preferencia legal.”.”.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, ofreció la palabra en relación a estos textos.


En cuanto al artículo 224, la Magistrada señora Negroni expresó que no estaba completamente de acuerdo con la redacción propuesta, pues dejaba de lado lo que se proponía como inciso tercero en el texto sugerido por el SERNAM.


Recordó, además, que a través de la indicación número 1 se había propuesto otro texto que se discutió y que describía más detalladamente el contenido de la responsabilidad parental.


A la Profesora señora Domínguez le pareció correcta la redacción propuesta para el artículo 224, agregando que el solo hecho de introducir una referencia a la corresponsabilidad representaba un avance. Opinó que dicha redacción afirmaba el principio de corresponsabilidad, lo que ilustraría debidamente a los jueces. En cuanto a la redacción del artículo 225, opinó que ella recogía lo que se había discutido. Observó, sin embargo, que la referencia a que la regla supletoria no constituirá una preferencia legal era redundante.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que la mención a la “regla preferente” en el artículo 225 se había mantenido en atención a que así lo habían pedido algunos miembros de la Comisión y a que, pese a que hoy existe una regla que se podría interpretar como supletoria, hay fallos que la han considerado como regla preferente.


La Profesora señora Domínguez indicó que los fallos mencionados son excepcionales y que, probablemente, razonan sobre la base de la regla que contiene el inciso tercero del artículo 225. Señaló que si dicha regla desaparece, el criterio de los jueces necesariamente va a cambiar.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que valía la pena consagrar de manera muy expresa que la regla supletoria no constituirá una preferencia legal porque, de este modo, si un juez la entiende y falla de esta manera, lo estará haciendo contra la ley.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, preguntó qué otro alcance podía tener la exhortación a la corresponsabilidad.


La Profesora señora Domínguez sostuvo que ella constituye una declaración de tipo programático, que introduce un reforzamiento al hecho de que tocará de consuno a ambos padres asumir ciertas obligaciones en relación a sus hijos. Quizás, agregó, podría tener también un efecto en la relación directa y regular, en que los jueces tienden a ver un techo y un tipo. Opinó, en todo caso, que el régimen de cuidado personal que se fije debe ser el más amplio posible y permitir la mayor participación.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que la redacción presentada para el artículo 224 resulta más general y menos descriptiva que otras que se han tenido a la vista.


En cuanto al texto propuesto para el artículo 225, sostuvo que tanto éste como el que presentó la Profesora señora Veloso contienen elementos de interés. Instó a enfatizar el carácter transitorio de la regla supletoria que se plantea, intercalando la expresión “y sólo” a continuación de la frase “Sin perjuicio de lo anterior”.


Por otra parte, se interesó por conocer más a fondo la opinión de la Magistrada señora Negroni acerca de la manera como los tribunales interpretarán esta disposición.


La Magistrada señora Negroni informó que al estructurar una redacción con el SERNAM, el propósito fue acotar lo más posible en el artículo 225 la duración de la aplicación de la regla supletoria y que, incluso, se pensó en fijarle un lapso determinado. En definitiva, les pareció que las expresiones “mientras” y “temporalmente” serían suficientes. La idea, dijo, era que el juez comprendiera la transitoriedad que había en esta situación. Advirtió que ello se ligaba también con el principio de corresponsabilidad.


Luego, apoyó la inclusión de la expresión “y sólo” o del adverbio “temporalmente”.


En cuanto a la propuesta sobre el artículo 224, celebró que ésta incluya la frase “vivan juntos o separados”, pues afirma el principio de igualdad y el hecho de que la corresponsabilidad de los padres no cambia por el hecho de que se separen.


El Honorable Senador señor Pizarro recordó que se había producido un criterio mayoritario en orden a incluir una norma supletoria, idea a la cual él se opuso. Añadió que seguramente, aun cuando se refuerce la temporalidad de la misma, va a haber una cierta preferencia a favor de la madre, lo que puede representar un incentivo perverso para que ésta no dé los acuerdos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, instó a no reiterar el debate realizado, sino que a buscar una buena redacción para esta disposición. Hizo notar que las opiniones de los miembros de la Comisión han dejado de situarse en las antípodas y que de los términos del debate, se desprende que la madre ya no tendrá tanta prevalencia pues se están incorporando elementos de gran importancia como la corresponsabilidad y el interés superior del niño. Éstos, dijo, inspirarán la labor de los jueces. Aun así, expresó que no tenía inconvenientes en fijar condicionantes adicionales a la regla supletoria.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Barros, observó que en la actualidad es difícil determinar un titular del cuidado personal que no sea la madre, pues la regla supletoria tiene una fuerza desmedida. Sostuvo que, en contraposición a ello, ahora será el interés superior del niño lo que defina la situación.


Señaló que debe buscarse la armonía entre las dos normas en estudio, pues ellas inspirarán e ilustrarán las decisiones que tomen los jueces.


Hizo notar, asimismo, que la redacción que el SERNAM había propuesto como inciso tercero del artículo 224 recogía los conceptos contenidos en la indicación número 3, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recabó el parecer de la Comisión en torno a la redacción recién propuesta para el inciso primero del artículo 224, produciéndose un acuerdo preliminar en torno a este texto.


Lo apoyaron los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán (Presidente), Pizarro, Prokurica y Walker, don Patricio.


Enseguida, se puso en votación la indicación número 3.


Revisando el texto de la misma, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que la exigencia de brindar “atenciones personales cotidianas” al hijo podía resultar irreal e imposible de cumplir. Sugirió suprimir la expresión “cotidianas”, en atención a que los padres pueden vivir separados.


Asimismo, puso de manifiesto las dificultades que representa definir lo “cotidiano” y lo “personal”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que tales aprensiones eran atendibles.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Barros, afirmó que la noción de “cotidiano” se relaciona con lo que es “diario” y que así lo define la Real Academia de la Lengua. Por ello, dijo, fácilmente podría incurrirse en el incumplimiento de este deber.


La Profesora señora Domínguez observó que nunca ha habido dudas acerca del significado de expresiones como “cuidado personal” o “patria potestad”. Señaló que si se quiere redefinir estos estatutos, podrían abrirse las puertas a interpretaciones judiciales de contenido desconocido. Señaló que, en todo caso, es importante introducir la noción de corresponsabilidad en el artículo 224, pues ella inspirará la labor de ambos padres.


El Honorable Senador señor Pizarro instó a que las nociones que se consagren en esta norma resulten muy claras, de modo que ilustren tanto a los jueces como a los padres en esta importante materia.


La Magistrada señora Negroni consideró putil tener presente que esta redacción que mientras la corresponsabilidad es el género, el cuidado personal viene a ser la especie. Del mismo modo, reiteró la conveniencia de incorporar en el precepto en estudio ambas nociones, mencionando, en el caso del cuidado personal, todos los elementos que lo integran. Recordó, a este respecto, lo que proponía la indicación número 1, que fue desechada.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, estimó apropiado consagrar conceptos más amplios, que se expliquen por sí solos. Hizo notar que en la última redacción propuesta para el inciso primero del artículo 224, se establece que el cuidado personal se basará en el principio de corresponsabilidad, criterio que servirá para modelar las conductas de los padres y su ejercicio del cuidado personal, especialmente en el caso de los padres que se encuentran separados.


En todo caso, apoyó la posibilidad de acoger la indicación número 3, reemplazando la voz “cotidianas” por “permanentes”.


El Honorable Senador señor Pizarro coincidió con esa idea, agregando que los padres que reclamen el ejercicio del cuidado personal de los hijos serán aquellos que estén dispuestos a participar de una manera muy directa en su formación.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Barros, planteó algunas aprensiones en cuanto a la posibilidad de relacionar el cuidado personal con el criterio de permanencia, pues ello podría contribuir a separar aún más al hijo de aquel padre que no convive con él. Estimó preferible, en ese caso, incluir una norma de tipo general en el artículo 222, estableciendo que los padres siempre deberán actuar corresponsablemente en la crianza y educación de los hijos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que la redacción que se ha acogido para el inciso primero del artículo 224 incluye a los padres que viven separados, los cuales quedarán igualmente afectados por la corresponsabilidad, como derecho y como deber, aun cuando sólo a uno de ellos le corresponda el cuidado personal de los hijos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, entendió lo anterior de la misma manera.


Desde el punto de vista de la técnica legislativa, la Profesora señora Domínguez hizo presente que mientras el artículo 224 se ocupa de los padres que viven juntos, el artículo 225 se refiere los que viven separados. Por eso, sugirió incorporar el principio de corresponsabilidad más bien en el artículo 225.


El Honorable Senador señor Pizarro sostuvo que la corresponsabilidad debe reflejar los principios del deber ser en lo que entendemos por familia y por relaciones entre padres e hijos. Siendo así, opinó que podría mencionarse tanto en el artículo 224 como en el 225.


La Magistrada señora Negroni señaló que aun cuando prefería incluir la corresponsabilidad en la primera de las señaladas normas, haciéndola aplicable a los padres que viven juntos o separados, también cabía incluirla en el artículo 225, de manera de precaver problemas de interpretación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que lo planteado por la indicación en análisis parece innecesario, agregando que antes que representar un aporte, puede motivar distintas confusiones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, formuló diversas sugerencias utilizando términos sinónimos de la expresión “permanentes”.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Barros, insistió en la complejidad que supone unir la noción de permanencia con el cuidado personal.


Consideradas las distintas aprensiones motivadas por esta indicación, en definitiva, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso recoger el espíritu de la misma, agregando a la redacción propuesta para el inciso primero del artículo 224, una mención a la permanencia con que los padres participarán en la crianza y educación de sus hijos.


Explicó que el señalado inciso quedaría como sigue:




“Artículo 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.


Hubo acuerdo unánime en torno a este criterio. En consecuencia, la indicación número 3 fue aprobada con modificaciones, contando con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán (Presidente), Pizarro, Prokurica y Walker, don Patricio.


Con la misma unanimidad, se desechó la indicación número 4.


Enseguida, se analizó el texto propuesto para sustituir el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil, ya transcrito.


La Magistrada señora Negroni formuló algunas sugerencias. Propuso agregar la expresión “y sólo” después de la frase “Sin perjuicio de lo anterior”, y reemplazar el término “menores” por “hijos”. Igualmente, en la regla supletoria sugirió eliminar la mención al cuidado personal, manteniendo solamente la residencia de los hijos a cargo de la madre. Dijo que, de otro modo, no cambiará la interpretación que los jueces dan actualmente a la regla supletoria, los que seguirán entendiendo que ésta se mantiene igual.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, estimó contradictorio contemplar una regla supletoria y, al mismo tiempo, establecer que ella no constituirá una preferencia legal. Sostuvo que, en tal caso, era preferible la redacción propuesta por la Profesora señora Veloso, la cual sólo contemplaba la residencia y, además, no señalaba que la regla supletoria no constituiría una preferencia legal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el Honorable Senador señor Chahuán había apoyado esta redacción en el entendido de que se establecería expresamente que la regla supletoria no constituirá una preferencia legal, criterio que él había compartido. Ello, dijo, facilitará la debida comprensión de esta regla por parte de los jueces. Hizo presente que, por lo demás, el padre tendrá siempre la posibilidad y el derecho de judicializar el caso.


En consecuencia, respaldó esta redacción, proponiendo solamente incorporar la expresión “y sólo”, después de “Sin perjuicio de lo anterior”, y reemplazar la palabra “menores” por “hijos”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señaló que la expresión “mientras” daba suficiente cuenta del criterio de temporalidad de la regla supletoria.


La Magistrada señora Negroni expresó que la idea de entregar a la madre, en virtud de la regla supletoria, solamente la residencia y no el cuidado personal de los hijos, impedirá que ésta adopte cualquier decisión de relevancia en ese lapso, forzándose de este modo a los padres a llegar a acuerdos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que se trata justamente de regular una situación que es transitoria, permitiendo que en ese lapso la madre pueda tomar las decisiones que resulten pertinentes. De lo contrario, añadió, para poder tomar cualquier resolución se la obligará a acudir a los tribunales.


Connotó que esta situación es tan excepcional que justifica el exceso gramatical en que posiblemente se está incurriendo. Con esta redacción, señaló, el juez quedará con todos los caminos abiertos y dispondrá de todas las orientaciones que necesita para resolver según el interés superior del niño.


Reiteró que no cabe tampoco una redacción más exhaustiva, pues no debe olvidarse que estas situaciones pasan por diferentes fases, siendo normalmente las primeras las más tensas y sobreviniendo después un clima de mayor serenidad entre los padres.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, mantuvo su parecer en orden a no contemplar una regla supletoria. Sin embargo, en atención a que esa posibilidad se había desechado, sostuvo que era fundamental establecer expresamente que dicha regla se aplicaría transitoriamente y que no constituiría preferencia legal. Coincidió, en este sentido, con las condiciones planteadas por el Honorable Senador señor Chahuán.


El Profesor señor Tapia discrepó de la incorporación de la regla propuesta.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recabó un pronunciamiento acerca de la idea de incorporar, en el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil, la regla supletoria antes indicada, agregando la expresión “y sólo” antes de la palabra “mientras” y reemplazando el vocablo “menores” por “hijos”.


La idea de acoger esta redacción contó con el parecer favorable de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán (Presidente), Larraín, don Carlos, y Prokurica. Se opusieron los Honorables Senadores señores Pizarro y Walker, don Patricio.


El Honorable Senador señor Prokurica dejó constancia de que, a su juicio, el texto acordado no solucionará los problemas que la actualidad se producen y que los jueces seguirán fallando en la forma que lo han hecho hasta ahora.


Posteriormente, al revisarse este texto, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán (Presidente), estimaron pertinente complementarlo, de manera de regular también en el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil, el caso de los hijos que, estando separados sus padres, residen de hecho solamente con el padre. Propusieron que en esa situación, mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, los hijos continúen transitoriamente bajo el cuidado personal de aquél.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, explicó que este complemento resulta necesario, por cuanto es preciso ocuparse también de aquellos casos en que, encontrándose separados los progenitores, en los hechos los hijos residen y se encuentran bajo el cuidado personal del padre.


En tales casos, dijo, lo conveniente es que esa situación se mantenga, mientras no haya un acuerdo o una resolución judicial que disponga algo diferente. Puntualizó que lo anterior se aplicaría de manera transitoria, al igual que la regla ya acordada en relación a la madre.


Manifestó, asimismo, que los criterios adoptados en esta disposición tanto a favor de la madre como del padre, ponen a ambos progenitores en una situación de mayor equiparidad y equilibrio.


Lo anterior, observó, además de atender a numerosos casos que se dan en la práctica, en que ante una ruptura los hijos quedan viviendo con su padre, viene a despejar cualquier suerte de reparo que pudiera formularse en cuanto a la observancia de la garantía constitucional de igualdad ante la ley de ambos padres relación al cuidado personal de sus hijos en caso de separación.


Analizando una vez más los distintos elementos considerados al debatirse el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil, la Honorable Senadora señora Alvear consideró que una fórmula que podría concitar mayor apoyo en el caso regulado por esta disposición sería la siguiente: “Mientras no exista acuerdo o resolución judicial, ejercerá el cuidado personal el padre o madre que resida con el hijo.”.


Solamente el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, apoyó dicha propuesta.


En consecuencia, se optó, como texto definitivo, por el planteamiento que anteriormente se había propuesto para este inciso cuarto, con las modificaciones propuestas por los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán (Presidente).

Para los efectos de acoger el texto acordado para el inciso cuarto del artículo 225 del Código Civil, se aprobó con enmiendas la indicación número 7. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán (Presidente). En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

En virtud de la aprobación con enmiendas de la señalada indicación número 7, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio, se reemplazó, además, en el inciso primero del ya citado artículo 225 del Código Civil, la expresión “de uno o más hijos” por “de los hijos”.


Se señaló que esta enmienda evitará cualquier interpretación que favorezca la separación de los hermanos.


Teniendo en consideración los acuerdos ya adoptados, la indicación número 8 fue desechada por 2 votos a favor y 3 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán (Presidente), Kuschel y Prokurica.


Como se señalará más adelante, como consecuencia de los acuerdos que se adoptaron a propósito del artículo 229 del Código Civil y de la indicación número 10, se reemplazó en este artículo 225 del mismo Cádigo la expresión “relación directa, regular y personal” por “relación directa y regular”.

° ° °


Enseguida, se analizó la indicación número 9, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, que introduce modificaciones al artículo 227 del Código Civil, precepto que no fue objeto de enmiendas en el primer trámite constitucional.


El tenor de la citada disposición es el siguiente:



“Art. 227. En las materias a que se refieren los artículos precedentes, el juez oirá a los hijos y a los parientes.


Las resoluciones que se dicten, una vez ejecutoriadas, se subinscribirán en la forma y plazo que establece el artículo 225.”.


La señalada indicación número 9, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, le introduce las siguientes modificaciones:


“a) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “que se dicten”, la frase “acerca de la atribución del cuidado personal”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“El juez podrá apremiar, en la forma establecida por el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo o hija, y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo señalado por el juez. En igual apremio incurrirá el que retuviese especies del hijo o hija y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en discusión la letra b) de la indicación transcrita.


El Honorable Senador señor Prokurica la consideró innecesaria porque lo que ella dispone ya se encuentra consagrado en nuestro ordenamiento legal.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, informó que, en efecto, esta disposición ya está consagrada en la Ley de Menores.


La Profesora señora Salinas agregó que, en la práctica, en esta materia no se suscitan errores de interpretación ni ha habido aplicaciones jurisprudenciales que puedan ser contradictorias.


En cuanto a la letra a) de esta indicación, la asesora legislativa del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, expresó que las resoluciones que quedan afectas a esta regla son las que se dictan por cuidado personal y no las que conciernen a medidas de protección.



La Jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, hizo presente que como el inciso primero del artículo 227 se refiere a todas las materias comprendidas en los artículos precedentes, si el inciso segundo se acota a la atribución del cuidado personal, quedaría fuera, por ejemplo, la subinscripción de la emancipación judicial.


La Magistrada señora Negroni instó a no circunscribir el alcance de la norma en estudio ya que ello podría limitar también al juez.


La Profesora señora Lathrop señaló que la letra b) de la indicación refleja una norma que ya está en la Ley de Menores. Informó que la idea inicial de la misma era dotar de cierta armonía al estatuto de las relaciones filiales, lo que, sin embargo, sería innecesario por lo ya expresado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó si no habría problemas en agregar el precepto propuesto, a pesar de que éste ya se encuentra contemplado en otro cuerpo legal.



La Magistrada señora Negroni indicó que muchos jueces no apremian a una persona que no cumple con el régimen de la relación directa y regular en la misma forma que lo hacen cuando se trata de una causa de alimentos. Adujo que la disposición propuesta, si bien ya está en la Ley de Menores, permitirá reforzar la atribución del juez en materia de apremios. Agregó que ello sería una buena señal en orden a avanzar en la uniformación de criterios. Recordó, además, que la Ley de Menores será derogada y que por tratarse en este caso de derechos fundamentales de las personas, no habría problema en repetir el referido precepto, justamente en apoyo de la necesidad de lograr una mayor coherencia y armonía.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó su acuerdo en incorporar la norma señalada, en atención a que existe un proyecto de ley destinado a derogar la Ley de Menores.


La señora Ortega planteó que podría considerarse la posibilidad de derogar la Ley de Menores en el contexto de la discusión de esta iniciativa, idea de la cual el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, discrepó.


La Profesora señora Lathrop hizo presente que en un examen efectuado por el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, se instó al Estado de Chile a derogar la Ley de Menores. Sostuvo que valdría la pena hacer el esfuerzo de armonizar nuestro ordenamiento civil en esta oportunidad, ya que la Ley de Menores está totalmente desmembrada y todo su articulado puede trasplantarse a los cuerpos normativos pertinentes. Ofreció su colaboración para el estudio de esta propuesta.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que lo anterior significaría alejarse de las ideas matrices del proyecto.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso aprobar la letra b) de la indicación y abrir la posibilidad de escuchar una propuesta de la Profesora señora Lathrop tendiente a derogar la ley N° 16.618.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, apoyó esa idea y así lo planteó a las representantes del Ejecutivo, quienes hicieron presente que el Ministerio de Desarrollo Social ya tiene una iniciativa sobre este particular.


Puesta en votación la indicación número 9, su letra a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Larraín, don Hernán (Presidente) y Walker, don Patricio. Por su parte, la letra b) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los mismos señores Senadores.

° ° °

Número 2


El texto aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor: 


“2.- Derógase el artículo 228.”.


El artículo 228 del Código Civil dispone lo que sigue:


“Art. 228. La persona casada a quien corresponda el cuidado personal de un hijo que no ha nacido de ese matrimonio, sólo podrá tenerlo en el hogar común, con el consentimiento de su cónyuge.”.


Este número 2 no fue objeto de indicaciones.


Tampoco hubo observaciones a su respecto por parte de la Comisión.

Número 3


Este numeral se refiere al artículo 229 del Código Civil, que dispone lo siguiente:


“Art. 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber, que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con quien lo tiene a su cargo, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.


Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


El número 3 del proyecto de ley aprobado en general por el Senado lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 229.- El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber que consiste en mantener con él una relación directa, regular y personal, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado en las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.


Se entiende por relación directa, regular y personal, aquella que propende a que el vínculo paterno filial entre el padre no custodio y su hijo se mantenga a través de un contacto personal, periódico y estable. El régimen variará según la edad del hijo y la relación que exista con el padre no custodio, las circunstancias particulares, necesidades afectivas y otros elementos que deban tomarse en cuenta, siempre en consideración del mejor interés del hijo.


Con todo, sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa, regular y personal o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación paterno filial sana y cercana.


Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


A esta disposición se presentaron cuatro indicaciones, numeradas como 10 a 13.


La indicación número 10, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, le introduce las siguientes modificaciones:


“a) Reemplazar en los incisos primero y segundo la frase “relación directa, regular y personal” por la siguiente: “relación directa y regular”.


b) Eliminar en el inciso segundo, luego del término “contacto”, la voz “personal”.


c) Suprimir la segunda oración del inciso segundo, que dice: “El régimen variará según la edad del hijo y la relación que exista con el padre no custodio, las circunstancias particulares, necesidades afectivas y otros elementos que deban tomarse en cuenta, siempre en consideración del mejor interés del hijo.”.


d) Sustituir el inciso tercero por los siguientes:


“Para la determinación de este régimen, las partes, o el juez en su caso, fomentarán una relación paterno filial sana y cercana, velando por el interés superior del hijo o hija, su derecho a ser oído, el respeto por su autonomía progresiva, y considerando especialmente:


a) La edad del hijo o hija;


b) La vinculación afectiva entre el hijo o hija y sus padres, parientes cercanos y personas con las que tenga relación de confianza;


c) El régimen de cuidado personal del hijo o hija determinado;


d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo o hija.


El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo o hija, o que resida habitualmente con él o durante el período de alternancia establecido, facilitará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre o madre, conforme a lo preceptuado en este artículo.”.


e) Reemplazar el inciso cuarto por el que sigue:


“El juez podrá suspender, restringir o modificar este derecho y deber, al padre o madre que no tuviere a su cargo el cuidado del hijo o hija, cuando manifiestamente perjudique su bienestar, o incurriere en alguna de las conductas previstas en el inciso final del artículo 225 o instigare a terceros a hacerlo.”.


Luego, las indicaciones números 11, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 12, del Honorable Senador señor Uriarte, efectúan las siguientes modificaciones al artículo 229 propuesto:


“a) Sustituir, en el inciso primero, la locución “directa, regular y personal” por “directa, regular y, en la medida posible, personal”.


b) Suprimir el inciso tercero.”.


Estas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


En último término, la indicación número 13, del Honorable Senador señor Navarro, reemplaza el inciso final del artículo 229 por los siguientes:


“El juez podrá suspender, restringir o modificar el derecho y deber establecido en este artículo al padre o madre que no tuviere a su cargo el cuidado de los hijos y que incurriere en alguna de las conductas previstas en el artículo 225 o instigare a terceros a hacerlo.


Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente. De igual manera, constituirán motivo para la atribución anterior los mencionados en el inciso séptimo del artículo 225 del Código Civil.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que como las indicaciones números 11 y 12 habían sido retiradas por sus autores, correspondía discutir solamente las números 10 y 13.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que apreciaba las buenas intenciones de los señores Senadores que presentaron dichas indicaciones, sin perjuicio de considerar que ellas podrían perjudicar a aquellos padres o madres que por trabajar lejos del lugar donde viven sus hijos, no estarán en condiciones de cumplir con los requisitos que éstas exigen.


La Profesora señora Lathrop advirtió que la indicación número 10 relaja los requisitos que establece el texto aprobado en general por el Senado. Este último, dijo, agrega la palabra “personal” a la expresión “relación directa y regular”. Agregó que lo que hace la indicación es eliminar dicho término, con la finalidad de adaptar la ley a la realidad actual, en que existen medios tecnológicos que facilitan la mantención de relaciones entre los individuos, sin que éstas sean necesariamente personales.


Agregó que la indicación también elimina el concepto de “padre no custodio”, que no existe en nuestra legislación. Señaló que más bien debería hablarse de “padre o madre que ejerce el cuidado personal”.


En cuanto a los elementos que la indicación plantea como criterios judiciales, explicó que ellos se apegan al espíritu del texto aprobado en general por el Senado.


Respecto a la inclusión del término “personal”, la señora Barros expresó que durante la discusión del presente proyecto se ha hablado de la conveniencia de concordar las normas del Código Civil con lo establecido por la Convención sobre los Derechos del Niño, cuyo artículo 9° incluye dicho concepto.


Por otra parte, estuvo de acuerdo en reemplazar la expresión “padre no custodio”.


Discrepó, en cambio, de la supresión de la oración planteada por la indicación número 10 en su letra c), porque aquel texto, que fue aprobado en general por el Senado, contempla un criterio que constituye un buen estándar para los jueces que hoy tienen la tendencia a otorgar sólo un fin de semana por medio a los padres que demandan una relación directa y regular con sus hijos.


En relación a los criterios señalados por la indicación para la determinación de la citada relación directa y regular, recordó que ellos se plantean en una norma posterior del proyecto, como un nuevo artículo 41 de la Ley de Menores.


La Magistrada señora Negroni sostuvo que es deseable cumplir con lo que se prescribe en la Convención de los Derechos del Niño, entendiendo, sin embargo, que ella es del año 1989. Opinó que aun cuando es necesario adaptarse a dicho instrumento internacional, es posible mejorar los términos que se utilicen en la normativa en estudio, precisamente debido a la realidad que hoy se vive.


En este sentido, agregó que incluir el término “personal” podría significar, según el juicio de muchos magistrados, una restricción a la relación directa y regular.


Por otra parte, indicó que los criterios que se proponen son determinantes tanto al momento de fijar una relación directa y regular como el régimen de cuidado personal y se mostró a favor de la inclusión de los mismos, por cuanto representan una información que hace falta para que el juez sepa en qué centrar el interés superior del niño y su autonomía progresiva.


Sugirió mencionar también este último concepto de autonomía progresiva en la norma que se redacte.


La Profesora señora Lathrop expresó que en los años 90 los medios electrónicos no estaban masificados y que la realidad actual es diferente, razón por la cual es pertinente interpretar la ya mencionada Convención de un modo más evolutivo.


Señaló que la indicación número 10 propone suprimir la segunda oración del inciso segundo del artículo 229 del texto aprobado en general por el Senado, porque luego se plantean otros criterios orientativos.


No estuvo de acuerdo en incluir dichos criterios orientadores ni en la Ley de Tribunales de Familia ni en la de Menores, ya que se trata de normas sustantivas, que deben formar parte del Código Civil.


La señora Barros estimó que estas disposiciones bien pueden estar en la Ley de Tribunales de Familia, cuyo artículo 16 justamente regula el interés superior del niño.


La Profesora señora Salinas sostuvo que tanto el texto aprobado en general como las indicaciones presentadas vienen a complementar y a mejorar la norma actual.


En cuanto a los términos que dicho precepto debería utilizar, se manifestó contraria a agregar el término “personal” a la relación directa y regular. Agregó que el sentido de la expresión “relación directa y regular” es bien comprendido en el sentido de que no se restringe a un mero régimen de visitas.


En cuanto a los criterios orientadores que se pretende incorporar a la legislación, no estuvo de acuerdo en incluir la “autonomía progresiva”, ya que no existe pleno acuerdo a su respecto, pues es un concepto que debe clarificarse desde el ámbito de la psicología.


Respecto a la letra d) de la indicación en discusión, sostuvo que aun cuando el hecho de consagrar una obligación del padre o madre que ejerce el cuidado personal en orden a facilitar la relación directa y regular del hijo con el otro padre constituía algo deseable, no era partidaria de hacerlo. Opinó que ello podría suponer un problema desde el punto de vista probatorio, además de prestarse para frecuentes judicializaciones.


La Magistrada señora Negroni opinó que los criterios orientadores en estudio deberían estar en el Código Civil, porque son normas sustantivas que tienen un sentido educativo tanto para los padres como para los jueces. En cuanto a la autonomía progresiva, consideró que es un concepto absolutamente relevante porque no es posible aplicar una misma norma a un menor de 5 años y a otro de entre 10 y 13 años. Agregó que si la ley no incluye dicho criterio, parecerá que no existirá como criterio orientador. Señaló que aun cuando los fallos que lo mencionan son escasos, es importante que este elemento inspire las relaciones interpersonales, además de los fallos judiciales.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la indicación en análisis no es restrictiva. Consideró de interés incorporar el término “autonomía progresiva” y contemplarlo como norma sustantiva en el Código Civil. Ello, añadió, en nada perjudicará el debate de fondo que se está llevando a cabo y contribuirá a satisfacer los requerimientos de la institucionalidad internacional sobre derechos del niño.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que el debate está dando cuenta de la existencia de ciertos temas que deben ser despejados, los cuales pasó a puntualizar.


Expresó que el primero de ellos consiste en determinar si se incorporará o no en el artículo 229 del Código Civil, el adjetivo “personal” en relación a la relación directa y regular.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, optó por eliminar dicho término en los incisos primero y segundo. Se pronunciaron en este sentido los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), Prokurica y Walker, don Patricio.

Luego, por la misma unanimidad, se acordó reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “padre no custodio” por “el padre que no ejerza el cuidado personal”.


En consecuencia, con dicha votación se aprobaron las letras a) y b) de la indicación número 10, con enmiendas.


Los puntos siguientes fueron la idea de incluir en esta norma los criterios que determinarán el régimen de relación directa, definiendo si se incorporará dentro de los mismos la “autonomía progresiva”.


Refiriéndose a este concepto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que cuando se discute la incorporación de una noción determinada que en la respectiva ciencia o disciplina no está completamente definida, la solución puede consistir en describirla en el texto legal que se dicte.


Por otra parte, recordó a la Comisión que si se establecen criterios orientadores, se debe determinar previamente si éstos van a incorporarse al artículo 229 del Código Civil o a otro cuerpo legal diferente.


En relación al concepto de “autonomía progresiva”, la asesora legislativa del Servicio Nacional de la Mujer, señora Ortega, advirtió que éste se incluía en la segunda oración del inciso segundo del texto aprobado en general por el Senado para el artículo 229 del Código Civil, cuya supresión se propone en la indicación número 10.


Enseguida, discrepó de la idea de sustituir el inciso tercero del ya citado artículo 229 del texto aprobado en general por el Senado por los criterios que se proponen en la indicación, por cuanto estaría excluyéndose el principio de corresponsabilidad.


La Magistrada señora Negroni clarificó que la decisión es determinar dónde se incorporarán los criterios propuestos en la indicación. Luego, se mostró partidaria de incluir entre aquellos el concepto de “autonomía progresiva”.


La Profesora señora Lathrop sostuvo que también puede utilizarse la expresión empleada por la Convención de los Derechos del Niño, que es “evolución de sus facultades”. Hizo presente que este debate se está complejizando sin necesidad, ya que la idea de la indicación es ordenar los criterios orientadores del juez en el artículo 229 del Código Civil.


La Profesora señora Salinas indicó que no debería perderse la definición de relación directa y regular que propone el inciso segundo del artículo 229 del texto aprobado en general por el Senado.



La Magistrada señora Negroni señaló que en el inciso segundo se estaría conservando la definición del concepto recién aludido, ya que lo que se propone es eliminar la palabra “personal”. Lo que faltaría definir, agregó, es en qué norma se incorporarán los criterios que determinarán la relación directa y regular.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, estuvo de acuerdo con la inclusión de los referidos criterios, pero consideró más apropiado establecerlos en una norma separada y de tipo general, de manera que el juez funde en ella el interés superior del niño ante las distintas situaciones que puedan presentarse, trátese de cuidado personal, medidas especiales u otras. Prefirió, en todo caso, ubicar dicha norma en la ley que crea los Tribunales de Familia.


La Profesora señora Lathrop señaló que la tendencia generalizada en el derecho comparado es concretar separadamente el interés superior en relación a cada una de las instituciones que pueden operar en este ámbito, porque ese concepto se materializa justamente a propósito de cada una de ellas. En ese sentido, apoyó el texto del proyecto aprobado en general.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que del debate se desprende que el rol del juez debe ser orientado a través de criterios que pueden incorporarse al artículo 229 del Código Civil. Sugirió dividir el inciso segundo de dicho precepto en su texto aprobado en general por el Senado, de manera que la primera parte defina la relación directa y regular, en tanto que la segunda establezca ciertos criterios.


Hizo notar que en esta discusión no se advierten controversias ni discrepancias de fondo, sino que solamente diferentes matices de técnica legislativa en torno al propósito de dotar al juez de criterios que reflejen el interés superior del niño.


Sugirió, enseguida, incorporar los referidos criterios en una sola redacción.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, instó a no complicarse en exceso con los términos a utilizar, sino más bien dedicarse a plasmar en esta disposición los principios y criterios que se estimen pertinentes.


Sostuvo que no excluiría el interés superior del hijo ni tampoco el derecho de éste a ser oído y sugirió reemplazar el término “autonomía progresiva” por “evolución de facultades”.


La Magistrada señora Negroni recomendó que la redacción que se acuerde no circunscriba la vinculación afectiva del hijo solamente a los padres, pues no debe perderse de vista que éste también desarrolla una relación directa y regular con la familia extensa.


Advirtió que muchas veces la relación directa y regular queda restringida solamente al padre, excluyendo a otros parientes que tienen un lazo afectivo profundo con el menor. Llamó la atención sobre este punto, agregando que el artículo 71 de la ley que crea los Tribunales de Familia establece que en caso de que el niño haya sufrido maltrato de parte de sus figuras parentales más cercanas, será entregado a quien haya desarrollado una relación de confianza en éste.


La señora Ortega manifestó que es pertinente tomar los cuidados del caso con la redacción de estas normas y determinar si la intención del Legislador es establecer en esta oportunidad una relación directa y regular con los abuelos, lo que también podría ser objeto de otra iniciativa.


Igualmente, opinó que es conveniente tener cuidado con la expresión “relación de confianza”, por cuanto ella es muy amplia.


La Profesora señora Lathrop coincidió en que se aprecia que en esta discusión no hay diferencias de fondo y que bien podría trabajarse en una redacción única que armonice las diferentes propuestas. La única duda que subsiste, precisó, consiste en definir qué se hará con los criterios que se están proponiendo en el artículo 40 de la Ley de Menores que se aprobó en general por el Senado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que una vez que se discuta el artículo 40, este punto se resolverá. Sin embargo, señaló que podría consensuarse una redacción que también recoja los criterios indicados por dicho precepto.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estuvo de acuerdo en la elaboración de una nueva propuesta, entendiendo que en esta discusión existen pocas diferencias de fondo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que tanto el texto aprobado en general como la indicación número 10, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, plantean elementos a considerar al momento de determinar los criterios que guiarán la fijación del régimen de relación directa y regular. Hizo notar que la mencionada indicación enuncia, en primer lugar, el criterio general y luego agrega consideraciones adicionales.


La metodología a seguir, dijo, debería consistir en elaborar una propuesta que fije las características generales de la relación directa y regular y, enseguida, establezca los criterios especiales. Adicionalmente, podrían zanjarse las eventuales duplicidades que puedan surgir con los artículos 40 o 41 que se han propuesto a la Ley de Menores en el texto aprobado en general por el Senado. Añadió que si hay dudas respecto a los conceptos que se utilicen, éstos pueden ser descritos, con lo cual se proporcionará mayor claridad a los jueces.


En la sesión siguiente, atendiendo a la petición formulada por la Comisión, las especialistas del Servicio Nacional de la Mujer, en conjunto con la Magistrada señora Negroni y algunas de las Profesoras de Derecho Civil que han colaborado en este debate, propusieron la siguiente redacción para el artículo 229 del Código Civil:





“Artículo 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado en las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.





Se entiende por relación directa y regular, aquella que propende a que el vínculo paterno filial entre el padre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto personal, periódico y estable.





Para la determinación de este régimen, las partes, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior del hijo, su derecho a ser oído, la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:





a) La edad;





b) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres (en este punto, plantearon dos alternativas, consistentes en incluir la relación que el hijo tiene con parientes cercanos y personas con las que tenga una relación de confianza, o bien dejar solamente la vinculación padre-hijo);




c) El régimen de cuidado personal del hijo o hija determinado;





d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo o hija.





El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.





Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.





Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, ofreció la palabra en relación a la disposición propuesta.


La Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Barros, explicó que la redacción transcrita reúne en una norma que formaría parte del Código Civil tanto los criterios que se proponía incluir en el artículo 229 de dicho Código como en el texto que se sugería como artículo 40 de la Ley de Menores, referidos a los aspectos que deben considerarse cuando se trata de fundar una decisión en el interés superior del hijo.


Señaló que el grupo de trabajo formado para analizar este punto había alcanzado consenso prácticamente en cuanto a la totalidad de la norma propuesta, surgiendo, sin embargo, dos alternativas en cuanto a la letra b). Explicó que la primera es mencionar en este literal únicamente la vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, en tanto que la segunda consiste en incluir también la relación del hijo con parientes cercanos y personas con las cuales tenga una vinculación de confianza.


En cuanto a aspectos de redacción, la Profesora señora Lathrop sugirió eliminar, en el inciso segundo, la palabra “personal”, la vez que figura a continuación del vocablo “contacto”, por cuanto podría provocar dificultades en su aplicación práctica. Asimismo, propuso reemplazar la expresión “vínculo paterno” por “vínculo parental o familiar”, en atención a que el proyecto se inspira en la idea de potenciar la participación de ambos padres en el proceso de formación del hijo.


Además, a propósito de la letra b), señaló que la tendencia actual del Derecho se orienta a ampliar los titulares de la relación directa y regular. Señaló que la iniciativa requeriría de mayores perfeccionamientos en este aspecto y de una reflexión más profunda en lo concerniente a los abuelos, tomando en especial consideración lo prescrito por el inciso final del artículo 48 de la Ley de Menores.


A su vez, la Profesora señora Salinas sugirió especificar, en la letra a), que ésta se refiere a la edad del hijo. Recomendó, además, aludir en la letra c) al “régimen de cuidado determinado o acordado”. En cuanto a la letra b), instó a ampliarla a personas que no son parientes y que tienen una relación de confianza con el hijo, aunque también opinó que este factor podría formar parte de la letra d). Agregó que, en la práctica, cuando la relación del niño con sus abuelos es importante, así se reconoce en las decisiones que se adoptan.


El Profesor señor Tapia observó que el Código Civil contempla reglas de conducta que, por ser tales, deben ser claras para toda la ciudadanía y no sólo para los expertos. En este sentido, le llamó la atención que el inciso primero que se analiza comience planteando un postulado negativo. Recomendó poner este supuesto en un lenguaje positivo. Igualmente, reparó en la utilización de los géneros masculino y femenino a lo largo de esta norma, lo que puede dar lugar a dificultades. Desde esta perspectiva, dijo, podría estimarse que el inciso segundo es discriminatorio en contra del padre, porque estaría presuponiendo que siempre es el padre el que queda privado del cuidado personal del hijo. Instó a uniformar los términos utilizados y a usar un lenguaje más preciso y de mayor rigor.


La señora Barros coincidió con las apreciaciones de la Profesora señora Lathrop en relación a los abuelos, reconociendo que la Ley de Menores contempla la posibilidad de fijar un régimen de visitas para éstos. No obstante, hizo presente que el artículo 225 del Código Civil se refiere a la relación del hijo con los padres.


En cuanto a la utilización del género masculino y femenino en la redacción propuesta, hizo presente que el artículo 25 del mismo Código zanja cualquier duda al disponer que las palabras que en su sentido general se aplican a individuos de la especie humana, sin distinción de sexo, se entenderá que comprenden a ambos sexos.


La Honorable Senadora señora Alvear prefirió que el inciso primero de esta disposición se redacte en términos positivos, por cuanto ello favorecerá la claridad de su tenor. Agregó que el inciso segundo debería aludir al “vínculo filial” en lugar del “vínculo paterno” y que sería conveniente utilizar la expresión “padre o madre” en todo el precepto.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con los planteamientos de la Honorable Senadora señora Alvear y agregó que también debería emplearse la expresión “hijo o hija” en lugar de “hijo”.


El Honorable Senador señor Espina apoyó el uso de un lenguaje positivo en el encabezado de esta norma y también la utilización de la expresión “padre o madre”, en lugar de “padre”. Asimismo, consideró justo contemplar una relación directa y personal del hijo con los abuelos, aun cuando no le pareció del todo pertinente consagrarla en la disposición en estudio.


El Profesor señor Tapia destacó la importancia del rol de los abuelos en relación a sus nietos, apoyando la posibilidad de contemplarlo dentro de la norma que se pretende incorporar al Código Civil.


Sugirió, además, reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “las partes” por “los padres”.


La asesora legislativa del SERNAM, señora Ortega, instó a contemplar la relación del hijo con sus abuelos en una disposición del Código Civil distinta de la que se estudia, por cuanto esta última se refiere fundamentalmente a los padres.


El Honorable Senador señor Espina propuso consagrar en la norma en estudio la relación afectiva que existe entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y también la relación que tenga con los parientes cercanos de éste o ésta.


El Profesor señor Tapia hizo notar que la norma en análisis regula la relación directa y regular entre el hijo y el padre o madre que no tiene el cuidado personal.


La Profesora señora Lathrop señaló que le inquietaba el tema de la relación directa y personal en caso de fijarse un sistema de cuidado personal compartido. Se preguntó si en tal caso existiría también la relación directa y regular de los padres con el hijo. Informó que en otros países se ha advertido la necesidad de regular este aspecto.


Recapitulando el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recabó el acuerdo de la Comisión para acoger la redacción propuesta para el artículo 225 del Código Civil, con las siguientes enmiendas:


-- En el inciso segundo, reemplazar la expresión “vínculo paterno filial” por “vínculo familiar”, y eliminar la palabra “personal”, que va después del término “contacto”;


-- En el encabezado del inciso tercero, sustituir la expresión “las partes” por “los padres”;


-- En la letra a) del inciso tercero, agregar la expresión “del hijo”;


-- Reemplazar el literal b) del inciso tercero por el que sigue:


“b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos;”.



-- Reemplazar la letra c) del inciso tercero por la que sigue:


“c) El régimen de cuidado personal del hijo determinado o acordado, y”, y


-- Ubicar el inciso cuarto como inciso quinto y viceversa.


Todas estas modificaciones contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.


En consecuencia, con esa misma votación se aprobó con enmiendas la indicación número 10, con lo cual se acogió el texto recién acordado y también la supresión del artículo 40 que se proponía incorporar a la Ley de Menores.


Las indicaciones números 11 y 12 fueron retiradas por sus autores y la indicación número 13 fue desechada por 3 votos en contra y ninguno a favor. Se pronunciaron en este sentido los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

° ° °


Enseguida, en atención a la conveniencia de contemplar una regla referida a la relación del hijo con sus ascendientes y, particularmente, con sus abuelos, el Profesor señor Tapia sugirió incorporar el siguiente artículo 229-2, nuevo, al Código Civil:


“Artículo 229-2. El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con todos sus ascendientes. Si su interés superior así lo exige, el juez fijará la modalidad de esta relación.”.


Puso de manifiesto la conveniencia de consagrar esta regla, la cual, agregó, es consistente con los demás preceptos y principios que se han aprobado en el curso del debate de este proyecto.


Destacó, de manera especial, el rol que cumplen los abuelos en el desarrollo del niño, haciendo presente que también les asiste el derecho a sostener una relación directa y regular con este último.


Informó que su proposición se fundamenta en el Derecho francés y que se extiende a la totalidad de los ascendientes, pues en esta materia no es conveniente establecer restricciones. Señaló que, en virtud de la fórmula propuesta, de no producirse consenso, será el juez quien fije los términos en que se desarrollará esta relación.


La Honorable Senadora señora Alvear valoró la relación que frecuentemente existe entre los niños y sus abuelos, destacando la relevancia de la misma en el cuidado y formación de aquéllos. Por lo anterior, apoyó la proposición en estudio.


La Magistrada señora Negroni respaldó esta idea, destacando que ella refleja no solamente la importancia de que el niño mantenga una relación con sus ascendientes, sino también una preocupación por los adultos mayores y por los derechos fundamentales que les asisten, entre los cuales se cuenta el que aquí se plantea.


Observó, sin embargo, que como uno de los propósitos buscados por esta iniciativa es tender a la desjudicialización, resultaría más conveniente orientar derechamente la propuesta a los abuelos y eliminar la expresión “todos”.


La señora Barros sugirió acotar la redacción de este nuevo precepto a los abuelos, de manera de proporcionar mayor claridad a la ley.


Finalizado el análisis, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recabó el acuerdo de la misma acerca de la idea de incorporar esta nueva norma al proyecto, produciéndose consenso unánime en torno a ella.


Enseguida, se discutieron los términos en que esta disposición se consagraría, resolviéndose suprimir la palabra “todos” y modificar la estructura de las oraciones que la componen.


Igualmente, acogiendo una sugerencia del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, se optó por utilizar la expresión “interés del hijo” en lugar de “interés superior del hijo”.


De este modo, el nuevo artículo 229-2 quedó comprendido en un numeral 7, nuevo, del artículo 1° del proyecto.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

° ° °

Número 4


Este numeral dice relación con el artículo 244 del Código Civil, que dispone lo siguiente:


“Art. 244. La patria potestad será ejercida por el padre o la madre o ambos conjuntamente, según convengan en acuerdo suscrito por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento.


A falta de acuerdo, al padre toca el ejercicio de la patria potestad.


En todo caso, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, a petición de uno de los padres, el juez podrá confiar el ejercicio de la patria potestad al padre o madre que carecía de él, o radicarlo en uno solo de los padres, si la ejercieren conjuntamente. Ejecutoriada la resolución, se subinscribirá dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero.


En defecto del padre o madre que tuviere la patria potestad, los derechos y deberes corresponderán al otro de los padres.”.


El número 4 del proyecto de ley es del siguiente tenor:


“4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A falta de la suscripción del acuerdo, toca al padre y madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, los padres podrán actuar indistintamente cuando cumplan funciones de representación legal que no menoscaben los derechos del hijo ni le impongan obligaciones.”.


Este artículo fue objeto de tres indicaciones.


Las indicaciones número 14, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 15, del Honorable Senador señor Uriarte, lo sustituyen por el siguiente:


“4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A falta de la suscripción del acuerdo, toca al padre y madre de consuno el ejercicio de la patria potestad.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el ejercicio de la patria potestad de consuno, los padres deberán actuar conjuntamente o uno con mandato otorgado por el otro. En caso de que los padres no logren alcanzar un acuerdo respecto a un asunto determinado, el asunto será sometido a la decisión de un mediador elegido de común acuerdo o por resolución judicial.”.”.


Estas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


La indicación número 16, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, consulta en este número 4 un literal nuevo, del tenor siguiente:


“…) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión “su otorgamiento”, lo siguiente, antecedido de una coma (,): “siendo oponible a terceros desde la mencionada subinscripción. Este acuerdo podrá revocarse, cumpliendo las mismas solemnidades.”.


Antes de considerar la indicación número 16, la Comisión analizó el texto vigente del artículo 244 del Código Civil y las modificaciones aprobadas en general por el Senado.


La profesora señora Lathrop manifestó que el tema tratado por el referido artículo 244 del Código Civil es delicado, pues la institución de la patria potestad comprende la representación legal del hijo y la administración de sus bienes. Señaló que en el texto aprobado en general por el Senado, la patria potestad se modifica completamente. En efecto, por una parte se excluiría la administración de los bienes del hijo y por otra, se plantea un texto que resultaría contradictorio con la figura de la representación legal. En la actualidad, añadió, cuando el padre o la madre representan al hijo es para imponerle obligaciones, a diferencia de lo que dispone el referido texto, que, al definir la institución, excluiría la imposición de obligaciones.


La señora Barros señaló que la idea de otorgar la patria potestad a ambos padres cuando viven juntos es salvar una serie de problemas prácticos que a menudo se producen, frente a los cuales la madre por sí sola nada puede hacer. Explicó que la solución es que ambos padres puedan actuar indistintamente, siempre y cuando no perjudiquen ni comprometan patrimonialmente al hijo.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que cuando se trata de la representación legal, el hecho de entregarla a ambos padres puede agravar la situación actual. Opinó que si la idea era solucionar los casos determinados que corrientemente dan lugar a problemas, como es el manejo de cuentas de ahorro del hijo o la representación del mismo ante el colegio, la amplitud del texto aprobado en general por el Senado puede ser inconveniente y perjudicial para el menor.


La Profesora señora Lathrop indicó que la tendencia de promover la corresponsabilidad de los padres consiste en otorgarles a ambos la titularidad del cuidado personal y la patria potestad.


Propuso redactar un inciso que establezca que, a falta de acuerdo, se entiende que a ambos padres toca el ejercicio de los derechos y deberes de la administración y representación legal de los hijos en común y que, a falta de ley en sentido contrario, el uno actúa con el conocimiento y consentimiento del otro. La ley en contrario estaría constituida por aquellas normas que existen y que exigen una salvaguarda mayor respecto a terceros, como, por ejemplo, los gastos relacionados con los bienes raíces.



El Honorable Senador señor Prokurica añadió que la restricción no debe estar referida solamente a los bienes raíces. Sugirió incorporar una enumeración o semblanza de las situaciones que ofrecen problemas, pero no conceder la patria potestad a ambos padres.


La señora Barros recalcó que la idea de la norma en estudio es que ambos padres siempre actúen de manera conjunta, agregando que uno de los incisos que se introduce incorpora una excepción. Dicha excepción permite que en aquellas situaciones en que no se compromete el patrimonio del hijo, los padres podrán actuar separadamente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que si esos son los objetivos perseguidos, la redacción propuesta no resulta lo suficientemente clara.


La Magistrada señora Negroni hizo presente que los casos antes mencionados están salvaguardados por la legislación, pues en la mayoría de los actos en que se comprometen los intereses patrimoniales del niño, debe pedirse autorización judicial.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, solicitó formular una nueva redacción para esta parte del precepto.


En la sesión siguiente, el grupo de trabajo formado para asesorar a la Comisión propuso la siguiente redacción para el nuevo inciso tercero del artículo 244 del Código Civil:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, los padres podrán actuar indistintamente cuando no menoscaben los derechos del hijo o cuando cuenten con el consentimiento expreso del otro.”.


Al mismo tiempo, se tuvieron en consideración los planteamientos enviados por la Profesora señora Lathrop en un documento del siguiente tenor:

“Comentarios sobre patria potestad




1.- En primer lugar, cabe tener en cuenta que, actualmente, el artículo 244 del Código Civil permite el ejercicio de la patria potestad conjunta, aunque no existen reglas de cómo se lleva a cabo en la práctica. Esto no ha dado problemas hasta hoy pues el pacto de ejercicio conjunto es prácticamente inexistente.




2.- Por otra parte, cabe considerar que, actualmente, el tercero que desea contratar con un menor adulto debe solicitar un certificado de nacimiento para saber con certeza quién o quiénes representan al menor adulto, es decir, quién o quiénes ejercen la patria potestad.




3.- Conforme al estado actual del proyecto –texto aprobado en general-, debe distinguirse:




a) Si los padres viven juntos: a falta de acuerdo o resolución judicial en contra, la patria potestad es conjunta (ya no la ejercería, por defecto, el padre varón como sucede actualmente), y





b) Si los padres están separados: ejerce o ejercen la patria potestad quien o quienes ejercen el cuidado personal conforme al artículo 225 del Código Civil propuesto.




4.- Para establecer reglas prácticas de funcionamiento de la patria potestad cuando ésta se ejerce de forma conjunta, creo que podría optarse por una de las dos alternativas existentes en el Derecho comparado (he consultado la ley argentina, española e italiana):





a) Si ambos padres ejercen la patria potestad, a la celebración de los actos jurídicos de representación y/o administración de los bienes del hijo, puede concurrir uno u otro de los padres (actuación indistinta) como regla general, y, de forma excepcional, ambos con su consentimiento expreso (actuación conjunta), en los casos que se requiere autorización judicial (que no son pocos y que podrían aumentarse, incluso, exigiendo que ambos concurran con consentimiento expreso para los bienes muebles sujetos a registración).





b) Si ambos padres ejercen la patria potestad, podría distinguirse:





b.1) Para los actos conservatorios, esto es, actos que no producen alteración del patrimonio, permitir actuación indistinta.





b.2) Para los actos no conservatorios, esto es, los que sí van a producir un cambio en el patrimonio del hijo, exigir la actuación conjunta, en cuyo caso ambos padres deben solicitar al juez la autorización para realizar actos en que actualmente la ley exige esta autorización judicial (que no son pocos y que podrían aumentarse, incluso, exigiendo que ambos concurran con consentimiento expreso para los bienes muebles sujetos a registración, al igual que la letra a).




Yo me inclino por la segunda opción (letra b) porque diferencia entre actos de conservación y de no conservación, lo que genera mayor seguridad a los terceros contratantes.




En cualquiera de estos dos casos (letras a y b), si existe desacuerdo entre los padres o uno de ellos está ausente o impedido, prever la intervención judicial y, en segundo término, prohibir expresamente la posibilidad de que el padre y/o la madre autocontrate (n) con el hijo.




4.- Para el caso de la patria potestad que se ejerce de forma unilateral, en los casos en que se requiere autorización judicial debiera exigirse, igualmente, el consentimiento expreso del otro padre o madre, pudiendo recurrir al juez si hay ausencia, impedimento o negativa injustificada. Debe recordarse que, actualmente, la ley ni siquiera exige rendición de cuentas de parte del titular de la patria potestad, lo que constituye una grave omisión legal.




Creo que una vez adoptadas estas decisiones, es fácil adaptar la normativa actual.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, ofreció la palabra en relación a estas proposiciones. Informó que coincidía con las inquietudes planteadas por la Profesora señora Lathrop, pues atienden a situaciones que es conveniente distinguir y regular adecuadamente.


La Magistrada señora Negroni consideró adecuada la propuesta de la Profesora señora Lathrop que distingue entre los actos conservatorios y los que no tienen ese carácter, señalando que ella permitirá desjudicializar un considerable número de situaciones.


Igualmente, la Ministra señora Schmidt la estimó una buena solución frente a las numerosas dificultades que actualmente se producen en este ámbito.


Enseguida, sobre la base de esas mismas ideas, la señora Barros presentó la siguiente redacción para el nuevo inciso tercero del artículo 244 del Código Civil:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.


Reiteró que esta fórmula permitirá evitar los continuos problemas que se presentan cuando la madre pretende realizar por sí sola actos muy simples, que no suponen obligaciones ni detrimento patrimonial para el hijo, que igualmente requieren de la participación del padre. Como ejemplo, planteó la apertura de una cuenta de ahorro o la obtención de pasaporte para el hijo. Destacó que naturalmente la situación es diferente tratándose de actos no conservatorios.


Agregó que en términos generales, el ejercicio conjunto de la patria potestad favorece la corresponsabilidad pero que tratándose de actos conservatorios, puede representar una traba. En estas situaciones, dijo, debería poder actuar cualquiera de los padres por sí solo.


El Profesor señor Tapia indicó que aun cuando comprendía los problemas planteados, consideraba que las fórmulas propuestas no los resolvían.


Finalizado el debate, la Comisión acogió el texto propuesto por la señora Barros como nuevo inciso tercero del artículo 244, reemplazando la expresión inicial “En el ejercicio de la patria potestad conjunta” por “Con todo”.


Enseguida, si bien en un principio hubo ánimo de acoger la propuesta contenida en la indicación número 16, se constató que ella ya está comprendida en el artículo 246 del Código Civil, resultando, por tanto, innecesaria.


En definitiva, la indicación número 16 fue aprobada con enmiendas para los efectos de acoger el inciso tercero del artículo 244 del Código Civil en los términos ya expuestos y de sustituir, en el inciso segundo de la misma norma, la expresión “A falta de la suscripción del acuerdo” por “A falta de acuerdo”, además de otros ajustes formales.


Estos acuerdos contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

Número 5


Este numeral se refiere al artículo 245 del Código Civil, cuyo tenor es el que sigue:


“Art. 245. Si los padres viven separados, la patria potestad será ejercida por aquel que tenga a su cargo el cuidado personal del hijo, de conformidad al artículo 225.


Sin embargo, por acuerdo de los padres, o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse al otro padre la patria potestad. Se aplicará al acuerdo o a la sentencia judicial, las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


El número 5 del proyecto de ley en análisis dispone lo siguiente:


“5.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “de conformidad” las palabras “o por ambos,”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicará al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.”.


Este numeral fue objeto de las indicaciones números 17, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 18, del Honorable Senador señor Uriarte, para suprimirlo.


Estas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


No hubo mayor análisis a propósito de este numeral. Por ello, las modificaciones aprobadas en general por el Senado quedaron en sus mismos términos, salvo algunos ajustes menores de redacción, que se introdujeron en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto favorable unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

Artículo 2°

Número 1



El texto aprobado en general por el Senado dispone:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


1.- Introdúcese el siguiente artículo 40:


“Artículo 40.- Para los efectos de los artículos 225, inciso tercero; 229 y 242, inciso segundo del Código Civil, y de otra norma en que se requiera considerar el interés superior del hijo como criterio de decisión, el juez deberá ponderar al menos los siguientes factores:


a) Bienestar que implica para el hijo el cuidado personal del padre o madre, o el establecimiento de un régimen judicial de relación directa, regular y personal, tomando en cuenta sus posibilidades actuales y futuras de entregar al hijo estabilidad educativa y emocional;


b) Riesgos o perjuicios que podrían derivarse para el hijo en caso de adoptarse una decisión o cambio en su situación actual;


c) Efecto probable de cualquier cambio de situación en la vida actual del hijo, y 


d) Evaluación del hijo y su opinión, especialmente si ha alcanzado la edad de catorce años.”.


Cabe hacer presente que el artículo 40 de la ley N° 16.618 está derogado.


La indicación número 19 de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, propone suprimir el texto aprobado en primer trámite constitucional.


Las indicaciones números 20, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 21, del Honorable Senador señor Uriarte, suprimen, en el inciso primero del artículo 40 que se propone, la expresión “225, inciso tercero;”, y las letras b) y c).


Estas últimas dos indicaciones fueron retiradas por sus autores.


Igualmente, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó su voluntad de retirar la indicación número 19.


La Comisión tomó conocimiento de una proposición del Ejecutivo tendiente a ubicar los criterios contemplados por esta disposición como incisos cuarto y siguientes del artículo 16 de la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, precepto que se refiere justamente al interés superior del niño, niña o adolescente y a su derecho a ser oído.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que lo que aquí se pretende es precisar claramente el concepto de interés superior del niño, a través de los criterios que ya se han mencionado en esta discusión.


La señora Barros expresó que tales criterios son conocidos y que han sido recogidos por la doctrina y la jurisprudencia.


La Magistrada señora Negroni manifestó que se trata de criterios orientadores. Estimó que en la letra d) del artículo 40 del texto aprobado en general por el Senado hay un error, porque no puede utilizarse el término “evaluación”, mas sí la palabra “opinión”. Criticó, además, que ella se centre en los 14 años del hijo, porque éste debe ser escuchado en todas sus etapas de vida, conforme a su edad y madurez.


La profesora señora Lathrop insistió en que el interés superior del hijo debe concretarse de acuerdo a cada una de las instituciones en que éste debe tomarse en consideración.


En la parte final del inciso primero del artículo 40 del texto aprobado en general por el Senado, propuso agregar la palabra “conjuntamente” a continuación de la frase “el juez deberá ponderar al menos”.


Por otra parte, compartió las observaciones de la Magistrada señora Negroni y de la Profesora señora Veloso en relación a la letra d) del texto antes mencionado.


La Magistrada señora Negroni indicó que estos criterios deben ser ampliados si se pretende imponerlos como pautas generales aplicables a todas las instituciones. Instó a incluirlos en el Código Civil y no en las leyes de Tribunales de Familia o de Menores.


La Profesora señora Lathrop advirtió que es riesgoso tratar de incorporar el interés superior del niño en todas las instituciones, pues se trata de una categoría difusa, que evoluciona de manera vertiginosa.


Hizo notar que dicho concepto ya está consagrado en la Ley de Tribunales de Familia, de manera que propuso incorporarlo en el Código Civil.


La Magistrada señora Negroni manifestó que el concepto en estudio dice relación con los derechos que emanan de la naturaleza humana y con el principio pro omine, en virtud del cual los derechos de las personas deben protegerse antes que sus bienes. Por lo tanto, dijo, no es indiferente el cuerpo legal en que dicho principio se consagre. Recordó que el Derecho Laboral ya contempla la tutela de los derechos laborales. Sugirió circunscribir este criterio en las leyes respectivas, pues de lo contrario será demasiado amplio. Reiteró la pertinencia de incorporarlo en el artículo 225 del Código Civil.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que anteriormente se había solicitado a las especialistas del Servicio Nacional de la Mujer que, en conjunto con las demás profesionales que han colaborado con la Comisión, presentaran una nueva redacción para el artículo 229 del Código Civil, la cual podría acoger los criterios en estudio, abarcando también, de este modo, el contenido del artículo 40 que se ha propuesto incorporar a la Ley de Menores.


En la sesión siguiente, se presentó una nueva redacción para el artículo 229 del Código Civil, la que incluyó los criterios comprendidos en este artículo 40 de la Ley de Menores. De ello se dio cuenta en la parte relativa al mencionado artículo 229.


En consecuencia, el numeral 1 del artículo 2° del proyecto fue suprimido. Lo anterior, en virtud de la aprobación con enmiendas de la indicación número 10, según se ha indicado al tratar el artículo 229 del Código Civil.

Número 2


Este numeral introduce un artículo 41 a la ley N° 16.618. Al igual que en el caso anterior, el artículo 41 de la señalada ley está derogado. El texto es el que sigue:


“2.- Introdúcese el siguiente artículo 41:


Artículo 41.- Para los efectos del artículo 225 del Código Civil, el artículo 21 de la ley N° 19.947 y de los artículos 106 y 111 de la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, y cada vez que esté llamado a aprobar un régimen de cuidado personal compartido, el juez tomará en cuenta, según procedan, los siguientes factores:


a) Vinculación afectiva entre el hijo y cada uno de sus padres, y demás personas de su entorno;


b) Aptitud de los padres para garantizar, de acuerdo a sus medios, el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un ambiente adecuado, según su edad;


c) Actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa, regular y personal del hijo con ambos padres;


d) Tiempo que cada uno de los padres, conforme a sus posibilidades, dedicaba al hijo antes de la separación y tareas que efectivamente ejercitaba para procurarle bienestar; 


e) Evaluación del hijo y su opinión, especialmente si ha alcanzado la edad de catorce años;


f) Ubicación geográfica del domicilio de los padres y los horarios y actividades del hijo y los padres, y


g) Cualquier otro antecedente o circunstancia que sea relevante según el interés superior del hijo.”.


A este numeral se presentaron las indicaciones 22 a 24.


La indicación número 22, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, reemplaza el artículo 41 que se propone, por el que sigue:


“Artículo 41.- Para los efectos del artículo 21 de la ley Nº 19.947 y de los artículos 106 y 111 de la ley Nº 19.968, sobre Tribunales de Familia, y cada vez que esté llamado a aprobar un régimen de cuidado personal compartido, el juez tomará en cuenta, a lo menos, los criterios establecidos en el artículo 225 del Código Civil.”.


Las indicaciones números 23, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 24, del Honorable Senador señor Uriarte, introducen las siguientes enmiendas al artículo 41 que se propone:


“a) Sustituir la letra b) por la que sigue:


“b) Aptitud de los padres para garantizar, de acuerdo a sus medios, el bienestar del hijo, tomando en cuenta sus posibilidades actuales y futuras de entregar al hijo estabilidad educativa y emocional;”.


b) Agregar en la letra g) el término “fundada” después de “circunstancia”.”.


Estas dos últimas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


Como se señalara precedentemente, la Comisión analizó la conveniencia de recoger los criterios contenidos en la disposición en estudio en un precepto del Código Civil, para lo cual solicitó al grupo asesor una propuesta de redacción.


Éste sugirió incorporar al señalado Código, como artículo 225-2, nuevo, el siguiente:


“Artículo 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:




a) Vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno;




b) Aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;




c) Actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular;




d) Dedicación efectiva que ejercitaba cada uno de los padres para procurarle bienestar al hijo antes de la separación y tareas que efectivamente desarrollaba para procurarle bienestar;




e) Opinión expresada por el hijo;




f) Resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar;




g) Acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio;




h) Ubicación geográfica del domicilio de los padres;





(Dos alternativas: agregar o no los horarios y actividades de los hijos y los padres.)




i) Cualquier otro antecedente o circunstancia que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”.





La Magistrada señora Negroni explicó los distintos elementos contemplados por esta redacción, produciéndose acuerdo, en términos generales, en cuanto a acogerlos.





Se estimó necesario, sin embargo, introducirle los siguientes ajustes:





-- En la letra a), señalar que se trata del “entorno familiar” del hijo;





-- En la letra h), mencionar solamente el “Domicilio de los padres”;





-- No incluir los horarios y actividades de padres e hijos, y





-- En la letra i), eliminar la expresión “o circunstancia”.





No obstante lo anterior, a sugerencia de la Profesora señora Domínguez, el literal d) quedó pendiente.





En la sesión siguiente, la Comisión analizó un documento presentado por las Profesoras señoras Domínguez y Salinas, del siguiente tenor:

“I.  Breves consideraciones


Se nos ha encargado referirnos acerca de la redacción del que sería el nuevo artículo 225 bis del Código Civil que establece criterios para establecer el régimen de cuidado de los hijos menores y el ejercicio de ese derecho por parte de los padres.


El aporte del nuevo precepto está intencionado en el sentido que señale de manera expresa los criterios y circunstancias que deben estar siempre considerados cuando el juez fije o los padres ejerzan el cuidado en alguna de las modalidades que la ley contempla.


Resulta una novedad para el Derecho chileno que se expliciten elementos que son sin duda, en materia de cuidado, parte de las consideraciones que se tienen en cuenta para describir y definir en los casos particulares el interés superior de los niños involucrados en una disputa de sus padres. De esta forma, discrecionalmente no será posible minusvalorar su importancia o dejarlos de lado en el análisis.


Los criterios que la norma introduce ya han sido reconocidos en otros Derechos de Familia, por lo que se ha podido comprobar su beneficio como herramienta que evite el perjuicio de los hijos, los que pueden resultar perjudicados en mayor medida cuando sus padres separados o divorciados no llegan a acuerdo, por lo que se requiere una intervención de los tribunales, siempre teniendo como centro de las decisiones judiciales el favor filii, pues respecto de los hijos, se les debe un cuidado y una entrega como mínimo adecuada.

II. Algunos aportes del derecho comparado en cuanto a criterios

a) Iowa, USA, Ley General

La ley de Iowa requiere que el tribunal, "en la medida en que sea razonable y en el mejor interés del niño", ordenará la concesión de custodia, incluyendo los derechos de visita, que aseguren al niño la oportunidad de continuar al máximo el contacto físico y emocional con ambos padres después de que se han separado y se disuelve el matrimonio, y que animará a los padres a compartir los derechos y responsabilidades de la crianza del niño. Establece que el tribunal deberá decidir teniendo en cuenta variados criterios, todos centrados en las habilidades parentales de cada padre, como por ejemplo:


- Si cada padre sería un custodio adecuado para el niño.


- Si la necesidad psicológica y emocional y el desarrollo del niño va a sufrir debido a la falta de contacto activo y con atención de ambos padres.


- Si los padres pueden comunicarse entre sí sobre las necesidades del niño.


- Si ambos padres han participado activamente cuidados del niño antes y después de la separación.


- Si cada padre puede apoyar al otro en la relación con el niño.


- Si el acuerdo de custodia está conforme a los deseos del niño o si el niño tiene una fuerte oposición, teniendo en cuenta su edad y madurez.


- Si uno o ambos padres están de acuerdo o se oponen a la custodia compartida.


La proximidad geográfica de los padres.

b) California, USA, Family Code


Al formular una determinación del interés superior del niño en un procedimiento, el tribunal, entre otros factores que encuentre pertinente, debe tener en cuenta todas las características siguientes:


- La salud, la seguridad y el bienestar del niño.


- Cualquier antecedente de abuso por parte de uno de los padres o cualquier otra persona que pida custodia.


- La naturaleza y cantidad de contacto con ambos padres.


- El uso ilegal habitual o permanente de sustancias controladas o maltrato habitual o consumo de alcohol por parte de cualquiera de los padres.


En estas circunstancias, el tribunal se asegurará de que cualquier orden sobre la custodia o régimen de visitas sea específica en cuanto a tiempo, día, lugar y modo de desplazamiento del niño.

c) Canadá


Bajo la sección 16 de la Ley de Divorcio, se exige que el interés superior del niño se determine teniendo en cuenta las "condiciones, medios, necesidades y otras circunstancias del menor". Bajo la sección 24 de la Ley de Relaciones Familiares, el tribunal, al hacer una orden de custodia, debe dar "consideración primordial al interés superior del niño" y tomar en cuenta lo siguiente:


- La salud y el bienestar emocional del niño, incluidas las necesidades especiales para el cuidado y tratamiento.


- En su caso, las opiniones del niño.


- El amor, el afecto y lazos similares que existen entre el niño y otras personas.


- La educación y formación de los niños.


- La capacidad de cada persona para el ejercicio de un cuidado adecuado.

d) México


La intervención judicial puede ser tanto para ratificar o no el acuerdo de los padres como para solventar el asunto una vez agotada toda posibilidad de llegar a algún arreglo. En ambas situaciones, tendrá como elemento común la exigencia de consulta a organismos rectores del Bienestar Social antes de dictaminar. También se prevé que se tome en cuenta los siguientes factores:


- El sentimiento expresado por el niño, siempre que se cumplan las exigencias legales al respecto;


- La situación de disponibilidad de los padres;


- La interacción del niño con la familia extensa;


- La adaptación del mismo a ambos hogares, escuelas y comunidades, y


- La presencia de actitudes violentas o cualquier otro antecedente al respecto.

III.  Propuesta de nueva redacción

Artículo 225 bis del Código Civil


En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, tanto el juez como los padres considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:


a) La vinculación afectiva entre el hijo y cada uno de los padres y demás personas de su entorno, para procurar su estabilidad emocional;


b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar integral del hijo y sus posibilidades para procurarles un entorno adecuado, de acuerdo con su edad;


c) La dedicación efectiva que cada padre procuraba al hijo antes de la ruptura, y especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;


d) La actitud de cada padre para cooperar con el otro a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo, fomentando y facilitando las relaciones con el otro padre;


e) La opinión expresada por el hijo;


f) La ubicación geográfica de los domicilios de los padres y aquella en donde el hijo desarrolla su vida escolar y social, de modo de asegurar la continuidad de sus actividades y horarios con normalidad.


g) El riesgo o perjuicio que podría derivarse para el hijo en caso de modificar su situación actual.


h) Cualquier otro antecedente o circunstancia que sea relevante atendido el interés superior del hijo.

IV. Criterios que se eliminan en la nueva redacción


1.- Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio; se entienden de utilidad para el establecimiento del régimen pero no así para su ejercicio. En todo caso comprendido en la letra d).


2.- El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar. Es norma adjetiva todo lo que dice relación con los elementos probatorios. No hay riesgo y es evidente que el juez no dejará de considerarlo aun si no se pone en esta enumeración.”.


La Profesora señora Domínguez proporcionó un conjunto de explicaciones acerca de la propuesta recién transcrita, destacando que el contenido del literal d) figura en la letra c). Indicó que la nueva redacción considera tanto la dedicación que se ofreció al hijo en el pasado, antes de la ruptura, como las condiciones futuras.


La Profesora señora Lathrop manifestó en que en aquellos sistemas en que no hay regla supletoria, se contempla el criterio que se ha planteado como orientación para el juez, de manera que se otorgue una cierta preferencia al padre o madre que ha estado dedicado efectivamente al cuidado del hijo. Opinó que existiendo una regla supletoria, este precepto no se justificaría.


La Profesora señora Domínguez discrepó de lo anterior, señalando que la existencia de una regla supletoria no basta y que el literal planteado constituye un parámetro importante, aun cuando no sea determinante por sí solo.





El Profesor señor Tapia prefirió prescindir del literal en estudio, idea con la cual coincidió la Magistrada señora Negroni.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó a los miembros de la misma acerca de la mantención en este artículo 225-2 de un literal referido a la dedicación que los padres procuraban al hijo antes de la separación. Los Honorables Senadores señores García, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán (Presidente), apoyaron la inclusión. Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, se opusieron.





Enseguida, en cuanto al texto de este literal, que seguiría siendo letra d), se acordó basarlo en las ideas contenidas en la redacción de la Profesora señora Domínguez. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores García, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán (Presidente). Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, se abstuvieron.





En consecuencia, la indicación número 22 se aprobó con enmiendas para los efectos de intercalar este nuevo numeral en el artículo 1° del proyecto, que incorpora un nuevo artículo 225-2 al Código Civil.





Exceptuando lo referido a la letra d) del señalado precepto del Código Civil, dicha indicación fue acogida con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio. La referida letra d) fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores García, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán (Presidente). Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

Número 3


El texto aprobado en general por el Senado señala:


“3.- Sustitúyese la frase inicial del artículo 42 “Para los efectos” por la siguiente “Para el solo efecto”.


El mencionado artículo 42 de la ley N° 16.618 dispone lo siguiente:


“Artículo 42. Para los efectos del artículo 226 del Código Civil, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran en el caso de inhabilidad física o moral:


1.º Cuando estuvieren incapacitados mentalmente;


2.º Cuando padecieren de alcoholismo crónico;


3.º Cuando no velaren por la crianza, cuidado personal o educación del hijo;


4.º Cuando consintieren en que el hijo se entregue en la vía o en los lugares públicos a la vagancia o a la mendicidad, ya sea en forma franca o a pretexto de profesión u oficio;


5.º Cuando hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores;


6.º Cuando maltrataren o dieren malos ejemplos al menor o cuando la permanencia de éste en el hogar constituyere un peligro para su moralidad;


7.º Cuando cualesquiera otras causas coloquen al menor en peligro moral o material.”.


Este numeral 3 no fue objeto de indicaciones y tampoco motivó mayor debate. Sin embargo, ante la supresión de los dos numerales anteriores del artículo 2°, se acordó reformular su encabezado de manera de incluir solamente el número tercero.


Dicho acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

Artículo 3°


Su tenor es el siguiente:



“Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:


“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.


El mencionado artículo 21 de la ley N° 19.947 dispone lo siguiente:


“Artículo 21.- Si los cónyuges se separaren de hecho, podrán, de común acuerdo, regular sus relaciones mutuas, especialmente los alimentos que se deban y las materias vinculadas al régimen de bienes del matrimonio.


En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado.


Los acuerdos antes mencionados deberán respetar los derechos conferidos por las leyes que tengan el carácter de irrenunciables.”.


Este artículo 3° no recibió indicaciones ni motivó discusión en la Comisión.


Por lo anterior, se mantuvo en sus mismos términos.
- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS

Artículo 1°

° ° °

Número 1, nuevo


Incorporar como tal, el siguiente:





“1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente:




“Artículo 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.”. (Indicación número 3, unanimidad, 5 x 0).

° ° °

Número 1



Pasa a ser número 2, introduciendo las siguientes modificaciones al artículo 225 del Código Civil, contenido en este numeral:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “de uno o más hijos” por “de los hijos”. (Indicación número 7, unanimidad, 5 x 0).
Incisos tercero y quinto


Reemplazar la expresión “relación directa, regular y personal” por “relación directa y regular”. (Indicación número 10, unanimidad, 4 x 0).
Inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:




“Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y deberes respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior, y sólo mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario al respecto, como regla supletoria los hijos residirán y estarán transitoriamente bajo el cuidado personal de su madre, sin que ello constituya una preferencia legal. Sin embargo, si los hijos residieren de hecho sólo con el padre, en ese caso y mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, continuarán transitoriamente bajo el cuidado personal de aquél.”. (Indicación número 7, mayoría, 3 x 2).
° ° °

Números 3 y 4, nuevos


Incorporar como tales, los siguientes:





“3.- Incorpórase, como artículo 225-2, nuevo, el siguiente:





“Artículo 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:





a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno familiar;





b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;





c) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular;





d) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;





e) La opinión expresada por el hijo;





f) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar;





g) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio;





h) El domicilio de los padres, e





i) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”. (Indicación número 22, unanimidad, 3 x 0, salvo en lo concerniente al literal d) de esta disposición, mayoría, 3 x 2 abstenciones).





4.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 227:





“El juez podrá apremiar en la forma establecida por el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”. (Letra b) de la indicación número 9, unanimidad, 3 x 0).
° ° °

Número 2


Pasa a ser número 5, sin modificaciones.

Número 3


Pasa a ser número 6, reemplazado por el siguiente:





“6.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:





“Artículo 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado en las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.





Se entiende por relación directa y regular, aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable.





Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:





a) La edad del hijo;





b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos;





c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado, y





d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo.





Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.





El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.





Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”. (Indicación número 10, unanimidad, 4 x 0).
° ° °

Número 7, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:




“7.- Incorpórase, como artículo 229-2, nuevo, el siguiente:





“Artículo 229-2. El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus ascendientes. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 5 x 0).
° ° °

Número 4


Pasa a ser número 8, sustituido por el siguiente:





“8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:





a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:





“Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.”. (Indicación número 16, unanimidad, 3 x 0).
Número 5


Pasa a ser número 9, con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Reemplazar la forma verbal “Intercálase” por “Intercálanse”.

Letra b)


Sustituir, en el inciso segundo del artículo 245 que se propone, la forma verbal “aplicará” por “aplicarán”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3 x 0).
Artículo 2°


Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 2°.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, la frase inicial “Para los efectos” por “Para el solo efecto”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3 x 0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


Como consecuencia de los acuerdos anteriores, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:





1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente:




“Artículo 224. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.


2.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:


“Artículo 225. Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


El acuerdo a que se refiere el inciso primero deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos.


Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y deberes respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior, y sólo mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario al respecto, como regla supletoria los hijos residirán y estarán transitoriamente bajo el cuidado personal de su madre, sin que ello constituya una preferencia legal. Sin embargo, si los hijos residieren de hecho sólo con el padre, en ese caso y mientras no exista acuerdo o resolución judicial en contrario, continuarán transitoriamente bajo el cuidado personal de aquél.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro mantendrá con él una relación directa y regular.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.





3.- Incorpórase, como artículo 225-2, nuevo, el siguiente:





“Artículo 225-2. En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:





a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno familiar;





b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;





c) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular;





d) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;





e) La opinión expresada por el hijo;





f) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar;





g) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio;





h) El domicilio de los padres, e





i) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”.





4.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 227:



“El juez podrá apremiar en la forma establecida por el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”.


5.- Derógase el artículo 228.





6.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:





“Artículo 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado en las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.





Se entiende por relación directa y regular, aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable.





Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:





a) La edad del hijo;





b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos;





c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado, y





d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo.





Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.





El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.



Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.



7.- Incorpórase, como artículo 229-2, nuevo, el siguiente:



“Artículo 229-2. El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus ascendientes. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.”.





8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:





a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:



“Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.


9.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:


a) Intercálanse en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “de conformidad” las palabras “o por ambos,”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.



Artículo 2°.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, la frase inicial “Para los efectos” por “Para el solo efecto”.


Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:


“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 11 de septiembre, 3, 10, 16, 30 de octubre, 7 y 28 de noviembre y 10 de diciembre de 2012, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), Alberto Espina Otero (Francisco Chahuán Chahuán, José García Ruminot, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Presidente) (Jaime Orpis Bouchon), Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva, Baldo Prokurica Prokurica) y Patricio Walker Prieto (Jorge Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), LAGOS Y WALKER (DON IGNACIO) CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY , QUE ASEGURA LA CONTINUIDAD DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO EDUCATIVO EN EL CASO DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR EXPUESTAS A LA CANCELACIÓN DE SU PERSONALIDAD JURÍDICA Y PÉRDIDA DEL RECONOCIMIENTO OFICIAL

(8775-04)

Antecedentes:

Entendemos la Educación como un bien público, que da origen al deber del Estado de garantizar tanto la equidad en su acceso como su calidad. 

La necesidad de una reforma que reoriente y mejore sustantivamente nuestro sistema de educación superior es ampliamente compartida por las chilenas y chilenos. Por ello, la actual situación de crisis del sistema debe ser considerada una oportunidad para avanzar en su perfeccionamiento integral.

Una reforma integral debe abordar sistemática y simultáneamente el marco regulatorio para la educación superior; una nueva institucionalidad que garantice el cumplimiento de dicho marco regulatorio, en especial la prohibición de lucro; un nuevo sistema de financiamiento tanto para los estudiantes como para las instituciones, a fin de reequilibrar los aportes del Estado y las familias; y un nuevo sistema de aseguramiento de la calidad y acreditación.

Dichas reformas tomarán su debido tiempo. Sin embargo, en el intertanto el Estado no puede renunciar a su deber de garantizar el derecho a la educación de aquellos estudiantes que quedan en desamparo cuando la institución de educación superior en la que están inscritos ve cancelada su personalidad jurídica y pierde su reconocimiento oficial debido.

Este es el caso que actualmente enfrenta la Universidad del Mar, donde más de 22.000 alumnos, además de miles de trabajadores, están expuestos a la incertidumbre que significa el cierre de la institución producto de las gravísimas falencias constatadas por el MINEDUC y ratificadas por el CNE.

Si bien hoy es la Universidad del Mar, dicho caso lamentablemente puede no ser un hecho aislado, por lo que se requiere contar de manera urgente con una institucionalidad capaz de hacer frente a estas delicadas situaciones.

Situación Actual:

La espectacular expansión experimentada por la matrícula de educación superior en la última década, sin un marco regulatorio ad-hoc para velar por su calidad, ha generado una serie de deficiencias e inconsistencias que han facilitado la existencia de importantes distorsiones y abusos.

Ello ha derivado en que el objetivo clave de garantizar igualdad de oportunidades en el acceso a la educación superior no se haya cumplido, ya que la segmentación de nuestro sistema escolar, la correlación de los mecanismos de selección con la condición socioeconómica de los estudiantes, y la asimetría de información respecto a la calidad, costos, probabilidades de empleabilidad, tasas de titulación y deserción, entre otros, determinan que los alumnos más vulnerables ingresen mayoritariamente a instituciones de menor calidad.

En este contexto, se hace más relevante aún que el Estado cumpla el rol que le corresponde con relación a la regulación de la calidad de la educación superior y la garantía de la fe pública depositada en las instituciones que la ofrecen. El precitado rol no puede estar solo asociado a la supervisión y control, sino que debe considerar medidas a aplicar en caso de fallar el control destinado a promover y asegurar la calidad de la educación superior. En particular, la ley debe considerar medidas que se hagan cargo de los alumnos que decidieron ingresar a determinada casa de estudios sobre la base que dicha institución estaba avalada por el Estado a través de la obtención de su autonomía y acreditación, pero que luego la pierde por decisión del propio Estado.

De ahí que resulta indispensable que el Estado garantice y resguarde la continuidad de estudios de los alumnos que se vean afectados por situaciones como la señalada, por cuanto ellos son en realidad víctimas de un inadecuado sistema de aseguramiento de la calidad por parte del Estado. 

A este respecto, proponemos el establecimiento de facultades excepcionales para garantizar la toma de control de estos planteles, a fin de garantizar la continuidad de los estudios y el proceso de titulación de los alumnos afectados; el pago de remuneraciones de los académicos y trabajadores en general, así como el ejercicio de acciones para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las universidades, el destino de los muebles o inmuebles propiedad de las corporaciones, y, en general, toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de un servicio educativo de calidad. 

Por todo lo anterior, vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

TÍTULO I

DEL ADMINISTRADOR PROVISIONAL

Artículo 1º.- Se podrá decretar el nombramiento de un administrador provisional para que asuma las funciones que competen a los organizadores, el representante legal o administrador de una institución de educación superior que reciba directa o indirectamente recursos del Estado, con el objeto de asegurar su adecuado funcionamiento, la continuidad del servicio educativo y el buen uso de tales fondos.

El administrador provisional durará en su cargo hasta que dé total cumplimiento a su cometido, salvo en los casos que se proceda a su remoción.

Artículo 2º.- Se procederá al nombramiento del administrador provisional en los casos que a continuación se indican:

a) Cuando, los organizadores, representante legal o quienes de acuerdo a la estructura dada por la institución en sus estatutos asuma el rol de administrador de la institución de educación superior, se ausente injustificadamente, poniendo en riesgo la continuidad del servicio educativo.

b) Cuando por razones imputables a cualquiera de los señalados en el literal anterior se haga imposible la mantención del servicio educativo en la institución de educación superior a consecuencia de la aplicación de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros que afecten a la instituciones, sus sedes, sus inmuebles o mobiliario.

c) Cuando, la institución de educación superior deje de contar con los recursos docentes, educativos, económicos, financieros y/o físicos necesarios para ofrecer el o los grados académicos y el o los títulos profesionales que pretenda otorgar, situación que deberá ser certificada por el Consejo Nacional de Educación.

d) Cuando, la institución de educación superior se aleje del proyecto institucional o no lleve a cabo su verificación progresiva de acuerdo a lo certificado por el Consejo Nacional de Educación para la obtención de su reconocimiento oficial.

e) Cuando, de acuerdo a los artículos 59, 64, 70, 74, 99 y 100 del DFL N° 2, del año 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 5, de 2005, proceda la cancelación de la personalidad jurídica de la institución de educación superior.

f) Cuando la institución de educación superior pierda la acreditación institucional de la que dispone u obtenga una acreditación inferior a la duración de las carreras que imparte.

Artículo 3°.- No podrán ser nombrados administradores provisionales de una institución de educación superior:

a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguineidad o segundo de afinidad de los organizadores, representante legal o aquellos que de acuerdo a la estructura dada por la institución en sus estatutos asuma el rol de administrador de la institución.

b) Los acreedores o deudores de la institución de educación superior o sus empresas relacionadas.

c) Quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus empresas relacionadas.

d) Quienes, en el plazo de un año contado hacia atrás de cuando proceda el nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes, trabajadores dependientes, o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de algunas de sus empresas relacionadas. 

Artículo 4°.- Se procederá de oficio al nombramiento del administrador provisional cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo 2° o a petición de una persona o grupo de personas directamente interesados y debidamente individualizados.

El nombramiento se efectuará mediante resolución fundada la que deberá notificarse por carta certificada a los organizadores, representante legal o a quien ejerza las facultades de administración de acuerdo a la estructura estatutaria de la institución, para que éstos puedan reclamar administrativamente mediante los recursos previstos en la ley N°19.880, de la resolución o impugnar a la persona del administrador provisional dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. 

Para efectos del cómputo del plazo a que se refiere el inciso anterior, la notificación se entenderá practicada dentro de los tres días hábiles siguientes desde su despacho de la oficina de correos.

Artículo 5°.- Al asumir sus funciones, el administrador provisional levantará, al más breve plazo, un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero de la institución de educación superior. Ella será pública y una copia deberá remitirse al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación. 

Además, dentro de los veinte días siguientes a su nombramiento, deberá presentar al Ministerio de Educación para su conocimiento un detallado plan de trabajo, que identifique las acciones a tomar.  Asimismo, el administrador provisional deberá presentar al Ministerio de Educación informes trimestrales de avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al término de su gestión.

El administrador provisional responderá de culpa leve en su administración.

Artículo 6°.- 
Desde la fecha de designación del administrador provisional, el representante legal y el administrador de la institución de educación superior serán sustituidos por éste para todos los efectos legales, quedando inhabilitados para percibir, a nombre de la institución, todo aporte estatal. La misma prohibición afectará a él o los organizadores o propietarios.

Sin perjuicio de lo anterior, dichas personas serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado al efecto.

Con todo, no serán oponibles al administrador provisional los actos o contratos que a título gratuito que hayan sido celebrados o ejecutados por las personas que el administrador provisional reemplaza de conformidad al inciso primero, en perjuicio de la continuidad del servicio educativo, desde los ciento veinte días anteriores a su nombramiento. Igualmente, serán inoponibles al administrador provisional los actos o contratos que hayan sido celebrados o ejecutados a título oneroso en perjuicio de la continuidad del servicio educativo, desde los 12 meses anteriores a la fecha de designación del administrador provisional, en la medida que se acredite la mala fe de las personas contratantes. Se entiende que las partes están de mala fe cuando ambas conocían el mal estado de la situación financiera o académica de la institución o si se trata de operaciones celebradas con empresas relacionadas.

Artículo 7°.- 
El administrador provisional asumirá las facultades que competen al administrador de la institución de educación superior en el cual desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del Código Civil.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:

a) Asumir la representación legal de la institución.

b) Ejercer amplias facultades de disposición y administración de los bienes de la institución, tanto en el orden judicial como extrajudicial, pudiendo obligarla en toda clase de actos y contratos.

c) Asegurar, dentro de los términos del plan de trabajo propuesto, la continuidad de la institución y la prosecución de estudios o titulación, en su caso, de los alumnos, ya sea directamente o a través de administración delegada a que se refiere el título II de la presente ley.

d) Efectuar las gestiones y celebrar los convenios o contratos que corresponda para recolocar a los alumnos afectados en otros planteles de educación superior.

e) Percibir y administrar los recursos que a cualquier título perciba la institución de educación superior, en especial los aportes, de cualquier tipo, que entregue el Estado.

f) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y procurando el buen desempeño de la institución de educación superior que administra.

g) Poner, cuando corresponda, término a la relación laboral del personal.

h) Constituir prenda o hipoteca sobre los bienes de la institución, cuando sea estrictamente necesario para garantizar el buen funcionamiento.

i) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las universidades, así como aquellas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.

j) Determinar el destino de los muebles o inmuebles propiedad de la institución de educación superior.

k) Otorgar la administración delegada de la institución de educación superior. 

l) Devolver la administración de los bienes a los propietarios al término de su gestión; y en general

m) Ejercer toda acción destinada a garantizar satisfacer el interés público asociado a la continuidad de un servicio educativo de calidad.

Las facultades del administrador provisional serán indelegables.

Artículo 8°.- 
Créase un Registro Público de Administradores Provisionales, que incluirá las personas naturales habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.

Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro que se cree; los mecanismos para determinar los honorarios; el procedimiento de selección y los mecanismos de evaluación; el tiempo de duración en el registro, y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la idoneidad del administrador provisional y la efectividad de su gestión.

Dicho registro deberá estar siempre abierto para el ingreso.

Artículo 9°.- 
Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que reciba la entidad, debiendo su cuantía determinarse de acuerdo a las normas que fije el reglamento a que se refiere el artículo anterior.

TÍTULO II

De la Administración Delegada

Artículo 10.-  En los casos que el administrador provisional así lo determine, podrá convocar a instituciones de educación superior que cumplan las exigencias a que se refiere el artículo siguiente, para que asuman la administración delegada de la institución de que se trate, en cuyo caso las entidad adjudicataria tomará a su cargo el otorgamiento de las prestaciones educacionales que correspondan respecto de los alumnos que ya tienen la calidad de alumnos regulares en la institución  sin que proceda la aceptación de nuevos alumnos.

Artículo 11.- Sólo podrán participar en las convocatorias que se efectúan para ejercer la administración delegada instituciones de educación superior acreditadas por un plazo no inferior a cinco años y que cumplan las demás exigencias que se establezcan en las bases de la convocatoria.

Artículo 12.-  La selección de entidad llamada a adjudicarse la administración delegada será aquella que a menor costo garantice la prestación de un servicio de calidad en los términos exigidos en la propuesta. La institución seleccionada deberá constituir garantía de fiel cumplimiento en la forma, monto y oportunidad que establezca la convocatoria.

El costo a que se refiere el inciso anterior se financiará con cargo a los recursos que se recuperen de la institución intervenida y subsidiariamente, en lo que faltare,  con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. 

Artículo 13.- Seleccionada la entidad, la materialización de la administración delegada se efectuará mediante la dictación de una resolución fundada del Ministerio de Educación a petición del administrador provisional, traspasándole todas las facultades de éste a la entidad adjudicataria. La entidad que asuma la administración delegada quedará  sujeta a la supervigilancia y control del Ministerio de Educación. Lo anterior sin perjuicio de las facultades que en virtud del artículo 87, letras f) y g)  del DFL N° 2, del año  2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 5, de 2005, le correspondan al Consejo Nacional de Educación.

Quien ejerza la administración delegada deberá informar al Ministerio de Educación cualquier hecho sustancial relacionado con el funcionamiento de la institución que administre, en especial, deberá informar sobre las medidas adoptadas para la consecución de estudios y titulación de los alumnos, en su caso, y sobre las medidas relativas al cumplimiento de los derechos laborales y previsionales del personal.

Artículo 14.- La administración delegada se extenderá hasta que se haya cumplido el plazo previsto en la resolución a que alude el artículo anterior, salvo en caso de incumplimiento grave de las obligaciones asumidas por la entidad administradora, en cuyo caso se procederá nuevamente al nombramiento de un administrador provisional.

Artículo 15.- La entidad administradora adoptará todas las medidas necesarias para garantizar la adecuada conclusión de los servicios educativos de los estudiantes de que se trate y el respectivo proceso de titulación. En el caso de los títulos que se emitan respecto de los alumnos pertenecientes a la entidad sujeta a administración delegada, se dejará constancia la entidad bajo cuya administración delegada se concedió el título respectivo.

Artículo 16.- Sin perjuicio de los demás derechos y obligaciones que se especifiquen en el decreto que determine la administración delegada, a la entidad que asuma este rol le corresponderá en lo que respecta a los aspectos académicos, lo siguiente:

a) Percibir los recursos asociados a los créditos y las becas que correspondieren a los alumnos que continuarán sus estudios.

b) Respetar los planes de estudios y créditos académicos cursados. En caso de constatar que determinados alumnos requieran cursos de nivelación académica, estos deberán ser propuestos al Ministerio de Educación, quien los aprobará.  El costo a que se refiere este literal se financiará con cargo a los recursos que se recuperen de la institución intervenida y subsidiariamente, en lo que faltare,  con cargo a los recursos que para estos efectos contempla la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 

c) Asegurar estándares de calidad académica equivalentes a los de la institución que asume la administración delegada en el proceso de egreso de los alumnos provenientes de la institución intervenida.

d) Utilizar, mantener y administrar la infraestructura y personal de la entidad sujeta a administración delegada, estando facultado para realizar las reestructuraciones que corresponda a fin de garantizar la eficiencia, oportunidad y calidad del servicio educativo que se preste.

Título III

De la Reubicación de los Alumnos en otros Planteles Educacionales

Artículo 17.- En los casos que no fuere factible aplicar la figura de administración delegada a que se refiere el título II de la presente ley, el administrador provisional deberá efectuar las gestiones necesarias para garantizar la reubicación de los alumnos en otros planteles que cumplan estándares mínimos de calidad académica. A estos efectos, se entenderán que cumplen dichos estándares las entidades que tienen una acreditación institucional por un período de tres o más años.

Artículo 18.- Para efectos de la reubicación de los alumnos, el administrador provisional tomará en consideración la situación particular de los alumnos velando porque se respeten los planes de estudios y créditos académicos cursados. De ser necesarios cursos de nivelación académica,  su costo se financiará con cargo a los recursos que se recuperen de la institución intervenida y subsidiariamente, en lo que faltare,  con cargo a los recursos  que para estos efectos contempla la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 

Artículo 19.- Sin perjuicio de los derechos y obligaciones que se establezcan en los contratos o convenios de traspaso de los alumnos, estos deberán garantizar, además de lo establecido en el artículo precedente, que:

a) Los alumnos reubicados mantendrán respecto al plantel que los acoja plenamente vigente sus derechos a becas o créditos estatales como si no hubieren cambiado de institución.

b) Las entidades de educación superior que acojan a estos alumnos estarán facultadas para no considerarlos  por el plazo que se extienda hasta su titulación en  la ponderación de  los indicadores utilizados para evaluar a las facultades o carreras de que se trate para sus procesos de acreditación o evaluación para el cumplimiento de determinadas metas u obtención de financiamiento estatal.

Disposiciones Transitorias

Artículo Único.- Excepcionalmente, tratándose de instituciones que a la entrada en vigencia de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales que contempla el artículo segundo de la misma, el Ministerio de Educación estará facultado para nombrar un administrador provisional con todas las facultades que contempla la presente iniciativa sin necesidad de esperar la dictación del reglamento a que se refiere el artículo 8° que regula el registro público de administradores previsionales. 

Sin perjuicio de lo anterior, le serán plenamente aplicables a la persona nombrada las inhabilidades contempladas en el artículo 3° de la presente ley. Los honorarios del administrador serán en este caso fijados por el propio Ministerio de Educación en la resolución en la que proceda a su nombramiento. 

(Fdo.): Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA HUIDOBRO, HORVATH, LARRAÍN (DON CARLOS) Y RUIZ-ESQUIDE, CON EL QUE PIDEN A S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA IMPLEMENTACIÓN DE UN SISTEMA DE PENSIONES QUE BENEFICIE A LOS DOCENTES DE ESTABLECIMIENTOS MUNICIPALIZADOS

(S 1547-12)

Considerando que:

1.- En nuestro país existen unos 180 mil docentes activos y cerca de 90 mil profesores jubilados;

2.- El Gobierno ha realizado esfuerzos para recuperar la valoración social de esta profesión, pues resulta fundamental para obtener una educación de calidad y equidad;

3.- En el último tiempo, se han presentado una serie de iniciativas legales para dignificar la labor de los profesores, tales como el proyecto que modifica la carrera docente, reduciendo las horas aula e incrementando sus salarios. A esto se suma la Beca Vocación de Profesor, destinada a incentivar a los jóvenes con buenos resultados en la PSU para que opten por la carrera docente;

4.- También se han establecido beneficios a favor de los profesores jubilados, entregándoles un bono a los que perciben bajas pensiones. Para ellos se estableció un bono único, por una sola vez, de un millón a 2 millones de pesos dependiendo el valor de la pensión existente, para brindarles un apoyo y agradecerles por la importante labor realizada. Hasta la fecha 1.133 profesores han sido beneficiados por un monto total que supera los $1.400 millones.

5.- Hoy, un profesor con 30 años de servicio en el sector municipal y en edad de jubilación, posee acumulada en su cuenta individual de AFP, entre 40 y 50 millones de pesos. Esto se traduce en pensiones que, en muchas situaciones, no superan los $300.000 pesos aproximados.

6.- Estas cifras, representan, en algunos casos una diferencia en más de un 50% del sueldo que perciben antes de acogerse a la jubilación. Esta situación hace que, el docente en edad de jubilación, decida mantenerse activo por más años, ello para aumentar sus fondos en AFP y poder optar a una mayor pensión.

7.- Hoy existen incentivos para ingresar a la carrera docente (Beca Vocación de Profesor), para mantenerse en ella (reducción de horas y aumento de salarios), pero no existe ninguna iniciativa que represente un incentivo mayor: obtener al término de una vida dedicada a enseñar, una jubilación digna por esta labor.

8.- Resulta primordial buscar un mecanismo permanente que considere el aporte propio de coda profesor, representado por su saldo de cotizaciones y un aporte estatal que permita al docente, al momento de jubilar, obtener una pensión que no signifique una disminución sustancial de sus ingresos y que represente, a lo menos, el 60% del sueldo mensual promedio, que dicho profesor haya percibido en los últimos cinco años de ejercicio.

9.- Como una forma de incentivar la permanencia en la educación pública, para acceder a este beneficio, podría exigirse, por ejemplo, 30 o más años de servicio en el sector municipalizado, bonificaciones especiales para aquellos que hayan prestado servicios en sectores rurales o para aquellos que hayan desarrollado funciones directivas por largo tiempo.

10.- Implementar esta medida, permitiría al Estado terminar con los programas de incentivo al retiro y bonos especiales, que cada cierto tiempo son impulsados por los diversos Gobiernos.

Vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, implementar un sistema especial de pensiones para los docentes del sector municipalizado, que les permita percibir una suma de dinero que no signifique una disminución sustancial de sus ingresos y que represente, a lo menos, el 60% del sueldo mensual promedio, que dicho profesor haya percibido en los últimos cinco años de ejercicio.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador, Alberto Espina Otero, Senador.- Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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OFICIO DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL A LOS SEÑORES JUAN EMILIO CHEYRE ESPINOSA, JOSÉ MIGUEL BULNES CONCHA, GONZALO MOLINA ARIZTÍA, ALFREDO ROBERTO JOIGNANT RONDÓN Y PATRICIO FRANCISCO SANTAMARÍA MUTIS

(S 1548-05)

DE
: SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE


  PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A
: SEÑOR CAMILO ESCALONA MEDINA


  PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. La ley N° 20.568 que regula la Inscripción Automática, modifica el Servicio Electoral y Moderniza el Sistema de Votaciones, modificó entre otras normas, la ley N° 18.556 sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. En virtud de lo anterior, el nuevo artículo 62 de la ley N° 18.556 crea un órgano denominado Consejo Directivo del Servicio Electoral, el que estará integrado por cinco miembros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio.

El referido artículo señala que el Presidente formulará su proposición en un solo acto y que el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.

2. Adicionalmente, la ley señala que los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro periodo, por una sola vez.

3. Finalmente, para efectos de permitir la renovación parcial de los integrantes del Consejo, el artículo 7° transitorio de la ley N° 20.568 antes aludida dispone que en la primera propuesta que haga el Presidente de la República al Senado para que éste preste su acuerdo a la designación de los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres consejeros que durarán ocho años.

4. En razón de lo dispuesto precedentemente, por medio del presente oficio, el Presidente de la República solicita el acuerdo del H. Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a los señores:

1) Juan Emilio Cheyre Espinosa, por un periodo de ocho años.

2) José Miguel Bulnes Concha, por un periodo de ocho años.

3) Gonzalo Molina Ariztía, por un periodo de cuatro años.

4) Alfredo Roberto Joignant Rondón, por un periodo de cuatro años.

5) Patricio Francisco Santamaría Mutis, por un periodo de ocho años.

5.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República
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